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La Exposición Universal del año 2010 celebrada en la ciudad china de Shangai con el 
lema “Mejor Ciudad, Mejor Vida”, expresaba el deseo de todas las sociedades de contar 
con núcleos urbanos acordes con la vida moderna, de bienestar y desarrollo sostenible. 
En una de las ponencias se recordaba que “por primera vez en la historia de la 
humanidad… nuestro mundo está dominado por un número creciente de 
megaciudades”, lo cual conlleva problemas de calidad de vida e impacto ambiental. 
Se ha escrito mucho sobre las áreas metropolitanas y todavía hoy se sigue elaborando 
una ingente cantidad de trabajos que abordan esta materia, no solo desde el punto de 
vista jurídico, que es en el que nos vamos a centrar, sino también desde ciencias como la 
geografía, la sociología y la economía. 
El hecho de que se reflexione tanto sobre el tema que nos ocupa nos convence de que 
esta cuestión es un concepto que está vivo y en continua evolución, por lo que vamos a 
intentar realizar una revisión de las elaboraciones existentes y su actualización. 
Cualquier pretensión de llegar a una conclusión que vaya más allá de valorizar esta 
figura será inútil, dada la imprevisibilidad que siempre ha acompañado a la cuestión de 
la ordenación del territorio y su correspondiente regulación. 
Como hemos mencionado, existen publicaciones en torno a la figura del área 
metropolitana elaboradas por estudiosos de las más variadas ramas de la ciencia, y 
somos de la creencia de que todas las aportaciones se interrelacionan, conectan entre sí 
para, entre todas, conseguir configurar la visión más completa posible. Es por ello que 
para elaborar este trabajo hemos recurrido a la consulta de todas ellas y 
consecuentemente, a su cita. 
Si el ordenamiento jurídico se ve en la necesidad de regular una cuestión como la 
metropolitana es porque previamente ha surgido como realidad fáctica. Y desde este 
convencimiento es de donde vamos a partir para comenzar a dotar de contenido a este 
trabajo. 
Si, como ha quedado demostrado, la aparición de las áreas metropolitanas tiene lugar 
como consecuencia de la evolución de las ciudades, consideramos necesario realizar 
antes de nada un acercamiento a esta realidad, pues como decía BRAUDEL, 
 “…ninguna civilización actual es verdaderamente comprensible sin un 
conocimiento de los itinerarios ya recorridos, de los valores antiguos, de las 
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experiencias vividas. Una civilización es siempre un pasado vivo, un cierto pasado 
vivo.”1 
Partiendo de esa cita del historiador BRAUDEL tratamos de justificar porqué 
comenzamos este trabajo haciendo una revisión del concepto “ciudad”. Y es que 
consideramos que en ella está el origen de la figura a cuyo estudio dedicamos estas 
páginas, el Área Metropolitana, la cual tiene la fuente de su nacimiento en la cuestión 
del régimen local, cuestión que ha evolucionado a lo largo del tiempo dando cobertura y 
explicando las distintas instituciones territoriales que la han venido integrando. 
Del estudio de esta evolución de la ciudad se ha venido encargado a lo largo de los 
años una parte importante de la doctrina. Así, TOYNBEE realiza un estudio sobre la 
expansión de las ciudades y nos descubre que ya el caricaturista inglés George 
Cruikshand a comienzos del siglo XIX realizó un grabado del corazón de Londres 




Coincidiendo con esta apreciación, LEFÈBVRE reconoce que “la extensión del 
tejido urbano y la concentración urbana han hecho estallar la ciudad, la que se remonta a 
las épocas preindustrial y precapitalista”, y se pregunta qué hay para sustituirla.3 
La respuesta podría estar en esta afirmación de la profesora BARRERO 
RODRÍGUEZ, para la cual “el tiempo en el que el crecimiento desborda los límites de 
los Municipios situados en el corazón de las grandes ciudades será el momento del 
nacimiento y desarrollo del hecho metropolitano”.4 
Aunque el fenómeno metropolitano como hecho geográfico tiene su germen en el 
comienzo de la expansión de las ciudades como consecuencia de la Revolución 
Industrial, en España la doctrina coincide en señalar que hay que esperar hasta bien 
entrado el siglo XX para poder apreciar el surgimiento de las áreas metropolitanas. 
LÓPEZ GROH señala como causas de esta tardía aparición la situación derivada de 
la Guerra Civil y de la política autárquica, que determinaron la escasa movilidad de la 
                                                  
1 BRAUDEL, F., Gramática das Civilizações. Ed. Martins Fontes, 3ª edición, São Paulo, 2004, p. 45. 
2 TOYNBEE, A. J., Ciudades en marcha. Madrid, Alianza Editorial, 1973, p. 15. 
3 LEFÈVRE, H., De lo rural a lo urbano. Península, 1973, p. 227. 





Así pues, en España ha sido sobre todo en la segunda mitad del siglo XX cuando la 
población comenzó a desplazarse de las zonas rurales hacia los núcleos urbanos. Y será 
sobre todo en la década de los años 60 cuando se produzca en nuestro país una 
industrialización acelerada que va a derivar en una explosión urbana derivada de la 
demanda de mano de obra y en consecuencia, en la expansión de las ciudades que junto 
con su área de influencia supondrán la génesis de las áreas metropolitanas. 
Algunos de los estudiosos de esta cuestión observan que, “desde la década de los 
noventa aparecen zonas residenciales de baja densidad, suburbanizaciones, tanto en los 
municipios ya integrados en las áreas metropolitanas como entre pequeños municipios 
que aún conservando rasgos de la tradicional comunidad rural, se integran en el 
mercado de trabajo que constituyen las áreas metropolitanas”.6 
La importancia que va a tener la ciudad como desencadenante del hecho 
metropolitano la recalca TOSCANO GIL cuando afirma que éste “requiere, en primer 
lugar, de la formación de ciudades”.7 
La figura del Área Metropolitana nace y se justifica como desarrollo y evolución del 
ente territorial inmediato anterior, la entidad local básica, el municipio. Pero no de todo 
municipio, sino solo del específicamente urbano. Estamos hablando de la ciudad, urbs, 
o polis, que crece, se ensancha, y se transforma en algo nuevo que busca una 
explicación, una definición, y una regulación. Y habremos llegado inevitablemente al 
Área Metropolitana. 
Esta institución no es exclusiva de unos pocos territorios en el mundo, al igual que 
no podemos negar que las ciudades están presentes en todas las partes del globo. Por lo 
tanto, el fenómeno de la expansión se ha venido sintiendo y se le ha venido dando 
respuesta, en cada momento dado, en todos los países en los que se ha manifestado. 
En España, país que junto con Francia, Italia y Portugal bebe del sistema municipal 
francés, la evolución del municipio hasta llegar a precisar de la consideración del mismo 
                                                  
5 LÓPEZ GROH, F., Áreas Metropolitanas en la crisis. Municipios, Obras Públicas y Urbanismo 
(MOPU) Instituto del Territorio y Urbanismo, Centro de Publicaciones, Madrid, 1987, p. 42. 
6 NAVARRO YÁÑEZ, C.J., MATEOS MORA, C. y RODRÍGUEZ GARCÍA, M.J., Sistemas urbanos y 
participación política: el caso de las áreas metropolitanas en España. En “Ciudad y Territorio. Estudios 
Territoriales”, Vol. XLIII. Cuarta época. Nº 168, Ministerio de Fomento, verano 2011, p. 327. 
7
 TOSCANO GIL, F., El fenómeno metropolitano y sus soluciones jurídicas, Madrid, IUSTEL, 2010, p. 
39. 
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como Área Metropolitana ha sido posible porque a finales del siglo XVIII en Francia 
surge el principio del pouvoir municipal (poder municipal), que expresa, en palabras de 
GARCÍA DE ENTERRÍA, la idea esencial del sistema municipal francés. Este autor 
nos recuerda que esta idea proviene de la fisiocracia y concretamente de Turgot, cuya 
Mémoire sur les Municipalités, de 1775, puede considerarse como el acta de nacimiento 
del municipalismo nuevo. El concepto pouvoir municipal parte de la idea asociativa o 
asociacionista del Municipio, que explica este como una asociación de vecinos, idea que 
con raíces claras en las concepciones municipales medievales, se toma inmediatamente 
de la concepción social pactista propia del s. XVIII. Como en toda asociación, sus 
miembros se convienen a propósito de determinados “asuntos comunes”, que aquí son 
los propios del hecho de la convivencia y fundamentalmente la ayuda mutua.
8
 
GARCÍA DE ENTERRÍA cita al doctrinario ROYER COLLARD el cual, partiendo 
de la concepción asociativa del Municipio, expresará así el ámbito propio de los 
contenidos del poder municipal, fórmula en la que se encierra verdaderamente toda la 
concepción del Municipio de tipo francés, 
“Por todas partes dónde hay un cierto número de viviendas próximas, hay un 
interés común de seguridad, de comodidad, de salubridad, a menudo de propiedad. 
Son estos intereses, enteramente distintos de los intereses generales, que fomentan el 
municipio.”9 
El jurista HERION DE PANSEY, esquematizará aún más esta fórmula de las 
funciones municipales privativas: está, por una parte, la administración del patrimonio 
municipal, concebido como un patrimonio común de los vecinos; y en segundo y último 
lugar la police municipale, que se concreta a su vez en la expresión “apartar de la 
vivienda común todo lo que puede resultar poco seguro, incómodo y malsano.” 10 
Estas fórmulas se plasman en la Ley municipal de 1837 y tras leves retoques, apenas 
efectivos más que en la democratización de los órganos municipales, permanecerán en 
                                                  
8 GARCÍA DE ENTERRÍA, E., Revolución Francesa y Administración Contemporánea. Madrid, Civitas, 
1998, p. 144. 
9
 “Partout où il y a un certain nombre d’habitations voisines, il y a des interêts communs de sûreté, de 
commodité, de salubrité, souvent de propriété. Ce son ces intérêts, entièrement distincts des intérêts 
généraux, qui foment la commune”. En GARCÍA DE ENTERRÍA, E., Revolución Francesa…”, op. cit.,, 
p. 148 
10
 “Écarter de l’habitation commune tout ce qui pourroit la render peu sûre, incommode et malsaine”. En 
GARCÍA DE ENTERRÍA, E., Revolución Francesa…”, op. cit.,, p. 148. 
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pie en la propia Francia y en los países que de ella recibieron el sistema.
11
 
Tras la consolidación del poder municipal y el posterior desarrollo de las ciudades, 
surge el poder intermunicipal que, dado el crecimiento que aquéllas han experimentado, 
corresponde ahora ejercer a las áreas metropolitanas.  
Entre los numerosos autores que ponen de manifiesto su importancia y 
consecuentemente la necesidad de su estudio se encuentra MARTÍN MATEO que se 
refiere a la Áreas metropolitanas como, 
 “palestras en las que, indudablemente, se va a jugar el destino de la civilización. 
El tema de las áreas metropolitanas que nosotros ya vivimos es un tema clave, 
decisivo, en cuanto que implica la radical transformación de las formas de vida que 
había adoptado la Humanidad desde sus más lejanos orígenes. Todo lo que se haga 
para adoptar modelos más adecuados de organización de estas áreas, de manera que 
la vida en ellas resulte más atractiva, más humana para sus habitantes, será una 
aportación interesante para la común ventaja.”12 
De igual manera, PÉREZ MORENO también reconoce esta realidad al afirmar que, 
“las Áreas Metropolitanas, que han llegado tardíamente a nuestro Ordenamiento 
como alternativa cuando existe un nuevo marco de circunstancias económicas, 
políticas y jurídicas que preside las funciones de las ciudades-aglomeraciones y las 
relaciones administrativas, han quedado expuestas a los voluntarismos políticos y a 
las graves tensiones ínsitas en todos los supuestos de aplicación o ejecución mediante 
leyes singulares.”13 
También transmiten una idea similar NAVARRO YÁÑEZ, MATEOS MORA Y 
RODRÍGUEZ GARCÍA cuando manifiestan que,  
“cada vez en una mayor medida la organización socio-espacial de las sociedades 
contemporáneas no se articula tanto, o solamente, en la distinción rural-urbano, sino 
también en la progresiva extensión de las áreas metropolitanas, y en particular, por la 
intensificación del proceso de suburbanización que da lugar a la aparición de 
municipios integrados en la lógica urbana, pero que se caracterizan por una baja 
densidad y un estatus socio-económico medio-alto de sus habitantes. El proceso no 
es solo importante por el volumen de población implicado, sino también porque 
supone nuevos patrones de organización socio-espacial. Si ello es así, cabría pensar 
que tenga consecuencias sobre las actitudes y comportamientos de la ciudadanía, y 
                                                  
11 GARCÍA DE ENTERRÍA, E., Revolución Francesa…”, op. cit., p.149. 
12
 MARTÍN MATEO, R., Problemática metropolitana (Estudios y dictámenes). Editorial Montecorvo, 
Madrid, 1974, pp. 227-228. 
13 PÉREZ MORENO, A., Las Áreas Metropolitanas entre la esperanza y la aporía. Madrid, RDU 
Octubre-Noviembre-Diciembre 1994, pp. 963-964. 
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entre éstos, los de índole socio-política.”14 
Las ventajas que conlleva la implantación de esta entidad para los municipios de su 
influencia MELLA MÁRQUEZ las expone en los siguientes términos,  
“la pertenencia de las ciudades en la actualidad a sistemas de mayor tamaño de 
naturaleza metropolitana representa una oportunidad capaz de potenciarlas y de 
justificar la implantación de dotaciones que por sus características desbordan con 
mucho el ámbito local municipal. De hecho el ámbito metropolitano permite 
asegurar el éxito, por economías de escala y sinergias entre actividades, de las 
iniciativas locales, que debidamente organizadas en sistemas de gobierno y 
gobernanza permitirían superar las fragmentaciones territoriales.”15 
Singular relevancia tienen, a nuestro juicio, las palabras de FERIA TORIBIO, para 
quien, 
“la ciudad real en España es una ciudad metropolitana, jerárquicamente ordenada, 
heterogénea y diversa, que debe adecuarse en sus instrumentos y políticas de 
intervención a dicha realidad. Dicha ciudad real, como en el resto de los países de su 
entorno se configura, en los niveles superiores de la jerarquía urbana, como una 
ciudad metropolitana, en la que el espacio construido y, con ello, también, el de las 
funciones y flujos, superan los límites tradicionales, físicos y administrativos, de la 
ciudad tradicional.”  
El citado autor, convencido de dicha situación y de la necesidad de incidir en su 
tratamiento, afirma que, 
“Aprehender en profundidad e intentar explicar esta realidad constituye no solo un 
objetivo académico relevante sino también una necesidad para adecuar numerosas 
políticas públicas (transportes, planificación física, gestión del medioambiente 
urbano, vivienda, fiscalidad local, etc.) a la escala real en la que estas requieren ser 
gestionadas.”16 
Así, habiendo advertido de esta necesidad de abordar la cuestión metropolitana como 
realidad que está hoy totalmente vigente, concluye FERIA TORIBIO  reconociendo 
que, 
“se puede afirmar sin lugar a dudas que en España la ciudad real es ya, desde hace 
algunas décadas, una ciudad metropolitana, que se extiende más allá de límites 
administrativos municipales y que, en su conjunto alberga a más del 60% de la 
población española. Lo que ello implica en términos de planificación urbana y 
                                                  
14 NAVARRO YÁÑEZ, C. J., MATEOS MORA, C. y RODRÍGUEZ GARCÍA, M. J., “Sistemas urbanos 
y participación política…”, op. cit., pp. 323-324. 
15 MELLA MÁRQUEZ, J. M., “Ciudad, Territorio y Proyección Urbana: La cooperación intermunicipal 
en la Áreas Metropolitanas”. Retos de la acción de gobierno para las ciudades del siglo XXI, Eixo 
Atlántico do Noroeste Peninsular, Vigo-Porto 2012, p. 428. 
16 FERIA TORIBIO, J. M., “La delimitación y organización espacial de las áreas metropolitanas 
españolas: una perspectiva desde la movilidad”. Ciudad y Territorio. Estudios Territoriales, Vol. XLII. 
Cuarta época, N.º 164, verano 2010, p. 189. 
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territorial, de gestión de transportes públicos, de dotación de equipamientos y 
servicios, de políticas fiscales uniformes, etc. es de una relevancia que difícilmente 




A la vista de todas estas manifestaciones doctrinales, es insoslayable el pensar que 
estamos ante una cuestión, la metropolitana, que viene estando presente en el debate 
tanto nacional como internacional prácticamente desde que su aparición como 
fenómeno urbano. Consideramos que ello ha sido inevitable dada la generalizada 
materialización del hecho metropolitano en los territorios ocupados por las ciudades a 
partir de finales del siglo XIX. 
Sin embargo, no deja de resultar llamativo comprobar que, a pesar de su 
protagonismo en el estudio y tratamiento académico y político, y de su reconocimiento 
fáctico como un hecho territorial inevitable debido al crecimiento de las ciudades y la 
consecuente intensificación de las recíprocas relaciones de dependencia mutua con su 
corona, todavía no haya logrado afianzarse como una realidad jurídica. 
Es muy probable que el motivo de este estancamiento en su desarrollo legal venga 
dado por motivos que tienen que ver sobre todo con el reparto de cuotas de gestión, 
aunque bien podría deberse también a una cierta pereza en pensar en hacer cambios 
organizativos cuyos resultados, además, se desconocen. Pero ello no puede constituir 
una excusa para escapar al reconocimiento de una situación que es real y que es 
inevitable. Y que por lo tanto tiene que ser abarcada y que reclama una solución. 
Si nos encontramos con un área geográfica continua que engloba una gran 
aglomeración urbana, en la que existe un mercado de trabajo suficientemente 
diferenciado y en el que se dan relaciones de dependencia mutua entre los diferentes 
núcleos del área entre los que destaca la posición preponderante y de dominio del 
núcleo principal, es más que probable que estemos ante un fenómeno metropolitano.
18
 
Y se trata de una situación que se da con mucha frecuencia. 
Porqué, entonces, no existe un mayor reconocimiento legal de algo tan obvio como 
es esta realidad. 
                                                  
17 FERIA TORIBIO, J. M., “La delimitación y organización espacial de las áreas metropolitanas 
españolas…”, op. cit., p. 208. 
18 Esta relación de criterios e indicadores que más frecuentemente se ha utlizado para valorar los aspectos  
que caracterizan al fenómeno metropolitano procede de J. VINUESA ANGULO (“Sobre el concepto del 
Área Metropolitana”. Separata de Estudios Geográficos, N.º 140-141, agosto-noviembre 1975, pp. 3-10. 
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Estos planteamientos, tras constatar la existencia del hecho metropolitano, han sido 
los que nos han llevado a interesarnos por la cuestión de su naturaleza, su historia y su 
realidad jurídica. Hemos partido de la investigación sobre su génesis, constatando como 
efectivamente se trata de una manifestación inevitable que vino dada por la evolución 
de su precursor, la ciudad, y una vez que nos hemos encontrado con la realidad 
metropolitana, hemos procedido a aproximarnos a su concepto y características y hemos 
analizado las bondades así como los defectos que presenta. 
Al tratarse de un fenómeno universal, hemos creído conveniente efectuar un estudio 
del tratamiento de la cuestión metropolitana desde el punto de vista jurídico en distintos 
países del mundo. Dada nuestra pertenencia al entorno comunitario, nos hemos detenido 
con especial atención en el tratamiento proporcionado por las Instituciones y 
Organismos de la Unión Europea al objeto de nuestro estudio, para proceder a 
continuación a comprobar la existencia de un régimen jurídico metropolitano en cada 
uno de los países miembros, dejando el análisis del caso español para un capítulo 
posterior. 
En España, la presencia de la cuestión metropolitana en nuestras normas, si bien no 
densa, sí ha sido continua desde que comenzaron a producirse las primeras 
manifestaciones del crecimiento de las ciudades como circunstancia derivada del 
progreso económico e industrial. Es por ello que hemos organizado la revisión de la 
regulación jurídica de la cuestión distribuyéndola en las cuatro etapas en las que la 
doctrina divide esta evolución, centrándonos en las tres primeras, por lo tanto, en las 
etapas previas a la proclamación de la Democracia en nuestro país, para centrarnos ya 
con un poco más de profundidad en la cuarta y última etapa a partir de 1978. 
La promulgación de la Constitución Española de nuestra democracia trajo como 
consecuencia un reconocimiento de la organización territorial del Estado, reafirmando 
la continuidad de organizaciones ya existentes en nuestro país, como el municipio y la 
provincia, y contemplando la posibilidad de crear otras nuevas, como las Comunidades 
Autónomas, así como las agrupaciones de municipios diferentes de la provincia. 
La evolución de la organización territorial en España que siguió a la aprobación de 
nuestra Carta Magna, de todos bien conocida, trajo como consecuencia la aparición de 
Leyes Orgánicas que aprobaron los Estatutos de Autonomía. Dichos Estatutos, 
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amparados en la posibilidad que les ofrecía la Constitución de, respetando las Bases 
estatales, asumir la competencia para legislar en materia de régimen local, así como la 
ordenación del territorio, procedieron en su articulado muchos de ellos a contemplar la 
posibilidad de crear áreas metropolitanas. Muchas Comunidades Autónomas 
procedieron a desarrollar esta posibilidad en sus leyes sobre Administración local. 
La nueva Ley de Bases del Régimen Local, aprobada el 2 de abril de 1985, 
mencionaba en su articulado la posibilidad de crear por ley autonómica, áreas 
metropolitanas, si bien como observa JIMÉNEZ BLANCO, “el escaso entusiasmo de la 
norma es de por sí locuaz del poco eufórico momento que, en España y en el mundo, 
parecen vivir desde hace tiempo las Áreas Metropolitanas.”19 
A pesar de que la Ley 7/1985 dedica pocos artículos a legislar sobre el régimen de 
las áreas metropolitanas, de su contenido podemos extraer bastantes conceptos que 
analizamos en el apartado correspondiente y que han dado lugar a un ingente 
tratamiento doctrinal. 
Como ya hemos comentado, la cuestión metropolitana es un fenómeno universal al 
que España no ha escapado. Existen en nuestro país numerosas manifestaciones de los 
intentos por regular el área metropolitana como entidad territorial local, por lo que 
hemos intentado realizar una revisión de dichos intentos, algunos de los cuales han dado 
sus frutos, creemos que con fortuna, y otros están en el camino de lograrlo. 
Una circunstancia de última hora con la que no contábamos ha sido la aprobación, en 
el año 2013, de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, que, aduciendo como motivación la 
situación de crisis económica de los últimos años y bajo los objetivos económicos de 
racionalización y sostenibilidad, ha llevado a cabo una profunda modificación de la Ley 
7/1985, que debido a la injerencia excesiva del legislador estatal en asuntos claramente 
locales ha conducido a la presentación de numerosos recursos de  inconstitucionalidad 
en defensa del amenazado principio de autonomía local. Por otro lado, el reforzamiento 
del papel de las Diputaciones Provinciales como entidades coordinadoras de la gestión 
del 95 por ciento de los municipios españoles deja poco espacio para la intervención 
metropolitana. 
                                                  
19 JIMÉNEZ-BLANCO CARRILLO DE ALBORNOZ, A., “Las organizaciones supramunicipales en 
España: Las áreas metropolitanas”. Revista de Estudios de la administración local y autonómica, N.º 254, 
1992, p. 347. 
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Con el objeto de revisar todos estos aspectos por el orden en el que han sido 
expuestos, es con el que se ha intentado redactar este  trabajo. 
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CAPÍTULO I. APROXIMACIÓN AL CONCEPTO DE ÁREA 
METROPOLITANA. GÉNESIS Y EVOLUCIÓN 
1. INTRODUCCIÓN 
Las reflexiones sobre esta cuestión no son nuevas, sino que ya en la Antigüedad 
filósofos como ARISTÓTELES se dedicaban a su análisis. Para dicho autor,  
“La ciudad es la comunidad, procedente de varias aldeas, perfecta, ya que posee, 
para decirlo de una vez, la conclusión de la autosuficiencia total, y que tiene su 
origen en la urgencia del vivir, pero subsiste para el vivir bien. Así que toda ciudad 
existe por naturaleza, del mismo modo que las comunidades originarias. Ella es la 
finalidad de aquéllas, y la naturaleza es finalidad.”  
La ciudad debe entenderse como un fenómeno vivo y permanente, íntimamente 
ligado a la cultura.”20 
Como nos recuerda TOYNBEE,  el vocablo “ciudad” viene del latín civitas y de la 
palabra civis “ciudadano”, es decir, la ciudad como ciudadanía. 21 Por otra parte, afirma 
CAPEL SÁEZ que “con la expresión “ciudad” o “urbano” estamos aludiendo a varias 
dimensiones diferentes. Los romanos distinguieron claramente – y San Isidoro de 
Sevilla lo recogió en sus Etimologías – entre el espacio edificado, la urbs, y los 
ciudadanos, la civitas. A lo que podríamos añadir otro rasgo, el político y 
administrativo, que queda bien formulado por la expresión griega de la polis Lo que 
significa simplemente que lo “urbano” es una forma de clasificación: del espacio y de la 
sociedad.”22 
Como consecuencia de la aparición de las ciudades surge el Derecho urbanístico, que 
según palabras de GARCÍA RUBIO “proviene como todo el urbanismo del término 
latino urbs-urbis que es ciudad, referido fundamentalmente a la urbs que era Roma y 
que se extendió a todas las ciudades.”23  
A respecto de lo anterior, LEFEBVRE con base en los principios sentados en  la 
“Declaración de La Sarraz” en relación a la planificación urbana y rural afirma que, 
                                                  
20 ARISTÓTELES, Política. Madrid, Alianza Editorial, 2007, p. 47. 
21 TOYNBEE, A. J., Ciudades en marcha. Madrid, Alianza Editorial, 1973, pp. 7-8. 
22 CAPEL SÁEZ, H., “Gritos amargos sobre la ciudad”. Perspectivas Urbanas, N.º 1, Barcelona, 2002, 
p.12. 
23 GARCÍA RUBIO, F., “Suelo No Urbanizable”. Revista URBS, Año III, N.º 15, mayo 2002, p. 8. Enlace 
web: www.urbs.net/urbanismo/urbsnet15.doc  (Último acceso: 26.08.2015). 
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“la escuela de Le Corbusier ha concebido y concibe la Ciudad como forma 
sensible y tangible de un contenido esencial: la satisfacción plena de las necesidades 
humanas. Quiere crear las condiciones de una verdadera comunidad.”24 
Para CASTELLS OLIVÁN pueden distinguirse dos conjuntos bien distintos de 
acepciones del término “urbanización”; por un lado, la concentración espacial de la 
población a partir de unos determinados límites de dimensión y densidad; por otro, la 
difusión del sistema de valores, actividades y comportamientos que se resume bajo la 
denominación de “cultura urbana”, entendido como el hecho del sistema cultural 
característico de la sociedad industrial capitalista. Por lo tanto, se asimila 
“urbanización” e “industrialización”.25 
Para dicho autor, la acepción culturalista de urbanización se basa en un supuesto 
previo: la correspondencia entre un determinado tipo técnico de producción (definido 
esencialmente por la actividad industrial), un sistema de valores (el “modernismo”) y 
una forma particular de asentamiento espacial, la ciudad, cuyas características decisivas 
son: la dimensión y la densidad. 
El término “urbanización” se refiere al mismo tiempo tanto a la constitución de 
formas espaciales específicas de las sociedades humanas, caracterizadas por la 
significativa concentración de las actividades y poblaciones en un espacio restringido, 
como a la existencia y difusión de un particular sistema cultural, la cultura urbana. 
                                                  
24 H. LEFÈVRE (De lo rural a lo urbano. Ediciones Península, 2ª edición, Barcelona, 1973, p. 126) 
recoge en su obra el contenido de la Declaración de La Sarraz, firmada en el castillo del mismo nombre, 
en Suiza, Cantón de Vaud, durante la celebración del Primer Congreso Internacional de Arquitectura 
Moderna (CIAM I). En dicha Declaración los arquitectos firmantes suscriben la siguiente afirmación, 
“El urbanismo es la organización de todas las funciones de la vida colectiva en la ciudad y en el 
campo. El urbanismo no puede venir determinado por consideraciones estéticas, sino exclusivamente 
por exigencias funcionales. 
El primer lugar dentro del urbanismo lo ocupa la ordenación de las funciones: la vivienda; el 
trabajo; el ocio (deporte, diversiones). Los medios para cumplir estas funciones son: distribución del 
suelo; reglamentación de la circulación; legislación. 
Sobre la base de la densidad de población, establecida por la planificación nacional de acuerdo con 
principios sociales y económicos, se determina la proporción de superficie habitable, superficie 
destinada al deporte y de terreno descubierto y superficie destinada a la circulación, La actual 
fragmentación caótica del suelo, debido a la compraventa, a la especulación y a la ley de herencia, 
debe convertirse mediante una administración colectiva del suelo ejercida de forma planificada. Este 
proceso ya se puede iniciar hoy mediante la transferencia de la plusvalía injustificada a la comunidad 
y la modificación de las leyes relativas a la herencia. 
El Reglamento de circulación debe abarcar el aspecto espacial y temporal de todas las funciones de 
la vida de la comunidad. La creciente intensidad de estas funciones vitales, constantemente 
comprobada a través de medios estadísticos tiene como consecuencia una creciente dictadura de la 
circulación. 
Los medios técnicos de la época moderna, en constante desarrollo, exigen una total transformación de la 
legislación y una constante modificación acorde con el progreso técnico.” 
25 CASTELLS OLIVÁN, M., La cuestión urbana. Ed. Siglo XXI, 9ª ed., México, 1983, p. 15. 
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La noción ideológica de urbanización se refiere al proceso a través del cual una 
proporción significativamente importante de la población de una sociedad se concentra 
en un cierto espacio, en el cual se constituyen aglomeraciones funcional y socialmente 




CASTELLS OLIVÁN se formula la siguiente pregunta: ¿qué es el espacio?, a lo que 
responde, “todo espacio se construye”. En opinión de este autor, 
“Lo urbano-unidad del aparato político-jurídico ha sido, en efecto, el fundamento 
de la existencia de la ciudad en determinadas coyunturas históricas, sea la polis 
griega o las ciudades medievales, centradas en el estatuto jurídico de los 
“burgueses”. Incluso actualmente, el municipio o su equivalente, aparecen en ciertas 
sociedades o en ciertos casos, como una delimitación que posee su propia lógica 
social. Sin embargo, en el capitalismo avanzado y particularmente en las regiones 
metropolitanas, se constata una casi completa inadecuación entre estas fronteras 
políticas y la especificidad de su contenido social, ya que esta especificidad se define 
cada vez más al nivel de lo económico. Y no es por casualidad, pues todo ocurre 
como si las unidades espaciales se definieran en cada sociedad según la instancia 
dominante, característica del modo de producción (político-jurídica en el feudalismo, 
económica en el capitalismo).”27 
Una interesante revisión de la concepción de la ciudad a lo largo de la historia la 
encontramos en la obra de CAPEL SÁEZ, donde realiza una revisión de esta realidad 
dado que, “la percepción negativa de la ciudad, la modificación de sus riesgos y 
amenazas tiene raíces muy antiguas, pero se ha  generalizado hoy ante los problemas 
crecientes que existen en las grandes áreas metropolitanas”, llegando el autor a la 
siguiente conclusión, 
 “hoy las ciudades tienen grandes problemas y desafíos. Pero siguen siendo un 
factor esencial de desarrollo económico. Habrá que facilitar la urbanización y 
defender la ciudad, ese producto excelso de la cultura que ha cumplido durante 
milenios la funciones esenciales en el proceso de civilización y en el desarrollo de la 
Humanidad.”28 
En relación a la importancia de la ciudad, CARAMÉS VIÉITEZ recuerda que en 
septiembre de 1965 un grupo de arquitectos, historiadores, sociólogos y psicólogos 
sociales suscribieron la “Declaración de Bochum”, en la que se podía leer, 
“el modo de vida urbano ofrece a los hombres las más amplias posibilidades en 
cuanto a lugares de trabajo, de encuentros e intercambios, de diferenciación y 
                                                  
26 CASTELLS OLIVÁN, M., La cuestión urbana…, op. cit.,  pp. 16- 26. 
27 CASTELLS OLIVÁN, M., La cuestión urbana..., op. cit., 278. 
28 CAPEL SÁEZ, H., “Gritos amargos…”, op. cit., p. 2. 
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aumento de la producción. No es la disolución de la ciudad lo que podría cumplir 
esta tarea, sino su lógica reordenación con los medios que nos brinda nuestra técnica 
y la utilización de toda la fantasía creadora de nuestro tiempo.”29 
Un ejemplo más del protagonismo que ha tenido la figura de la ciudad en el 
pensamiento de los profesionales e investigadores lo tenemos en el manifiesto 
urbanístico redactado en el IV Congreso Internacional de Arquitectura Moderna (CIAM 
IV) celebrado a bordo del Patris II en 1933, en la ruta Marsella-Atenas-Marsella y 
publicado por Sert y Le Corbusier en 1942. En este tratado se propone la colocación de 
los edificios en amplias zonas verdes poco densas. Los preceptos de dicho tratado 
tuvieron una gran influencia en el desarrollo de las ciudades europeas tras la Segunda 
Guerra Mundial y en el diseño de Brasilia. 
Los protagonistas de este tratado, partiendo de que “las bases del urbanismo son las 
cuatro funciones: habitar, trabajar, recrearse (horas libres) y circular” están de acuerdo 
en que “ciertas circunstancias particulares han determinado los caracteres de la ciudad a 
lo largo de la historia: la defensa militar, los descubrimientos científicos, las sucesivas 
administraciones, y el desarrollo progresivo de las comunicaciones y de los medios de 
transporte (rutas terrestres, fluviales o marítimas, ferrocarriles y rutas aéreas)”. Así 
pues, las razones que presiden el desarrollo de las ciudades están sometidas a cambios 
continuos. Uno de ellos viene dado por el hecho de que “los lugares de trabajo ya no se 
hallan dispuestos racionalmente en el interior del complejo urbano” pues “la inesperada 
expansión del maquinismo ha destruido la fisonomía de las ciudades. La vinculación 
entre la habitación y los lugares de trabajo impone unos trayectos desmesurados.” 
Asimismo, “al quedar saturada la ciudad, se ha hecho surgir a toda prisa ciudades 
suburbanas.” 
Proponen que “las distancias entre los lugares de trabajo y las viviendas se reduzcan 
al mínimo” y exigen que se realicen “análisis útiles del conjunto de la circulación en la 
ciudad y en su región que revelen cuáles son los cauces de circulación y el carácter del 
tráfico. Las vías de circulación deben clasificarse según su naturaleza y construirse en 
función de los vehículos y de sus velocidades, pues la circulación es una función vital”. 
Como podemos observar, aunque sin denominarla, ya definían el Área Metropolitana. 
Finalmente, incluyen entre sus puntos doctrinales la afirmación de que “la ciudad 
                                                  
29 CARAMÉS VIÉITEZ, L., "La Ciudad Central en las Áreas Metropolitanas; Problemas Financieros". 
Revista de Estudios Regionales, N.º 8, 1981, pp. 147-155. 
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debe ser estudiada dentro del conjunto de su región de influencia. El simple plan 
municipal será reemplazado por un plan regional. El límite de la aglomeración estará en 
función de su radio de acción económica.”30 
La consideración de la ciudad como núcleo y punto de partida del desarrollo 
territorial se desprende también de la redacción de la Carta de Leipzig sobre Ciudades 
Europeas Sostenibles, aprobada con ocasión de la Reunión Informal de Ministros sobre 
Desarrollo Urbano y Cohesión Territorial celebrada en Leipzig el 24 y 25 de mayo de 
2007, en la que se recomienda fortalecer, 
 “la coordinación a un nivel local y urbano-regional para lograr una asociación en 
términos de igualdad entre las ciudades y zonas rurales y también entre las poblaciones 
pequeñas medianas y grandes y las ciudades dentro de las regiones urbanas y las 
regiones metropolitanas por otro”. Habría que “dejar de considerar las cuestiones y 
decisiones sobre política de desarrollo urbano de forma aislada a cada ciudad pues las 
ciudades deberían ser puntos locales de desarrollo urbano-regional y asumir 
responsabilidad en la cohesión territorial. Las políticas integradas de desarrollo urbano 
son indispensables para la mejora de la competitividad, facilitan una previsión 
beneficiosa en la coordinación del desarrollo económico, de la vivienda, de las 
infraestructuras y de los servicios”. 
1.1. El concepto de ciudad 
El diccionario de la Real Academia Española recoge el concepto de ciudad en 
diversas entradas
31
. Las dos primeras nos remiten de forma más completa a la idea 
común que de ella tenemos: 
“1. Conjunto de edificios y calles, regidos por un ayuntamiento, cuya población 
densa y numerosa se dedica por lo común a actividades no agrícolas. 
2. Lo urbano, en oposición a lo rural. 
4. Título de algunas poblaciones que gozaban de mayores preeminencias que las 
villas.” 
Entre los autores que se ocupan de definir la ciudad, TOYNBEE la considera, 
“una agrupación humana cuyos habitantes no pueden producir, dentro de sus 
límites, todo el alimento que necesitan para subsistir, la cual, en palabras del autor, 
no puede existir sin tener una fuente externa de suministro de alimentos en una 
región circundante agrícola lo bastante productiva para disponer de un excedente de 
víveres más allá de los requerimientos de su población rural productora.  
Esto significa que ninguna ciudad ha sido nunca, ni podrá ser, económicamente 
autosuficiente. Todas tienen que estar vinculadas, por medios efectivos de transporte, 
                                                  
30 “Carta de Atenas”. IV Congreso Internacional de Arquitectura Moderna (CIAM IV), 1933. 
31 En la 22ª Edición, última edición electrónica a día 20.09.2015.  
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con el área agrícola productora de alimento en exceso; y a fin de inducir a los 
productores al entregar el excedente, los habitantes de las ciudades tienen que 
ofrecerles, en cambio, los artículos que necesitan y que son reconocidos por ambas 
partes como equivalentes.  
Los únicos artículos de que dispone la gente de la ciudad para ofrecer a los 
productores rurales de alimento son manufacturas y servicios. La producción de 
mercancías y servicios de una ciudad tiene que ser activa e intensa, por cuanto el 
alimento, aun cuando es la primera necesidad de la vida, no es lo único importante 
que una población urbana tiene que comprar.”32 
Manifiesta CAPELL SÁEZ que, uno de los problemas más interesantes de la 
Geografía urbana es, sin duda, el de la misma definición de lo “urbano”, el de la 
definición de la ciudad. 
Los rasgos que con más frecuencia se han considerado para caracterizar el hecho 
urbano han sido, fundamentalmente, el tamaño y la densidad, el aspecto del núcleo, la 
actividad no agrícola y el modo de vida, así como ciertas características sociales, tales 
como la heterogeneidad, la “cultura urbana” y el grado de interacción social. 
La misma diversidad que existe en las definiciones teóricas aparece igualmente en 
las definiciones concretas del hecho urbano por los organismos oficiales de estadística 
de cada país. Estas pueden agruparse en dos grandes grupos: por un lado, las que se 
basan en criterios cualitativos, tales como el estatuto jurídico, la función administrativa, 
el aspecto del núcleo, la existencia de determinados servicios; por otro, las basadas en 
criterios cuantificables, como el número de habitantes, la densidad o la existencia de 
una determinada cifra de trabajadores no agrícolas.
33
 
A la variedad de criterios utilizados para definir lo urbano en los diferentes países se 
une, para hacer más complejo el problema, las modificaciones que experimenta dicha 
definición en un mismo país de un censo a otro.  
Ante esta situación se ha ido haciendo imperiosa la necesidad de encontrar una 
definición estadística general de lo urbano que fuera aceptada y seguida por todos los 
países y que permitiera la realización de estudios comparativos a nivel internacional. La 
Conferencia Europea de Estadística de Praga de 1958 propuso designar como población 
urbana al conjunto de personas residentes en agrupaciones de viviendas compactas de 
                                                  
32 TOYNBEE, A. J., Ciudades en marcha… op. cit., p. 27. 
33 CAPELL SÁEZ, H., “La definición de lo urbano”. Estudios Geográficos, N.º 138, CSIC, Madrid, 
febrero-mayo 1975, pp. 265-266. 
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más de 10.000 habitantes, y las de 2.000 a 10.000 habitantes si la población dedicada al 
trabajo de la tierra no supera el 25 por 100 de la población activa total. El intento era 
interesante, y los criterios retenidos, simples, claros y fácilmente utilizables, pero 
desgraciadamente esta definición no ha sido aceptada internacionalmente y ha quedado 
en simple proposición.  
Quizá la razón del escaso éxito de la definición de la Conferencia de Praga se 
encuentre precisamente en su simplicidad. Intentar unificar con una definición como 
ésta la diversidad de las situaciones realmente existentes en el mundo, quizás resulte una 
pretensión excesiva, a pesar del interés que tal definición pueda tener para la realización 
de estudios comparativos. Desde el momento en que se analiza con cierto cuidado la 
situación de un país pueden aparecer otras numerosas posibles definiciones estadísticas 
que den cuenta más exactamente de la realidad. 
Por lo tanto, concluye CAPELL SÁEZ afirmando que, 
“no puede hablarse de ciudad en términos absolutos. Lo que importa es su nivel 
de desarrollo en relación con el del territorio en que se levanta. El carácter urbano y 
el papel de capitalidad viene dado por un gradiente en relación con el nivel de 
desarrollo regional: cuanto más bajo sea éste, menos necesitará un núcleo urbano 
para aparecer como una ciudad importante.” 34 
Hasta el siglo XIX la ciudad era, esencialmente, un centro administrativo-político y 
un mercado y constituía una unidad espacial bien definida por límites físicos -las 
murallas- y administrativos. A partir del siglo XX adquirió en algunos casos funciones 
industriales y sobre todo, gracias a la transformación de los medios de comunicación, 
pudo difundirse ampliamente por el espacio circundante - apareciendo una nueva 
realidad geográfica para la que ha habido que inventar la expresión de “área 
suburbana”- a la vez que se difundían a todo el espacio las pautas de comportamiento 
elaboradas en la ciudad.  
Es éste un hecho del que se ha tenido conciencia desde el mismo siglo XIX, en que la 
magnitud de las transformaciones que se experimentaban en las ciudades europeas 
comenzó a llamar la atención de los contemporáneos. A partir de este momento, a la vez 
que la ciudad y lo urbano se convirtieron en objeto de reflexión, surgió la necesidad de 
inventar nuevas palabras que sirvieran para designar la nueva realidad espacial y los 
                                                  
34 CAPELL SÁEZ, H., “La definición de…”, op. cit., pp. 274-277. 
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principios teóricos que permitieran controlar su desarrollo. La “urbanización”, en su 
doble sentido de proceso y resultado, así como las expresiones “suburbano” y 
“periurbano”, aparecen precisamente para designar esta nueva realidad.  
Frente a la antigua y tradicional dicotomía, que distinguía simplemente entre lo rural 
y lo urbano, debemos hoy aceptar una diversidad de situaciones caracterizadas por una 
complejidad creciente desde el punto de vista de la organización espacial.
35
 
1.2. Evolución de la ciudad 
TOYNBEE realiza un análisis de la evolución de la ciudad y nos recuerda que, 
“en el Período Neolítico las ciudades eran raras y excepcionales. La forma 
característica de las colonias humanas era la comunidad de la aldea agrícola; y en 
ella no había división de tareas, característica de las sociedades urbanas, entre 
artesanos y comerciantes trabajando en las áreas edificadas y campesinos trabajando 
en los campos. 
La curva urbana comienza en la época de la invención de la metalurgia, del 
control del agua mediante el drenaje y la irrigación y del arte de escribir. Con 
excepción de Jericó y Lepenski Vir, las más antiguas del resto de las ciudades del 
mundo conocidas hasta ahora fueron creadas solo hace unos cinco mil años.”36 
En época romana, hay que distinguir la urbs romana de lo que quedaba fuera de la 
ciudad, el ager publicus, que era de todo el mundo. Con la caída del Imperio Romano se 
retorna al campo con el consecuente abandono de las ciudades.
37
 
Antes del estallido de la Revolución industrial las ciudades eran pocas y distantes 
unas de otras, servidas por la campiña circundante en un radio lo bastante reducido 
como para permitir al productor rural de alimentos traerlos a la ciudad, venderlos allí y 
volver otra vez a su hogar en el campo, entre la salida y la puesta de sol.
38
 
Lo excepcional de la ciudad en la época preindustrial y su consiguiente peligro 
continuo de ser arrasada y reabsorbida por la campiña agrícola y pastoral o por el 
desierto, originó la muralla y la ciudadela.
39
 
La progresiva domesticación de las fuerzas naturales después del estallido de la 
Revolución industrial abrió el camino para un aumento en la dimensión de las ciudades. 
                                                  
35 CAPELL SÁEZ, H., “La definición de…”, op. cit., p. 276. 
36 TOYNBEE, A. J., Ciudades en marcha…, op. cit., pp. 212-215. 
37 TOYNBEE, A. J., Ciudades en marcha…, op. cit., pp. 29-31. 
38 TOYNBEE, A. J., Ciudades en marcha…, op. cit., p. 48. 
39 TOYNBEE, A. J., Ciudades en marcha…, op. cit., pp. 32-33. 
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Durante los primeros cinco mil años de la historia de las ciudades sus dimensiones han 
sido restringidas por dos causas. Una de ellas la necesidad y la practicabilidad, de 
protegerlas, rodeándolas de fortificaciones estáticas. La otra, la necesidad de cortas 
distancias que pudieran ser recorridas dos veces al día por los trabajadores urbanos 
yendo y viniendo entre sus hogares y sus lugares de labor (suponiendo que el hogar y el 
lugar de labor no estuvieran en el mismo edificio). La gran mayoría de los trabajadores 
urbanos eran peatones y solo había una pequeña minoría privilegiada opulenta que 
podía adquirir o alquilar un caballo o un asno que montar.
40
 
1.2.1. La importancia de la muralla en la configuración de la ciudad 
Con el comienzo del Renacimiento y la vuelta a las ciudades, éstas  se rodean de una 
muralla por razones defensivas pero que desde un punto urbanístico establecía lo que 
eran los límites de la ciudad.
41
 
En la época de las ciudades amuralladas, las que no tenían muros eran raras.
 42
 
Numerosos autores citan a la muralla como un elemento que ha sido muy importante 
en la configuración y delimitación de la ciudad.  
Ya antes de delimitar las urbes con murallas, se buscaba la defensa militar a nivel de 
la tierra (ejemplos de ello son Atenas y Ankara) o del agua (como Mantua y Rávena), ya 
que dicha defensa era, en casi todos los casos, una exigencia importante. Los fundadores 
buscaban una fortaleza natural para el emplazamiento de su ciudadela en primer lugar  
y, cuando era posible, también para el emplazamiento del resto de la ciudad.”43 
Sin embargo, llega un momento en que las murallas dejan de ser imprescindibles y se 
convierten en un estorbo para el desarrollo de la ciudad. En palabras de TOYNBEE,  
“las murallas de la ciudad son ahora una forma obsoleta de defensa debido a la 
mecanización de la vida, que comenzó, en primer lugar, en Gran Bretaña, antes de 
fines del siglo XVIII. Las zonas edificadas de las ciudades del mundo se han 
expandido con tanta rapidez que las calles cuyos nombres conmemoran la ubicación 
de las antiguas murallas de las ciudades, Wall Street, en Nueva York; London Wall y 
Barbican, en Londres; el circuito de los bulevares, en París, están ahora enclavadas 
en el centro de ellas. Un nuevo cerco de murallas construido hoy tendría que ser 
                                                  
40 TOYNBEE, A. J., Ciudades en marcha…, op. cit.,  pp. 212-215. 
41 TOYNBEE, A. J., Ciudades en marcha…, op. cit.,  pp. 29-31. 
42 TOYNBEE, A. J., Ciudades en marcha…, op. cit.,  p. 31. 
43 TOYNBEE, A. J., Ciudades en marcha…, op. cit.,  pp. 40-46. 
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echado abajo mañana, a fin de remplazarlo por otro más grande que luego sería 
derribado y a su vez remplazado.”44 
La muralla tiene importancia especialmente dentro del Urbanismo puesto que con la 
superación del espacio de las ciudades es cuando éste empieza a crecer tal y como hoy 
lo conocemos con planes, planeamientos, etc.
45
 
1.2.2. Factores decisivos en el crecimiento de las ciudades. El final de las murallas; 
la invención de los medios mecanizados de locomoción; la industrialización. 
La Historia nos ofrece las causas que hicieron posible el desarrollo de las ciudades, 
como son la demolición de las murallas, el invento de los medios mecanizados de 
locomoción y la industrialización. 
El remplazo de la pequeña ciudad amurallada por la ilimitada ciudad del presente y 
del futuro ha cambiado el carácter esencial de la vida urbana y tanto en uno como en 
otro caso observa TOYNBEE aspectos negativos, ya que “en una ciudad tradicional el 
problema era la congestión de la población estacionaria. En la megalópolis de la 
actualidad el problema es la congestión del tránsito.”46 
También es cierto, como nos recuerda el citado autor que, 
“en la época anterior a la Revolución industrial los apiñados habitantes de las 
escasas ciudades del planeta constituían solo una fracción muy pequeña de la 
población humana. La inmensa mayoría de los habitantes, durante los ocho o tal vez 
diez mil años que pasaron entre la invención de la producción agrícola y ganadera y 
el estallido de la Revolución industrial eran productores de alimentos que vivían y 
trabajaban a campo abierto.”47 
La segunda limitación milenaria en el crecimiento de la dimensión de las ciudades 
fue barrida con la invención de los medios mecanizados de locomoción. Los autores 
coinciden en señalar  que, debido a dicha invención, se produjo un cambio radical en la 
forma de asentamiento en el territorio. Al facilitarse así el desplazamiento entre el lugar 
de trabajo y el de residencia, ya no era necesario habitar a una distancia lo más próxima 
posible del lugar del trabajo, por lo que las ciudades perdieron densidad de población y 
se fue extendiendo de una forma discontinua la “mancha urbana” y configurando un 
                                                  
44 TOYNBEE, A. J., Ciudades en marcha…, op. cit., pp. 25-26. 
45 GARCÍA RUBIO, F., “Suelo No Urbanizable”. Op. cit., p. 9. 
46 TOYNBEE, A. J., Ciudades en marcha. Op. cit., pp. 53-55. 





Pero la aparición de nuevos  medios de locomoción también iba a traer 
consecuencias negativas para el desarrollo urbano. Así, TOYNBEE, si bien realiza una 
vigorosa defensa de las ventajas del ferrocarril, advierte contra los problemas derivados 
de la congestión del tráfico de automóviles y sugiere su limitación.
49
 
La invención de los ferrocarriles abrió el camino para los cambios revolucionarios, 
no solo en la dimensión de las ciudades sino en su trazado y en su ubicación.
50
 La 
                                                  
48 Así lo relata A. J. TOYNBEE  (Ciudades en marcha. Op. cit., p. 212) que sostiene que, 
“el resultado de la marcha de los ladrillos y el mortero ha sido posible por el mejoramiento 
concomitante – a través de la mecanización – de los medios de comunicación. En una ciudad de tipo 
tradicional, la mayoría de los habitantes tenía que circular a pie. En consecuencia, la mayoría de los 
trabajadores urbanos vivían o en los edificios en los que trabajaban, o a pocos minutos de marcha a 
pie de ellos y esto significaba que vivían y trabajaban apiñados.” 
Coincide en esta apreciación H. CAPEL SÁEZ ( “Gritos amargos sobre la ciudad “. Op. cit., p. 12) para el 
que los medios de comunicación también jugaron un papel fundamental en el crecimiento de las ciudades, 
 “desde comienzos del siglo XX la difusión del automóvil ha potenciado y permitido la 
suburbanización, el nacimiento de la ciudad dispersa, la ciudad difusa, la ville eparpillée, la 
contraurbanización, la ciudad-región, el daily-urban system o el sistema urbano de movimientos 
pendulares diarios en relación con un mercado de trabajo metropolitano. Estos cambios se han 
prolongado y profundizado en el último medio siglo con la amplia difusión de nuevos medios de 
transporte que reducen las distancias y permiten la ocupación de áreas cada vez más alejadas del 
centro de la ciudad. Y más recientemente con las nuevas tecnologías de telecomunicación (teléfono, 
televisión, fax, Internet) que difunden la interrelación a distancia. Está surgiendo una ciudad dispersa, 
pero con lazos y relaciones fuertes entre sus componentes a través del automóvil, el teléfono, los 
transportes públicos, Internet, etc.” 
Finalmente, L. CARAMÉS VIÉITEZ ("La Ciudad Central en las Áreas Metropolitanas…”, op. 
cit., pp. 147-155) añade su opinión, coincidente con las de los otros dos autores citados, 
“la tecnología del transporte es un factor decisivo en la configuración urbana. En un principio, el 
ferrocarril de vapor atrajo hacia ciertos puntos de su red grandes concentraciones de población. Dentro 
de las ciudades, sin embargo, la tracción animal constituía el medio más común de desplazamiento, de 
tal forma que las ciudades “de casco y pies” tendieron a densificarse en alto grado: la proximidad era 
lo que realmente interesaba. Pasada la primera mitad del siglo XIX, dos innovaciones fueron 
trascendentales: la construcción a base de armazones de hierro – que desplazó a la mampostería -, y el 
ascensor. A finales de siglo comienza también a generalizarse el tranvía, facilitando la extensión 
superficial de la ciudad, complementándose con un transporte subterráneo incipiente. Todo ello iba 
poniéndose al servicio de una ciudad mononuclear, de manera que “sustentados en las grandes 
innovaciones del transporte que fueron el ferrocarril, el tranvía, el subterráneo y el ascensor, las 
ciudades centrales llegaron a lo que podría llamarse su apogeo demográfico en los primeros años del 
siglo XX. La aparición del automóvil abre un nuevo horizonte al proceso urbanizador, ayudando a 
configurar – al popularizarse – la actual estructura metropolitana, no solo a nivel de lugares de 
residencia, sino que supuso igualmente una descentralización en las ocupaciones.” 
49 A. J. TOYNBEE  (Ciudades en marcha. Op. cit., pp. 273-281) tiene una opinión muy diferente del 
ferrocarril, del que defiende sus bondades, respecto del automóvil que manifiesta en estos términos, 
 “La importancia de la ventaja de los ferrocarriles sobre los caminos sin raíles reside, sobre 
todo, en su conexión con el futuro, cuando el número de los habitantes del mundo sea muchas veces 
mayor de lo que es hoy. Por contraste, la ventaja de los vehículos mecanizados de carretera sobre el 
ferrocarril es esencialmente auto-entorpecedora. 
En 1969 no puede estar muy lejos el día en que cada sección de la ciudad-mundo tendrá que 
adoptar la práctica veneciana de obligar a todos los vehículos mecanizados de caminos, que llegan a la 
periferia de la ciudad desde el exterior, a detenerse y estacionar allí.” 
 (Ciudades en marcha. Op. cit., pp. 273-281)  
50 TOYNBEE, A. J., Ciudades en marcha…, op. cit.,  pp. 212-215. 
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distancia máxima posible entre la vivienda y el lugar de trabajo aumentó de pronto. Uno 
de los efectos de esta revolución en los medios de transporte, en el trazado de una 
ciudad, fue articularla en zonas separadas – residencial, comercial e industrial – y en el 
proceso, agrandar un área sin guardar proporción con el aumento de sus habitantes.
51
 
El rasgo diferenciador de todas las ciudades que hicieron su aparición antes de la 
llegada del tipo mecanizado frente a las ciudades mecanizadas es el de que todas ellas 




TOYNBEE realiza una vigorosa defensa del ferrocarril, al afirmar que, 
“conservar la red de ferrocarriles existente en el mundo, explotándola, será a la 
larga una inversión remunerativa de los ahorros de la humanidad, compatible con los 
vehículos mecanizados de carretera, pues éstos son suplementos de los ferrocarriles, 
no sustitutos de ellos.”  
Para el autor, si la invención de la locomotora de vapor no se hubiera realizado, las 
ciudades del mundo, que se mantuvieron estáticas durante los primeros cinco mil años 
de su historia, jamás hubieran podido ponerse en marcha.
53
 
Para finalizar con los factores determinantes del desarrollo de las ciudades hay que 
señalar que el proceso de industrialización es el máximo proceso transformador de la 
sociedad contemporánea. La naciente industrialización se instala a menudo fuera de las 
ciudades, cerca de las fuentes de energía, medios de transporte, materias primas y 
próxima a la mano de obra, casi siempre de origen campesino. La industrialización crea 
al mismo tiempo acumulación de riquezas y población en las ciudades. Así pues, la 




1.2.3. Aspectos negativos vinculados al crecimiento de la ciudad. Congestión del 
tránsito; presión sobre el centro;  Aumento de las cargas financieras. Soluciones 
                                                  
51 TOYNBEE, A. J., Ciudades en marcha…, op. cit., p. 216. 
52 TOYNBEE, A. J., Ciudades en marcha…, op. cit.,  pp. 235-236. 
53 TOYNBEE, A. J., Ciudades en marcha…, op. cit.,  pp. 280. 
54 Como nos recuerda H. CAPEL SÁEZ (“Gritos amargos sobre la ciudad”. Op. cit., p. 11.), “la ciudad ha 
cambiado y está cambiando profundamente desde el siglo XIX con el desarrollo de la primera y segunda 
Revolución Industrial que modificaron las relaciones sociales y económicas, las condiciones de vida de la 
población, la morfología de las ciudades, y gracias a los nuevos medios de transporte también la rígida 
separación entre ciudad y campo.” 
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Uno de los mayores problemas, al que ya nos hemos referido al considerar la 
invención de los medios de locomoción como una de las causas potenciadoras del 
crecimiento urbano, es el que genera la proliferación de vehículos de transporte que 
colapsan el tráfico y ralentizan los desplazamientos. Además de las consecuencias 
negativas que ello también supone para el medio ambiente. Ello repercute 




De esta manera se expresa CAPEL SÁEZ, que si bien manifiesta los inconvenientes 
provocados por este problema del tránsito, también lo asume como parte inevitable de la 
configuración de las ciudades, 
“las ciudades no están adaptadas a los automóviles. Pero la ciudad se ha 
configurado en los últimos años de forma que el automóvil se ha hecho 
indispensable. Ello ha traído como consecuencia la formación de extensas áreas 
suburbanas, la construcción de autopistas, la separación vivienda y trabajo, la 
creación de centros comerciales en la periferia, el surgimiento de nuevas jerarquías 
urbanas, autopistas y distribuidores como ejes de la organización urbana.”56 
Por lo que respecta a la desventaja que ha supuesto el crecimiento y expansión del 
territorio en torno a una ciudad con respecto a su centro, debemos recordar que desde 
que estas ciudades se hicieron mecanizadas y, consecuentemente, comenzaron a 
expandirse han estado sufriendo por la configuración que había sido el modelo clásico 
durante los primeros cinco mil años estáticos de su historia. Se produce lo que se 
conoce como “presión sobre el centro”. 
Una ciudad de tamaño y forma tradicionales estaba concentrada en la plaza del 
mercado, que era su principal centro social, aunque no en todos los casos su exacto 
centro topográfico. Este lugar de reunión central fue primitivamente usado para todo 
                                                  
55 A. J. TOYNBEE (Ciudades en marcha. Op. cit., pp. 223-226) llama la atención sobre esta cuestión que 
considera altamente molesta, 
“cuando observamos el tránsito de larga distancia entre una megalópolis y otra y el interno dentro 
de cualquier área metropolitana aislada, encontramos que en esta escala el tránsito de mercancías así 
como el de pasajeros se ha convertido en autoobstructivo, al punto de ser autofrustrante. El punto 
crítico – posiblemente un punto sin retorno – en la historia del tránsito interno en una ciudad 
mecanizada fue alcanzado y excedido, como podemos ver ahora retrospectivamente, cuando la era del 
ferrocarril fue seguida por la del automóvil. 
El mal de la congestión del tránsito es un tormento diario para todos los que viven y trabajan – 
peatones, usuarios de transporte público o propietarios de automóviles – y, en consecuencia, se 
trasladan necesariamente, dentro de cualquiera de las actuales megalópolis del mundo.” 
56 CAPEL SÁEZ, H., “Gritos amargos…”, op. cit., p. 13. 
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propósito – asambleas políticas, asuntos judiciales y ceremonias religiosas, así como 
para el comercio -, aun cuando este último fue la función original y forzosa de la plaza 
el mercado, puesto que hasta la más pequeña y primitiva de las ciudades tenía que 
comprar su alimento vendiendo manufacturas y servicios. 
La centralización de las actividades de la ciudad en un solo centro comercial 
inevitablemente pone a éste bajo cierta presión. La expansión de las ciudades 
mecanizadas, que era uno de sus rasgos nuevos, tomó la forma de sucesivos agregados 
de anillo concéntricos. En el medio urbano artificial creado por el hombre en su 
dominio, esta expansión física concéntrica de las ciudades mecanizadas trajo un 
proporcionado aumento de presión sobre el centro. 
La presión sobre los centros de las ciudades en expansión en realidad se ha hecho 
rápidamente intolerable, y por eso el comienzo de dichas ciudades pronto fue seguido 
por el éxodo de los residentes más pudientes. Las oficinas comerciales fueron las más 
remisas en mudarse, porque los diversos tipos de trabajadores ocupados en ellas 
necesitan estar en constante contacto personal para realizar su tarea. Hoy, las áreas 




Al respecto de este desbordamiento de la ciudad-centro, CARAMÉS VIÉITEZ 
establece que los trabajos empíricos demuestran que, 
“a mayor densidad en la ciudad-centro, mayor crecimiento de la población del 
área metropolitana correspondiente al anillo suburbano. El hecho es fácilmente 
comprensible si se tiene en cuenta que el espacio es un recurso escaso, por lo que, a 
pesar de las innovaciones tecnológicas, existe un límite al crecimiento de los centros, 
que determina un desarrollo más veloz del entorno suburbano.”58 
El último aspecto que se manifiesta de una manera negativa con este crecimiento de 
las ciudades tiene que ver con el aumento de las cargas financieras. Una ciudad que 
crece ve también como se multiplican sus gastos. Cada vez hay más habitantes que 
                                                  
57 LEFÈVRE, H., De lo rural …, op. cit., pp. 215-216. 
En este mismo sentido, como coincide H. CAPEL SÁEZ (“Gritos amargos…”, op. cit., p. 13.), “la fuerte 
concentración de hombres, actividades y edificios en superficies reducidas ha contribuido a la 
transformación de la ciudad antigua, pues se ha sacrificado el viario, se han construido vías de 
penetración rápida al centro, generando nuevos crecimientos del tráfico; se han atravesado espacios 
habitados con vías de tráfico rápido al tiempo que la ciudad perdía accesibilidad por la congestión del 
centro.” 
 
58 CARAMÉS VIÉITEZ, L. A., "La Ciudad Central en las Áreas Metropolitanas;…"Op. cit., pp. 147-155. 
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demandan más servicios y más diversos. Se reclaman infraestructuras que hay que 
proporcionar y mantener y no siempre quien se ve beneficiado contribuye a la 
financiación de las prestaciones.
59
 
Las soluciones que aporta la doctrina a toda esta problemática giran en torno a la 
limitación del tráfico rodado para evitar la congestión y la consecuente obstaculización 
en los desplazamientos, que entorpece la dinámica del área metropolitana; se propone 
también, para evitar la presión sobre el centro, crear nuevos núcleos urbanos 
concéntricos y así poder repartir la densidad de la población; y como medida que 
requeriría un consenso a nivel de los gobiernos que fijase una cifra máxima en número 
de habitantes considerada la óptima para poder prestar servicios de calidad y desarrollar 
las funciones que corresponden a las ciudades con las mayores garantías.
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59 Esta problemática la analiza en profundidad L. CARAMÉS VIÉITEZ ("La Ciudad Central en las Áreas 
Metropolitanas…”, op. cit., pp. 147-155). Este autor reconoce que, 
“Al mismo tiempo que la dinámica de cambio y crecimiento fue dando forma a un tipo ya 
generalizado de asentamientos residenciales y ocupacionales, esa misma evolución trastocó el 
funcionamiento de las instituciones financieras locales. Las cargas a que había que hacer frente la 
ciudad-centro tradicional se vieron aumentadas, y simultáneamente no se produjo una potenciación de 
sus recursos, que es más, se debilitaron. El desarrollo de la urbanización, así como la elevación del 
nivel de vida, llevan consigo un aumento de las cargas financieras para las ciudades, con 
independencia del fenómeno de descentralización metropolitana, que es el que provoca una mayor 
ampliación en los gastos de los centros de aglomeración. El abandono de su residencia tradicional por 
parte de los que detentan rentas más elevadas se traduce en un reemplazamiento por individuos más 
menesterosos, lo que conlleva una intensificación de funciones tales como policía, higiene o asistencia 
social. Todo lo relacionado con la vialidad, transportes y estacionamientos se ve también afectado, al 
utilizar más a menudo el automóvil los que habitan en los anillos suburbanos. Se ha llegado a hablar 
de “explotación” del centro por parte de los alrededores. 
En general, en todos aquellos países con predominio de impuestos tipo property-tax se 
produce una disminución de los ingresos de la ciudad-centro. Las empresas que necesitan extensiones 
considerables de terreno para sus instalaciones se ubican más allá del núcleo central, mientras que 
recurren a éste las empresas que utilizan intensivamente el trabajo. Es el fenómeno cada vez más 
frecuente de la terciarización. Ello lleva consigo una notable reducción de las bases impositivas. 
Además, las ciudades-centro se encuentran con una exigencia creciente de aparcamientos, zonas 
verdes, etc., cuya realización supone reducir todavía más sus ingresos.” 
60 H. LEFÈVRE (De lo rural…, op. cit., pp. 215-216) aporta  como freno a la decadencia de los centros 
de los núcleos históricos de la ciudad-mundo no solo, 
“cerrar estas áreas al tránsito de automóviles particulares y remplazar sus barrios bajos por 
hermosos monumentos públicos y sonrientes parques, sino también limitar y, en lo posible reducir, el 
quantum del área y de la población urbanas que presiona sobre cualquier centro comercial mediante la 
creación de nuevos centros comerciales que serán más convenientes para los habitantes de las nuevas 
secciones de la ciudad-mundo en crecimiento.” 
También en la búsqueda de soluciones a la problemática del tránsito, H. CAPEL SÁEZ afirma que,  
“si la ciudad nueva puede y debe diseñarse para el automóvil y en función del automóvil, en la 
ciudad histórica habrá que establecer limitaciones drásticas al uso del automóvil privado.” 
Por lo que respecta a la limitación de la expansión mediante la fijación de un tope poblacional, LEFÈVRE 
(De lo rural…, op. cit., p. 133) se hace eco de un estudio realizado sobre las ciudades del Norte de 
Francia Según estas investigaciones, el óptimo que permitiría un buen funcionamiento de grandes 
servicios colectivos (hospitales superiormente equipados, universidad, teatro) se situaría alrededor de 
300.000 habitantes, con una población activa y productiva, es decir, obrera, de alrededor del 60%. Solo 
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Si bien, como observa LEFÈVRE, hallar el camino correcto no es tarea sencilla dado 
que “los cambios económicos y las transformaciones de las técnicas de producción van 
unidos a importantes movimientos de población: éxodo a las ciudades y desde las 
ciudades, concentración y descentralización, reagrupaciones, nuevas aglomeraciones. 
Todo lo cual plantea el problema práctico y teórico de la fórmula óptima.
61
 
1.3. De la ciudad que se expande a la aparición de las áreas metropolitanas 
Como ya hemos ido avanzando en los apartado precedentes, la aparición de las áreas 
metropolitanas ha sido una consecuencia inevitable, que no buscada, del crecimiento de 
las ciudades. Es, por lo tanto, un fenómeno natural. 
Así lo reconocía LEFÈVRE al afirmar que, 
“la ciudad, decididamente, ha estallado; sus formas clásicas (la ciudad antigua o 
medieval) se alejan en el tiempo. Esto no quiere decir que la aglomeración urbana, 
con formas, funciones, estructuras antiguas o nuevas, haya desaparecido. El tejido 
urbano ha adoptado nuevas formas; asume nuevas funciones; se dispone en nuevas 
estructuras.”62 
Como bien señala BARRERO RODRÍGUEZ, “el tiempo en el que el crecimiento 
desborda los límites de los Municipios situados en el cinturón de las grandes ciudades 
será el momento del nacimiento y desarrollo del hecho metropolitano.”63 
El área metropolitana es, pues, la nueva ciudad. No estamos hablando de distintas 
entidades, sino que es la misma en sus nuevas circunstancias. Sin embargo, esta 
transformación no se produce sin consecuencias. Ello es debido, fundamentalmente, a lo 
inesperado y precipitado de la situación, y a la falta de estrategias para enfrentarla con 
éxito. Este peligro ha sido advertido por numerosos autores desde que se comenzó a 
apreciar la expansión de las ciudades.
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semejante estructura aseguraría los recursos indispensables para que el complejo urbano no recurriera sin 
cesar a subvenciones. 
A. J. TOYNBBE (Ciudades en marcha…, op. cit., p.258), por su parte, considera que  
“una de las medidas preventivas indispensables es, evidentemente, un conjunto de cambios en la 
estructura de la administración pública mundial. Se requiere en forma imperiosa una tecnología 
eficiente como condición para el bienestar humano urbano. Una ciudad necesita una administración 
municipal eficiente y poderosa.” 
61 LEFÈVRE, H., De lo rural a lo urbano. Op. cit., p. 103 
62 LEFÈBVRE, H., De lo rural a lo urbano. Op. cit., p. 162. 
63 BARRERO RODRÍGUEZ, M. C., Las Áreas metropolitanas…, op. cit., p. 36. 
64 Uno de esos autores es L. CARAMÉS VIÉITEZ ("La Ciudad Central en las Áreas Metropolitanas…”, 
op. cit., pp. 147-155), que ha manifestado al respecto como, 
 35 
A pesar de las advertencias que han apuntado los autores en torno a los problemas 
que se pueden derivar de la aparición de las áreas metropolitanas, también hay 
opiniones acerca de las bondades que pueden proporcionar estas nuevas entidades, 
aludiendo a las ventajas económicas y sociales que se pueden derivar de este 
crecimiento urbano.”65 
Este fenómeno natural al que hacíamos referencia en líneas anteriores parece que va 
a continuar su curso pues, en opinión de CAPEL SÁEZ, 
“Las áreas metropolitanas son consecuencia de la suburbanización, del nacimiento 
de la ciudad dispersa, la ciudad-región. Pero, en general, se trata en la mayor parte de 
los casos de una descentralización limitada hacia los espacios periurbanos. De hecho, 
las grandes áreas metropolitanas siguen creciendo. Y debe haber razones 
fundamentales para ello. Tienen ventajas iniciales y actúa en ellas un proceso 
acumulativo y circular que ha funcionado durante medio milenio y a veces más: 
basta recordar que las grandes ciudades europeas son las mismas desde hace 500 
años.”66 
                                                                                                                                                  
“El paso del tiempo pone en evidencia que el marco de la ciudad tradicional se ha quedado 
estrecho. La veloz y progresiva expansión de las zonas urbanizadas – superando los tradicionales 
límites de las ciudades en tanto que defensivas, mercantiles o industriales – van configurando las 
llamadas áreas metropolitanas, en donde – paradójicamente – se genera la mayor proporción de valor 
añadido al tiempo que contienen considerables bolsas de pobreza y de malestar social. Y dentro de 
estas aglomeraciones metropolitanas, los problemas se diferencian según se atienda a la ciudad-centro 
o a los anillos suburbanos. Así, y en una perspectiva financiera, el núcleo ve incrementarse sus cargas, 
al tiempo que se debilitan los recursos, hablándose en consecuencia de una “explotación” por parte de 
su zona de influencia 
Desde una perspectiva negativa, también presentaba A. J. TOYNBEE (Ciudades en marcha…, op. cit., p. 
16) esta evolución urbana y advertía contra sus efectos, 
“ya en el año 1969 algunas personas en países tecnológicamente avanzados advirtieron que 
nuestras ciudades están en marcha y se dieron cuenta de la consecuente amenaza para el bienestar de 
la humanidad y hasta para su supervivencia. Sin embargo, hubo por lo menos un hombre, nacido en 
Inglaterra antes del final del siglo XVIII, que vio lo que estaba sucediendo y lo describió como 
advertencia a sus contemporáneos y a la posteridad. El visionario que tengo en mente es el 
caricaturista George Cruiskshand (1792-1878), que realizó un grabado del corazón de Londres, 
representado por la cúpula de St. Paul y la cúspide del Monumento y apenas se ve a la izquierda, en el 
fondo, casi tapado por las hileras de casas de New Street que avanzan implacablemente hacia el 
espectador. Cerca de la cumbre se ve un poste que dice Hampstead, coronado con un título: Temo que 
nuestras verjas resulten poca defensa contra estos bárbaros que amenazan encerrarnos y destruirnos 
con todo “tipo” de construcciones. Los desprendimientos ya están en el camino.” 
65 Uno de los autores que analiza las consecuencias de la expansión urbana desde una óptica más 
optimista es H. CAPEL SÁEZ (“La definición…”, op. cit., p. 265) para el que “el crecimiento de la 
aglomeración da lugar a modificaciones sustanciales en la calidad de las ventajas urbanas de la misma y 
amplía de forma esencial sus oportunidades económicas y sociales.” 
También A. ROJO SALGADO (“A Gobernanza no ámbito local: o caso das Áreas Metropolitanas”. En A 
Gobernanza Metropolitana, Xunta de Galicia, 2007, p. 186) reconoce la evolución actual de las ciudades 
que, 
“se están convirtiendo en lugares centrales de referencia y de producción de riqueza, aumentando 
exponencialmente sus competencias. Esta potenciación del fenómeno urbano, esta 
metropolitanización convierte las ciudades en nudos de redes institucionales con capacidad para 
establecer relaciones institucionales y hacerlas competitivas a la hora de atraer a los inversores, las 
empresas y otras categorías socioeconómicas.” 
66 CAPEL SÁEZ, H., “Gritos amargos…”, op. cit., p. 15. 
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2. LAS ÁREAS METROPOLITANAS 
2.1. Introducción 
La realidad urbana, como hemos comentado en apartados anteriores, no se agota en 
la representación de la ciudad. Cierto es que nos hemos acostumbrado a asociar las 
entidades locales con la manifestación de los Municipios, pero esta realidad no acaba 
ahí. La doctrina ha mencionado que las ciudades por costumbre han venido apoyándose 
en otras instituciones complementarias para hacer frente a la gestión de sus intereses. En 
España, este papel lo ha venido desempeñando tradicionalmente la Diputación 
Provincial, pero ello no es óbice a la posibilidad de dar entrada, parafraseando a la 
profesora BARRERO RODRÍGUEZ, en el juego de la colaboración y la coordinación a 
otras Entidades supramunicipales, como así permite nuestro texto Constitucional, entre 
las que estarían las Áreas Metropolitanas. Si bien, no hay que olvidar que, junto a la 




                                                  
67 Coincidimos, por lo tanto, en la formulación de este planteamiento con F. GARCÍA RUBIO (“El 
espacio local supramunicipal”. Revista General de Derecho Administrativo, N.º 14, Ed. Iustel, febrero 
2007. pp. 162-176), que con un mayor desarrollo analiza las posibilidades que tiene la figura del área 
metropolitana de vertebrar las necesidades de este espacio. A tal fin, expone que,  
“tradicionalmente, se identifica por el ciudadano lo local, proveniente de la voz latina locus-cit con 
lo municipal al ser esta entidad, los Municipios y los Ayuntamientos como organizaciones 
personificadas, las que más cercanas están a los ciudadanos. Pero el mundo local no se agota en los 
municipios y además éstos normalmente requieren de un complemento, que históricamente, en el caso 
de España, ha venido siendo ejercido por la Entidad supramunicipal de carácter local por excelencia, 
la Diputación Provincial, pudiendo distinguir entre funciones propias que requieren de un entidad 
coordinadora o superior a los intereses meramente municipales y asuntos que requieren de 
cooperación o de colaboración administrativa entre diversos Municipios para asumir funciones que, o 
bien no pueden llevar a cabo los Municipios por sí mismos dado su escaso tamaño, o bien requieren 
necesariamente de esa cooperación interadmistrativa.  
El artículo 103.1 de la Constitución española de 1978 hace referencia a la coordinación y la 
desconcentración, mientras que la colaboración o cooperación tienen su fundamento en el artículo 
cuarto de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, sobre Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. Dichas técnicas de actuación administrativa 
suponen la posibilidad de existencia de organizaciones específicas que amparen dicho espacio. Se 
trataría de personificaciones jurídicas o entidades de naturaleza administrativa que supongan una 
caracterización, cristalización o representación de ese ámbito supramunicipal en el aspecto local. La 
Constitución española de 1978, en su artículo 141.1, habla con respecto a la provincia de Diputaciones 
u otras corporaciones representativas. De ello se desprende que la Constitución permite la creación de 
Entes locales distintos del Municipio y la Provincia, pues el que la Provincia sea según la Constitución 
y la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local, artículos 34 y siguientes, una institución local 
de carácter supramunicipal, ello no implica la inexistencia de otras posibilidades organizativas u otros 
espacios infraprovinciales pero supramunicipales. 
La ordenación territorial podrá ser asumida con carácter exclusivo, desde que el artículo 148.1.3 de 
la Constitución española así lo recogió, por las Comunidades Autónomas. 
Así pues, la supramunicipalidad podría abordarse desde un punto de vista institucional o bajo el 
prima de Diputaciones, Comarcas y Áreas metropolitanas que serían la característica esencial de la 
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GARCÍA RUBIO Nos recuerda el autor que, 
Por lo que respecta a la delimitación del espacio supramuncipal, GARCÍA RUBIO 
tiene claro cual sería su límite inferior, que vendría determinado “por la existencia del 
término municipal. Sería supramunicipal aquello que afecte al menos a dos o más 
términos municipales y que estaría por debajo del límite provincial o regional.”68 
La relación entre estos nuevos espacios supramunicipales y los municipios de los que 
parten va a generar situaciones que van a traer como consecuencia lo que se conoce 
como problemática metropolitana. 
69
 
Sin embargo, los autores en los últimos años vienen advirtiendo de un cambio en la 
evolución de las ciudades, que genera un nuevo tipo de asentamientos, no exentos de 
críticas, que se caracterizan de difusos frente a la antigua ciudad compacta, 
configurando una expansión  urbana que difiere de las características de lo que hasta 
ahora se ha venido denominando como área metropolitana.
70
  
                                                                                                                                                  
supramunicipalidad tradicional, o por otro lado bajo la forma de Mancomunidades municipales que 
sería la caracterización jurídica de la intermunicipalidad.” 
68 GARCÍA RUBIO, F., “El espacio local…”, op. cit., p. 169. 
69 Así lo expresa F. GARCIA RUBIO (“El espacio local…”, op. cit., p. 169) al afirmar que,  
“las aglomeraciones urbanas caracterizadas por una metrópoli, o un gran municipio, y todos los 
municipios anteriormente llamados satélite o ciudades-dormitorio, hoy en día ya verdaderos 
municipios, generan un conjunto de flujos y relaciones con estos municipios originarios que da lugar a 
la existencia de una problemática metropolitana. Estos espacios, junto a otros más difusos o 
determinados por razones voluntarias de asociación, en base al mantenimiento de servicios, como son 
las Mancomunidades de municipios, son los que dan lugar en nuestro régimen jurídico a la existencia 
de un espacio supramunicipal o infraprovincial.” 
70 Al respecto de este nuevo proceder en la evolución de las ciudades, J. C. GARCÍA PALOMARES y J. 
GUTIÉRREZPUEBLA (“La ciudad dispersa: cambios recientes en los espacios residenciales de la 
Comunidad de Madrid”. Anales de Geografía, Vol. 27, N.º 1, 2007, pp. 47-48) afirman que, 
“En los últimos tiempos, sin embargo, numerosas voces han venido señalando que la ciudad 
compacta tradicional se disuelve en una ciudad dispersa y fragmentada, con periferias más extensas y 
límites difusos y el término de área metropolitana parece insuficiente para caracterizar esta situación, 
por lo que aparecen nuevas denominaciones como “ciudad dispersa” o “ciudad difusa”, que reflejan 
las transformaciones estructurales que están experimentando las periferias metropolitanas. 
Aunque algunos autores han resaltado las ventajas de este modelo, como las menores distancias en 
los viajes al trabajo (como consecuencia de la diversificación de los paisajes suburbanos, al combinar 
espacios residenciales y áreas de actividad) y una armonía entre esta forma de desarrollo y las 
preferencias de los consumidores (que desean viviendas más espaciosas, con jardín, en áreas 
residenciales tranquilas y con bajas densidades). Sin embargo, la mayor parte de los autores son 
críticos con estos nuevos desarrollos pues este modelo de urbanización ha sido calificado de 
insostenible tanto desde el punto de vista ambiental, como social y económico, como lo demuestran 
elevado consumo energético, aumento de la contaminación atmosférica, consumo creciente de 
espacio, derroche de los recursos hídricos y el alto coste económico de las infraestructuras necesarias 
para dar servicio a este territorio disperso.” 
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Para denominar esta tendencia se ha acuñado del término contraurbanización, 
relativa a un proceso de crecimiento de nuevos núcleos al margen de las áreas 
metropolitanas más antiguas, debido a que esos núcleos han adquirido nuevas funciones 
dentro de una división espacial del trabajo diferente y que ha supuesto el paso de una 
organización territorial en términos de estructura jerárquica a un sistema urbano basado 
en nuevas áreas funcionales incorporadas al proceso productivo. Supone la 
desconcentración de población de los centros urbanos y muy especialmente, de los 
centros de las áreas metropolitanas. La contraurbanización está en relación directa sobre 




Quizá, como dice ARROYO HUGUET, sea necesario insistir en la búsqueda de 
nuevos modelos que expliquen mejor la realidad de las dinámicas de población. Es por 
ello que para conseguir este objetivo, dice la autora, 
“las antiguas áreas metropolitanas deberían poder ser observadas desde un punto 
de vista funcional en lugar del punto de vista jerárquico actual ya que si las ciudades 
que se encuentran en una región metropolitana se observan en términos de las 
funciones ejercidas por su fuerza de trabajo y de su situación en el proceso 
productivo, ello implica que parte de la relación derivada de una estructura urbana 
jerárquica basada en el tamaño se haya diluido o que, como mínimo, se deba poner 
en crisis al hacer entrar en juego nuevas características. Así también, las autoridades 
planificadoras deberían estar muy atentas a las nuevas circunstancias creadas por un 
contexto económico diferente 
72
 
2.2. Justificación de la importancia de la figura 
Dada la ingente producción doctrinal dedicada al estudio y análisis de esta figura, no 
queda ninguna duda de su atractivo por ser una de las cuestiones más importantes 
actualmente en el debate local. Numerosos autores dan su opinión sobre esta figura, ya 
que, como señala FERIA TORIBIO, “probablemente es en los procesos metropolitanos 
donde de forma más clara y extendida, en lo que respecta a las sociedades modernas, se 
manifiesta la nueva condición de lo urbano y la auténtica escala y organización de la 
                                                  
71 ARROYO HUGUET, M., “La Contraurbanización: un debate metodológico y conceptual sobre la 
dinámica de las áreas metropolitanas”. Scripta Nova, Revista electrónica de Geografía y Ciencias 
Sociales, N.º 5, Universidad de Barelona, septiembre 2001, p. 86. 
72 ARROYO HUGUET, M., “La Contraurbanización…”, op. cit., p. 102. 
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ciudad real contemporánea.”73 
Y es por lo tanto, en esa escala metropolitana, donde coincide la doctrina que es el 
nivel óptimo para prestar los servicios que demanda una sociedad urbana que ha ido 
ocupando un espacio local cada vez mayor, en el que se generan, como hemos visto, una 
serie de flujos y relaciones que requieren de un marco organizativo cada vez más 
elaborado, de una gobernanza eficaz.
74
  
Los Estados a nivel global han reconocido la existencia del fenómeno metropolitano 
y han procurado adaptarse a su evolución. Así nos lo recuerdan JOUVE y LEFÈVRE, 
que aprecian como, 
“en los últimos veinte años el orden político europeo ha experimentado profundos 
cambios, ya que, la mayoría de los Estados han modificado su estructura interna, de 
acuerdo con diferentes fórmulas legales y políticas (descentralización, 
desconcentración, federalismo), que transfirieron las competencias administrativas y 
las responsabilidades políticas a las comunidades regionales y locales. En este 
contexto, entre los años 80 y 90, los estados europeos han implementado numerosas 
reformas territoriales, intentando cambiar la filosofía de las instituciones 
metropolitanas anteriores, para adaptarlas mejor a la dinámica urbana actual”.75  
Se trata de una oportunidad de gestión a nivel local, la metropolitana, que no se 
puede dejar escapar dadas las ventajas que de ella se derivan pues, como señala la 
doctrina, “en el aspecto socioeconómico, el área metropolitana implica un elevado 
grado de interrelación de personas y actividades, así como una diversificación de 
                                                  
73 FERIA TORIBIO, J. M., “Los procesos metropolitanos como expresión relevante de la nueva realidad 
territorial”. En Los Procesos Metropolitanos: materiales para una aproximación inicial, Centro de 
Estudios Andaluces, Sevilla, 2006, p. 12. 
74 En este sentido, A. ROJO SALGADO (A Gobernanza no ámbito local... op. cit.,) afirma que, 
“cada vez es más compartida la idea de que las Áreas Metropolitanas constituyen actualmente el 
nivel en el que se pueden cumplir de modo más eficaz los objetivos de ordenación del territorio y 
hacerles frente a problemas clave que afectan al futuro y sostenibilidad de las poblaciones; y ello 
porque las Áreas Meropolitanas comparten, por una parte, muchos problemas comunes 
(transformaciones económicas, exclusión social, expansión urbana descontroladas, congestión de 
tráfico, daño ambiental y contaminación de los centros urbanos) y, por otra, representan también 
oportunidades comunes de renovación y regeneración, vida urbana de calidad, competitividad 
económica, etc.).” 
75 JOUVE, B. y LEFÈVRE, CH., “The organisation of government in Eurpean metropolitan areas”. 
Revista de Economía Pública Urbana (UPER), N.º 6, 2006, p. 91. Citado en PRECEDO LEDO, A., 
MÍGUEZ IGLESIAS, A.,y OROSA GONZÁLEZ, J., “La gestión y planificación de los espacios 
supramunicipales, de las áreas metropolitanas a las regiones urbanas”. Nuevos aires en la geografía 
española del siglo XXI. Contribución española al 32º Congreso de Colonia. Comité español de la Unión 
Geográfica Internacional, 2012, p. 280. 
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actividades económicas de lo que surge una gran variedad de servicios.
76
 
2.3. Orígenes del término. Criterios para delimitar el ámbito metropolitano 
Existe unanimidad por parte de la doctrina a la hora de determinar la época en la que 
aparecen las grandes ciudades y el correspondiente fenómeno metropolitano, situándola 




Las metrópolis, como forma peculiar de asentamiento humano, consisten en un gran 




Un área metropolitana significa, en palabras de FORSTALL y JONES, “una ciudad 
con sus suburbios (esto es, aquella parte del área metropolitana que está fuera de la 
ciudad central)” y su uso correcto será diferenciado de “ciudad en sentido amplio” y de 
“ciudad propiamente dicha”. Estos autores intentan dar respuesta a la pregunta de 
cuántas personas tienen que estar asentadas de esa forma para que dicho asentamiento 
pueda recibir el nombre de metrópoli, aunque reconocen que ha habido poca 
consistencia en la aplicación del término.
 79
 
Este concepto terminológico surge por primera vez en Norteamérica en 1850 y se 
recoge oficialmente en el censo de la Oficina Federal en 1910, que lo utilizó hasta 1920, 
entendiendo por “Zona Metropolitana” aquella en que radicaba una ciudad central de 
más de 200.000 habitantes y no se hallaba incluida en el radio de influencia de otra gran 
población, incluyéndose dentro de la zona toda parte del territorio situada a distancia 
                                                  
76 DE ESTEBAN ALONSO, A., Las áreas metropolitanas en España. Un análisis ecológico. Centro de 
Investigaciones Sociológicas, Madrid, 1981, p. 23. 
En esta misma línea, J. FERRET i JACAS (“Entes locales supramunicipales”. En Comunidades 
Autónomas y Gobiernos locales, obra colectiva editada por la Diputación de Barcelona en 1987 dentro de 
la Biblioteca Prat de la Riba, N.º 6, pp. 335-342) menciona los beneficios que se pueden obtener desde el 
espacio supramunicipal ya que para el autor este ámbito,  
“es el ideal para las funciones de animación económica de los Entes locales, para la prestación de 
servicios y para la planificación.” Para dicho autor “el ente intermedio de carácter local sería el 
englobado por Comarcas y Áreas metropolitanas, pues la Constitución no distingue entre ambas 
agrupaciones de municipios, aunque sí lo harán los diversos Estatutos de Autonomía y la Ley 7/1985.” 
77 TOSCANO GIL, F., El fenómeno metropolitano…, op. cit., p. 39. 
78 FORSTALL, R. y JONES, V., “Algunos aspectos demográficos, económicos y administrativos de las 
metrópolis contemporáneas, en Problemas de las áreas metropolitanas”. Ponencias presentadas al 
Congreso sobre Problemas Metropolitanos, celebrado en Toronto, con ocasión del Centenario de 
Canadá (1967). Instituto de Estudios de Administración Local, 2ª ed., Madrid, 1976, p. 15. 
79 FORSTALL, R. y JONES, V., “Algunos aspectos demográficos…”, op. cit., p. 15. 
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menor de 10 millas del centro, siempre que tuviese una densidad de población mínima 
de 150 habitantes por milla cuadrada. 
Con posterioridad, se han ido modificando estas limitaciones variando matices o 
introduciendo nuevas variables, pero siempre a base de intentar precisar una relación 
que se establece entre una ciudad importante y  un territorio próximo que de alguna 
forma dependa de ella. 
Una clara expresión de la preocupación tanto teórica como normativa acerca de 
cómo definir adecuadamente la realidad urbana más allá de sus prefijadas 
delimitaciones administrativas la podemos contemplar, como señala FERIA TORIBIO, 
en las declaraciones que 1932 realizaba la Oficina del Censo de Estados Unidos en el 
sentido de que “la población de la ciudad administrativamente delimitada 
frecuentemente ofrece una muy inadecuada idea de la población agrupada en y en torno 
a esa ciudad….Si queremos tener una visión del agrupamiento o concentración de la 
población en extensas áreas urbanas es necesario establecer distritos metropolitanos que 
muestren la magnitud de cada uno de los centros de población.” 
Este propósito va a suponer un punto de partida para una tarea que desde entonces, 
inicialmente en los Estados Unidos, y posteriormente en la mayoría de los países 
avanzados, han abordado autoridades públicas y los académicos.
80
 
En 1950, se pasa al concepto de Standard Metropolitan Area (SMA), definiéndose 
como un “condado o grupo de condados contiguos que contiene, cuando menos, una 
ciudad de 50.000 o más habitantes o varias ciudades gemelas (twin cities) con una 
población mínima acumulada de 50.000 habitantes”. Además del condado o condados 
referidos, serán incluidos en la SMA los condados contiguos siempre que sean 
esencialmente metropolitanos por su carácter y estén social y económicamente 
integrados en la ciudad central con arreglo a determinados criterios.  
La SMA utilizada en el censo de 1950 se ve ligeramente modificada en 1960, al 
añadírsele la palabra “Estadística” pasando a ser la SMSA (Standard Metropolitan 
Stadistical Area). El propósito era establecer un criterio objetivo de un carácter 
                                                  
80 FERIA TORIBIO, J. M., “Un ensayo metodológico de definición de las Áreas metropolitanas en 
España a partir de la variable residencia-trabajo”. Investigaciones Geográficas, Nº 46, Universidad de 
Alicante, 2008, pp. 51-52. 
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cuantitativo para definir áreas “en una forma que refleje realidades básicas sociales y 
económicas”. En palabras de la Oficina de Presupuestos: “El concepto general de un 
área metropolitana es el de una unidad integrada económica y socialmente con un gran 
núcleo de población reconocido”. 
El primer intento a gran escala para unificar la delimitación de las áreas 
metropolitanas fue hecho por la International Urban Research, en la Universidad de 
California en 1959. Usando una modificación del Standard Metropolitan Area de 1950, 
se señalaron 720 áreas metropolitanas de más de 100.000 personas. Además, se 
localizaron 326 ciudades con una población de 100.000 personas o más en 21 países.
81
 
Vemos por lo tanto, como ya señalaban FORSTALL y JONES, que “una definición 
del área metropolitana standard hecha en base a datos estadísticos ha llegado a ser la 
piedra angular para el establecimiento de una región de planificación y quizá para otros 
fines gubernamentales.”82 
En España, el Ministerio de la Vivienda consideró las siguientes condiciones para la 
delimitación de las áreas metropolitanas utilizando como unidades base los términos 
municipales, que dio como resultado la delimitación teórica de veintiún áreas: 
1. Contener un municipio que tenga, por lo menos, 50.000 habitantes.  
2. Alcanzar 100.000 habitantes en el conjunto del área  
3. formar con el territorio del municipio principal un área continua.
83
 
Uno de los criterios básicos para medir la integración económica y determinar si las 
ciudades adicionales deben o no ser incluidas en una definición de área, es la relación 




Quedaría así, pues, establecida la variable de movilidad residencia-trabajo, también 
conocida como commuting
85
, que iba a constituir a partir de entonces y a un nivel 
                                                  
81 FORSTALL, R. y JONES, V., “Algunos aspectos demográficos…”, op. cit., p. 19. 
82 FORSTALL, R. y JONES, V., “Algunos aspectos demográficos…”, op. cit., p. 73. 
83CAPEL SÁEZ, H., “La definición...”, op. cit., pp. 265-301. 
84 DE ESTEBAN ALONSO, A., Las Áreas Metropolitanas en España: un análisis ecológico. Op. cit., pp. 
25-27. 
85 C. LLANO VERDURAS (“Localización residencial y movilidad laboral: un análisis del commuting de 
trabajadores nacionales e inmigrantes en la Comunidad de Madrid”. Cuadernos de Economía. Vol. 29, 
2006, p. 69) define así la expresión, 
“por commuting se entiende los desplazamientos de los habitantes de un área metropolitana desde 
su lugar de residencia hasta el de trabajo u ocio. La intensidad, dirección y estabilidad de los 
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general, el criterio que iban a utilizar los Estados para determinar si en sus entornos 
urbanos se daba esta circunstancia y podría comenzar a pensarse en la existencia de un 
fenómeno mentropolitano. Pues como nos recuerda CAPEL SÁEZ, 
“los criterios utilizados por la Oficina Norteamericana del Censo para la 
definición de las áreas metropolitanas han sido aplicados también en diversos países 
por científicos y por oficinas de estadística, sufriendo diversas adaptaciones de 
acuerdo con las disponibilidades existentes en cada caso.”86 
En opinión de la doctrina, la variable residencia-trabajo constituye un excelente 
descriptor para entender la organización y estructura metropolitana, ya que, por su 
naturaleza, muestra la relación espacial que existe entre los lugares de residencia y los 




Si entendemos la ciudad metropolitana como un ámbito unitario de mercado de 
trabajo y vivienda, un espacio de vida colectivo, se puede fácilmente colegir que es la 
movilidad de las personas que viven en ese espacio la variable fundamental para 
aproximarnos a dicha realidad. Pero dentro de ese conjunto, es la movilidad cotidiana 
por razón de trabajo la que mejor puede describir la extensión y organización de la 
nueva ciudad metropolitana.  
Es por ello que esta variable se ha convertido desde hace ya más de medio siglo en el 
criterio central para la delimitación de las áreas metropolitanas, en primer lugar en 
Estados Unidos y posteriormente, entre otros, en Francia, Reino Unido, Italia o Canadá. 
En España, la variable se ha utilizado ampliamente para la delimitación de Mercados 
Locales de Trabajo y de manera más puntual para áreas metropolitanas, aunque en 
ninguno de los dos casos se ha podido realizar la operación de delimitación para toda 
España debido a la ausencia de la información estadística sobre la variable en la 
                                                                                                                                                  
desplazamientos laborales aportan una valiosa información acerca de las fuerzas que impulsan el 
crecimiento de una ciudad, de la forma en la que las empresas y los hogares resuelven sus decisiones 
de localización, o de la predisposición de los individuos a migrar o soportar largos trayectos hasta el 
lugar de trabajo u ocio.” 
Al respeto del importante papel desempeñado por este término, J. M. FERIA TORIBIO (FERIA 
TORIBIO, J. M., “Un ensayo metodológico…”, op. cit., p. 52) observa que,  
“desde que se utilizó por primera vez en Estados Unidos en el Censo de 1950 para la definición de 
las Standard Metropolitan Areas, la variable commuting ha constituido hasta nuestros días el referente 
básico para los procesos de delimitación de las nuevas realidades urbano-espaciales.” 
86 CAPEL SÁEZ, H., “La definición...”, op. cit., p. 265. 
87 FERIA TORIBIO, J. M., “La delimitación…”, op. cit., p. 191. 
 44 
mayoría de las Comunidades Autónomas. Solo la introducción por el INE de preguntas 
relativas a esta variable en el cuestionario individual del Censo del 2001, con preguntas 
dirigidas a determinar la localización del lugar de trabajo con respecto al de la 




El método aplicado es el convencional utilizado desde hace décadas por la Oficina 
del Censo de los Estados Unidos para la delimitación de las áreas metropolitanas 
estadísticas y que posteriormente ha sido utilizado también, con variantes específicas en 
otros países desarrollados. Se trata de una metodología muy simple, en términos 
formales, relativamente directa, y que se basa en una pauta de organización centralizada 
de la movilidad residencia-trabajo. 
A las áreas resultantes de les aplicó el principio de coherencia espacial, eliminando 
los municipios sin contacto territorial con el área e incluyendo aquellos totalmente 
rodeados por la misma.
89
 
En líneas generales, y para finalizar, la doctrina viene a considerar que “la 
delimitación de las áreas metropolitanas o urbanas es una tarea complicada en la que las 
dificultades de la señalización de cualquier límite geográfico o socioeconómico van 
unidas a la complejidad especial de las áreas urbanas.”90 
2.4. Causas del surgimiento de las áreas metropolitanas 
El primer requisito para poder hablar de la aparición de las áreas metropolitanas es, 
como reconoce TOSCANO GIL, la formación de ciudades. Este fenómeno urbano 
supondrá, además, la formación de áreas urbanas, espacios que se consideran urbanos 
en función de su tamaño y de su densidad poblacional, que son presupuesto 
indispensable para que se genere un fenómeno metropolitano ya que las áreas 
metropolitanas están formadas primordialmente por áreas urbanas.  
                                                  
88 Cuestionario individual del Censo de Población y Viviendas 2001. Enlace web: 
http://www.ine.es/censo2001/indivcasres.pdf  (Último acceso, 10.09.2015) 
El tratamiento de dicho Cuestionario, analizando los mencionados datos de commuting, da como 
resultado, citando a R. BOIX DOMÈNECH (“Concepto y delimitación de áreas metropolitanas: una 
aplicación a las áreas metropolitanas de España”. Seminario Las grandes áreas metropolitanas españolas 
en una perspectiva comparada, Sevilla, 11 de abril de 2007, p. 15), 67 unidades metropolitanas en España 
para el año 2001, que contienen 3.969 municipios. 
89 FERIA TORIBIO, J. M., “La delimitación…”, op. cit., pp. 190-192. 
90 FORSTALL, R. y JONES, V., “Algunos aspectos demográficos…”, op. cit., p. 83. 
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Por fin, el siguiente paso de este proceso vendrá dado por la derivación del fenómeno 
urbano en metropolitano. Si bien, además de fenómeno urbano, para que podamos 
hablar de hecho metropolitano se requiere que sean varias las áreas urbanas y que estas 




Los motivos que van a originar el surgimiento de las áreas metropolitanas tienen que 
ver con el progreso técnico, la evolución de la gestión y de la información así como el 
sector de la construcción, entre otros.
92
  
Desde una perspectiva diferente, otra rama de la doctrina afirma que los elementos 
que han de darse para que podamos hablar de realidad metropolitana son estos tres 
fundamentalmente, la existencia de áreas urbanas limítrofes generadoras de una gran 
conurbación, la superación de los límites administrativos municipales, y una 
vinculación económica y social entre los núcleos de población implicados.
93
  
El proceso de urbanización lo explica DE ESTEBAN ALONSO en el sentido de que 
supone, en muchos casos, el paso de la ciudad (núcleo) al área metropolitana (expansión 
                                                  
91 TOSCANO GIL, F., El fenómeno metropolitano…., op. cit., p. 39. 
92 CASTELLS OLIVÁN, M., (La cuestión urbana…, op. cit., p. 30-32) realiza un análisis de estos tres 
factores que hemos mencionado como gestores de la expansión metropolitana en los siguientes términos, 
“Frecuentemente se considera el progreso técnico como base de la metrópoli. El progreso técnico 
permite, por un lado, la evolución de las formas urbanas hacia un sistema regional de 
interdependencias, a través de los cambios de los medios de transporte y, por otro, impulsa dicha 
evolución mediante las modificaciones suscitadas por las actividades sociales fundamentales, y en 
particular en el sector de la producción. 
Al mismo tiempo, la importancia creciente de la gestión y de la información y la dependencia de 
estas dos actividades con relación al medio urbano, invierten las relaciones entre industria y ciudad, 
haciendo depender a la primera del complejo de relaciones suscitado por la segunda. 
Los cambios en la industria de la construcción han permitido también la concentración de 
funciones en un espacio reducido y accesible al conjunto de zonas integrantes de la metrópoli, a través 
de la construcción en vertical. El prefabricado ha posibilitado la construcción en serie de casas 
individuales y, por tanto, el fenómeno de difusión residencial. 
Por otra parte, la uniformización de una masa creciente de población en cuanto a la posición que 
ocupan en la producción trae como resultado en el espacio una auténtica segregación los diferentes 
sectores residenciales, que se esparcen en un amplio territorio. 
La integración sociológica de la clase obrera en la ideología dominante conduce a una marcada 
separación ente medio de trabajo, medio de residencia y actividades de esparcimiento, separación que 
está en la base de la modificación funcional de la metrópoli.” 
93 TOSCANO GIL, F., El fenómeno metropolitano…, op. cit., p. 37. Este autor (El fenómeno 
metropolitan.., op. cit., pp. 37-38) nos remite al “Informe sobre las Grandes Ciudades y las Áreas de 
Influencia Urbana” elaborado por el Ministerio de Administraciones Públicas de España en 2001. En 
dicho Informe se señalan como criterios principales a la hora de emprender una delimitación adecuada de 
áreas metropolitanas, el que exista un continuum urbanizado; que existan, alrededor, otras poblaciones 
cuyos habitantes se sustentan por su vínculo con la ciudad central (pudiendo, no obstante, existir zonas 
rurales intersticiales, la llamada ruralurbanización); y, por último, que existan claros vínculos económicos 
en toda el área. 
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de la ciudad y formación de un sistema de núcleos), constituyéndose las grandes 
comunidades metropolitanas, las cuales se pueden definir  como extensas unidades 
geográficas cuyas actividades sociales y económicas forman un sistema más o menos 
integrado que se centra alrededor de una gran ciudad. Por lo tanto, observa el autor,  
“el fenómeno de formación y crecimiento de una metrópoli viene marcado por un 
proceso especialmente absorbente. En una primera etapa, la ciudad metropolitana 
monopoliza durante un tiempo la mayor parte del crecimiento demográfico y de 
actividades de su área natural, siguiendo a ello una progresiva ocupación del espacio 
libre, con la consiguiente elevación de su densidad geográfica. De esta forma, se 
acentúa asimismo su función de centro industrial, comercial, cultural, financiero y 
normalmente político¸ siguiendo la “teoría del lugar central” formulada por 
Christaller.”94 
Desde un punto de vista histórico, el crecimiento de la urbanización, como ya hemos 
apuntado con anterioridad, vino impulsado por la Revolución Industrial, lo que supuso 
que la aglomeración urbana superara los límites territoriales del municipio y se 
extendiera a otros municipios colindantes o simplemente próximos.  
El consiguiente desarrollo de la urbanización polimunicipal, como apunta la doctrina, 
se ha manifestado de diferentes formas; o bien mediante la extensión de la urbanización 
a través de los municipios colindantes creando un continuo urbano en el espacio; o bien 
mediante la suburbanización de las periferias, desconcentrando desde el municipio 
central viviendas o industrias en municipios próximos pero sin continuidad territorial de 
la urbanización, y estableciéndose entre ellos una relación de dominación 
(subordinación entre el municipio central y los periféricos o suburbanizados). La 
absorción de los municipios periféricos por el municipio central predominó en la 
segunda mitad del siglo XIX.  
Con el objetivo de regular esta nueva situación, en los años 60 y 70 del pasado siglo 
tiene lugar la eclosión de los gobiernos metropolitanos en Europa, entendiendo por 
éstos, en definición dada por PASCUAL ESTEVE, 
“las áreas metropolitanas que se dotan de una estructura de poder para gestionar con 
mayor eficacia los servicios públicos, y planificar territorialmente una aglomeración 
urbana constituida por varios municipios en los que uno de ellos tiene un papel central y 
                                                  
94 DE ESTEBAN ALONSO, A., Las Áreas…, op. cit., p. 23. 
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generador del área metropolitana como realidad socioeconómica y urbanística.
95
 
Así pues, las instituciones metropolitanas han surgido para atajar problemas que a su 
vez van ligadas al crecimiento urbano. Han intentado resolver problemas derivados del 
planeamiento urbanístico, para después especializarse en otros problemas más concretos 




2.5. Concepto de Área Metropolitana 
No es posible ofrecer una única definición sobre la naturaleza del Área 
Metropolitana, como vamos a proceder a exponer a continuación. Ello no quiere decir 
que no haya un criterio claro sobre lo que representa esta figura, lo que sucede es que es 
objeto de estudio por las diferentes disciplinas en cuyo campo de trabajo manifiesta sus 
efectos. Aún así, y sin ánimo de presentarla como sintetizadora de todos sus 
significados, vamos a tomar como punto de partida la definición del profesor  
HAWLEY, para el cual, 
“el término metropolitano, en su significación actual, se refiere a un área más o 
menos extensa dentro de la cual las actividades cotidianas están correlacionadas e 
integradas a través de las funciones administrativas y de mediación realizadas en una 
gran ciudad.” 97 
Con el objeto de explicar su significado, JORDANA DE POZAS desglosa las dos 
palabras que constituyen el término “Área Metropolitana”, de origen anglosajón, 
 “la palabra área, en las Ciencias Administrativas, se relaciona o asocia con los de 
término solar, jurisdicción, ensanche, casco o radio de población, zona de influencia, 
afueras, extramuros, arrabal y suburbios. El otro término “metropolitano”¸ significa 
lo perteneciente o relativo a una metrópoli. En sus principales acepciones actuales es 
metrópoli la Nación respecto de sus colonias¸ la ciudad principal de un Estado, o, 
simplemente una gran ciudad. A veces se utiliza como sinónimo de capital, corte, 
emporio, o cabeza de un conjunto de unidades de población o de un extenso 
territorio.”98 
                                                  
95 PASCUAL ESTEVE, J. M., “Nuevos enfoques al gobierno de las Metrópolis: el Gobierno Red o 
Gobernanza metropolitana”. En Los procesos metropolitanos: materiales para una aproximación inicial. 
Centro de Estudios Andaluces, Sevilla, 2006, pp. 171-172. 
96 ECRIBANO ZAFRA, J. M., “Aproximación a la Teoría de las Áreas Metropolitanas”. Revista Jurídica 
de Castilla-La Mancha, N.º 41, 2006, p. 12. 
97 HAWLEY, A. H., La estructura de los sistemas sociales. Ed. Tecnos, Madrid, 1996, p. 119.  
98 JORDANA DE POZAS, L., “Las Áreas Metropolitanas en España y en el extranjero”. En Problemas 
del Urbanismo Moderno, IEAL, Madrid, 1967, p. 367. Citado en DE ESTEBAN ALONSO, A., Las 
Áreas…, op. cit., p. 27. 
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Es un hecho que no existe un concepto único de Área Metropolitana ni en el plano 
jurídico, ni en el económico, ni en el geográfico, ni en el psicológico. Todas estas áreas 
del conocimiento han intentado englobar en una definición todos los elementos 
configuradotes de la naturaleza del hecho metropolitano, y de alguna manera en cada 
una de ellas se ha llegado a un consenso. 
Por otro lado, ESCRIBANO ZAFRA advierte que hay que tener en cuenta que, 
aunque la denominación de área metropolitana se aplica normalmente a aglomeraciones 
urbanas, sin embargo no toda concentración de población en un ámbito territorial ha de 
incluirse en dicha denominación.
99
 
El diccionario de la Real Academia de la lengua española define las áreas 
metropolitanas como una “unidad territorial dominada por una gran ciudad o metrópoli 
en cuyo entorno se integran otros núcleos de población, formando una unidad funcional, 
con frecuencia institucionalizada.”100 
Consideramos que la mejor manera de acercarnos a las definiciones doctrinales es 
clasificándolas en primer lugar en función de los criterios que las mismas contemplan 
como articuladores del sentido del término, criterios que muchas de las veces se 
consideran conjuntamente, pues estas clasificaciones o enfoques de hecho ya han sido 
objeto de elaboración por las diferentes disciplinas. 
Así pues, partiendo de los tres enfoques que nos acerca DE ESTEBAN ALONSO
101
, 
el Área Metropolitana puede ser definida como un área geográfica o, añadimos 
nosotros, sociológica, un área funcional o una zona de influencia. 
Sin embargo, esta clasificación de enfoques estaría incompleta pues nos quedaría por 
citar el enfoque por supuesto jurídico y urbanístico y, por último, el enfoque político. 
Respetando este orden, y porque realmente también consideramos que es el que de 
hecho es el camino que ha ido recorriendo el Área Metropolitana hasta llegar a 
constituirse como entidad territorial de gobierno local es así procedemos a presentar en 
primer lugar a las comunidades metropolitanas como extensas unidades geográficas 
cuyas actividades sociales y económicas forman un sistema más o menos integrado que 
                                                  
99 ECRIBANO ZAFRA, J. M., “Aproximación a la Teoría…”. op. cit., p. 25. 
100 En la 22ª Edición, última edición electrónica a día 20.09.2015. 
101 DE ESTEBAN ALONSO, A., Las Áreas…, op. cit., p. 27. 
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se centra alrededor de una gran ciudad.
102
 
En este ámbito territorial hay una gran densidad de población que se caracteriza por 
un constante movimiento de intercambio entre sus lugares de residencia, trabajo y 
ocio.
103
En estas zonas, donde las actividades económicas tienen una vocación no 
agrícola, se desarrollan unas formas de vida típicamente urbana, y entre cuyos núcleos 
existe una interrelación, entre los que destaca uno o varios centros a los que MARTÍN 
MATEO califica de respetados y prestigiosos.
104
 
Recopilando todos los aspectos que reúne la perspectiva geográfica, podríamos 
hacerlos confluir en la definición que nos acerca DE ESTEBAN ALONSO, el cual se 
acoge a la definición que desde esta perspectiva, realizan la mayor parte de los 
tratadistas norteamericanos y europeo. Y así, el Área Metropolitana sería,  
“una zona donde existe una ciudad central en proceso de expansión que tiende a 
anexionar los núcleos inmediatos, los cuales comienzan a gravitar sobre ella, y que 
pertenecen a distintas delimitaciones administrativas y a una serie más o menos 
numerosa de centros menores circunvecinos con los que se ha creado una cierta 
continuidad urbana y un complejo estable de relaciones cotidianas 
socioeconómicas”.105 
Como área funcional, el espacio metropolitano se manifiesta, según la apreciación de 
CASTELL OLIVÁN, como resultado esencial del proceso de conjunto y de una 
innovación en lo que concierne a las formas urbanas. 
Se trata de algo más que el aumento, en dimensión y densidad, de las aglomeraciones 
urbanas existentes. Lo que distingue esta nueva forma de las anteriores no es solo su 
dimensión, sino la difusión de las actividades y funciones en el espacio y la 
interpenetración de dichas actividades según una dinámica independiente de la 
contigüidad geográfica. 
En dicha área espacial tiene lugar todo tipo de actividades básicas, ya sean de 
producción, de consumo, de intercambio y de gestión. Algunas de estas actividades se 
encuentran concentradas geográficamente en uno o varios puntos (por ejemplo, las 
                                                  
102 DE ESTEBAN ALONSO, A., Las Áreas…, op. cit., p. 23. 
103 MARTÍN MATEO, R. y CANTÓ LÓPEZ, M. T., “El Derecho Ambiental en la cualificación del 
espacio. Añoranza y virtualidad de las áreas metropolitanas”. Arbor: Ciencia, pensamiento y cultura, Nº 
729 (ejemplar dedicado a: Cualificar el espacio: transiciones ambientales para el nuevo milenio), 2008, p. 
87. 
104 MARTÍN MATEO, R., Problemática…, op. cit., p. 226. 
105 DE ESTEBAN ALONSO, A., Las Áreas…, op. cit., p. 27. 
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administraciones financieras o ciertas actividades industriales). Otras funciones, por el 
contrario, se reparten en el conjunto de la metrópoli con densidades variables (la 
habitación, los servicios de primera necesidad). La organización interna de la zona 
implica una interdependencia jerarquizada de las distintas actividades.
 106 
En España, la calificación de una ciudad como Área Metropolitana se ha basado en 
su capacidad para recibir el asentamiento de gran número de nuevas actividades, 
habiéndose utilizado como criterios esenciales de delimitación los requisitos siguientes, 
aplicados de los municipios circundantes a la ciudad central hacia fuera, que de 
cumplirse, se les considera parte del territorio del área metropolitana. 
1. El que constituya un mercado mínimo de trabajo diversificado, en un entorno 
geográfico continuo, lo que a su vez ha hecho necesario precisar este tamaño mínimo 
a 20.000 trabajadores. 
2. La especialización mínima de masa laboral, a través de unos coeficientes de 
especialización por sectores. 




Así pues, siguiendo a DE ESTEBAN ALONSO, el Área Metropolitana puede 




Hay también un también un intento de definir las Áreas Metropolitanas desde la 
ciencia política, que a efectos de la gobernanza urbana se van a calificar como un hecho 
social y político y como un marco de interacción de la ciudadanía.
109
 
En último lugar, el concepto de Área Metropolitana es objeto de estudio de la rama 
del Derecho Administrativo, que observa el fenómeno metropolitano desde su 
naturaleza fáctica, concebida como reagrupación de municipios, en zonas de alta 
concentración urbana, que se encargan de la gestión en común de uno o más 
servicios,
110
 y que se caracteriza por la continua movilidad o intercambio entre los 
lugares de residencia, trabajo y ocio en una demarcación territorial perteneciente a 
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 Y asimismo se estudia la figura como una entidad local de carácter dispositivo, cuya 
existencia y configuración final son decisión del legislador autonómico.
112
 El Área 
Metropolitana constituye una de las modalidades posibles de organización y gobierno 
de los espacios de estas características: la prevista en el artículo 43.2 de la Ley 7/1985, 
de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen local (en adelante, LRBRL)
113
 
De la definición que el citado artículo 43.2 ofrece de las Áreas Metropolitanas, 
MARTÍN MATEO y CANTÓ LÓPEZ extraen una serie de características propias de 
dichas Áreas, 
 contenido pluricompetencial: implica que estas entidades locales pueden 
desempeñar las funciones, obras y servicios que sean objeto de prestación o 
realización metropolitana; 
 virtualidad armonizadora: significa que estas entidades disponen de una 
vocación planificadora con la finalidad de corregir la dispersión de iniciativas en un 
territorio en el que el crecimiento urbano ha superado los antiguos límites de la 
ciudad. 
 Espacio urbano pluricomunitario: las aglomeraciones urbanas suponen la base 
social y la escala territorial de las áreas metropolitanas, hoy ya no se trata de densas 
conurbaciones urbanas sino que se componen de un extenso medio urbano del que 
forman parte distintas comunidades con sustantividad propia, fruto del fenómeno de 
la contraurbanización; 
 El sistema urbano: rasgo que alude a las vinculaciones económicas y sociales de 
los núcleos de población.
114
 
Como síntesis de lo expuesto, nos remitimos a la conclusión que nos ofrece la 
profesora BARRERO RODRÍGUEZ en torno a las dos acepciones, fáctica y jurídica, de 
la entidad metropolitana, sosteniendo que, 
 “La de Área metropolitana es pues una expresión ambivalente. Hay un concepto 
extrajurídico de Área metropolitana y un concepto normativo. Desde un punto de 
vista fáctico, se alude con tal denominación a aquellas aglomeraciones urbanas 
situadas en el cinturón de las grandes ciudades; desde la óptica del Derecho, a las 
                                                  
111 BARRERO RODRÍGUEZ, M. C., “Las fórmulas posibles para el gobierno de los espacios 
metropolitanos. Las Áreas metropolitanas.” Congreso Internacional “Municipia Siglo XXI: Ciudadanía Y 
Gobierno Local”, Zaragoza, diciembre 2004, p. 2. 
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formas de organización y gobierno características de tales espacios. Dos significados 
profundamente interrelacionados pero entre los que conviene distinguir 
adecuadamente.”115 
2.6. Breve referencia a  la evolución histórica de las áreas metropolitanas 
En el tránsito desde el régimen feudal a la “economía-mundo” surgió en las ciudades 
un nuevo tipo de hegemonía territorial a escala internacional.  
Los siglos XVI y XVIII estuvieron dominados por lo que hoy llamaríamos el 
“declive urbano”. 
A partir del siglo XIX el proceso de urbanización registrará un nuevo auge. Dicho 
proceso aparecerá asociado al proceso de industrialización, de forma que tenderá a 
cambiar el carácter de las ciudades dominantes, antes comercial, ahora industrial. Pero 
ni el proceso de urbanización será continuo, ni la asociación entre urbanización e 
industrialización será constante y no se convertirá en territorialmente dominante de 
modo categórico hasta mediados del siglo actual.
116
 
En los años 70 del siglo XX surgió una preocupación creciente y relativamente 
generalizada por los problemas de las grandes metrópolis industriales en los países más 
desarrollados. 
Los grandes centros metropolitanos de la Europa más desarrollada tienden a 
desdensificarse, a convertirse en centros administrativos y culturales en sentido amplio, 
en proveedores de servicios y actividades de ocio de alto nivel. 
Desde comienzo de los años setenta se producirá una difusión del crecimiento hacia 
abajo en la jerarquía urbana y una descentralización intrametropolitana con signos de 
declive en algunas áreas centrales. A partir de 1975 aparecerán también procesos de 
canalización del crecimiento más allá de los límites de las áreas metropolitanas. 
El sistema urbano superior experimenta en los años setenta una importante 
disminución de su ritmo de crecimiento, que se reduce a la mitad del registrado la 
década anterior. 
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En España, las ciudades medias y pequeñas son el único subsistema que aumenta su 
tasa de crecimiento. Algunas de estas ciudades pueden considerarse como extensiones 
de las áreas metropolitanas institucionales (Granollers, Aranjuez,..), que se han 
beneficiado de los procesos de descentralización metropolitana que en los últimos años 
han tendido a superar los límites de estas. 
Debido a la crisis de la industria metropolitana durante los años setenta, se produce 
en las áreas metropolitanas una cierta “transición a los servicios” de su estructura 
económica, mientras que es probable que la industria de los núcleos no metropolitanos 
haya mantenido o incluso aumentado sus empleos. Y ello porque esta transición se 
caracteriza por la descentralización de la actividad manufacturera hacia las zonas 
suburbanas, semirrurales e incluso hacia el exterior, mientras la economía de la ciudad 
central se basa progresivamente sobre el terciario. 
Durante los años setenta, los servicios son el sector que registra un mayor 
crecimiento y que contrasta con el reducido aumento de los empleos industriales. 
A pesar del crecimiento del terciario durante los años setenta, éste presenta en 1980 
en el conjunto del sistema urbano una estructura muy desequilibrada y débil debido al 
escaso peso de los servicios conexos a la producción. Aunque su importancia aumenta 
en las áreas metropolitanas, su peso en éstas es inferior al que tiene en otras áreas 
europeas, incluso de países con una estructura económica relativamente semejante a la 
nuestra como puede ser Italia. 
Pero es que, además, la competencia entre metrópolis europeas, aquella en la que se 
juega el florecimiento o el declive de los grandes centros metropolitanos, no está ya en 
el campo de la industria sino en el del terciario avanzado. 
Una cosa ha quedado ya evidenciada: han quebrado las tendencias de cambio 
territorial que dominaron la época de la industrialización acelerada. Es más, estamos en 
un momento insólito en el que concluye un largo proceso de acumulación de población 
y recursos en torno a las mayores aglomeraciones urbanas. 
A la vista de esta situación de inmovilismo del desarrollo metropolitano, LÓPEZ 
GROH manifiesta que “merece la pena que se establezca un debate sobre la posibilidad 
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de mantenimiento, pérdida o ampliación de esas áreas en el territorio nacional.”117 
En los próximos capítulos de este trabajo intentaremos constatar esta situación, que 
advierte el citado autor, de estancamiento en el desarrollo del fenómeno metropolitano. 
2.7. Ventajas de la creación de las áreas metropolitanas. Requisitos para su éxito. 
Análisis de los fracasos. 
La primera ventaja que encontramos a la posibilidad de crear Áreas Metropolitanas 
es obvia y tiene que ver con garantizar la regulación de una situación fáctica que se 
viene manifestando en una zona concreta del territorio, que como ya hemos visto en los 
apartados anteriores, afecta a un grupo importante de la población que  precisa que se 
cubran unas demandas prestacionales que no se pueden abarcar desde el ámbito 
estrictamente municipal. 
De manera concreta, y en relación con la grave situación financiera de estos últimos 
años, SEVILLA JIMÉNEZ hace hincapié en que “los problemas reales de los 
fenómenos metropolitanos han coincidido con una etapa de crisis económica y con un 
proceso de renovación institucional muy fuerte.” 118 
Como conseuencia de esta crisis económica se produce también una crisis de la 
metropolitanización al incidir en los movimientos demográficos frenando el flujo hacia 
los centros urbanos ante la crisis del aparato productivo de los mismos y las escasas 
perspectivas de empleo que ofrecen.  
Se pregunta el autor si crear instituciones nuevas podría contribuir a hacer frente a 
las nuevas demandas de la ciudadanía a nivel local. La respuesta es favorable y se 
trataría de un acto justificado cuando existe una visión sobre su operatividad tanto 
funcional como de eficacia, además de su encuadre dentro del resto de la organización. 
Es necesario un análisis serio sobre su coste y efectividad y su justificación debería de ir 




La adición de dos o más entes locales tiene como ventaja principal el hecho de que 
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Una aglomeración o área metropolitana se formaría por la colaboración de varias 
comunidades locales para responsabilizarse en exclusiva de la provisión de uno o varios 
bienes públicos locales. En este caso, esa competencia exclusiva haría referencia a la 
oferta y a su financiación, disponiendo de recursos propios y siendo, por lo tanto, 
autónoma y responsable fiscalmente. Un ejemplo esencial de esta formulación es que la 
autoridad de la aglomeración sea elegida de forma directa – normalmente un Consejo o 
un Ejecutivo – lo que le hace responder ante los ciudadanos por la gestión de esas tareas 
específicas. No se debe olvidar que muchos de los fracasos de experiencias de tipo “área 
metropolitana” se debieron al carácter burocrático de esos entes, cerrados a la 
accesibilidad política. 
Normalmente, la aglomeración deberá ser concebida en el ámbito que llamamos 
relacional, definido en términos geográficos y socioeconómicos: población, fenómenos 
de Computers entre jurisdicciones y con el centro, continuidad del tejido urbano, etc. Y 
en cuanto al presupuesto, la experiencia nos muestra que – en un marco poco propicio a 
la creación de tributos – es difícil una financiación del tipo que antes sugerimos. Por lo 
tanto, lo habitual será que las jurisdicciones locales implicadas provean, en parte, de 
recursos a la aglomeración. El sistema podrá diferir pero generalmente, si se autoriza 
una fiscalidad concreta a nivel de la aglomeración deberá ir acompañada de una 
reducción equivalente en los tributos de la misma naturaleza que posean las 
comunidades locales. 
Por lo tanto, cuando se toma la decisión de constituir una aglomeración será siempre 
prudente auditar de forma objetiva la capacidad financiera de las jurisdicciones locales 
que se van a asociar, ante la eventualidad, no infrecuente, de comportamientos 
estratégicos.  
Tampoco debe perderse de vista que las aglomeraciones, en la medida en que se 
responsabilicen de funciones importantes y que tengan una dimensión geográfica 
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relevante, aparecerán como competidoras en el espacio político, probablemente 
compartido por algún nivel gubernamental de tipo intermedio. La plena conciencia de 
esta posibilidad llevará a sus gestores a adoptar comportamientos compatibles con tal 
coexistencia, ante el riesgo de ser abolidos si aquella autoridad tiene competencia para 
hacerlo. 
No obstante, como observan CADAVAL SAMPEDRO y CARAMÉS VIÉITEZ, el 
paso de pequeñas jurisdicciones a otras de mayor tamaño no se puede hacer sin coste; 
costes de transición, normalmente elevados, seguidos del impacto sobre los costes de 
administración si no se reduce el personal y se aumentan los salarios. 
Para que la implantación del área metropolitana pueda funcionar son necesarios los 
siguientes requisitos: autoridad, otorgada a través del poder legítimo de los ciudadanos; 
autonomía en la disposición de recursos financieros; competencias precisas sobre las 




Casi siempre los fracasos de las entidades de segundo nivel de gobierno local se 
corresponden con la falta de voluntad de establecer instancias de administración 
adecuadas que aborden sus problemas y que no pueden ser resueltos en otro ámbito. 
Por lo que respecta a los problemas de legitimidad política, a menudo la justificación 
de creación de entidades metropolitanas se basa en aspectos relacionados con la 
funcionalidad – eficacia, economías de escala, etc.-, pero esta legitimidad requiere el 
reconocimiento de la población, que debe identificarse con la estructura intermunicipal. 
En otras palabras, la legitimidad debe ser construida de acuerdo con elementos políticos, 
psicológicos y sociales a lo largo del tiempo. De estos elementos carecen muchos de los 
intentos de introducir gobiernos metropolitanos contando con la oposición de tres 
actores: a) los gobiernos locales, b) los grupos de presión y c) los ciudadanos.
122
 
Lo que parece que no genera ninguna duda es que, en el plano teórico, son de sobra 
conocidos los motivos por los que hasta ahora han fracasado las Áreas Metropolitanas 
creadas. Cuestiones financieras y de representación, así como también de recelo por 
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parte de otras Administraciones, no han permitido que por el momento se consolide 
como una opción con garantías de éxito. Lo positivo es que en el reconocimiento de 
estos problemas está asimismo la vía para aplicar las soluciones.  
Por otro lado,  en la mente del legislador no ha dejado de de estar presente el Área 
como opción de organización territorial. En mayor o menor medida sigue estando 
contemplada en los textos positivos, pues no se puede obviar que el fenómeno 
metropolitano es algo real que está y seguirá estando presente manifestándose como 
aglomeración urbana y que va a precisar de atención. 
Si se consiguiesen reunir en la organización metropolitana una suficiente 
financiación, se garantizara la participación ciudadana, y un respeto institucional, se 
podría cumplir con un más que probable éxito la misión para la que se constituye 
jurídicamente como tal, la planificación y coordinación de determinados servicios y 
obras de interés intermunicipal. 
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CAPÍTULO II. REGULACIÓN JURÍDICA DEL HECHO METROPOLITANO 
COMO ORGANIZACIÓN TERRITORIAL LOCAL EN EL MUNDO 
1. INTRODUCCIÓN 
La primera revolución industrial provocó el desplazamiento de la población del 
campo a las ciudades en busca de trabajo y de mejores condiciones de vida. Su 
crecimiento vertiginoso marcó la caracterización de la ciudad industrial, es decir, la 
presencia de extensas zonas industriales, el planeamiento, la construcción de 
equipamientos, infraestructuras y zonas residenciales bajo la responsabilidad e iniciativa 
del Estado. 
Londres entre 1802 y 1901 pasó de 1 a 6,5 millones de habitantes y en el siguiente 
medio siglo (1951) llegó a su máxima población de 8,3 millones. En los cincuenta años 
siguientes disminuyó 1 millón, llegando así a los 71, millones. Según HALL, “el 
período de transición de la ciudad antigua a la industrial está entre 1870 y 1914, 
intervalo en el que todas las ciudades inglesas fueron las primeras en adquirir un 
sistema rápido y eficaz de transporte público. Una evolución semejante también ha 
tenido Chicago, la típica ciudad industrial estadounidense.”123 
Como ya mencionamos en el Capítulo primero al referirnos a los orígenes del 
término, la Oficina Federal de Estados Unidos, en 1910, dio por primera vez un 
significado operativo al área metropolitana y, a partir de entonces, se lo ha ajustado cada 
diez años para aplicarlo al censo. En 1960 se entendió como una “unidad integrada 
económica y socialmente con un gran núcleo de población reconocido” (Standard 
Metropolitan Stadistical Area), acepción que, enriquecida con los criterios del 
sociólogo DAVIS
124
, oficializó la Dirección Nacional de Urbanismo en 1960 y 1967 sin 
llegar a legislar. 
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La cuarta revolución industrial ha marcado un punto de inflexión en la evolución 
demográfica de las ciudades, pero al mismo tiempo ha dado origen, por lo que se refiere 
a los Estados Unidos de América, al notable crecimiento de Los Ángeles, según algunos 
el paradigma de la ciudad posmoderna (dispersa), pero también a los desplazamientos 
masivos e inusuales de población, no solo hacia los núcleos urbanos sino de un territorio 
a otro. Las ciudades existentes han soportado radicales transformaciones tanto en su 
forma final como en su proceso de construcción. 
De la consulta de la ingente producción doctrinal y de investigación acerca del 
fenómeno metropolitano se desprende una conclusión inicial, la que nos permite afirmar 
que se trata de una situación presente a lo largo y ancho del mapa mundial. Si bien no es 
posible afirmar que ello haya tenido su plasmación en normas jurídico-legislativas de 
una forma generalizada. 
Así lo afirma MORENO PÉREZ, para el cual “las aglomeraciones urbanas o 
metrópolis, a pesar de ser fenómenos universales, no admiten un tratamiento uniforme, 
ya que su realidad es múltiple y compleja”.125 
La existencia de esta situación territorial ha sido observada en numerosas ocasiones 
por distintos grupos de expertos. Ya el IV Congreso Internacional de Arquitectura 
Moderna (CIAM), celebrado en Atenas en 1933, vertía en su Carta de conclusiones, en 
primer lugar, que 
 “la ciudad no es más que una parte del conjunto económico, social y político que 
constituye la región. (…) La delimitación territorial administrativa de las ciudades 
fue arbitraria desde el principio o ha pasado a serlo posteriormente, cuando la 
aglomeración principal, a consecuencia de su crecimiento ha llegado a alcanzar a 
otros municipios, englobándolos a continuación dentro de sí misma. Esta 
delimitación artificial se opone a una buena administración del nuevo conjunto”.  
Y viene a concluir en su punto 83, a modo de solución, que “la ciudad debe ser 
estudiada dentro del conjunto de su región de influencia. El simple plan municipal será 
reemplazado por un plan regional. El límite de la aglomeración será función del radio de 
su acción económica”. 
Sin embargo, y como acertadamente apunta MARTÍN MATEO, “el surgimiento 
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 60 
relativamente reciente, violento y espontáneo de las áreas metropolitanas, ha planteado 
y sigue planteando serios problemas de organización”126, a lo que añade que 
“es raro encontrarse con fórmulas avanzadas precisas y definidas (…). En general 
podemos decir que la gama de soluciones oscila entre la anexión pura y simple de las 
ciudades limítrofes que se van incorporando al núcleo central, la creación de una 
autoridad especial para la zona normalmente de dependencia central que ejerce su 
poder sobre todo el área, la federación de las comunidades ya existentes que van a 
ser así interrelacionadas o la creación de autoridades para niveles sucesivos, 
asignando, por ejemplo, la planificación y los grandes servicios e infraestructura a un 
primer eslabón, a otros escalones más pequeños a nivel de sub-área metropolitana, la 
gestión de servicios de menor escala. El escalonamiento puede abarcar desde el nivel 
regional al nivel del área metropolitana propiamente dicha, el nivel subcomarcal, el 
nivel municipal y el nivel unidad vecinal.”127 
En referencia a la gestión de las grandes urbes y de los enormes espacios urbanos que 
configuran las áreas metropolitanas, apunta BOTTINO BERNARDI que en ellos “se 
plantean nuevos modelos de vida, con nuevas formas productivas y culturales” que 
suponen “grandes desafíos por la ocurrencia de fenómenos sociales, temporales y 
espaciales completamente nuevos, y escasamente entendidos” y donde “se acumulan 
problemas funcionales, sociales y medioambientales”.128 
La generalidad de la doctrina parece haber llegado a la misma conclusión en relación 
a la evolución en la conformación de las áreas metropolitanas, pasando de la 
articulación a partir de un solo centro – que se puede dar por terminada desde finales de 
la década de los setenta -, a la configuración a partir de varios núcleos de asentamientos, 
debido fundamentalmente al crecimiento de la oferta de empleo en áreas exteriores a los 
centros metropolitanos, que ha permitido la emergencia de una nueva estructura urbana, 
con un mayor o menor grado de capacidad de atracción de población, de industrias o de 
servicios, como señala ARROYO HUGUET.
129
 
Para sostener este planteamiento, esta autora pone el ejemplo de la región de 
Montreal, donde se ha pasado del modelo monocéntrico a favor de un tipo policéntrico 
o pluricéntrico, donde el extrarradio adquiere un mayor grado de autonomía en relación 
con el corazón histórico de la aglomeración y en particular, con la ciudad central. Así 
                                                  
126 MARTÍN MATEO, R., Problemática…, op. cit., p. 228. 
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 MARTÍN MATEO, R., Problemática…, op. cit., p. 230. 
128 BOTTINO BERNARDI, R., “La ciudad y su urbanización”. Estudios Históricos, CDHRP, N.º 2, 
agosto 2009, pp. 10-11. 
129 ARROYO HUGUET, La Contraurbanización…, op. cit., p. 92. 
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también, la aglomeración del Gran Londres ha visto como progresivamente se ha ido 
produciendo un vaciado del centro metropolitano y un crecimiento de su área 
periférica.
130
 Si bien dicho fenómeno por el momento solo se produce en los países más 
industrializados. 
Esta última afirmación la defienden otros autores como FORSTALL Y JONES, que 
afirman que “aunque la mayoría de las áreas metropolitanas tienen una ciudad central 
claramente dominante, una mayoría importante tienen centros subsidiarios, además de la 
ciudad central, o presentan una estructura binuclear, e inclusive polinuclear.”131 
Otro autor que aporta una reflexión en el mismo sentido es MÉNDEZ GUTIÉRREZ 
DEL VALLE, para el cual se ha producido una progresiva sustitución de la estructura 
monocéntrica, caracterizada por la hegemonía de la ciudad central, por un creciente 
protagonismo de las periferias como espacios de especial dinamismo y diversidad, y así 
también observa una posible ruptura en la continuidad como elemento definidor del 
espacio metropolitano, al considerar la existencia de áreas dispersas y a notable 
distancia del núcleo de la aglomeración, aunque fuertemente interconectadas con él.
132
 
No nos cabe ninguna duda de que todos los autores coinciden en observar que se ha 
venido produciendo un cambio en la forma de evolucionar de las ciudades y su área de 
influencia, que lleva a la necesidad de regular el fenómeno metropolitano desde una 
nueva perspectiva. SELLERS Y HOFFMAN-MARTINOT se suman a la reflexión de 
los autores antes citados, y señalan que  
“la forma que adoptan las zonas metropolitanas actuales se aleja cada vez más de 
las formas tradicionales de ciudades. El modelo que había fundado durante siglos la 
identidad tradicional de la ciudad, sobre todo en Europa, pero también en otras 
regiones del mundo, era el de una aglomeración con anillos concéntricos. Se 
simbolizaba por las fortificaciones, las puertas, las barreras y los boulevares que 
delimitaban en su interior a la ciudad (…) Las áreas metropolitanas contemporáneas 
son mucho más complejas y diversas, mezclando elementos tomados al mundo rural 
                                                  
130 ARROYO HUGUET, La Contraurbanización…, op. cit., p. 94. 
131 FORSTALL, R. y JONES, V., “Algunos aspectos demográficos…”, op. cit.,  p.66. 
132 MÉNDEZ GUTIÉRREZ DEL VALLE, R., “Procesos recientes en regiones metropolitanas: 
transformaciones económicas y reorganización territorial. Algunas interpretaciones y debates actuales.” 
La perspectiva geográfica ante los retos de la sociedad y el medio ambiente en el contexto ibérico: 
Ponencias de XI Coloquio Ibérico de Geografía, Joaquín Bosque Sendra (ed. lit.), Víctor Manuel 
Rodríguez Espinosa (ed. lit.), 2009, pp. 37-67. 
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y urbano, fenómenos acentuados por el aumento de la diversidad social.”133 
Con el fin de aportar una visión crítica actualizada de los modelos de gobernabilidad 
de las áreas metropolitanas, MÍGUEZ IGLESIAS y PRECEDO LEDO, definen seis 
modelos generales, que son los siguientes: 
1. “Aglomeraciones con gobierno metropolitano que se configuran por ley 
por encima de los gobiernos municipales. En Europa, el de Londres fue el caso 
más conocido. 
2. Transformación por ley de los municipios de la aglomeración en un 
municipio metropolitano, convirtiéndose los municipios en distritos 
metropolitanos con autonomía presupuestaria. Lo aplican algunas ciudades 
asiáticas, principalmente en Japón. 
3. Gobierno sin autoridad metropolitana constituida. Se le asignan las 
competencias a un nivel regional preexistente, el regional, la ciudad-región (Île-
de-France), o el provincial. No hay experiencia alguna en este sentido, más allá 
de la creación de institutos de estudios metropolitanos. 
4. Gobierno de concertación o de coordinación funcional. Se crean 
organizaciones especializadas para la prestación de servicios y para la gestión. 
Es el caso de los consorcios sectoriales de carácter administrativo pero que 
pueden combinar la financiación pública y la privada (aunque en este último 
caso tampoco se conocen experiencias concretas). Es muy frecuente acudir a 
esta fórmula cuando se han disuelto los gobiernos metropolitanos (Barcelona, 
Londres, Bristol, Sydney, Nueva Cork, Chicago). Las experiencias de 
cooperación público-privada han tenido más éxito cuando se adoptan fórmulas 
de naturaleza no administrativa, sino asociativa o empresarial.  
5. Creación de agencias o comisiones de planificación y coordinación, 
asignando al gobierno de la ciudad mayor la facultad de coordinación. Así se ha 
procedido en países como Australia y los Estados Unidos de América. Y por 
último, 
                                                  
133 SELLERS, J. y HOFFMAN-MARTINOT, V., “Gobernanza Metropolitana”. Ciudades y Gobiernos 
Locales Unidos, 2009, p. 270. 
 Enlace web: http://www.cities-localgovernments.org/gold/Upload/gold_report/09_metropolis_es.pdf 
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6. Creación de asociaciones o agencias metropolitanas que adoptan la 
estructura operativa de empresa privada, mediante la constitución de un consejo 
de administración y la dirección general como órganos decisionales y de gestión 
respectivamente, apoyados en niveles intermedios de carácter ejecutivo. La 
financiación es mixta, y la aportan las entidades públicas y privadas que entran a 
formar parte de la asociación metropolitana. En España tenemos el ejemplo de 
Bilbao.”134 
Partiendo de la observación que SELLERS y HOFFMAN-MARTINOT efectúan 
sobre el desencanto generalizado desde finales de los años 70 del pasado siglo en 
muchos de los países donde se habían creado instituciones metropolitanas (la supresión 
del Gran Londres; de las estructuras de aglomeración de Rotterdam y Eindhoven; los 
fracasos de las tentativas de consolidar los gobiernos locales de las regiones urbanas 
australianas; la interrupción prematura de la progresiva institucionalización de las 
comunidades urbanas francesas; el fracaso de los esfuerzos de creación de áreas 
metropolitanas en Italia, entre otros ejemplos), estos autores enuncian lo que son, a su 
criterio, los aspectos que deberían caracterizar las nuevas formas de gobernanza 
metropolitana 
Estos aspectos coinciden, en términos generales, la posición de la doctrina en torno a 
los requisitos que debería cumplir la institucionalización del régimen jurídico de las 
áreas metropolitanas para garantizar su éxito y su aceptación. 
En primer lugar, está lo que los citados autores llaman el “pragmatismo de la 
implantación”, que sugiere a los gobiernos estatales “no imponer más sus 
concepciones”. Por el contrario, estos habrán de esforzarse en consultar, sondear, poner 
en perspectiva, acercar y conciliar. 
Un segundo aspecto tiene que ver con la adaptación de las unidades territoriales 
existentes y de los gobiernos supramunicipales a los retos emergentes en las regiones 
metropolitanas.  
Por otro lado, apuntan los autores la unánimemente reconocida necesidad del 
                                                  
134 MÍGUEZ IGLESIAS, A. y PRECEDO LEDO, A. (2008): “De las áreas metropolitanas a las regiones 
urbanas. Modelos de gobernabilidad”. Actas del XI Coloquio Ibérico. Alcalá de Henares – Pastrana. 
Organiza AGE, APG y Universidad de Alcalá de Henares, octubre de 2008, pp. 2-3. 
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fortalecimiento de la legitimidad democrática, pues con la elección directa por parte de 
la población de los órganos de gobierno se conseguirían dos objetivos. Por una parte, 
emancipar a las instancias metropolitanas de un control demasiado estrecho por parte de 
los intereses municipales, garantizando de esta forma una oportunidad real de 
autonomía. Por otro lado, se reforzaría al mismo tiempo el vínculo entre la ciudadanía y 
sus representantes políticos. 
Requieren también SELLERS y HOFFMAN-MARTINOT dar prioridad a la misión, 
a la función, sobre la gestión, pues la administración metropolitana se consagra 
principalmente a la planificación, coordinación e integración de las políticas de los 
gobiernos locales del área metropolitana, mientras que las tareas propiamente de gestión 
son limitadas. 
Por último, es necesario establecer una asociación estrecha con el sector privado en 
todas las fases del proceso de maduración institucional, donde las cámaras de comercio 
y las empresas juegan un papel determinante.
135
 
Así pues, para finalizar esta introducción, observamos que la ciudad del siglo XXI 
está asimilando contenidos, comportamientos y formas provenientes de los nuevos 
modos de desarrollo y de organización social. Si bien su historia tiene una continuidad 
de cinco mil años y su forma urbana estaba caracterizada por la continuidad, 
actualmente se manifiesta ambigua, difusa o dispersa. Sin embargo, como afirma 
BENAVIDES SOLÍS, la interrelación entre urbis (espacio) y civitas (sociedad) y polis 
(gobierno) no puede obviarse; de ahí que resulta indispensable e impostergable 
profundizar en la nueva epistemología de la ciudad y en la dimensión de sus contenidos 
para proporcionar un soporte técnico y operativo adecuado a todas las opciones 
urbanísticas perceptivas, interpretativas e interventivas. 
En este sentido, consideramos con este autor, que el Planeamiento Municipal sin una 
figura jerárquica superior, es decir, sin un Plan de Ordenación Territorial, puede resultar 
correcto, coherente y beneficioso para el interés común del municipio, pero no del 
territorio metropolitano, es decir, de su entorno, de su contexto. Al contrario, solamente 
                                                  
135 SELLERS, J. y HOFFMAN-MARTINOT, V., “Gobernanza…”, op. cit., pp. 277-279. 
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genera distorsiones y perjuicios.
136
 
A continuación, procederemos a realizar una revisión más pormenorizada de la 
experiencia metropolitana en el mundo. Repartiremos nuestro estudio partiendo de la 
geográfica división del territorio en continentes, analizando dentro de cada uno de ellos 
el tratamiento que se le ha dado a la cuestión metropolitana, así como las diferentes 
manifestaciones metropolitanas que a día de hoy cuentan con una regulación jurídica. 
2. LAS ÁREAS METROPOLITANAS EN OCEANÍA 
2.1. Nueva Zelanda 
Este país carece de Constitución escrita, por lo que los gobiernos locales dependen 
del Parlamento unicameral con institución única depositaria de la soberanía. Las 
distintas categorías de gobiernos locales que existen en Nueva Zelanda se rigen por un 
decreto general o específico. Así, los consejos territoriales que comprenden condados, 
distritos, ciudades y villas, se guían como distritos por el Decreto del Gobierno Local de 
1974. 
Los gobiernos locales neozelandeses comprenden dos tipos de autoridades: los 
consejos regionales y las autoridades territoriales, que se rigen por la Local Government 
Act de 2002, que proporciona el marco y los poderes generales por los que se rigen y 
operan las 86 autoridades locales democráticamente elegidas de Nueva Zelanda. La 
sección 12 de esta norma establece que “los consejos están autorizados para llevar 
adelante, para emprender cualquier actividad o negocio o para entrar en transacciones 
que se consideren apropiadas dentro del contexto del propósito del gobierno local.”137 
En 2012 el gobierno neozelandés formuló un proyecto de Ley de reforma de la Ley 
de Gobierno Local de 2002 (Local Government Act 2002 Amendment Bill 2012), cuyo 
objetivo fundamental era promover las uniones y posteriores fusiones de municipios 
para mejorar la prestación de servicios y reducir los costes y los impuestos
.
 
Las autoridades locales y los vecinos de los municipios, consultados estos últimos en 
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votación, no han considerado que esta propuesta fuese a suponer ninguna mejora en la 
gestión, sino más bien todo lo contrario, pues en su opinión generaría un aumento del 




La federación australiana comprende un gobierno federal, seis estados (Nueva Gales del 
Sur, Victoria, Queensland, Australia meridional, Australia Occidental, Tasmania) y dos 
semi-autónomos territorios federales (el escasamente poblado Territorio del Norte, 
centrado en su capital, Darwin; y el Territorio de la capital australiana, que consiste en 
gran parte en el área urbana de la capital federal, Canberra).  
El rasgo más llamativo del asentamiento australiano es que era principalmente 
urbano, en el sentido que el interés primario de cada gobierno colonial estaba en la 
fundación y el gobierno de una capital. Esto hace que no sea  ninguna sorpresa que 
Australia sea uno de los países más urbanizados del mundo. Casi el 90 por ciento de la 
población vive en ciudades, y más del 60 por ciento está concentrado en las seis 
mayores regiones metropolitanas alrededor de las capitales estatales de Sydney, 
Melbourne, Brisbane, Perth, Adelaida, y Hobart. Con una población nacional de menos 
de 23 millones, aún la más grande de estas regiones metropolitanas permanece 
relativamente pequeña atendiendo a las normas internacionales en términos de 
población, pero debido a su baja densidad residencial, estas regiones metropolitanas 
cubren áreas grandes. Sydney, Melbourne y Brisbane (Sureste de Queensland) ahora 
son multi-céntricas. 
Con el crecimiento urbano, el nombre de cada capital ("Sydney", "Perth", etc.) ha 
venido para referirse menos al gobierno de ciudad en el centro que a la región entera 
metropolitana. Excepto Brisbane, y en mucho grado menor Sydney, la ciudad principal 
en el centro de la región metropolitana es típicamente pequeña tanto en población como 
área. 
Durante el período 1996-2006, el Sureste de Queensland (en adelante, SEQ) era la 
región de crecimiento más rápida tanto en porcentaje como en términos absolutos, y este 
rápido crecimiento continúa. Perth creció el segundo más rápido en términos de 
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porcentaje y proyecciones por la Oficina australiana de Estadística muestran a estas 
mismas regiones manteniendo los índices de crecimiento más altos durante las próximas 
dos décadas. 
Australia tiene un modelo único de gobernanza metropolitana, en la cual cada 
gobierno estatal es directamente responsable de la planificación, la infraestructura 
principal, y la prestación de servicios en la región. La administración local tiende a ser 
fragmentada en unidades que son demasiado pequeñas para jugar un mayor dominio 
(aunque esto está cambiando, sobre todo en SEQ), y no hay un nivel superior de 
gobiernos locales de escala metropolitana. El gobierno federal podría jugar un mayor 
papel, dado su poder financiero, pero hasta el momento sus intervenciones en asuntos 
metropolitanos relativamente han sido limitadas y moderado.  
El modelo australiano es la consecuencia casi inevitable del establecimiento de 
colonias separadas dispersadas alrededor de la costa de un vasto continente, con seis 
estados, cada uno con una sola región metropolitana donde la mayor parte de la 
población vive y trabaja. 
Los estados son ahora sumamente dependientes de transferencias financieras y 
subvenciones del gobierno federal, que ha usado su poder fiscal para jugar un papel 
político principal a través de las áreas claves que son la principal preocupación de los 
estados (por ejemplo, la educación, la salud, el desarrollo regional y el transporte), pero 
no todavía la administración metropolitana. 
 Australia tiene un sistema bien desarrollado de relaciones intergubernamentales, 
aunque poco regulado. El órgano superior es el Consejo de Gobiernos australianos 
(Council of Australian Governments (en adelante, COAG), que integran el primer 
ministro, primeros ministros estatales, primeros ministros de territorio, y el presidente 
de la Asociación de Administración local australiana (Australian Local Government 
Association). Por debajo del COAG se encuentran una serie de consejos ministeriales 
que cubren las áreas específicas funcionales de interés intergubernamental, así como 
numerosos grupos de trabajo, consejos asesores, etcétera. Hay también un Consejo de 
Reforma del COAG, establecido para supervisar los progresos y sugerir sobre, varias 
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agendas de reformas nacionales - ahora incluyendo la planificación metropolitana.
139
 
La Mancomunidad de Australia (The Commonwealth of Australia), es un Estado 
federal dividido en seis Estados Originarios (Nueva Gales del Sur, Victoria, 
Queensland, Australia del Sur, Australia Occidental y Tasmania), y dos territorios 
principales con autogobierno, y algunos territorios externos. 
Los dos territorios principales son el Territorio del Norte y Territorio de la capital 
federal, Canberra, que está separado del Estado de Nueva Gales del Sur y es la sede del 
Gobierno federal. A diferencia de los Estados, que tienen su propia Constitución, las 
normas de autogobierno de los territorios son leyes del Parlamento Federal y pueden ser 
reformados por el mismo. 
 Australia cuenta con tres niveles de gobierno, federal, estatal y local. El gobierno 
federal está en la capital, Canberra, y existen seis gobiernos regionales en cada uno de 
los Estados federados y dos en los Territorios. Existe una gran descentralización política 
y administrativa. 
Cada uno de los seis Estados que componen la Federación tiene su propio Gobierno, 
con un Gobernador y un Parlamento bicameral (aunque es unicameral en Queensland, al 
igual que en cada uno de los dos Territorios). Los Gobiernos, dirigidos por un Premier 
(Chief Minister en los Territorios) son autónomos, excepto en ciertas atribuciones 
claramente definidas por la Constitución, que son competencia del Gobierno Federal. 
La Constitución australiana de 9 de julio de 1900 (Commonwealth of Australian Act) 
no hace referencia a las municipalidades ni a los gobiernos locales, y no define 
completamente la totalidad del sistema de descentralización. Ello no obsta a que existan 
diversas formas de gobiernos locales que prestan servicios de infraestructura, sanitarios, 
comunitarios, de planificación y desarrollo, y de agua potable, entre otros. Estas 
actuaciones se financian principalmente con los impuestos, autorizaciones y comisiones 
de los gobiernos federal y estatal.
 140
 
En 1974 y 1988 se hicieron referéndums para reformar la Constitución e incluir una 
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referencia al gobierno local, pero ninguno tuvo éxito. El gobierno local se regula y 
protege – si bien de forma limitada - en las constituciones estatales. Las competencias 
plenarias de los estados implican que pueden crear entidades locales intermedias entre 
los gobiernos locales y los estatales, sin embargo el gobierno intermedio no figura en el 
sistema australiano.  
Así también, los gobiernos locales forman parte de agrupaciones entre ellos 
conocidas como “Organizaciones Regionales de Consejos” (ROCs). Se trata de grupos 
voluntarios que colaboran en materia de interés común, y generalmente se involucran en 
actividades como investigación, estrategias regionales, compartir recursos, abogar por la 
región, y facilitar el desarrollo e implementación de programas del gobierno central. 
Cada estado tiene a su vez una asociación de gobiernos locales, formada por los propios 
gobiernos locales, y el máximo cuerpo para el gobierno local en Australia es la 
Asociación Australiana de Gobiernos Locales (Australian Local Government 
Association). Se trata de una federación de las asociaciones de gobiernos locales en cada 
uno de los seis estados y en los dos principales territorios contienentales que, desde 
2001 incluye al Gobierno de la Capital Territorial australiana.
 
Esta Asociación, que 
tiene un representante en el Consejo de Gobiernos Australianos y otros Consejos 
Ministeriales intergubernamentales (federal-etatal), busca representar los intereses de 
los gobiernos locales relacionados con el gobierno de la Commonwealth y foros 




La importancia fáctica de los gobiernos locales en Australia la reafirma 
MARGARET BOWMAN al observar que “los gobiernos coloniales crearon el gobierno 
local en Australia y su desarrollo lo han moldeado, sobre todo, los gobiernos sucesivos 
en el nivel estatal, (…) el gobierno local nunca ha sido más que un auxiliar, primero 
para los gobiernos coloniales y después para los estatales. El alcance y escala del 
gobierno local siempre han sido más modestos y han estado muy entretejidos en la 
trama de la gobernación estatal y federal”.142 
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3. LAS ÁREAS METROPOLITANAS EN AMÉRICA DEL NORTE 
3.1. Canadá 
Canadá es un Estado Federal y una democracia parlamentaria. Se organiza 
territorialmente en 10 provincias, dotadas de autonomía legislativa y ejecutiva, y 3 
territorios, gobernados y administratos por el Gobierno Federal. 
La Constitución de Canadá de 1982 (Constitution Act), que reforma la Constitución 
de 1867, consagra el sistema federal, define la estructura federal del Gobierno, sus 
funciones y poderes, y establece un régimen parlamentario de gobierno de monarquía 
constitucional a cargo del Gobernador General, representante de la reina Isabel II, y un 
Parlamento bicameral: Senado y Cámara de los Comunes. No garantiza la autonomía 
local, la cual depende de la legislación provincial. 
En Canadá se ha establecido una fuerte descentralización del Estado, pues existen 
tres niveles de gobierno: federal, los gobiernos provinciales y territoriales, y los 
gobiernos municipales (locales y regionales), aunque, en relación a estos últimos, la 
Constitución no hace referencia expresa a su gestión (si bien los municipios y gobiernos 
locales son en parte responsabilidad de los Gobiernos provinciales). 
El Gobierno federal comparte poderes con los diez Gobiernos provinciales y los de 
los tres territorios del norte del país (Territorios del Noroeste, Yukón y Nonavut). 
Defensa, política exterior y nacional, comercio internacional, pesca, transportes, 
inmigración, derechos humanos, comunicaciones, sistemas monetario y bancario y el 
derecho penal son los principales ámbitos del Gobierno federal. En cambio, los 
gobiernos provinciales y territoriales, en general, tienen ingerencia en la educación, la 
administración de justicia, derechos civiles, explotación de los recursos naturales, en el 
sistema de salud, la propiedad y las instituciones municipales.  
Los Gobiernos locales gestionan las municipalidades, ciudades, pueblos y zonas 
rurales. Carecen de poderes constitucionales y muchas de sus funciones les han sido 
delegadas por los Gobiernos superiores. Los municipios canadienses están agrupados en 
la Federación de municipalidades canadienses (Federation of Canadian Municipalities) 
(en adelante, FCM), que representa a los Gobiernos locales ante la nación desde 1901. 
La FCM se preocupa por mejorar la calidad de vida de las comunidades, promoviendo 
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un Gobierno municipal fuerte, eficaz y responsable.
143
 
Cada Provincia puede organizar su territorio con plena libertad, pero casi todas se 
estructuran en condados y municipios. Cinco de las diez Provincias canadienses han 
institucionalizado de una u otra manera las 9 grandes concentraciones urbanas – más de 
500.000 habitantes-, estableciendo regímenes metropolitanos especiales. Con 
frecuencia, también se establecen sistemas locales especiales en las zonas muy 
densamente pobladas, articulados en dos niveles institucionales. El primer nivel recibe 
en general la denominación de gobierno regional. 
Las zonas urbanas se organizan en un único nivel institucional: los Municipios – 
cities y towns – que asumen todas las competencias locales en su ámbito jurisdiccional. 
Sin embargo, desde las reformas implantadas a finales de los años 60 y 70, las 9 áreas 
más pobladas se estructuraron en dos niveles: Municipios y Regiones. Las áreas con 
poblaciones superiores a 500.000 habitantes – Toronto, Hamilton y Ottawa/Hull (en la 
frontera con la provincia de Quebec, y sometida a las jurisdicciones de Ontario y 
Quebec)-, tienen también una organización especial, asimismo de dos niveles. Un 
primer nivel, metropolitano, elegido indirectamente por la población del área 
metropolitana, y un segundo nivel, constituido por las municipalidades del área, 




Siguiendo a PHARES (en su obra Governing Metropolitan Regions in the 21st 
Century), la probable trayectoria del gobierno metropolitano en Canadá nos sitúa ante 
cuatro posibles escenarios: 
1.- Ejemplos en los no existe un nivel de gobierno metropolitano pero sí varios 
propósitos de autoridades individuales, y fuertes compromisos provinciales en asuntos 
metropolitanos. Es el caso de Toronto. 
2.- Una institución de nivel metropolitano multifuncional, que cubre toda o la 
mayoría del área metropolitana como en Montreal, Vancouver y la Ciudad de Quebec. 
                                                  
143VALDERRAMA HOYL, P., Disposiciones Constitucionales…, op. cit., pp. 2-3. 
144 CUCHILLO FOIX, M. y MORATA TIERRA, F., Organización y funcionamiento de las áreas 
metropolitanas. Un análisis comparado. Ministerio para las Administraciones Públicas, INAP, Madrid, 
1991, pp. 49. 
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3.- Una institución de gobierno federal, la Comisión de la Capital Nacional (The 
Nacional Capital Comisión), con una capacidad multifuncional en la region de la capital 
nacional, que abarca las provincias de Ontario y Quebec. 
4.- Un municipio individual que cubre todo o la mayor parte del censo del área 




3.1.1. Provincia de Ontario 
Como nos recuerdan CUCHILLO y MORATA, en 1868 el Parlamento de Ontario 
sancionó la autonomía de las entidades locales, según el esquema de la Municipal 
Corporations Act promulgada en 1835 por el Parlamento británico, configurando así las 
entidades locales a imagen de las instituciones del Reino Unido como instituciones 
regidas por el principio del local self-govermnet, que los define como entes autónomos 
en la elección de las vías de actuación a seguir para satisfacer las necesidades de la 
comunidad local, que representan directamente a sus colectividades y son responsables 




 En 1953, el Consejo Municipal de Ontario recomendó a los 13 municipios el 
establecimiento de la forma federal de gobierno única en Norte América. En virtud de 
ello, se aprobó la Ley del municipio metropolitano de Toronto (The Municipality of 
Metropolitan Toronto Act), y los 25 miembros del Gobierno Metropolitano de Toronto 
se reunieron por primera vez el 1 de enero de 1954.
147
 
Desde 1967 hasta la 1997 integraron el Gobierno metropolitano 6 municipios. Las 
responsabilidades de dicho gobierno se corresponden con los asuntos de trascendencia y 
ámbito regional, como el abastecimiento de agua y eliminación de aguas residuales, 
gestión de residuos sólidos, servicios sociales, servicios de policía y ambulancia, 
carreteras, y transporte público. 
El 1 de enero de 1998, el gobierno metropolitano deja de existir como resultado de la 
                                                  
145 PHARES, D., Governing Metropolitan Regions in the 21st Century. Rostledge, Nueva York, 2015, p. 
205. 
146 CUCHILLO FOIX, M. y MORATA TIERRA, F., Organización…, op. cit., p. 50. 
147 Artículo “Evolution of the Modern City”. En http://global.britannica.com (Último acceso, 01.06.2015). 
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unión de los 6 municipios del área para formar la nueva “Ciudad de Toronto” (City of 




En ausencia de una estructura de gobierno metropolitano para esta área, un grupo 
emprendedor llamado The Toronto City Summit Alliance ha surgido para intentar 
proveer un liderazgo con respecto a los asuntos de la ciudad-región. La Alianza agrupa 
representantes de la mayoría de las Comunidades de Toronto e intenta llegar a 
consensos acerca de cómo los recursos públicos y privados pueden usarse para enfrentar 
muchos de los problemas del área y aumentar su competitividad global.
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3.1.2. Provincia de Quebec 
La Ley de los poderes municipales (The Municipal Powers Act) establece las potestades 
de los municipios locales y los poderes ejercidos por los municipios de los condados 
regionales (Regional County Municipalities) (en adelante, RMCs) ejercidos en 
concurrencia con los municipios locales y aquellos que son exclusivos de estos últimos. 
La comunidad metropolitana está constituida por los municipios, los RMCs 
(constituidos por todos los municipios locales de un mismo territorio que constituye una 
entidad administrativa identificada formalmente como una municipalidad por 
designación del Gobierno. Una RCM debe dirigir el desarrollo de su territorio 
elaborando un proyecto de actuaciones y la región) y las aglomeraciones censales de un 
área metropolitana censal (Census Metropolitan Area) (en adelante, CMA).   
La provincia de Quebec tiene dos comunidades metropolitanas: La Comunidad 
Metropolitana de Montreal (The Montréal Metropolitana Community) y la Comunidad 
Metropolitana de Quebec (The Québec Metropolitan Community). Ambas comunidades 
fueron establecidas para conseguir una mayor coherencia en la planificación y la gestión 
del desarrollo en esas regiones metropolitanas, basándose en una visión común 
compartida por todos los municipios, los RMCs, y las aglomeraciones que los 
constituyen. Ellos aprueban, desarrollan y actualizan continuamente y en todo el 
territorio el proyecto metropolitano.
150
 
                                                  
148 Fuente: http://www1.toronto.ca (Último acceso, 01.06.2015). 
149 PHARES, D., Governing…, op. cit., p. 207. 
150 Fuente: http://mamrot.gouv.qc.ca (Último acceso, 01.06.2015). 
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En torno a la ciudad más importante de Quebec también se ha constituido una 
comunidad metropolitana, la Comunidad Metropolitana de Montreal (The Montréal 
Metropolitan Community), establecida en 2001 para relevar en algunas de sus funciones 
a la disuelta Comunidad Urbana de Montreal (Montréal Urban Community. Sirve a 82 
municipios en la gran área metropolitana de Montreal. Es administrada por un consejo 
de 28 miembros, formado por alcaldes y concejales de todas partes de la región. El 
alcalde de la ciudad de Montreal es el presidente. La Comunidad Metropolitana se 
financia a través de contribuciones aportadas por los municipios miembros. Sus 
competencias giran en torno a la planificación, coordinación y financiamiento, incluyen 
la planificación regional, el desarrollo económico, la promoción cultural y artística, 
provisión de viviendas sociales, dotaciones públicas como jardines y parques públicos, 
y servicios públicos como el suministro de agua potable, tratamiento de aguas 
residuales, transporte público, así como el control de la calidad del aire. 
La creación de la Comunidad Metropolitana de Montreal como una estructura de 
gobierno que abarca una amplia región, reemplazando a la Comunidad Urbana de 
Montreal, más pequeña geográficamente, parece haber creado tangibles beneficios 
sociales para la región en ámbitos como la provisión de viviendas sociales y la 
planificación regional. Dado que la mitad de la población de la metrópoli de Montreal 
viven en los límites de comunidad urbana, el hecho de tener un único órgano 
coordinador de la región es un obvio beneficio. Si bien, en la isla de Montreal 




3.1.3. Provincia de la Columbia Británica 
A finales de los años sesenta, en la Columbia Británica se estableció una red de 
regional districts a lo largo de toda la provincia que se mantienen hoy en día. Así, 
Metro Vancouver (o como se llama actualmente Great Vancouver Regional District – 
GVRD-) proporciona un mecanismo para el gobierno metropolitano en la comunidad 
metropolitana más poblada (más de dos millones de habitantes) de la provincia.
152
 
Metro Vancouver es una asociación de 21 municipios, que planifican conjuntamente 
para prestar servicios a escala regional. Fundamentalmente, se trata del suministro de 
                                                  
151 Fuente: http://www.cmm.qc.ca (Último aceso, 01.06.2015). 
152 PHARES, D., Governing…, op. cit., p. 205. 
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agua potable, tratamiento de aguas residuales y gestión de residuos sólidos. También se 
regula el control de la calidad del aire, planes de crecimiento urbano, gestión de un 
sistema de parques regionales y promoción pública de viviendas. El distrito regional 




3.2. Estados Unidos de América 
Los Estados Unidos no tienen un sistema nacional de gobierno local y la 
Constitución no lo menciona. El sistema federal estadounidense establecido en la 
Constitución establece una división del poder entre el gobierno central y los gobiernos 
estatales. Cada estado tiene garantizada una autoridad independiente por la 
Constitución, de forma que ningún otro estado puede interferir cuando el estado está 
actuando conforme a la Constitución. Corresponde pues a los gobiernos estatales crear 
gobiernos inferiores, estableciendo cada estado su propio sistema de administración 
local, partiendo de la historia local, las leyes y la constitución estatal.
154
 
Así pues, en los Estados Unidos no ha existido una implicación del Estado Federal en 
los asuntos metropolitanos. Nunca ha existido una política urbana ni metropolitana, a 
pesar de que estas áreas abarcan a la mayoría de la población, empresas, negocios, etc. 
Del mismo modo, los Estados generalmente tampoco se han interesado en los 
asuntos locales y metropolitanos, a pesar de que los gobiernos locales son creaciones 
legales del Estado. Si bien, los Estados o se limitan a reconocer la existencia de la 
realidad metropolitana, y en otros casos, o bien la ignoran. Actualmente, no existe 
ningún gobierno metropolitano. 
Un ejemplo que se aproxima a la idea de crear un gobierno que gestione la realidad 
metropolitana en los Estados Unidos lo encontramos en el área estadística metropolitana 
de Minneapolis-St. Paul-Bloomington. El área metropolitana de Minneapolis-St. Paul es 
una próspera comunidad de cerca de 3 millones de habitantes que se creó en 1967 por 
ley del Estado. 
                                                  
153 Fuente: http://metrovancouver.org (Último acceso, 01.06.2015). 
154 VOGEL, R. K. y IMBROSCIO, D., Governing Metropolitan Regions in the United States. En 
SLACK, N. E. y CHATTOPADHYAY, R. (eds.), Governance and Finance of Metropolitan Areas in 
Federal Systems. The Forum of Federations 2013.  Oxford University Press, Canadá, 2013, pp. 290-323. 
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Se trata de un Consejo Metropolitano (Metropolitan Council) integrado por 17 
miembros nombrados por el Gobernador que coordina la planificación para el extenso 
territorio que abarcan los siete condados del área metropolitana. Se encarga, entre otras 
competencias, de la dirección del sistema de carreteras por la que circulan más de 80 
millones de vehículos al año, y de la gestión de la recogida y tratamiento de aguas 
residuales para más de 100 comunidades. Es por tanto, el organismo encargado de la 
política regional, agencia de planificación, y provee de los servicios esenciales a la 
región metropolitana. La misión del Consejo es la de fomentar la eficiencia y el 





La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario 
Oficial de la Federación del 5 de febrero de 1917 titula el artículo quinto como “De los 
Estados de la Federación y del Distrito Federal”, y en el artículo 115,  III i) establece 
que, 
“los municipios, previo acuerdo entre sus ayuntamientos, podrán coordinarse y 
asociarse para la más eficaz prestación de los servicios públicos o el mejor ejercicio 
de las funciones que les correspondan. En este caso y tratándose de la asociación de 
municipios de dos o más Estados, deberán contar con la aprobación de las 
legislaturas de los Estados respectivas. Así mismo cuando a juicio del ayuntamiento 
respectivo sea necesario, podrán celebrar convenios con el Estado para que éste, de 
manera directa o a través del organismo correspondiente, se haga cargo en forma 
temporal de algunos de ellos, o bien se presten o ejerzan coordinadamente por el 
Estado y el propio municipio”. 
En el año 2004, la Secretaría de Desarrollo Social (SEDESOL), el Consejo Nacional 
de Población (CONAPO) y el Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática 
(INEGI), publicaron el libro “Delimitación de las zonas metropolitanas en México”, 
trabajo conjunto para definir las zonas metropolitanas del país y su delimitación 
territorial. 
Se trataba del primer esfuerzo de instituciones gubernamentales para contar con una 
delimitación exhaustiva y sistemática de las zonas metropolitanas. 
                                                  
155Fuente: http://mn.gov. (Último acceso, 11.09.2015) 
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Desde los años 40, México contaba con zonas metropolitanas, pero la formación de 
instituciones para el planeamiento y gestión metropolitanas estuvo ausente en las 
diversas reformas económicas, políticas y constitucionales asociadas a las facultades de 
los municipios, pasando por alto la creciente tendencia del proceso de metropolización 
en diversas ciudades mexicanas.  
En los años 60 se promulgó la Ley General de Asentamientos Humanos (en adelante, 
LGAH), que reconoció el fenómeno de la conurbación como “…la continuidad física y 
demográfica que formen o tiendan a formar dos o más centros de población…” 
(Fracción IV del artículo 2º), y consignó en su artículo 12 a los programas de 
ordenación de zonas conurbadas como uno de los instrumentos de planeamiento. El 
capítulo IV de esta ley muestra el procedimiento para emitir una declaratoria de 
conurbación, constituir una comisión de conurbación (integrada por autoridades de los 
tres órdenes de gobierno y encargada de delimitar la zona conurbada), y diseñar y 
ejecutar el programa de ordenación respectivo. Como resultado, en 1976 se emitieron 
seis declaratorias de conurbación para las zonas metropolitanas del Valle de México, 
Puebla-Tlaxcala, Tampico, Orizaba, Monterrey y La Laguna. 
Las reformas de 1983 al artículo 115 de la Constitución fortalecieron las facultades 
municipales para la creación de reservas territoriales, y fomentaron el control y la 
planificación del desarrollo urbano, por ejemplo, para asociarse a fin de lograr una 
protección más eficaz de los servicios públicos. En la práctica, son escasos los ejemplos 
de asociación entre autoridades municipales de zonas metropolitanas. 
En la década de los noventa, las reformas al artículo 27 de la Constitución y a la Ley 
Agraria tuvieron consecuencias en la expansión urbana, principalmente en las periferias 
de las grandes ciudades. 
En el Diario Oficial de la Federación se publicó el 21 de diciembre de 2001 la “Ley 
de Planeación del Estado de México y Municipios”, en la que se enuncia que “la 
planeación para el desarrollo es un mandato constitucional que se asume como una 
política de Estado, en la cual se fortalece la democracia con la participación ciudadana y 
la unidad estatal en un marco de Estado de Derecho”. 
Desde el año 2006, la Federación ha otorgado recursos a las zonas metropolitanas 
con la finalidad de que se realicen estudios, programas, proyectos y obras públicas de 
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infraestructura, equipamiento, medio ambiente y planificación mediante el denominado 
“Fondo Metropolitano”, instrumento que nació de la necesidad de solucionar los 
problemas relacionados con el crecimiento de las zonas metropolitanas, cuyo 
antecedente se encuentra en los mecanismos de coordinación bilateral entre el Distrito 
Federal y el Estado de México en 1998. 
Es de especial trascendencia generar mecanismos para incentivar la gobernabilidad 
en el ámbito de las zonas metropolitanas mediante instancias o mecanismos que 
permitan llevar a cabo una mejor gestión sectorial o territorial con la participación de 
los diversos actores sociales involucrados, incluyendo el social y el privado, institutos 
de planificación, órganos intermunicipales o comisiones metropolitanas para la 
prestación de servicios públicos. Además, impulsar la homologación normativa en 
aspectos administrativos, financieros y de inversión y definir políticas a largo plazo que 
trasciendan los períodos de gobiernos locales y que den sustento al diseño de 
presupuestos de municipios y entidades federativas. 
La Ley General de Asentamientos Humanos (LGAH) (Diario Oficial de la 
Federación de 21 de julio de 1993), establece en su artículo 10.II que “las disposiciones 
de esta ley tienen por objeto fijar las normas básicas para planear y regular el 
ordenamiento territorial de los asentamientos humanos y la fundación, conservación, 
mejoramiento y crecimiento de los centros de población”. 
El artículo 12 indica los diversos tipos de programas de ordenamiento territorial de 
los asentamientos humanos y del desarrollo urbano de los centros de población. Así, el 
apartado VI establece que, 
“la Federación y las entidades federativas podrán convenir mecanismos de 
planeación regional para coordinar acciones e inversiones que propicien el 
ordenamiento territorial de los asentamientos humanos ubicados en dos o más 
entidades, ya sea que se trate de Zonas Metropolitanas o de sistemas de centros de 
población cuya relación lo requiera, con la participación que corresponda a los 
municipios de acuerdo con la legislación local”. 
Los fenómenos de conurbación urbana dentro de los límites de una misma entidad 
federativa se rigen por lo que establece la legislación local (artículo 26).
156
 
                                                  
156 Delimitación de las Zonas Metropolitanas de México 2010, http://www.conapo.gob.mex (Último 
acceso, 02.06.2015). 
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Esta ley, en su artículo 20 apartado XX, define la Zona Metropolitana como “el 
espacio territorial de influencia dominante de un centro de población”. Actualmente, el 
Programa Nacional de Desarrollo Urbano y Ordenación del Territorio 2001-2006 define 
a las Zonas Metropolitanas como “aquellas redes de ciudades donde los procesos de 
metropolización involucran a ciudades de México o de Estados Unidos o ciudades de 
dos o más entidades federativas, así como aquellas grandes ciudades que tienen más de 
un millón de habitantes”.157 
La inexistencia constitucional del espacio metropolitano como ámbito de gobierno es 
quizá el problema estructural más fuerte para la planificación de las Zonas 
Metropolitanas. En la legislación metropolitana no existe todavía el ámbito 
metropolitano como un territorio intermedio de gestión entre las entidades federativas y 
los municipios. No existen condiciones jurídicas y legales que establezcan la 
obligatoriedad de un gobierno metropolitano encargado de elaborar y gestionar la 
ordenación del territorio, dotado de representatividad democrática y de competencias y 
recursos suficientes para aplicar las normas, sancionar los incumplimientos, promover 
grandes proyectos de impacto metropolitano y redistribuir el gasto público. 
En las 59 zonas metropolitanas operan estructuras jurídico-políticas y normas 
urbanísticas diferentes, y no existe una homologación normativa en aspectos 
administrativos, financieros y de inversión. 
La regulación jurídica en materia metropolitana es precaria e inadecuada, no 
responde a las necesidades y requerimientos para establecer la planificación estratégica 
de largo plazo, la adecuada congruencia de los planes regionales, la coordinación 
interinstitucional entre distintos niveles de gobierno, así como el fomento de un 
desarrollo metropolitano ordenado y sustentable sobre el territorio.
158
 
Es necesaria una reforma urbana que permita que, como establece la Carta Abierta 
por la Reforma Urbana de 2012, “las ciudades, las metrópolis y las regiones de nuestro 
país se desarrollen en todo su inmenso potencial”.159 
En esta misma línea, el “Programa Nacional de Desarrollo Urbano y Ordenación del 
                                                  
157Fuente: http://www.inegi.org.mx (Último acceso, 02.06.2015). 
158 MONTERRUBIO, A., Estado actual del régimen de planeación y ordenamiento territorial 
metropolitano en México. Centro de Estudios Sociales y de Opinión Pública, 2013, p. 9. 
159 Fuente: http://www3diputados.gob.mx (Último acceso: 02.06.2015) 
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Territorio 2014-2018” llega a la conclusión de que la carencia de un marco legal 
adecuado para la gestión de las zonas conurbadas y metrópolis ha provocado acciones 
desarticuladas e incluso contradictorias en temas como planificación urbana; dotación 
de equipamientos; homologación de normativa administrativa, hacienda y de inversión; 
movilidad, y prevención y atención de riesgos.
160
 
3.3.2. Zona Metropolitana de Monterrey 
El Instituto Nacional de Estadística y Geografía (en adelante, INEGI), el Consejo 
Nacional de Población (en adelante, CONAPO) y la Secretaría de Desarrollo Social (en 
adelante, SEDESOL) han reconocido la existencia de una Zona Metropolitana en el 
Estado de Nuevo León, la Zona Metropolitana de Monterrey, conformada por la ciudad 
de Monterrey y 11 municipios más, que gestiona competencias como el fomento 
metropolitano, el medio ambiente, el abastecimiento de agua potable, el tratamiento de 
aguas residuales, y el transporte metropolitano.
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La ciudad de Monterrey ha evolucionado hacia el gobierno metropolitano implicando 
en él no sólo al sector público, sino también al privado. Sin embargo, el desarrollo 
metropolitano en Ciudad de México se ha visto afectado por la cambiante situación 




La Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nuevo León (publicada en 
el Periódico Oficial del Estado de fecha 16 de diciembre de 1917, ultima reforma 
publicada en el P.O. el 17 de septiembre de 2012), establece en el artículo 132 que los 
Municipios tendrán las siguientes atribuciones: 
“I.i) las demás que el Congreso del Estado determine según las condiciones 
territoriales, socio-económicas, capacidad administrativa y financiera de los 
municipios, los que previo acuerdo entre sus ayuntamientos y sujeción a la Ley, 
podrán coordinarse y asociarse para la más eficaz prestación de los servicios públicos 
o el mejor ejercicio de las funciones que les corresponden. Cuando a juicio del 
Ayuntamiento respectivo sea necesario, podrán celebrar convenios con el Estado 
para que éste, de manera directa o a través del organismo correspondiente, se haga 
cargo en forma temporal de alguno de ellos, o bien se presten o ejerzan 
coordinadamente por el Estado y el propio Municipio”.  
                                                  
160 Fuente: http://dof.gob.mx (Último acceso, 02.06.2015) 
161 Fuente: http://www3.diputados.gob.mx; http://www2.inecc.gob.mx (Último acceso, 02.06.2015) 
162  Donald PHARES, op. cit., pp. 205-207. 
 81 
Y añade en la fracción II) del mismo artículo, inciso i) que, 
 “en el caso de que el crecimiento de los centros urbanos forme o tienda a formar 
una continuidad demográfica, los municipios involucrados deberán, con apego a la 
Ley, planear y regular de manera coordinada el desarrollo de los mismos. 
Cuando dos o más Municipios, cuya área urbana, funciones y actividades rebasan 
el límite del Municipio o demarcación que originalmente la contenía, incorporando 
como parte de sí misma o de su área de influencia directa a Municipios vecinos con 
los que mantiene un alto grado de integración socioeconómicos, de tal manera que se 
estime conveniente para la planeación y regulación del desarrollo urbano, la 
ejecución conjunta de obras o la prestación más eficaz de los servicios públicos que 
les competen, y en los términos que se señalen en la legislación aplicable, los 
Ayuntamientos respectivos podrán convenir con el Ejecutivo del Estado, la 
dimensión y los límites de una zona metropolitana.” 
A la vista de esta regulación parece que el municipio puede en cualquier momento 
asociarse, organizarse y coordinarse con otro municipio para la prestación de los 
servicios públicos que tanto la Constitución general como la local les asegura.
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Siguiendo la opinión positiva de TORRES ESTRADA en torno a la unión de 
municipios en áreas metropolitanas, cabe sostener que “mucho va a ayudar al 
fortalecimiento de la vida municipal sin que éstos pierdan su autonomía asegurada en el 
texto constitucional, ya que la unión en una área metropolitana va a consistir en la 
cesión de una parte de su autonomía, que se cede para conformar un nuevo ente que 
ayude a dar eficacia y cumplimiento a una parte de la responsabilidad constitucional de 
los municipios. Pero la formación de un área metropolitana nunca podrá traducirse en 
una merma de aquellas competencias municipales que conforman la esencia 
constitucional o la garantía institucional de los municipios.”164 
Por ello, a la vista de la regulación constitucional, tanto federal como estatal, 
TORRES ESTRADA concluye que actualmente se permite nítidamente “la creación de 
áreas metropolitanas, sólo con la única limitante de que estas nuevas formas de 
organización no sean una autoridad intermedia que pueda obstruir la comunicación y las 
relaciones institucionales y políticas entre el estado y los municipales que la 
conforman.”165 
                                                  
163 En el mismo sentido P. TORRES ESTRADA, “El marco jurídico constitucional de las áreas 
metropolitanas. Especial referencia al caso de Monterrey”. Facultad Libre de Derecho de Monterrey, 
Revista “Derecho en Libertad”, Nº. 1, Agosto-Diciembre 2008, p. 45. 
164 TORRES ESTRADA, P., “El marco jurídico constitucional…”, op. cit., p. 45. 
165 TORRES ESTRADA, P., “El marco jurídico constitucional…”, op. cit., p. 46. 
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La Ley Orgánica de la Administración Pública Municipal del estado de Nuevo León, 
publicada el 28 de enero de 1991, nombra su Título Cuarto “De los planes municipales 
de desarrollo y sus programas”, y su Capitulo II trata “de la Coordinación”, y entre sus 
artículos, el 121 establece lo siguiente,  
“Un ayuntamiento podrá celebrar convenios de coordinación administrativa con 
otro o varios ayuntamientos para los siguientes fines: 
I. La elaboración conjunta de los planes municipales y regionales de desarrollo y 
sus programas. Esta coordinación puede realizarse entre ayuntamientos de 
municipios afines por su tipología o entre ayuntamientos que por razones de igual 
importancia consideren conveniente la coordinación. 
II. La coordinación en conjunto con el ejecutivo del estado o con el ejecutivo 
federal; 
III. La concertación con los sectores de la sociedad; 
IV. La constitución y el funcionamiento de consejos intermunicipales de 
colaboración para la planeamiento y ejecución de programas y acciones de desarrollo 
urbano; vivienda, seguridad publica, ecología y preservación del medio ambiente, 
salud publica, transito y vialidad, nomenclatura, servicios públicos, cultura, deportes, 
integración familiar, comunicación social y demás aspectos que consideren de interés 
mutuo; 
V. La reglamentación municipal; 
VI. La adquisición en común de materiales, equipo e instalaciones para el servicio 
municipal; 
VII. La contratación en común, de servicios de información; 
VIII.. La contratación en común, de servicios de mantenimiento. 
IX. La contratación en común, de asesoría técnica especializada; 
X. La ejecución y el mantenimiento de obra publica; 
XI. La promoción de las actividades económicas; 
XII. Los demás que consideren convenientes, en cumplimiento de las 
disposiciones de la constitución política de los estados unidos mexicanos, la 
constitución política del estado de nuevo león, y la presente ley”. 
En definitiva, como observa TORRES ESTRADA, esta Ley Orgánica “sienta las 
bases de la organización metropolitana de una forma bastante explícita y muy concreta, 
ya que establece un listado claro de cuál podrá ser el haz de competencias y facultades 
en las que los municipios podrán coordinarse o asociarse”. Para el autor, ahora sólo falta 
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“el consenso político y el entendimiento para llegar a conformar una nueva forma de 
organización llamada área metropolitana con todo lo que esto conlleva”.166 
3.3.3. Zona Metropolitana de Ciudad de México 
Para referirse al crecimiento urbano de la Ciudad de México se han utilizado los 
términos “Área Metropolitana de la Ciudad de México” o “Zona Metropolitana de la 
Ciudad de México”, entre otros, que comprenden delegaciones del Distrito Federal, así 
como principios del Estado de México. 
La “Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nuevo León” (publicado 
en el Periódico Oficial de Nuevo León el 16 de diciembre de 1917, última reforma del 
16 de octubre de 2013), dispone en el artículo 132.II (adicionado el 5 de noviembre de 
2010), que,  
“cuando dos o más municipios, cuya área urbana, funciones y actividades rebasen 
el límite del municipio o demarcación que originalmente la contenía, incorporando 
como parte de sí misma o de su área de influencia directa a municipios vecinos con 
los que mantiene un algo grado de integración socio-económica, de tal manera que se 
estime conveniente para la planeación y regulación del desarrollo urbano, la 
ejecución conjunta de obras o la prestación más eficaz de los servicios públicos que 
les competan, y en los términos que se señalen en la legislación aplicable, los 
ayuntamientos respectivos podrán convenir con el Ejecutivo del Estado la dimensión 
y los límites de una Zona Metropolitana”. 
Es indispensable una nueva Ley de Desarrollo Urbano del Distrito Federal, tanto por 
la nueva legislación con que cuenta el Distrito Federal, tales como las reformas al 
artículo 122 del Texto Constitucional de 1993, el Estatuto de Gobierno del Distrito 
Federal, la Ley Orgánica de la Administración Pública del Distrito Federal, así como 
por las leyes a nivel federal como son la Ley de Planeación de 1983 y la Ley General de 
Asentamientos Humanos de 1993.
167
 
4. LAS ÁREAS METROPOLITANAS DE AMÉRICA DEL SUR 
4.1. Breve revisión del crecimiento urbano 
En Latinoamérica, la ciudad colonial se organizaba según un sistema de círculos 
                                                  
166 TORRES ESTRADA, P., “El marco jurídico constitucional…”, op. cit., p. 47. 
167 Fuente: El crecimiento urbano del Distrito Federal (Ciudad de México) y su legislación Urbanística. 
Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM, 2011. Enlace web: http://www.juridicas.unam.mx 
(Último acceso, 03.06.2015). 
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concéntricos, en torno de un centro administrativo y religioso, poblado por los vecinos 
españoles, rodeado de una periferia, en su gran mayoría india, dominada y excluida. 
MICHELINI menciona que “la explosión urbana de los años cincuenta y sesenta fue 
acompañada del espectacular crecimiento de formas de producción de hábitat más o 
menos informal – villas miseria y asentamientos en Argentina, callampas en Chile, 
favelas en Brasil, etc.- estableciendo fronteras cada vez más claras entre lo que 
HARDOY y SATTERTHWAITE definieron como “la ciudad legal y la ciudad 
ilegal””.168 
Más adelante en el tiempo, formas precoces de cierre del espacio residencial como la 
casa de patio o los callejones de pequeñas casas precarias, llamados conventillos en 
Chile, cortiços en Brasil o tugurios en Perú, sirvieron de precedente a la fragmentación 
contemporánea de la ciudad y explican en parte la rapidez de la adopción del formato de 
gated community (barrios cerrados), configurando el escenario “esperpéntico” de la 
extrema fragmentación y segregación socioespacial
169
. Así pues, se produce lo que 
TOURAINE ha denominado la “desmodernización” de las metrópolis latinoamericanas, 
aquejadas de una multiplicación de los espacios funcionando bajo regímenes de 
excepción, dando forma a unas metrópolis compuestas de enclaves amurallados en una 
especie de “modernidad medieval”.170 
De ahí que tome fuerza la noción de “fragmentación”, que aparece a principios de los 
años ochenta para describir una de las manifestaciones de la “involución urbana” 
denunciada por SANTOS
171
, en un contexto marcado por la globalización neoliberal y 
por profundas transformaciones sociales y económicas, que ocasionaron cambios 
brutales en las metrópolis de América. 
Fragmentación que hasta principios de la década de 2000 se atribuía exclusivamente 
a la periferia: edge cities como el polo de Santa Fe en México, Shopping malls 
                                                  
168 HARDOY, J. E. y SATTERTHWAITE, D., La ciudad legal y la ciudad ilegal. GEL-Grupo Editor 
Latinoamericano, Buenos Aires, 1987, p. 14. Citados por J. J. MICHELINI, (“Metrópolis europeas y 
latinoamericanas en la encrucijada: nuevas realidades, nuevas aproximaciones y oportunidades para el 
cambio”. En MICHELINI, J. J. (ed.), Desafíos Metropolitanos, un diálogo entre Europa y América 
Latina, Los Libros de la Catarata, Madrid, 2014, p. 19). 
169 PRÉVÔT-SCHAPIRA, M. F. y CATTÁNEO PINEAD, R., “La fragmentación urbana diez años 
después. ¿Qué hay de nuevo en las metrópolis latinoamericanas? En MICHELINI, J. J., “Metrópolis 
europeas…”, op. cit., p. 66. 
170 TOURAINE, A., Pourrons-nos vivre ensemble? Égaux et differénts. Fayard, París, 1997, p. 395. 
171 SANTOS, M., DE SOUZA, M. A., y SILVEIRA, M. L., Território, Globalização e Fragmentação. 
Ed. HUCITEC-ANPUR, 4º ed., São Paulo, 1994, p. 143. 
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suburbanos o urbanizaciones cerradas. Durante ese período, los centros históricos 
atravesaban una crisis común, cuyos principales síntomas eran el despoblamiento, la 
proletarización de la población, la degradación del tejido urbano y el cambio de uso de 
suelo. Aún así, la importancia de sus funciones administrativas y comerciales 
garantizaba la diversidad de los usos de este espacio y la permanencia de flujos centro-
periferia. Los centros parecían escapar al destino de fragmentación del resto de la 
metrópolis. La fragmentación de la periferia y el amurallamiento de la ciudad 
correspondió a una fase de crisis económica y urbana, así como de multiplicación de las 
estrategias defensivas por parte de los ciudadanos. 
Después de más de quince años de recuperación, de recualificación y de 
rehabilitación, la morfología y el paisaje social de los centros se han visto 
profundamente modificados. Múltiples razones nos permiten decir que los centros son 
nuevos territorios de la fragmentación. Las políticas de recuperación de los cascos 
históricos latinoamericanos han buscado lograr un efecto “Guggenheim”, dando a la 
cultura un rol de trampolín para la revalorización de ciertos espacios. 
Por otro lado, la tendencia al despoblamiento de los espacios centrales se ha 
ralentizado y en ciertos casos invertido, gracias a un saldo migratorio positivo, en su 
mayor parte constituido por una población en general más joven, mejor educada y con 
mayores recursos que la población original (barrios como Villa Magdalena en São 
Paulo, Santa María de la Ribera y La Condesa en México, o Palermo Viejo, han atraído 
un cierto número de jóvenes profesionales). Estos barrios, sin embargo, tendrán que 
convivir con los barrios populares de inmigrantes. 
Sin embargo, la reconquista de los barrios populares céntricos requiere pasar por 
nuevos formatos inmobiliarios cerrados, como fue antes el caso en los suburbios. Las 
torres country en Buenos Aires o los condominios en Chile se han multiplicado, 
importando el amurallamiento al centro de la ciudad.
172
 
La fragmentación plantea un desafío de orden político para las ciudades 
latinoamericanas, en la medida en que la dislocación física del espacio es un obstáculo a 
la integración de sus residentes a los mercados de trabajo y un factor suplementario de 
conflictualidad urbana. Para los autores DORIER-APPRILL y GERVAIS-LAMBONY, 
                                                  
172 PRÉVÔT-SCHAPIRA, M. F. y CATTÁNEO PINEAD, R., “La fragmentación urbana…”, op. cit., pp. 
66-69. 
 86 
la fragmentación es una forma de “desolidarización de la ciudad, de desaparición de un 
sistema de funcionamiento y de representación a escala metropolitana”.173 
La inmensa periferia de las metrópolis latinoamericanas fue el resultado estructural 
de la marginación de los migrantes rurales en los suburbios y de la expulsión de los 
desposeídos del centro de la ciudad.
174
 
En relación a este “regreso al centro” por una clase social con mayores recursos, 
JANOSCHKA y SEQUERA
175
 se cuestionan si tiene sentido aplicar el término 
“gentrificación”, de origen anglosajón, y que se refiere al intento de reconquistar los 
paisajes urbanos centrales por las clases medias y las capas más pudientes de la 
población, hasta entonces poblados por hogares con bajos recursos, a unas ciudades de 
una región del mundo con unas estructuras sociales, urbanas, políticas y administrativas 
poco comparables con Nueva York o Londres. Su conclusión es que la gentrificación 
consiste en un proceso diferente cuando tiene lugar en América Latina. 
Estos autores mencionan cuatro ejemplos de cómo las políticas neoliberales se han 
aplicado en las ciudades de América Latina para fomentar la expulsión progresiva de las 
clases populares del centro de las ciudades: 
 El “rescate” del centro histórico de la ciudad de México, que pone en 
valor el patrimonio arquitectónico y que fue impulsado por coaliciones creadas 
entre diferentes actores públicos y privados en el mercado inmobiliario. 
 La creación de “polos de desarrollo cultural” en barrios generalmente 
desfavorecidos, pero recientemente redescubiertos en los distritos del sur de la 
ciudad de Buenos Aires, cuyo objetivo último es el de poner en práctica nuevas 
estrategias de inversión inmobiliaria. 
 La reorganización de las estrategias urbanas en Río de Janeiro debido al 
Mundial de fútbol de 2014 y los Juegos Olímpicos del año 2016. A través de 
                                                  
173 DORIER-APPRILL, E. y GERVAIS-LAMBONY, P. (dirs.), Vies citadines. Berlín, París, 2007, p. 
272. Citado en J. J. MICHELINI, “Metrópolis europeas…”, op. cit., p. 72. 
174 PRÉVÔT-SCHAPIRA, M. F. y CATTÁNEO PINEDA, R., “La fragmentación urbana diez años 
después. ¿Qué hay de nuevo en las metrópolis latinoamericanas?”. En J. J. MICHELINI (ed.), Desafíos 
Metropolitanos…, op. cit., p. 72. 
175 JANOSCHKA, M. y SEQUERA, J., “Procesos de gentrificación y desplazamiento en América Latina: 
Una perspectiva comparativa”. En J. J. MICHELINI (ed.), Desafíos Metropolitanos…, op. cit., pp. 81-82. 
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prácticas de “gobierno de excepción”, en este caso las políticas se centran en el 
desalojo de los habitantes de las favelas urbanas y el desarrollo de nuevos 
negocios inmobiliarios en el centro de la ciudad a partir de los megaeventos. 
 La rearticulación de la centralidad en Santiago de Chile a través de la 
construcción de decenas de miles de viviendas para las clases medias, 
gestionando a través de un sistema complejo de subsidios que provoca el 
desplazamiento gradual de los hogares más humildes. 
El desplazamiento y el desalojo de familias con bajos recursos es una faceta clave, 




4.2. Constitución de gobiernos metropolitanos  
ROSENBAUM Y RODRÍGUEZ recuerdan que la mayoría de los países de América 
Latina se han caracterizado por los gobiernos centralizados localizados en las capitales 
cada país, dando como resultado la primacía de la ciudad principal.
177
  
El proceso de democratización que se ha venido produciendo en la mayoría de los 
países desde finales del siglo XX ha venido paralelo a la descentralización del gobierno 
nacional para fortalecer los gobiernos locales. 
El proceso de urbanización en América Latina se ha caracterizado por el crecimiento 
de grandes ciudades con comportamientos metropolitanos que han rebasado sus límites 
administrativos y han incorporado a comunidades vecinas. 
Con el fin de lograr la gobernabilidad, y en búsqueda de la coordinación y de la 
eficiencia de los recursos, se han ido desarrollando asociaciones de autoridades locales. 
Sin embargo, cualquier intento de establecer un nuevo nivel de gobierno supone 
pérdidas de poder para todas aquellas instancias que deberán entregarle parte de sus 
                                                  
176 JANOSCHKA, M. y SEQUERA, J., “Procesos de gentrificación y desplazamiento en América Latina: 
Una perspectiva comparativa”. En J. J. MICHELINI (ed.), Desafíos Metropolitanos…, op. cit., pp. 82-
104. 
177 ROSENBAUM, A. y RODRÍGUEZ-ACOSTA, C. A., “Gobierno y gobernabilidad en las áreas 
metropolitanas de América Latina”, X Congreso Internacional del CLAD sobre la Reforma del Estado y 
de la Administración Pública, Santiago de Chile, octubre de 2005, citados por S. MORENO PÉREZ (“La 
gestión, coordinación y gobernabilidad de las metrópolis”. Centro de Estudios Sociales y de Opinión 
Pública, Cámara de Diputados de los Estados Unidos Mexicanos, LX Legislatura, Documento de Trabajo 
número 9, septiembre 2006, p. 14). 
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atribuciones y recursos, de ahí que no sea una tarea sencilla.
178
 
En las áreas metropolitanas latinoamericanas no existe claramente definida la figura 
del gobierno metropolitano, pero existen intentos de coordinación y gestión 
metropolitana. Así, el caso que más se acerca al gobierno metropolitano es el Distrito 
Metropolitano de Quito, en Ecuador, constituido por ley y que cuenta con una estructura 
político-administrativa de elección popular.
179
  
4.2.1. Ecuador. Distrito Metropolitano de Quito 
La Constitución Política de la República de Ecuador, de 28 de septiembre de 2008, 
reconoce en su artículo 247 que “el cantón o conjunto de cantones contiguos en los que 
existan conurbaciones, con un número de habitantes mayor al siete por ciento de la 
población nacional podrán constituir un distrito metropolitano.” 
El Plenario de las Comisiones Legislativas, en el considerando de la Ley Orgánica de 
Régimen para el Distrito Metropolitano de Quito, establece “que debido al acelerado 
proceso de desarrollo urbano que experimentan Quito y su área de influencia, se 
requiere de normas que hagan posible que su gobierno local pueda solucionar, eficaz y 
oportunamente, sus problemas”.  
El artículo 1 reconoce al cantón al que pertenece la capital de la República como 
Distrito Metropolitano de Quito, y en el artículo 2 se le asignan nuevas finalidades a 
mayores de las que ya contemplaba la Ley Orgánica de Régimen Municipal en el 
artículo 14.  Estas son, en concreto: 
 regular el uso y la adecuada ocupación del suelo y ejercer control sobre el 
mismo con competencia exclusiva y privativa; 
 regular y controlar, con competencia exclusiva y privativa las construcciones o 
edificaciones, su estado, utilización y condiciones; 
 planificar, regular y coordinar todo lo relacionado con el transporte público y 
                                                  
178ROSENBAUM, A. y RODRÍGUEZ-ACOSTA, C. A., “Gobierno y gobernabilidad…”, op. cit., pp. 1-3. 
179 MORENO PÉREZ, S., “La gestión, coordinación y gobernabilidad de las metrópolis”. Centro de 
Estudios Sociales y de Opinión Pública, Cámara de Diputados de los Estados Unidos Mexicanos, LX 
Legislatura, Documento de Trabajo número 9, septiembre 2006, p. 14. 
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privado dentro de su jurisdicción, para lo cual expedirá, con competencia 
exclusiva, las normas que sean necesarias. 
 prevenir y controlar cualquier tipo de contaminación del ambiente; y, 
 propiciar la integración y participación de la comunidad. Las Ordenanzas 
establecerán mecanismos para que la comunidad participe, no solamente en el 
financiamiento de los proyectos destinados a satisfacer sus necesidades, sino 
también en la identificación de tales necesidades, en la planificación de los 
proyectos, en su ejecución y en el mantenimiento de las obras o servicios. 
Para los efectos de la desconcentración administrativa y de servicios, así como para 
asegurar formas más eficaces de participación de sus habitantes, el territorio del Distrito 
se divide en zonas metropolitanas (las comprendidas dentro del límite urbano de Quito 
se denominan zonas metropolitanas centrales, con 16 parroquias, y las demás son 
suburbanas, integradas por 33 parroquias). 
El gobierno del Distrito Metropolitano se ejerce por el Concejo o Cabildo, integrado 
por los concejales o ediles y presidido por el Alcalde Metropolitano, quien además 
dirige la administración distrital como su más alta autoridad jerárquica y es responsable 
de la gestión de ésta. 
El Concejo organizará, mediante Ordenanza, los diferentes ramos de la 
administración y establecerá la estructura funcional para cada uno de ellos. 
4.2.2. Argentina. Buenos Aires 
Argentina es una república federal con tres ámbitos de gobierno: uno global 
(nacional o federal) y dos territoriales (provincial y municipal). Han existido intentos de 
coordinación sectorial. En todos los intentos se le ha atribuido al gobierno federal la 
responsabilidad excluyente, por lo tanto, se ha optado por un modelo centralizador. 
La Constitución de la Nación Argentina, sancionada el 1 de mayo de 1853, y 
reformada por última vez hasta la fecha en 1994, establece en el artículo 75.15, entre las 
competencias del Congreso, la de “arreglar definitivamente los límites del territorio de 
la Nación, fijar los de las provincia, crear otras nuevas, y determinar por una legislación 
especial la organización, administración y gobierno que deben tener los territorios 
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nacionales que queden fuera de los límites que se asignen a las provincias”. 
La gran división territorial administrativa de Argentina es la Provincia, existiendo 23 
y la Capital Federal, llamada Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que pertenece a la 
Provincia del mismo nombre.
180
 
El Instituto Nacional de Estadística y Censos (en adelante, INDEC)
181
, integrado en 
la Secretaría de Política Económica, dependiente del Ministerio de Economía y 
Producción, define el “Gran Buenos Aires” como el gran conjunto urbano constituido 
por la Ciudad de Buenos Aires (la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires de 1996 
le otorgó la denominación de “Ciudad de Buenos Aires” o “Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires”) y los 24 partidos que a ella se unen. También se le denomina “Área 
Metropolitana de Buenos Aires” (AMBA) 
Junto a esta definición, el INDEC también delimita otro espacio al que denomina 
“Aglomerado Gran Buenos Aires” (en adelante, AGBA), relativo al área geográfica 
delimitada por la “envolvente de población”, lo que también suele denominarse 
“mancha urbana”. Se trata de una línea que marca el límite hasta donde se extiende la 
continuidad de viviendas urbanas. Por esta razón, los partidos no siempre están 
incluidos por entero. Se trata del mayor conjunto urbano del país, ya que abarca la 
Ciudad de Buenos Aires y se extiende sobre el territorio de la Provincia de Buenos 
Aires, integrando la superficie total de 14 partidos, más la superficie parcial de otros 18. 
La diferencia entre el Gran Buenos Aires y el Aglomerado Gran Buenos Aires es que 
el primero alude a un conjunto de partidos más la Ciudad de Buenos Aires tomados en 
su totalidad, mientras que el segundo alude a un área que se va moviendo con el tiempo 
y que incluye a algunos partidos de manera parcial. 
Por lo que respecta a la prestación de servicios de interés local, actualmente los 
servicios de abastecimiento de agua, saneamiento público, suministro de energía, 
comunicaciones y transportes son gestionadas por empresas concesionarias controladas 
por el Estado Nacional, que mantiene la propiedad de loss bienes y recursos. 
                                                  
180 LENCIONI, S., “Impasses da gestão metropolitana nas regiões de Buenos Aires, São Paulo e 
Santiago”. Scripta Nova, Revista Electrónica de Geografía y Ciencias Sociales, Universidad de 
Barcelona, Vol. XII, núm. 270, 2008, p. 10. 
181 Fuente: Instituto Nacional de Estadística y Censos, ¿Qué es el Gran Buenos Aires? 
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La educación, salud y vivienda son gestionadas por cada Partido, que también se 
encargan de la planificación local, espacios verdes, usos del suelo, pavimentos y aceras, 
calidad del aire, nivel de ruidos y estacionamientos, entre otros. 
El Decreto Ley 70/1948, de 8 de enero, define por primera vez el Área Metropolitana 
de Buenos Aires. La Ley Nº 4013, del Ministerio del Gobierno de la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires, de fecha 17 de noviembre de 2011, establece en su artículo 27.2. que 
“corresponde al Ministerio de Gobierno coordinar, definir y supervisar la 
implementación de políticas públicas interjurisdiccionales para la Región Metropolitana 
de Buenos Aires” 
El Decreto Nº 149 del 21 de marzo de 2012 crea la “Unidad de Proyectos Especiales 
-Área Metropolitana de Buenos Aires”, integrado en el Ministerio de Gobierno del 
Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, dado lo prioritario de implementar 
las políticas públicas transversales comunes para la Región Metropolitana de Buenos 
Aires. En el anexo II se establecen las funciones básicas de la “Unidad de Proyectos 
Especiales”, correspondiéndole “actuar como responsable de la articulación y 
coordinación interjurisdiccional en temas del Área Metropolitana de Buenos Aires”, el 
cual define como “la zona urbana común que conforman la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires y 40 municipios de la Provincia de Buenos Aires, entre otras 
jurisdicciones que podrían integrarse.” 182 
El Decreto 660/2011, por el que se aprobó la estructura orgánico-funcional 
dependiente del Poder Ejecutivo del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, asignaba 
entre las responsabilidades primarias de la Subsecretaría de Asuntos Políticos la de 
“diseñar políticas y acciones comunes para la Región Metropolitana de Buenos Aires, 
en conjunto con las áreas competentes; oficiar de área de articulación y coordinación 
interjurisdiccional con el Gran Buenos Aires; identificar problemáticas comunes que 
afecten la calidad de vida de quienes viven en la región, aportando ideas y soluciones”. 
Vemos pues como no existe una clara descentralización en los asuntos locales. 
A pesar de no existir propiamente un gobierno de gestión metropolitana que aúne las 
competencias del territorio, podemos encontrar ejemplos de gestión de servicios 
públicos, como el Mercado Central de Buenos Aires; la Corporación Ecológica del Área 
                                                  
182 Fuente: AMBA, Área Metropolitana de Buenos Aires. http://www.buenosaires.gob.ar (Último acceso, 
03.06.2015) 
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4.2.3. Perú. Área Metropolitana de Lima 
En el área metropolitana de Lima encontramos otro ejemplo de intento de 
coordinación y gestión metropolitana, donde la estructura político-administrativa 
comprende un conjunto de alcaldes municipales y por sobre ellos un alcalde provincial 
con atribuciones sobre todo el territorio.
184
 
La Constitución Política del Perú, promulgada el 29 de diciembre de 1993, establece 
en su artículo 43 que el gobierno de la República del Perú es descentralizado, concepto 
que desarrolla en el artículo 188 al disponer que,  
“la descentralización es una forma de organización democrática y constituye una 
política permanente de Estado, de carácter obligatorio, que tiene como objetivo 
fundamental el desarrollo integral del país. El proceso de descentralización se realiza 
por etapas, en forma progresiva y ordenada conforme a criterios que permitan una 
adecuada asignación de competencias y transferencia de recursos del gobierno 
nacional hacia los gobiernos regionales y locales. Los Poderes del Estado y los 
Organismos Autónomos así como el Presupuesto de la República se descentralizan 
de acuerdo a ley.” Según el artículo 102, corresponde al Congreso “aprobar la 
demarcación territorial que proponga el Poder Ejecutivo”. 
La Constitución dedica, dentro del Título IV, “De la estructura del Estado”, el 
Capítulo XIV a regular la Descentralización. Así, dispone el artículo 189 que,  
“el territorio de la República está integrado por regiones, departamentos, provincias y 
distritos, en cuyas circunscripciones se constituye y organiza el gobierno a nivel 
nacional, regional y local, en los términos que establece la Constitución y la ley, 
preservando la unidad e integridad del Estado y de la Nación. El ámbito del nivel 
regional de gobierno son las regiones y los departamentos. El ámbito del nivel local de 
gobierno son las provincias, distritos y los centros poblados.”  
Las municipalidades provinciales y distritales, como órganos de gobierno local, 
tienen autonomía política, económica y administrativa en los asuntos de su 
competencia, por su parte, las municipalidades de los centros poblados son creadas 
conforme a ley. La estructura orgánica del gobierno local la conforman el Concejo 
Municipal como órgano normativo y fiscalizador, y la Alcaldía como órgano ejecutivo, 
                                                  
183 RODRÍGUEZ, A. y OVIEDO, E., “Gestión Urbana y gobierno de áreas metropolitanas. Serie Medio 
Ambiente y Desarrollo”. CEPAL, SERIE Medio Ambiente y Desarrollo, N.º 34, Santiago de Chile, 2001, 
p. 24. 
184 MORENO PÉREZ, S., “La gestión,…”, op. cit. p. 15. 
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con las funciones y atribuciones que les señala la ley (en la redacción dada al artículo 
194). 
Las competencias de los gobiernos locales se relacionan en el artículo 195, y entre 
ellas se encuentran las de,  
 organizar, reglamentar y administrar los servicios públicos locales de su 
responsabilidad;  
 planificar el desarrollo urbano y rural de sus circunscripciones, incluyendo la 
zonificación, urbanismo y el acondicionamiento territorial; y 
 desarrollar y regular actividades y/o servicios en materia de educación, salud, 
vivienda, saneamiento, medio ambiente, sustentabilidad de los recursos 
naturales, transporte colectivo, circulación y tránsito. 
Por otra parte, el artículo 198 de la Constitución dispone que, “la Capital de la 
República no integra ninguna región. Tiene régimen especial en las leyes de 
descentralización y en la Ley Orgánica de Municipalidades. La Municipalidad 
Metropolitana de Lima ejerce sus competencias dentro del ámbito de la provincia de 
Lima. Asimismo, las municipalidades de frontera tiene régimen especial en la Ley 
Orgánica de Municipalidades”. La Ley Nº 27972, Orgánica de Municipalidades, de 
desarrollo del citado artículo 198, dedica su Título XIII a la Municipalidad 
Metropolitana, régimen especial que corresponde a la capital de la República según 
dispone el artículo 151. Dicho régimen le otorga “competencias y funciones específicas 
irrestrictas de carácter local metropolitano y regional”. 
La Municipalidad Metropolitana de Lima, según el artículo 154 de este texto 
normativo, ejerce jurisdicción, en las materias de su competencia, sobre las 
municipalidades distritales ubicadas en el territorio de la provincia de Lima. Se rigen 
por las disposiciones establecidas para las municipalidades distritales en general, en 
concordancia con las competencias y funciones metropolitanas especiales, con las 
limitaciones comprendidas en la presente ley y las que se establezcan mediante 
ordenanza metropolitana”. 
Los órganos metropolitanos de la Municipalidad son el Concejo Metropolitano, 
 94 
integrado por el alcalde y los regidores que establezca la Ley de Elecciones 
Municipales, la Alcaldía Metropolitana y la Asamblea Metropolitana de Lima. Junto a 
ellos, hay tres órganos de asesoramiento, la Junta de Planeamiento, la Junta de 
Cooperación Metropolitana, y las Comisiones Especiales de Asesoramiento (artículo 
153). 
El artículo 157 enumera un conjunto no limitativo de competencias del Concejo 
Metropolitano, entre ellas, aprobar planes y programas metropolitanos en materia de 
acondicionamiento territorial y urbanístico, infraestructura urbana, vivienda, seguridad 
ciudadana, población, salud, protección del medio ambiente, educación, cultura, 
transporte, circulación, tránsito, participación ciudadana, planes y programas destinados 
a lograr el desarrollo integral y armónico de la capital de la República, así como el 
bienestar de los vecinos de su jurisdicción. Por ordenanza municipal podrán asignarse 
otras competencias, siempre que correspondan a la naturaleza y funciones de la 
Municipalidad Metropolitana de Lima como órgano del gobierno local de la capital de 
la República e instrumento fundamental de la descentralización del país. 
Las competencias y funciones metropolitanas especiales de la Municipalidad 
Metropolitana de Lima se recogen en el artículo 161. 
La Ley Nº 27783, de Bases de la Descentralización, de 20 de julio de 2002, regula en 
su artículo 33 el Régimen especial para la provincia de Lima Metropolitana, 
estableciendo que,  
“en el ámbito de la provincia de Lima, las competencias y funciones reconocidas 
en el gobierno regional, son transferidas a la Municipalidad Metropolitana de Lima, 
con arreglo a lo previsto en la presente ley. Asimismo, la ejecución de obras de 
inversión en infraestructura estará a cargo de dicha Municipalidad o de las 
municipalidades distritales respectivas, previo convenio con el sector 
correspondiente.” 
Conforme a esta regulación establecida en la antes citada Ley Orgánica de 
Municipalidades, Ley Nº 27972, y teniendo presente el Acta de Fundación de Lima 
(firmado por Francisco Pizarro el 18 de enero de 1535), se constituyó la Municipalidad 
Metropolitana de Lima, cuya misión principal es la de “promover la conservación y el 
uso sostenible de los recursos naturales, así como la diversidad biológica con 
participación ciudadana en el marco de la Política Metropolitana del Ambiente”, además 
de prestar servicios relacionados con el transporte, el urbanismo, la salud, y la atención 
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a la Tercera Edad.  




4.2.4. Chile. Santiago de Chile 
El territorio chileno está dividido en 15 regiones, siendo la región metropolitana de 
Santiago una de ellas. En un nivel inferior se encuentra la división administrativa 
territorial denominada Provincia, y en un nivel más abajo, los municipios. La región 
metropolitana de Santiago está compuesta por 6 Provincias, siendo una de ellas la 
Provincia de Santiago, a la que pertenece el área metropolitana de Santiago. No hay un 
nivel de administración específico relativo al área metropolitana de Santiago, que no 
goza de autonomía ni en términos políticos y ni en relación a los recursos para invertir. 
Aunque efectivamente existe el Área Metropolitana de Santiago, compuesta por 34 
municipios, de los cuales 32 pertenecen a la Provincia de Santiago y los otros dos a 




En la ciudad de Santiago de Chile no existe coordinación ni gestión metropolitana, 
pero cuenta con coordinaciones administrativas que dependen del gobierno central. En 
el área metropolitana de Santiago intervienen todos los niveles de gobierno, desde los 
municipios, el gobierno regional, los ministerios nacionales, organismos sectoriales, y la 
Cámara de Diputados. 
Entre los servicios públicos que gestiona el Área Metropolitana de Santiago se 
encuentran el agua potable y el saneamiento (que presta el Ministerio de Obras 
Públicas), la atención primaria de la salud (Ministerio de la Salud), recogida de residuos 
sólidos urbanos  (Municipalidades), planificación y control del desarrollo urbano 




La Constitución Política de la República de Chile, promulgada por el Decreto 
Supremo Nº 1.150 de 1980, dedica su Capítulo XIV al Gobierno y Administración 
                                                  
185 Puede verse en Municipalidad de Lima: http://www.munlima.gob.pe (Último acceso, 12.06.2015) 
186 LENCIONI, S., “Impasses da gestão…”, op. cit., p. 12. 
187 RODRÍGUEZ, A. y OVIEDO, E., “Gestión Urbana…”, op. cit., p. 16. 
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Interior del Estado, disponiendo en el artículo 110 que “para el gobierno y 
administración interior del Estado, el territorio de la República se divide en regiones y 
éstas en provincias. Para los efectos de la administración local, las provincias se 
dividirán en comunas”. Para la creación, denominación, modificación de sus límites, 
fijación de las capitales de las regiones y provincias, así como para su supresión, será 
necesario aprobar una ley orgánica constitucional.  
En el artículo 118 se reconoce que “las municipalidades (que es la administración 
local que gestiona cada comuna o agrupación de comunas, y que gozarán de autonomía 
para la administración de sus finanzas) podrán asociarse entre ellas en conformidad a la 
ley orgánica constitucional respectiva, pudiendo dichas asociaciones gozar de 
personalidad jurídica de derecho privado.” 
Para favorecer lo dispuesto en este precepto, el artículo 123 determina que “la ley 
establecerá fórmulas de coordinación para la administración de todos o algunos de los 
municipios, con respecto a los problemas que les sean comunes, así como entre los 
municipios y los demás servicios públicos”, regulando mediante ley orgánica 
constitucional “la administración de las áreas metropolitanas”, ley que establecerá las 




 señala que en el año 2013 el gobierno convocó a diversos actores a 
discutir e intentar consensuar las bases de una nueva Política Nacional de Desarrollo 
Urbano (en adelante, PNDU), con la mirada puesta en el desarrollo de ciudades con 
mayor calidad de vida, y más justas social y territorialmente. En la propuesta de política 
en esta materia, se señala en el artículo 5.2 que dentro de la reorganización de las 
potestades políticas en cuatro niveles territoriales, se reconoce la escala metropolitana 
como una nueva escala, autoridad que, “generada mediante elección democrática cuya 
institucionalidad deberá determinarse, estará a cargo de la planificación metropolitana y 
gobernará en sus aspectos colectivos o sistémicos los territorios que estén dentro de su 
área metropolitana”189 
                                                  
188 ORELLANA, A., “Gobiernos metropolitanos para Chile: la necesidad versus la factibilidad”. Instituto 
de Estudios Urbanos y Territoriales, Centro de Políticas Públicas UC, Temas de la Agenda Pública, Año 
8, N.º 63, noviembre 2013, pp. 8-9 
189 Documento Propuesta de Política Nacional de Desarrollo Urbano, mayo 2013, p. 25. 
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La Ley Orgánica Constitucional Nº 19.175, sobre Gobiernos y Administración 
Regional, de 8 de agosto de 2005, establece en el artículo 109 del Capítulo VII (“Del 
Asociativismo Regional”) que “los ministerios, los servicios públicos, los gobiernos 
regionales y las municipalidades deberán actuar coordinadamente en la formulación de 
los planes y en la ejecución de los programas vinculados a la dotación de la 
infraestructura social básica y al equipamiento urbano de las áreas metropolitanas. Para 
dicho efecto, los organismos mencionados proporcionarán la información necesaria, 
realizarán los estudios en conjunto cuando proceda y adoptarán las medidas pertinentes 
para lograr el mejor aprovechamiento de los recursos públicos y la debida congruencia 
de las acciones que realicen”. 
El mismo artículo 109 dispone lo que se entiende por área metropolitana, en el 
sentido de “la extensión territorial formada por dos o más centros de población unidos 
entre sí por espacios construidos y que comparten la utilización de diversos elementos 
de infraestructura y servicios urbanos”. 
Con el objeto de lograr esta coordinación, el artículo 110 establece la 
institucionalidad que deberá generarse, señalando que “en cada región del país donde se 
configuren áreas metropolitanas conforme a lo previsto por el artículo anterior, existirá 
un consejo coordinador regional de acción municipal, cuya finalidad será planificar y 
coordinar acciones municipales conjuntas destinadas a la prevención y solución de 
problemas  que afecten a las comunas comprendidas en el área metropolitana respectiva 
y que requieran de tratamiento conjunto”. 
Dicho consejo coordinador, como dispone el inciso segundo del artículo 110, “estará 
integrado por los alcaldes de las municipalidades a que correspondan las comunas 
comprendidas en el área metropolitana y será presidido por el de la municipalidad en 
cuyo territorio y será presidido por el de la municipalidad en cuyo territorio se ubique la 
cabecera regional o provincial, en su caso”. 
Por su parte, la Ley 20.390, de 28 de octubre de 2009 reformó la Constitución en 
materia de Gobierno y Administración Regional y agregó un inciso segundo al artículo 
123, estableciendo que, 
“sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior (relativo a los asuntos comunes 
entre municipios y algunos servicios públicos), la ley orgánica constitucional 
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respectiva regulará la administración de las áreas metropolitanas, y establecerá las 
condiciones y formalidades que permiten conferir dicha calidad a determinados 
territorios”. 
Observa ORELLANA que “en virtud de las normativas vigentes, queda en evidencia 
que estos consejos coordinadores regionales de las áreas metropolitanas no tienen 
definidas en forma precisa sus atribuciones, que la asociatividad de los municipios 
involucrados no es obligatoria y sus decisiones no tienen carácter resolutivo y tampoco 
vinculante”. Reconoce el autor que hasta la fecha no existe en Chile una 
institucionalidad metropolitana para las grandes ciudades y los mecanismos de 







, haciendo un balance histórico de la evolución de la descentralización 
territorial y administrativa en el país, recuerda que el Acto legislativo n.º 1, de 11 de 
diciembre de 1968 de reforma constitucional desconcentra, bajo la responsabilidad de 
los gobernadores, la dirección y coordinación de funciones administrativas y de 
prestación de servicios que eran competencia de los ministros, al establecer en el 
artículo 52 (que reforma el artículo 181 de la Constitución Nacional de 1886), que “en 
cada uno de los Departamentos habrá un Gobernador, que será al mismo tiempo agente 
del Gobierno y Jefe de la Administración Seccional. El Gobernador, como agente del 
Gobierno, dirigirá y coordinará en el Departamento, los servicios nacionales en las 
condiciones de la delegación que le confiera el Presidente de la República”. 
También crea la figura de las Áreas Metropolitanas, con un régimen jurídico 
diferente al de los municipios. Así el artículo 63, que reforma el artículo 198 de la 
Constitución Nacional establece que,  
“para la mejor administración o prestación de servicios públicos, dos o más 
Municipios de un mismo Departamento, cuyas relaciones den al conjunto las 
características de un área metropolitana, la ley podrá organizarlos como tales, bajo 
                                                  
190 ORELLANA, A., “Gobiernos metropolitanos…”, op. cit, p. 8. 
191 PINEDA, S., “Gobernanza territorial e integración regional en Colombia: la experiencia de Bogotá-
Cundinamarca”. En Los Gobiernos Locales en la construcción del futuro de los países: Gobernanza 
Urbana y Desarrollo Regional, ed. Dirección General de Administración Local, Consejería de 
Gobernación de la Junta de Andalucía, recopilatorio de las Jornadas realizadas en Noviembre de 2007 en 
Caguas (Puerto Rico) en el marco del V Congreso del Movimiento América, Europa de Regiones y 
Ciudades (AERYC), marzo 2009, p. 92. 
 99 
autoridades y regímenes especiales, con su propia personería, garantizando una 
adecuada participación de las autoridades municipales en dicha organización. 
Corresponde a las Asambleas, a iniciativa del Gobernador y oída previamente la 
opinión de los Concejos de los Municipios interesados, disponer el funcionamiento 
de las entidades así autorizadas. La Ley establecerá las condiciones y las normas bajo 
las cuales los Municipios puedan asociarse entre sí para la prestación de servicios 
públicos. Las Asambleas, a iniciativa del Gobernador, podrán hacer obligatoria tal 
asociación, conforme a la ley citada, cuando la más eficiente y económica prestación 
de los servicios así lo requieran.” 
A pesar del reconocimiento constitucional llevado a cabo por la reforma de 1968, 
hasta la fecha no ha tenido lugar una efectiva asociación entre las entidades territoriales. 
La única excepción la presenta la región de Bogotá-Cundinamarca, que ha tenido un 
tratamiento especial en la nueva Constitución de 1991, aunque por el momento no se 
halla producido un desarrollo legislativo. Así, el artículo 325 de la Constitución 
establece que “con el fin de garantizar la ejecución de planes y programas de desarrollo 
integral y la prestación oportuna y eficiente de los servicios a su cargo, dentro de las 
condiciones que fijen la Constitución y la ley, el Distrito Capital podrá conformar un 
área metropolitana con los municipios circunvecinos y una región con otras entidades 
territoriales de carácter departamental”. 
Observa PINEDA que la Constitución también contempla que de la Ley Orgánica de 
Ordenamiento Territorial (en adelante, LOOT) “establecerá la distribución de 
competencias entre la Nación y las entidades territoriales”, que serán ejercidas conforme 
a los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad en los términos que 
establezca la ley (artículo 288)
192
. 
Así, el 28 de junio de 2011 se aprobó la Ley N.º 1454, “por la cual se dictan normas 
orgánicas sobre ordenamiento territorial y se modifican otras disposiciones”, la cual 
entre otros objetivos, fija en el artículo 1 que busca “(…) definir competencias en 
materia de ordenamiento territorial entre la Nación, las entidades territoriales y las áreas 
metropolitanas y establecer las normas generales para la organización territorial”. La 
Ley considera a las áreas metropolitanas en su artículo 10 como uno de los esquemas 
asociativos territoriales, y las define en 15 como “esquemas asociativos de integración 
territorial y actuarán como instancias de articulación de desarrollo municipal (…)”. En 
materia de ordenamiento del territorio, el artículo 29 otorga a las áreas metropolitanas 
competencias en relación a la elaboración de planes integrales de desarrollo 
                                                  
192 PINEDA, S., “Gobernanza territorial…”, op. cit., p. 93. 
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metropolitano con perspectiva a largo plazo, incluyendo el componente de 
ordenamiento físico territorial y el señalamiento de las normas obligatoriamente 
generales que definan los objetivos y criterios a los que deben acogerse los municipios 
al adoptar los planes de ordenamiento territorial en relación con las materias referidas a 
los hechos metropolitanos, de acuerdo con los previsto en la Ley de Áreas 
Metropolitanas. 
Ley Orgánica 1625, de 29 de abril de 2013, de Áreas Metropolitanas "Por la cual se 
deroga la Ley Orgánica de 128 de 1994
193
 y se expide el régimen para las Áreas 
Metropolitanas", regula las Áreas Metropolitanas con el objeto de dictar normas 
orgánicas para dotar a las Áreas Metropolitanas de un régimen político, administrativo y 
fiscal, que dentro de la autonomía reconocida por la Constitución Política y la ley, sirva 
de instrumento de gestión para cumplir con sus funciones. 
Su artículo 2 define las Áreas Metropolitanas como,  
“entidades administrativas de derecho público, formadas por un conjunto de dos o 
más municipios integrados alrededor de un municipio núcleo, vinculados entre sí por 
dinámicas e interrelaciones territoriales, ambientales, económicas, sociales, 
demográficas, culturales y tecnológicas que para la programación y coordinación de 
su desarrollo sustentable, desarrollo humano, ordenamiento territorial y racional 
prestación de servicios públicos requieren una administración coordinada”. 
Las Áreas Metropolitanas pueden integrarse por municipios de un mismo 
departamento o por municipios pertenecientes a varios departamentos, en torno a un 
municipio definido como núcleo, que será el de la capital del departamento. De ser 
varios municipios o distritos capital de departamento o ninguno de ellos cumpla con 
esta condición, será municipio núcleo el que tenga en primer término mayor categoría 
(como dispone el artículo 4). 
4.2.5.1. Área Metropolitana de Bogotá 
El artículo 1 de la Ley Orgánica 1625, de 23 de abril de 2013, establece que “la 
presente ley no se aplicará para el caso de Bogotá Distrito Capital y sus municipios 
conurbantes, los cuales tendrán una ley especial”. Dicha ley está todavía pendiente de 
aprobación, y por el momento la experiencia no muestra visos de llevar este objetivo a 
                                                  
193 Ley Orgánica 128 de 1994, de 23 de febrero, "por la cual se expide la ley orgánica de las áreas 
metropolitanas". 
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buen término, ya que hasta ahora los intentos de aprobar esta ley especial han sido 
infructuosos. Ello se explica porque la aprobación de esta ley, a pesar de que en 
palabras del ministro del Interior “buscaba una mayor inversión en infraestructura y 
otros proyectos conjuntos en todo el país”, expertos analistas aseguraron que lo que se 
buscaba era atajar cualquier intento de desmembrar el status quo de los políticos, en 
especial el del departamento de Cundinamarca, amenazado por las iniciativas del 
alcalde Mayor de Bogotá
194
. En consecuencia, la falta de acuerdo ha conducido a que 
todavía no se haya podido expedir la ley especial y que hasta ahora no haya podido ver 
la luz el Área Metropolitana Bogotá-Soacha. 
No obstante, en desarrollo de las disposiciones establecidas en la Ley Orgánica 1625, 
se han creado las áreas metropolitanas que veremos a continuación. 
4.2.5.2. Área Metropolitana de Bucaramanga 
Es una entidad administrativa regida por la Ley Orgánica 1625, de 23 de abril de 
2013, de las Áreas Metropolitanas, dotada de personalidad jurídica de derecho público, 
autonomía financiera, patrimonio propio, autoridad y régimen administrativo y fiscal 
especial, creada el 15 de diciembre de 1981 mediante ordenanza N.º 020, compuesta por 
municipios de Bucaramanga (como ciudad núcleo) y dos ciudades más, Floridablanca y 
Girón. El 2 de mayo de 1985, mediante el Decreto 0332 se integra un municipio más, el 
municipio Piedecuesta. 
El objetivo de dicha área es el de programar y coordinar el desarrollo armónico e 
integrado del territorio, mediante el plan integral de desarrollo metropolitano, 
identificando, declarando y gestionando los hechos metropolitanos, para alcanzar una 
administración eficiente del territorio en materia ambiental, de movilidad, económica, 
social, demográfica, cultural y tecnológica, en busca del desarrollo humano sustentable, 
el ordenamiento territorial y la racional prestación de los servicios públicos. 
Entre sus competencias se encuentran las siguientes: 
 programar y coordinar el desarrollo armónico, integrado y sustentable de los 
municipios que la conforman; 
                                                  
194 Fuente: http://soachailustrada.com/noticias/enterrado-el-proyecto-de-constitucion-del-area-
metropolitana-bogota-soacha/ (Último acceso: 04.06.2015). 
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 racionalizar la prestación de servicios públicos a cargo de los municipios que la 
integran, y si es el caso, prestar en común algunos de ellos, o bien de manera 
subsidiarias; 
 ejecutar obras de infraestructura vial y desarrollar proyectos de interés social del 
área metropolitana; 
 establecer las directrices y orientaciones específicas para el ordenamiento del 
territorio de los municipios que la integran, con el fin de promover y facilitar la 
armonización de sus Planes de Ordenación Territorial. 
El máximo órgano de dirección y administración de la entidad es la Junta 
Metropolitana, integrada por los Alcaldes de cada uno de los municipios que integran el 
Área Metropolitana, un Representante del Concejo del Municipio de Bucaramanga, un 
Representante de los demás Concejos Municipales designado entre los Presidentes de 
las corporaciones, un delegado permanente del Gobierno Nacional con derecho a voz 
pero sin voto y un representante de las entidades sin ánimo de lucro que tengan su 
domicilio en el área de su jurisdicción y cuyo objeto principal sea la protección del 
medio ambiente y los recursos naturales renovables, elegido por ellas mismas. 
La Junta Metropolitana ostenta atribuciones en materia de planificación del 
desarrollo armónico, integral y sustentable del territorio; de racionalización de la 
prestación de los servicios públicos; de obras de interés metropolitano; en materia de 
recursos naturales, manejo y conservación del ambiente; de transporte, fiscal y 
administrativa.  
Los demás órganos directivos y de administración son el Director, el equipo 
Directivo (integrado por una Secretaría General, Asesores, un Jefe de Control Interno, y 
los Subdirectores), así como el personal de administración.
195
 
4.2.5.3. Área Metropolitana del Valle del Cacique Upar 
El Área Metropolitana del Valle del Cacique Upar, MetropoliUpar, está conformada 
por la ciudad de Valledupar y cuatro municipios más, con el fin de aunar esfuerzos que 
permitan, en el marco jurídico del concepto de Área Metropolitana, programar y 
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coordinar el desarrollo armónico e integrado del territorio puesto bajo su jurisdicción; 
racionalizar la prestación de los servicios públicos a cargo de los municipios que la 
integran y ejecutar obras de interés metropolitano. 
Se trata de una entidad administrativa de derecho público, con personalidad jurídica, 
autonomía administrativa, patrimonio propio, autoridades y régimen administrativo y 
fiscal especial, constituida mediante escritura pública N.º 2.709 del 17 de diciembre de 
2002, y enmarcada en el artículo 329 de la Constitución Política y la Ley Orgánica 1625 
de 2013. 
Su propósito general es el de gestionar el desarrollo conjunto de los Municipios que 
la conforman; buscar el bienestar humano, social y cultural con base en el ordenamiento 
territorial, el compromiso con el ambiente, los recursos naturales y la reducción de las 
desigualdades, trabajar por el mejoramiento de la vida de toda la población 
metropolitana con el fin de contribuir al desarrollo local departamental y nacional. 
Sus competencias son idénticas que las que se contemplan en la ordenanza de 
creación del Área Metropolitana de Bucaramanga. 
La dirección y administración corresponde a una Junta Metropolitana, el Presidente 
de la Junta Metropolitana, un Director, las Subdirecciones y la Oficina de Control 
Interno, y demás dependencia que conforma la planta de personal de la Entidad.
196
 
4.2.5.4. Área Metropolitana del Valle de Aburrá 
La Asamblea Departamental de Antioquia dispuso el funcionamiento del Área 
Metropolitana del Valle de Aburrá, mediante Ordenanza N.º 34 del 27 de noviembre de 
1980, para la promoción, planificación y coordinación del desarrollo conjunto y la 
prestación de servicios de los municipios que la conforman. Fue la primera vez que, 
siguiendo el nuevo régimen jurídico del país, y en particular la Ley 128 de 1994, de 23 
de febrero, se utilizaba en el país la nueva figura jurídico administrativa que constituía 
el Área Metropolitana. 
Es una entidad administrativa de derecho público que asocia a 9 de los 10 municipios 
que conforman el Valle de Aburrá. Tiene personalidad jurídica, autonomía 
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administrativa, patrimonio propio, autoridad y régimen especial por Constitución 
Nacional y organizada por la ley.  
Le corresponden las siguientes funciones: 
 planificar el territorio puesto bajo su jurisdicción; 
 ser autoridad ambiental en la zona urbana de los municipios que la conforman; 
 ser autoridad de transporte masivo y metropolitano; 
 ejecutar obras de interés metropolitano. 
Dado que la Ley 99 de 1993, de 22 de diciembre, “por la cual se crea el Ministerio 
del Medio Ambiente, se reordena el Sector Público encargado de la gestión y 
conservación del medio ambiente y los recursos naturales renovables, se organiza el 
Sistema Nacional Ambiental, SINA, y se dictan otras disposiciones”, en su artículo 55 
determina que las Áreas Metropolitanas con población urbana superior a un millón de 
habitantes serán competentes, dentro de ese perímetro urbano, para asumir las funciones 
de autoridad ambiental, es por lo que hay que añadir esta función a las anteriormente 
citadas. 
El principal órgano de decisión es la Junta Metropolitana, conformada por el alcalde 
de Medellín, denominado “alcalde metropolitano” por ser el municipio núcleo, el 
Gobernador de Antioquia o su representante, los alcaldes de los otros municipios 
miembros, un concejal en representación del Concejo de Medellín y un concejal en 
representación de los concejos de los demás municipios integrantes del Área 
Metropolitana del Valle de Aburrá. 
Actualmente, el Área Metropolitana del Valle de Aburrá está presente en la 
planificación a nivel macro y en el desarrollo vial de los municipios, en la preservación 
de los recursos naturales, en la ejecución de grandes obras públicas, de los ejes viales 
metropolitanos, de grandes proyectos recreativos y deportivos, del tratamiento 
ecológico y paisajístico, en la educación, la salud y la cultura. También está presente en 
todo aquello que contribuye a elevar la calidad de vida de la comunidad metropolitana 
del Valle de Aburrá, lidera y fomenta el progreso de sus municipios, construye obras de 






Según el censo del año 2010, en Brasil viven aproximadamente 191 millones de 
habitantes. Mientras que el 84 por ciento (161 millones) viven en áreas urbanas, 30 
millones viven en zonas rurales. 
Algunos estudios brasileños definen las áreas metropolitanas como aquellas cuyas 
actividades económicas se extienden a otras aglomeraciones urbanas. Por este criterio, 
Brasil tiene 12 áreas metropolitanas que en total abarcan un tercio de la población. 
Otros estudios sobre temas metropolitanos las definen como conurbaciones, 
caracterizadas por la integración urbana y funcional bajo la influencia de una ciudad 
central.  Si nos referimos a ellas como “aglomeraciones urbanas”, Brasil podría tener 37 
aglomeraciones, incorporando 471 de los 5.560 municipios brasileños. 
Estas aglomeraciones difieren significativamente en términos de sus modelos de 
expansión urbana y contextos territoriales. Así, São Paulo y Rio de Janeiro tienen más 
de 11 millones de habitantes cada  una, y por ello se enfrenta a retos distintos en 
comparación con otras regiones con menor población. Por otro lado, el número de 
municipios integrantes de las áreas metropolitanas también varía, desde por ejemplo los 
dos municipios que integran la Región Metropolitana de Macapá, a los 39 en la Región 
Metropolitana de São Paulo. La función específica de las autoridades metropolitanas por 
lo tanto depende en gran parte del contexto. 
El artículo 25 de la Constitución Federativa de Brasil del 1988 otorga a los Estados la 
competencia de crear estructuras de gobierno metropolitano (a diferencia de la 
Constitución de 1967 que sólo otorgaba la competencia al Gobierno Federal – artículo 
157.10º, “A União, mediante lei complementar, poderá estabelecer regiões 
metropolitanas, constituídas por Municipios que, independientemente de sua 
vinculação administrativa, integrem a mesma comunidade sócio-económica, visando a 
realização de serviços de interesse comum.). A consecuencia de ello, los Estados tienen 
diferentes políticas en relación a la creación de regiones metropolitanas. Hasta 2012, los 
Estados crearon 44 nuevas regiones metropolitanas, que se sumaban a las 9 creadas por 
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el Gobierno Federal desde 1973, sumando por lo tanto 56 regiones metropolitanas. 
La nueva Constitución también permitió la creación de nuevos municipios en las 9 
regiones originales. Sin embargo, el artículo 25 de la Constitución de 1988 no establece 
reglas en relación a su estructura y financiación. Dicho artículo establece que “los 
Estados se organizan y rigen por las Constituciones y leyes que adopten, observando los 
principios de esta Constitución (…) 3º Los Estados podrán, mediante ley 
complementaria, instituir regiones metropolitanas, aglomeraciones urbanas y 
microregiones, constituidas por agrupaciones de municipios limítrofes, para integrar la 
organización y la ejecución de las funciones públicas de interés común”. 
Por lo tanto, estos aspectos de las nuevas regiones metropolitanas siguen las pautas 
para el establecimiento de estas estructuras  y su financiación como se establecía para 
las primeras regiones en 1973. El modelo general para la mayor parte de los gobiernos 
metropolitanos es tener un consejo consultivo y deliberante con un fondo metropolitano. 
Hasta diciembre de 2012, había cincuenta y seis organizaciones metropolitanas, cada 
uno con estructuras de gobernanza y criterios de composición diferentes.
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4.2.6.1. Área Metropolitana de São Paulo 
Desde los años 60, coincidiendo con los esfuerzos de desarrollo y de control político 
de los militares en el poder, la ciudad de São Paulo es objeto de propuestas y 
experiencias de metropolización, o sea, de gestión político-administrativa que tiene en 
cuenta su especificidad conurbada, de mancha urbana que congrega varios municipios y 
que aborda problemas sociales, económicos, urbanísticos y demográficos cuya buena 
gestión depende de la existencia y buen funcionamiento de instancias gubernamentales 
más próximas al gobierno local que al Estado (nivel intermedio de gobierno en el 
federalismo brasileño) y la Unión (nivel central de gobierno), articulando interés, 
funciones y recursos de formas más ágil de lo que sería posible en una relación que 
implicase solamente a la Federación, el Estado y el Municipio. 
Desde finales de los años 70, ganó terreno la idea de la participación popular y del 
control social de la gestión pública, principalmente a nivel municipal. La ciudad de São 
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Paulo es el ejemplo más evidente de situación brasileña en que la presencia de la fuerza 
centrípeta de la metropolización y la fuerza centrífuga de la participación en la división 
entre regiones y barrios se manifiestan y ejercen efectos contradictorios sobre el proceso 
de movilización y organización popular y sobre el proceso de construcción de una 




PIRES y GARETA realizan un repaso histórico a la creación de la estructura 
político-administrativa de la Región Metropolitana de São Paulo, que en sus palabras 
“vio la luz antes de la ley que la instituyó, durante el régimen militar iniciado en 1964 
en un contexto de preocupación por las medidas de planificación del territorio. El 
gobierno del Estado de São Paulo, considerando las orientaciones de la Constitución 
Federal de 1967, se adelantó y creó toda una estructura de gestión del área 
metropolitana existente, la entonces llamada Gran São Paulo. En 1967 fueron creadas 
las estructuras ejecutiva y consultiva: el Grupo Ejecutivo de la Gran São Paulo 
(GEGRAN), vinculado a la Secretaría de Economía y Planificación y el Consejo de 
Desarrollo de la Gran São Paulo (CODEGRAN), presidido por el gobernador del 
Estado, de carácter consultivo. La primera tarea de GEGRAN fue elaborar el mapa 
metropolitano inicial, de 1970. En 1975, para dar agilidad a la actuación de la Región 
Metropolitana, el gobierno del Estado creó una sociedad de economía mixta 
denominada Empresa de Planificación de la Gran São Paulo Sociedad Anónima 
(EMPLASA), vinculada a la Secretaría de Economía y Planeamiento. Esta empresa es 
uno de los pilares fundamentales de la Región Metropolitana de São Paulo hasta hoy, 
implicada ahora en la organización de otras regiones metropolitanas (Baixada Santista y 
Campinas), que están cada vez más próximas al territorio de la Región Metropolitana de 
São Paulo. 
En 1975 se creó el órgano EMPLASA (Empresa Paulista de Planeamiento 
Metropolitano), como instrumento de planeamiento para la región metropolitana de São 
Paulo. Desde entonces, su atribución aumentó por la creación de otras dos regiones 
metropolitanas en el Estado de São Paulo, la de Campinas y la de Baixada Santista. Pero 
el crecimiento de la mancha urbana abarca, además de estas regiones, las conurbaciones 
                                                  
199 PIRES, V. y GAETA, A. C., “El gobierno de las megalópolis, el caso de Brasil-São Paulo: gestión 
metropolitana, descentralización y participación como desafíos simultáneos”. Revista Política y Sociedad, 
Vol. 47, N.º 3, 2010, pp. 193-194. 
 108 
urbanas del Vale do Paraíba y de Sofocaba. Todo este conjunto, donde viven casi 30 
millones de habitantes, se denomina Complexo Metropolitano Expandido y requiere un 
planeamiento integrado. Este es un ejemplo de que los límites administrativos no deben 
constituir barreras para pensar formas coordinadas de acción en el territorio sino que, 
según las necesidades deben ser redimensionados, encogiendo o expandiendo las 
fronteras; esto es, deben ser flexibilizados. En este sentido, cada vez es más necesario 
tener el área metropolitana como referencia, y también establecer acciones que no se 
constriñan a sus límites. 
Es por lo tanto necesario adaptar la estructura institucional del pasado a la nueva 




La Región Metropolitana de São Paulo está compuesta por 39 municipios, siendo su 
núcleo la ciudad de São Paulo. Fue creada por Lei Complementar N.º 14, de 8 de junio 
de 1973, que creó también las Regiones Metropolitanas de Belém, Belo Horizonte, 
Curitiba, Fortaleza, Porto Alegre, Recife, Rio de Janeiro y Salvador (artículo 1 y 
siguientes). El artículo 2º fija como órganos de la Región Metropolitana, un Conselho 
Deliberativo, presidido por el Gobernador del Estado, y un Conselho Consultivo, crados 
por ley del Estado. Tras enumerar las competencias de ambos órganos en los artículos 
3º y 4º, el artículo 5º relaciona los servicios públicos que la ley considera de interés 
metropolitano, que son los siguientes: 
 planeamiento integrado del desarrollo económico y social; 
 saneamiento básico, principalmente abastecimiento de agua, red de 
alcantarillado y servicio de limpieza viaria; 
 uso del suelo metropolitano; 
 transportes y sistema viario; 
 producción y distribución de gas combustible canalizado; 
 aprovechamiento de los recursos hídricos y control de la polución ambiental, en 
la forma que disponga la ley federal; y 
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 otros servicios incluidos en el área de competencia del Conselho Deliberativo 
por Ley Federal. 
Respecto al sistema de financiación de la prestación de los servicios públicos y de la 
ejecución del sistema de planeamiento integrado, dispone el artículo 6º que los 
municipios participantes tendrán preferencia en la obtención de recursos federales y 
estatales. 
La Lei Complementar estadual N.º 94, de 29 de mayo de 1974, harmonizadora, crea 
para la Región Metropolitana de São Paulo el Conselho Deliberativo da Grande São 
Paulo (CODEGRAN) y el Conselho Consultivo Metropolitano de Desenvolvimento 
Integrado da Grande São Paulo (CONSULTI). Así también, autoriza al Poder 
Ejecutivo para constituir la sociedad por acciones denominada Empresa Metropolitana 
de Planejamento da Grande São Paulo, SA (EMPLASA), vinculada a la Secretaría de 
Economía y Planificación, cuyo objetivo será la realización de servicios necesarios para 
la planificación, programación, coordinación y control de la ejecución de los servicios 
comunes de interés metropolitano. También se instituye por esta ley el Fundo 
Metropolitano de Financiamento e Investimento, con la finalidad de financiar e invertir 
en proyectos de interés metropolitano. 
La Constitución del Estado de São Paulo, promulgada el 5 de octubre de 1989, en sus 
artículos 152 a 158, incluidos en el Capítulo II (Da Organização Regional) del Título 
IV (Dos Municipios e Regiões), establece los objetivos de la organización regional del 
Estado (el planeamiento regional; la cooperación entre los niveles de gobierno; la 
utilización racional del territorio y de los recursos; la integración de la planificación y 
de la ejecución de funciones públicas de interés común a los entes públicos actuantes en 
la Región; y la reducción de las desigualdades sociales y regionales). 
El artículo 153.1º define la región metropolitana como “o agrupamento de 
Municipios limítrofes que assuma destacada expressão nacional, en razão de elevada 
densidade demográfica, significativa conurbação e de funções urbanas e regionais 
como alto grau de diversidade, especialização e integração sócio-econômica, exigindo 
planejamento integrado e ação conjunta permanente dos entes públicos nela aguantes”. 
La planificación del transporte colectivo de carácter regional, según dispone el 
artículo 158, será efectuada por el Estado, junto con los municipios integrantes de la 
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región metropolitana, que podrá presta directamente o mediante concesión o 
autorización. 
Según se establece en el artículo 157, el Estado y los Municipios destinarán recursos 
financieros específicos, en los planes plurianuales y en los presupuestos, par el 
desarrollo de funciones públicas de interés común. 
La Lei Complementar N.º 760, de 1 de agosto de 1994, establece las directrices para 
la organización regional del Estado de São Paulo. En su artículo 1º enumera los 
objetivos de la Organización Territorial del Estado de Sao Paulo, que en su tenor literal 
son los siguientes: 
“I - o planejamento regional para o desenvolvimento sócio-econômico e melhoria da 
qualidade de vida;  
II - a cooperação dos diferentes níveis de governo, mediante a descentralização, 
articulação e integração de seus órgãos e entidades da administração direta e indireta 
atuantes na região, visando ao máximo aproveitamento dos recursos públicos a ela 
destinados;  
III - a utilização racional do território, dos recursos naturais e culturais e a 
proteção do meio ambiente, mediante o controle da implantação dos empreendimentos 
públicos e privados na região;  
IV - a integração do planejamento e da execução de funções públicas de interesse 
comum aos entre públicos atuantes na região; e  
V - a redução das desigualdades sociais e regionais.” 
En su artículo 2º reconoce la posibilidad de que el territorio del Estado pueda ser 
dividido, total o parcialmente, en unidades regionales, configurando, entre otras 
opciones, regiones metropolitanas. 
El artículo 3º da una definición de Región Metropolitana, como el “agrupamento de 
municípios limítrofes, com destacada expressão nacional, a exigir planejamento 
integrado e ação conjunta com união permanente de esforços para a execução das 
funções públicas de interesse comum, dos entes públicos nela atuantes, que apresente, 
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cumulativamente, as seguintes características:  
I - elevada densidade demográfica;  
II - significativa conurbação;  
III - funções urbanas e regionais com alto grau de diversidade; e  
IV - especialização e integração sócio-econômica.” 
Sobre la actuación de los órganos de gesión, establece el artículo 8º que “no 
desempenho das funções públicas comuns, as entidades e órgãos com atuação regional 
observarão as diretrizes do planejamento da respectiva unidade regional.  
Fica assegurada a participação paritária do conjunto dos Municípios em relação ao 
Estado na organização, articulação, coordenação e fusão das entidades e órgãos 
públicos que desempenhem as funções públicas de interesse comum na unidade 
regional”. 
Siguiendo con los órganos de gestión, el artículo 9º señala que, “em cada unidade 
regional funcionará um Conselho de Desenvolvimento, de caráter normativo e 
deliberativo, composto por um representante de cada Município que a integra e por 
representantes do Estado nos campos funcionais de interesse comum”. 
En cuanto a la financiación de la Región Metropolitana, dispone el artículo 21 que “o  
Estado e os Municípios integrantes da unidade regional destinarão, nos respectivos 
pianos plurianuais e orçamentos, recursos financeiros específicos para o 
desenvolvimento de funções públicas de interesse comum”. 
La Lei Complementar N.º 1.139 de 16 de junio de 2011 reorganiza la Región 
Metropolitana de São Paulo, crea el Conselho de Desenvolvimento y da medidas 
correlativas. Entre dichas medidas, autoriza al Poder Ejecutivo a crear, mediante Lei 
complementar, una entidad administrativa de carácter territorial, con el fin de integrar la 
organización, planificación y ejecución las funciones públicas de interés común de la 
Región Metropolitana de Sao Paulo. Por otra parte, dispone la creación del Fundo de 
Desenvolvimento da Regiao Metropolitana de Sao Paulo, si bien, hasta su completa 
instalación y pleno funcionamiento continuará ejerciendo sus funciones el Fundo 
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Metropolitano de Financiamento e Investimento (FUMEFI). 
Sin embargo, todavía persiste la superposición de competencias entre varios órganos 
de la administración pública. Así, por ejemplo, en el Área Metropolitana de São Paulo 
el saneamiento ambiental es gestionado por los Ministerios de las ciudades, el 
Ministerio de la Salud, el Ministerio de Medio Ambiente y el Ministerio de Integración 
Nacional, además de los Ministerios de Turismo, y el de Defensa, y el de Desarrollo 
Agrario. El hecho de que estos Ministerios desarrollen iniciativas paralelas demuestra 
que desconocen que la cooperación técnica y directiva entre ellas racionalizaría el uso 
de los recursos y las acciones proyectadas y ejecutadas. 
Además de esta superposición de competencias de los varios órganos que actúan en 
la metrópoli, se añade otro problema, el de la falta de claridad en torno a las 
responsabilidades que corresponden a las distintas instancias del gobierno (municipal, 
provincial y estatal). Y por otro lado, no existe una política global para el territorio 
metropolitano. 




PIRES y GAETA, en su ensayo que presenta los esfuerzos e intentos recientes en la 
Región Metropolitana de São Paulo y en la Prefectura de São Paulo para vigorizar los 
instrumentos de gestión metropolitana y de descentralización político-administrativa de 
la metrópolis paulista, observan que en São Paulo, actualmente, se retoma la discusión 
sobre la estructura, los papeles y el funcionamiento de la Región Metropolitana (la 
mayor y más consolidada región metropolitana del país), y al mismo tiempo se da una 
compleja lucha entre los defensores y detractores de una descentralización 
democratizadora de la gestión del territorio y de las políticas públicas mediante la 
creación de Subprefecturas y Consejos de Representantes (figuras reconocidas por la 
Ley Orgánica del Municipio de 1990).
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5. LAS ÁREAS METROPOLITANAS DE ÁFRICA. EL EJEMPLO DE SUDÁFRICA 
Como señala STEYLER, la llegada de la democracia en 1994 ha visto la radical 
transformación del gobierno local en Sudáfrica, pasando de pequeños y fracturados 
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municipios a grandes municipios. El máximo exponente lo constituyen los municipios 
metropolitanos que, con considerables recursos, buscan gobernar las crecientes 
aglomeraciones urbanas. Sudáfrica es, por tanto, un ejemplo de gobernanza 
metropolitana 
Actualmente, el país está dividido organizado en 284 Municipios, siete de ellos 
metropolitanos
203
, nueve Provincias y tres Capitales, la Ejecutiva en Pretoria, la 
Legislativa en Cape Town, y la Judicial en Bloemfontein. 
El actual sistema de gobernanza metropolitana es relativamente nuevo, tiene sólo 
diez años. En este periodo, las siete municipalidades metropolitanas, se enfrentaron a 
tres grandes retos. En primer lugar, cómo gobernar grandes poblaciones urbanas con 
eficiencia y responsabilidad con un modelo de gobierno que busca acercar el gobierno a 
las personas, y cómo hacer para aumentar la democracia local. En segundo lugar, cómo 
proporcionar los servicios de forma efectiva, eficiente y equitativa a todos sus 
residentes. Y por último, como promover el desarrollo económico y la creación de 
empleo.  
La experiencia de los últimos diez años demuestra que los servicios han sido 
efectivamente prestados y las ciudades se han colocado al frente del desarrollo social y 
económico.  
La administración de las áreas metropolitanas en Sudáfrica debería ser 
contextualizado dentro de la amplia transformación del gobierno local en general y del 
gobierno metropolitano en particular. Con este objetivo, procederemos a realizar un 
recorrido por la evolución de la normativa en materia de régimen local, partiendo de la 
consideración de que la transformación del gobierno metropolitano en Sudáfrica ocurrió 
en dos fases. 
En una primera fase, la aprobación de la Local Government Transition Act, N.º 209, 
de 1993 tuvo lugar con el objetivo de proporcionar medidas con vistas a promover la 
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 Existen municipios metropolitanos en las siguientes provincias sudafricanas: 
- Tres en la Provincia de Gauteng, City of Johannesburg, City of Tshwane y Ekurhuleni, que constituyen 
el Área Metropolitana del Gran Johannesburgo (Greater Johannesburg Metropolitan Area). 
- Uno en Free State, Mangaung Metropolitan Municipality. 
- Dos en Eastern Cape, Buffalo City Metropolitan Municipality y Nelson Mandela Bay Metropolitan 
Municipality, y  
- Uno en Western Cape, City of Cape Town Metropolitan Municipality. 
 
 114 
reestructuración del gobierno local y puso la primera piedra para introducir los 
gobiernos democráticos locales. Propuso también la reducción del número de 
municipios que quedaban delimitados dentro de las áreas metropolitanas. Estableció 
asimismo un sistema de dos niveles de gobierno metropolitano, con división de poderes 
y funciones entre las Municipalidades Metropolitanos y las subestructuras 
metropolitanas, operando el área metropolitana en dos niveles funcionales en términos 
de las dinámicas sociales y económicas. Ello también trajo como consecuencia la 
adopción de estructuras separadas, y diferentes propuestas y programas. En aquel 
momento, señala REDDY, dada la urgente necesidad de introducir un gobierno local 
democrático y no racista, no se prestó demasiada atención al sistema de gobierno 
metropolitano más apropiado para Sudáfrica.
204
 
En el artículo 1 de la Ley N.º 209 de 1993, se consideran áreas metropolitanas 
aquellas que reúnan los siguientes requisitos: 
 que comprendan las áreas de la jurisdicción de una multiplicidad de gobiernos 
locales; 
 que esté densamente poblada y que tenga un intenso movimiento de personas, 
bienes y servicios dentro del área; 
 que esté extensamente desarrollada o urbanizada y que tenga más de un centro 
de negocios, diversas áreas industriales y concentración de empleo; y 
 que, económicamente, forme una unidad funcional que comprenda varias 
unidades más pequeñas independientes económicamente y en cuanto a los servicios. 
Inmediatamente después del establecimiento del sistema metropolitano de dos 
niveles, se procedió a diseñar la fase final de gobierno metropolitano.  
En esta segunda fase hay que partir de los años 1995 y 1996, entre los cuales se 
celebraron las primeras elecciones democráticas de gobiernos locales. El 8 de mayo de 
1966 se aprobó la Constitución de la República de Sudáfrica, que ha sido objeto de 
diecisiete reformas hasta este momento, aumentó el estatus del gobierno local, 
                                                  
204 REDDY, P. S., “Metropolitan Unicity Development in South Africa : A Case –Study of The Greater 
Johannesburg Area”. Jornadas sobre Public Administration: Challenges of Inequality and Exclusion, 
Miami (EUA), 14-18 septiembre 2003, p. 5. 
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dedicando el Capítulo 7, artículos 151 a 164, a su regulación. Como una esfera distinta 
de gobierno, dejó de estar sujeto al control y dirección de los gobiernos nacional y 
provincial. Los poderes legislativo y ejecutivo del gobierno local pasan a abarcar un 
amplio rango de materias, incluyendo los servicios de gas y electricidad; turismo y 
planeamiento; transporte público y obras públicas y carreteras; servicios de 
abastecimiento de agua potable y alcantarillado. Además, una municipalidad tiene el 
derecho a administrar asuntos concretos que caen dentro de la competencia corriente o 
exclusiva del gobierno provincial si esa materia podría ser administrada de manera más 
eficiente por dicho municipio; y si la municipalidad tiene capacidad para administrarla. 
El artículo 154.1º de la Constitución de 1996 obliga al Gobierno de la Nación y a los 
Gobiernos Provinciales, a través de la legislación y otras medidas, a apoyar y fortalecer 
la capacidad de las municipalidades para dirigir sus propios asuntos, ejercer sus poderes 
y cumplir sus funciones., y específicamente el artículo 155 se refiere al establecimiento 
de las municipalidades, distinguiendo entre tres categorías, A, B y C, y opta por las 
áreas metropolitanas con una ciudad central. 
En cuanto a los poderes y funciones de las municipalidades, el artículo 156.1º.a) 
establece que una municipalidad tiene autoridad ejecutiva y el derecho a administrar las 
materias de gobierno local relacionadas en la Parte B del Catálogo 4 (servicios de gas y 
electricidad; planificación municipal; servicios municipales de salud; transporte público 
municipal; abastecimiento de agua potable y saneamiento, entre otros) y en la Parte B 
del Catálogo 5 (mercados; carreteras municipales; tráfico y aparcamiento; alumbrado 
público; etcétera). Asimismo, según el artículo 156.1º.b), le corresponderá cualquier 
otra materia que le atribuya la legislación nacional o provincial. Por último, como se 
dispone en el apartado 4º del artículo 156, el gobierno nacional y los gobiernos 
provinciales deberán asignar a una municipalidad, previo acuerdo y sujetándose a una 
serie de condiciones, la administración de las materias relacionadas en la Parte A del 
Catálogo 4 y en la Parte A del Catálogo 5 que necesariamente se refieran a la 
gobernanza local, si dichas materias podrían ser administradas localmente de manera 
más eficiente; y si la municipalidad tiene capacidad para administrarlas.  
Partiendo de las disposiciones de la Constitución en relación a las Áreas 
Metropolitanas, las siguientes Leyes (Acts) proceden a desarrollar su contenido. 
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Ese mismo año de la promulgación de la Constitución, la Local Government 
Transition Second Amendment Act, N.º 97, de 22 de noviembre, procuró reforzar la 
Municipalidad Metropolitana, que según dicha Ley estará integrada por los municipios 
locales, rurales, districtales y metropolitanos de la Provincia, y enumera 
exhaustivamente los poderes y funciones de ambos niveles. 
En 1997 se inició un debate político para definir un sistema final de gobierno 
metropolitano y reconsiderar el nombramiento de las áreas metropolitanas. Dadas las 
experiencias de las entonces seis estructuras metropolitanas y los problemas 
manifestados, se reconoció que era necesario un sistema metropolitano con más poderes 
en el centro. En el caso de Johannesbugo, se observó una crisis financiera que se 
atribuyó al desconcierto administrativo, la duplicidad y el desgaste como resultado del 
reparto negociado de poderes y funciones.
205
 
En 1998 el gobierno elaboró un documento llamado Local Government White Paper, 
de 9 de marzo de 1998
206
, que incluyó una nueva visión para la gobernanza de las áreas 
metropolitanas. El “Documento Blanco del Gobierno Local” propuso dos opciones de 
gobernanza metropolitana, un sistema fuerte de dos niveles, o bien con un único centro. 
El punto de partida fue la importancia de las áreas metropolitanas. Sin embargo, 
mientras que ellas generaron el grueso del producto interior bruto del país, así también 
se convirtieron en hogar de gran número de personas en situación de exclusión social. 
En relación a la forma que debería adoptar el gobierno urbano, el documento 
concluyó que dicha forma era un factor fundamental para determinar la futura 
prosperidad económica y la estabilidad social de la nación. De esta forma, se optó por 
un gobierno metropolitano fuerte y unificado. Pues este gobierno metropolitano fuerte 
podría asegurar que todos los contribuyentes se beneficiasen de ello, y por otro lado era 
necesario para promover una planificación estratégica del uso del suelo y para coordinar 
la inversión pública en infraestructuras. Además, un gobierno metropolitano fuerte se 
precisaba para desarrollar un marco que abarcase el desarrollo económico y social en la 
municipalidad metropolitana, consiguiendo intensificar la competitividad económica y 
el bienestar de la municipalidad. 
                                                  
205 REDDY, P. S., “Metropolitan Unicity…”, op.cit., p. 6. 
206 Fuente: http://www.gov.za/files/whitepaper_0.pdf (Último acceso, 06.06.2015). 
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La Organized Local Government Act, N.º 52, de 12 de noviembre de 1997, se dictó 
para dar cumplimiento a un requerimiento constitucional en orden a dar reconocimiento 
a la representación de las municipalidades en las organizaciones nacionales y 
provinciales. 
La Municipal Demarcation Act, N.º 27, de 24 de junio de 1998, dispone en su 
artículo 25 que el Consejo de Demarcación, a la hora de establecer los límites 
municipales, habrá de procurar trazar áreas cohesionadas, integradas y no fragmentadas, 
inclusive en el caso de las áreas metropolitanas.
207
  
A continuación, la Municipal Structures Act, N.º 117, de 18 de diciembre de 1998, se 
dicta con los objetivos de establecer las municipalidades de acuerdo con los 
requerimientos relativos a las categorías y tipos de municipalidades; establecer los 
criterios que determinen la categoría del municipio para establecer en el área; y proveer 
una apropiada división de funciones y poderes entre las categorías de municipalidades, 
entre otros fines. Dicha ley propone el establecimiento de metrópolis con una sola 
ciudad. 
Esta ley proporciona una definición de Área Metropolitana tratándose pues de un 
municipio que tiene autoridad exclusiva legislativa y ejecutiva en su área, y que es 
descrita en la sección 155.1º de la Constitución de 1996 como un municipio de 
categoría A. 
Dentro del Capítulo 1º, el artículo 5 establece que será el Ministro el que determine si 
un área debe tener una categoría A, debiendo declararla como un Área Metropolitana 
mediante anucio en la Government Gazette. 
Se establecen también por esta ley la composición de sus órganos, el funcionamiento 
y la disolución de todos los tipos de municipalidades, (según la clasificación por 
categorías que se recoge en la Constitución y que desarrolla esta ley), su organización y 
funciones. Por lo que respecta a la atribución de funciones, el artículo 81 remite a lo 
establecido en la Constitución para cada municipalidad (artículos 156 a 229). 
Con esta ley se llegó al final de un largo y controvertido debate sobre la forma de la 
gobernanza metropolitana que es la más apropiada para las circunstancias locales en 
                                                  





El Consejo de Demarcación Independiente Municipal (Independent Municipal 
Demarcation Board), establecido en 1999, proclamó 6 consejos metropolitanos 
utilizando del modelo del “commuting”. 
Como resultado, en la provincia central de Gauteng, el corazón empresarial e 
industrial de Sudáfrica, se crearon tres municipalidades metropolitanas contiguas, City 
of Johannesburg, City of Tshwane y Ekurhuleni, integrándose las tres, a su vez, en la 
Greater Johannesburg Metropolitan Area. La importancia de las municipalidades 
metropolitanas se comprueba en sus presupuestos.  
Junto con estas municipalidades, hasta la fecha se han creado otras cuatro 
municipalidades, que rivalizan con las provincias en recursos e influencia.
209
 
La Local Government Municipal Structures Amendment Act, N.º 33, de 13 de octubre 
de 2000 modifica la Municipal Structures Act de 1998 para regular nuevas cuestiones 
relativas a la creación de nuevas municipalidades o la disolución de las ya establecidas, 
entre otras medidas. 
Por ultimo, la Municipal Systems Act, Nº. 32 de 20 de noviembre de 2000, completa 
la legislación principal sobre el régimen metropolitano. 
Las segundas elecciones democráticas para elegir los gobiernos locales tuvieron 
lugar el 5 de diciembre de 2000 y marcaron el fin del proceso de transición y redujeron 
el número de municipios de 843 a 284. 
Tras las elecciones, y bajo el nuevo sistema, los concejos metropolitanos fueron 
legalmente revestidos del poder para establecer subestructuras descentralizadas como 
Comités del Concejo, a los que podrían delegar poderes y funciones.
210
 
En relación al reconocimiento de la población hacia la funcionalidad y eficacia de las 
áreas metropolitanas, algunas de las críticas al modelo de una municipalidad 
metropolitana única es la de que este es altamente centralizado y va en contra de la 
                                                  
208 REDDY, P. S., “Metropolitan Unicity…”, op.cit., p. 9. 
209 STEYLER, N., “Governance and Finance of Two South African Metropolitan Areas”. En Governance 
and Finance of Metropolitan Areas in Federal Systems”. En SLACK, N. E. y CHATTOPADHYAY, R. 
(eds.) The Forum of Federations 2013, Oxford University Press, Canadá, 2013, pp. 189-194. 
210 REDDY, P. S., “Metropolitan Unicity…”, op.cit., p. 9. 
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noción de descentralización propuesta en el Documento blanco del Gobierno Local y en 
la Municipal Systems Act, del año 2000. 
Una cuestión clave que se ha planteado es la de si el área metropolitana será capaz de 
atender las necesidades de comunidades residentes en los límites de las ciudades y en 
las áreas rurales. Otro punto resaltado es el de que se han creado muchos niveles 
administrativos para atender la nueva ciudad unificada y consecuentemente la nueva 
burocracia aumentará y se volverá difícil de manejar y promoverá la centralización a 
expensas de las comunidades pobres y marginadas. 
En  caso del Área Metropolitana de eThekwini (cuya ciudad central es Durban), ésta 
sufre de un problema de reconocimiento. Pues a pesar de que sus habitantes reciben 
información por parte de sus concejales sobre las iniciativas que se desarrollan desde el 
área metropolitana, sin embargo no siempre atribuyen los logros a esta entidad.
211
 
6. LAS ÁREAS METROPOLITANAS EN ASIA Y EL PACÍFICO 
6.1. India 
En la actualidad, la República de la India está dividida administrativamente en 6 
Zonas, 29 Estados y 7 Territorios de la Unión; el siguiente nivel territorial lo conforman 
655 Distritos o Zitā, que a su vez y constituyendo ya al nivel local, se dividen en sub-
Distritos o Tahsils, ciudades y aldeas. 
La Constitución de la India está vigente desde el 26 de enero de 1950, si bien ha 
sufrido 98 modificaciones hasta la fecha (la última es del año 2012)
212
. La reforma 
constitucional operada con la The Constitution (Seventy-fourth Amendment) Act de 
1992, modificó la regulación del apartado dedicado al régimen local, Part IXA, The 
Municipalities, que define las Áresa Metropolitanas en el artículo 243P.c) como aquel 
área que tiene una población de 100.000 habitantes o más, comprendida dentro de uno o 




 u otras 
                                                  
211 BEALL, J., “Exit, Voice and Tradition: Loyalty to Chieftainship and Democracy in Metropolitan 
Durban, South Africa”. Crisis States Programme, Working Series Paper N.º 1, Development Research 
Centre, DESTIN, LSE, Londres, Working Paper N.º 59, enero 2005, p. 19. 
212 Fuente: http://india.gov.in (Último acceso, 10.06.2015). 
213 El artículo 243Q, relativo a la constitución de Municipalidades, establece en el apartado 1 que, en 
todos los Estados, deberán ser constituidos: 
(a) un Nagar Panchayat para un área en transición de un área rural a un área urbana; 
(b) un Concejo Municipal para areas urbanas más pequeñas; y 
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áreas contiguas, especificadas por el Gobernador por notificación pública para constituir 
un Área Metropolitana para los propósitos recogidos en esta Parte de la Constitución. 
Con la reforma se reconoce a los Panchayats en las áreas rurales y las 
Municipalidades en las ciudades como órganos autónomos, entrando dichos entes 
dentro de la competencia reguladora de los Estados.
215
 Como consecuencia de la 
enmienda, las Municipalidades pasan a ser considerados el tercer nivel de gobierno, 




Estas modificaciones constitucionales han supuesto la uniformidad de las entidades 
locales a lo largo del país, con algunos ajustes para las áreas tribales. También han 
asegurado la permanencia de estos órganos y el cumplimiento de sus funciones de 
manera efectiva. Asimismo, estas disposiciones han reforzado los valores democráticos 
en las bases y la participación pública en el proceso político y en la Administración.
217
 
Dispone la ley en el artículo 243ZE(1) que “se constituirá en cada área metropolitana 
un Comité de Planificación Metropolitana para preparar un borrador del plan de 
desarrollo para el área metropolitana en general”. Será la legislación del Estado la que 
determine la composición del Comité, debiendo ser al menos dos tercios de sus 
miembros elegido por y de entre los miembros electos en las Municipalidades y los 
presidentes de los Panchayats del Área Metropolitana en proporción a la razón existente 
entre la población de las Municipalidades y la de los Panchayats del área. 
Hasta la incorporación de estas provisiones en la Constitución, el término 
“metropolitano” era usado genéricamente, y no de una manera formal, por el Censo de 
la India y también por el Estado Central y otros gobiernos. La incorporación de este 
término en la Constitución ha sido interpretada para señalar: 
                                                                                                                                                  
(c) una Corporación Municipal para un área urbana más grande.  
214 Como se establece en el artículo 243B. (d) de la Constitución, con el término Panchayat se denomina 
una institución de gobierno local constituida según lo dispuesto en el artículo 243B, para las áreas rurales. 
Asimismo, establece el apartado (e) que Panchayat area significa el área territorial de un Panchayat. 
215 SINGH, M. P., “Derecho Constitucional de India”. En ARGULLOS i MURGADAS, E. y VELASCO 
RICO, C. I. (dtres.), Instituciones y competencias en los estados descentralizados, Generalitat de 
Catalunya, Institut d’Estudis Autonòmics, Barcelona, 2011, pp. 167-223. 
216 PRAKASH MATHUR, O., “Metropolitan Governance and Finance in India’s Federal Structure”. En 
SLACK, N. E. y CHATTOPADHYAY, R. (eds.) Governance and Finance of Metropolitan Areas in 
Federal Systems, The Forum of Federations 2013, Oxford University Press, Canadá, 2013, pp. 155-162. 
217 SINGH, M. P., “Derecho Constitucional…”, op. cit., p. 558. 
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 la importancia creciente de las áreas metropolitanas en la economía de la India; 
 un aspecto prioritario para el gobierno central en la planificación y desarrollo de 
esas áreas. Es un desarrollo muy importante para la estructura federal de la India, donde 
el desarrollo urbano ha sido y continua siendo una materia del gobierno estatal, con una 
mínima participación del gobierno central.
218
  
La Constitución también recoge las competencias y funciones que pueden 
transferirse a las entidades locales, si bien quedando sujetas al control estatal. La 
Federación no dispone de ninguna competencia en relación con los entes locales, ya que 
éstos entran dentro de la competencia reguladora de los Estados. Aún así, la Federación 
financia directamente a las entidades locales cuando ejecuten cualquier régimen de 
bienestar a nivel local. Ello conlleva que la Federación pueda ejercer algún tipo de 
control sobre las entidades locales mediante su poder de gasto. 
Por otro lado, no existe ningún mecanismo jurídico específico de coordinación o 
colaboración entre entes locales. Los gobiernos federal y estatales pueden, sin embargo, 
buscar la colaboración para la ejecución de sus regímenes de bienestar para los 
ciudadanos en las áreas locales.
219
 
Municipal Corporation of Delhi (MCD)  
Kolkata Municipal Corporation (KMC)  
Kolkata Metropolitan Area: The Kolkata Metropolitan Development Authority 
Chennai Metropolitan Area: Chennai Metropolitan Development Authority 
Pune Metropolitan Area: Pune Metropolitan Development Authority 
Greater Hyderabad Municipal Corporation(GHMC): Hyderabad Metropolitan 
Development Authority 
Bruhat Bangalore Mahanagara Palike (BBMP)- Greater Bangalore Municipal 
Corporation: Bangalore Development Authority (BDA) 
                                                  
218 PRAKASH MATHUR, O., “Metropolitan Governance…”, op. cit. p. 161. 
219 SINGH, M. P., “Régimen local y municipal”. En ARGULLOS i MURGADAS, E. y VELASCO 
RICO, C. I. (dtres.), Instituciones y competencias en los estados descentralizados, Generalitat de 
Catalunya, Institut d’Estudis Autonòmics, Barcelona, 2011, pp. 553-588. 
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A escala metropolitana, en la India se han creado organismos para administrar 
grandes áreas regionales, como por ejemplo, la Autoridad para el Desarrollo de la 
Región Metropolitana de Mumbay (Mumbai Metropolitan Region Development 
Authority). 
La MMRAA se estableció  por el Gobierno de Maharashtra conforme a la Mumbai 
Metropolitan Development Act, de 26 de enero de 1975, con el objetivo de planificar y 
coordinar las actividades de desarrollo en la Región Metropolitana de Mumbai, 
abarcando la ciudad de Mumbai y su área de influencia.
220
 
Esta Autoridad tiene competencias en materia de planificación regional para toda la 
región metropolitana. Entre sus funciones se incluyen la elaboración de planes de 
desarrollo futuro, promocionar nuevos centros de crecimiento, mejorar el sistema de 
infraestructuras y financiar proyectos de desarrollo en la Región. Ha impulsado, 
coordinado y financiado proyectos como la reforma del sistema de transporte, la 
reforma del sistema de mercados públicos, el desarrollo urbano proporcionando 
servicios básicos (agua, alcantarillado) a barrios deprimidos. También gestiona Fondos 
de Desarrollo para financiar proyectos de mejora de servicios municipales en la Región 
Metropolitana. 
La Autoridad es el máximo órgano decisorio del MMRDA. Está formada por 18 
miembros, representantes del gobierno y el parlamento de Maharshtra, la Corporación 
Municipal de Mumbai y el Alcalde y el Municipal Comisionado Municipal de Mumbai. 
Cuenta con un Comisionado Metropolitano que dirige la estructura administrativa de 
la MMRAA y es nombrado por el gobierno del Estado de Maharshtra. El Comisionado 
es asesorado técnicamente en sus funciones por un consejo ejecutivo (Executive 
Council) de nueve miembros.
221
 
En el Estado de Tamil Nadu, mediante la Tamil Nadu Town and Country Planning 
Act de 1971, se aprobó la creación de la Chennai Metropolitan Development Authority 
                                                  
220 Fuente: https://etendermmrda.maharashtra.gov.in/aboutus (Último acceso, 12.09.2015). 
221 Fuente: http://old.metropolis.org/sites/default/files “Metrópolis”, Asociación Mundial de las Grandes 
Metrópolis (Último acceso, 12.06.2015). 
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En abril de 2015, el Estado de  Maharashtra anunció la creación de la Pune 
Metropolitan Region Development Authority (PMRDA), después de muchos años de 
espera. El propósito principal de este organismo será aprobar una plan de desarrollo 





Japón está formado por cuatro islas principales: Honshū, Hokkaidō, Kyūshū y 
Shikoku que a su vez están divididas en regiones. Una región no es una unidad 
administrativa oficial, pero ha sido tradicionalmente utilizada como división regional 
del Japón en la enseñanza de geografía en las escuelas. De norte a sur Japón está 
dividido en ocho regiones: Hokkaido, Tohuku, Kanto, Chubu, Kinki, Chugoku, Shikoku 
y Kyushu. Cada una de estas regiones está compuesta por prefecturas, a excepción de la 
región de Hokkaidō que se compone de una única prefectura. Las prefecturas son la 
unidad administrativa oficial del país y se llama de forma habitual Todōfuken. Son 47 
jurisdicciones territoriales (1 distrito metropolitano: Tokio, 1 provincia: Hokkaidō, 2 
prefecturas urbanas: Osaka y Kioto y 43 prefecturas rurales). Esta división fue 
establecida por el gobierno Meiji en 1871. Aunque inicialmente fueron creadas unas 
300 prefecturas, este número fue disminuyendo hasta un total de 47 en el año 1888.
224
 
La nueva Constitución de Japón entró en vigor el 3 de mayo de 1947 y dedicó el 
Capítulo VIII a las Autonomías locales, estableciendo en el artículo 92 que “las 
cuestiones concernientes a la organización y funcionamiento de las entidades públicas 
locales serán establecidas por la ley sobre la base del principio de autonomía local”. 
En consecuencia, ese mismo año se aprobó la Ley de Autonomía Local (Local 
Autonomy Law, N.º 67, de 17 de abril de 1947), cuya última modificación hasta la fecha 
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se produjo por la Ley N.º 79, de 2009. En su artículo 1 establece el propósito de la Ley, 
que es el de clasificar las entidades públicas locales, delimitar su organización y 
operaciones, y regular las relaciones básicas entre el Estado y dichas entidades de 
acuerdo con el principio de autonomía local, con el fin de asegurar cada uno de ellos 
una administración democrática y eficiente así como un sólido desarrollo. 
La tarea de los entes públicos locales será, según el artículo 1.2, la de promover el 
bienestar de sus residentes, para cuyo propósito llevarán a cabo una amplia serie de 
tareas para la realización autónoma y extensa de la administración pública local.  
En el apartado 1.3, la Ley clasifica los entes públicos locales como ordinarios y 
especiales. Son entes públicos locales ordinarios las metrópolis, las prefecturas urbanas, 
las prefecturas rurales, y las municipalidades, que engloban las ciudades, los distritos, 
los pueblos, y las villas. Constituyen los entes públicos especiales, creados para atender 
objetivos específicos relativos al gobierno local los distritos especiales, las uniones de 
entidades públicas locales, las cámaras de la propiedad y las cooperativas de desarrollo 
local.  
El sistema de gobierno local en Japón consiste en dos niveles, prefecturas y 
municipalidades que se integran en las prefecturas. Ambas son entidades públicas 
locales de igual estatus y cooperan en la administración local de acuerdo con sus 
correspondientes obligaciones. 
Las prefecturas son autoridades regionales que comprenden a las municipalidades, y 
están a cargo de las administraciones regionales. Japón cuenta con 47 prefecturas, y 
Tokio es una de esas autoridades regionales. 
Las municipalidades son entidades públicas locales que tienen una relación fuerte y 
directa con sus residentes y se encargan de los asuntos directamente relacionados con 
ellos. A 1 de enero de 2013, había 789 ciudades, 746 pueblos y 148 villas en Japón. No 
existen diferencias esenciales entre las ciudades, los pueblos y las villas en sus 
responsabilidades. Para ser reconocida como Ciudad, una municipalidad debe tener una 
población de 50.000 o más habitantes, y debe cumplir además otros requisitos. Los 




La historia de la capital de Japón se remonta a 400 años atrás. Como consecuencia de 
la Guerra del Pacífico, que estalló en 1941 y tuvo un gran impacto en la ciudad, el 
sistema dual de administración hasta entonces existente, que se dividía entre la 
prefectura y la ciudad de Tokio se abolió para ganar en eficiencia, fusionándose para 
constituir la Metrópolis de Tokio en 1943. Se estableció entonces el sistema 
administrativo metropolitano y se designó un gobernador. 
Tokio es por ley una unidad administrativa especial que tiene autoridad equivalente 
al de una prefectura y por lo tanto se lista como una de las 47 prefecturas de Japón. Su 
nombre oficial es "Metrópolis de Tokio",  La Metrópolis está constituida por 23 distritos 
especiales que están, en principio, sujetos a la misma regulación que la aplicada a las 
ciudades, si bien, el sistema de distritos especiales se ha creado para atender las 
especiales necesidades de una gran metrópolis y tiene ciudades incorporadas bajo su 
jurisdicción. Cada uno de los 23 distritos especiales de Tokio es legalmente una ciudad 
que tiene sus propios órganos de gobierno 
Estos distritos son diferentes a los de las demás ciudades porque han cedido diversas 
competencias metropolitanas al Gobierno Metropolitano de la Ciudad de Tokio pero 
cuentan con una mayor autonomía de gestión, son de facto municipalidades. 
Administran la mayor parte de los servicios municipales, especialmente aquellos 
dirigidos directamente a los ciudadanos. Los 23 distritos han constituido una asociación 
responsable de la coordinación en materia de salud pública y una agencia de gestión de 
residuos. Cada distrito cuenta con su Asamblea o Consejo de Distrito, que define las 
iniciativas políticas del distrito y su propio Alcalde, quien debe ejecutar las iniciativas 
de la asamblea. En cada distrito los ciudadanos votan directamente a su alcalde de 
distrito así como los miembros de la asamblea (su número varía en función de la 
población pero tiene un máximo de 56 por asamblea) para cumplir legislaturas 
coincidentes de 4 años.
225
 
Junto con los 23 distritos especiales, la Metrópolis de Tokio también cuenta con 26 
ciudades, 5 pueblos y 8 villas que constituyen el territorio de Tama. Los sistemas 
                                                  
225 Fuente: “Metrópolis”, Asociación Mundial de las Grandes Metrópolis. Tokio, metrópoli de Japón. 
Enlace web: www.old.metropolis.org/sites/.../metropolitan.../436_001_tokyo_esp.pdf  (Último acceso: 
11/06/2015). 
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administrativo y financiero del gobierno metropolitano y sus municipalidades son los 
mismos que aquellos establecidos para otras prefecturas.  
Dada la densidad de población, la contigüidad territorial y otras realidades de los 23 
distritos especiales, existe un solo sistema administrativo entre el gobierno 
metropolitano y los distritos, que difieren de la típica relación entre las prefecturas y los 
municipios. 
Este sistema equilibra la necesidad de mantener una administración unificada y el 
control sobre todos los distritos y la necesidad de mantener los gobiernos de los 
distritos, dada su cercanía a sus habitantes, y que se encargan de los asuntos de cada día.  
El gobierno y cada una de sus municipalidades trabajan al mismo ritmo para cumplir 
con sus respectivas funciones, con el objetivo de proveer los servicios de la manera más 
cercana a sus residentes. 
Específicamente, en los 23 distritos, el gobierno metropolitano adopta algunas de las 
responsabilidades administrativas de la “ciudad”, como los servicios del suministro del 
agua y de depuración de aguas, y la lucha contra incendios en orden a asegurar la 
prestación de servicios uniformes y eficientes, mientras que los distritos tienen la 
autonomía para gestionar los asuntos cercanos a sus residentes, como bienestar social, 
educación y vivienda. 
Así, a pesar de que los servicios de la lucha contra incendios y el abastecimiento de 
agua potable son generalmente establecidos por la ley como servicios municipales, en la 
Metrópolis de Tokio se considera que dado que estos servicios pueden ser gestionados 
de forma más eficaz en una escala mayor y que la prestación por las municipalidades 
podría aumentar sus cargas financieras, es el gobierno metropolitano el que presta 
dichos servicios, salvo en ciertas municipalidades. 
En el supuesto de servicios que pueden gestionarse con mayor eficacia y eficiencia 
desde el ámbito regional, las municipalidades establecen cooperativas y asociaciones 
regionales constituyendo entidades públicas locales especiales, en los términos 
establecidos en la Local Autonomy Act. Existen 29 cooperativas en las municipalidades 
y abarcan un amplio margen de asuntos, como el establecimiento y gestión de plantas 
incineradoras de residuos y el funcionamiento hospitales públicos. 
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El gobierno metropolitano promueve medidas dirigidas a enfrentar los retos en su 
área, y también presta la asistencia requerida por cada una de las municipalidades. El 
gobierno adopta una postura activa en la promoción de la administración regional a 
través de varias medidas de apoyo como la ayuda financiera, y ofrece asesoramiento 
técnico para mejorar los sistemas regionales de alcantarillado. 
Así pues, el Gobierno Metropolitano tiene competencias en las siguientes áreas: 
planificación urbana metropolitana (coordinación de los entes locales inferiores), medio 
ambiente (gestión de residuos, evaluación de impacto ambiental, medidas contra la 
polución); gestión de servicios sociales y sanitarios propios, supervisión de los servicios 
sanitarios privados, promoción económica y turística; promoción y gestión de la 
vivienda pública municipal; gestión de la infraestructura del puerto; salud pública; 
universidades; educación (escuelas públicas municipales). Recauda sus propios recursos 
y gestiona competencias que en otras prefecturas son competencia de entes locales más 
pequeños. 
El Gobierno de la Metrópolis de Tokio está compuesto por una Asamblea 
(Assembly), que integran 127 miembros elegidos directamente por los ciudadanos de 
Tokio, para un período de 4 años. Es el órgano encargado de la toma formal de 
decisiones. Al representar a los ciudadanos de Tokio, también tiene el poder de 
investigar e inspeccionar todos los aspectos del gobierno metropolitano. 
El Presidente es elegido de entre sus miembros, representa a la Asamblea, preside sus 
sesiones y supervisa sus asuntos. Asimismo, es el portavoz de la Asamblea ante el 
exterior. Como órgano de apoyo a la Asamblea existe una Secretaría, y el Presidente 
nombra y cesa a sus miembros. 
Dado que la estructura y los cometidos de la administración metropolitana son muy 
amplios, variados y complejos, y con el objetivo de asegurar un debate profundo y un 




7. LAS ÁREAS METROPOLITANAS EN EUROPA. SUIZA 
7. 1. Introducción 
                                                  
226 Fuente: http://www.metro.tokyo.jp (Último acceso, 11/06/2015). 
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LEFÈVRE, en su artículo titulado “¿Metrópolis ingobernables? Experiencias 
europeas”, al igual que la mayor parte de la doctrina atribuye la falta de concreción del 
fenómeno metropolitano a la desconfianza política en su institucionalización. Al 
respecto opina que,  
“así como las metrópolis se han transformado en uno de los espacios principales 
en los que se plantean los desafíos económicos y sociales de las sociedades 
modernas, sufren para erigirse en actores políticos, es decir, en agentes colectivos 
capaces de producir las políticas adecuadas para, a la vez, responder a estos desafíos 
y orientar su futuro, en términos simples, para gobernarlos. Ello es así porque las 
metrópolis tienen grandes dificultades para transformarse en auténticos territorios, 
esto es, para estructurar un poder político a escala metropolitana. 
Así, las metrópolis se encuentran hoy en una situación paradójica. Por un lado, la 
literatura y la mayoría de los actores no dejan de presentarlas como espacios 
pertinentes para responder a las numerosas cuestiones económicas, políticas, 
sociales, medioambientales planteadas por el desarrollo del capitalismo 
contemporáneo. Por otro, son, con raras excepciones, políticamente casi inexistentes, 
lo que pone sobre la mesa el problema de su gobernabilidad.”227  
En el ámbito europeo, LEFÈVRE demuestra con ejemplos sus anteriores palabras. 
Así, por lo que respecta a Gran Bretaña, sólo el Gran Londres, al que se otorgó una 
institución específica en 1999, supuso una descentralización regional y un primer paso 




En Francia, observa LEFÈVRE, el debate sobre la constitución de una nueva entidad 




                                                  
227 Según C. LEFÈVRE, (“¿Metrópolis ingobernables? Experiencias europeas”. Política y Sociedad, 
Universidad Complutense de Madrid, 2010, Vol. 47, Núm. 3, p. 131),  
“si a lo largo de las últimas décadas las metrópolis se han encontrado con dificultades para 
constituirse como territorios políticos, ha sido especialmente porque los principales actores que 
desempeñan un papel nada despreciable en esos territorios se han opuesto, bien directamente a las 
acciones y políticas tendentes al reconocimiento político del hecho metropolitano, bien indirectamente 
por falta de apoyo a este proceso. Ante todo, hay que decir que estos actores metropolitanos son el 
Estado, los gobiernos locales y la sociedad civil. En efecto, prácticamente ningún país ha desarrollado 
políticas nacionales que tuviesen como objetivo privilegiar la escala metropolitana y por regla general 
los procesos de descentralización no han favorecido a las metrópolis.” 
228 C. LEFÈVRE, (“¿Metrópolis ingobernables?...”, op. cit., p. 134), nos recuerda que,  
“en Alemania, Bélgica o en los países escandinavos, la descentralización, aunque tímida en 
algunos casos, ha favorecido generalmente al nivel regional (Alemania, Bélgica) o a las provincias y 
condados (países escandinavos). Las pocas entidades metropolitanas existentes (Hanover, Stuttgart, 
Copenhague) son instituciones débiles y controladas. En los países del sur de Europa, en los que el 
proceso de descentralización es significativo (España, Francia, Italia), ocurre lo mismo.”  
229 Prueba de ello, para C. LEFÈVRE, (“¿Metrópolis ingobernables?...”, op. cit., p. 134), “es la nueva ley 
de reforma de las entidades locales presentada en el Parlamento a principios de 2010. Esta ley, que 
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En Italia va a suceder lo mismo que lo apuntado para el caso de Francia, según 
LEFÈVRE, “el proceso de descentralización ha seguido un largo y caótico camino que a 
fin de cuentas ha terminado por favorecer también a  los gobiernos subnacionales 
existentes: municipios, provincias y regiones. Se ha olvidado la escala 
metropolitana.”230 
Continuando con su análisis, el autor menciona que “Alemania presenta dos casos de 
grandes ciudades que disponen de una institución metropolitana, Stuttgart y Hanover, 
pero se trata de estructuras con competencias y recursos muy débiles y que no ponen en 
peligro el poder de las ciudades centrales. En los Países Bajos, son las grandes ciudades 
y las provincias las que se oponen a los proyectos de creación de una “Delta 
Metrópolis” sobre la Randstad.231 
CUCHILLO Y MORATA realizan en su obra “Organización y funcionamiento de 
las áreas metropolitanas” un estudio sobre 16 áreas que tienen poblaciones 
comprendidas entre los 700.000 (La Haya) y los 12 millones de habitantes (región de 




Los autores diferencian dos tipos de áreas metropolitanas: el área metropolitana-
región, en cuyo modelo se incluyen Londres, y el área metropolitana-ciudad. Además de 
París, corresponderán al primer modelo: Londres, Estocolmo, Frankfurt, Munich, 
Hannover, Milán y Copenhague, con superficies comprendidas entre los 1.120 y los 
4.000 km
2
 y, por lo tanto, con densidades medias relativamente bajas, salvo en el caso 
de Londres. Dentro del tipo que los autores denominan área metropolitana-ciudad 
estarían Bruselas, Toronto, Rotterdam, La Haya, Ámsterdam, Birmingham y Lille. Por 
                                                                                                                                                  
preveía la creación de “metrópolis” en las 11 mayores ciudades francesas, es decir, de auténticas 
entidades locales dotadas de competencias generales y elegidas democráticamente, ha sido poco a poco 
vaciada de contenido por los parlamentarios. Hoy en día, en lugar de entidades locales de pleno derecho, 
asistiremos probablemente a la creación la enésima estructura de cooperación intermunicipal como las 
que habitan ya los territorios urbanos franceses”.  
230 Reconoce C. LEFÈVRE, (“¿Metrópolis ingobernables?...”, op. cit., p. 135) que “es cierto que las 
“ciudades metropolitanas”, instituciones locales quecomprenden las áreas metropolitanas y que disponen 
de competencias y recursos significativos, están bien reconocidas por la constitución italiana… pero no 
existen. En efecto, desde que fueron mencionadas en la ley 142 de 1990 ninguna ha visto la luz.” 
Universidad Complutense de Madrid, 2010, Vol. 47, Núm. 3, p. 135. 





último, la situación de Viena presenta las particularidades de las ciudades-estado, 
propias del federalismo germánico En todos los casos, el Área Metropolitana se articula 
alrededor de una ciudad central que tiene la condición de capital política y/o económica 
del Estado o de una región dominante. 
En general, se observa una falta de correspondencia entre las zonas metropolitanas 
reales y las áreas efectivamente institucionalizadas. Estas últimas suelen ser de 
dimensiones geográficas y demográficas más reducidas, lo cual no deja de plantear 
ciertos problemas de cara a la planificación del territorio o a la prestación de los 
servicios públicos. El tipo de tratamiento aplicado a los problemas metropolitanos 
parece estar directamente condicionado por las variables políticas, institucionales y 




Desde el inicio de industrialización a finales del siglo diecinueve, Suiza ha 
experimentado una extensión sostenida y continua de las áreas urbanas. Las ciudades 
han continuado extendiéndose más allá de sus fronteras tradicionales, regiones 
anteriormente rurales fueron urbanizadas y áreas grandes metropolitanas han surgido. 
Como en la mayor parte de países de la OCDE, las áreas metropolitanas se han 
convertido en la forma dominante de asentamientos poblacionales en Suiza.  
Las estructuras de gobierno en áreas metropolitanas han permanecido en gran parte 
inalteradas desde principios del vigésimo siglo, y como consecuencia existe una alta 
fragmentación institucional. No existe ninguna organización política para las 
necesidades de la población que vive allí. No obstante su creciente peso económico en 
la economía nacional, las ciudades y áreas metropolitanas en Suiza sólo recientemente 
han comenzado a recibir especial atención.  
Las dos áreas metropolitanas de Zurich y Ginebra, la primera y segunda más grandes 
en Suiza, representan juntas más del 20 por ciento de la población total.  
El fenómeno de urbanización ha sido reconocido por la estadística oficial territorial 
en Suiza desde el principio de los censos modernos demográficos en el año 1860. En un 
                                                  
232 CUCHILLO, M. y MORATA, F., Organización y funcionamiento de las áreas metropolitanas: un 
análisis comparado, MAP, Madrid, 1991, pp. 249-250. 
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principio, las ciudades fueron definidas como comunas cuya población excedía de un 
cierto tamaño. Cuando las áreas urbanas comenzaron a extenderse a través de los límites 
de las ciudades tradicionales a principios del vigésimo siglo, la estadística territorial fue 
adaptada para incluir la nueva categoría de “áreas metropolitanas” para designar 
aglomeraciones urbanas funcionalmente integradas.  
Las áreas metropolitanas son definidas como los espacios de asentamiento de al 
menos 20.000 habitantes, destacando una ciudad principal con una alta densidad de 
trabajo, y comunas adyacentes donde una gran proporción de la mano de obra viaja 
diariamente a su lugar de trabajo en la ciudad principal.  
En términos de población, sólo un tercio de la población que se asienta en las áreas 
metropolitanas habita en las ciudades principales. Esto muestra, primero, la 
relativamente pequeña superficie geográfica de  las ciudades principales y, segundo, la 
alta fragmentación de la aglomeración en comunas. La fragmentación institucional hace 
necesario establecer los mecanismos de coordinación y cooperación entre comunas no 
sólo para realizar las economías de escala, pero también asegurar la coherencia 
supralocal de aquellas políticas relevantes a la más amplia región.  
En la suma, ciudades principales proporcionan los servicios que benefician a toda el 
área metropolitana. Ellos por lo tanto tienen que cubrir los costes de los servicios no 
sólo para sus propios contribuyentes, sino también para muchas personas que viven 
fuera de la ciudad y los visitantes que disfrutan de su territorio sin pagar impuestos.  
El gobierno federal ha dejado atrás su tradicional desinterés en los asuntos y retos 
urbanos, y ha desarrollado sensibilidad una sin precedentes para el desarrollo de las 
ciudades y las áreas metropolitanas, y los problemas que ellos enfrentan. 
Así pues, la organización territorial de Suiza es la de un Estado federal con tres 
entidades político-administrativas: la Confederación, 26 cantones y 6 semicantones, así 
como 2.352 municipios, denominados “comunas”. Cada cantón tiene su propia 




                                                  
233 Datos facilitados por la “Oficina de Información Diplomática del Ministerio de Asuntos Exteriores y 
de Cooperación”. Enlace web: http://www.exteriores.gob.es/.../FichasPais/suiza_FICHA%20PAIS.pdf 
Último acceso: 14.06.2015. 
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Los cantones son en Suiza los poderes estatales descentralizados, y las comunas 
gozan solamente de una autonomía en el margen de la delegación de competencias de 
los cantones. Cada cantón tiene una constitución propia. 
La Constitución Federal de la Confederación Suiza de 18 de abril de 1999 no 
establece el mapa de la organización territorial, sólo enumera cada cantón con su 
nombre. En el artículo 3 dispone que “Los cantones son soberanos en los límites de la 
Constitución Federal y, como tales, ejercerán todos los derechos no delegados al poder 
federal.”.234 
Por lo que respecta a la autonomía de las comunas, esta está garantizada por lo 
dispuesto en la ley de cada cantón. La Constitución en su artículo 50, además de 
garantizar la autonomía de las comunas dedica, aunque brevemente, una mención a las 
áreas metropolitanas, al disponer que Dentro del artículo 50, que garantiza al autonomía 
de las comunas, se refiere la Constitución, aunque brevemente, a las áreas 
metropolitanas, pues dispone que “la Confederación tomará así mismo en consideración 
la situación particular … de las aglomeraciones urbanas.” 235 
El artículo 50 fue añadido a la Constitución federal en 1999, asignando el gobierno 
federal la competencia de dirigir los problemas específicos de las ciudades y las áreas 
metropolitanas. Esto fue la base legal para la formulación de una nueva política sobre 
áreas metropolitanas por el gobierno federal. 
Otra muestra del reconocimiento a dichas áreas urbanas lo encontramos en la 
mención que el artículo 86 hace a la posibilidad de que la Confederación utilice parte de 
sus ingresos procedentes del impuesto de carburantes y de los peajes de autopistas para 
las tareas y costes en relación con el tráfico rodado para aplicar a una serie de medidas 




                                                  
234 Artículo 3 de la Constitución Federal: The Cantons are sovereign except to the extent that their 
sovereignty is limited by the Federal Constitution. They exercise all rights that are not vested in the 
Confederation. 
235 Artículo 50: 
1 The autonomy of the communes is guaranteed in accordance with cantonal law.  
2 The Confederation shall take account in its activities of the possible consequences for the communes. 
3 In doing so, it shall take account of the special position of the cities and urban areas as well as the 
mountain regions. 
236 Artículo 86. Consumption tax on motor fuels and other traffic taxes 
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Además del establecimiento de nuevas estructuras de coordinación que conectaban 
los tres niveles del federalismo suizo - la llamada “Conferencia de la Aglomeración 
Tripartita”, el gobierno federal comenzó a apoyar económicamente las estrategias de 
desarrollo territorial dirigidas a mejorar la infraestructura del transporte dentro de las 
áreas metropolitanas. Así, En 2006, los parlamentos federales estuvieron de acuerdo con 
apoyar veintitrés proyectos urgentes dirigidos a mejorar el transporte público 
metropolitano y las infraestructuras de ferrocarril. Así también, la administración 
federal ofrece apoyo técnico y financiero a proyectos innovadores cantonales y 
comunales, con el objetivo de mejorar la cooperación en y entre las comunas, redes de 
ciudad y áreas metropolitanas. 
Los cantones también tienen un papel crucial en la nueva política del gobierno 
federal en el campo de problemas de área metropolitanas, pues acompañan 
necesariamente a las comunas y al gobierno federal en la definición y realización de las 
estrategias de desarrollo urbano contenidas y promovidas en el marco de la nueva 
política de áreas metropolitanas. 
Cantones con grandes áreas metropolitanas, por lo tanto, han comenzado a dirigir 
cuestiones y problemas relacionados con la gobernanza metropolitana, al mismo tiempo 
o aún antes que el gobierno federal. Al respecto, han adoptado iniciativas como la 
adaptación de las estrategias de planificación regionales, y la elaboración de programas 
para reformas de las instituciones territoriales. La planificación regional estratégica ha 
sido una prerrogativa cantonal desde los años 1970 y es ampliamente usada por los 
cantones como un instrumento dirigir su desarrollo territorial. Sin embargo, su eficacia 
en la dirección de las cuestiones y los problemas de la política de planificación en las 
áreas metropolitanas es, sin embargo, dudosa. El principal objetivo de las estrategias de 
planificación de los cantones ha sido contener la expansión urbana. Pero dada la 
acelerada extensión de las aglomeraciones urbanas en las tres últimas décadas, este 
objetivo obviamente no se ha alcanzado.
237
 
                                                                                                                                                  
1 The Confederation may levy a consumption tax on motor fuels.  
3 It shall use half of the net proceeds from the consumption tax on all motor fuels, with the exception of 
aircraft fuels, and the net revenue from the motorways charge for the following tasks and costs in 
connection with road traffic 
Bbis. measures to improve the transport infrastructure in cities and urban areas. 
237 KÜBLER, D. y ROCHAT, P., “Governance and Finance of Large Metropolitan Areas in Federal 
Systems: Switzerland”. En SLACK, N. E. y CHATTOPADHYAY, R. (eds.) Governance and Finance of 
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7.3. La cuestión territorial y los Organismos y Asociaciones Europeos 
7.3.1. El Consejo de Europa y la Ordenación del Territorio 
El Consejo de Europa, fundado en 1949, es la organización política más antigua del 
continente. Aunque no es un órgano de la Unión Europea, en la práctica, ningún país se 
ha adherido a ésta sin pertenecer antes al Consejo de Europa 
El Congreso de las Autoridades regionales y locales, perteneciente al Consejo de 
Europa, es el garante de la democracia local y regional en Europa, representa a más de 
200.000 autoridades de 47 Estados Europeos. 
Su papel es el de promover la democracia regional y local, mejorar la gobernanza 
regional y local y fortalecer el gobierno autónomo de las autoridades. Presta particular 
atención a la aplicación de los principios fijados en la Carta Europea de Autonomía 
Local
238
. Alienta los procesos de regionalización y descentralización, así como la 
cooperación transfronteriza entre las ciudades y las regiones. 
El 20 de mayo de 1983, la Conferencia de Ministros Responsables de la Ordenación 
del Territorio, en el seno del Consejo de Europa, aprobó la “Carta Europea de 
Ordenación del Territorio”239 
7.3.2. Eurocities 
Eurocities es una red fundada en 1986 por los alcaldes de seis grandes ciudades 
                                                                                                                                                  
Metropolitan Areas in Federal Systems, The Forum of Federations 2013, Oxford University Press, 
Canadá, 2013, pp. 254-289. 
238 “Carta Europea de Autonomía Local”, hecha en Estrasburgo el 15 de octubre de 1985, en el seno del 
Consejo de Europa.  
239 “Carta Europea de Ordenación del Territorio”, Consejo de Europa.  
“La Ordenación del Territorio es a la vez una disciplina científica, una técnica administrativa y una 
política concebida como un enfoque interdisciplinario y global cuyo objetivo es un desarrollo 
equilibrado de las regiones y la organización física del espacio según un concepto rector. Contribuye a 
una mejor organización del territorio europeo y la búsqueda de soluciones para los problemas que 
sobrepasan al marco nacional. El centro de toda preocupación de la ordenación del territorio es el de 
proporcionar bienestar a sus habitantes, así como su interacción con el medio ambiente, y su objetivo 
es el de ofrecerle un marco y una calidad de vida que aseguren el desarrollo de su personalidad en un 
entorno organizado a escala humana. La ordenación del territorio debe ser democrática, global, 




europeas (Barcelona, Birmingham, Frankfurt, Lyon, Milán y Rotterdam), y en la 
actualidad está constituida por 130 grandes ciudades y 40 ciudades socias de 35 países 
europeos. A través de un amplio número de grupos de trabajo, proyectos, actividades y 
eventos, ofrece a los miembros una plataforma para compartir conocimientos e 
intercambiar ideas. Tiene su sede en Bruselas y colabora con el Comité de las Regiones 
de la Unión Europea. 
Su objetivo es el de reforzar el importante papel que los gobiernos locales deberían 
jugar en una estructura de gobernanza multinivel. Para ello, intentan llamar la atención 
de los mandatarios de Bruselas de manera que enfoquen la legislación europea de cara a 
hacer frente a los retos del nivel local.
 240
 
                                                  
240 Fuente: http://www.eurocities.eu  (Último acceso, 08.07.2015) 
 
 136 
CAPÍTULO III. LAS ÁREAS METROPOLITANAS EN LA UNIÓN EUROPEA 
1. INTRODUCCIÓN 
La cuestión metropolitana no ha dejado de ser abordada en el seno de la Unión 
Europea, lo que nos lleva a la reflexión de que dicha figura tiene la importancia 
suficiente dada su presencia en el territorio de los Estados miembros como para llevar a 
los órganos de la Unión a elaborar una abundante documentación y numerosos estudios. 
Casi trescientos millones de personas viven concentradas en las zonas urbanas de los 
países de la Unión Europea. El 65% de la población se ubica en el 9% de su territorio. 
La formación de estas áreas urbanas ha tenido lugar alrededor de ciudades que durante 
mucho tiempo absorbieron el éxodo rural y se convirtieron en polos de actividad 




Posteriormente, los procesos de desconcentración de la residencia y la industria 
extendieron la población y la actividad hacia las coronas metropolitanas situadas 
alrededor de los núcleos urbanos. Una parte importante de los municipios periféricos se 
incorporó a la órbita de influencia de las ciudades. Así pues, los crecimientos más 
recientes no inciden tanto en el incremento de la concentración de la población de las 
zonas urbanas como en la extensión de sus perímetros, es decir, la ampliación de sus 
márgenes. En la actualidad podemos constatar que la mayoría de los entornos 
periféricos urbanos presentan un crecimiento demográfico más importante que el de sus 
ciudades centrales.  
Si bien también hay que reconocer que la distribución sobre el continente de esta 
ocupación urbana no es homogénea, sino que influyen factores históricos y geográficos 
que dan lugar a dos formas de ocupación del suelo. El proceso de urbanización de 
Europa demuestra que la densificación del territorio sigue pautas vinculadas a las 
características geográficas específicas de cada lugar y a la historia de los asentamientos 
de cada país, pero que al mismo tiempo se dan también rasgos comunes que se 
extienden por todo el continente. 
                                                  
241 CARRERAS QUILIS, J. M., OTERO VIDAL, M. y RUIZ ALMAR, E., “Aglomeraciones 
metropolitanas europeas”. Revista Papers, Instituto de Estudios Regionales y Metropolitanos de 
Barcelona, N.º 50, marzo 2009, p. 201. 
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Es común a todos los municipios del continente la desconfianza al reconocimiento 
del hecho metropolitano. Coordinarse para tomar decisiones consensuadas de interés 
común entre municipios no siempre es bien valorado en la cultura política local. Así 
también, el Estado y las regiones manifiestan una gran resistencia al reconocimiento de 
los hechos metropolitanos, pues miran con desconfianza a la posibilidad de que las 
grandes ciudades dada su concentración de población y el peso económico, acaben 
instituyendo formas específicas de organización política. 
Existe una gran diversidad institucional e incluso en un mismo país se adoptan 
soluciones diferentes para la organización de las realidades supramunicipales. Así, 
podemos encontrarnos con: 
- Gobiernos locales con competencias metropolitanas: en Varsovia, Katowice o 
Budapest. 
- Asociaciones voluntarias de municipios (que al tener que adoptar soluciones por 
consenso se encuentran con la posibilidad de que se paralice la toma de decisiones de 
interés general cuando haya un desacuerdo manifiesto de alguno de los municipios 
asociados): la Mancomunitat de Municipis del Área Metropolitana de Barcelona o la 
Regional Verband Ruhr de Colonia). 
- Entidades específicas y agencias sectoriales: las Áreas Metropolitanas de Lisboa 
y Oporto, la Agencia de Planificación Regional de Fráncfort/RheinMain y la de 
Múnich, las Entidades de Medio Ambiente y Transporte de Barcelona y Valencia, el 
Tyne and Wear Fire and Civil Defence Authorithy de Sunderland, el Greater 
Manchester Waste Disposal Authorithy y el West Midlands Passenger Transport 
Executive. 
- Entidades consorciadas: Metropolregion de Hamburgo o la Autoritat del 
Transport Metropolità de Barcelona. 
- Provincias: en Estocolmo, Viena, Milán, Turín o Nápoles. 
- Regiones con competencias metropolitanas: Îlle-de-France, Madrid, Lazio, 
Piamonte, Lombardía, Campania, Brandenburgo y Berlín, Nottingham o Praga. 
- Gobiernos específicamente metropolitanos creados por disposición legislativa: la 
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Greater London Authorithy y las diversas Communautés Urbaines de Francia.
242
 
2. EL TRATAMIENTO DE LA CUESTIÓN METROPOLITANA EN LOS 
TRATADOS, INSTITUCIONES Y ÓRGANOS CONSULTIVOS DE LA UNIÓN 
EUROPEA 
2.1. Introducción 
La cuestión metropolitana no halla un tratamiento demasiado exhaustivo en el seno 
de la Unión Europea (en adelante, UE). Ello no obsta para que, efectivamente, sí 
encontremos menciones a ella por parte de las instituciones, órganos y organizaciones 
que se integran en la UE. Los conceptos cohesión territorial, buena gobernanza, 
cooperación y sostenibilidad van a tener una presencia constante en la articulación de la 
problemática metropolitana. 
De los cuatro documentos que configuran la constitución material de la UE, esto es, 
el Tratado de la Unión Europea (en adelante, TUE), el Tratado de Funcionamiento de la 
Unión Europea (en adelante, TFUE), el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea 
de la Energía Atómica (Roma, 25 de marzo de 1957) (en adelante, Tratado 
EURATOM), y la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea (DOUE 
N.º 83, de 30 de marzo de 2010) (en adelante, CDF), es en los dos primeros citados, el 
Tratado de la Unión Europea, firmado en Maastricht el 7 de febrero de 1992 (DOCE N.° 
C 191, de 29 de julio de 1992), y en el Tratado de Funcionamiento de la Unión 
Europea
243
 (Versión consolidada DOUE N.° C 326 de 26 de octubre de 2012), donde, 
de manera expresa, vamos a encontrar referencias a cuestiones que afectan de manera 
directa a la cuestión metropolitana. 
El concepto que más se va a repetir a la hora de abordar el tratamiento de este tema 
por la UE es el de “cohesión territorial”244.  El Tratado de Lisboa245, firmado en Lisboa 
                                                  
242 CARRERAS QUILIS, J. M., OTERO VIDAL, M. y RUIZ ALMAR, E., “Aglomeraciones 
metropolitanas…”, op. cit., pp. 201-204. 
243 El TFUE es, junto con el Tratado EURATOM, el más antiguo de los Tratados que fundamentan 
jurídicamente la actual UE. Fue firmado en Roma, el 25 de marzo de 1957 como Tratado constitutivo de 
la Comunidad Económica Europea (en adelante TCE), y desde entonces ha sobrevivido con diversas 
reformas y distintas denominaciones (hasta 1992 Tratado CEE y de 1992 hasta 2009 "Tratado constitutivo 
de la Comunidad Europea"; finalmente, y desde la entrada en vigor del Tratado de Lisboa, con la 
denominación actual. 
244 Comisión Europea, Política Regional. Desde 1986, el objetivo de la política de cohesión ha sido 
potenciar la cohesión económica y social. El Tratado de Lisboa y la nueva estrategia de alto nivel de la 
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el 13 de diciembre de 2007, modifica el Tratado de la Unión Europea y el Tratado 
constitutivo de la Comunidad Europea (ahora denominado Tratado de Funcionamiento 
de la Unión Europea), y entre sus medidas introduce una nueva meta para la UE, la de la 
cohesión territorial, ostentando importantes implicaciones para el futuro de la política de 
desarrollo territorial en Europa. La cohesión territorial, como se define en el Dictamen 
del Comité Económico y Social Europeo (en adelante, CESE), de 25 de abril de 2007, 
sobre la “Agenda Territorial”, supone “la capacidad de la política de cohesión de 
adaptarse a las necesidades y características específicas de los desafíos y oportunidades 
geográficas, para lograr un desarrollo territorial equilibrado y sostenible”246. Y es que el 
CESE considera que los desafíos y riesgos que afectan al territorio europeo, se deben 
resolver desde un enfoque europeo. El valor añadido de una visión de conjunto del 
territorio europeo es indiscutible, y debería ser reconocida como una necesidad 




La cohesión territorial persigue introducir un enfoque territorial europeo que 
enmarque y haga compatibles las estrategias territoriales formuladas e implementadas 
                                                                                                                                                  
UE (Europe 2020) introducen una tercera dimensión: la cohesión territorial. Las cuestiones principales 
que se plantea la UE al respecto hacen referencia a: 
- cómo aprovechar los puntos fuertes de cada territorio para que puedan contribuir mejor al 
desarrollo sostenible y equilibrado de toda la UE 
- cómo gestionar la concentración, dado que las ciudades, junto a los impactos positivos 
(innovación y productividad), también manifiestan impactos negativos (contaminación y exclusión 
social) 
- cómo conectar mejor los territorios, partiendo de que las personas debería poder vivir donde 
deseen y tener acceso a servicios públicos, transporte eficaz, entre otros 
- cómo desarrollar la cooperación, dado que las consecuencias del cambio climático y la 
congestión del tráfico no terminan en las fronteras administrativas tradicionales, por lo que es preciso 
recurrir a nuevas formas de cooperación entre países y regiones. 
El Libro Verde sobre cohesión territorial (2008) inició un amplio proceso de consulta que continúa 
todavía en forma de reuniones periódicas de expertos de toda Europa. La cohesión territorial formará 
parte integrante de la política de cohesión a partir de 2013. 
Se proponen como medidas para mejorar la cohesión territorial las siguientes: 
- promover un enfoque funcional del desarrollo integrado de los territorios como espacios donde 
los ciudadanos viven su vida 
- impulsar políticas locales mediante la coordinación intersectorial de las políticas y una 
gobernanza a varios niveles, desde el local al europeo 
- fomentar la cooperación entre territorios para aumentar la integración europea 
- mejorar el conocimiento de los territorios para orientar su desarrollo 
Fuente: http://ec.europa.eu/regional_policy/es/policy/what/territorial-cohesion/ (Último acceso, 
15.06.2015). 
245 Tratado de Lisboa http://www.boe.es/legislacion/enlaces/documentos/ue/Trat_lisboa.pdf  (Último 
acceso, 30.06.2015). 
246 Dictamen del CESE sobre la “Agenda Territorial”, firmado en Bruselas el 25 de abril de 2007, 
http://eurored.ccoo.es/comunes/recursos/99999/doc1755_Dictamen_del_CESE_601-2007.pdf Último 
acceso, 01.07.2015. 
247 Dictamen del CESE sobre la “Agenda Territorial”… Observaciones 5.4.1 y 2. 
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por los Estados miembros y por las regiones. Debe centrarse en aquellas cuestiones que 
afectan a la ordenación del territorio, así como a la planificación urbana y regional. Pues 
como se estableció en la “Conferencia europea de los Ministros responsables de la 
Ordenación del Territorio del Consejo de Europa” en 1994, “la ordenación del territorio 
es el instrumento idóneo para la implementación del desarrollo sostenible, en la escala 
territorial”. La ordenación del territorio es un enfoque interdisciplinario y constituye una 
prioridad transversal que afecta a diversos temas y sobre todo al medio ambiente, el 




De esta forma, el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea
249
 es, de todos los 
textos que conforman la “constitución material” de la Unión Europea, el que con mayor 
detalle contiene el marco jurídico en que se desarrollan las distintas políticas y acciones 
de la UE en todos sus ámbitos y los principios constitucionales que los rigen. Así, por lo 
que respecta a la materia relacionada con la cohesión, en el artículo 4, apartado 2, se 
dispone que entre las competencias compartidas entre la Unión y los Estados miembros 
se encuentran “c) la cohesión económica, social y territorial”. 
El Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea dedica el Título XVIII, bajo la 
rúbrica “Cohesión económica, social y territorial”, artículos 174 a 178, en su artículo 
174 dispone que “a fin de promover un desarrollo armonioso del conjunto de la Unión, 
ésta desarrollará y proseguirá su acción encaminada a reforzar su cohesión económica, 
social y territorial”, para lo cual se propondrá, en particular, “reducir las diferencias 
entre los niveles de desarrollo de las diversas regiones y el retraso de las regiones menos 
favorecidas”. 
Con el fin de garantizar el control y el conocimiento sobre el logro de dicha 
cohesión, el artículo 175 del TFUE contempla que “cada tres años, la Comisión 
presentará un informe al Parlamento Europeo, al Consejo de Ministros, al Comité 
Económico y Social y al Comité de las Regiones sobre los avances realizados en la 
consecución de la cohesión económica, social y territorial…”. 
                                                  
248 Dictamen del CESE sobre la “Agenda Territorial”… Objetivos 7.1.1 a 3. 
249 Versión consolidada del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea: http://eur-
lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:12012E/TXT&from=es (Último acceso, 
30.06.2015) 
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Los Estados firmantes del TFUE completan su compromiso en torno a la cohesión 
adoptando el Protocolo N.º 28, “Sobre la cohesión económica, social y territorial”, que 
se contiene al final del Tratado, y por el que reafirman que “el fomento de la cohesión 
económica, social y territorial es vital para el pleno desarrollo y el éxito continuado de 
la Unión”. 
Por su parte, el Tratado de la Unión Europea
250, en su artículo 3 establece que “la 
Unión fomentará la cohesión económica, social y territorial y la solidaridad entre los 
Estados miembros”. 
También la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea
251
, que a raíz 
del Tratado de Lisboa adquiere un carácter jurídicamente vinculante, en su capítulo IV 
dedicado a la Solidaridad, afirma en el artículo 36, bajo el título “Acceso a los servicios 
de interés económico general”, que “la Unión reconoce y respeta el acceso a los 
servicios de interés económico general, tal como disponen las legislaciones y prácticas 
nacionales, de conformidad con el Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea, con 
el fin de promover la cohesión social y territorial de la Unión”. 
Asimismo, la Carta manifiesta a continuación, en su artículo 37, su preocupación por 
la protección del medio ambiente, tan vinculado a la problemática del desarrollo 
metropolitano, estableciendo que “las políticas de la Unión integrarán y garantizarán 
con arreglo al principio del desarrollo sostenible un alto nivel de protección del medio 
ambiente y la mejora de su calidad”. 
La enorme diversidad geográfica, cultural e institucional que alberga la Unión 
Europea ha orientado los avances en la planificación de su territorio hacia la 
constitución de una política común de cohesión
252, originada con visión de “política 
regional” a partir de 1986, con aportaciones de todas las instituciones de la Unión, 
Comisión Europea, Consejo de Ministros y Parlamento Europeo, así como las de los 
órganos consultivos, Comité Económico y Social Europeo y el Comité de las Regiones. 
                                                  
250 Versión consolidada del Tratado de la Unión Europea http://www.boe.es/doue/2010/083/Z00013-
00046.pdf (Último acceso, 30.06.2015). 
251 Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea  
http://www.europarl.europa.eu/charter/pdf/text_es.pdf  (Último acceso, 30.06.2015). 
252 Cohesión territorial: http://ec.europa.eu/regional_policy/es/policy/what/territorial-cohesion/ 
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La Unión Europea no tiene competencias directas sobre la ordenación del territorio. 
Sin embargo, en los sucesivos Tratados se ha mantenido como un propósito de la 
Comunidad el reducir las diferencias entre los niveles de desarrollo de las diversas 
regiones, idea que proporciona fundamento a la poderosa política comunitaria sobre 
fondos estructurales y de cohesión, con importantes impactos territoriales. La evolución 
en esta materia se dirige, tal como se recoge en el ya mencionado Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea, al establecimiento de una política compartida 
entre la Unión Europea y los Estados miembros sobre cohesión económica, social y 
territorial. 
Los componentes económico y social de la cohesión se han visto completados por la 
adopción, y progresivo desarrollo, del concepto de cohesión territorial, objeto de una 
comunicación “Libro Verde”253 en 2008, y recogido como tal en el Tratado de Lisboa. 
                                                  
253
 Comunicación de la Comisión al Consejo, al Parlamento Europeo, al Comité de las Regiones y al 
Comité Económico y Social Europeo. Bruselas, 6 de octubre de 2008. “Libro Verde sobre la cohesión 
territorial: Convertir la diversidad territorial en un punto fuerte” 
http://ec.europa.eu/regional_policy/archive/consultation/terco/paper_terco_es.pdf 
Último acceso, (01.07.2015). 
“De acuerdo con las conclusiones de la reunión informal de los ministros comunitarios 
responsables de ordenación del territorio y desarrollo regional, celebrada en Leipzig el 24 y 25 de 
mayo de 2007 en las que se invitaba a la Comisión a “elaborar un informe sobre cohesión territorial 
antes del fin de 2008”, el Libro Verde da inicio al debate sobre cohesión territorial con objeto de 
profundizar la comprensión de este concepto y de sus implicaciones en términos políticos y de 
cooperación. 
El Libro Verde pretende abrir un debate sobre la política de cohesión territorial con el fin de 
impulsar la competitividad y el desarrollo sostenible en el conjunto de la Unión Europea. Reconoce 
que en Europa existen zonas urbanas intensamente congestionadas y otras zonas con su potencial 
inexplorado. Un desarrollo más equilibrado y sostenible, implícito en el concepto de cohesión 
territorial, lograría un uso más equilibrado y sostenible de los activos, gracias a las ganancias 
económicas obtenidas de una menor congestión y de una reducción de la presión sobre los costes, lo 
que beneficiaría tanto al medio ambiente como a la calidad de vida. 
Admitiendo que la UE alberga una diversidad territorial de extraordinaria riqueza, la 
Comunicación afirma que la cohesión territorial consiste en “garantizar un armonioso desarrollo de 
todos esos lugares y lograr que sus habitantes puedan aprovechar al máximo sus características 
inherentes. Por ello, es un medio para transformar la diversidad en un activo que contribuya al 
desarrollo sostenible de la UE en su conjunto”.  
Recuerda el presente Libro Verde que “reconocer la importancia de la dimensión territorial no es 
algo nuevo, ya que constituye un elemento fundamental de las políticas estructurales de la UE desde 
sus orígenes”. 
La importancia de la cohesión territorial quedó de manifiesto en las Directrices Estratégicas 
Comunitarias sobre Cohesión adoptadas por el Consejo en 2006 (DOUE L 291 de 21.10.2006, p. 29), 
y en las Directrices Estratégicas Comunitarias sobre Desarrollo Rural (DOUE L 55 de 25.02.2006, p. 
26). Cada vez se ha reconocido más la necesidad de fomentar la cooperación, el diálogo y la 
asociación entre distintos niveles gubernamentales y entre éstos, las organizaciones y el público sobre 
los asuntos directamente involucrados en el proceso de desarrollo. 
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2.2. Los conceptos de cohesión territorial y gobernanza. De la Estrategia 
Territorial Europea de 1999 a la “Estrategia Territorial Europea 2020” 
Los Estados Miembros, apoyados por la Comisión, elaboraron el antecedente de 
mayor relevancia: la ESDP (European Spatial Development Perspectiva), publicada en 
castellano como “Estrategia Territorial Europea” (ETE)254, y aprobada en 1999 en la 
                                                                                                                                                  
Con el fin de combatir la alta densidad, las grandes distancias y la división existentes en muchos 
territorios de la UE, que pueden afectar al ritmo del desarrollo económico y social, las respuestas 
políticas pueden traducirse en acciones en tres frentes:  
- Concentración. Habría que centrarse en reducir las consecuencias negativas de las 
concentraciones y garantizar que todos los grupos se pueden beneficiar de unas economías altamente 
especializadas y productivas. El reto clave consiste en garantizar un desarrollo territorial equilibrado y 
sostenible de la UE en su conjunto, fortaleciendo su competitividad económica y su capacidad de 
crecimiento, respetando a la vez la necesidad de conservar sus activos naturales y garantizando la 
cohesión social. Esto supone evitar excesivas concentraciones de crecimiento y facilitar el acceso a las 
crecientes ventajas de los centros urbanos en todos los territorios. 
- Conexión. Conectar territorios significa más que garantizar unas buenas conexiones de 
transporte intermodal. Requiere asimismo un acceso adecuado a servicios como la asistencia médica, 
la educación y la energía sostenible, conexiones eficaces a redes de energía, etc. El acceso a sistemas 
integrados de transporte implica la construcción de carreteras o vías férreas entre ciudades, vías 
navegables interiores, el desarrollo de cadenas de transporte intermodal y sistemas avanzados de 
gestión del tráfico. 
- Cooperación. Los problemas de conectividad y concentración sólo se pueden abordar 
eficazmente mediante una gran cooperación a diversos niveles. Por ejemplo, los desplazamientos 
transregionales e incluso transnacionales, precisan a menudo una cooperación interadministrativa que 
aporte soluciones para minimizar los efectos negativos. 
Para tomar en consideración estos y otros problemas eficazmente hace falta una respuesta política 
en una escala geográfica variable, que incluya en ciertos casos la cooperación entre las autoridades 
locales vecinas, en otros entre países e incluso en otros entre la UE y los países vecinos. 
En determinados Estados miembros, se han creado organismos metropolitanos que reúne a 
autoridades de distintos niveles para abordar temas como el desarrollo económico, el transporte 
público, el acceso a la asistencia médica y a la enseñanza superior y a la formación, la calidad del aire 
y las basuras, que trascienden las fronteras regionales. Algunas regiones metropolitanas no sólo 
superan las fronteras locales y regionales sino también las fronteras nacionales, como las 
Eurometrópolis Lille-Kortrijk-Tournai, que incluye ciudades a los dos lados de la frontera. 
La cohesión territorial se lleva debatiendo en la UE en el marco de un diálogo intergubernamental 
desde mediados de los años noventa, principalmente entre los ministros responsables de ordenación 
del territorio. Este debate dio lugar en 1999 a la adopción de la Estrategia Territorial Europea (ETE). 
El debate, no obstante, sólo ha progresado en la medida de sus posibilidades. Ello se debe, tal vez, 
en parte a la que los Estados miembros percibirían que sus competencias nacionales (o regionales) 
sobre las materias relativas al uso del suelo y la planificación del desarrollo podrían cuestionarse.” 
254 “Estrategia Territorial Europea. Hacia un desarrollo equilibrado y sostenible del territorio de la UE”. 
Acordada en la reunión informal de Ministros responsables de ordenación del territorio de la Unión 
Europea, celebrada en Potsdam los días 10 y 11 de mayo de 1999. La ETE se proponía servir como marco 
de orientación a los Estados miembros, a sus autoridades regionales y locales y a la Comisión Europea en 
sus respectivos ámbitos de competencia. 
Entre las conclusiones a las que se llegó en dicha reunión se extrae que con la adopción de la ETE, los 
Estados miembros y la Comisión acordaron unos modelos y objetivos territoriales comunes para el 
desarrollo futuro del territorio de la UE. Las políticas de desarrollo territorial que pretenden conseguir un 
desarrollo equilibrado y sostenible del territorio de la Unión, deben asegurar que los objetivos 
fundamentales de cohesión económica y social, conservación y gestión de los recursos naturales y del 
patrimonio cultural, y la competitividad más equilibrada del territorio europeo, se alcancen por igual en 
todas las regiones de la Unión Europea.  
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Conferencia Informal de Ministros de Postdam. Esta Estrategia proporcionó forma e 
impulso al proceso de armonización de las políticas territoriales europeas, 
incrementando su capacidad de contribuir eficazmente al desarrollo sostenible. A partir 
del año 2000, y a través de las sucesivas reuniones intergubernamentales a nivel de 
Ministros, la ETE fue objeto de revisiones y adaptaciones que dieron lugar a la “Agenda 
Territorial Europea”255, aprobada en Leipzig en 2007256. 
                                                                                                                                                  
Para ello, la ETE constituye un marco adecuado de orientación para las políticas sectoriales con 
repercusiones territoriales de la Comunidad y de los Estados miembros, así como para las autoridades 
regionales y locales, a fin de conseguir un desarrollo equilibrado y sostenible del territorio europeo. 
Con el fin de lograr una integración europea más profunda, los Ministros consideran necesaria la 
colaboración en el ámbito del desarrollo territorial entre los Estados miembros y entre sus autoridades 
regionales y locales, que deberán en el futuro colaborar por encima de las fronteras nacionales. La ETE 
constituye un documento de referencia adecuado para el fomento de esta colaboración, con pleno respeto 
al principio de subsidiariedad. http://ec.europa.eu/regional_policy/sources/docoffic/.../sum_es.pdf  
(Último acceso, 01.07.2015) 
255 “Agenda Territorial Europea”. En su reunión informal sobre cohesión territorial y desarrollo urbano 
que se celebró en Leipzig los días 24 y 25 de mayo de 2007, los ministros europeos aprobaron un 
instrumento de reflexión política denominado “Agenda Territorial de la UE”, basado en el informe 
titulado “Situación territorial y perspectivas de la UE”. En dicho informe se analizaban los principales 
retos que se le planteaban a la UE en materia de política de ordenación territorial y, por medio de 
ejemplos, mostraba cómo aprovechar mejor el potencial que representaba la diversidad de los territorios 
de Europa para favorecer un crecimiento económico sostenible. La Agenda Territorial de la UE constaba 
de una serie de recomendaciones destinadas a tener más en cuenta la diversidad territorial de la UE,  y de 
un conjunto de propuestas relativas a un programa de acción sobre la política de ordenación territorial. 
http://www.bmvbs.de/territorial-agenda (Último acceso, 01.07.2015). 
256 Como señala la Comunicación de la Comisión al Consejo, al Parlamento Europeo, al Comité de las 
Regiones y al Comité Económico y Social Europeo. Bruselas, 6 de octubre de 2008. “Libro Verde sobre 
la cohesión territorial: Convertir la diversidad territorial en un punto fuerte”, 
“Con la adopción de la Agenda Territorial en Leipzig en mayo de 2007, los ministros comunitarios 
responsables de ordenación y desarrollo del territorio destacaron la necesidad de continuar con el 
crecimiento económico sostenible, la creación de puestos de trabajo y el desarrollo social y ecológico 
en todas las regiones de la UE a la vez que se aseguran “mejores condiciones y calidad de vida con las 
mismas oportunidades con independencia de donde vive la gente”. La Agenda Territorial ha dado un 
nuevo impulso al debate al definir seis prioridades territoriales: 
- las agrupaciones regionales de innovación 
- las estructuras ecológicas 
- los recursos culturales 
- el desarrollo policéntrico 
- las nuevas formas de asociación 
- las nuevas formas de gobernanza territorial, 
así como las acciones necesarias para su materialización. 
El fortalecimiento de las estrategias puestas en marcha a escala comunitaria, nacional, regional y 
local debería permitir: 
- aumentar las economías de aglomeración y reducir las desventajas de todos los tipos de 
territorio, con el fin de fomentar el desarrollo armonioso de todos ellos; 
- mejorar las conexiones entre los territorios para garantizar el acceso a los servicios de interés 
económico general, sobre todo en materia de sanidad, educación, transporte, energía, tecnologías de la 
información y comunicaciones; 
favorecer la cooperación entre los territorios con el fin de gestionar los problemas medioambientales y 




Durante la Presidencia Húngara del Consejo de la UE (primer semestre de 2011), el 
Ministerio de Desarrollo Nacional de la República de Hungría coordinó la evaluación, 
revisión y actualización de una nueva Agenda, en un proceso que concluyó con el 
acuerdo en la reunión ministerial informal de Ministros responsables de Ordenación del 
Territorio y Desarrollo Territorial, celebrada en Gödöllö, Hungría, el 19 de mayo de 
2011 con la adopción de la “Agenda Territorial Europea 2020. Hacia una sociedad 
integradora, inteligente y sostenible para una Europa de Regiones diversas”. 
La “Agenda Territorial Europea 2020” (en adelante, ATE 2020) se configura como el 
principal instrumento orientador de la política territorial de la Unión Europea. 
Constituye la expresión concreta de un amplio acuerdo intergubernamental en materia 
de cohesión territorial, con el respaldo del Comité de las Regiones y la sintonía de la 
Comisión Europea. Su objetivo, como expresa el apartado 1 de la Agenda, es el de 
“proporcionar orientaciones estratégicas para el desarrollo territorial, fomentando la 
integración territorial a todos los niveles de las distintas políticas y gobiernos para 
garantizar la aplicación, de acuerdo con los principios de cohesión territorial, de la 
Estrategia 2020” 257. 
                                                  
257 “Agenda Territorial Europea 2020”. Los Ministros en esta “Agenda” consideran que “la cohesión 
territorial es el desarrollo sostenible del territorio basado en un conjunto de principios para un desarrollo 
armonioso, equilibrado y eficiente. Pues permite la igualdad de oportunidades para los ciudadanos y las 
empresas, independientemente de su localización, aprovechando al máximo las potencialidades 
territoriales”.  
Para lograr estos objetivos, hacen un llamamiento “a los estados, las regiones, las ciudades (incluidas las 
pequeñas y medianas) y a las políticas sectoriales a cualquier nivel territorial a contribuir en las 
prioridades comunes de Europa, permitiendo así una cooperación más estrecha, elemento clave para 
fomentar el crecimiento inteligente, integrador y sostenible, así como la cohesión territorial de la UE”. 
Considera a las regiones urbanas metropolitanas como importantes activos para el desarrollo de todo el 
territorio europeo, “siempre que otras regiones se beneficien de su dinamismo y se conecten a través de 
redes” (apartado II). 
En su apartado III, en la ATE 2020 se recogen seis prioridades territoriales en las que la UE puede, según 
los Ministros responsables, contribuir en la aplicación con éxito de la “Estrategia Europa 2020”. Estas 
prioridades son las siguientes: 
1. Promover un desarrollo territorial policéntrico y equilibrado. Animan a las ciudades a formar 
redes de manera innovadora que les permita mejorar su rendimiento y promover la prosperidad 
económica hacia el desarrollo sostenible. Así también, aconsejan evitar la polarización entre las 
capitales, las áreas metropolitanas y las ciudades medianas en la escala nacional para contribuir a 
la reducción de la fuerte polarización territorial de los resultados económicos, evitando las 
grandes disparidades regionales en el territorio europeo. 
2. Fomentar el desarrollo integrado en las ciudades, las regiones rurales y zonas específicas. Se 
recomienda tener en cuenta los objetivos de la “Carta de Leipzig sobre Ciudades Europeas 
Sostenibles”, así como las Declaraciones de Toledo y Marsella sobre el desarrollo urbano, al 
enfrentar la política territorial. 
3. La integración territorial en regiones funcionales transfronterizas e internacional. 
4. Asegurar la competitividad global de las regiones sobre la base de fuertes economías locales. 
5. Mejorar la conectividad territorial para los individuos, comunidades y empresas. 
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La puesta en práctica de los principios, objetivos y líneas de acción que configuran la 
ATE 2020 se ve facilitada por la existencia y continuidad de programas específicamente 
dedicados a la materia de cohesión y desarrollo territorial, como es el caso de la “Red 
Europea de Observación sobre cohesión y desarrollo territoriales” (antiguo 
“Observatorio en Red para el Desarrollo Territorial Europeo”, en su nombre original 
European Spatial Planning Observation Network) (en adelante, ESPON)
258
. Se trata de 
                                                                                                                                                  
6. La gestión y la conexión de los valores ecológicos, paisajísticos y culturales de las regiones. 
Fuente: 
http://www.cescanarias.org/documentos/atlantico/10_me_2011_agenda_territorial_europea_2020.pdf 
(Último acceso, 02.07.2015). 
258 ESPON (European Observation Network for Territorial Development and Cohesion), en español, 
“Red de Observación Europea para el Desarrollo y la Cohesión Territorial.” es un programa de 
investigación que compila y compara los datos sobre las tendencias del desarrollo y cohesión territorial en 
Europa. 
Fuente: http://www.espon.eu/main/ (Último acceso, 02.07.2015). 
Un ejemplo de estudio realizado por ESPON lo encontramos en el artículo titulado “Las ciudades 
Europeas y la Cooperación Territorial” (“European Towns and Territorial Cooperation”), publicado el 19 
de mayo de 2015. Fuente: www.espon.eu/main/Menu_Publications/Menu.../map1501.html (Último 
acceso, 04.07.2015). 
“Las ciudades tienen una variedad de potenciales desarrollos y retos dependiendo de su contexto 
territorial 
La tendencia global muestra que más y más personas se están moviendo desde los pequeños 
asentamientos a las grandes ciudades. Sin embargo, la mayoría de la población de la Unión Europea 
todavía vive en pequeñas y medianas ciudades. 
Opina que las ciudades europeas deberían aumentar la cooperación territorial, pues ello podría 
aportar grandes beneficios para todas las partes implicadas. Asociándose, las ciudades pueden 
gestionar sus fuerzas y recursos de manera más eficiente, y también dirigir sus retos comunes de una 
manera más coordinada. La cooperación les permite crear una oportuna masa crítica para asegurar el 
acceso sostenible a actividades y servicios, que pueden tener un impacto positivo en los atractivos 
locales y regionales. 
Puede intensificar el crecimiento económico de áreas urbanas funcionales a través de patrones de 
desplazamientos diarios, así como desconcentraciones territoriales de empresas y residentes. 
Ya existen varios tipos de redes y cooperaciones entre ciudades en Europa, ambos dentro de los 
países y también transfronterizos. La cooperación territorial puede adoptar diferentes formas, ya sea 
entre ciudades distantes geográficamente, ya entre ciudades lindantes entre ellas. Pueden distinguirse 
los siguientes tipos de aproximaciones: 
- Cooperación entre ciudades vecinas en una materia específica como compartir servicios públicos 
(recogida de basuras, hospitales, colegios, etc.) para crear economías de escala y una masa crítica para 
gestionar servicios públicos de manera más eficiente. 
- Cooperación entre ciudades vecinas, incluyendo una gran ciudad, con el propósito de unir 
esfuerzos para alcanzar un mejor desarrollo territorial para todas las partes implicadas. Esta 
cooperación se puede limitar a temas particulares, como proveer un mejor servicio de transporte. 
- Cooperación entre ciudades para llevar a cabo una reforma administrativa que cree grandes 
entidades geográficas, como una combinación de varios municipios en uno. Esto puede tener una 
profunda influencia en formas específicas de interacción, como la provisión de servicios. 
En muchos de estos casos, estas colaboraciones se formalizan en diferentes tipos de acuerdos de 
cooperación territorial. Sin embargo, la cooperación entre ciudades, grandes ciudades cercanas y o su 
área rural no debería ser vista como una actividad política aislada. Necesita ser una parte integrante de 
una amplia cadena de iniciativas políticas que impliquen a los actores relevantes a diferentes niveles 
políticos que puedan apoyar la realización. 
La Gobernanza es la llave para el éxito de la cooperación. 
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un programa de cooperación en el seno de las iniciativas comunitarias Interreg
259
 cuyo 
objetivo principal es el de aumentar el conocimiento sobre las estructuras territoriales, 
las tendencias y los impactos de las políticas en el territorio europeo, y así apoyar el 
desarrollo de las políticas europeas, nacionales y regionales y contribuir a formar una 
comunidad científica sobre el desarrollo territorial europeo. Se financia con fondos 
FEDER de la UE y con fondos de los Estados participantes. 
De modo complementario opera el “Subcomité de Cohesión Territorial y Asuntos 
Urbanos” de la UE (en adelante, TCUM). Se trata de un foro dependiente del “Comité 
de Coordinación de los Fondos Estructurales y de Inversión” (en adelante, COESIF), 
para el intercambio de información en temas territoriales y urbanos entre la Comisión 
Europea (Dirección General de Política Regional, en adelante DGRegio) y los Estados 
Miembros. Incluye el seguimiento de las Agendas Territorial y Urbana, sobre cuyo 
estado informan las Presidencias de turno.
260
 
En junio de 1999, organizada por la “Red Europea Regiones y Áreas Metropolitanas 
Europeas”, (en adelante, METREX) 261, se celebró en Oporto una Asamblea a la que 
                                                                                                                                                  
Una significativa y sostenible colaboración de las ciudades requiere el compromiso de 
participantes adecuados y políticas sectoriales. Dicha cooperación puede traspasar tradicionales 
fronteras administrativas y abarcar a ciudades y regiones y/o regiones rurales de grandes áreas 
funcionales. Incluso pueden ir más allá de las fronteras nacionales, dado que muchas ciudades de 
Europa se localizan en regiones fronterizas. 
La importancia del sistema de gobernanza para la actuación de las ciudades y de otro tipo de 
territorios en la cooperación se relaciona con la distribución de la ejecución de las decisiones y de los 
recursos entre el estado y las autoridades sub-nacionales (regiones, provincias, condados y 
municipios). Es importante prestar atención a la capacidad de movilización de las ciudades 
individuales para proporcionar recursos y apoyo administrativo.” 
259 Con la denominación Interreg se conoce al programa de Cooperación Territorial Europea (European 
Territorial Cooperation, ETC). Este programa una de las dos finalidades de la política de cohesión y 
provee de un marco para la realización de acciones conjuntas e intercambios políticos entre los actores 
nacionales, regionales y locales de los diferentes Estados miembros. El principal objetivo de Interreg es el 
de promover un desarrollo económico, social y territorial armónico de la Unión como un conjunto. 
Interreg se ha construido alrededor de tres líneas de cooperación: transfronteriza (Interreg A), 
transnacional (Interreg B) e interregional (Interreg C). 
Cinco periodos de programación se han ido sucediendo unos a otros: INTERREG I (1990-1993) -  
INTERREG II (1994-1999) - INTERREG III (2000-2006) - INTERREG IV (2007-2013) - INTERREG V 
(2014-2020). http://ec.europa.eu/regional_policy/es/policy/cooperation/european-territorial/ (Último 
acceso, 13.09.2015). 
260 Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente. Unión Europea, Desarrollo Territorial 
http://www.magrama.gob.es/es/desarrollo-rural/temas/desarrollo-territorial (Último acceso: 19.06.2015). 
261 METREX fue fundada durante la Conferencia de Regiones Metropolitanas celebrada en Glasgow en 
1996. En ella se identificaron las cuestiones más importantes en relación con las Áreas Metropolitanas: 
- Definición y gobernanza de las áreas metropolitanas 
- Competitividad económica, cohesión social y sostenibilidad 
- Movilidad y accesibilidad 
- Sprawl urbano 
- Calidad de vida y 
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asistieron representantes de las regiones y áreas metropolitanas de Europa, en la que 
firmaron la “Magna Carta Metropolitana: La Declaración de Oporto, compromiso sobre 
                                                                                                                                                  
- Relación entre la política europea y metropolitana de planeamiento territorial 
La palabra METREX es el acrónimo de “Metropolitan Exchanges” (Intercambios metropolitanos), pues 
ofrece un foro de intercambio de conocimientos y experiencias en el tratamiento de temas que tengan una 
“dimensión metropolitana”, esto es, temas que sean de importancia metropolitana por su impacto o 
magnitud. 
METREX es la Red de Regiones y Áreas Metropolitanas, y uno de sus objetivos fundacionales es aportar 
una dimensión metropolitana a la política y la toma de decisiones europea. 
Entre otros aspectos, señala que “la gobernanza metropolitana (en las grandes áreas urbanas y sus zonas 
de influencia) aún no está consolidada en Europa”. 
En 1999 se publicó en la UE la “Perspectiva Europea de Ordenación del Territorio” (PEOT), que trataba 
de obtener “Visiones Territoriales” para siete áreas transnacionales reconocidas de Europa, y se esperaba 
que las áreas metropolitanas hiciesen una aportación clave para su realización. 
El Área Metropolitana de Oporto, a través de METREX, impulsó la “Asamblea de Oporto”, que 
desembocó en la firma, por parte de 40 áreas metropolitanas, de la “Declaración de Oporto”, que formaba 
parte de una “Magna Carta Metropolitana”. La Declaración definía la intención común de: 
- Perseguir el objetivo de la ordenación eficaz del territorio en Europa a nivel metropolitano fomentando 
la competencia, capacidad y proceso necesarios 
- Colaborar en el intercambio de conocimientos, entendimiento y experiencias, incluido el 
establecimiento de buenas prácticas, en materia de ordenación del territorio 
- Aportar la dimensión metropolitana a la ordenación del territorio a nivel europeo 
- Continuar relacionándose a través de la Red METREX, con el fin de lograr estos objetivos comunes. 
Existe actualmente en Europa un cierto número de modelos de gobernanza metropolitana, que oscilan 
entre autoridades con poderes legales integrales, autoridades con una selección de poderes básicos, y 
agrupaciones voluntarias de autoridades que sólo cuentan con poderes de asesoramiento. Estos modelos 
pueden resumirse de la siguiente manera: 
- Autoridades metropolitanas, elegidas democráticamente, que cuentan con un abanico completo de 
poderes en materia social, económica, de infraestructuras, ambiental y de ordenación del territorio con los 
que planificar e implementar estrategias eficaces e integradas. Este es el modelo que puede resultar más 
efectivo a la vista de los problemas y oportunidades a que se enfrentan algunas áreas metropolitanas. 
- Autoridades, elegidas democráticamente o designadas, con una selección de poderes básicos con los 
que planificar e implementar estrategias eficaces para abordar cuestiones clave. Sería el modelo más 
eficaz cuando las cuestiones a que tiene que hacer frente un área metropolitana son más específicas o 
urgentes. Estos modelos normalmente implican los poderes básicos en materia de ordenación territorial y 
transporte, así como económicas. 
- Agencias u organismos conjuntos metropolitanos nombrados, con responsabilidades en materia de 
planificación estratégica y funciones de asesoría para la implementación. Modelo más adecuado cuando 
ya existen estrategias nacionales y regionales establecidas e integradas que cuentan con el apoyo de los 
principales grupos de interés involucrados. 
Sea cual sea el modelo de gobernanza metropolitana que se elija en cada circunstancia en cuestión, deberá 
disponer de competencia, capacidad y proceso suficientes para cumplir de modo eficaz las siguientes 
funciones clave: 
- Evitar el desarrollo insostenible 
- Salvaguardar zonas o recursos delicados 
- Tener visión de futuro adoptando una perspectiva a largo plazo sobre las posibilidades de desarrollo 
- Presentar posibles futuros para su consideración y debate públicos 
- Permitir que se hagan realidad las opciones elegidas de ordenación del territorio 
- Mantener la estrategia de ordenación del territorio elegida 
METREX señala una serie de cuestiones clave, relacionadas entre sí, de índole social, económica y 
medioambiental, que pueden abordarse de modo más eficaz a nivel europeo, entre las que están: 
- La estructura europea y el equilibrio que hay que lograr entre el centro y la periferia, y 
- Las Áreas Urbanas Funcionales, especialmente las grandes regiones urbanas, su competitividad, 
bienestar y perspectivas futuras 
Para ello, la subsidiariedad exige que cada uno de los niveles políticos normativos o de gobernanza 
exprese sus intenciones en cuanto a sus poderes y responsabilidades. 
Fuente: http://www.eurometrex.org/ENT1/ES/index.php  Último acceso, 08.07.2015 
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la planificación y el desarrollo del espacio por las regiones y áreas metropolitanas de 
Europa”262. El propósito de la Declaración consistía en reconocer y definir el papel que 
tienen que desempeñar las regiones y áreas metropolitanas de Europa en la aplicación 
de las metas y objetivos de los marcos de planificación y desarrollo del espacio. Los 
Ministros reunidos en Oporto reconocen que las regiones y áreas metropolitanas 
constituyen el nivel al que se pueden realizar de una manera más eficaz las metas y 
objetivos de la planificación y desarrollo del espacio a nivel europeo. Es necesario que 
exista un nivel metropolitano de toma de decisiones, ya que sin un gobierno 
metropolitano
263
 eficaz, las poblaciones de las áreas metropolitanas no pueden tener 
influencia sobre algunas de las cuestiones clave que afectan a su futuro y a su 
sostenibilidad. Y es que la participación pública en la estrategia urbana sólo puede 
llevarse a cabo de manera inclusiva a nivel metropolitano. 
La Unión Europea se nutre de aportaciones, en materia territorial, tanto de sus 
instituciones como las de dos órganos consultivos, el CESE, y el Comité de las 
Regiones (en adelante, CDR)
264
. 
                                                  
262 “Magna Carta Metropolitana – La Declaración de Oporto – sobre la planificación y el desarrollo del 
espacio por las regiones y áreas metropolitanas de Europa” 
El contenido en sí de la “Declaración de Oporto” establece lo siguiente, 
 “Los representantes de las regiones y áreas metropolitanas de Europa abajo firmantes, asistentes a 
la Asamblea celebrada en Oporto, en junio de 1999, se declaran a favor de la intención común de: 
- aspirar a la meta de una planificación y desarrollo del espacio eficaces a nivel metropolitano en 
Europa, promoviendo la competencia, aptitud y proceso necesarios, teniendo en cuenta las metas y 
objetivos de la “Perspectiva para el Desarrollo del Espacio Europeo”; la política urbana establecida en 
“Desarrollo urbano sostenible en la Unión Europea: un marco de acción” de la Comisión Europea; y 
los marcos afines de planificación y desarrollo del espacio producidos por el Consejo de Europa. 
- Cooperar en el intercambio de conocimientos, entendimiento y experiencia en el campo de la 
planificación y desarrollo del espacio, incluido el establecimiento y adopción de buena práctica. 
- Aportar la dimensión metropolitana a la planificación y desarrollo del espacio a nivel europeo. 
- Continuar relacionándose a través de la Red METREX a fin de conseguir estos objetivos 
comunes.” 
Fuente: https://www.uv.es/lejarza/amv/adefini/pdf/escarta.pdf (Último acceso, 12.07.2015) 
263 En la Magna Carta Metropolitana se establece que, “Gobierno metropolitano significa el disponer de 
competencia – o autoridad-, aptitud o conocimientos  y proceso, esto es, disponer de medios  necesarios 
para hacer frente a las cuestiones en materia de planificación y desarrollo del espacio que surjan a este 
nivel.” 
264 El CDR, creado por el Tratado de Maastricht, está constituido por la asamblea de los representantes 
locales y regionales de la Unión Europea para dar voz a los entes subnacionales (regiones, provincias, 
municipios y ciudades) dentro del marco institucional de la Unión Europea. Ello se garantiza mediante la 
consulta que la Comisión Europea, el Consejo de Ministros y el Parlamento Europeo dirigen al CDR 
cuando elaboran textos legislativos relativos a diversos ámbitos de interés de los entes regionales y 
locales. 
Asimismo, es el encargado de ayudar a la Comisión a identificar a los participantes en el diálogo, 
proporcionándole una lista indicativa de asociaciones europeas y nacionales adaptada a los temas en 
cuestión para cada una de las reuniones programadas. Los principios de apertura, participación, 
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Este último, en su dictamen de 14 de diciembre de 2000 señalaba que “la diversidad 
de organizaciones territoriales en los Estados miembros de la Unión Europea constituye 
una riqueza que debe preservarse desde el punto de vista de la democracia local y de la 
proximidad de la actuación pública” y hacía un llamamiento al reconocimiento del 
principio de autogobierno local y regional, así como su inclusión en los Tratados.
265
 
Con el fin de impulsar una amplia dinámica democrática en la Unión, la Comisión 
inicia una profunda reforma de la gobernanza europea, concepto que designa las 
normas, procesos y comportamientos que influyen en el ejercicio de los poderes a nivel 
europeo, especialmente desde el punto de vista de la apertura, la participación, la 
responsabilidad, la eficacia y la coherencia. Dicha reforma aborda la cuestión de cómo 
la Unión Europea utiliza los poderes que le otorgan sus ciudadanos, y la búsqueda de la 
manera en que las cosas podrían y deberían hacerse. El objetivo es abrir el proceso de 
decisión política para dotarlo de mayores niveles de integración y responsabilidad. Un 
mejor uso de sus poderes debería permitir a la Unión Europea una conexión más directa 
con sus ciudadanos y dar lugar a unas políticas más efectivas. Si bien reconoce que “la 
principal responsabilidad en cuanto a implicar a los niveles regionales y locales en la 
política de la Unión recae y debe seguir recayendo en las autoridades nacionales” que 
no siempre asocian en suficiente medida a los agentes regionales y locales en la 
preparación de sus posiciones sobre las políticas comunitarias. 
Para ello propone cuatro grandes cambios, esto es, implicar más a los ciudadanos; 
definir políticas y legislaciones más eficaces; comprometerse en el debate sobre la 
gobernanza mundial; y, finalmente, centrar las políticas y las instituciones en objetivos 
claros. Básicamente, se persigue reformar la gobernanza europea para acercar a los 
ciudadanos a las instituciones europeas. Para una buena gobernanza habrá que atender a 
los cinco principios esenciales, que son la base de la democracia y el Estado de 
Derecho. Estamos hablando de la apertura, la participación, la responsabilidad, la 
                                                                                                                                                  
coherencia y eficacia justifican la necesaria participación de las colectividades territoriales en la 
elaboración de las políticas europeas. 
http://europa.eu/about-eu/institutions-bodies/cor/index_es.htm (Último acceso, 08.09.2015) 
265 Dictamen del Comité de las Regiones, de 14 de diciembre de 2000, sobre “las nuevas formas de 
gobernanza – Europa: un marco para la iniciativa de los ciudadanos”. 
http://bases.cortesaragon.es/bases/ndocumen.nsf/e86600a24e054a61c12576d2002e551c/f12c9f0da0d00f4
4c12575de00247e7c/$FILE/Dic.CE%20Gobernanza.pdf 
(Último acceso, 01.07.2015). 
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Con este fin, la Comisión propone la participación de las asociaciones de organismos 
locales en la elaboración de las políticas, aumentando la cooperación entre las 
asociaciones de las administraciones locales y el Comité de las Regiones. También 
propone flexibilizar la aplicación de ciertas políticas comunitarias con un fuerte impacto 
territorial, y tener en cuenta su incidencia en los territorios para obtener una ordenación 
más sostenible y equilibrada del territorio de la Unión.  
Todas estas reflexiones las vierte la Comisión en su Comunicación titulada “La 




La Comisión Europea, como institución de la Unión Europea encargada de aplicar el 
Derecho de la Unión, supervisar su cumplimiento y ejecutar sus políticas, y a la que 
corresponde en exclusiva la iniciativa legislativa ante el Parlamento y el Consejo, juega 
un papel relevante en el desarrollo de la materia que estamos analizando en este trabajo. 
                                                  
266 En virtud de este principio, el contenido y la forma de la acción de la Unión no excederán de lo 
necesario para alcanzar los objetivos de la Constitución. 
http://europa.eu/scadplus/constitution/subsidiarity_es.htm (Último acceso, 13.09.2015). 
267 Como nos recuerda M. A. ARIAS MARTÍNEZ (Comunidades Autónomas  y elaboración del Derecho 
Comunitario Europeo. Un estudio sobre el principio de colaboración en este ámbito. IVAP, Oñati, 1998, 
pp. 68-69), “la función de este principio es presidir el ejercicio de competencias concurrentes entre la 
Unión y los Estados, lo que significa que en ningún caso será un principio atributivo de nuevas 
competencias, esto es, no alterará la distribución de competencias entre la Unión y los Estados.” 
268 Comunicación de la Comisión, de 25 de julio de 2001, sobre “La Gobernanza Europea. Un Libro 
Blanco”. http://www.conselleriadefacenda.es/documents/10433/1731173/La+Gobernanza+Europea+-
+Un+libro+blanco+COM(2001)428f+(DOCE+12.10.2001).pdf/9ec891f9-099b-4c67-9de4-6664db2eced7 
(Último acceso, 02.07.2015). 
El principio de proporcionalidad, como menciona J. BARNES VÁZQUEZ (“Introducción al principio de 
proporcionalidad en el derecho comparado y comunitario”. Revista de Administración Pública, N.º 135, 
septiembre-diciembre 1994, pp. 516-517) conforme a la jurisprudencia del TJCE,  
“constituye un supraprincipio que tiene por objeto racionalizar la producción de los actos jurídicos 
de gravamen sometidos al Derecho Comunitario. Se trata de un principio general del ordenamiento 
comunitario -no escrito, hasta el Tratado de Maastricht (art. 3B TUE)- y es, por consecuencia, de 
rango superior al Derecho secundario o derivado. Afecta a todos los ámbitos del Derecho Comunitario 
y se utiliza con frecuencia como ratio decidendi en la revisión tanto de las normas como de la acción 
administrativa, a cuyo propósito el TJCE tiene en cuenta el rango del bien jurídico protegido, la 
intensidad y duración de la medida y el peso específico del interés general subyacente. 
De acuerdo con la jurisprudencia, el principio de proporcionalidad postula que, en la hipótesis de que 
haya varios medios posibles para alcanzar el objetivo establecido por el Tratado, se escoja aquel que 
resulte menos gravoso para el ciudadano. El TJCE lo ha utilizado, pues, para la defensa de los 
derechos que el ordenamiento comunitario reconoce.” 
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En relación con la materia que nos afecta, la Comisión emitió el 19 de diciembre de 
2003 una Comunicación en la que propugnaba un “Diálogo con las asociaciones de 
colectividades territoriales sobre la elaboración de las políticas de la Unión Europea” 
(COM (2003) 811 final – no publicada en el Diario Oficial), con el objetivo de hacer 
participar a los agentes locales en las fases iniciales del proceso de adopción de 
decisiones con el fin de tener en mayor medida su opinión sobre las políticas 
comunitarias con efectos territoriales importantes. Se trata de un diálogo, más político y 
estructurado, complementario con respecto a las demás formas de consulta previstas en 
el Tratado de Niza
269
 (artículos 137 a 139) y en la Comunicación específica de la 
Comisión de diciembre de 2002 (COM (2002) 704 final).
 270
 
En febrero de 2004, la Comisión Europea publicó el “Tercer Informe sobre la 
cohesión”, que abre nuevas vías de debate sobre la política regional y el progreso 
económico, así como sobre el desarrollo territorial y urbano. Para el futuro, el Tercer 
Informe aclara el vínculo entre la política regional y la Estrategia de Lisboa. Junto a la 
política de cohesión, de la política de cooperación territorial y del empleo, la 
competitividad se convertirá en el tercer pilar de la política regional. En este contexto, el 
Tercer Informe destaca en particular el papel de las ciudades y de las grandes 
conurbaciones. Si bien, para las áreas metropolitanas no se trata exclusivamente de la 
política regional, sino también de la política industrial, el conocimiento, el transporte y 
las redes europeas, el desarrollo sostenible y la calidad de vida.
271
 
Como ya mencionamos anteriormente, con la entrada en vigor del Tratado de Lisboa 
la cohesión territorial se incorporó al ámbito de los objetivos políticos clave 
reconocidos en el TUE y en el TFUE. Lejos de aceptar lo “inevitable” de un desarrollo 
territorial desigual, es preciso llevar a cabo una política específicamente diseñada para 
proveer un desarrollo territorial equilibrado. Una política apoyada en, pero no reducida 
a, los fondos estructurales, de forma que el modelo de cohesión territorial de la UE 
                                                  
269 Tratado de Niza, firmado en Niza el 26 de febrero de 2001 (DOCE (2001 C 80/01, de 10 de marzo de 
2001), por el que se modifican el Tratado de la Unión Europea, los Tratatos constitutivos de las 
Comunidades Europeas y determinados actos conexos. 
270 Comisión Europea, Comunicación “Diálogo con las asociaciones de colectividades territoriales sobre 
la elaboración de las políticas de la Unión Europea” 
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:52003DC0811&from=ES 
(Último acceso, 19.06.2015). 
271 Tercer Informe sobre la Cohesión. Comisión Europea. 
 http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:52004DC0107&from=ES 
Último acceso 29.06.2015. 
 153 
contribuya al logro tanto de las metas establecidas en el Tratado como de las 
establecidas para la siguiente década en la “Estrategia Territorial Europa 2020”272, en 
concreto las relacionadas con la sostenibilidad. 
En la reunión informal de Ministros responsables de la ordenación territorial 
celebrada bajo la Presidencia Húngara del Consejo de la UE (Gödöllö, Hungría, 19 de 
mayo de 2011), fue aprobada por consenso la nueva “Agenda Territorial Europea 
2020”273, con el cometido de operar como elemento de orientación y referencia para la 
preparación del nuevo conjunto de políticas de la UE asociadas a la programación y 
perspectivas financieras 2014-2020. 
Concepto clave de la ATE 2020 es el denominado Place-based approach; el enfoque 
basado en el lugar, lo cual es coherente con el hecho de que alcanzar las metas de la 
“Estrategia Territorial Europa 2020” implica identificar el potencial, el “capital”, los 
valores y las dificultades de cada territorio (regiones administrativas, pero sobre todo 
regiones funcionales, áreas rurales, interfaces urbano-rurales…).274 
2.3. Del Dictamen del CESE, de 1 de julio de 2004 que reconoce la importancia de 
las Áreas Metropolitanas en Europa, a la promoción del desarrollo urbano 
sostenible como prioridad estratégica (Resolución del Parlamento Europeo, de 24 
de marzo de 2009) 
Como ya hemos señalado, también el CESE desempeña en materia territorial un 
importante papel tanto por el número como por el contenido de los dictámenes emitidos 
en relación a la problemática metropolitana.
275
 El 15 de julio de 2003, de conformidad 
con el artículo 29.2 de su Reglamento Interno, el CESE decidió elaborar un dictamen 
                                                  
272 “Estrategia Territorial Europa 2020” 
https://www.sepe.es/contenidos/personas/formacion/refernet/pdf/Estrategia_Europa_2020.pdf (Último 
acceso, 19.06.2015) 
273 “Agenda Territorial Europea 2020” 
274 Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente. Unión Europea, Desarrollo Territorial 
http://www.magrama.gob.es/es/desarrollo-rural/temas/desarrollo-territorial (Último acceso 19.06.2015). 
275 Este Comité, fundado en 1957 por el TCE y del que forman parte 353 miembros de los 28 Estados 
miembros de la Unión Europea, es un órgano consultivo de la UE que ofrece un asesoramiento 
especializado a las grandes instituciones de la Unión. Fue creado por el Tratado Constitutivo de la 
Comunidad Económica Europea en 1957 para representar los intereses de los distintos grupos económicos 
y sociales de Europa. El CESE debe ser consultado por el Consejo, la Comisión o el Parlamento Europeo 
en los casos previstos por los Tratados, emitiendo un dictamen preceptivo previo a la adopción de un gran 
número de actos, entre ellos, los relativos al desarrollo regional. También puede emitir dictámenes 
facultativos, solicitados por las Instituciones, así como por iniciativa propia. 
Fuente: http://www.eesc.europa.eu/?i=portal.es.home (Último acceso, 13.09.2015). 
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sobre “Las áreas metropolitanas europeas: repercusiones socioeconómicas para el futuro 
de Europa”, firmado el día 1 de julio de 2004.276  
En su punto 1.1 se establece su razón de ser, al afirmar que “en el marco de la 
política regional de la Unión Europea, el CESE señala en el presente Dictamen la 
importancia de las áreas metropolitanas europeas en Europa”, dada la relevancia tanto 
económica como demográfica de dichas áreas para el futuro. A pesar de ello, critica el 
hecho de que esta cuestión, hasta ese momento, no haya suscitado interés concreto 
alguno por parte de la Unión o sus instituciones.  
El presente Dictamen delimita conceptualmente al área metropolitana como “aquella 
formada por un núcleo central, ya sea una ciudad aislada o una conurbación, y por una 
periferia o conjunto de municipios contiguos donde una parte importante de la 
población activa residente en los mismos va a trabajar diariamente al núcleo central.” El 
núcleo central ha de contar con un número mínimo de habitantes (por ejemplo, 500 mil 
habitantes, umbral establecido por METREX), o de puestos de trabajo, para ser 
reconocido como centro de un área metropolitana. Además, se requiere un umbral 
mínimo de intensidad de desplazamientos domicilio-trabajo entre un municipio de la 
periferia y el núcleo central para que el primero quede incluido en el área metropolitana. 
Sin embargo, la falta de armonización de las definiciones a escala europea limita las 
comparaciones internacionales ya que, en la práctica, estos mínimos se han fijado de 
manera arbitraria y, por consiguiente, revisten una importancia variable. 
Remarca que la situación de las áreas metropolitanas y la cuestión de su gobernanza 
nunca se han estudiado en profundidad a nivel de la Unión Europea. El CESE considera 
que ha llegado el momento de profundizar en el análisis y estudiar de qué manera una 
buena gobernanza regional de todas las partes interesadas en estos territorios puede ser 
beneficiosa para sus poblaciones y para la Unión Europea en su conjunto. 
Por ello, reclama que el desarrollo económico, social y medioambiental de las 
metrópolis europeas figure permanentemente en la agenda comunitaria, y señala como 
condiciones ineludibles, la existencia de datos europeos, la implantación de un 
                                                  
276 DOUE 2004/C 302/20, de 7 de diciembre de 2004. 
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intercambio de información a través de Eurostat
277
 y una atención específica por parte 
de la Comisión. 
El CESE señala el vínculo directo que existe entre el papel de las metrópolis 
europeas y la “Estrategia de Lisboa”278, pues el éxito de los objetivos de esta última 
depende, en gran parte, de la manera en que dichos objetivos se concretarán en las áreas 
metropolitanas.  Y ello es así porque, en opinión del CESE, las áreas metropolitanas son 
los territorios clave para la realización de los objetivos económicos, sociales y 
medioambientales de la Estrategia de Lisboa. Habida cuenta del papel que desempeñan 
las áreas metropolitanas en Europa, los objetivos de la Estrategia de Lisboa no podrán 
alcanzarse si éstos no se realizan en las áreas urbanas. 
La cuestión de la cohesión social, económica y territorial, de la que se han ocupado 
las instituciones europeas y que han tratado en diferentes documentos, como la 
Estrategia de Lisboa, es también importante dentro de las áreas metropolitanas, dado 
que su prosperidad es una condición necesaria para resolver los problemas de cohesión 
social y territorial que se plantean en sus propios territorios y en las demás ciudades o 
regiones europeas. 
Para el CESE, las áreas metropolitanas son las sedes principales de la investigación, 
de la innovación y de la creación de nuevas actividades. La dinámica económica se 
concreta principalmente en las áreas metropolitanas, que son los lugares privilegiados 
para la innovación, la sociedad del conocimiento y la formación. También son 
                                                  
277 La Oficina Europea de Estadística, más conocida como Eurostat, es la oficina estadística de la 
Comisión Europea, que produce datos sobre la Unión Europea y promueve la armonización de los 
métodos estadísticos de los estados miembros. http://ec.europa.eu/eurostat  (Último acceso, 08.07.2015). 
Fruto de una iniciativa conjunta de la Comisión Europea y Eurostat es el Programa “Urban Audit”, 
también conocido como “Indicadores Urbanos”. Su objetivo es el de recoger información sobre las 
condiciones de vida de 258 ciudades de tamaño mediano y grande dentro de la UE y los países 
candidatos. Tiene como cometido la recopilación, estimación y publicación de datos estadísticos de 
contenido socio-económico para conocer y medir la calidad de vida (bienestar social) en un determinado 
número de áreas territoriales. http://ec.europa.eu/eurostat/web/cities/overview (Último acceso, 
08.07.2015). 
278 La Estrategia de Lisboa, también conocida como Agenda de Lisboa o Proceso de Lisboa, es un plan de 
desarrollo de la Unión Europea que fue aprobado en la reunión del Consejo Europeo de Lisboa en marzo 
del año 2000. En esa cumbre los Jefes de Gobierno de la UE acordaron un nuevo objetivo estratégico para 
la Unión Europea: Hacer de Europa en 2010 la economía más próspera, dinámica y competitiva del 
mundo capaz de crecer económicamente de manera sostenible con más y mejores empleos y con mayor 
cohesión social. 
El Consejo Europeo de diciembre de 2009 se propuso revisar la estrategia de Lisboa tomando como punto 
de partida el impacto de la crisis y los retos planteados para el futuro. Como consecuencia de dicha 
revisión, la Comisión propuso una estrategia política sucesora de la Estrategia de Lisboa que expiró en 
2010, denominada “Estrategia Europa 2020”, con una duración prevista de diez años. 
http://www.europarl.europa.eu/highlights/es/1001.html  (Último acceso, 08.07.2015). 
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importantes polos culturales, turísticos, deportivos y de ocio. Frente a estas ventajas, el 
Dictamen también reconoce que la metropolización (que se caracteriza por la 
multiplicación de las grandes conurbaciones y la concentración creciente en su seno de 
poblaciones, actividades y producción de riquezas en un espacio geográfico que crece y 
cuyos contornos son imprecisos), conlleva a menudo el aumento de las desigualdades 
sociales y el agravamiento de las disparidades territoriales. Sería por tanto necesaria una 
política regional que buscase reducir esta fragmentación, conciliando la gobernanza de 
las áreas metropolitanas con las dinámicas en curso.
 279
 
El Consejo de Ministros, en la línea apuntada del objetivo de alcanzar la cohesión 
económica, social y territorial, el día 6 de octubre de 2006 (DOUE I. 291 de 
21.10.2006) adopta la Decisión relativa a las directrices estratégicas comunitarias en 
materia de cohesión
280
, con arreglo al artículo 25 del Reglamento (CE) nº 1086/2006
281
. 
Según el Considerando 12, “la dimensión territorial de la política de cohesión es 
importante y todas las zonas de la Comunidad deben tener la oportunidad de contribuir 
al crecimiento… Las directrices estratégicas deben  favorecer un desarrollo 
equilibrado, comunidades sostenibles y la inclusión social”. Sin olvidar que “la buena 
gobernanza es esencial en todos los niveles para una aplicación con éxito de la política 
de cohesión”. 
En el punto 2 del Anexo que acompaña esta Decisión, se reconoce que “en la política 
de cohesión, el aspecto geográfico reviste una especial importancia”, por lo que, cuando 
elaboren sus programas y concentren sus recursos en las prioridades, “los Estados 
miembros y las regiones deben prestar especial atención a estas circunstancias 
geográficas como elemento transversal u horizontal”. 
                                                  
279 Dictamen “Las áreas metropolitanas europeas: repercusiones socioeconómicas para el futuro de 
Europa”http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:52004IE0968&from=ES 
(Último acceso 29.06.2015). 
280 Decisión del Consejo de Ministros, de 6 de octubre de 2006, relativa a las directrices estratégicas 
comunitarias en materia de cohesión, 
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32006D0702&from=ES 
(Último acceso, 01.07.2015). 
281 Reglamento (CE) Nº 1083/2006, del Consejo, de 11 de julio de 2006, por el que se establecen las 
disposiciones generales relativas al Fondo Europeo de Desarrollo Regional, al Fondo Social Europeo y al 
Fondo de Cohesión y se deroga el Reglamento (CE) Nº 1260/1999. Artículo 25: “El Consejo establecerá 
en el nivel comunitario unas concisas orientaciones estratégicas en materia de cohesión económica, social 
y territorial, en las que se definirá el marco indicativo para la intervención de los Fondos… con el fin de 
favorecer el desarrollo armonioso, equilibrado y sostenible de la Comunidad”.  
http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=OJ:L:2006:210:0025:0078:ES:PDF 
(Último acceso, 01.07.2015). 
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Continúa reafirmando la importancia que juega el elemento territorio en la política de 
cohesión en el sentido de que “la dimensión territorial contribuirá a desarrollar 
comunidades sostenibles y a evitar un desarrollo regional desequilibrado que 
obstaculice el potencial de crecimiento global”. Y no se olvida de recordar el papel 
fundamental que desempeña la buena gobernanza, pues,  
“la aplicación con éxito de las medidas a favor de la cohesión territorial exige 
mecanismos de ejecución que contribuyan a garantizar un trato equitativo de todos 
los territorios sobre la base de sus capacidades individuales como factor de 
competitividad. Por lo tanto, la buena gobernanza es importante para abordar 
adecuadamente la dimensión territorial”. 
Por otro lado, propugna, en aras a promover las ciudades como motores de desarrollo 
regional, que se lleven a cabo acciones que procuren una mejora de la competitividad, 
proponiendo, como ejemplo, el establecimiento de agrupaciones. 
Finalmente, sugiere a los Estados la posibilidad de crear una Agrupación Europea de 
cooperación territorial (en adelante, AECT) que asuma la función de autoridad gestora 
en determinados programas de cooperación. 
Esta Agrupación Europea de Cooperación Territorial ya había sido objeto de 
regulación por el Reglamento (CE) Nº 1082/2006, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 5 de julio de 2006
282
, con el objetivo de ofrecer medidas adecuadas a las 
autoridades regionales y locales para llevar a cabo y gestionar las actividades de 
cooperación territorial. Para superar los obstáculos a dicha cooperación, consideran 
preciso instaurar un instrumento de cooperación a escala comunitaria para crear en el 
territorio de la Comunidad agrupaciones cooperativas dotadas de personalidad jurídica, 
constituidas por miembros situados en el territorio de al menos dos Estados, a las que 
denominan “Agrupaciones europeas de cooperación territorial”, dotadas de capacidad 
para actuar en nombre y por cuenta de sus miembros y, en particular, de las autoridades 
regionales y locales que la integren. 
La AECT debe poder actuar, bien para aplicar programas o proyectos de cooperación 
territorial cofinanciados por la Comunidad, o bien para llevar a cabo acciones de 
                                                  
282 Reglamento (CE) Nº 1082/2006, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de julio de 2006, sobre 
la Agrupación europea de cooperación territorial (AECT). 
http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=OJ:L:2006:210:0019:0024:es:PDF 
(Último acceso, 01.07.2015.) 
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cooperación territorial por iniciativa exclusiva de los Estados miembros y de sus 
autoridades regionales y locales, con o sin intervención financiera de la Comunidad. Su 
objeto será facilitar y fomentar entre sus miembros, la cooperación transfronteriza, 
transnacional e/o interregional, denominada “cooperación territorial”, con el fin 
exclusivo de reforzar la cohesión económica, social y territorial. 
El Dictamen del CESE, de 25 de abril de 2007, sobre la “Agenda Territorial283, se 
elaboró, se elaboró a solicitud del Ministerio de Transportes, Obras Públicas y 
Urbanismo, y en él llega a la conclusión de que “el objetivo de la cohesión territorial a 
nivel de la UE hace necesario que la Comisión se dote de un servicio específico y fuerte 
que analice, diagnostique y haga propuestas políticas que confirmen el valor añadido de 
un enfoque europeo sobre la cohesión territorial”. Además, recomienda que “en la 
gobernanza de la Agenda Territorial deben participar de manera equilibrada las 
diferentes administraciones que actúan sobre el territorio: locales, regionales, nacionales 
y de la UE, así como la sociedad civil organizada, que debe ser consultada previamente” 
El 25 de abril de 2007 el CESE elabora un nuevo Dictamen sobre la misma materia y 
de nuevo titulado “Las áreas metropolitanas europeas: repercusiones socioeconómicas 
para el futuro de Europa”284 – dado que su propósito era realizar un seguimiento 
periódico de la cuestión metropolitana -. En dicho Dictamen el CESE se reafirma 
considerando a las áreas metropolitanas como “centros de gravedad de Europa”, y 
definiéndolas como “el conjunto formado por una ciudad muy grande o ciudades 
importantes policéntricas rodeadas por otros municipios y zonas rurales. Y propugna 
una evolución de conjunto por el Consejo y la Comisión que establezca directrices  
sobre la evolución de las áreas metropolitanas y las iniciativas nacionales en dicho 
ámbito, debate que aunaría los enfoques nacionales en una perspectiva común, que 
podría ser un estímulo para los agentes regionales. 
                                                  




284 Dictamen del Comité Económico y Social Europeo sobre “Las áreas metropolitanas europeas: 
repercusiones socioeconómicas para el futuro de Europa”, (Bruselas, 25 de abril de 2007; DOUE N.º 
2007/C 168/02, de 20 de julio de 2007). 
http://www.bizkaia.net/ogasuna/europa/pdf/documentos/07-C168-02.pdf  (Último acceso, 30.06.2015). 
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El Dictamen señala como causas del freno al desarrollo equilibrado de las áreas 
metropolitanas, la falta de identidad y la ausencia de una gobernanza adecuada. Como 
solución a dicho freno señala que es imprescindible un compromiso a varios niveles, 
nacional, regional y urbano, para lo que se requiere una legitimidad de las instancias 
descentralizadas. Y ello es preciso porque, a criterio del CESE, las áreas metropolitanas 
son los laboratorios de la economía mundial, motores de la economía y centros de 
creatividad y de innovación (de ahí el vínculo directo de su función con la aplicación de 
la Estrategia de Lisboa). 
El CESE concluye en su Directiva que “la población no siempre tiene el sentimiento 
de pertenecer a una metrópolis. A las áreas metropolitanas europeas les falta legitimidad 
política. Las estructuras administrativas de antaño ya no son suficientes, ya que datan de 
los ciclos históricos del pasado, pero los gobiernos nacionales se muestran muy 
sensibles a posibles resistencias contra nuevas estructuras procedentes de las partes 
interesadas, en particular de las entidades administrativas existentes. En cambio, los 
desafíos que deben afrontar las áreas metropolitanas son inmensos. Para superarlos y 
gestionar correctamente los avances se necesita una nueva organización de la 
gobernanza”. 
Otra institución de la Unión Europea que se va a pronunciar en relación a la dinámica 
territorial en los países de la UE es el Parlamento Europeo, que el 21 de febrero de 2008 
dicta una Resolución sobre “el seguimiento de la Agenda Territorial de la UE y de la 
Carta de Leipzig
285
: Hacia un programa de acción europea para el desarrollo espacial y 
                                                  
285 “Carta de Leipzig sobre Ciudades Europeas Sostenibles”. El 24 de mayo de 2007 la Unión Europea 
acordó, por primera vez en su historia, una estrategia común de regeneración urbana. En esa fecha, los 
ministros europeos de urbanismo firmaron la Carta de Leipzig (ciudad alemana donde se celebraba una 
reunión, o Consejo informal, bajo el lema Desarrollo urbano y cohesión territorial). A partir de este 
acuerdo, se incluye el objetivo del desarrollo sostenible de las ciudades de la Unión Europea en la agenda 
comunitaria. 
El objetivo es que la Carta sirva de referencia para las políticas de desarrollo urbano. Además intenta 
iniciar un debate para integrar los principios de sostenibilidad de las ciudades en las políticas nacionales, 
regionales y locales de los países comunitarios siguiendo la filosofía de la Declaración de Bristol del 6 de 
diciembre de 2005. En dicha declaración se definieron los criterios necesarios para la sostenibilidad de las 
ciudades: buen nivel económico, alto empleo, integración, buenos servicios y buenas conexiones, respeto 
al medio ambiente, buen diseño y construcción y participación de la ciudadanía en las decisiones de sus 
representantes. 
Se parte del convencimiento general de que ha terminado la época en que se construían barrios 
únicamente residenciales o destinados, exclusivamente, a áreas de oficinas y centros comerciales de 
enormes proporciones, para pasar a construir la ciudad de una manera armónica y respetuosa con el medio 
ambiente y los grupos sociales que la habitan. En este sentido, la Carta de Leipzig pretende dar respuesta 
y solución a problemas actuales en las ciudades europeas como son: el cada vez mayor envejecimiento de 
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la cohesión territorial”. 
En ella afirma que la diversidad territorial, el multicentrismo y la ciudad compacta 
son señas esenciales de la estructura del territorio de la Unión Europea, y que la mayor 
parte de los ciudadanos de la Unión vive hoy en ciudades.  
Pide al Consejo y a los Estados miembros, en el espíritu de una verdadera 
gobernanza de múltiples niveles que tenga en cuenta la diversidad territorial de la Unión 
Europea y respete el principio de subsidiariedad, que hagan participar plenamente a las 
autoridades locales y regionales, incluidas las autoridades públicas y transfronterizas y 
que, con arreglo al principio de asociación, hagan participar a los interlocutores 
económicos y sociales, a las organizaciones no gubernamentales relevantes y a las 
partes interesadas privadas, en los programas de acción para la aplicación de la Agenda 
Territorial y de la Carta de Leipzig, y apoya activamente estos esfuerzos. 
A los Estados miembros les pide que garanticen, como cuestión de principio y en 
todo su territorio, la disponibilidad, el acceso y la accesibilidad de los servicios de 
                                                                                                                                                  
la población, la inmigración, la transformación de recintos industriales abandonados y el desempleo entre 
los jóvenes. 
En la Carta se establecen un conjunto de recomendaciones y se proponen estrategias de acción para cada 
una, entre las que destacan las siguientes: 
 Hacer un mayor uso de los enfoques relacionados con la política integrada de desarrollo urbano.  
 Crear y consolidar espacios públicos de alta calidad.  
 Modernizar las redes de infraestructuras y mejora de la eficiencia energética. .  
 Prestar especial atención a los barrios menos favorecidos dentro del contexto global de la ciudad.  
 Buscar estrategias para la mejora del medio ambiente físico. .  
 Fomentar un transporte urbano eficiente y asequible.  
 Garantizar una verdadera participación de todos los actores implicados. 
Se trata de un documento de los Estados miembros redactado a través de una participación amplia y 
transparente de las partes interesadas a nivel europeo. En ella, mediante el conocimiento de los retos y 
oportunidades y los diferentes antecedentes, tanto históricos como económicos, sociales y 
medioambientales de las ciudades europeas, los ministros responsables del Desarrollo Urbano de los 
Estados miembros acuerdan unos principios y estrategias comunes para una política de desarrollo urbano. 
Los Ministros se comprometen:  
• A iniciar un debate político en sus países sobre cómo integrar los principios y estrategias de la Carta de 
Leipzig sobre Ciudades Europeas Sostenibles dentro de las respectivas políticas de desarrollo nacional, 
regional y local. 
• A hacer uso de la herramienta de desarrollo urbano integrado y la gobernanza asociada para su puesta en 
marcha, y, para este propósito, establecer a nivel nacional los marcos necesarios, y 
• A fomentar la puesta en práctica de una organización territorial equilibrada basada en una estructura 




gnVCM2000000624e50aRCRD&lr=lang_es (Último acceso, 13.09.2015). 
Fuente: http://www.upv.es/contenidos/CAMUNISO/info/U0506083.pdf  (Último acceso, 04.07.2015). 
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interés general, con el fin de ofrecer a las personas de las distintas regiones la 
posibilidad de aprovechar las oportunidades y el potencial específicos de su región; pide 
que se tengan especialmente en cuenta las necesidades de los grupos desfavorecidos; 
pide a la Comisión que en sus directrices sobre la aplicación del Reglamento marco 
sobre servicios de interés general y en la contratación pública permita a las entidades 
territoriales tener más en cuenta las necesidades y los agentes locales y que mejore su 
adaptabilidad. 
Acoge con gran satisfacción que el Tratado de Lisboa incluya como uno de sus 
objetivos la cohesión territorial, junto con la económica y social, y prevea una 
competencia legislativa compartida en este ámbito de la UE y los Estados miembros.
 286
 
El 25 de noviembre de 2008, los Ministros responsables del Desarrollo Urbano se 
reunieron en Marsella bajo el lema “La Ciudad Sostenible y Solidaria”, y examinaron la 
puesta en aplicación de la Carta de Leipzig sobre el desarrollo urbano integrado. Esta 
reunión formaba parte de una serie de tres reuniones informales relacionadas y 
consecutivas, cubriendo también las materias de vivienda y de cohesión territorial, de 
forma que todos estos componentes esenciales de las políticas de desarrollo urbano 
integrado pudieran tratarse de forma conjunta.
287
 
                                                  
286 Resolución del Parlamento Europeo, de 21 de febrero de 2008 (DOUE N.º 2009/C 184 E/15, de 6 de 
agosto de 2009), sobre “el seguimiento de la Agenda Territorial de la UE y de la Carta de Leipzig: Hacia 
un programa de acción europea para el desarrollo espacial y la cohesión territorial”  
http://www.europarl.europa.eu/sides/getDoc.do?pubRef=-//EP//TEXT+REPORT+A6-2008-
0028+0+DOC+XML+V0//ES 
287 El Urban Development Group (Agrupación de representantes europeos de los Ministerios de 
Desarrollo Urbano), que ideó los instrumentos necesarios para aplicar en las políticas estatales los 
principios enunciados en la Carta de Leipzig, propuso a los Ministros la construcción de un “marco de 
referencia” de la ciudad sostenible y solidaria, para dinamizar las políticas sectoriales y armonizar las 
políticas nacionales, regionales y locales. 
Los Ministros acordaron incluir a las autoridades locales en el proceso de reflexión, pues ellas son los 
principales artífices de la aplicación concreta de las políticas urbanas. 
Entre sus conclusiones, acuerdan que “las áreas rurales y urbanas son interdependientes”, siendo preciso 
un nuevo enfoque en la relación entre los entornos rurales y urbanos así como en las relaciones entre los 
territorios rurales y urbanos como zonas funcionales con el objeto de garantizar un acceso adecuado a los 
servicios. Concluyen también que “las ciudades transfronterizas son muy importantes para el desarrollo 
urbano integrado, cohesionado y sostenible en Europa (apartado G). 
Dicha propuesta integrada necesita, a criterio de los Ministros, “tener en cuenta el rango de escalas en el 
que funcionan las ciudades, desde los barrios a las grandes áreas urbanas. Asimismo, debe basarse en la 
gobernanza multinivel a fin de posibilitar la coordinación entre los diversos niveles europeo, nacional, 
regional y local que influyen en el desarrollo urbano” (apartado H). 
Los Ministros reconocen el papel que desempeñan las ciudades en el fomento de la cohesión territorial tal 
y como se afirma por primera vez en el Libro Verde de la Comisión Europea en materia de cohesión 
territorial, así como el papel principal de las autoridades locales en gran parte de las políticas de 
desarrollo urbano sostenible, de acuerdo con el principio de subsidiariedad. 
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Junto con el objetivo de la cohesión, el de la gobernanza se ha convertido en un tema 
de primer orden debido a la necesidad cada vez mayor de interrelacionar las políticas de 
la Unión Europea de manera más directa con su cumplimiento por los Estados 
miembros y su aplicación en dichos Estados. El dictamen del CESE sobre “Gobernanza 
y asociación a nivel nacional y regional, y base para los proyectos en el ámbito de la 
política regional”288, firmado en Bruselas el 18 de septiembre de 2008 (DOUE N.º 
(2009/C 77/30, de 31 de marzo de 2009), afirma que “la buena gobernanza en la política 
regional requiere ajustes en las formas rígidas de “gobierno a varios niveles”, lo que 
equivale a ajustes en el estilo y la mentalidad del gobierno”. El CESE considera que 
“una gobernanza adecuada en la política regional implica la participación responsable y 
transparente de la sociedad civil representativa y legítima” y que “la descentralización 
es positiva para fomentar la responsabilidad y la capacidad de rendir cuentas de los 
entes locales y regionales”. Así pues, “una mejor gobernanza a nivel descentralizado 
hará a las sociedades en su conjunto más resistentes y aptas para el futuro”. 
El presente Dictamen atribuye a la Comisión un importante papel para contribuir a la 
sensibilización sobre el papel futuro de las ciudades y de las áreas metropolitanas. El 
CESE estima que la descentralización resulta muy prometedora en la medida en que 
pone de relieve la responsabilidad de los entes locales y regionales y favorece la 
capacidad de rendir cuentas. Responsabilidad y rendición de cuentas que son las 
condiciones esenciales de cualquier evolución regional. El CESE pide a la UE y a los 
gobiernos nacionales que tengan en cuenta los mecanismos y métodos de trabajo en las 
regiones y ciudades con éxito, incluidas las áreas metropolitanas.  
                                                                                                                                                  
Proponen, en colaboración con las autoridades regionales y locales, la implementación de políticas de 
desarrollo urbano integrado con el objeto de garantizar una mayor coherencia entre las funciones urbanas 
(residencia, actividades económicas y sociales, educación y formación, cultura y ocio) para desarrollar los 
esfuerzos de la acción pública para el desarrollo de ciudades sostenibles. Políticas que han de ser acordes 
con las circunstancias de cada país o territorio y deben prestar una especial atención a la coordinación 
entre políticas rurales y urbanas y a las dinámicas transfronterizas. Los Ministros tienen en cuenta la 
importancia que la Política de Cohesión desempeña a favor del desarrollo urbano integrado sostenible y, 
concretamente, mediante el impulso de la dimensión urbana de los programas operativos, estando a favor 
de una mayor cohesión entre las funciones urbanas. 
http://www.fomento.gob.es/NR/rdonlyres/2CAC69EF-D3C5-4425-8386-
A8E3DC86D420/111516/1_declaracion_final.pdf (Último acceso, 30.06.2015). 
288 Dictamen del CESE sobre el tema “Gobernanza y asociación a nivel nacional y regional, y base para 
los proyectos en el ámbito de la política regional”, de 18 de septiembre de 2008, 
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:52008AE1528&from=ES   
(Último acceso, 30.06.2015). 
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El 6 de octubre de 2008, la Comisión Europea emitió una Comunicación al Consejo, 
al Parlamento Europeo, al Comité de las Regiones y al Comité Económico y Social 
Europeo en forma de Libro Verde sobre la cohesión territorial, subtitulado “Convertir la 
diversidad territorial en un punto fuerte”289 Nos recuerda la Comisión que la cohesión 
territorial consiste en garantizar un armonioso desarrollo de todos los lugares que 
integran la Unión Europea, “y lograr que sus habitantes puedan aprovechar al máximo 
sus características inherentes. Por ello, es un medio para transformar la diversidad en un 
activo que contribuya al desarrollo sostenible de la UE en su conjunto”. Y es que la 
importancia de la dimensión territorial constituye un elemento fundamental de las 
políticas estructurales de la UE desde sus orígenes. Es indiscutible la necesidad de 
fomentar la cooperación, el diálogo y la asociación entre distintos niveles 
gubernamentales y entre éstos, las organizaciones y el público sobre los asuntos 
directamente involucrados en el proceso de desarrollo. 
Para garantizar la calidad de vida de la población europea, las soluciones políticas 
vienen de la mano de la concentración, la conexión y la cooperación. En relación al 
primer frente, habrá que garantizar un desarrollo territorial equilibrado y sostenible de la 
UE en su conjunto, evitando excesivas concentraciones de crecimiento y facilitando el 
acceso a las crecientes ventajas de los centros urbanos en todos los territorios. Conectar 
territorios supone, además de garantizar unas buenas conexiones de transporte 
intermodal, facilitar un acceso adecuado a servicios como la asistencia médica, la 
educación y la energía sostenible, entre otros.  
Por último, los problemas de conectividad y concentración sólo se pueden abordar 
eficazmente mediante una gran cooperación a diversos niveles, que incluya en ciertos 
casos la cooperación entre las autoridades locales vecinas. En determinados Estados 
miembros, se han creado organismos metropolitanos que reúnen a autoridades de 
distintos niveles para abordar temas como el desarrollo económico, el transporte 
público, el acceso a la asistencia médica y a la enseñanza superior y a la formación, la 
calidad del aire y las basuras, que trascienden las fronteras regionales. Algunas regiones 
                                                  
289 Comunicación de la Comisión al Consejo, al Parlamento Europeo, al Comité de las Regiones y al 
Comité Económico y Social Europeo. Bruselas, 6 de octubre de 2008. Libro Verde sobre la cohesión 
territorial: Convertir la diversidad territorial en un punto fuerte,  
http://ec.europa.eu/regional_policy/archive/consultation/terco/paper_terco_es.pdf   
(Último acceso, 01.07.2015). 
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metropolitanas no sólo superan las fronteras locales y regionales sino también las 
fronteras nacionales, como las Eurometrópolis Lille-Kortrijk-Tournai, que incluye 
ciudades a los dos lados de la frontera.  
Las regiones fronterizas interiores de los países de la UE también se benefician de la 
mejora de la cooperación transfronteriza gracias a la política de cohesión.
290
 
La Resolución del Parlamento Europeo, de 21 de octubre de 2008 (DOUE N.º 
2010/C 15 E/02, de 21 de enero de 2010) sobre “gobernanza y asociación a nivel 
nacional y regional, y una base para proyectos en el ámbito de la política regional”, 
considera que el interés y el bienestar de los ciudadanos son esenciales para las políticas 
europeas, nacionales y regionales y que un mayor nivel de gobernanza y asociación, 
encaminado a establecer una coordinación y una cooperación mejores entre las distintas 
autoridades, redundaría en beneficio de todos los ciudadanos de la Unión. 
Y considera que “las soluciones prácticas que esperan nuestros ciudadanos en 
materia de servicios públicos (tales como transporte público, agua potable, viviendas 
sociales y educación pública) sólo pueden lograrse con una buena gobernanza que 
incluya dos sistemas complementarios: por un lado, el sistema institucional, que prevé 
el reparto de las competencias y los presupuestos entre el Estado y las autoridades 
regionales y locales, y por otro, el sistema de asociación, que agrupa a diferentes actores 
públicos y privados interesados por la misma temática en un territorio determinado”. 
Esta resolución recuerda que el término “asociación” (que figura en el reglamento 
general de los Fondos Estructurales), supone que cada Estado miembro debe organizar 
“una cooperación con autoridades y organismos tales como: a) las autoridades 
regionales, locales, urbanas y otras autoridades públicas competentes; b) los 
interlocutores económicos y sociales; c) cualquier otro organismo pertinente que 
represente a la sociedad civil, a los interlocutores medioambientales, organizaciones no 
gubernamentales y organismos responsables de fomentar la igualdad entre mujeres y 
hombres”. 
Considera que tanto una mejor coordinación de las diferentes políticas públicas a 
                                                  
290 Comunicación de la Comisión al Consejo, al Parlamento Europeo, al Comité de las Regiones y al 
Comité Económico y Social Europeo. Bruselas, 6 de octubre de 2008. Libro Verde… Punto 2. Hacia un 
desarrollo más equilibrado y armonioso. 
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todos los niveles administrativos implicados como una gobernanza eficaz, son 
elementos indispensables para el avance del desarrollo sostenible de los territorios. 
Asimismo, sostiene la conveniencia de organizar una cooperación más eficaz y 
transparente para todos los actores entre las distintas autoridades y organismos públicos 
y privados, sin transferir necesariamente competencias jurídicas y sin crear nuevas 
entidades, permitiendo a todos ser más eficaces gracias a dicha cooperación. 
Mantiene que el concepto de “cuencas de vida y empleo” implica tener en cuenta los 
territorios elementales pertinentes para abordar las cuestiones fundamentales ligadas a la 
vida cotidiana de los ciudadanos (transporte, servicios públicos, calidad de vida, empleo 
y actividades económicas locales, seguridad, etc.). 
Para el Parlamento Europeo, “el uso de una ordenación territorial correcta puede 
facilitar una gobernanza eficaz” (Considerando “P”), y pide a los Estados miembros que 
“hagan buen uso de la ordenación territorial, a fin de contribuir a facilitar un desarrollo 
regional equilibrado” (punto 33). 
Para ello, también alienta a los Estados miembros a que descentralicen la ejecución 
de la política de cohesión, a fin de permitir un buen funcionamiento del sistema de 
gobernanza multinivel dentro del respeto de los principios de asociación y de 
subsidiariedad, y les insta a que adopten las medidas necesarias en materia de 
descentralización tanto a nivel legislativo como presupuestario
291
. 
En su Resolución de 24 de marzo de 2009 sobre “la dimensión urbana de la política 
de cohesión en el nuevo periodo de programación” (DOUE N.º 2010/C 117 E/12, de 6 
de mayo de 2010)
 292
, el Parlamento Europeo lamenta que se aliente pero no se obligue a 
los Estados miembros a promover el desarrollo urbano sostenible como prioridad 
estratégica. 
Hace hincapié en el hecho de que, si bien las cuestiones urbanas son competencia de 
las autoridades nacionales, regionales y locales, las zonas urbanas desempeñan un papel 
                                                  
291 Resolución del Parlamento Europeo sobre “gobernanza y asociación a nivel nacional y regional, y una 
base para proyectos en el ámbito de la política regional.” 
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:52008IP0492&from=ES (Último 
acceso, 13.09.2015). 
292 Resolución del Parlamento Europeo, de 24 de marzo de 2009, sobre “la dimensión urbana de la 
política de cohesión en el nuevo periodo de programación.” 
http://www.upv.es/contenidos/CAMUNISO/info/U0526158.pdf  (Último acceso, 01.07.2015). 
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esencial para la aplicación eficaz de las Estrategias de Lisboa y Gotemburgo, por lo que 
se consideran prioritarias en la política de cohesión, en la que tienen su responsabilidad 
las instituciones de la Unión Europea (Considerando A). Por otro lado, reconoce que la 
tendencia a la urbanización viene dada por la migración interna hacia las capitales y 
otras metrópolis, que les supone una inmensa carga para hacer frente a necesidades cada 
vez mayores en ámbitos como la gestión de residuos, la vivienda, la educación y las 
oportunidades de empleo (Considerando H).  
Estima que resultaría inadecuado e incluso problemático adoptar una definición 
común de “zonas urbanas” y del término “urbano” en general, “ya que es difícil 
aglutinar la diversidad de situaciones existentes en los Estados miembros y las 
regiones”, y opina por lo tanto que “cualquier definición y designación obligatoria de 
zonas urbanas debe dejarse al arbitrio de los Estados miembros, de conformidad con el 
principio de subsidiariedad y sobre la base de indicadores europeos comunes” (punto 4). 
Pide a los Estados miembros que adopten todas las medidas necesarias para apoyar 
los esfuerzos de sus capitales y otras metrópolis por hacer frente a los retos derivados de 
la urbanización y del aumento de la población resultante, en ámbitos como la gestión de 
residuos, la vivienda, el empleo y la educación. 
Considera que sería oportuno que los Estados miembros definieran, mediante un 
proceso de consulta pública y caso por caso, la dimensión urbana tal como ellos la 
perciben, con objeto de reforzar la armonización interna y mejorar la interacción con la 
Comisión. 
Finalmente (punto 12), constata “la urgente necesidad de reforzar la capacidad 
administrativa de la gobernanza urbana tanto vertical como horizontal, y señala a los 
Estados miembros la apremiante necesidad de adoptar un enfoque integrado para poner 
en práctica la política de desarrollo urbano (que se ocupa de cuestiones vinculadas 
fundamentalmente a la vida diaria de los ciudadanos, como los servicios de transporte, 
los servicios públicos, la calidad de vida, el empleo y la actividad económica local, la 
seguridad, etc.), involucrando en este esfuerzo a los gobiernos nacionales y a las 
autoridades locales y regionales, así como a las demás partes interesadas pertinentes, del 
sector público y privado, basándose en el principio de asociación”. 
 167 
2.4. Caracterización de la Gobernanza Multinivel como nuevo objetivo de la UE en 
su política territorial. Del “Libro Blanco del Comité de las Regiones” de 17 de 
junio de 2009, a la Resolución del CDR, de 3 de abril de 2014, sobre la Carta de la 
Gobernanza Multinivel en Europa 
Unos años después de la Comunicación de la Comisión Europea sobre el “Libro 
Blanco de la Gobernanza Europea”, el 17 de junio de 2009 el Comité de las Regiones 
elabora un Dictamen de Iniciativa con el título “Libro Blanco del Comité de las 
Regiones sobre la Gobernanza Multinivel”293. Por “Gobernanza Multinivel”, el CDR 
entiende la acción coordinada de la Unión, los Estados miembros y los entes regionales 
y locales, basada en la asociación y destinada a elaborar y aplicar las políticas de la 
Unión Europea. Así también, se trata de un proceso de integración de los objetivos de 
los entes regionales y locales en las estrategias de la Unión Europea. La Gobernanza 
Multinivel, en opinión del CDR, debería reforzar y modelar las competencias de los 
entes regionales y locales a nivel nacional y favorecer la participación en la 
coordinación de la política europea, facilitando así la elaboración y aplicación de las 
políticas comunitarias. 
En su Dictamen de 9 de junio de 2010 sobre “el papel de la regeneración urbana en el 
futuro del desarrollo urbano en Europa”294, el CDR opina que, aunque los Tratados de la 
Unión Europea no incluyen explícitamente la política urbana, desde 1990 hasta la fecha 
se han registrado grandes progresos en materia de desarrollo urbano en lo que respecta a 
las intervenciones efectuadas en las ciudades, tanto en términos de programación como 
de conocimientos técnicos. Subraya que la Unión Europea puede desempeñar un papel 
esencial para apoyar las estrategias de regeneración urbana, debiendo animar a la 
Comisión Europea a que, a partir del “acervo urbano europeo” (integrado por una serie 
de instrumentos jurídicos, iniciativas políticas y mecanismos de intercambio de 
experiencias y de las mejores prácticas entre ciudades), haga todo lo posible por poner a 
disposición del nivel local el conjunto de conocimientos y medidas existentes en 
                                                  
293 Dictamen de Iniciativa del Comité de las Regiones, de 17 de junio de 2009, “Libro Blanco del Comité 
de las Regiones sobre la Gobernanza Multinivel” 
http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=OJ:C:2009:211:0001:0027:ES:PDF 
(Último acceso, 03.07.2015). 
294 Dictamen del Comité de las Regiones, de 9 de junio de 2010 (DOUE 2010/C 267/07, de 1 de octubre 
de 2010), sobre “el papel de la regeneración urbana en el futuro del desarrollo urbano en Europa”. 
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:52001AR0103(02)&from=ES  (Último 
acceso, 02.07.2015). 
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materia de desarrollo urbano, prestando una atención muy especial a las políticas de 
cohesión, empleo, asuntos sociales, medio ambiente, conexiones de banda ancha y 
transportes. Se debería poder ofrecer instrumentos de apoyo de la Unión Europea a las 
áreas metropolitanas funcionales siempre y cuando se garantice la cooperación eficaz de 
las autoridades locales para el mejor aprovechamiento de sus propios recursos. 
El 22 de junio de 2010, en Toledo, respondiendo a la invitación de la Presidencia 
española del Consejo de la Unión Europea, y en el marco de la Reunión Informal de 
Ministros de Vivienda y Desarrollo Urbano, tuvo lugar la sesión de la Reunión Informal 
de Ministros de Desarrollo Urbano de los países miembros de la UE, cuyo tema central 
fue “la regeneración urbana integrada”. A dicha reunión también asistieron el Comisario 
Europeo de Política Regional, representantes del Parlamento Europeo, del CDR, del 
CESE, del Banco Europeo de Inversiones, así como los representantes de los tres países 
candidatos a la adhesión, en aquellos momentos, a la UE, además de Noruega y Suiza, y 
varios observadores de distintas organizaciones relacionadas con el desarrollo urbano. 
En dicha reunión informal se firmó la “Declaración de Toledo”295, donde se sentaron 
las bases de una Agenda Urbana Europea que incluiría la regeneración urbana integrada 
como pieza clave para avanzar en los objetivos de la Estrategia Europa 2020
296
. 
                                                  
295 Declaración de Toledo, firmada en la Ciudad de Toledo por los Ministros de Desarrollo Urbano el día 
22 de junio de 2010. Los Ministros examinaron en detalle la Estrategia Europa 2020 y en consecuencia, 
destacaron la necesidad de promover un desarrollo urbano más inteligente, más sostenible y socialmente 
más inclusivo en las ciudades y áreas urbanas europeas. 
Con el fin de hacer realidad el modelo de ciudad más inteligente, más sostenible y socialmente más 
inclusiva, los Ministros enfatizaron la importancia de aplicar estrategias de desarrollo urbano integrado. 
A tal fin, los Ministros redactaron un “Documento de referencia de Toledo sobre la regeneración urbana 
integrada y su potencial estratégico para un desarrollo urbano más inteligente, sostenible y socialmente 
inclusivo en Europa” 
Estos tres objetivos de lograr un crecimiento inteligente, sostenible e integrador se recogen en la 
Estrategia Territorial Europa 2020, y los Ministros consideran que las áreas urbanas y las ciudades son 
clave para conseguir alcanzarlos. Consideran los Ministros reunidos en Toledo que “la regeneración 
urbana puede jugar un papel verdaderamente estratégico en el futuro del desarrollo urbano en Europa y 
convertirse en una oportunidad para ayudarnos a hacer frente a los retos de las ciudades desde esta 
múltiple perspectiva, y particularmente para afrontarlos en los tejidos urbanos ya consolidados”. 
En lo que respecta a la dimensión ambiental, las áreas metropolitanas, urbanas y las ciudades resultan 
actores clave en la sostenibilidad global y más específicamente en la lucha contra el cambio climático, 
pues son los lugares donde se concentra principalmente el consumo de recursos y la producción de 
residuos y emisiones.  
La tercera parte de la Declaración de Toledo destaca la necesidad de consolidar en el futuro una Agenda 
Urbana Europea. En la Declaración también se reconocen los continuos esfuerzos y contribuciones a la 
agenda urbana realizados por la Comisión Europea, particularmente a través de la dimensión urbana de la 
Política de Cohesión; y se subraya la necesidad de reforzar la cooperación y la coordinación en temas 
urbanos con el resto de instituciones europeas. 
Los Ministros se comprometieron a fomentar e impulsar las siguientes acciones conjuntas: 
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El Parlamento Europeo aprobó, el 7 de octubre de 2010, la Resolución “sobre la 
política regional y de cohesión de la UE después de 2013”297, destacando en el punto 6 
que “la gobernanza multinivel constituye uno de los factores clave de la política de 
cohesión y resulta fundamental para garantizar la calidad del proceso de decisión, de la 
                                                                                                                                                  
- Fortalecer la dimensión urbana en la Política de Cohesión. Entre los documentos que 
contribuyeron a alimentar este debate destacan el “Informe Barca”, del año 2009, y el “Libro Verde de la 
Cohesión Territorial” (2009).  
- Apoyar una mayor coherencia entre los temas territoriales y urbanos y sus respectivas Agendas, 
y fomentar la dimensión urbana en el contexto de la cohesión territorial, contribuyendo a la nueva Agenda 
Territorial de la Unión Europea 2020 aprobada durante la Presidencia Húngara de 2011. 
- Continuar promoviendo la investigación, los estudios comparativos y las estadísticas, el 
intercambio de Buenas Prácticas y la difusión del conocimiento sobre temas urbanos, y fortalecer la 
coordinación entre todos ellos. 
- Promover el desarrollo urbano sostenible y los enfoques integrados mediante el refuerzo y el 
desarrollo de instrumentos para poner en práctica la Carta de Leipzig a todos los niveles. 
- Considerar los retos más importantes que las ciudades europea habrán de afrontar en el futuro, 
tales como el impacto en las ciudades del cambio climático y los retos demográficos. 
Teniendo en cuenta la diversidad de las ciudades y pueblos europeos y la gran diversidad geográfica y 
contextual, es imposible aplicar soluciones únicas en los planes y programas de regeneración urbana, y 
por lo tanto éstos se pueden beneficiar de un desarrollo y aplicación local, mediante la inclusión de una 
propuesta de gestión y gobernanza adaptada al contexto concreto local, con especial atención a la 
estimulación y la canalización de la participación pública. 
Concluyen los Ministros que poner en práctica esta apuesta estratégica por la “regeneración urbana”, así 
como el “enfoque integrado” planteado, supone la búsqueda de una nueva “alianza urbana” compartida 
por todos los agentes que intervienen en el “proceso de construcción de la ciudad”. Esta nueva “alianza 
urbana” debería estar basada en el consenso y legitimada por nuevas formas de gobernanza, en las cuales 
las redes sociales y ciudadanas jugasen un papel protagonista, y en las que la meta común debiera ser la 
puesta en valor, la recuperación e incluso la reinvención de la “ciudad existente”, optimizando por tanto 
el capital humano, social, material, cultural y económico acumulado en ella en el curso de su historia, y 
construyendo con esos elementos las ciudades eficientes, innovadoras, inteligentes, más sostenibles y 
socialmente integradas que Europa anhela. 
www.ec.europa.eu/regional_policy/archive/.../201006_toledo_declaration_es.pdf (Último acceso, 
05.07.2015). 
296 La Comunicación de la Comisión, “Europa 2020, “Una estrategia para un crecimiento inteligente, 
sostenible e integrador, hecha en Bruselas, el 3 de marzo de 2010, establece que la “Estrategia Europa 
2020”, sucesora de la “Estrategia de Lisboa” persigue un nuevo tipo de crecimiento, basado, entre otros 
aspectos, en una mayor eficiencia energética y mejor utilización de los recursos. Busca una gobernanza 
más fuerte, facultando a la Comisión a emitir recomendaciones y advertencias, y una coordinación 
económica más estricta. 
Busca logra un futuro sostenible, crear más empleo y lograr una vida mejor. 
La Comisión propone para la UE cinco objetivos para 2020: el empleo, la investigación y la innovación, 
el cambio climático y la energía, la educación y la lucha contra la pobreza. 
Para lograr estos objetivos, es indispensable la participación de las instituciones nacionales y la sociedad 
civil, actuando de una manera coordinada. 
Entre la siete iniciativas que propone, se halla la de lograr que Europa utilice eficazmente los recursos. 
Establece en su punto 3.2 de la Comunicación que “la cohesión económica, social y territorial seguirá 
constituyendo el núcleo de la Estrategia Europa 2020 con el fin de garantizar que todas las energías y 
capacidades se movilizan y se centran en la consecución de las prioridades de la Estrategia. La política de 
cohesión y sus fondos estructurales, aunque importantes por sí mismos, son unos medios clave para 
alcanzar las prioridades de un crecimiento inteligente, sostenible e integrador en los Estados miembros y 
regiones. 
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=URISERV:em0028 (Último acceso, 04.07.2015). 
297 Resolución del Parlamento Europeo, de 7 de octubre de 2010, sobre la política regional y de cohesión 
de la UE después de 2013.  
http://www.europarl.europa.eu/sides/getDoc.do?pubRef=-//EP//TEXT+TA+P7-TA-2010-
0356+0+DOC+XML+V0//ES (Último acceso, 03.07.2015). 
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planificación estratégica y de la aplicación de objetivos”. También considera que las 
ciudades desempeñan un papel dinámico en el desarrollo económico regional debiendo, 
por lo tanto, asignarse recursos a la financiación de inversiones en proyectos urbanos 
(punto 5), y asimismo, que debe reforzarse la cooperación territorial (punto 7). 
Reitera que “la política de cohesión, que pretende reducir las diferencias entre los 
niveles de desarrollo de las regiones europeas movilizando el potencial de crecimiento 
con el fin de alcanzar la cohesión económica, social y territorial, ha demostrado ser 
fundamental para el proceso de integración europea”. Por último, señala que se trata de 
una política con valor añadido europeo que facilita el camino hacia la modernización y 
el crecimiento sostenible y demuestra la solidaridad europea. 
En su Resolución, de 14 de diciembre de 2010, sobre “buena gobernanza en el 
ámbito de la política regional de la UE: procedimientos de ayuda y control por parte de 
la Comisión Europea”298, el Parlamento Europeo, reconoce que “la aplicación de la 
política de cohesión está en gran medida descentralizada y se basa en la responsabilidad 
de las autoridades subnacionales”; considera que la política de cohesión desempeña un 
cometido precursor en la aplicación de la gobernanza multinivel como un instrumento 
para mejorar la calidad del proceso de toma de decisiones mediante la participación 
activa de las autoridades de nivel subnacional desde la fase prelegislativa de debates; 
define la gobernanza multinivel como la acción coordinada de la Unión, los Estados 
miembros y las entidades regionales y locales, así como de los actores socioeconómicos 
y ONGs para elaborar y aplicar las políticas de la Unión Europea; y considera que las 
soluciones prácticas que esperan los ciudadanos en materia de servicios públicos (como 
transporte público, agua potable, sanidad pública, viviendas sociales y educación 
pública) sólo pueden lograrse con una buena gobernanza que incluya dos sistemas 
complementarios, esto es, el sistema institucional, que prevé el reparto de competencias 
y recursos presupuestarios entre el Estado y las entidades regionales, y el sistema 
asociativo, que agrupa a diferentes actores públicos y privados interesados por la misma 
temática en un territorio determinado. 
                                                  
298 Resolución, de 14 de diciembre de 2010, del Parlamento Europeo sobre “buena gobernanza en el 
ámbito de la política regional de la UE: procedimientos de ayuda y control por parte de la Comisión 
Europea”. 
http://www.europarl.europa.eu/sides/getDoc.do?pubRef=-//EP//TEXT+TA+P7-TA-2010-
0468+0+DOC+XML+V0//ES (Último acceso: 08.07.2015). 
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El 23 de junio de 2011, el Parlamento Europeo aprobó la Resolución “sobre la 
Agenda urbana europea y su futuro en la política de cohesión”299, partiendo de que 
Europa se caracteriza por su desarrollo policéntrico y por una gran variedad de áreas 
urbanas y ciudades de distintos tamaños con competencias y recursos heterogéneos, y 
de que las definiciones de “zonas urbanas” deben dejarse al criterio de los Estados 
miembros, de conformidad con el principio de subsidiariedad (“si bien una definición de 
base funcional de la dimensión urbana resultaría útil, en particular en el ámbito de la 
política de cohesión”), señala que el no tener en cuenta la dimensión urbana de las 
políticas de la UE, especialmente de la política de cohesión, podría dificultar el 
cumplimiento de los objetivos de la Estrategia Europa 2020. 
En la citada Resolución se señala que “la Agenda Urbana Europea comprende, por 
un lado, la dimensión urbana de las políticas de la UE, en particular la política de 
cohesión, y, por otro, la vertiente intergubernamental de esfuerzos a nivel europeo para 
coordinar las políticas urbanas de los Estados miembros”. Pide a la Comisión que, en 
las futuras normativas, obligue a los Estados miembros a asociar formalmente a los 
líderes políticos de las principales áreas urbanas y a las asociaciones de autoridades 
locales y regionales a todas las etapas del proceso de toma de decisiones de la política 
de cohesión. Solicita aclaraciones sobre situaciones específicas como las de zonas 
metropolitanas, regiones urbanas y aglomeraciones, cuyas funciones están 
interrelacionadas estrechamente; considera que la gobernanza de varios niveles, la 
programación regional y el principio de asociación son los instrumentos más eficaces 
para evitar la sectorialización y la fragmentación de las políticas de desarrollo. 
Considera que en el periodo 2014-2020 debe reforzarse la dimensión urbana de la 
cooperación territorial europea, y anima a la participación de las ciudades en redes de 
cooperación interregional y transfronteriza. 
Asimismo, considera que la subsidiariedad, tal como se define en el Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea, así como la gobernanza a varios niveles y un 
principio de asociación mejor definido constituyen elementos fundamentales para la 
correcta aplicación de todas las políticas de la UE. 
                                                  
299 Resolución del Parlamento Europeo, de 23 de junio de 2011, sobre “la Agenda urbana europea y su 
futuro en la política de cohesión.” 
http://www.europarl.europa.eu/sides/getDoc.do?pubRef=-//EP//TEXT+TA+P7-TA-2011-
0284+0+DOC+XML+V0//ES (Último acceso, 03.07.2015). 
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En relación al contexto de la dimensión urbana, señala que “la Agenda urbana 
europea comprende, por un lado, la dimensión urbana de las políticas de la UE, en 
particular la política de cohesión, y, por otro, la vertiente intergubernamental de 
esfuerzos a nivel europeo para coordinar las políticas urbanas de los Estados miembros, 
concretándose esta última mediante reuniones ministeriales informales bajo la 
coordinación de las Presidencias sucesivas del Consejo y con la contribución activa de 
la Comisión”. 
Por lo que respecta al principio de asociación y goberrnanza a varios niveles, subraya 
la necesidad de que se mejore el sistema de gobernanza de la Estrategia Europa 2020 
con una mayor integración de las partes interesadas en todas las fases. Pide a la 
Comisión que, en las futuras normativas, obligue a los Estados miembros a asociar 
formalmente a los líderes políticos de las principales áreas urbanas y a las asociaciones 
de autoridades locales y regionales a todas las etapas del proceso de toma de decisiones 
de la política de cohesión (planificación estratégica, formulación y negociación de los 
“Contratos de Asociación para el Desarrollo y la Inversión” previstos). 
El 21 de septiembre de 2011, el CESE emitió un nuevo dictamen (de iniciativa) 
titulado “las áreas metropolitanas y las ciudades-región en el marco de la Estrategia 
Europa 2020”300, por el que acoge favorablemente “el creciente reconocimiento del 
desarrollo metropolitano en Europa por parte de las instituciones europeas –Consejo, 
Comisión, Parlamento Europeo y Comité de las Regiones- en el marco de la Agenda 
Territorial 2020”. El CESE opina que, “con el estímulo del marco de la Estrategia 
Europa 2020, se desarrollarán áreas metropolitanas equilibradas y fuertes a la 
                                                  
300 Dictamen del Comité Económico y Social Europeo sobre el tema “Las áreas metropolitanas y las 
ciudades-región en el marco de la Estrategia Europa 2020”, de 21 de septiembre de 2011 (DOUE N.º 
2011/C 376/02, de 22 de diciembre de 2011). El CESE opina que,  
“con el estímulo del marco de la Estrategia Europa 2020, se desarrollarán áreas metropolitanas 
equilibradas y fuertes a la vanguardia de futuras evoluciones, cada una con su propia identidad y 
características. También ejercerán un impacto macroeconómico positivo para Europa. Las políticas en 
materia de desarrollo metropolitano deberían ir de la mano con la intención de reducir las disparidades 
regionales” (Recomendación 1.6), y a continuación añade “hay que reconocer a las áreas 
metropolitanas como participantes plenos en el desarrollo regional” (Recomendación 1.9), pues “el 
desarrollo metropolitano va por buen camino” (Conclusión 1.10). La situación actual, como reconoce 
el Dictamen es la de que “la importancia de las áreas metropolitanas es indiscutible. La OCDE y el 
Banco Mundial también analizan las tendencias a nivel mundial (…). Aunque aún sigue habiendo 
mucha confusión sobre cómo abordar la cuestión a escala de la UE y, a menudo, también a nivel 
nacional. Esto se debe en parte a problemas relacionados con la gobernanza y la responsabilización y, 
en parte, a la fragmentación de los enfoques”. 
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.C_.2011.376.01.0007.01.SPA 
(Último acceso, 03.07.2015) 
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vanguardia de futuras evoluciones, cada una con su propia identidad y características”. 
Hay que reconocer a las áreas metropolitanas como participantes plenos en el desarrollo 
regional. 
En el presente dictamen, el CESE realiza una revisión de cómo ha venido siendo 
hasta entonces la relación de la Unión Europea con las ciudades y las áreas 
metropolitanas, señalando que se ha tratado de una relación difícil y complicada, 
motivada, entre otros factores, por una falta de gobernanza efectiva y una amplia 
diversidad de situaciones y evoluciones. 
Como recuerda el presente Dictamen, en 1972 el Consejo Europeo declaró que la 
política regional europea era un factor esencial para reforzar la Comunidad. En 1998, la 
Comisión presentó una iniciativa con la Comunicación titulada “Marco de actuación 
para el desarrollo urbano sostenible”. El programa ESPON se encargó de realizar 
estudios específicos sobre desarrollo regional y metropolitano respaldados por el 
programa Interreg. A partir de 2004, el Consejo se ocupó más directamente de los 
asuntos urbanos. La reunión informal de Ministros de Ordenación y Desarrollo 
Territorial, en la que la dimensión urbana ocupaba un lugar central, se celebró con 
carácter semestral, si bien, debido a una falta de competencias formales establecidas en 
los Tratados, la Comisión y el Consejo tenían un margen limitado para llevar a cabo 
acciones concretas. 
A pesar de la presencia de las ciudades en las Comunicaciones de la Comisión 
Europea y en los programas de la Unión Europea, la visión general y los avances de la 
política urbana son modestos. Ello es debido en parte a la falta de competencias 
formales, y también a la falta de objetivos concretos y de un enfoque satisfactorio. Por 
su parte, los Estados miembros se abstienen de debatir asuntos urbanos a nivel europeo 
por razones políticas nacionales y por el principio de subsidiariedad. El CESE 
responsabiliza a los problemas relacionados con la gobernanza y la responsabilización, 
así como a la fragmentación de los enfoques. 
Aunque la Estrategia de Lisboa ha contribuido a integrar el desarrollo urbano en el 
marco y las ambiciones europeas más amplias, ello suele chocar con la falta de voluntad 
de los Estados miembros, que rara vez ven la necesidad de una implicación 
“supranacional” en sus asuntos urbanos. Por ello, la financiación europea para proyectos 
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urbanos a menudo también incluye a la administración nacional, en lugar de ser una 
cuestión exclusiva entre la Comisión y el nivel local sin interferencias intermedias. En 
la mayoría de los casos, el éxito de la gobernanza multinivel encuentra barreras 
históricas y culturales que dificultan una respuesta positiva a los desafíos reales. Así 
pues, los Estados miembros y las aglomeraciones urbanas, a menudo siguen enfrascadas 
en sus actividades diarias en vez de abrirse a estrategias integradas o a objetivos a largo 
plazo. 
En este dictamen, el CESE recomienda que para conseguir una gobernanza eficaz de 
las áreas metropolitanas se efectúe una combinación de enfoques de arriba abajo y de 
abajo arriba, garantizando la participación de todas las partes interesadas, pues se 
obtendrán mejores resultados siempre y cuando todos los niveles de la sociedad 
implicados asuman responsabilidades, cuanto mejor sea la interacción entre los niveles 
de decisión y de aplicación – la gobernanza multinivel -, mejor será el resultado. Los 
representantes elegidos locales y regionales son clave en la asunción de 
responsabilidades. Además, se pueden desarrollar nuevas formas de democracia 
participativa y de la sociedad civil. 
Para el CESE es evidente que en los países de la Unión Europea se han intensificado 
los esfuerzos para poner en marcha los cambios metropolitanos. La mayoría están 
impulsados por la economía, pero los motivos espaciales, sociales y culturales también 
pueden desempeñar un papel importante. 
El CESE opina que “el desarrollo metropolitano debería ayudar de manera efectiva a 
eliminar la polarización entre zonas rurales y urbanas”, y pide a la UE un análisis 
pormenorizado del desarrollo metropolitano en las actuales circunstancias 
socioeconómicas, elaborando un mapa europeo actualizado económico, geográfico, 
social y tecnológico. Podría recurrirse al programa ESPON, o a Eurostat para obtener 
datos fiables. 
El Informe redactado en octubre de 2011 por la Dirección General de Política 
Regional (DG Regio), de la Comisión Europea, titulado “Ciudades del Mañana. Retos, 
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visiones y caminos a seguir”301, se plantea la definición de la Ciudad, que puede hacer 
referencia a una unidad administrativa o a una determinada concentración de población.  
                                                  
301 DG Regio, Comisión Europea: “Ciudades del Mañana. Retos, visiones y caminos a seguir”. UE, 
Política Regional, Octubre 2011.  
A efectos del Informe, los redactores van a utilizar el término “ciudades” desde un punto de vista 
pragmático, por lo que con él van a definir tanto las aglomeraciones urbanas en general como las 
unidades administrativas que las gobiernan. 
“Ciudad” también puede referirse a dos realidades diferentes, la ciudad de iure, es decir, la ciudad 
administrativa, es aquella ciudad histórica con el territorio claramente delimitado en cuanto a comercio y 
defensa, y un centro bien definido. La ciudad de facto, es decir, la aglomeración socioeconómica más 
amplia, corresponde a las realidades físicas o socioeconómicas según una definición funcional o 
morfológica. 
Un Área Morfológica Urbana (MUA, Morphological Urban Area), describe la continuidad del espacio 
construido con un nivel de densidad definido. Un Área Funcional Urbana (FUA, Functional Urban Area), 
concepto similar al de “Áreas Metropolitanas” se define por su mercado de trabajo y los patrones de 
movilidad de las personas que se desplazan diariamente al lugar de trabajo, e incluye el sistema urbano 
más amplio de las poblaciones cercanas que son altamente dependientes económica y socialmente de un 
núcleo urbano mayor. Así, junto a la ciudad administrativa, como por ejemplo, la ciudad de Londres, 
puede hallarse un Área Morfológica Urbana, con mayor número de residentes, superada por su Área 
Funcional Urbana. 
Las Áreas Funcionales Urbanas pueden ser monocéntricas o policéntricas (según correspondan a redes de 
ciudades estrechamente vinculadas entre sí o a aglomeraciones sin un centro dominante). Ni las Áreas 
Urbanas Morfológicas ni las Funcionales son entidades estables, ya que los patrones de densificación y de 
movilidad evolucionan a medida que lo hacen los patrones paisajísticos y económicos urbanos. 
Para la DG Regio, “un problema urbano puede tener síntomas muy locales pero requerir una solución 
territorial a mayor escala. Por consiguiente, el nivel de gobernanza adecuado puede ser desde local hasta 
europeo, o bien una combinación de varios ámbitos. En otras palabras, la política urbana debe entenderse y 
funcionar en un contexto multiescalar”. (pp. 1-2) 
Considera la Dirección General que “las actuales formas institucionales y espaciales de los gobiernos locales de 
muchos países europeos no son apropiadas para abordar con eficacia los grandes y complejos retos 
urbanos de forma integral”. 
A tal fin, dada la magnitud de muchos retos, “existe un consenso relativo sobre la necesidad de establecer 
un nivel de gobierno que refleje la ciudad de facto en lugar de la ciudad de iure. La planificación 
estratégica y la implementación de políticas públicas sobre desarrollo económico, mercado laboral, 
movilidad, transporte, vivienda, educación, agua, energía, residuos, inmigración, etc. no pueden 
plantearse a un nivel demasiado local. Las buenas estructuras de gobierno y de gobernanza a nivel 
metropolitano son otra condición clave para la competitividad de las ciudades”. Pues, “cuanto mejor 
gestionadas, más fuertes serán y mayor capacidad tendrán para conseguir una mejor posición competitiva 
en la red metropolitana global, lo cual beneficia a los Estados miembros individualmente y a toda la 
Unión Europea”. (p. 69) 
Los diferentes niveles territoriales y de gobernanza tienen mayor o menor relevancia dependiendo de los 
retos y los objetivos que se plantean. Las cuestiones como la gestión del agua se abordan mejor desde el 
nivel regional o subregional y las infraestructuras de transporte público y de investigación desde el nivel 
metropolitano o de ciudad-región, mientras que seguramente la igualdad y la integración exigirán un 
enfoque más local, a nivel de barrio. 
Para abordar con eficacia los retos futuros, es preciso contar con enfoques coordinados dentro de un 
marco de gobernanza multinivel. Los problemas que se resuelven al nivel más próximo de los ciudadanos 
que los pueden gestionar con eficacia deben complementarse con una mejor coordinación a un nivel 
superior, a fin de evitar trasladarlos de un nivel local a otro o del centro de la ciudad a la periferia. Lo que 
se necesita es un enfoque funcional y flexible que respete los principios de subsidiariedad y que pueda 
adaptarse a una geografía funcional y a las especificidades de los diferentes niveles territoriales. 
Hay muchos modelos para gestionar las crecientes discrepancias entre la organización administrativa y la 
organización funcional de las áreas urbanas. Algunos modelos persiguen una mejor adaptación de la 
configuración administrativa con la realidad funcional, por ejemplo mediante la fusión de algunos barrios 
con la ciudad y la creación de entidades metropolitanas fuertes que asuman una serie de funciones de los 
municipios locales. Otros se basan en diferentes formas de cooperación entre municipios que pertenecen a 
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En la Recomendación de 21 de octubre de 2011, sobre la iniciativa de programación 
conjunta de investigación “Europa urbana – Retos urbanos mundiales, soluciones 
conjuntas europeas”302, la Comisión Europea considera que “Europa debe aprovechar 
las ventajas del espacio urbanizado. Las zonas urbanas sirven de motores del 
crecimiento de la economía europea. Las aglomeraciones urbanas y las ciudades en red 
se han convertido en puntas de lanza del desarrollo, no sólo desde el punto de vista 
socioeconómico, sino también desde el tecnológico y geopolítico”. Y propugna el 
desarrollo urbano sostenible de las zonas urbanas europeas para alcanzar los objetivos 
de la Estrategia Europa 2020. 
El día 3 de abril de 2014, el CDR aprobó la Resolución sobre la Carta de la 
Gobernanza Multinivel en Europa
303
, que hasta el momento presente ha sido suscrita 
por 208 autoridades regionales y locales, entre ellos, el Área Metropolitana de 
Lisboa
304
. Apoyada por el Congreso de Poderes Locales y Regionales del Consejo de 
Europa, la Carta es un manifiesto político de las ciudades y regiones europeas en el que 
se invita a todas las autoridades públicas a hacer de la gobernanza multinivel una 
realidad en la elaboración y aplicación diaria de las políticas. Esto supone, en primer 
lugar, trabajar en asociación entre los diferentes niveles de gobierno (local, regional, 
nacional y europeo) y aplicar una serie de principios que deberían guiar una eficiente 
elaboración de las políticas, como participación, cooperación, apertura, transparencia, 
                                                                                                                                                  
la misma Área Funcional Urbana, por ejemplo, a través de agencias monofuncionales u organismos 
metropolitanos que gozan de cierto poder delegado. 
Así pues, la articulación de estructuras de gobernanza supralocales a los niveles local y vecinal es crucial, 
especialmente en lo relativo a las cuestiones de accesibilidad y vulnerabilidad, pero también en cuanto al 
atractivo y a la calidad del entorno urbano. (p. 72) 
Existen una gran variedad de modos de gobernar una ciudad o una ciudad-región en Europa. Algunas son 
muy próximas a sus ciudadanos y favorecen una democracia más directa. Otras operan a un nivel 
territorial superior, son más alejadas de los ciudadanos pero están mejor capacitadas para gestionar los 
aspectos territoriales complejos. 
Ningún nivel o sistema de gobierno local puede considerarse más apropiado que otro, puesto que el nivel 
óptimo depende del problema que deba tratarse. Lo que parece cobrar importancia es la capacidad de 
pasar de un modo de gobierno a un modo de gobernanza adecuado a la escala de los retos. 
www.ec.europa.eu/regional_policy/sources/.../citiesoftomorrow_final_es.pdf 
(Último acceso, 05.07.2015). 
302 Recomendación de la Comisión Europea, de 21 de octubre de 2011, sobre la iniciativa de 
programación conjunta de investigación “Europa urbana – Retos urbanos mundiales, soluciones conjuntas 
europeas” (DOUE 2011/C 312/01, de 25 de octubre de 2011). 
 http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=CELEX:32011H1025(01) 
(Último acceso, 04.07.2015). 
303 Resolución del Comité de las Regiones, de 3 de abril de 2014, sobre la Carta de la Gobernanza 
Multinivel en Europa (DOUE N.º 2014/C 174/01, de 7 de junio de 2014). 
 http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.C_.2014.174.01.0001.01.SPA (Último 
acceso, 04.07.2015). 
304Carta de la Gobernanza Multinivel en Europa 
https://portal.cor.europa.eu/mlgcharter/Pages/default.aspx  Último acceso: 24.06.2015. 
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inclusividad y coherencia de las políticas, todas ellas condiciones esenciales para 
garantizar el éxito de las políticas públicas en interés de los ciudadanos. 
Aunque no es jurídicamente vinculante, la Carta comprometerá a sus signatarios a 
utilizar la gobernanza multinivel en la gestión de las políticas públicas, lanzar proyectos 
en asociación con los sectores público y privado, desarrollar la cooperación territorial y 
modernizar su administración. Esto es todo parte del compromiso del CDR de asegurar 
una buena aplicación del principio de subsidiariedad, que coloca las decisiones en el 
nivel más eficaz y más cercano posible a los ciudadanos. 
2.5. El futuro de la política urbana integrada en la UE 
El 25 de junio de 2014, el CDR aprobó un Dictamen titulado “Hacia una política 
urbana integrada para la Unión Europea”305. En él, declara que “el compromiso de las 
ciudades y las regiones urbanas es muy relevante para la consecución de la Estrategia 
Europa 2020 y el desarrollo económico, social y territorial de la UE”. De hecho, la 
importancia de las ciudades en la sociedad europea ha conducido a los Estados 
miembros y a la Comisión Europea a adoptar iniciativas dirigidas a elaborar una agenda 
urbana para la UE, lo cual significa reconocer el importante papel de las ciudades en el 
logro de los objetivos europeos y el fortalecimiento de la competitividad internacional 
de la UE. 
En relación a las aglomeraciones o regiones funcionales, considera que necesitan una 
visión a largo plazo para garantizar una buena cohesión y el logro de resultados 
concretos, y pone como ejemplo un sistema de transporte integrado. Concuerda con los 
trabajos del Instituto de la Red Metropolitana Europea (European Metropolitan 
Network Institute – EMI -) en que al actuar a escala de las aglomeraciones (borrowing 
size), las ciudades se benefician de todas las ventajas de una mayor cohesión, como una 
mayor capacidad de innovación, una enseñanza más adaptada al mercado de trabajo y 
un menor impacto ambiental y, a la vez, limitan las desventajas como la contaminación 
medioambiental, la mala accesibilidad y la exclusión social. 
                                                  
305 Dictamen del Comité de las Regiones, de 25 de junio de 2014, “Hacia una política urbana integrada 
para la Unión Europea” (DOUE N.º 2014/C 271/03, de 19 de agosto de 2014). 
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.C_.2014.271.01.0011.01.SPA 
(Último acceso, 04.07.2015). 
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Demanda que, con el objeto de evaluar más adecuadamente las ciudades y zonas 
urbanas a fin de proceder al intercambio de conocimientos y a la evaluación 
comparativa de la política urbana, es preciso disponer de datos suficientes, 
preferentemente a nivel de las regiones funcionales. Pues un problema crucial para el 
desarrollo de las políticas de la UE, según el CDR, es que las Áreas NUTS
306
 de 
Eurostat no reflejan adecuadamente la realidad de las ciudades y municipios. Por ello se 
requiere que Eurostat facilite datos más detallados a nivel local, y que se desarrollen en 
                                                  
306 La Unión Europea ha creado una nomenclatura común de unidades territoriales estadísticas, 
denominada «NUTS», con el objetivo de permitir la recopilación, la generación y la divulgación de 
estadísticas regionales armonizadas en la UE. Este sistema jerárquico sirve también para los análisis 
socioeconómicos de las regiones y para la formulación de las intervenciones en el contexto de la política 
de cohesión de la UE. 
La nomenclatura NUTS subdivide el territorio económico de los Estados miembros y contempla 
igualmente sus territorios extrarregionales. Estos están compuestos por partes del territorio económico 
que no pueden asociarse a una región determinada: el espacio aéreo, las aguas territoriales y la plataforma 
continental, los enclaves territoriales (embajadas, consulados y bases militares) y los yacimientos de 
recursos en aguas internacionales explotados por unidades de residentes en el territorio. 
Para poder comparar las estadísticas regionales, las zonas geográficas también han de ser de un tamaño 
comparable en términos de población. Ha de tenerse en cuenta asimismo la realidad política, 
administrativa e institucional. De darse el caso, las unidades no administrativas deben reflejar la lógica 
económica, social, histórica, cultural, geográfica o medioambiental. 
La clasificación NUTS es jerárquica en la medida en que subdivide a cada Estado miembro en tres 
niveles: NUTS 1, NUTS 2 y NUTS 3. El segundo y tercer nivel son subdivisiones del primer y segundo 
nivel, respectivamente. Cada Estado miembro podrá establecer más niveles de detalle jerárquico, que 
subdividan el nivel NUTS 3. 
Las unidades administrativas existentes en los Estados miembros constituirán el primer criterio utilizado 
para definir las unidades territoriales. Con este fin, la expresión «unidad administrativa» designará una 
zona geográfica con una autoridad administrativa que esté facultada para tomar decisiones administrativas 
o estratégicas para dicha zona, dentro del marco jurídico e institucional del Estado miembro. 
Algunas unidades administrativas que se utilizan actualmente para la nomenclatura NUTS jerárquica 
figuran en el anexo II al Reglamento (CE) nº 1059/2003. 
El Parlamento Europeo ha insistido en numerosas ocasiones en que hay elementos a los que se debería 
prestar una atención especial, tales como el tratamiento de las unidades administrativas de menor tamaño. 
El establecimiento de un nivel NUTS para las unidades administrativas de menor tamaño permitirá 
reflejar mejor la situación real y evitar disparidades causadas en especial por el hecho de que unidades 
regionales muy diversas, en términos poblacionales, figuren en el mismo nivel NUTS. 
En su Resolución, de 21 de octubre de 2008, sobre gobernanza y asociación a nivel nacional y regional, y 
una base para proyectos en el ámbito de la política regional (DOUE N.º 2010/C 15 E/02, de 21 de enero 
de.2010), el Parlamento solicitó a la Comisión que examinase qué nivel NUTS era más pertinente para 
determinar las zonas en las que podría aplicarse mejor una política integrada para el desarrollo de los 
territorios, en especial, las cuencas de población y de trabajo (a saber, las ciudades, las áreas suburbanas y 
las zonas rurales circundantes) y los territorios que justifiquen enfoques temáticos específicos (como los 
macizos montañosos, las cuencas hidrográficas fluviales, las zonas litorales, las regiones insulares y las 
zonas ambientalmente degradadas). 
Parlamento Europeo. La Nomenclatura común de unidades territoriales estadísticas (NUTS) 
http://www.europarl.europa.eu/atyourservice/es/displayFtu.html?ftuId=FTU_5.1.6.html  
(Último acceso, 08.07.2015) 
Reglamento (CE) Nº 1059/2003, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de mayo de 2003, por el 
que se establece una nomenclatura común de unidades territoriales estadísticas (NUTS) (DOUE N.º L154, 
de 26 de junio de 2013). El marco jurídico único que establece el Reglamento (CE) nº 1059/2003 hace 
posible que las estadísticas regionales adquieran estabilidad en el tiempo. Del mismo modo, se establece 
un procedimiento común para toda modificación futura. 
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=URISERV:g24218 (Último acceso, 08.07.2015). 
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mayor medida ciertas encuestas como la Auditoría Urbana o que se definan criterios 
homogéneos para la delimitación de áreas metropolitanas. 
Considera fundamental establecer una nueva gobernanza que refuerce en una fase 
más temprana el papel de las ciudades (ya sea a través del propio CDR, de redes de 
ciudades como Eurocities o del “Pacto de los Alcaldes”) en todo el ciclo de elaboración 
de las políticas europeas. Pues mejorar la participación de las ciudades y de los entes 
locales y regionales en todas las fases de elaboración de políticas permitirá a la UE 
actuar más eficazmente para afrontar los cambios que viven las ciudades.  
Está convencido de que la firma por las ciudades de la “Carta de la Gobernanza 
Multinivel en Europa” contribuirá a la participación de los distintos niveles de gobierno 
(local, regional, nacional y europeo) para desarrollar políticas públicas eficaces, 
mediante la aplicación de una serie de principios como la participación, la cooperación, 
la transparencia, la universalidad y la coherencia, que son condiciones previas para 
garantizar el éxito de estas políticas en beneficio de los ciudadanos. 
El CESE emitió el 19 de febrero de 2015 un Dictamen sobre los “Avances en la 
aplicación de la Estrategia Europa 2020 y consecución de sus objetivos de aquí a 
2020”307. Considera el CESE que esta Estrategia ha de convertirse en el concepto 
central en el que se basen las estrategias económicas, sociales y territoriales de la UE  a 
largo plazo, teniendo en cuenta las distintas situaciones en los Estados miembros. 
El Dictamen de 17 de abril de 2015, del CDR, sobre “la mejora de la aplicación de la 
Agenda Territorial de la Unión Europea 2020”308, señala que, “la Agenda Territorial 
tiene por objeto proporcionar orientación estratégica para el desarrollo territorial, 
favorecer la integración de la dimensión territorial en los distintos ámbitos de las 
políticas y en todos los niveles de administración y gobierno para garantizar la 
aplicación de la Estrategia Europa 2020 de acuerdo con los principios de la cohesión 
territorial”. 
                                                  
307 Dictamen del Comité Económico y Social Europeo, de 19 de febrero de 2015, sobre los “Avances en 
la aplicación de la Estrategia Europa 2020 y consecución de sus objetivos de aquí a 2020” (DOUE N.º 
2015/C 251/04, de 31 de julio de 2015. http://eur-lex.europa.eu/legal-
content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:52015AE0034&from=ES (Último acceso, 13.09.2015). 
308 Dictamen de 17 de abril de 2015, del Comité de las Regiones, sobre “la mejora de la aplicación de la 
Agenda Territorial de la Unión Europea 2020” (DOUE, N.º 2015/C 195/05, de 12 de junio de 2015). 
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=CELEX:52015IR0487 (Último acceso, 04.07.2015). 
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Por consiguiente, pide que se elabore a escala de la UE una estrategia para el 
desarrollo regional integrado, garantizando al mismo tiempo que se respetan las 
competencias en materia de planificación existentes a nivel local y regional. 
Recomienda, asimismo, que se dote de una mayor dimensión territorial a la Estrategia 
Europa 2020 y a otras medidas con el objetivo de aplicarlas mejor y que se tenga 
especialmente en cuenta el impacto territorial de las políticas de la UE. 
Señala que las asociaciones son un requisito indispensable para aumentar la eficacia 
de la política de cohesión, y que solo el sistema de gobernanza multinivel puede 
vincular eficazmente las orientaciones estratégicas de la Unión Europea con los retos 
regionales y locales. Para el CDR, el desarrollo policéntrico de la UE desempeña un 
papel clave en la aplicación de la cohesión territorial, contribuyendo a un sistema de 
ciudades más articulado y a una mejor provisión de bienes y servicios de cohesión 
social por todo el territorio. 
Pide un planteamiento político que fomente la creación de regiones funcionales tanto 
nacionales como transfronterizas, y que las regiones funcionales abarcan tanto zonas 
urbanas como zonas rurales y muestran claramente el papel que desempeñan a la hora 
de mantener una masa crítica para el desarrollo y de reducir la vulnerabilidad contra 
sacudidas externas. 
Considera que la cooperación territorial europea tiene una importancia clave como 
instrumento que permite mejorar la aplicación de la Agenda Territorial; y sostiene que 
debe fomentarse un crecimiento policéntrico y distribuido uniformemente en todos los 
territorios, entre otras cosas, mediante resueltas acciones destinadas a eliminar la brecha 
digital, colaborar en los ámbitos de la energía, el clima y el medio ambiente, la 
investigación e innovación, la accesibilidad y el atractivo de los territorios y una política 
de transportes equilibrada que se base en una estrategia orientada a las particularidades 
locales. Subraya el papel de la infraestructura de transportes como instrumento para la 
cohesión territorial siendo las regiones que sufren desventajas geográficas y 
demográficas las que requieren en este contexto especial atención. 
Señala que la Agenda Territorial de la Unión Europea 2020 destaca la importancia de 
un enfoque territorial para la aplicación de la Estrategia Europa 2020. Debería 
aprovecharse la oportunidad de la revisión de la Estrategia para incluir una mayor 
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dimensión territorial en la misma. Los objetivos definidos en esta estrategia de la UE 
solo pueden hacerse realidad si se tiene en cuenta su dimensión territorial, ya que las 
posibilidades de desarrollo difieren de una región a otra. 
El 21 de abril de 2015, los alcaldes de las grandes ciudades europeas y la Comisaria 
Europea para la política Política Regional se reunieron en Viena, invitados por el 
alcalde de la ciudad y firmaron una Declaración titulada “Una voz fuerte en Europa”309. 
En dicha declaración coinciden en su convencimiento de que “la Unión Europea debe 
dirigir su enfoque todavía de manera más intensa hacia la dimensión urbana”. 
La meta principal de los alcaldes que reflejan en esta declaración es la de que la 
Agenda Urbana Europea atienda a la dimensión urbana en todos los procesos relevantes 
de toma de decisiones. 
Reconocen el papel que ha tenido y tiene en el presente el Parlamento Europeo en el 
reconocimiento de los intereses urbanos, al que le solicitan que modifique las reglas de 
procedimiento parlamentario para que en dicha sede pudieran intervenir los 
representantes políticos electos, sus asociaciones y redes. 
También consideran que de conformidad con los principios de subsidiariedad y 
proporcionalidad, la Comisión Europea debería limitar su papel a definir las metas o 
establecer las condiciones marco. Las ciudades deben ser libres para decidir cómo esas 
metas pueden ser alcanzadas, adaptándolas a las circunstancias locales. En particular, en 
los campos del cambio climático, la calidad del aire, políticas de bienestar, movilidad y 
servicios públicos, la aproximación a estas cuestiones llevada a cabo por cada ciudad 
individualmente puede variar ampliamente dependiendo de las condiciones del nivel 
local. 
En interés de la realización conjunta de la gobernanza multinivel y el desarrollo de la 
política urbana a nivel europeo, los alcaldes de las Grandes Ciudades de la Unión 
Europea piden que se adopten, entre otras, las siguientes medidas: 
- integrar la dimensión urbana en todos los procesos europeos de toma de 
decisiones; 
                                                  




- incluir representantes de las ciudades en los grupos de expertos de la Comisión 
Europea; 
- coordinar por el Consejo de Europa los diferentes procesos relativos a las 
ciudades a nivel de la Unión Europea. 
En su Dictamen de 23 de abril de 2015 sobre la “Comunicación de la Comisión al 
Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité Económico y Social Europeo y al Comité de 
las Regiones – La dimensión urbana de las políticas de la UE: elementos clave de una 
agenda urbana para la UE”310, el CESE observa que “las zonas urbanas bien organizadas 
y gestionadas con discernimiento constituyen los entornos más favorables al desarrollo 
económico, al aprovechamiento eficiente de los recursos, a la innovación económica y 
social y a la integración social”. 
Observa que la reciente crisis ha demostrado cómo la economía de las zonas 
metropolitanas resiste mejor a las fluctuaciones cíclicas de la economía mundial. La 
explicación a esta mayor resistencia residiría en la diversificación que caracteriza a la 
economía de las grandes ciudades, a la solidez de los vínculos generados, y a la gran 
capacidad de renovación y adaptación de las metrópolis. 
Reconoce que la UE se ha abstenido hasta el momento – y opina que así seguirá -, a 
la hora de desarrollar una política urbana que suponga intervenir concretamente en el 
desarrollo de las ciudades, no solo en virtud del principio de subsidiariedad y de los 
valores que conforman la gobernanza multinivel, sino también por el hecho de que el 
desarrollo urbano – en general, de las zonas residenciales – sigue otra lógica, que 
considera la dimensión espacial como un factor determinante, contrariamente a la 
mayoría de las políticas sectoriales. 
En el marco de la gobernanza de las ciudades y de los sistemas regionales 
circundantes – esto es, las áreas metropolitanas -, hay que hacer valer las cooperaciones 
representativas de una dirección política elegida democráticamente, de intereses 
económicos independientes y del sistema de valores de la sociedad. El CESE otorga la 
                                                  
310 Dictamen del Comité Económico y Social Europeo, de 23 de abril de 2015, sobre la “Comunicación de 
la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité Económico y Social Europeo y al Comité de 
las Regiones – La dimensión urbana de las políticas de la UE: elementos clave de una agenda urbana para 
la UE” (DOUE N.º 2015/C 291/08, de 4 de septiembre de 2015) http://eur-lex.europa.eu/legal-
content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:52014AE5226&from=ES (Último acceso, 13.09.2105). 
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mayor importancia a la participación de la sociedad civil sea un elemento indiscutible 
de la gobernanza multinivel
311
 de la Unión. 
El 10 de junio de 2015, en Riga tuvo lugar una Reunión Informal de los Ministros de 
la Unión Europea responsables de la Cohesión Territorial y los Asuntos Urbanos, y 
realizaron una Declaración sobre la Agenda Urbana Europea
312
. 
La Declaración va a proporcionar apoyo político para el desarrollo de la Agenda 
Urbana Europea con total respecto hacia los principios de subsidiariedad y 
proporcionalidad y tiene en cuenta el trabajo el trabajo intergubernamental realizado 
hasta el momento por los Estados miembros en relación al “acervo urbano”. 
En la Declaración los Ministros reconocen la relevancia de la estructura urbana 
policéntrica de la Unión Europea y su contribución al logro de las metas de la Agenda 
Territorial 2020, así como la importancia de todos los tipos de asentamientos urbanos 
como centros para prestación de servicios, oportunidades económicas y cultura para sus 
áreas periféricas.  
También reconocen el importante papel desempeñado por el CDR, EUROCITIES, el 
Consejo de las Municipalidades y Regiones Europeas, y del CESE, al dar voz a los 
intereses de las áreas y regiones urbanas. 
Los Ministros reconocen la necesidad de trabajar hacia la Agenda Urbana de la 
Unión Europea, que considera la dimensión urbana en Europa y las políticas nacionales 
de un modo integrado, con el fin de lograr realizar todo el potencial y la contribución de 
las áreas urbanas de todas las dimensiones, incluyendo las áreas urbanas de pequeño y 
mediano tamaño, hacia la consecución de los objetivos comunes europeos y nacionales 
con pleno respeto a los principios de subsidiariedad y proporcionalidad. 
Con el fin de apoyar el desarrollo de la Agenda Urbana Europea, los Ministros 
acuerdan promover la cooperación entre las áreas urbanas de cualquier dimensión, así 
                                                  
311 Carta de la Gobernanza Multinivel en Europa. http://cor.europa.eu/es/news/Pages/mlg-charter-
opens.aspx (Último acceso, 13.09.2105). 
312 “Declaración de Ministros hacia la Agenda Urbana Europea”, Riga, 10 de junio de 2015 
https://eu2015.lv/news/media-releases/2122-eu-ministers-reach-agreement-on-the-riga-declaration-
towards-the-eu-urban-agenda (Último acceso, 15.07.2015). 
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como cooperar con las áreas urbanas funcionales y las regiones, incluyendo áreas 
interiores y regiones metropolitanas policéntricas tranfronterizas. 
Así pues, vemos por lo tanto que en el seno de la UE y por lo que se refiere a las 
políticas de desarrollo regional y local, ha primado el cumplimiento de tres objetivos 
que se han ido formulando a lo largo de estos últimos años. Nos estamos refiriendo a la 
cohesión territorial, la gobernanza europea y la gobernanza multinivel, sin olvidarnos de 
la constante mención que también se ha hecho al fomento de la cooperación y 
colaboración entre todas las instancias.
313
  
Al servicio de estos fines se han puesto varios medios, el precursor, en 1999, fue la 
Estrategia Territorial Europea, reformada en 2007 por la Agenda Territorial Europea, 
que a su vez fue actualizada en el año 2011 por la Agencia Territorial Europea 2020, 
como principal instrumento orientador de la política territorial de la UE y cuyos 
objetivos han venido siendo facilitados por programas dedicados a la cohesión y 
desarrollo territorial, como ESPON o TCUM. 
Los Estados miembros de la UE también han contribuido en el reconocimiento de 
estos propósitos mediante, por ejemplo, la firma de la Declaración de Oporto, que 
recoge la Carta Magna Metropolitana, o la Carta de Leipzig sobre Ciudades Europeas 
Sostenibles. 
A su vez, con el propósito de mejorar la gobernanza Europea mediante una mayor 
participación de los niveles regional y local en la política de la Unión, se persigue 
reformar la gobernanza europea, para lograr una conexión más directa con los 
ciudadanos de la UE y conseguir políticas más efectivas, acercando así a los ciudadanos 
a las Instituciones europeas. Es por ello que se anima desde la Unión a las Asociaciones 
de organismos locales a participar en la elaboración de las políticas europeas que les 
afecten. 
Impulsado por el CDR, nace en 2009 un nuevo objetivo, la Gobernanza Multinivel, 
que supone la asociación de la UE, los Estados miembros y los entes regionales y 
                                                  
313 Se propugna esta colaboración para, entre otros, la implementación de políticas de desarrollo urbano 
integrado. Sin embargo, como señala M. A. ARIAS MARTÍNEZ (Comunidades Autónomas  y 
elaboración del Derecho Comunitario Europeo. Un estudio sobre el principio de colaboración en este 
ámbito. IVAP, Oñati, 1998, p. 154), sus instrumentos de articulación necesitan de altas dosis de voluntad 
política por parte de los entes colaboradores con el fin de que la eficacia de aquellos esté garantizada.” 
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locales para la aplicación coordinada de las políticas de la UE y que se considera 
fundamental para la política de cohesión, debiéndose respetar siempre por parte de la 
UE, los principios de subsidiariedad
314
 y proporcionalidad. Para apoyar este propósito, 
en 2014 el CDR aprobó la Carta Europea de Gobernanza Multinivel que hasta el día 14 
de septiembre de 2015 ya había sido firmada por 209 autoridades regionales y locales. 
Finalmente, la cuestión de la cohesión social, económica y territorial también es 
importante en las Áreas Metropolitanas, pues se considera que dichas Áreas 
desempeñan un importante papel en el futuro de Europa, dada su relevancia económica 
y demográfica. Así, su prosperidad es una condición necesaria para lograr los objetivos 
de la Estrategia Europa 2020. 
3. RECONOCIMIENTO JURÍDICO DE LA REALIDAD METROPOLITANA EN 
LOS PAÍSES MIEMBROS DE LA UNIÓN EUROPEA 
3.1. Introducción 
El fenómeno metropolitano como realidad presente en los territorios nacionales 
europeos es algo que, al igual que como ya hemos comprobado para otros países del 
mundo, también se ha venido manifestando de forma continua y con una incidencia más 
o menos destacada, durante todo el pasado siglo y hasta el momento presente, en los 
países comunitarios. 
Ya en el año 1948, el profesor Luis JORDANA DE POZAS declaraba lo siguiente, 
“El fenómeno universal del crecimiento de las ciudades plantea, con caracteres 
agudísimos, la necesidad de extender su competencia a zonas circundantes en las que 
se encuentran núcleos más pequeños de población, poco propicios a perder su 
autonomía. Los servicios de comunicaciones, abastecimiento de aguas, 
alcantarillado, alumbrado, enseñanza, policía y tantos otros, así como la planificación 
y ordenamiento urbanos, imponen una solución ….” 
                                                  
314 Así, por ejemplo, como recuerda L. J. SÁNCHEZ-MESA MARTÍNEZ (“Reflexiones en torno a la 
evolución de la intervención comunitaria en el Derecho de la Cultura: el papel del Patrimonio Cultural en 
el proceso de integración y el correspondiente a las instituciones europeas en su salvaguardia”. Cuadernos 
de Derecho Público, N.º 24, enero-abril, 2005, p. 95),  
“la competencia de la Comunidad en el ámbito de cultura prevista en el Título XII del TCE no se 
configura en ningún momento como una competencia exclusiva de la misma. Se trata de una competencia 
compartida no concurrente, es decir, una competencia que de ser ejercida por la Comunidad no excluye 
los poderes de los Estados miembros (de ahí, que el apartado 2.º de este artículo se refiera al fomento de 
la cooperación entre los Estados miembros, y fuera de éste, al apoyo y al complemento de las actuaciones 
de los Estados miembros)” 
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Esta solución, por lo tanto, debería ser respetuosa con el principio de autonomía 
local, que fue consagrado en 1953 en la Carta Europea de las Libertades Municipales
315
, 
adoptada en Versalles el 18 de octubre de ese año por la Asamblea General del Consejo 
de Municipios y Regiones de Europa (en adelante, CMRE)
316
, y que sería el antecedente 
de la Carta Europea de Autonomía Local de 1985. 
Este crecimiento imparable de las ciudades se manifestó, en la década de los años 
ochenta del pasado siglo, en el hecho de que, de unos 335 millones de habitantes de la 
Europa de los doce, una quinta parte vivía en ciudades superiores a 250.000 habitantes; 
                                                  
315 Doscientos alcaldes y representantes de gobiernos locales pertenecientes a dieciséis países europeos, 
reunidos en la Asamblea General de los Municipios Europeos celebrada en Versalles entre los días 16 y 
18 de octubre de 1953, declararon mediante la Carta Europea de las Libertades Municipales, que los 
Municipios deben ser conscientes de que constituyen la verdadera fundación de la Nación. 
Asimismo, declaran que la autonomía municipal es el baluarte de las libertades personales, y que las 
libertades municipales están amenazadas en todas partes por las usurpaciones del Estado. 
Una verdadera libertad municipal, según la Carta, solo puede florecer si está libre de todo tipo de 
autoridad arbitraria. El ejercicio de todas las funciones de interés municipal pertenecen al propio 
municipio, que tiene el derecho de crear sus propios recursos, estableciendo impuestos locales suficientes 
para cubrir los costes de su administración, así como los gastos necesarios para atender las necesidades de 
sus habitantes. 
El territorio de un municipio no debería ser alterado sin un procedimiento legal que requiere de una 
consulta a la población afectada. 
Por otro lado, los Municipios y las asociaciones de Municipios tienen el derecho a pertenecer a 
organismos internacionales para promover la defensa de sus intereses y derechos. 
http://www.ccre.org/img/uploads/piecesjointe/filename/charter_municipal_liberties_en.pdf 
(Último acceso, 14.09.2015). 
316 El 28 de enero de 1951 la ciudad suiza de Ginebra acogía el nacimiento de una nueva asociación 
municipalista europea, el Consejo de Municipios de Europa, el futuro CMRE. 
Desde su nacimiento, el principal objetivo del CMRE siempre ha sido el de representar a las Autoridades 
Locales y Regionales en el ámbito europeo, y ser el interlocutor autorizado de éstas ante las instituciones 
europeas o el Consejo de Europa. Paralelamente actúa para suscitar el interés de los responsables locales 
en una Europa unida y por ofrecer respuestas locales y colectivas a los problemas sociales y económicos 
recurrentes. 
Es la asociación más antigua y más importante de colectividades territoriales en Europa. Los miembros 
del CMRE son asociaciones nacionales de colectividades, las que a su vez tienen como miembros a las 
autoridades locales y regionales de sus respectivos países. El CMRE reúne a 57 asociaciones miembros 
de 41 de los 47 países miembros del Consejo de Europa, entre ellos los 27 Estados miembros de la Unión 
Europea (UE). En su conjunto, representan un total de aproximadamente 150 000 colectividades. 
Es la única organización que federa las asociaciones nacionales de autoridades locales y regionales de 41 
países europeos y representa, a través de ellas, todos los niveles de territorios: locales, intermedios y 
regionales. Desde su creación en 1951, el CMRE promueve la construcción de una Europa unida, pacífica 
y democrática, basada en la autonomía local, el respeto del principio de subsidiariedad y la participación 
de los ciudadanos. 
Su trabajo se organiza en torno a dos pilares: 1. Influir en las políticas europeas en todos los ámbitos que 
afectan a los municipios y las regiones; 2. Constituir un foro de debate y de cooperación entre las 
autoridades locales y regionales de Europa, a través de nuestras asociaciones nacionales.  
El CMRE es además la sección europea de la organización mundial Ciudades y Gobiernos Locales 





(Último acceso, 14.09.2015). 
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otra quinta parte en ciudades entre 50.000 y 250.000 habitantes; dos quintas partes en 
ciudades inferiores a 50.000 habitantes, y sólo una quinta parte del total residía en áreas 
consideradas rurales. En esta época, en los países que constituían por aquel entonces la 
Comunidad Europea, estos datos se concretaban en un total de 165 áreas 
metropolitanas, aglomeraciones urbanas o regiones funcionales urbanas de más de 
200.000 habitantes, que se encontraban en gran parte concentradas en tres grandes 
ámbitos territoriales centroeuropeos, Inglaterra, Benelux y sur-suroeste de Alemania, y 
en el norte de Italia.
317
 
En el Tercer Informe sobre Cohesión Económica y Social elaborado por la Dirección 
General de Política Territorial de la Unión Europea, de 18 de febrero de 2004, se 
analizan los sistemas urbano, a los que considera “los motores del desarrollo regional”. 
En su estudio, se observan las siguientes tendencias apreciadas en ese momento, 
- por un lado, las zonas centrales de Europa y las capitales donde se concentran 
las grandes empresas siguen creciendo. Son los casos de Londres, Randstad, 
ciudades alemanas del Norte y Milán. 
- Entre los nuevos Estados miembros, es significativo el crecimiento de las 
capitales como Bucarest, Praga, Liubliana y las capitales de los Estados bálticos. 
En Polonia existen cinco grandes Áreas Metropolitanas que rivalizan con 
Varsovia. 
- Aparecen nuevas tendencias que implican un desarrollo menos polarizado y el 
crecimiento de una serie de zonas urbanas en las regiones periféricas de la Unión 
Europea, Berlín, Munich, Viena, capitales escandinavas, Dublín, Atenas y 
Lisboa. 
- Algunas regiones urbanas situadas fuera de la zona central parecen tener una 
población y un potencial económico suficientemente fuertes para atraer 
actividades de investigación y para conectarse con el tiempo con los principales 
centros de decisión europeos e internacionales. Estas regiones parecen capaces 
en el futuro de estimular el crecimiento de las zonas periféricas y de conseguir 
un desarrollo económico más equilibrado en la Unión Europea. El informe 
                                                  
317 SERRANO RODRÍGUEZ, A., “El modelo territorial europeo: Tendencias para el siglo XXI y sus 
implicaciones para el modelo territorial español”. Urban, N.º 8, 2008, p. 41. 
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identifica cuarenta regiones urbanas de este último tipo situadas fuera del 
pentágono. 
Este Tercer Informe realiza, asimismo, una llamada al papel que habrán de jugar las 
grandes concentraciones metropolitanas en el desarrollo de la política regional.
318
  
CALVO y RUATA realiza un análisis de las distintas áreas creadas por los diferentes 
estados que las conforman en estos primeros años del siglo presente, bajo la premisa de 
que, 
“parece clara la insuperponibilidad de los esquemas político-administrativos 
tradicionales sobre la imparable realidad metropolitana de las actuales formas de vida 
y relaciones de trabajo y producción, y por ende movilidad, que se producen en las 
aglomeraciones urbanas a pesar de que reconoce la fragilidad de los instrumentos y 
fórmulas gubernativas que a lo largo y ancho de Europa se constatan ante el 
fenómeno metropolitano casi todas bajo el común denominador de la concertación y 
voluntariedad.” 
Para este autor, “si realizamos una visión física del mundo actual constatamos la 
inutilidad de tratar de sostener la vigencia de los tres elementos definitorios 
tradicionalmente asignados a la ciudad y demás entes territoriales: población, territorio 
y organización.” 
Y se ampara en la reflexión que aporta el dictamen del Consejo Económico y Social 
europeo sobre “Las áreas metropolitanas europeas: repercusiones socioeconómicas para 
el futuro de Europa”319 según el cual nos encontramos en Europa ante este fenómeno de 
metropolización caracterizado por la multiplicación de las grandes conurbaciones y la 
concentración creciente en su seno de las poblaciones, las actividades y la producción 
de las riquezas en un espacio que crece y cuyos contornos son imprecisos. 
El disponer de centros educativos y culturales de primer orden, ofrecer un patrimonio 
histórico-artístico significativo puesto constantemente el valor, un medioambiente 
agradable, o la posibilidad de acceder a ocio de vanguardia son elementos propios del 
                                                  
318 CALVO y RUATA, P., “Una aproximación a la cuestión metropolitana en Europa”. Congreso 
Internacional “Municipia Siglo XXI. Ciudadanía y Gobierno local”, Zaragoza, 1 a 3 de diciembre de 
2004, pp. 5-6. 
319 Dictamen del CESE sobre “Las áreas metropolitanas europeas: repercusiones socioeconómicas para el 
futuro de Europa”, (Bruselas, 1 de julio de 2004;  DOUE 2004/C 302/20, de 7 de diciembre de 2004).  
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cosmopolitismo que, en palabras de CALVO Y RUATA, cuando interactúan por obra 
de manos públicas y privadas se propicia la potencia de las metrópolis.
320
 
Una década más tarde, METREX solicitó un mayor reconocimiento de la dimensión 
metropolitana por parte de los niveles de gobierno europeo, nacional, regional y local. 
Se amparaba en el hecho de que Europa es predominantemente un continente urbano, 
donde cerca del setenta por ciento de su población vive en ciudades, muchas de las 
cuales han crecido para formar un área urbana funcional. 
Con el término “Metropolitano” se definen aquellas grandes áreas urbanas 
funcionales, con una población superior a 500.000 habitantes, que comparten problemas 
económicos, sociales y medioambientales, así como las oportunidades que solo pueden 
dirigirse con eficacia desde el nivel metropolitano. “Metropolitano” parece ser, pues, el 
término de un uso más común y de mejor comprensión en Europa, por sus Instituciones 
y en la vida diaria. 
Opina METREX que muchos de los asuntos clave que afectan a la futura 
competitividad de Europa y su buena realización se dirigirán de forma más eficaz en el 
nivel metropolitano. El problema es que existen Instituciones Europeas y niveles de 
gobierno nacional, regional y local que no reconocen del todo esta situación.
321
 
En octubre de 2013, el CMRE publicó un estudio sobre las reformas territoriales en 
Europa en tiempos de crisis,
322
 resultado de las conclusiones extraídas de un 
cuestionario que fue completado por las cuarenta y una asociaciones miembros del 
CMRE. Dicho cuestionario se refería a las reformas territoriales adoptadas hasta ese 
momento o en preparación en cada país, así como a las transferencias de competencias, 
                                                  
320 CALVO y RUATA, P., “Una aproximación a la cuestión metropolitana…”, op. cit., pp. 1-3. 
321 METREX, “La dimensión metropolitana de los asuntos europeos”. Conferencia celebrada en Glasgow 
los días 24 a 26 de abril de 2013, pp. 38-41 
http://www.eurometrex.org/Docs/Meetings/glasgow_2013/Metropolitan-Dimension-to-European-affairs-
V3.pdf. (Último acceso, 14.09.2015). 
322 La publicación fue presentada en la conferencia “1953-1988-2013: Descrentralización en una 
encrucijada”, celebrada en Estrasburgo el 26 de noviembre de 2013. El evento fue organizado por la 
CMRE junto con el Congreso de Autoridades Locales y Regionales del Consejo de Europa. Pretendía 
revisar el progreso alcanzado durante los últimos sesenta años con respecto a la democracia y la 
autonomía locales. También fue una oportunidad de marcar el sesenta aniversario de la adopción por el 
CMRE de la Carta Europea de Libertades Municipales (1953) y el veinticinco aniversario de la entrada en 
vigor de la Carta Europea de Autonomía Local del Consejo de Europa (1988). 
Fuente: http://www.uclg.org/en/media/news/cemr-publishes-new-study-territorial-reforms-europe-times-
crisis (Último acceso, 14.09.2015). 
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la situación económica, la organización interna de las administraciones locales, y los 
efectos de esas reformas en la autonomía local. 
Tras el análisis de las respuestas al cuestionario, se observó que si bien la crisis 
financiera, económica y social no ha remodelado la principal arquitectura de las 
autoridades regionales y locales en Europa, sí se ha producido sin embargo un mayor 
impacto en el acceso europeo a la organización de los servicios y a la cuestión de la 
independencia financiera. 
Las reformas territoriales vigentes muestran que tienen presente el deseo de una 
mayor descentralización y el principio de subsidiariedad defendido por la Unión 
Europea y el Consejo de Europa. Sin embargo, ciertas acciones de los gobiernos 
parecen ir en contra de dichos principios, como muestra la recentralización de 
competencias, el abandono de la proximidad del gobierno local a los ciudadanos como 
consecuencia de la nueva organización territorial, así como las restricciones 
presupuestarias y competenciales.  
Dada la potencial amenza de estas diferentes reformas para la autonomía local y 
regional, considera el CMRE que se debe tener el cuidado de asegurar que la Carta 
Europea de Autonomía Local permanezca como una norma básica, pues la totalidad de 
su sentido se puede aplicar en este contexto, particularmente el contenido de los 
artículos 4, referido al alcance y ejercicio de la autonomía local, y el artículo 9, relativo 
a la autonomía financiera y presupuestaria. Aspira el Consejo a que los recortes 
derivados de la crisis y aplicados en toda Europa no produzcan un alto en el proceso de 
descentralización que comenzó hace décadas. 
Afirma el CMRE que las administraciones locales y regionales son el pilar de la 
democracia local y con las que prefiere contactar el ciudadano en su día a día, y es por 
lo tanto a este nivel donde las decisiones más importantes en relación a la crisis 
económica y social deben ser tomadas. Así pues, el futuro desarrollo de Europa recae en 
estos territorios. Todos los Estados deben rechazar categóricamente cualquier proceso 
de recentralización sin previa consulta, así como la adopción de cualquier decisión que 
ponga en cuestión el principio de subsidiariedad.
323
 
                                                  
323 CMRE, “Descentralisation at a crossroads. Territorial reforms in Europe in times of crisis”. Presentada 
en la conferencia “1953-1988-2013: Descrentralización en una encrucijada”, celebrada en Estrasburgo el 
26 de noviembre de 2013, pp. 5-19. 
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La cuestión acerca de la necesidad de constituir nuevas organizaciones territoriales, 
como la metropolitana, ha estado siempre y sigue estando dominada por dos posiciones 
divergentes. Por un lado, parte de la doctrina la considera como algo inevitable, fruto de 
la evolución urbana; mientras que por otro, un sector de la doctrina opina que crear 
nuevas entidades territoriales iría en contra de la pretendida simplificación de 
insituciones. 
Como muestra de estas dos diferentes posturas tenemos las manifestaciones 
contrapuestas de JOUVE y de SÁNCHEZ GONZÁLEZ. El primero de ellos opina que,  
“la creación de nuevas instituciones metropolitanas constituye una solución 
arriesgada políticamente, en la medida en la que no puede cuestionar la economía de 
los intercambios políticos entre actores locales y centrales, y sobre todo la estabilidad 
de los mecanismos y compromisos preexistentes. La necesidad de generar un espacio 
metropolitano permitiendo a la vez resolver las cuestiones de planificación urbana, 
realizar economías de escala y poner en marcha políticas territoriales competitivas a 
escala internacional puede, en ciertos casos, satisfacerse con los sistemas 
institucionales existentes.”324 
Por el contrario, afirma SÁNCHEZ GONZÁLEZ que,  
“la organización municipal debe completarse reconociendo la presencia de las 
grandes ciudades y áreas metropolitanas. La naturaleza de la concentración 
poblacional ha venido a exigir la conceptuación de las grandes ciudades con una 
lógica particular absorbiendo las facultades que tanto entes primarios como entes 
intermedios vendrían a ocupar sobre su territorio.”325 
Veamos a continuación si los países que integran la Unión Europea han procurado 
esa solución mencionada al inicio de esta introducción, que ya reclamaba JORDANA 
DE POZAS allá por 1948. 
3.2. Alemania 
- Consideraciones generales 
La República Federal de Alemania se organiza territorialmente en 16 Estados 
Federados (Länder o Bundesländer), y unos 12.900 entes territoriales, que comprenden 
                                                                                                                                                  
http://www.ccre.org/img/uploads/piecesjointe/filename/CCRE_broch_EN_complete_low.pdf (Último 
acceso, 14.09.2105). 
324 JOUVE, B., “Gobernanza metropolitana en Europa: un ensayo de tipología”. Gestión y Análisis de 
Políticas Públicas, N.º 24, mayo-agosto 2002, pp. 167-168. 
325 SÁNCHEZ GONZÁLEZ, J. F., “Aproximación al estudio del gobierno y de la administración local 
desde una perspectiva comparada”. REALA, N.º 2, julio-diciembre, 2014, p. 12. 
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295 comarcas rurales, 403 distritos a nivel municipal (kreise), 301 rurales y 102 
urbanos, así como ciudades y municipios.
326
 
Como señala GRACIA RETORTILLO
327
, la principal de estas corporaciones 
supramunicipales es el distrito (Kreis o Land-Kreis) que, de conformidad con su 
tradición histórica y su ya conocida garantía constitucional, está presente en todos los 
Länder de forma generalizada, de tal manera que constituyen un auténtico segundo 
nivel de gobierno y administración locales. Junto al Kreis, los ordenamientos de los 
Länder prevén una variada tipología de agrupaciones de municipios de implantación y 
configuración dispares. Entre ellas, cita el autor a las áreas metropolitanas, (Stadt-
Umland-Verbände), con una cada vez mayor implantación en los diferentes Länder, 
cuya finalidad se centra en afrontar problemáticas específicas o sectoriales. 
Al respecto señala el profesor CARRO FERNÁNDEZ-VALMAYOR
328
 que “la 
organización de los espacios de las grandes aglomeraciones urbanas es un tema abierto 
en Alemania, en donde todavía no se ha alcanzado un diseño orgánico definitivo que, 
entre otras cosas, permitiese una clara diferenciación funcional con las 
mancomunidades (Zweckverbände). Existen, con todo, una serie de fórmulas 
organizativas metropolitanas con competencias en materia de planificación territorial y 
de prestación de ciertos servicios: el Distrito urbano de Saarbücken (Stadtverband 
Saarbrücken, la Corporación de Planificación Frankfurt/Rhein-Main, (Planungsverband 
Ballungsraum Frankfurt/Rhein), Region Hannover o Verband Region Stuttgart. 
GRACIA RETORTILLO caracteriza al gobierno local supramunicipal en Alemania 
por la pluralidad y diversidad de entidades que lo conforman, la asimetría de su planta 
administrativa y la heterogeneidad de su configuración jurídica en los diferentes Länder. 
Esta pluralidad de entidades no siempre se concreta, en la práctica, en una 
acumulación de niveles administrativos en un mismo territorio; Por el contrario, cabe 
hablar de la existencia de un sistema multinivel de “geometría variable”. Dicha 
asimetría así como la heterogeneidad de la configuración jurídica del nivel local 
                                                  
326 Fuente: Comité de las Regiones. Mapa de la Gobernanza Multinivel en la Unión Europea. 
327 GRACIA RETORTILLO, R. “El nivel supramunicipal de gobierno local en Alemania”. REAF, N.º 11, 
octubre 2010, pp. 85-86. 
328 CARRO FERNÁNDEZ-VALMAYOR, J. L., “El régimen local alemán. Una introducción general”. T. 
FONT i LLOVET (dir.) Anuario del Gobierno Local 2005, “El Gobierno y los nuevos Estatutos de 
Autonomía”, Fundación Democracia y Gobierno Local e Institut de Dret Públic, 2005, p. 243. 
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supramunicipal se explican por diferentes motivos. En primer lugar, por la propia 
configuración del poder territorial en el Estado federal alemán y la posición que en él 
tienen los entes locales. En la medida en que son considerados parte de la organización 
institucional de los Länder, éstos disponen de la competencia exclusiva para regular el 
régimen local. Además, la heterogeneidad del nivel supramunicipal de gobierno local 
responde, como es lógico, a la política legislativa de los Länder en relación con la 
configuración de la planta y del régimen jurídico del nivel municipal. 
La opción final por uno u otro modelo es, sin duda, competencia del legislador del 
Länd, pero, en todo caso, deberá contar –como advierten los recientes pronunciamientos 
jurisprudenciales
329– con el respeto a la autonomía de los Kreise, y en especial a su 
dimensión político-democrática. 
Reconoce que las aglomeraciones metropolitanas (Stadt-Umland-Verbände) 
presentan problemas específicos que a menudo encuentran también su reflejo en 
soluciones jurídicas específicas. Alemania no ha sido una excepción a esta máxima y ha 
previsto y prevé formas jurídicas peculiares para dar solución a los problemas que se 
plantean a nivel de los múltiples cinturones urbanos con los que cuenta, tratándose 
como es de uno de los estados más industrializados del planeta. 
A diferencia de sus primeras manifestaciones, donde las agrupaciones metropolitanas 
se presentaban como el primer paso a las fusiones municipales, hoy éstas suponen 
precisamente una solución intermedia entre otras dos alternativas más extremas para 
afrontar el problema metropolitano: la más traumática, consistente en la fusión 
obligatoria de los municipios que conforman el cinturón urbano y la más flexible, 
basada en la cooperación intermunicipal voluntaria.
 330
 
El concepto Stadt-Umland-Verband es una categoría doctrinal genérica que no 
describe una concreta forma organizativa, sino que se refiere a un conjunto de formas de 
cooperación intensa en el ámbito de una aglomeración urbana. Atendiendo 
                                                  
329 Sentencia del Tribunal Constitucional del Land de Mecklemburgo-Pomerania Occidental, de 26 de 
julio de 2007 declaró inconstitucional la Ley de modernización de la administración de dicho estado, de 
23 de mayo de 2006, que pretendía sustituir los doce Kreise existentes por cinco de mayor tamaño, en los 
que también se integraban las seis ciudades libres de Kreis. En términos generales, la sentencia establece 
que el respeto al interés general al que se debe cualquier reforma territorial pasa por valorar todas las 
alternativas posibles que sean menos gravosas para la autonomía local y hace primar su dimensión 
democrática (bürgerschaftlich-demokratisches Element) sobre cualquier otro tipo de consideraciones de 
eficacia o racionalización administrativas, para acabar anulando la división territorial propuesta. 
330 GRACIA RETORTILLO, R. “El nivel supramunicipal…”, op. cit., pp. 133-134. 
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fundamentalmente a su naturaleza jurídica, la diversidad de formas existentes en la 
práctica GRACIA RETORTILLO la clasifica en los siguientes tres tipos: 
a) Modelo de Region o kreisregional. Se trata de agrupaciones metropolitanas 
concebidas como corporación de carácter territorial y que pueden asimilarse a las 
agrupaciones de municipios en el sentido del artículo 28.2.II de la Constitución Federal. 
Se trata, sin duda, de un modelo fuerte de agrupación metropolitana. Son la excepción 
en la práctica, pero se observa últimamente una cierta tendencia alcista a su 
constitución. 
Es el caso de la Region Hannover (Baja Sajonia), constituida el 1 de noviembre de 
2001, como sucesora del Kreis de Hannover y la Kommunalverband Grossraum 
Hannover, incluyendo también la propia ciudad libre de Hannover. Asume importantes 
competencias a nivel de la planificación regional y urbanística, así como de los servicios 
básicos de interés general (Daseinvorsorge), procedentes inicialmente del Länd, pero 
también de los propios municipios que la integran y del Kreis al que sustituye. 
Este importante peso competencial se vincula a la legitimación democrática directa 
de su Asamblea, que cuenta con 84 miembros. Además de ella, podrían incluirse 
también en este modelo el distrito de Saarbrücken (Stadtverband Saarbrücken), hoy 
reconvertido en Región de Saarbrücken (Regionalverband Saarbrücken), así como la 
ciudad de Aquisgrán (Städteregion Aachen), en vigor desde el 21 de octubre de 2009, 
como sucesora jurídica del Kreis de Aquisgrán y formada por la ciudad de Aquisgrán y 
los municipios anteriormente integrados en el mencionado Kreis. 
Todos ellos son, en términos generales, modelos de agrupaciones locales de carácter 
fuerte y con clara vocación de estabilidad. Así, gozan de naturaleza territorial y tienen, 
desde el punto de vista funcional, una marcada proyección generalista en cuanto a los 
fines que pretenden desarrollar en el ámbito metropolitano, de tal manera que se 
configuran incluso como auténticas alternativas a los propios Kreise allí donde se crean. 
Se ha querido ver precisamente que la creación de estas nuevas entidades de ámbito 
territorial Kreisregional puede ser una buena oportunidad para que la prestación de 
determinados servicios hasta ahora en manos de los Länder pueda cumplir de la forma 
más eficaz posible con el principio de una “democracia desde abajo hacia arriba”. 
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b) Modelo de mancomunidad (Zweckverband). En él incluimos las agrupaciones 
metropolitanas de concepción próxima a la mancomunidad local. Definidas, por tanto, 
como corporación de Derecho público sin potestad territorial, estas agrupaciones se 
caracterizan por tener un ámbito competencial derivado fundamentalmente de la 
delegación de los municipios y del resto de entidades locales que las integran. Carecen, 
por tanto, de la protección otorgada por la Constitución federal en cuanto a su 
autonomía. Ejemplos de este modelo son la Regionalverband Ruhr y la Zweckverband 
Großraum Braunschweig (Baja Sajonia) o la Verband Region Stuttgart (Baden-
Württemberg). 
c) Modelo de asociación de planificación regional (Regionalplanungverband). Nos 
referimos a las agrupaciones metropolitanas que se constituyen en virtud de base legal 
para la finalidad principal de la planificación regional. Pertenecen a este modelo la 
Planungsverband Ballungsraum Frankfurt/Rhein-Main, y la Region München. En todo 
caso, este último modelo de agrupación metropolitana no deja de ser una manifestación 




Al respecto del estudio de las áreas metropolitanas alemanas, los profesores 
CUCHILLO FOIX y MORATA i TIERRA señalan que este, 
 “no puede efectuarse al margen de las transformaciones derivadas de la reforma 
de los entes locales iniciada en 1964. Ésta ha comportado una reestructuración 
completa de los ámbitos territoriales mediante una importante disminución de las 
unidades y la redistribución de las funciones entre los diferentes niveles de gobierno 
local. Como resultado de este proceso y del hecho capital de que la competencia en 
materia local pertenezca a los Länder, las áreas metropolitanas no presentan una 
regulación uniforme desde el punto de vista político-administrativo. Otro factor que 
explica la variedad de las áreas metropolitanas alemanas es que, en algunos casos, las 
aglomeraciones se encuentran a caballo entre las demarcaciones territoriales de dos o 
más Länder. Estos casos, ejemplificados sobre todo por las ciudades-Estado de 
Bremen y Hamburgo, requieren fórmulas de cooperación interregional complicadas, 
habida cuenta de las peculiaridades legislativas de cada Land”. 332 
- Evolución normativa del tratamiento metropolitano 
La Ley Fundamental para la República Federal Alemana de 23 de mayo de 1949 
reconoce, en su artículo 28.2, la autonomía local para los municipios y las asociaciones 
                                                  
331 GRACIA RETORTILLO, R. “El nivel supramunicipal…”, op. cit., pp. 124-125. 
332 CUCHILLO FOIX, M. y MORATA i TIERRA, F., Organización y funcionamiento…, op. cit. p. 148. 
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de municipios, estableciendo que “Deberá garantizarse a los municipios el derecho a 
regular bajo su propia responsabilidad, dentro del marco de las leyes, todos los asuntos 
de la comunidad local. Las asociaciones de municipios tienen igualmente, dentro del 
marco de sus competencias legales y de acuerdo con las leyes, el derecho de autonomía 
administrativa.” 
A lo largo del articulado constitucional, especialmente en materia financiera, al 
disponer sobre el reparto de tributos, se reconoce la existencia de las agrupaciones de 
municipios. Así, el artículo 106.6 establece que el producto de los impuestos locales de 
Consumo y de lujo corresponderá a los propios municipios o, según lo que disponga 
cada Poder Legislativo regional, a las agrupaciones de municipios. Y en el apartado 7 
del mismo artículo se establece que “De la participación de los Estados en el producto 
total de los impuestos comunitarios se destinará a los municipios y agrupaciones de 
municipios en su totalidad un porcentaje que deberá ser fijado por el Poder Legislativo 
de cada Estado.” 
Veamos a continuación cómo se han materializado las distintas opciones de 
organización de las aglomeraciones urbanas en los distintos Land. 
i) Frankfurt 
La Región de Frankfurt/Rhine-Main es una de las más importantes regiones 
metropolitanas europeas en términos económicos. La Autoridad Regional Frankfurt del 
Main se creó por la Ley del Land de Hesse para la Región Metropolitana 
Frankfurt/Rhine-Main, que entró en vigor el 1 de abril de 2011. Se trata de una 
asociación que gestiona y coordina el desarrollo regional. Es una plataforma para la 
alineación estratégica de las asociaciones locales, responsables de la elaboración de una 
imagen regional común. Elabora y actualiza el plan regional de usos del suelo y el plan 
del paisaje. Lleva a cabo un control regional intensivo y ofrece a las setenta y cinco 
autoridades locales que la integran un extenso servicio. Representa al área metropolitana 
de Frankfurt / Rhine-Main. 
El Área Metropolitana de Frankfurt tiene una superficie de 1.415 km² y cuenta con 
una población de 1,75 millones de habitantes. Estructuralmente, se puede definir como 
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Desde el 1 de abril de 2001, gracias a la Ley de Aglomeraciones del Parlamento de 
Hesse (Ballungsraumgesetz)
 334
, existe una agencia de planificación regional que agrupa 
los setenta y cinco municipios de la aglomeración metropolitana. Dicha agencia ha 
sustituido a la Asociación del área adyacente a Frankfut (Umlandverband Frankfurt), un 
ente multisectorial existente entre 1975 y 2000, formado por cuarenta y tres municipios 
y una Asamblea de representantes elegidos directamente por los ciudadanos. 
La Planungsverband Ballungsraum Frankfurt/Rhein-Main
335
 (Agencia de 
Planificación Regional de Frankfurt/Rhein Main) es un organismo público que se ocupa 
de una sola área, la planificación regional, a través de la elaboración del “Plan Regional 
de Usos del Suelo” y del “Plan del Paisaje”. Para elaborar el primero se aprobó en 2005 
un Plan Estratégico con las pautas de crecimiento y desarrollo hasta el 2020. El “Plan 
del Paisaje” completa el trabajo realizado en la antigua Umlandverband y armoniza los 
planes de los miembros antiguos y de los nuevos. Otra responsabilidad de la Agencia es 
el análisis de datos sobre la región. También gestiona proyectos financiados por la 
Unión Europea y asesora los municipios para la gestión de los fondos europeos.
336
 
La agencia se organiza a partir del Consejo regional (Rat der Region), máximo 
órgano político de representación indirecta formada por los alcaldes, y del Comité 





                                                  
333 CUCHILLO FOIX, M. y MORATA i TIERRA, F., Organización y funcionamiento…, op. cit. pp. 
149-150. 
334
 Autoridad regional FrankfurtRheinMain  
http://www.region-frankfurt.de/Regional-Authority?La=2  (Último acceso, 17.07.2015). 
335Agencia de Planificación Regional de Franckfurt/Rhein Main) 
http://www.rhein-main-wiki.de/index.php?title=Planungsverband_Ballungsraum_Frankfurt/Rhein-Main 
(Último acceso 17.07.2015) 
336 CARRERAS QUILIS, J. M., OTERO VIDAL, M. y RUIZ ALMAR, E., “Aglomeraciones 
metropolitanas…”, op. cit., p. 213. 
337 Metrópolis. Asociación mundial de las grandes metrópolis. Ficha Nº 70. 
http://old.metropolis.org/sites/default/files/metropolitan_regions/070_frankfurt_esp.pdf (Último acceso, 
15.09.2015). 
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El área metropolitana de Hannover constituye una zona unipolar. La ciudad central 
se caracteriza por encontrarse incluida en una única circunscripción, la comarca 
(Landkreise) de Hannover, con una población ligeramente superior a la de la ciudad 
central (unos 550.000 habitantes). El conjunto del área metropolitana tiene una 
superficie de superficie de 1.519 km² y cuenta con una población de poco más de un 
millón de habitantes. Posee dos estructuras asociativas: la Asociación con finalidades 
específicas en la región de Hannover (Zweckverband Grossraum Hannover)
338
, con un 
área y una población que casi coinciden con las del área metropolitana, y la Unión de 
Transporte Hannover (Grossraum Verkher Hannover)
339
, en la que participa la 
Asociación. 
La Asociación, fundada en 1980, está integrada por la ciudad de Hannover y su 
Landkreis, cada uno de los cuales elige la mitad de los 28 miembros de la asamblea. Sus 
competencias principales son transporte público intermunicipal (única competencia 
atribuida en forma directa por la ley de creación); planificación regional; construcción y 
funcionamiento de las instalaciones de libre interés regional, y desarrollo económico de 
la región. 
En cuanto a los recursos, la ciudad central aporta el 60% de los mismos, y el 





Con una superficie de superficie de 1.301 km², el área metropolitana de Munich 
cuenta con una población de casi dos millones de habitantes. Es una conurbación de 
carácter monocéntrico, que comprende la ciudad y el Landkreis de Munich, la totalidad 
del Landkreis de Dachau y Furstenfeldbruck, la mitad de los Landkreise de Stanberg y 
Ebersberg y parte de los de Erdig, Freising y Landsberg. El conjunto de municipios 
pertenecen a una estructura de planificación regional. 
                                                  
338 Aha Zweckverband Abfallwirtschaft Region Hannover http://www.aha-region.de/ (Último acceso, 
15.09.2015). 
339 Großraum-Verkehr Hannover GmbH (GVH) http://www.gvh.de/home/?no_cache=1&L=1 (Último 
acceso, 15.09.2015). 
340 CUCHILLO FOIX, M. y MORATA i TIERRA, F., Organización y funcionamiento…, op. cit. pp. 
150-153. 
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El área no coincide con la región de Munich, determinada por la Ley bávara de 
planificación territorial de 5 de febrero de 1970. El órgano de planificación de la región 
se considera desde el punto de vista legal como una estructura del área metropolitana.
341
 
Se denomina “Agencia de Planificación Regional de Munich”342 (Zweckverbände), y la 
integran 1 Federación local y 43 Municipios (Gemeinden). 
Este organismo público agrupa la mayor parte de los municipios del área 
metropolitana, en el que la ciudad central (Munich) ocupa un lugar dominante 
(concentra el 70% de la población total del área). La Agencia no es un ente con 
competencias legislativas (como en Stuttgart); funciona como una estructura de 
planificación regional y de desarrollo económico. Sus principales órganos son el Comité 
Federal -máximo órgano político de representación indirecta formado por los alcaldes- y 
el Comité ejecutivo –responsable de la gestión diaria y de la preparación de las 
reuniones del Comité Federal. 
Sus funciones consisten en  elaborar planes y estudios para orientar el crecimiento, 
ofrecer ayuda a los municipios, etc.
343
 Financiada directamente por el Land, asume la 
coordinación del desarrollo económico de sus miembros y realiza funciones consultivas 
en materia de ordenación territorial mediante la elaboración de planes urbanísticos. 





Berlín se caracteriza por ser una ciudad-Estado (como Hamburgo y Bremen); se da, 
pues, una fusión de las instituciones locales y del land. Además, Berlín es la capital 
federal alemana y se rige por una ley especial aprobada en 1995. La aglomeración  
metropolitana se encuentra dentro del land de Brandeburgo (del cual Berlín no forma 
parte) y se caracteriza por un fuerte dominio de la ciudad central. No existe una 
                                                  
341 CUCHILLO FOIX, M. y MORATA i TIERRA, F., Organización y funcionamiento…, op. cit. pp. 
153-154. 
342 Agencia de Planificación Regional de Munich 
http://www.region-muenchen.com/themen/info_en/info_en.htm (Último acceso, 15.09.2015). 
343 CARRERAS QUILIS, J. M., OTERO VIDAL, M. y RUIZ ALMAR, E., “Aglomeraciones 
metropolitanas…”, op. cit., p. 218. 
344 Fuente: Metrópolis. Asociación mundial de las grandes metrópolis. Ficha Nº 143. 
http://old.metropolis.org/sites/default/files/metropolitan_regions/143_munich_esp.pdf  (Último acceso, 
15.09.2015) 
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autoridad metropolitana de coordinación, pero sí una cooperación entre los dos Lander 
en lo referente a la planificación territorial.
345
 
La Aglomeración Metropolitana de Berlín-Brandemburgo no es un único ente 
administrativo. Incluye los 12 distritos que forman el Land de Berlín y otros 53 entes 
municipales conurbados del Land de Brandemburgo. 
En 1996 un referéndum rechazó la unificación de los Lander de Berlín y 
Brandemburgo.  Los gobiernos de ambos Lander vienen estableciendo acuerdos de 
cooperación sectoriales de forma exitosa. Los acuerdos se extienden a: un Instituto 
estadístico común, la política de suelo aeroportuario común, la academia de ciencias y 
artes, el control de tráfico rodado, las bibliotecas, la coordinación de jardines y lagos y 
la compañía pública de radiotelevisión. Destaca la integración de los respectivos 
organismos de planificación de los Lander en un único ente de planificación regional.
346
 
Por lo que respecta la planificación territorial, existe desde 1996 un Departamento de 
Desarrollo Territorial conjunto de Berlín y Brandeburgo. Constituido por el 
Departamento de Desarrollo Urbano de Berlín y por el Ministerio de Planificación 
Regional de Brandeburgo, es un órgano de coordinación del territorio que comprende la 
ciudad-Estado de Berlín y una parte del land de Brandeburgo. Sus tareas son las de 





El Área Metropolitana se denomina “Asociación Regional de Stuttgart” (Verband 
Region Stuttgart)
348
, y se compone de 1 Federación local, 5 Condados (Kreise): 
                                                  
345 CARRERAS QUILIS, J. M., OTERO VIDAL, M. y RUIZ ALMAR, E., “Aglomeraciones 
metropolitanas europeas”. Revista Papers, Instituto de Estudios Regionales y Metropolitanos de 
Barcelona, N.º 50, marzo 2009, p. 211. 
346 Fuente: Metrópolis. Asociación mundial de las grandes metrópolis. Ficha Nº 83. 
http://old.metropolis.org/sites/default/files/metropolitan_regions/416_083_berlin_esp.pdf  (Último 
acceso, 15.09.2015). 
347 CARRERAS QUILIS, J. M., OTERO VIDAL, M. y RUIZ ALMAR, E., “Aglomeraciones 
metropolitanas…”, op. cit., p. 211. 
348 Asociación Regional de Stuttgart https://www.region-stuttgart.org/ (Último acceso, 15.09.2015). 
Verband Region Stuttgart o Greater Stuttgart Region. Se trata de la entidad política de la Región de 
Sttutgart. Trabaja para el desarrollo sostenible de la región. Su propósito es garantizar la diversidad, la 
alta calidad de vida, la movilidad y la fuerza económica a largo plazo. 
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Böblingen, Esslingen, Göppingen, Ludwigsburg, y Rems-Murr, y 179 municipios 
(Gemeinden). 
Esta institución fue creada en 1994 para dotar los 179 municipios del área 
metropolitana de Stuttgart de una organización política. Sus responsabilidades, de 
acuerdo con la ley del Estado de Baden-Württemberg, son las siguientes: planificación 
regional y paisajística, planificación de infraestructuras, del tráfico y del transporte, 
desarrollo económico y turismo, transporte público local, tratamiento de residuos. 
Además, la Asociación puede ocuparse de la organización de ferias, exposiciones de 
importancia regional, congresos, eventos culturales y deportivos. El presupuesto anual 
proviene casi exclusivamente de fondos públicos (transferencias de los condados, los 
municipios y el Lander). El 85% del gasto se dedica al transporte público, garantizado 
por la empresa de transporte Deutsche Bahn AG. La Asociación es responsable de los 
trenes suburbanos (S-Bahn) desde 1996 y de los trenes regionales desde 1999, en 
coordinación con los servicios centrales o regionales del Gobierno.  
Su organización institucional está constituida por una Asamblea regional, que es el 
órgano de representación de los municipios. Está compuesta por 93 miembros elegidos 
por sufragio directo por la población para un mandato de cinco años. La Asamblea elige 
al Presidente y designa también el Director General, que es el gerente administrativo 
con un mandato mínimo de ocho años. El Presidente es elegido por la Asamblea y 
cumple con un cargo simbólico. Trabaja juntamente con el Director de la Asociación.
349 
vi) Hamburgo 
Hamburgo se caracteriza por ser una ciudad-Estado (como Berlín y Brema); se da, 
por tanto, una fusión de las instituciones locales y del Land. La ciudad central actúa 
como núcleo de la aglomeración metropolitana, ya que agrupa al 75% de la población. 
No existe una autoridad metropolitana que integre los treinta y tres municipios de la 
aglomeración de Hamburgo. Sí que hay una agencia sectorial que coordina el transporte 
público: la Asociación de Transportes de Hamburgo (Hamburger VerkehrsVerbund)
350
. 
Es un organismo público que agrupa un total de treinta y cinco operadores de transporte 
                                                  
349 Fuente: Metrópolis. Asociación mundial de las grandes metrópolis. Ficha Nº 117. 
http://old.metropolis.org/sites/default/files/metropolitan_regions/117_stuttgart_esp.pdf (Último acceso, 
15.09.2015). 
350 Asociación de Transportes de Hamburgo http://www.hvv.de/ (Último acceso, 15.09.2015). 
 202 
público (autobuses, metro, tranvía y transporte fluvial) de la ciudad-Estado y de sus 
alrededores, de manera que la responsabilidad de la asociación se extiende más allá de 
los límites de Hamburgo e incluye también una parte de los Lander de Schleswig-
Holstein y Baja Sajonia; da servicio a 3,3 millones de habitantes. De hecho, la 
cooperación voluntaria entre los tres Estados fecha de los años 1950, y desde 1991 
existe una asociación, la Metropolregion Hamburg
351
, que actúa como herramienta de 




- Consideraciones generales 
Austria es un Estado federal que se estructura territorialmente en 16 Estados 
federados, y unos 12 900 entes territoriales (295 comarcas rurales, distritos urbanos, 
ciudades y municipios). 
Desde la segunda posguerra, se ha producido un desplazamiento de la población 
desde las zonas rurales hacia las urbanas – 68% de la población – y desde el este hacia 
el oeste del país. La ciudad-Estado de Viena y los Estados de Bergenbat y 
Niederösterreich han perdido población en los últimos años. 
- Evolución normativa del tratamiento metropolitano 
Según la Constitución de 1920, reformada en los años 1929, 1962, 1974 y 2011, y 
todavía vigente, Austria es una República Federal que sanciona la responsabilidad 
individual y colectiva de los miembros del Gobierno ante el Parlamento, distribuye las 
competencias legislativa y ejecutiva entre la Federación y los Estados miembros y 
protege la autonomía local para la gestión de los intereses de las respectivas 
comunidades. Existe, como dispone la Constitución, una Federación Austríaca de 
Municipios y una Federación Austriaca de Ciudades, que asumen la representación de 
los intereses de los municipios (artículo 115.3). 
La Constitución austríaca sanciona un modelo federal en el cual la administración de 
la Federación y de los Estados disponen de una organización periférica en todo su 
                                                  
351 Región Metropolitana de Hamburgo  http://metropolregion.hamburg.de/ (Último acceso, 17.07.2105). 
352 CARRERAS QUILIS, J. M., OTERO VIDAL, M. y RUIZ ALMAR, E., “Aglomeraciones 
metropolitanas…”, op. cit., p. 213. 
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ámbito territorial – distritos – para la realización de funciones y servicios reservados a la 
Federación y a los Estados. 
La reforma constitucional de 1962 amplió la autonomía y las competencias locales, 
con objeto de adecuar las instituciones locales a las necesidades derivadas de los 
siguientes fenómenos: los movimientos migratorios hacia las ciudades; la expansión del 
ámbito de actuación de las administraciones públicas, en particular en materia de 
prestación de servicios sociales y asistenciales; y el desequilibrio de los entes locales y 
sus recursos financieros. 
Mediante ambos tipos de fusiones se operó una reducción notable del número de 
municipios existentes, en particular los de población inferior a 1.000 habitantes. Entre 
1966 y 1971 el número de municipios pasó de 3.879 a 2.314; y el de municipios de 
menos de 1.000 habitantes se redujo de 2.150 a 361. 
Los municipios tienen la doble condición de entidades locales dotadas de autonomía 
y de organismos periféricos de la administración federal y de los Estados. 
No obstante, algunos municipios tienen un régimen especial, en virtud del cual 
asumen todas las competencias locales y también por delegación, las funciones de las 
administraciones periféricas. La obtención de este régimen requiere una población 
mínima de 20.000 habitantes y la aprobación de la Federación y del Estado respectivo. 
La legislación local también prevé el establecimiento de agrupaciones voluntarias y 
forzosas de municipios en casos concretos. Las agrupaciones voluntarias dan lugar al 
establecimiento de instituciones dotadas de personalidad jurídica y autonomía para la 
gestión de las funciones que les son asignadas. Las agrupaciones forzosas no comportan 
la creación de nuevas personas jurídicas, sino sólo de organismos sin personalidad. 
La reforma de Ley Constitucional de 2011 promueve la cooperación intermunicipal, 
con el fin de fortalecer los poderes de las municipalidades, estableciendo la posibilidad 
de crear asociaciones intermunicipales, incluso superando las fronteras entre los Lander, 
principalmente para aumentar la eficiencia de los servicios tanto de su competencia 
como los prestados por delegación.  
Esta reforma es parte de un intento de reducir los costes, resultando una 
reorganización de los servicios públicos locales y un nuevo cálculo de las nóminas de 
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las autoridades locales y regionales. Realmente, esta ley sobre cooperación 
intermunicipal no ha llegado tan lejos en su objetivo. Aunque el Estado central adoptó 
la ley constitucional como una base para la cooperación intermunicipal, seis de los 
nueve Lander no han aprobado sus leyes de aplicación. Por lo tanto, los municipios 
todavía no son libres de elegir sus formas de cooperación.
353
 
La Constitución austríaca sanciona la autonomía local y la protege con el mecanismo 
de la garantía institucional. Además, y contrariamente a lo que sucede en la mayoría de 
ordenamientos continentales, define las competencias propias de los entes locales y, por 
lo tanto, protege constitucionalmente la esfera competencial del gobierno local. 
La Constitución prevé también la posibilidad de que la Federación y los Estados 
deleguen competencias propias a los entes locales. Estas competencias se ejercerán de 
acuerdo con las directrices y bajo la supervisión y el control de la entidad delegante. 
Según la Constitución, la definición del régimen local corresponde a la Federación, 
que se reserva la facultad de establecer los principios básicos relativos al régimen local 
y a la regulación de una serie de materias cuya ejecución se atribuye a los entes locales 
y a los Estados mediante ley. 
Un conjunto de leyes especiales, tanto de la Federación como de los Estados, regulan 
el ejercicio de competencias concretas. La reglamentación de los Estados detalla el 
régimen local y los municipios perfilan su organización y regulan las funciones relativas 
a materias que les son propias a través de la potestad reglamentaria que les reconoce el 
ordenamiento jurídico. 
Los municipios están gobernados y administrados por personas directamente elegidas 
por la población según el sistema proporcional sancionado por las leyes electorales 
generales. 
Las competencias locales se clasifican en propias y delegadas. Las competencias 
propias se subdividen a su vez en obligatorias y voluntarias. Todas las competencias se 
ejercen de acuerdo con los planes elaborados por la Federación relativos a 
infraestructuras básicas: ferrocarriles, carreteras, aviación, navegación, comunicación, 
etc.; y también con arreglo a las que elaboraron los Estados en materia de su 
                                                  
353 CMRE, “Descentralisation at a crossroads…”, op. cit., p. 21. 
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competencia. Estos últimos deben ajustarse a las líneas y principios rectores de los 
planes nacionales. 
Las agrupaciones voluntarias de municipios, en base a las cuales se establecen 
instituciones dotadas de personalidad jurídica y cierta autonomía de actuación, deben 
limitarse a la prestación de una serie de servicios fijados por la ley. Entre estos figuran 
el suministro de agua, luz y electricidad, recaudación de impuestos, servicio de 
bomberos, servicios sanitarios y servicios administrativos (personales, instalaciones, 
centros de cálculo y documentación, etc.) 
En cuanto a la ciudad de Viena, por su condición de capital de la República, dispone 
de un régimen jurídico especial que le asigna la categoría de ciudad-Estado. Su 
situación es similar a la reconocida en la República Federal de Alemania a las ciudades 




Viena se caracteriza por ser la capital federal austriaca y una ciudad-Estado. Se da, 
pues, una fusión de las instituciones locales y del Land. La aglomeración metropolitana 
se estructura claramente alrededor de la ciudad de Viena, que concentra al 83% de la 
población. No existe una institución de coordinación metropolitana. La mayoría de los 
servicios son ofrecidos por la capital y esta ejerce el liderazgo político de la 
aglomeración. 
Viena es una de las treinta y nueve regiones urbanas de Austria (Stadtregionen). Las 
regiones urbanas son entidades de planificación y estadísticas, pero en la práctica, no 
existe un ámbito político y administrativo para la gestión y coordinación metropolitana. 
Por tanto, no existe una autoridad metropolitana que integre los cuarenta y un 
municipios de la aglomeración vienesa, pese a que se han producido movimientos en 
pro de la planificación voluntaria cooperativa regional y de transporte. Por ejemplo, la 
Organización de Planificación Oriental (Planungsgemeinschaft Ost, PGO)
 355
, creada en 
1978. Esta cooperación implica a Viena y a dos Länder fronterizos con la capital 
                                                  
354 CUCHILLO FOIX, M. y MORATA i TIERRA, F., Organización y funcionamiento…, op. cit. pp. 
153-154.pp. 33-38. 
355 El Planungsgemeinschaft Ost es una organización conjunta para la administración de Burgenland, Baja 
Austria y Viena para la votación, la coordinación y la preparación de cuestiones como la planificación 
espacial en la “región oriental del país”. El trabajo se lleva a cabo con la participación de representantes 
de las tres comunidades. http://www.pgo.wien.at  (Último acceso, 17.07.2015). 
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(Burgenland y Niederösterreich), que comprenden una población de más de tres 
millones de personas. Se trata, sin embargo, de una cooperación simbólica y sin 
resultados visibles en la planificación. La planificación y la prestación de servicios se 
realizan básicamente a partir de la capital. Puesto que es a la vez un Land, estado 
austriaco con fuertes competencias, Viena tiene capacidad de realizar políticas en los 
ámbitos fundamentales: sanidad, educación, vivienda, desarrollo económico, 




- Consideraciones generales 
El Estado belga nació en 1890 bajo la forma de un Estado unitario regido por una 
monarquía parlamentaria. Poco a poco, el país ha ido experimentando un proceso de 
descentralización hasta convertirse, en virtud de la reforma constitucional de 5 de mayo 
de 1993, en un Estado federal.
357
 
Una reforma previa, en 1970, de la Constitución belga de 7 de febrero de 1831, se 
instituye tres regiones, Valonia, Flandes y Bruselas. Las regiones gozan de una 
autonomía similar a la de las comunidades con competencias específicas en materia 
socio-económica (según el artículo 3 de la Constitución, “Bélgica comprende tres 
comunidades: la francesa, la flamenca y la germanófona). 
El Título I de la Constitución consagra la subdivisión del territorio en provincias y 
municipios (art. 108), si bien permite la creación de aglomeraciones y federaciones de 
municipios. Todas estas entidades tienen atribuida la representación de sus propios 
intereses sobre la base de elecciones directas. 
Así pues, Bélgica es un Estado federal en cuyo territorio coexisten seis tipos de 
instituciones en cinco niveles distintos: el Estado Central (representante de los intereses 
generales), las tres regiones (gewesten), Bruselas-capital, Flandes y Valonia; 3 entes 
federados (Gemeenschappen), Comunidad Flamenca, Comunidad Francesa y 
Comunidad germano-hablante; 10 provincias (provincies), las federaciones y 
                                                  
356 CARRERAS QUILIS, J. M., OTERO VIDAL, M. y RUIZ ALMAR, E., “Aglomeraciones 
metropolitanas…”, op. cit., p. 223. 
357 ARIAS MARTÍNEZ, M. A., “La actuación exterior y comunitaria de las regiones y comunidades 
belgas: panorámica descriptiva”. Revista de Administración Pública, N.º 143, mayo-agosto 1997, p. 477. 
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aglomeraciones y 589 municipios (gemeenten). La región de Flandes y la Comunidad 
flamenca se han fusionado.
358
 
En Bélgica, una nueva reforma del Estado federal ha tenido un impacto en la 
organización local y regional del país. La sexta reforma del Estado en octubre de 2011, 
marca una nueva etapa en el federalismo belga. Entre otras medidas, aumenta el sistema 
municipal de sanciones administrativas y la organización de los servicios de 
emergencia; y las autoridades locales podrán establecer nuevos presupuestos para 
alcanzar los requerimientos del Pacto Europeo de Estabilidad y Crecimiento.
359
 
La región de Bruselas, cuya superficie equivale al 0,57% del territorio, constituye la 
primera área metropolitana del país, tanto por su dimensión demográfica (unos 5.190 
habs./km2) como por su importancia económica y política. 
La competencia en materia de régimen local corresponde al Estado. La Constitución 
consagra el principio de la autonomía provincial y local (arts. 31 y 108), con reserva de 
la intervención de la autoridad de tutela o del poder legislativo para asegurar el respeto 
de la legalidad y del interés general. De acuerdo con estos principios, el legislador está 
en condiciones de definir en todo momento el alcance de las competencias locales, 
atribuyendo determinadas materias o transfiriendo las potestades correspondientes a 
otras instituciones. 
Como en España o Italia, además de entidad local, la provincia belga es también un 
órgano estatal encabezado por un Prefecto que ejerce la representación del Estado y la 
tutela de los entes locales. 
Los mismos principios se pueden aplicar a las aglomeraciones y federaciones. La 
determinación de sus atribuciones corresponde al Parlamento (art. 108 bis).  
Como resultado de la reforma de las estructuras locales realizada a lo largo de los 
años 70, el número de municipios ha disminuido de 2.359 a 596. La Ley de 23 de julio 
de 1971 sobre fusión de municipios, completada con la de 26 de julio del mismo año 
relativa a las aglomeraciones y federaciones, ha permitido reducir drásticamente la 
fragmentación municipal hasta el punto de conseguir una relación media 
                                                  
358 CMRE, “Descentralisation at a crossroads…”, op. cit., p. 22. 
359 CMRE, “Descentralisation at a crossroads…”, op. cit., p. 22. 
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habitantes/superficie bastante aceptable: 16.500 habitantes en 52 km2. La operación se 
justifica por razones de orden geográfico, económico, administrativo y financiero y 
cultural (ya que los nuevos municipios estaban pensados para facilitar la 
homogeneización de las áreas lingüísticas). Las fusiones se han realizado siguiendo un 
método pragmático. A menudo, las propuestas técnicas, basadas en criterios objetivos 
(dimensión-tipo respecto a las zonas urbanas adyacentes, composición equilibrada, etc.), 
han chocado con las presiones electoralistas. La reforma refleja una opción clara a favor 
de la integración territorial en detrimento de la cooperación. La ley de 1976, 
oficializadora de las fusiones, suprime a la vez las 5 federaciones existentes, con 
excepción de la de Bruselas. 
- Evolución normativa del tratamiento metropolitano 
La aglomeración de Bruselas comprende 19 municipios y cubre una superficie de 
unos 162 km2 con una población ligeramente superior al millón de habitantes.  
Durante los años 70, el crecimiento urbano del área ha sido más intenso en los 
municipios periféricos situados fuera de la aglomeración. Si consideramos el conjunto 
de municipios comprendidos en el área real, la superficie sería de 427 km2 con una 
población superior a 1,3 millones de habitantes, en descenso constante durante los 
últimos 15 años. 
Aún siendo la conurbación más importante, Bruselas no es la única existente. El 
Instituto Nacional de Estadística ha delimitado 4 áreas: Amberes, Lieja, Charleroi y 
Grand. Igual que la capital, estas áreas deberían haber gozado del estatuto de 
Agglomération previsto por la ley de 1971. 
La Ley de 26 de julio de 1971 instituyó las aglomeraciones y las federaciones de 
municipios en el marco de la reforma global de las estructuras territoriales. Esta misma 
ley dotaba de un estatuto de aglomeración a las 5 áreas citadas. Salvo el caso de 
Bruselas, cuyo territorio aparecía predeterminado en función de criterios político-
lingüísticos, las otras cuatro aglomeraciones debían constituirse como tales en el plazo 
de tres meses, mediante un proceso de consultas entre los municipios interesados y el 
Ministerio del Interior, el cual decidía en última instancia. 
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Cualquier municipio no incluido en el territorio de una aglomeración podía pedir su 
integración en una federación. A propuesta del ministerio de tutela, las Diputaciones 
permanentes de los Consejos provinciales podían establecer la lista de los municipios 
susceptibles de convertirse en el núcleo central de las futuras federaciones. 
Antes del 1 de febrero de 1982, el Rey debía decidir en qué federación deberían 
inscribirse todos los municipios comprendidos en el territorio de una aglomeración o 
federación. 
Tanto las aglomeraciones como las federaciones tienen como misión principal 
estimular la coordinación de las actividades municipales, y, en especial, las de servicios. 
Además, ejercen las siguientes competencias, anteriormente atribuidas a los municipios 
miembros: informes relativos a los planes parciales y sectoriales; reglamentación de la 
vivienda y del suelo; recogida y tratamiento de basuras; transporte público de viajeros; 
expansión económica; defensa y protección del ambiente en materia de espacios verdes, 
eliminación del ruido y la polución; servicio de bomberos; y asistencia sanitaria de 
urgencia. 
La aglomeración no constituye una autoridad con poderes de tutela respecto a los 
municipios que la integran, sino una agrupación de municipios urbanos llamados a 
colaborar según el principio del reparto de las tareas entre los dos niveles de 
administración. Con el acuerdo favorable o la solicitud expresa de la mitad, como 
mínimo de los municipios, a condición de que estos representen los 2/3 de la población, 
las federaciones pueden asumir las siguientes competencias: creación o gestión del 
alumbrado público; construcción y gestión de aeropuertos; determinación y ubicación 
de los mercados públicos de interés general; mataderos; aparcamientos públicos; 
promoción e información turística; hornos crematorios; y organización de los servicios 
de asistencia técnica a los municipios miembros. 
Cada aglomeración o federación se organiza alrededor de dos órganos: el Consejo y 
el Colegio ejecutivo. 
El Consejo se compone de 15 a 83 miembros, en función de la población total del 
ente, elegidos cada seis años, igual que los consejeros municipales. Es competente en 
todo lo relativo a las materias o actividades atribuidas. 
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La aglomeración y sus federaciones periféricas se coordinan mediante un comité de 
concertación, que se compone de cuatro delegados de la aglomeración y de dos 
delegados por cada una de las federaciones, con la misión de formular opiniones, 
recomendaciones y propuestas comunes. 
Los ingresos pueden provenir de tres fuentes: las tasas, los recargos sobre las tasas 
provinciales y los recargos sobre el impuesto mobiliario. Además, la aglomeración o 
federación recibe subvenciones procedentes del presupuesto del Estado en base a los 




i) Aglomeración Metropolitana de Bruselas-Amberes 
La expansión de estas dos grandes ciudades las ha hecho confluir en una 
aglomeración metropolitana que comprende setenta y ocho municipios. 
Integrada por setenta y nueve municipios
361
, no obstante, no cuenta con ninguna 
estructura institucional, sino que, por el contrario, se encuentra fragmentada 
políticamente, ya que se extiende sobre dos regiones diferentes (Bruselas Capital y 
Flandes), entes federados con numerosas competencias. 
Puesto que no existe ninguna institución que coordine esta aglomeración, son los 
Gobiernos federados los que actúan con sus propios parlamentos y amplias 
competencias en los ámbitos de desarrollo económico, energía, transportes, servicios 
sociales, medio ambiente y trabajo. 
Bruselas y dieciocho municipios más forman la Région de Bruxelles-Capitale, que 
incluye el área directa de influencia de la capital y se agrupan también en una 
asociación voluntaria de cooperación (Association de la Ville et des Communes de la 
Région de Bruxelles-Capitale)
362
. Amberes es la ciudad más poblada de Flandes y 
                                                  
360 CUCHILLO FOIX, M. y MORATA i TIERRA, F., Organización y funcionamiento…, op. cit., pp. 39-
47. 
361 Fuente: Metrópolis. Asociación mundial de las grandes metrópolis.  
http://old.metropolis.org/sites/default/files/metropolitan_regions/463_esp-_bruselas.pdf (Último acceso, 
15.09.2015). 
362 La Asociación de la Ciudad y los Municipios de la Región de Bruselas-Capital es una es una 
organización sin fines de lucro al servicio de los poderes locales de la Región de Bruselas-Capital, creada 
y gestionada por ellos. 
Creada en 1993, deriva de la regionalización de la Unión de las Ciudades y de los Municipios belgas. Se 
compone de los siguientes miembros: 
 211 
capital de la provincia. En ambos casos, las responsabilidades de tipo metropolitano, 
como el transporte, la planificación o las infraestructuras, son asumidas por ambas 




- Consideraciones generales 
Bulgaria es un país fuertemente centralizado y dividido en seis regiones a efectos de 
planificación estadística (Noroeste, Nortecentral, Nordeste, Sudeste, Suroeste, Sur-
central)
364
, 28 regiones administrativas (distritos) con 264 municipios con competencias 
limitadas y 3850 alcaldías y distritos.
365
 
- Evolución normativa del tratamiento metropolitano 
La Constitución de la República de Bulgaria fue promulgada el día 13 de julio de 
1999, y dedica su Capítulo VII a regular el “Gobierno autónomo local y la 
administración local”. 
Al respecto establece en su artículo 135.1. que el territorio de la República de 
Bulgaria está dividido en municipios y regiones. La división territorial y las 
prerrogativas de la ciudad capital y de las otras ciudades principales estarán establecidas 
en la ley. 
A continuación señala en el apartado 2 lo siguiente: “Otras unidades y órganos 
territoriales administrativos del gobierno autónomo serán establecidos por ley.” 
                                                                                                                                                  
  “effectifs”: los miembros constituyentes (fundadores) y los 19 municipios de la Región de Bruselas-
Capital. 
  “adhérents”: los 19 CPAS de la Región de Bruselas-Capital y las asociaciones formadas entre ellos, y 
cuya sede social se halle establecida en un municipio de la Región. 
  “correspondants”: todas las demás personas que tengan interés en las actividades de la Asociación. 
 Los municipios miembros y los CPAS pagan una cuota anual, en función de su población. 
http://www.avcb-vsgb.be/  (Último acceso, 17.07.2015). 
363 CARRERAS QUILIS, J. M., OTERO VIDAL, M. y RUIZ ALMAR, E., “Aglomeraciones 
metropolitanas…”, op. cit., p. 212. 
364 Esta división vino dada por el proceso de adhesión a la Unión Europea, que forzó una nueva división 
regional a los efectos de gestión de fondos estructurales. Oficina de Información Diplomática, Ministerio 
de Asuntos Exteriores y Cooperación.  
http://www.exteriores.gob.es/Documents/FichasPais/Bulgaria_FICHA%20PAIS.pdf (Último acceso, 
18.07.2015). 
365 Fuente: Oficina de Información Diplomática, Ministerio de Asuntos Exteriores y Cooperación. 
http://www.exteriores.gob.es/Documents/FichasPais/Bulgaria_FICHA%20PAIS.pdf 
 212 
Bulgaria es un país fuertemente centralizado y dividido en seis regiones a efectos de 
planificación estadística (Noroeste, Nortecentral, Nordeste, Sudeste, Suroeste, Sur-
central)
366
, 28 regiones administrativas (distritos) con 264 municipios con competencias 
limitadas y 3850 alcaldías y distritos.
367
 
Varias reformas han modificado la organización y las competencias de las 
autoridades locales en Bulgaria con el propósito de reducir costes. Recientes leyes 
adoptadas han cambiado ligeramente la manera como operan las autoridades locales; se 
les han atribuido nuevas competencias, particularmente en las áreas relativas al control 
de la construcción y el estímulo a la inversión económica. Pero por otro lado, el Estado 
ha reducido su participación en la financiación local.
368
 
La planificación especial y regional de la República de Bulgaria se regula por las 
siguientes leyes estatales: la Ley de la división territorial y administrativa de la 
República de Bulgaria; la Ley de desarrollo regional; la Ley de desarrollo territorial 
(para la planificación física); y un conjunto de regulaciones expedidos por el Ministerio 
de Desarrollo Regional y Obras Públicas. 
De acuerdo con la Ley de la división territorial y administrativa de la República de 
Bulgaria (promulgada el 14 de Julio de 1995)
369
, Sofía es la capital del país y centro de 
la región administrativa de la Ciudad de Sofía. Los límites de la región se solapan con 
los de la Municipalidad de Sofía. La llamada Región Administrativa de Sofía se 
extiende sobre el territorio de varias municipalidades formando un gran cinturón 
alrededor de la Municipalidad de Sofía. 
La Ley de desarrollo regional
370
, de acuerdo con las normas de la Unión Europea, 
divide el área del país en seis regiones a efectos de planificación estadística. Sofía es el 
centro de la Región Suroeste, que comprende cinco regiones administrativas y 52 
                                                  
366 Esta división vino dada por el proceso de adhesión a la Unión Europea, que forzó una nueva división 
regional a los efectos de gestión de fondos estructurales. Oficina de Información Diplomática, Ministerio 
de Asuntos Exteriores y Cooperación.  
http://www.exteriores.gob.es/Documents/FichasPais/Bulgaria_FICHA%20PAIS.pdf (Último acceso, 
18.07.2015). 
367 Fuente: Oficina de Información Diplomática, Ministerio de Asuntos Exteriores y Cooperación. 
http://www.exteriores.gob.es/Documents/FichasPais/Bulgaria_FICHA%20PAIS.pdf 
368 CMRE, “Descentralisation at a crossroads…”, op. cit., p. 24. 
369
 Law on the administrative-territorial division of the Republic of Bulgaria 
http://www.unece.org/fileadmin/DAM/hlm/prgm/cph/experts/bulgaria/documents/LATSRB.pdf 
370Regional Development Act  http://www.namrb.org/doc12/en/Regional_Development_Act.rtf 
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municipalidades. Se han establecido, en las citadas regiones de planificación estadística, 
Concejos de Desarrollo Metropolitano. Ellos reúnen a los gobiernos de las regiones 
administrativas dentro de los límites de la respectiva región, representantes de cada una 
de las municipalidades en la región y de los Ministerios implicados en la aplicación de 
la política estatal con respecto al desarrollo regional, junto con representantes de las 
organizaciones nacionales de trabajadores y empresarios. Las regiones administrativas 
también han desarrollado concejos conforme a la misma ley. Ambos concejos, que no 
son cuerpos electos, ejercen funciones de planificación, coordinación y dirección sobre 
el desarrollo regional. 
i) Sofía 
El Área Metropolitana de Sofía
371
, que no cuenta con una estructura institucional, 
comprende 11 municipios, donde la mayor parte de la población reside en la ciudad de 
Sofía, atraída por el bajo nivel de desempleo. 
La región administrativa de la región de Sofía ha elaborado el Plan regional para el 
desarrollo de la región de Sofía 2005-2015, incluyendo objetivos de innovación política 
para la región.
372
 Los objetivos del plan para desarrollar la región buscan mejorar la 
competitividad de la región, basándose en la innovación y la renovación tecnológica. 
 
Sin embargo, al igual que ocurre con las demás regiones en Bulgaria, falta capacidad 
real y fondos para poner en práctica las medidas que prevé el documento.
373
 
El ‘Sofproect OGP’374 es un plan estratégico para el Municipio de Sofía, controlado 
por el Alcalde y el Concejo Municipal y financiado por el presupuesto municipal. Lleva 
                                                  
371 METREX, “Intra-metropolitan polycentricity in practice. Reflections, challenges and conclusions from 
12 European metropolitan areas” Final report of the METREX - Expert Group on Intra-Metropolitan 
Polycentricity, Ed. Peter Schmitt, METREX, Glasgow, 2010, p. 101. 
http://www.nordregio.se/en/Publications/Publications-2010/Intra-metropolitan-polycentricity-in-practice/ 




373 Administración regional de la región de Sofía: http://www.sofoblast.government.bg/ 
374 OP Sofproect OGP (Master Plan) is the planning body of Sofia municipality. This municipal enterprise 
carries out the most important plans for spatial development of the territory:  
 The Master plan of Sofia City and the suburban area of Sofia municipality, comprising long-term 
strategic plan, zoning plan and regulations and a package of implementation programs; in charge with 
all updates and amendments;  
 The seven year Municipal development plans, which  implement the Master plan and integrate and 
coordinate all sectoral plans and strategies, including the newest one for the 2014 -2020 period;  
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a cabo y coordina la elaboración de un Plan Rector no obligatorio para la Ciudad y los 
11 municipios de los alrededores, así como planes de desarrollo regional en relación con 
la ciudad de Sofía. La estrategia de desarrollo policéntrico para el área metropolitana de 
Sofía define tres diferentes niveles espaciales: primer nivel, un sistema jerárquico de 
centros de servicios dentro del Municipio de Sofía; segundo nivel, centros urbanos 
“buffer” en los municipios vecinos; tercer nivel: recolocación de funciones para para 
centros económicos más distantes en el área metropolitana. 
El Plan Estratégico provee de espacio para el desarrollo de nuevas zonas urbanas y 
económicas fuera de la ciudad de Sofía, pero dentro de los límites de la municipalidad. 
La idea es preservar la ciudad central de actividades no apropiadas y de la congestión 
del tráfico. Buenas condiciones infraestructurales junto con bajos precios del suelo 
ayudan a atraer inversores y crear empleos. El Plan posiciona estas nuevas zonas de 
acuerdo con el principio director de una buena conectividad de transporte – tanto con la 
ciudad de Sofía como con el resto del país. 
El Plan Rector para la municipalidad de Sofía y el esquema para el desarrollo 
especial del Área Metropolitana de Sofía valoró la amenaza de una excesiva 
concentración de actividades económicas en el núcleo central. Estos documentos 
proveen medidas para crear nuevas áreas y zonas industriales que ayudarán a aliviar la 
elevada presión del desarrollo de la ciudad de Sofía. Junto a esto, en la periferia del área 
metropolitana se planifican otras zonas para el desarrollo de nuevas empresas, 
incluyendo terminales de transporte e industrias tecnológicas. 
Todos los documentos relativos a la material del desarrollo territorial: planes de 
desarrollo municipal, estrategias para el desarrollo después de 2015, y planes de 
desarrollo espacial para el Área Metropolitana de Sofía, subrayan y enfatizan la 
necesidad de desarrollar un sistema policéntrico de complejos centros de servicios. 
3.6. Chipre 
                                                                                                                                                  
 Specialized development programs, such as the Program for development of the north territories of 
Sofia municipality, for the system of urban centres etc.;  
 Pilot urban development projects and detailed plans;  
 Major infrastructure projects, such as the new North speed tangent highway and the Ring road of Sofia 
as part of PanEuropean transport corridors 4,8 and 10, boulevards, junctions, urban parks etc. ;  




- Consideraciones generales 
El territorio de Chipre se divide en 6 distritos
375
, 39 ciudades y 478 municipios. La 
capital se halla en Nicosia, y es la mayor ciudad tanto de la República de Chipre como 
del autoproclamado y no reconocido estado de la República Turca del Norte de Chipre. 
Es la sede de los “Gobiernos” y el mayor centro de negocios. Aunque la ciudad de 
Chipre solo cuenta con unos 50 000 habitantes, sin embargo sumando la población de la 
Greater Nicosia Area supera los 200 000.
376
 
- Evolución normativa del tratamiento metropolitano 
La Constitución de Chipre entró en vigor el 16 de agosto de 1960, reformándose por 
última vez en el año 2006. Hay dos tipos de autoridades locales, Municipios y 
Comunidades, gobernadas por sendas leyes. En principio, los Municipios constituyen la 
forma de gobierno en los municipios urbanos y centros turísticos, mientras que las 
comunidades constituyen la estructura local en las áreas rurales. 
El establecimiento, funcionamiento y organización de los municipios en Chipre se 
regula por la Ley Municipal, N.º 111/85
377
, aprobada en octubre de 1985 para 
reemplazar a la legislación existente. La Ley regula el establecimiento de nuevas 
municipalidades. De acuerdo con dicha ley, cualquier comunidad puede convertirse en 
una municipalidad mediante un referéndum local, sujeto a la aprobación del Consejo de 
Ministros, siempre que su población supere los 5000 habitantes o que tenga los recursos 
suficientes para funcionar como una municipalidad. 
De acuerdo con la ley de 1985, las principales responsabilidades de los municipios 
son la construcción, el mantenimiento e iluminación viarias, la recogida y tratamiento 
de basuras, la protección y mejora del medioambiente y el buen aspecto de las áreas 
urbanas, los parques y jardines y la protección de la salud pública. El Concejo 
municipal podrá promover, dependiendo de sus recursos financieros, un mayor número 
                                                  
375 Para el propósito de la administración, Chipre está dividida en seis distritos. Cada uno está presidido 
por un Director de Distrito, que es un funcionario superior nombrado por el Gobierno y su representante 
local.  
376 http://www.prio-cyprus-displacement.net/default_print.asp?id=336 
377 Ley 111/1985, de establecimiento, organización y funcionamiento de los Municipios. 
http://www.ucm.org.cy/Document-The_Municipalities_Law_%28in_English%29,966,35,English 
(Último acceso, 15.05.2015). 
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de actividades incluyendo la promoción de las artes, la educación, los deportes y los 
servicios sociales. 
Las principales fuentes de recursos de los municipios son los impuestos municipales, 
los precios públicos, las tasas y las subvenciones estatales. 
La creación y el funcionamiento de las Comunidades en Chipre están gobernadas por 
la Ley de Comunidades, N.º 86 (I)/99, que entró en vigor el 9 de julio de 1999. Las 
funciones de las Comunidades son generalmente similares a las de los municipios, 
aunque estructuralmente diferentes. Generalmente, salvo para aquellas Comunidades 
que están en una mejor situación financiera, el Gobierno central les aporta asistencia 
técnica y administrativa, así como la mayor parte de los servicios a través de sus 
oficinas regionales. Se financian fundamentalmente con subvenciones estatales, 
impuestos locales y precios públicos.
378
 
La Unión de las Municipalidades de Chipre es la principal asociación de autoridades 
locales en Chipre. Sus principales funciones son la de contribuir al desarrollo de la 
autonomía del gobierno local, así como actuar como portavoz de los intereses del 
gobierno local en su relación con el gobierno central y con otras instituciones 




En 2014 entró en vigor una reforma del gobierno local para garantizar la 
descentralización de competencias y la financiación autónoma de las autoridades 
locales. Los distritos, como un nivel intermedio de gobierno entre los municipios y el 
Estado se estableció con esta reforma. 
La cooperación intermunicipal también se ha promovido y muchas comunidades 
rurales están a favor de crear agrupaciones para prestar servicios públicos locales como 
la recogida y tratamiento de residuos, el sistema de alcantarillado o el abastecimiento de 
agua potable.  
                                                  
378 Ley 86/1999, de establecimiento, organización y funcionamiento de las Comunidades 
http://www.ucm.org.cy/Webcontent.aspx?Code=EN.ABOUT.LocalAuthorities&Language=English 
(Último acceso, 15.05.2015). 
379 Unión de los Municipios de Chipre http://www.ucm.org.cy/Index.aspx?Language=ENG (Último 
acceso, 15.05.2015). 
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Esta reforma busca aumentar la descentralización y con ello aumentar la eficiencia. 




- Consideraciones generales 
Croacia es una república democrática parlamentaria, organizada territorialmente en 
veintiún condados (incluida la capital, Zagreb), 127 ciudades y 429 municipios rurales. 
La Constitución de la República de Croacia fue promulgada el 22 de diciembre de 
1990, y fue reformada por última vez hasta el momento en el año 2013. En el artículo 
133 se garantiza a los ciudadanos el derecho a la autonomía local y regional, que será 
ejercido por representantes locales o regionales elegidos por sufragio universal, igual y 
directo. También se reconoce a los ciudadanos el derecho a participar en los asuntos 
públicos, ya sea mediante asociaciones, referéndums y otras formas de tomas de 
decisiones directas, de acuerdo con las leyes y ordenanzas locales. 
Así pues, como establece el artículo 134, los municipios y las villas serán unidades 
de gobierno local, y sus territorios se determinarán en la forma prescrita en la ley. Otras 
unidades de gobierno local podrán ser establecidas por la ley. 
Los Condados serán unidades de gobierno regional y su territorio será también 
determinado en la forma que prescriba la ley. 
La capital, situada en la ciudad de Zagreb, podrá ver reconocido su estatus de 
Condado por ley. Así también las demás ciudades de mayor tamaño de Croacia podrán 
alcanzar este estatus por la misma vía legal.  
El artículo 135 relaciona las competencias que pueden ser administradas por las 
unidades de gobierno local atendiendo su importancia en relación a las necesidades de 
los ciudadanos que ocupan su territorio. En particular se refiere a la organización de las 
localidades, vivienda, planificación urbana, servicios públicos, atención a la infancia, 
bienestar social, prestación de servicios de atención primaria de la salud, educación, 
enseñanza primaria, cultura, deportes, protección de los consumidores, protección y 
mejora del medio ambiente, servicios contra-incendios y defensa civil. 
                                                  
380 CMRE, “Descentralisation at a crossroads…”, op.cit., p. 26. 
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Por su parte, los condados gestionarán asuntos relacionados con la educación, la 
salud pública, la planificación urbana, el desarrollo económico, la infraestructura de 
transportes y la prestación de los servicios de transporte, así como el desarrollo de una 
red de instituciones de educación, salud, servicios sociales y culturales. 
 
Una ley regulará las cuestiones relativas al gobierno local y regional, que tendrá en 
cuenta el principio de subsidiariedad a la hora de asignar las materias correspondientes. 
 
De acuerdo con la ley, el Estado proveerá la asistencia financiera necesaria a las 
unidades locales y regionales más débiles.
381
 
Desde el año 2009 se han aprobado varias leyes modificando la actuación de las 
autoridades regionales y locales, relativa en particular a la gestión de las tierras de 
cultivo, la planificación regional, los fondos de los hospitales regionales y las 
remuneraciones de los funcionarios locales y regionales. 
Sobre todo, estas reformas impulsan la descentralización y la atribución de más 
competencias a las autoridades locales y regionales, especialmente a las 
municipalidades. Aunque la transferencia financiera del Estado a las autoridades locales 
y regionales está disminuyendo. Ello conlleva la reducción en algunos lugares del 
número de funcionarios lo que perjudica la eficacia de estas administraciones públicas. 
i) Zagreb 
La Ciudad de Zagreb es el área urbana más grande del país. La más amplia área 
metropolitana de Zagreb abarca a la capital y el Condado de Zagreb. Su organización y 
competencias están reguladas por la Ley de la Ciudad de Zagreb, donde se recogen sus 
deberes como ciudad y como condado. 
En su territorio se han creado diecisiete distritos y 218 comités locales, dotados de 
autonomía, a través de los cuales los ciudadanos participan en la toma de decisiones en 
los asuntos de la competencia local, así como en aquellas actuaciones que tienen una 
influencia directa y diaria en sus vidas y en su trabajo. 
                                                  
381 Parlamento de Croacia http://www.sabor.hr/Default.aspx?art=2411&sec=729 (Último acceso, 
15.05.2015). 
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Asimismo, establece relaciones de cooperación con los municipios y ciudades vecinas, 




- Consideraciones generales 
Dinamarca es una monarquía constitucional cuyo territorio se divide en 5 regiones 
(regioner), 2 regiones con estatuto especial: Islas Faroe y Groenlandia y 98 municipios 
(kommuner). Sin embargo, esta organización territorial data de fechas recientes. 
Una Comisión jurídica municipal nombrada en 1958 para estudiar los problemas 
locales, y que integraban representantes del ministerio de información, los partidos 
políticos y las asociaciones municipales, concluyó en 1966 que el fenómeno de la 
industrialización y la urbanización había difuminado los límites administrativos 
tradicionales, poniendo en evidencia problemas de planificación, fiscalidad, 
coordinación, etc., y que el crecimiento del sector público imponía a los poderes locales 
unas obligaciones que no se hallaban en condiciones de asumir eficazmente. Por lo 
tanto, se proponía una doble reforma: territorial y administrativas. 
La nueva ley de reestructuración de los límites municipales fue adoptada en 1967 por 
unanimidad. En ella se perseguían tres objetivos principales: 
7. la creación de nuevos Distritos, que incluían municipios urbanos y rurales, 
delimitados en función de los problemas industriales, económicos y demográficos; 
8. la remodelación de las circunscripciones municipales para integrar las zonas de 
interés común, garantizando al máximo las posibilidades de expansión; 
9. la creación de unidades municipales más amplias para poder afrontar mejor los 
problemas económicos y financieros, particularmente en las zonas rurales. 
La aglomeración de Copenhague quedaba excluida de la ley, a la espera de una 
reorganización general del área metropolitana. 
                                                  
382 Ayuntamiento de Zagreb http://www.zagreb.hr/default.aspx?id=1037 
 
 220 
Para facilitar la aplicación de la reforma, la ley preveía la constitución de una nueva 
Comisión para la Reforma municipal, de características muy similares a la anterior. 
Así pues, se redujo el número de Condados de 22 a 14 (incluido Copenhague), 7 de 
los cuales tenían entre 200.000 y 300.000 habitantes. 
En el año 2007 se llevó a cabo una gran reforma territorial que llevó a la reducción 
del número de municipios, de 271 se pasó a 98. Se utilizó el criterio de un mínimo de 
20.000 habitantes por municipio. Asimismo, las 15 regiones que existían se redujeron a 
las 5 grandes regiones que existen actualmente. Estos cambios en la organización del 
territorio formaban parte de un propósito de descentralización, que otorgó competencias 




- Evolución normativa del tratamiento metropolitano 
La Constitución danesa, que se firmó el 5 de junio de 1953, reconoce la autonomía 
local en el artículo 82 pues “El derecho de los municipios de administrarse libremente 
bajo la supervisión del Estado será regulado por la ley.” 
La autonomía local no está institucionalizada. El sistema de administración local se 
rige por las leyes municipales y de límites de las administraciones locales de 1967.  
i) Copenhague 
La aglomeración danesa se caracteriza por la existencia de un núcleo central 
(Copenhague) y veinticinco municipios menores de 100.000 habitantes. Entre los años 
2000 y 2006 existió la Autoridad del Gran Copenhague (Hovedstadens Udviklingsråd), 
un consejo de alcaldes creado con el objetivo de decidir conjuntamente el desarrollo de 
la aglomeración metropolitana de la capital. Uno de los ejes fue el impulso de la 
cooperación con la ciudad sueca de Malmö, con la que configura la región de Øresund. 
Desde el 1 de enero de 2007 existe un nuevo ámbito de gobierno (Region 
Hovedstaden) fruto del proceso de reforma territorial llevado a cabo por el Gobierno 
danés, que sustituyó la anterior división administrativa en distritos (amter) por cinco 
grandes regiones. 
                                                  
383 CMRE, “Descentralisation at a crossroads…”, op. cit., p. 28. 
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Con la reforma de 2007, se creó la Región Capital de Dinamarca (Region 
Hovedstaden)
384
, de la que forman parte veintinueve municipios, incluida Copenhague. 
La sede administrativa se encuentra en Hillerød, a cuarenta kilómetros al norte de 
Copenhage. Como autoridad pública, está dirigida por representantes políticos elegidos 
democráticamente, y tiene competencias en la gestión de los servicios sanitarios 
(hospitales), realiza investigaciones y presta servicios para las personas con 
discapacidad y se encarga de las cuestiones medioambientales. Asimismo, colabora con 
los municipios y los empresarios en el desarrollo de los asuntos relativos al tráfico, los 
negocios y la educación. El resto de servicios son prestados por los municipios daneses, 
que tienen muchas competencias y una fuerte autonomía financiera. 
3.9. Eslovaquia 
- Consideraciones generales 
La Constitución de Eslovaquia fue aprobada el 1 de octubre de 1992 y la última 
reforma hasta la fecha se produjo el 1 de mayo de 2006. El Título IV, dedicado al 
“Autogobierno Territorial”, establece en los artículos 64 y siguientes que los 
municipios, que son su unidad básica, y las unidades territoriales superiores, componen 
el autogobierno territorial, son territorialmente independientes y constituyen unidades 
administrativas de la República Eslovaca. Las disposiciones específicas serán 
establecidas por una ley. Así también, gozan de personalidad jurídica y gestionan su 
propia propiedad y sus recursos financieros independientemente, bajo las condiciones 
establecidas en una ley. 
Para garantizar materias de interés común, según el artículo 66, el municipio tendrá 
el derecho de asociarse con otros municipios para garantizar materias de interés común. 
Del mismo modo, las unidades territoriales superiores también tienen el derecho de 
asociarse con otras unidades territoriales superiores, estableciéndose por ley las 
condiciones. 
El Estado sólo podrá intervenir en las actividades de un municipio y una unidad 
territorial superior por los medios establecidos legalmente. 
                                                  
384 Región Capital de Dinamarca https://www.regionh.dk/ (Último acceso, 15.09.2015). 
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Así pues, desde el 1 de enero de 2002 (Ley Nº 302/2001, sobre la autonomía de las 
Unidades Territoriales Superiores, por motivos descentralizadores, Eslovaquia se divide 
en ocho Unidades Territoriales Superiores (Vyššie Územné Celky) y sus respectivas 
regiones autónomas (Samosprávne Kraje). Se trata de establecer un nivel territorial de 
autogobierno. Cada una posee su propio Consejo y Presidente. Coinciden 
geográficamente con las regiones administrativas tradicionales – dependientes de la 
administración estatal – (kraj, en plural kraje). Esta división existe desde el 1 de julio de 
1998 y cada kraj está, a su vez, dividida en distritos administrativos o comarcas (okres, 




- Consideraciones generales 
La Constitución de Eslovenia (Gaceta Oficial RS, Nº 33/91-I), aprobada el 23 de 
diciembre de 1991 y reformada por última vez en 2006, es un Estado unitario 
compuesto de municipalidades. El autogobierno local  se garantiza por la Constitución 
en el artículo 9 y en la V parte de dicha Constitución, que se titula “Gobierno 
Autónomo” y dedica los artículos 138 y siguientes a regular el “Gobierno autónomo 
local”, estableciendo que “Los residentes de Eslovenia ejercitan el Gobierno autónomo 
local en los municipios y otras comunidades locales”. 
Los municipios, según el artículo 139, “son comunidades locales autónomas” y su 
territorio viene definido por la ley. 
La Constitución, de entre los municipios, distingue los “municipios urbanos”, que 
pueden alcanzar dicho estatus de acuerdo con el procedimiento y las condiciones en la 
forma prevista en la ley (artículo 141), que desarrollan, de acuerdo con sus 
competencias originarias, funciones particulares de competencia estatal relativas a 
desarrollo urbano en la forma prevista en la ley. 
Por otro lado, dispone el artículo 143 que “Los municipios pueden decidir 
independientemente unirse a una comunidad autónoma local superior, así como a 
                                                  
385 Red de Información Europea de Andalucía,“La quinta ampliación de la Unión Europea: Eslovaquia”. 
Publicación elaborada a partir de los datos recabados por el CDE de Sevilla, Junta de Andalucía, 
Consejería de la Presidencia y Administración Local, abril de 2004. Enlace web: 
http://www.andaluciaeuropa.com/?id=publicaciones&pag=3 (Último acceso, 17.07.2015). 
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regiones, para regular y dirigir los asuntos locales de mayor importancia. En el acuerdo 
con dichas comunidades, el Estado puede transferir materias específicas de competencia 
estatal y determinar la participación de tales comunidades en la propuesta y desempeño 
de dichas materias particulares dentro de la competencia estatal. Los principios y los 
criterios con respecto a la transferencia de las citadas competencias estarán reguladas 
por la ley. 
- Evolución normativa del tratamiento metropolitano 
Con la Ley de Autonomía Local de 1993
386
, Eslovenia se convierte en un Estado 
unitario descentralizado, compuesto por regiones estadísticas, unidades descentralizadas 
de la Administración del Estado y municipalidades. Establece que un municipio es la 
entidad básica que consta de autonomía local, con al menos 5.000 habitantes; un 
“municipio urbano” cuenta al menos con 20.000 habitantes. 
En 2006, la Constitución se modificó para permitir el establecimiento de las 
Regiones, que no existían hasta entonces.  
Actualmente, Eslovenia cuenta con doce regiones estadísticas, que no tienen ni 
gobierno ni competencias propias. Se compone también de cincuenta y ocho unidades 
administrativas descentralizadas del Estado, que no ostentan la condición de gobierno 
local. Aseguran las responsabilidades del Estado y gestionan los asuntos de su 
competencia a nivel regional.
387
 
La Asamblea Nacional decide sobre los límites de un municipio sobre la base de un 
referéndum no vinculante de sus habitantes. Actualmente existen en Eslovenia 212 
municipios que, entre otras cosas, tienen autoridad para administrar los fondos 
municipales, facilitar las condiciones para el desarrollo económico, planificar el 
desarrollo del espacio, crear condiciones para la construcción de viviendas, gestionar los 
                                                  
386 The Law on Local Self-Government (Official Gazette of the Republic of Slovenia, Nº. 72/93) 
http://www.lenobl.ru/Document/1412700085.pdf (Último acceso, 17.07.2015). 
 




servicios públicos locales, establecer escuelas primarias y guarderías, y construir y 
mantener las carreteras locales.
388
 
Entre los municipios se encuentran 11 municipios urbanos, establecidos por la 
Asamblea Nacional, cuya regulación también procede de la Ley de 1993, que los 
reconoce en el artículo 4 disponiendo que un municipio urbano se establecerá en el 
territorio de una ciudad de acuerdo con el procedimiento y bajo las condiciones 
establecidas en la mencionada ley. 
Como se dispone en el artículo 16, en el que se define el concepto de “municipio 
urbano”,  
“para alcanzar los propósitos de territorio integrado y la planificación de la 
ciudad, así como para satisfacer las necesidades relacionadas con los servicios 
municipales  y el desarrollo de la planificación, el territorio de una ciudad podrá 
establecerse como un municipio urbano. Se trata de un asentamiento compacto o bien 
un grupo de asentamientos unidos en un organismo espacial unificado, con los 
alrededores de la ciudad vinculados por el desplazamiento diario de la población. 
Una ciudad puede adquirir el estatus de una municipalidad urbana si tiene al menos 
20.000 habitantes y al menos 15.000 empleos, de los cuales al menos la mitad deben 
corresponder a los sectores terciario, y si se trata del centro geográfico, cultural y 
económico de su área de influencia. 
Corresponde a la Asamblea Nacional establecer los municipios urbanos por ley, 
que determinará el territorio y el nombre del municipio urbano, que se tomará de la 
ciudad donde se establezca dicha municipalidad.” 
Entre las competencias que se le atribuyen a los municipios urbanos por el artículo 
16 a se encuentran: proveer al territorio de hospitales; de una red de servicios públicos; 
actividades culturales e instalaciones deportivas y de recreo; centros educativos, etc. 
La Constitución de Eslovenia también hace mención a las municipalidades urbanas. 
Para crear una Municipalidad Urbana, los aspectos territoriales, la población, el nivel de 
empleo, la red de servicios públicos, las actividades culturales, los hospitales, los 
centros de telecomunicaciones, etc., han de ser tenidos en cuenta. 
La función de estas especiales municipalidades todavía no está claramente definida. 
Se espera que desempeñen determinadas funciones de alcance regional. No sólo se 
espera que las Municipalidades Urbanas desarrollen tareas en la esfera del desarrollo 
                                                  
388 Gobierno autónomo en Eslovenia, http://www.slovenia.si/slovenia/state/local-self-government/ 
(Último acceso, 17.07.2015). 
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urbano, incluyendo toda clase de servicios públicos así como funciones culturales y 
educacionales, sino que se prevé que sean entidades geográficas, económicas y 
culturales que aseguren una política de desarrollo común también para las áreas 
circundantes. En este sentido las Municipalidades Urbanas se entiende que son motores 
de desarrollo regional. Sin embargo, hay que decir que todavía no existe una definición 
clara de las especiales competencias y del estatus de estas Municipalidades.
389
 
La Ley de Autonomía Local de 1993 define la Municipalidad Urbana como aquellos 
“asentamientos densamente poblados de un único territorio interconectado con 
migraciones diarias de población”. 
La red urbana policéntrica en Eslovenia está principalmente basada en pequeñas 
ciudades que en la mayoría de los casos son centro urbanos de importancia local, 
aunque no son lo suficientemente extensos y fuertes para convertirse en polos de 
desarrollo de amplias áreas. Algunas municipalidades urbanas están estableciendo 
vínculos intermunicipales de cara a convertirse en aglomeraciones funcionales urbanas 
o conurbaciones urbanas. Este tipo de cooperación intermunicipal sucede 
principalmente en el nivel informal de cooperación o si las municipalidades están 
implicadas en proyectos comunes de desarrollo (como por ejemplo el transporte 
público, la protección medioambiental, o la infraestructura turística). Como ejemplos de 
conurbaciones urbanas de importancia nacional encontramos Koper-Izola-Piran 
(Obalno-Kraška region), Trbovlje-Hrasnik-Zagorje (Zasavska region), Brežice-Krško-
Sevnica (Posavska region), Slovenj Gradec-Ravne na Koroškem-Dravograd (Koroška 
region). 
El 18 de junio del año 2004, la Asamblea Nacional de la República de Eslovenia 
adoptó un documento de planificación estratégica espacial titulado “Estrategia de 
Desarrollo Espacial de Eslovenia”390. Constituye el principal documento nacional para 
guiar el desarrollo del espacio en los niveles inferiores y para la realización de 
                                                  
389 CONSEJO DE EUROPA, Cultural Policy in Slovenia, Volumen 766. European Programme of 
National Cultural Policy Reviews, Council for Cultural Co-operation, Estrasburgo, diciembre 1998, p. 
293. 
390 Estrategia para el Desarrollo Espacial de Slovenia, documento adoptado por la Asamblea Nacional de 
la República de Eslovenia en sesión del 18 de junio de 2004, publicado en la Gazeta Oficial de la 
República, Nº 76/2004, en vigor desde el 20 de julio de 2004. Publicado por el Ministerio de Medio 




diferentes políticas nacionales y locales en el territorio. Representa el marco para el 
desarrollo espacial en el territorio nacional y establece las prioridades para el desarrollo 
dentro del espacio europeo. La estrategia define las premisas básicas, los objetivos de 
desarrollo, los conceptos del desarrollo espacial nacional, establece las directrices para 
el desarrollo de los sistemas espaciales individuales, asentamientos, infraestructuras y 
paisaje, y establece medidas para su aplicación. 
Este documento manifiesta que, 
“para racionalizar los flujos de tráfico, distribuir empleos de manera más 
eficiente, vivienda, servicios y actividades productivas  en las áreas urbanas más 
amplias que comprenden el territorio de varias comunidades locales, las necesidades 
espaciales para el desarrollo de las ciudades y otros asentamientos deberán ser 
planificadas y gestionadas en el nivel de la cooperación intermunicipal”.391 
Por lo que respecta a la asociación y cooperación intermunicipal, hay que señalar que 
en Eslovenia existen varios instrumentos con este fin
392
. Entre ellos encontramos los 
siguientes: 
 Asociación de municipios y ciudades de Eslovenia (Association of municipalities 
and towns of Slovenia)
393
. Establecida en 1992, está integrada por 174 miembros 
pertenecientes a los 212 municipios con varios municipios urbanos (Maribor, Celje, 
Nova Gorica, Novo Mesto). Su propósito fundamental es el de llevar a cabo y 
representar los intereses comunes de la comunidad local en proporción a la 
coordinación con la legalidad, los cuales, con sus soluciones, impactan en la situación 
de los municipios. Junto a ese propósito, existen muchas otras tareas, como crear 
proyectos de desarrollo comunes; representar los intereses comunes en los 
procedimientos de contratación pública; y poner en práctica y representar los intereses 
comunes de la comunidad frente a las autoridades estatales y organizaciones 
internacionales. 
                                                  
391 Estrategia para el Desarrollo…, op. cit., p. 24. 
392 PICHLER-MILANOVIĆ, N., “Small and medium sized towns in their functional territorial context”. 
Investigación aplicada 2013/1/23, Programa ESPON 2013 y Universidad de Ljubljana. Informe de 
Estudio del Caso de Eslovenia, Versión 05/09/2013, Unión Europea, p. 141. 
http://www.espon.eu/export/sites/default/Documents/Projects/AppliedResearch/TOWN/TOWN_Inceptio
n_report_July_2012.pdf (Último acceso, 18.07.2015). 




 Asociación de municipios urbanos de Eslovenia (Association of urban 
municipalities in Slovenia)
394
. Establecida en 2010, está integrada por las once 
ciudades más grandes y centros urbanos de Eslovenia. Cada uno de estos municipios 
tiene una población superior a 20.000 habitantes y son los centros económicos y 
culturales de sus respectivas regiones. Las dos mayores ciudades, Ljubljana y Maribor, 
tienen una población conjunta de más de medio millón de habitantes.  
3.11. Estonia 
- Consideraciones generales 
En el año 1992, el día 28 de junio, después de conseguir la independencia de la 
URSS, Estonia aprobó su Constitución, que fue modificada por última vez en junio de 
2007. 
El Capítulo XIV, dedicado al Gobierno Local, sienta el principio de autonomía local 
en el artículo 154 al establecer que “Todos los asuntos locales serán resueltos y 
gestionados por los Gobiernos locales, que actuarán con autonomía y de conformidad 
con la ley”. Conforme al artículo 160 de la Constitución, “La administración de los 
Gobiernos locales y la supervisión de sus actividades estarán establecidas en la ley”. 
Los Gobiernos locales corresponden a los municipios rurales y a los municipios 
urbanos. Actualmente, existen en Estonia 193 municipios rurales y 33 municipios 
urbanos. Se podrán formar otros Gobiernos locales conforme al procedimiento previsto 
en la Ley (artículo 155). 
- Evolución normativa del tratamiento metropolitano 
La Ley de Organización del Gobierno Local, aprobada el 2 de junio de 1993
395
, 
establece en el artículo 62.1.1., dentro del Capítulo 10 titulado “Cooperación de los 
Gobiernos Locales”, que para la expresión, representación y protección de los intereses 
comunes y para el ejercicio de las funciones comunes, los municipios rurales y los 
                                                  





 Ley de Organización del Gobierno Local de 2 de junio de 1993 
http://www.legaltext.ee/en/andmebaas/tekst.asp?loc=text&dok=X70037&keel=en&pg=1&ptyyp=RT&ty
yp=X&query=local+government  (Último acceso, 23.07.2015) 
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municipios urbanos pueden cooperar, creando agencias conjuntas por contrato. Estas 
agencias deberán seguir las disposiciones de la Ley de Cooperación Administrativa, de 
29 de enero de 2003
396
. En el punto 3 de este primer apartado también se faculta a estos 
Gobiernos locales a constituir asociaciones de gobiernos locales y otras 
organizaciones”. Entre ellas nos encontramos con la “Asociación de Ciudades de 
Estonia”, la “Asociación de Municipios Rurales” y la “Asociación de Autoridades 
Locales de Estonia”, fundada en 1993. 
Estas asociaciones se crearon con el propósito de representar los intereses conjuntos 
de los gobiernos locales frente al poder central. Son también el foro para el acuerdo 
sobre las controversias que pueden surgir entre los Gobiernos locales. Las obvias 
competencias existentes entre estas asociaciones ha llevado a la creación, en febrero de 
1994, de una cuarta asociación, la “Asamblea para la Cooperación de las Uniones de 
Gobiernos locales”, para coordinar las negociaciones con el Gobierno Central. 
El papel de estas asociaciones es actualmente uno de los temas más controvertidos 
sobre los que se discute como parte de la revisión del concepto de Gobierno local.
397
 
La Ley de la División Administrativa del Territorio de Estonia, aprobada el 22 de 
febrero de 1995
398
, recoge la división del territorio en provincias (maakond) municipios 
rurales y ciudades. 
Se reconoce el derecho de cada Gobierno local a crear asociaciones con otros 
Gobiernos locales (artículo 159).  Estos grupos de Gobiernos locales llevan a cabo 
actividades en cooperación. Sus empleados son funcionarios públicos, y ostentan tareas 
                                                  
396
 Ley de Cooperación Administrativa, de 29 de enero de 2003 
http://www.legaltext.ee/et/andmebaas/tekst.asp?loc=text&dok=X70028K4&keel=en&pg=1&ptyyp=RT&
tyyp=X&query=halduskoost%F6%F6 
(Último acceso, 23.07.2015). 
397 AINSOO, D., “Local Government Budgeting: Estonia”. A. SHAH (ed. ) Local Budgeting, The World 
Bank, Washington, D. C., 2007, pp. 284-285.  
http://unpan1.un.org/intradoc/groups/public/documents/UNTC/UNPAN013816.pdf  
(Último acceso, 23.07.2015). 
398
 Ley de la División Administrativa del Territorio de Estonia, de 22 de febrero de 1995. 
http://www.legaltext.ee/en/andmebaas/tekst.asp?loc=text&dok=X2017K2&keel=en&pg=1&ptyyp=RT&t
yyp=X&query=Territory+of+Estonia+Administrative+Division+Act+ 
(Último acceso, 23.07.2015) 
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delegadas por el gobierno nacional.
399
 
Desde el año 2002, las actividades de las asociaciones de Gobiernos locales se 
regulan por la Ley de Asociaciones de Gobiernos Locales, de 6 de noviembre
400
. En 
Estonia, los intereses locales están representados frente al Gobierno Central mediante 
dos Asociaciones: Asociación de las ciudades de Estonia (Association of Estonian 
Cities)
401
, con 46 miembros, que esencialmente atiende a los intereses de áreas urbanas 
o de las localidades densamente pobladas y la Asociación de los municipios rurales de 
Estonia (Association of Rural Municipalities of Estonia)
402
, con 156 miembros, que 
reúne los intereses de los gobiernos locales rurales o de las áreas escasamente pobladas. 
Con el fin de uniformizar la representación de los intereses de las autoridades locales 
frente al Gobierno Central, estas dos Asociaciones se han unido en la Asamblea de 
Cooperación de las Asociaciones de Gobierno Local (Local Government Associations 




Esta Asamblea para la Cooperación se constituyó con el propósito de fortalecer la 
cooperación de los gobiernos locales. Su función es la de representar y proteger los 
intereses comunes de los gobiernos locales. Las decisiones se adoptan por consenso. La 




                                                  
399Asamblea de las Regiones Europeas. Red independiente de las autoridades regionales de Europa. 
http://www.aer.eu/fileadmin/user_upload/MainIssues/Regional_Democracy/AER_Regionalism_Report/R
eport_by_country/ESTONIA_2010.pdf (Último acceso, 23.07.2015). 
400
 Ley de Asociaciones de Gobiernos locales, de 6 de noviembre de 2002 
http://www.legaltext.ee/en/andmebaas/tekst.asp?loc=text&dok=X70037&keel=en&pg=1&ptyyp=RT&ty
yp=X&query=local+government (15.09.2015). 
401 Association of Estonian Cities  http://www.ell.ee (Último acceso, 23.07.2015). 
402 Association of Municipalities of Estonia  http://www.emovl.ee (Último acceso, 23.07.2015). 
403 Local Government Associations Cooperation Assembly 
http://extranet.cor.europa.eu/divisionpowers/countries/MembersNLP/Estonia/Pages/1-Systems-of-
multilevel-governance.aspx (Último acceso, 23.07.2015). 
404 Descentralisation and regional/local government & administration in Estonia  
http://ec.europa.eu/europeaid/decentralisation-and-regional-local-government-administration-estonia_en 
(Último acceso, 23.07.2015). 
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Otra asociación, La Unión de Asociaciones de Autoridades Locales de Estonia, (The 




Dado que no existe el nivel regional en Estonia, la cooperación entre las autoridades 
locales dentro de cada provincia es de gran importancia. Estas asociaciones ejercen 
conjuntamente actividades en varias áreas como la gestión del agua, la educación, el 
transporte y la asistencia social. La integración en estas asociaciones es voluntaria y su 
presupuesto procede principalmente de los presupuestos de sus municipios miembros. 
En comparación con los gobiernos provinciales, las uniones de Gobiernos locales 
están más motivadas de cara a actuar para lograr el desarrollo de la totalidad de la 
provincia, a pesar de que no tienen legalmente otorgado poder para ello. Es por ello que 
se propone, entre otras posibles soluciones, abolir las provincias y los gobiernos 
provinciales, y otorgar las competencias de dicho gobierno a las uniones de municipios 
y las competencias del gobernador provincial recaerían en el presidente de la unión. 
406
 
El problema actual de estas asociaciones viene dado por el hecho de que la 
Constitución deja abierto el reconocimiento de su estatus legal, y la Ley de 
Asociaciones de Gobiernos locales las define como asociaciones sin ánimo de lucro, 




En un análisis sobre los actuales problemas de los gobiernos locales en Estonia y la 
cooperación como solución, los profesores MERUSK y OLLE, partiendo del hecho de 
que la concentración de la población en grandes áreas urbanas, especialmente en las de 
Tallinn y Tartu, está teniendo lugar, reconocen que una gran parte de las entidades 
locales de Estonia son demasiado pequeñas para llevar a cabo todas las tareas que tienen 
asignadas. Esta insuficiente capacidad administrativa también ha sido citada como un 
                                                  
405 CONSEJO DE EUROPA, “Structure and Operation of Local and Regional Democracy: Estonia: 
Situation in 1999”. Informe adoptado por la Dirección del Comité de Democracia Local y Regional 
(CDLR), diciembre 1999, p. 22. 
https://books.google.es/books/about/Structure_and_Operation_of_Local_and_Reg.html?id=G2QWAAA
AYAAJ&hl=es (Último acceso, 23.07.2015). 
406 JAANSOO, A., “Regionalism in Estonia”. Asamblea de las Regiones Europeas, julio 2015, p, 7. 
http://www.aer.eu/fileadmin/user_upload/Commissions/InstitutionalAffairs/Academic_pole/ReportEstoni
a.pdf (Último acceso, 23.07.2015). 
407
 Ley de Asociaciones sin ánimo de lucro, http://www.legaltext.ee/text/en/X1013K8.htm  (Último 
acceso, 23.07.2015) 
 231 
problema fundamental por el Presidente de la República, el Ministro de Justicia, el 
Fiscal General, la OCDE, la Comisión Europea, entre otras instituciones. 
La base del problema se halla en el hecho que no existe una proporción entre las 




En Octubre de 2012, el Ministro de Asuntos Regionales anunció una iniciativa para 
reformar los Gobiernos Locales, donde proponía seis potenciales modelos de 
organización autónoma, declarando finalmente su intención de delimitar asentamientos 
densamente caracterizados por ser importantes destinos de movimientos pendulares de 
los residentes en su área de influencia, en un radio de unos treinta minutos de 
desplazamiento en automóvil para los residentes en otros asentamientos. Ello daría 
lugar a la reducción del número de municipios, de 226 a un máximo de 50.
409
  
Sin embargo, MERUSK y OLLE coinciden en que llevar a cabo una fusión 
obligatoria de municipios sin aclarar la cuestión de los servicios públicos de su 
competencia y la financiación de su prestación no es una manera adecuada de responder 
a los problemas existentes. 
Sí coinciden en señalar que la cooperación voluntaria de los Gobiernos locales 
permite una mejor provisión de los servicios públicos de mayor calidad y acceso. Pero 




i) La Asociación de los Municipios de la provincia de Harju 
La Asociación de los Municipios de la provincia de Harju (Union of Harju County 
Municipalities) fue fundada el 1 de abril de 1992 por los municipios de la provincia de 
Harju para la cooperación entre las organizaciones representativas. 
                                                  
408 MERUSK, K. y OLLE, V., “Problems of Estonian Local Government in 2013 and co-operation as an 
instrument of their resolution. The Law of Obligations: Developments in Estonia and in Europe”. Jurídica 
International, Law Review, University of Tartu, XX, Estonia, 2013, pp. 160-168 
http://www.juridicainternational.eu/index.php?id=15332 (Último acceso, 22.07.2015) 
409 El 28 de junio de 2004 se aprobó la Ley para la promoción de la fusión de Gobiernos locales, con el 
objetivo de aumentar la capacidad administrativa de los gobiernos locales y su capacidad para prestar los 
servicios públicos.  
410 MERUSK, K. y OLLE, V., “Problems of Estonian…”, op. cit., p. 168. 
 232 
La Asociación persigue la cooperación entre los gobiernos locales en el desarrollo de 
sus actividades, en cuestiones económicas y en relación a la planificación estratégica en 
la región. Está integrada por veintitrés municipios, entre los que figura la capital de la 
República, Tallin, donde la Unión tiene su sede. Sus órganos de gobierno son el 
Consejo, que celebra una reunión general anual, la Junta, como órgano ejecutivo, que 
organiza las actividades según los Estatutos y representa a la Unión, y la Mesa, que 
realiza el trabajo diario de administración bajo la supervisión de la Junta.
411
 
La existencia de un gran número de pequeños municipios en Estonia por debajo de 
los dos mil habitantes trae como consecuencia una débil capacidad de gestión y de 
inversión. El gobierno, por lo tanto, prevé reformar la Ley de organización del gobierno 
local para disminuir el número de municipios mediante la fusión. Para preparar dicha 
fusión, el Ministro de Interior ha tomado la iniciativa de definir la gravedad de los 
municipios hacia las ciudades centrales de su entorno, y para ello ha tomado como 
ejemplo la estructura de la Asociación de los Municipios de la provincia de Harju, 
delimitado el áreas metropolitana de Tallin, que distingue cuatro niveles: la ciudad de 
Tallin, como área urbana; nueve áreas suburbanas; un área de influencia histórica y un 




- Consideraciones generales 
Finlandia es un estado unitario, altamente descentralizado, compuesto de 336 
municipios (kunta) y 18 consejos regionales y una provincia autónoma, Åland (con 16 
municipios). Debido a la intensa descentralización y a que sólo existe un ámbito de 
gobierno a escala local, los municipios finlandeses asumen un gran volumen de 
actividades. 
 
                                                  
411 Asociación de los Municipios de la provincia de Harju http://www.hol.ee/uldinfo (Último acceso, 
15.05.2015). 
412
 MÜRK, I., “Case Study Report: Tallinn Area and its Regional Hinterland”. Growth-Innovation-
Competitiveness: Fostering Cohesion in Central and Eastern Europe (GRINCOH), European Union's 
Seventh Framework Programme, 2013, p. 4. 
file:///C:/Users/aurora/Documents/Downloads/Tallinn%20Area%20and%20its%20Regional%20Hinterlan
d%20-%20case%20study%20report.pdf (Último acceso, 15.09.2015). 
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La Constitución de Finlandia fue aprobada el 11 de julio de 1999 (en vigor desde el 1 
de marzo de 2000), fue enmendada y puesta al día en el año 2007. Se reconoce la 
autonomía municipal en el artículo 121. Las provisiones sobre autonomía en territorios 
administrativos mayores que un municipio serán establecidas por Ley. 
El sistema de división de Finlandia en 6 regiones instaurado en 1997, cambió a partir 
de enero de 2010. En la nueva organización territorial, las competencias de las antiguas 
regiones han sido asumidas por seis Agencias Regionales (AVI)
413
 y por 15 Centros de 
desarrollo económico, transporte y medioambiente (ELY). 
Estas Agencias y Centros son gestionadas por los municipios englobados dentro del 
territorio que tengan asignado. Las nuevas regiones administrativas son la región 
administrativa de Laponia; de Finlandia del Norte; de Finlandia del Centro-Oeste; de 
Finlandia del Suroeste y la Región Administrativa de Finlandia del Sur.
414
 
- Evolución normativa del tratamiento metropolitano 
Las bases generales de la administración municipal y las facultades concedidas a los 
municipios estarán reguladas por la Ley del Gobierno Local 365/1995, que en su 
Capítulo primero sección primera establece que “Finlandia está dividida en municipios 
donde la autonomía de los residentes está salvaguardada en la Constitución”. En 
relación a las funciones de los municipios, señala el apartado tercero de la Sección 
segunda que “Los Municipios ejercerán las funciones que les haya otorgado la Ley bien 
por ellos solos o mediante la cooperación con otros municipios.” 
El Capítulo 10 desarrolla esta potestad de cooperación entre municipios, 
distinguiendo diferentes modos de llevar acabo esta cooperación.  
Ejemplos de esta cooperación son la Ley 829/2009, de acción cooperativa entre los 
municipios del Área Metropolitana de Helsinki en gestión de residuos y transporte 
público (Act on Cooperative Action Between Municipalities in the Helsinki 
Metropolitan Area in Waste Management and Public Transport) y la Ley 1651/2009, de 
desarrollo regional (Act on Regional Development). 
                                                  
413 Regional State Administration Agencies, sitio web: http://www.avi.fi/en/Pages/default.aspx (Último 
acceso, 24.07.2015). 
414 Fuente: Oficina de Información Diplomática del Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación. 
http://www.exteriores.gob.es/Documents/FichasPais/Finlandia_FICHA%20PAIS.pdf (Último acceso, 
15.09.2015). 
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i) El Área Metropolitana de Helsinki 
El Área Metropolitana de Helsinki, con sede en la capital, estaba integrada por las 
ciudades de Helsinki, Espoo, Vantaa y Kauniainen y actualmente disuelta, se regulaba 
por Ley de 1 de enero de 1997 (Act on the Helsinki Metropolitan Area Council), que 
determinaba su capacidad legal, sus deberes, organización y financiamiento. Sus 
materias en común se decidían y gestionaban por el Consejo del Área Metropolitana de 
Helsinki. Entre sus funciones, recogidas en la Sección segunda, se encontraban las de 
gestionar los residuos y los servicios de transporte público.  
El Área Metropolitana de Helsinki es un centro dinámico y en evolución. En las 




Finalmente, el Consejo del Área Metropolitana de Helsinki fue dividido en dos 
nuevas organizaciones separadas en 2010, la Autoridad para los Servicios Ambientales 
de la Región de Helsinki (Helsinki Region Environmental Services Authority)
416
, de la 
que forman parte los municipios de Helsinki, Espoo, Kauniainen and Vantaa, y que se 
encarga de la gestión del abastecimiento de agua potable y el tratamiento de las aguas 
residuales; y por otro lado, la Asociación para el Transporte de la Región de Helisnki 
(Helsinki Regional Transport Authority)
417
, responsable del transporte público en la 
Región metropolitana de Helsinki, y en la que se integran los municipios de Helsinki, 
Espoo, Kauniainen, Vantaa, Keraba, Kirkkonummi y Sipoo.
418
 
3. 13. Francia 
- Consideraciones generales 
Francia es un Estado unitario que se organiza administrativamente en municipios o 
comunas, departamentos y regiones. Sólo los municipios y departamentos pueden 
                                                  
415 Fuente: Helsinki Metropolitan Area Advisory Board, www.helsinkiregion.fi; City of Helsinki, 
www.helsinki.fi (Último acceso, 25.07.2015). 
416 Helsinki Region Environmental Services Authority https://www.hsy.fi/en/residents/pages/default.aspx 
(Último acceso, 15.09.2015). 
417 Helsinki Regional Transport Authority https://www.hsl.fi/en/helsinki-regional-transport-authority 
(Último acceso, 15.09.2015). 
418 HEDE, H., “Intra-metropolitan polycentricity in practice - Reflections, challenges and conclusions 
from 12 European metropolitan areas”. Final report of the METREX - Expert Group on Intra-




.Actualmente, existen en Francia 27 regiones – régions -
(22 metropolitanas o continentales y 5 regiones de ultramar), 96 departamentos – 
départements - y 36.571 comunas – communautés -.420 
La Constitución de la quinta República, promulgada el 4 de octubre de 1958, en su 
primer artículo reconoce, in fine, tras la reforma constitucional del 28 de marzo de 
2003, que “la organización (de la República) es descentralizada”421. A continuación, en 
el artículo 72 establece que “Las colectividades territoriales de la República son las 
comunas, los departamentos, los territorios de Ultramar. Toda colectividad territorial 
será creada por la ley.” 
La Ley de 2 de marzo de 1982 relativa a los Derechos y Libertades de los 
municipios, departamentos y regiones, modificada y completada por la ley de 
transferencia de competencias a dichas instituciones, ha representado una modificación 
sustancial del centralismo imperante en la administración francesa desde la 
promulgación de la ley municipal de 1884. Lo que no ha modificado es la estructura 
tradicional de la administración local y su forma organizativa, caracterizadas, 
respectivamente, por el minifundismo y el uniformismo.
422
 
La Ley de reforma constitucional 2003-276, del 28 de marzo, en la parte dedicada al  
derecho local hace ahora referencia a las colectividades «territoriales» (y no «locales» 
como antes (artículo 39, párrafo 2º de la Constitución), incluyendo así las regiones cuyo 
estatuto se regía hasta entonces sólo por leyes. Las diferentes colectividades territoriales 
se enumeran en el artículo 72 de la Constitución: éstas son «los municipios, los 
departamentos, las regiones, las colectividades de estatuto particular y las colectividades 
de ultramar regidas por el artículo 74». Además, «cualquier otra colectividad es creada 
por la ley», como una colectividad de estatuto particular «en lugar de una o varias 
colectividades mencionadas». Las colectividades territoriales - municipio, departamento 
                                                  
419 CUCHILLO FOIX, M. y MORATA TIERRA, F., Organización y funcionamiento…, op. cit., p. 74. 
420 Fuente: 
http://www.jerez.es/fileadmin/Documentos/Empleo/PITE_DOCUMENTOS/Documentos_Inventario/Info
rmacion_Util_frances.pdf (Último acceso, 16.09.2015). 
421 J. B. AUBY, J. F. AUBY y R. NOGUELLO (Droit des collectivités locales. Presses Universitairaes de 
France, 5ª ed., París, Noviembre 2009, p. 18) afirman que “la reforma de 2003 se caracteriza por una 
cierta prudencia a la hora de abordar el problema de la descentralización, que se traduce, por ejemplo, en 
el hecho de que se redujeron al mínimo las afirmaciones solemnes sobre el lugar de las colectividades 
locales en el aparato público.” 
422  
 236 
y región - tienen la particularidad de ser también circunscripciones administrativas del 
Estado: constituyen el marco de la desconcentración.
423
 
- Evolución normativa del tratamiento metropolitano 
Como recuerda GARCÍA RUBIO, “el referido régimen constitucional parte de unas 
entidades obligatorias que desconocen las agrupaciones de municipios, pero que 
posibilitan la creación de otras entidades locales mediante leyes formales”.424 
El autor nos remite a la Ley de 6 de febrero de 1992, relativa a la Administración 
territorial, a la hora de abordar la regulación de las organizaciones administrativas de 
ámbito supramunicipal desde el punto de vista de la cooperación local.  
La cooperación entre colectividades locales, como afirma AUBY, es una evidente 
necesidad, que se refuerza en Francia por el pequeño tamaño de las estructuras locales, 
siendo el caso más evidente el de las comunas.
425
 
La Ley 2010-1563, del 16 de diciembre, de reforma de las colectividades 
territoriales, ha reformado en primer lugar el aspecto institucional de la libre 
administración, los consejos electos, pero también de manera más global las 
colectividades territoriales. En segundo lugar afecta a la vertiente material, es decir, a 
las competencias y finanzas de las colectividades. 
La ley de 2010 creó tres estructuras territoriales suplementarias. La primera es el área 
metropolitana. Nueva categoría de establecimiento público de cooperación intercomunal 
(EPCI) con fiscalidad propia de nuevo cuño, reagrupará los municipios que representen 
al menos 500.000 habitantes (a excepción de la región de Ile-de-France)
426
. Podrá 
elaborar y conducir un proyecto de organización y de desarrollo económico, ecológico, 
                                                  
423 BOTO ÁLVAREZ, A,, “Una nueva perspectiva para la optimización administrativa: la reorganización 
regional en Francia”. Revista General de Derecho Administrativo, Nº 39, Iustel, 2015, p. 349. 
424 GARCÍA RUBIO, F., El espacio local supramunicipal en el derecho comparado. Estudio general. En 
Las reformas locales en el entorno comparado, Fundación Democracia y Gobierno Local, Serie Claves 
del Gobierno Local, Claves 18, Barcelona, 2015, pp. 35-39. 
425 AUBY, J. B., AUBY, J. F. y NOGUELLO, R., Droit des collectivités locales. Presses Universitairaes 
de France, 5ª ed., París, Noviembre 2009, pp. 353-354. 
426 La Région Île de France es, como las otras regiones, desde el 16 de marzo de 1986 (fecha de la 
primera elección de consejeros regionales por sufragio universal) una colectividad territorial de pleno 
ejercicio, con el mismo título que los departamentos y los municipios. Las Regiones tienen una 
competencia de derecho común para promover el desarrollo económico, social, cultural, científico, y la 
ordenación del territorio. La Región Île de France interviene igualmente en los sectores de la salud, la 
vivienda, el medio ambiente y la solidaridad. 
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educativo, cultural y social, con el fin de mejorar la competitividad y la cohesión 
(artículos L 5217-1 y siguientes del código general de las colectividades territoriales)
427
. 
Se exige la continuidad territorial entre municipios. La segunda estructura territorial 
creada en 2010 es el polo metropolitano. Contrariamente a la anterior, la continuidad territorial 
no se exige. Reagrupa las Entidades Públicas de Cooperación Intercomunal, de fiscalidad propia, 
formando un conjunto de más de 300.000 habitantes, debiendo contar uno de ellos con más de 
150.000 habitantes. Sus competencias pertenecen al campo del desarrollo económico, de la 
promoción, de la innovación, de la investigación y de la enseñanza superior y de la cultura, de la 
ordenación del territorio y el desarrollo de las infraestructuras y los servicios de transporte. En tercer 
lugar, la cooperación interterritorial sale reforzada de la ley del 16 de diciembre de 2010. 
Al lado de la instauración del esquema departamental de la cooperación intercomunal 
y la regularización de la puesta en común de los servicios a nivel intercomunal, los 
agrupaciones de colectividades son fuertemente favorecidos por la ley. El legislador ha 
facilitado en efecto la creación de municipios nuevos, en lugar de los municipios 
contiguos. El capítulo 4 del título II de la ley de 2010 prevé 4 tipos de agrupamientos de 
colectividades: la reagrupación de varios departamentos; del departamento y dos 
regiones contiguas; la fusión de regiones; y la supresión de los departamentos.
428
 
Así pues, como hemos visto hasta este momento el régimen administrativo aplicado a 
las diferentes áreas no es uniforme, sino que pueden diferenciarse tres tipos de 
soluciones: las comunidades urbanas, las asociaciones de cooperación voluntaria y la 
superposición de los distintos niveles de administración competentes en el mismo 
territorio (París). 
En primer lugar, las Comunidades Urbanas – Communautés Urbanines – (en 
adelante, CU), son Entidades públicas de cooperación intermunicipal, que agrupan a 
varios municipios para desarrollar y gestionar un proyecto de desarrollo urbano 
conjunto para su territorio. Fueron creadas por la Ley N.º 99-586, de 12 de julio de 
1999, llamada "Ley Chevènement”, sobre el reforzamiento y la simplificación de la 
cooperación intermunicipal y conforman una única área con más de 500.000 
                                                  
427 Código General de las Colectividades Locales http://www.legifrance.gouv.fr (Último acceso, 
24.07.2105). 
 




. Actualmente, entre otras comunas, están constituidas en CU Marsella, 
Alençon, Arras, Le Mans, Dunkerque y Nancy 
Los municipios miembros transfieren determinadas funciones a esta asociación 
obligatoria, que pasará a ser una administración metropolitana con dos niveles de 
gobierno. La fórmula, aplicada en catorce aglomeraciones urbanas, prevé un ámbito 
territorial no coincidente con el de la aglomeración estadística. Dispone de un Consejo 
formado por representantes de los municipios miembros en función de sus poblaciones 
respectivas. El Consejo elige un presidente y un ejecutivo, que actúan como órganos 
ejecutivos encargados de dirigir los servicios con ayuda del personal procedente de los 
municipios y, en particular, del municipio central. Las competencias transferidas 
engloban casi todos los sectores de la actividad municipal: cartas municipales de 
desarrollo y ordenación; creación y equipamiento de zonas de vivienda, renovación y 
rehabilitación urbana; zonas industriales, artesanales y portuarias; transportes urbanos 
de viajeros; servicios de protección y defensa contra incendios; agua y saneamiento; red 
viaria y parkings. 
Además, con el acuerdo explícito de los Consejos municipales, el Consejo de la CU 
puede reclamar la transferencia de las competencias relativas a equipamientos 
culturales, socio-deportivos, sanitarios, espacios verdes y alumbrado público. 
De la experiencia de funcionamiento de las CU se derivan distintas ventajas. En 
primer lugar, aceleran las intervenciones públicas y aseguran la continuidad y la 
coherencia de las políticas. También, proporcionan más capacidad técnica y financiera 
para afrontar grandes proyectos garantizando un reparto más equitativo de las cargas 
entre los municipios. La Comunidad dispone de mayor capacidad contractual ante los 
otros niveles de gobierno y, en particular, del gobierno central. 
La CU constituye una verdadera federación de municipios en la que la voluntad de 
los alcaldes es fundamental para la adopción de las decisiones, casi siempre negociadas. 
Su coherencia depende en gran medida del grado de homogeneidad política existente. 
En todos los casos, el peso del municipio central suscita ciertas resistencias por parte de 
los otros municipios para transferir competencias no obligatorias. Finalmente, por falta 
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de coincidencia entre los territorios de las CU y las áreas reales se plantea la necesidad 
de establecer acuerdos con los otros municipios (consorcios, planificación común, etc.). 
El segundo tipo de organización es son las Asociaciones intermunicipales de 
cooperación voluntaria, o Intercommunalités-. Las autoridades intermunicipales, que 
tienen su propio sistema de financiación, permiten a los municipios gestionar 
conjuntamente, a través de una entidad pública, la prestación de ciertos servicios como 
la recogida de residuos domésticos, el transporte público, etc., así como en la 
elaboración de proyectos de desarrollo económico o de planeamiento. Desde la Ley de 




En el caso de París, existe una red de interdependencias político-institucionales y 
administrativas enormemente complejas, pues partiendo del municipio central, que 
coincide con el departamento – département - de París, el área urbanizada se extiende 
ampliamente por la Región Île-de-France.
431
 
La Ley de modernización de la acción pública territorial y de afirmación de las 
metrópolis (Loi de modernisation de l'action publique territoriale et d'affirmation des 
métropoles, en adelante MAPAM), de 23 de enero de 2014, prevé un estatuto 
metropolitano adaptado a las características locales de las grandes aglomeraciones 
francesas. Lyon se beneficia de un régimen especial con la creación de una nueva 
colectividad territorial, la Metrópoli de Lyon, vigente desde el 1 de enero de 2015.
432
 
Amparándose en esta nueva Ley, muchas otras Comunidades Urbanas se han 
transformado en Metrópolis. Es el caso de Toulousse Métropole, Strasbourg 
Eurométropole, Métropole Rouen-Normandie, Rennes Métropole, Métropole Nice-Cote 
d’Azur, Grenoble-Alpes Métropole, Bordeaux Métropole, Brest Métropole, Grand 
Dijon, Nantes Métropole, y la Métropole Européenne de Lille.
433
  
                                                  
430 Fuente: Intitut National de la Stadistique et des études économiques 
http://www.insee.fr/fr/methodes/default.asp?page=definitions/intercommunalite.htm (Último acceso, 
16.09.2015). 
431 CUCHILLO FOIX, M. y MORATA TIERRA, F., Organización y funcionamiento…, op. cit., p. 82. 
432 Ley MAPAM de 2014 http://www.grandlyon.com/metropole/la-loi-mapam.html (Último acceso, 
16.09.2015.) 
433 Fuente: Comunidades Urbanas http://www.communautes-




El 18 de junio de 2014, el Consejo de Ministros francés aprobó dos Proyectos de Ley 
encargados de pilotar una profunda reforma territorial en el sistema administrativo galo 
de descentralización en tres niveles (regiones, departamentos y municipios). Niveles a 
los que habría que añadir las intermunicipalidades, constituyendo lo que se ha conocido 
como “milhojas territorial”434. Se trataba del Projet de loi portant nouvelle organisation 
territoriale de la République, y del Projet de loi relatif à la délimitation des régions, 
aux élections régionales et départementales et modifiant le calendrier électoral. En 
pocas palabras podría decirse que el primero buscaba reforzar las regiones con más 
competencias, transfiriéndoles lo que hasta ahora eran fundamentalmente competencias 
de los departamentos, con la idea de suprimir los departamentos dentro del Horizonte 
2020. El segundo, por su parte, pretendía dibujar menos y mayores regiones a fin de 
mejorar la gobernanza territorial, y la eficacia y la eficiencia de las políticas públicas 
desarrolladas en los territorios, buscando dotarlas de una “talla crítica” en lo geográfico, 
demográfico y, cómo no, económico. 
Como es evidente, ambos Proyectos de Ley se encuentran estrechamente 
relacionados,  y completan el plan de acción iniciado ya con la Loi n° 2014-58 du 27 
janvier 2014 de modernisation de l'action publique territoriale et d'affirmation des 
métropoles que dio lugar a la creación de 11 nuevas metrópolis el 1 de enero de 2015 
(una de ellas, la de Lyon, con un estatuto particular) a las que se añadirán, el 1 de enero 
de 2016, la del Gran París y Aix-Marsella-Provenza, que también tendrán un régimen 
especial. 
La remodelación territorial de las regiones ha sido aprobada, a través de la Loi n° 
2015-29 du 16 janvier 2015 relative à la délimitation des régions, aux aux élections 
régionales et départementales et modifiant le calendrier electoral. 
 
La finalidad del texto no era tanto conseguir economías de escala como la 
construcción de unas nuevas regiones “de talla europea”. Así, se compara la situación 
de las regiones francesas con la de sus (relativamente) homólogas en Alemania, Italia y 
España, en términos de población, superficie, densidad y PIB. 
 
                                                  
434 K. BLAIRON (“Organización territorial en Francia: alcance de las reformas de 2010”. Revista 
catalana de Dret Públic, Nº. 43, 2011, p. 344) explica que “se llama comúnmente el «milhojas» territorial 
a la superposición creciente de las colectividades territoriales francesas para subrayar, sobre todo, el 
número excesivo y por tanto inútil de las colectividades. 
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El texto finalmente adoptado contaba con 11 artículos distribuidos en 5 capítulos. En 
el capítulo primero, el artículo 1 identifica las 12 nuevas regiones (además de las de 
ultramar y Córcega) con las que a partir del 1 de enero de 2016 contará Francia. Se trata 
de agrupaciones que en todo caso sucederán a las fusionadas, en su configuración 
territorial a 31 de diciembre de 2015, en derechos y obligaciones.
435
 
Esta compleja descentralización la explica la profesora BLAIRON amparándose en 
las disposiciones de la Constitución francesa. Así nos recuerda que “La concepción 
francesa de la descentralización se comprende, en primer lugar, a la luz del artículo 1 de 
la Constitución que establece «una República indivisible, laica, democrática y social». 
El mismo artículo reconoce, in fine, tras la reforma constitucional del 28 de marzo de 
2003, que la «organización [de la República] es descentralizada». La unidad y la 
indivisibilidad de la República implican varias consecuencias en cuanto a la 
organización de la descentralización francesa.” 
“La concepción centralizada del Estado francés explica también que las 
colectividades territoriales no gocen, en principio, de autonomía. El derecho francés 
prefiere el concepto de libre administración. Está prevista en el artículo 72, párrafo 3º, 
de la Constitución: «En las condiciones previstas por la ley, estas entidades se 
administran libremente a través de consejos electos y disponen de potestad 
reglamentaria para el ejercicio de sus competencias».
436
 
Veamos, pues, tres ejemplos de organización supramunicipal en Francia. 
i) Marsella 
La aprobación en 1999 de la Ley sobre Cooperación Intermunicipal se traduce un 
año más tarde en la creación de la Communauté Urbaine de Marseille Provence 
Métropole, una estructura de cooperación entre municipios de elección indirecta que 
coordina las políticas metropolitanas de la aglomeración. 
La Communauté Urbaine de Marseille Provence Métropole tiene fijadas sus 
competencias por ley, las cuales contemplan el desarrollo económico, social y cultural 
(creación y gestión de zonas industriales y comerciales, gestión de equipamientos y de 
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 La reforma territorial http://www.gouvernement.fr/action/la-reforme-territoriale. (Último acceso, 
16.09.2105) 
436 BLAIRON, K., “Organización territorial en Francia…”, op. cit., p. 346 
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institutos); planificación regional (planes directores de urbanismo, organización del 
transporte público y de las carreteras); vivienda pública; dinamización y revitalización 
urbana; gestión de servicios comunes (agua, cementerios, mataderos, incendios y 
urgencias); y medio ambiente (tratamiento de residuos y lucha contra la contaminación). 
El organismo comprende dieciocho municipios, unos 600 km2 y casi un millón de 
habitantes. Su estructura política está formada por un presidente, un comité ejecutivo y 
un consejo, formado por 157 miembros. Todos estos cargos se renuevan cada seis años 




Desde 1966, la aglomeración de Lyon ha venido contando con una estructura 
supramunicipal de cooperación, la Communauté Urbaine de Lyon, que se transformó en 
el año 2000 a raíz de la aprobación en 1999 de la Ley sobre Cooperación 
Intermunicipal. Actualmente, ha sido sustituida por la Comunidad Urbana 
Metropolitana de Lyon (Lyon Metropole Communauté Urbaine)
438
 o Grand Lyon, 
mediante la fusión de la Comunidad Urbana de Lyon y el Consejo general de Rhône. 
En funcionamiento desde el 1 de enero de 2015, la Metrópoli de Lyon está integrada 
por 59 comunas con un total de 1,3 millones de habitantes y abarca una superficie de 
538 km2. Grand Lyon es una innovación institucional porque por primera vez en 
Francia, la división administrativa está realmente simplificada. La Metrópoli de Lyon se 
ha creado para que la acción pública sea más eficaz, más rápida y más coherente en la 
vida cotidiana de los ciudadanos en ese territorio. 
La Metrópoli asume todas las competencias que había venido ejerciendo la 
Comunidad Urbana de Lyon y el departamento de Rhône, así como las competencias 
suplementarias de las comunas. 
Esta reforma persigue una serie de objetivos: situar a Lyon entre las ciudades que 
construyen y dirigen la economía mundial; impulsar la investigación; desarrollar los 
grandes proyectos urbanos; convertir la ciudad en un lugar más agradable para todos. 
                                                  
437 CARRERAS QUILIS, J. M., OTERO VIDAL, M. y RUIZ ALMAR, E., “Aglomeraciones 
metropolitanas…”, op. cit., p. 217. 
438 Fuente: Intitut National de la Stadistique et des études économiques 
http://www.insee.fr/fr/regions/nord-pas-de-
calais/default.asp?page=themes/tableau_de_bord/TB02lmcu.htm (Último acceso, 16.09.2015). 
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Asimismo, persigue mejorar la eficacia de la acción pública y hacerla más asequible. Y 
finalmente, y lo que es más importante, la metrópoli debe poder responder mejor a las 
necesidades de los ciudadanos. 
Las comunas son un componente esencial de la Metrópoli, con sus alcaldes al frente. 
Existe un Consejo metropolitano que reúne a todos los representantes de los ciudadanos 
y también una Conferencia metropolitana de alcaldes, que juega un papel muy 
importante. Y para desenvolver la acción pública de una manera más próxima y 
humana, a las comunas y las agrupaciones de comunas se les delegan un cierto número 
de competencias. 
Las competencias que ejerce la Metrópoli comprenden desde las cuestiones 
relacionadas con el desarrollo económico (innovación y acción económica, relaciones 
internacionales, inserción laboral y empleo), educación, cultura y ocio, servicios 
sociales, prestación de servicios esenciales (depuración y abastecimiento de agua, 
recogida de residuos urbanos, limpieza viaria y obras de mantenimiento), así como la 
protección del medio ambiente. 
El primer presupuesto de la Metrópoli, que se votó en el Consejo Metropolitano de 
26 de enero de 2015, se compone de créditos procedentes de la Comunidad Urbana de 
Lyon y de créditos transferidos por el Consejo general de Rhône, según el cuadro de 





París es el único ejemplo de ente local que es a la vez departamento y municipio. Sus 
funciones se reparten entre el consejo municipal, el alcalde de París y los consejeros de 
distrito o arrondissement. Los asuntos del municipio y del departamento están 
regulados por un mismo órgano, el Consejo de París, presidido por el alcalde.  
La aglomeración de París es la más poblada de Francia y el núcleo central de la 
región de Île-de-France (Conseil Régional Île-de-France). En ella hay una primera 
corona muy densa formada por París y tres departamentos (Hauts-de-Seine, Seine-Saint-
                                                  




Denis y Val-de-Marne), y una segunda corona poco poblada y con municipios rurales. 
La región actúa como coordinadora de las políticas metropolitanas, a diferencia de las 
otras grandes aglomeraciones francesas, regidas por la Ley sobre Cooperación 
Intermunicipal de 1999. 
La primera referencia metropolitana en torno a París fue la creación de un Distrito de 
la Región Parisiense en 1961. Una segunda etapa se sitúa en 1964, cuando se estableció 
por decreto una nueva división de la Francia metropolitana o continental en 21 regiones 
entre las que se encontraba la región parisiense. Las estructuras y competencias de la 
Región se establecieron con sendas leyes de 1972 y 1976, asumiendo en exclusiva toda 
la política de transportes, espacios verdes y bosques. Una tercera etapa se inicia con la 
Ley de 6 de mayo de 1976 por la que se crea la Región Île-de-France, en sustitución de 
la Región parisiense, y la instauración de un Consejo Regional d’Île-de-France 
compuesto por consejeros electos por sufragio indirecto. Las leyes de descentralización 
de 1982-1983, que convirtieron la Región en entidad local de pleno derecho, 
atribuyeron una serie de competencias al Consejo Regional y sobretodo transfirieron el 
poder ejecutivo regional del Prefecto de la Región al Presidente del Consejo Regional, 
dando lugar a una cuarta etapa en la evolución de la organización metropolitana. Las 
leyes preveían además que los consejos regionales serían desde entonces elegidos por 
sufragio universal. A partir de la ley de 2 de marzo de 1982, relativa a los derechos y 
libertades de los municipios, los departamentos y las regiones, de entes puramente 
administrativos, las regiones han pasado a ser colectividades territoriales. 
Desde 1986, las regiones francesas son una administración territorial de pleno 
derecho. Sus competencias son vinculantes e incluyen diferentes áreas: transporte 
público y carreteras, planificación regional y urbanística, desarrollo económico, 
vivienda, educación (enseñanza superior e investigación, construcción y mantenimiento 
de los institutos, formación profesional), medio ambiente, cultura, deporte y turismo.  
El Conseil Régional Île-de-France está constituido por los siguientes órganos 
políticos: el ejecutivo (formado por el presidente y quince vicepresidentes) y la 
asamblea regional (209 miembros elegidos directamente cada seis años). También 
cuenta con una Comisión permanente de control y con el Consejo económico y social 
regional, un órgano de carácter consultivo con 122 miembros procedentes de sindicatos, 
empresas y sociedad civil. 
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La región Île-de-France está compuesta por ocho departamentos: París (que también 
es un municipio), los Hauts-de-Seine, el Val-de-Marne y el Seine-Saint-Denis (que 
forman la “pequeña corona”) y el Val d’Oise, los Yvelines, el Essonne y el Seine-et-
Marne (que forman la “gran corona”). En total agrupa 1281 municipios.440  
Las finanzas locales se nutren de 4 tipos de recursos: las transferencias, los ingresos 
fiscales propios, el endeudamiento y el reembolso de préstamos y otros ingresos 
menores. 
La fragmentación administrativa en 7 departamentos y más de 300 municipios 
implica el establecimiento de mecanismos de coordinación y colaboración entre los 
distintos actores. A menudo, éstos adoptan la forma de consorcios monofuncionales, 
como por ejemplo: 
10. los Consorcios de los municipios de la periferia de París para el agua y el gas, 
que asocian a todos lo municipios de los 7 departamentos de la Región, salvo París; 
11. los Consorcios municipales para la electricidad y los cementerios, ambos 
compuestos por los municipios de los tres departamentos limítrofes. 
12. el Consorcio interdepartamental para el medio ambiente de la Región parisina. 
3.14. Grecia 
- Consideraciones generales 
Grecia es una República Parlamentaria y un Estado unitario de base descentralizada. 
La Constitución de Grecia, aprobada el 11 de junio de 1975, fue reformada por última 
vez hasta la fecha el 27 de mayo de 2008. 
Los principios de descentralización y autonomía local están consagrados en la 
Constitución. Dispone el artículo 101.1 que “La administración del Estado se organizará 
de acuerdo con el principio de descentralización.” Actualmente, Grecia se divide 
territorialmente en 7 administraciones descentralizadas, 13 regiones y 325 municipios. 
                                                  
440 Fuente: Metrópolis. Asociación mundial de las grandes metrópolis. Ficha Nº 21. 




En cuanto a la administración de los asuntos locales, esta será ejercida conforme al 
artículo 102.1, por agencias de gobierno local, cuyo primer nivel comprende a 
municipios y comunidades. Otros niveles serán especificados por ley. 
Así también, la ley podrá establecer la posibilidad de crear asociaciones obligatorias 
o voluntarias de agencias de gobierno local para realizar obras o prestar servicios 
(articulo 102.3). 
Nos encontramos en Grecia con dos niveles de gobierno; el central, el local, que goza 
de autonomía, y es ejercido en las regiones (Perifereies) y por los municipios (Dimoi).  
En el pasado, la Administración era mucho más centralizada, pero en las últimas 
décadas se han realizado reformas que han llevado a la adopción de una extensa reforma 
administrativa en 2010 llamada “Reforma Kallikratis”. El proceso de descentralización 
comenzó en 1986 con la creación de 13 Regiones. Descentralización que se fortaleció 
en 1994 con las prefecturas (nomi) electas y la extensión de las competencias de los 
municipios. En 1997, a través de las fusiones, el “Programa Kapodistrias” cambió los 
límites administrativos  de las autoridades autónomas de primer nivel (Dimoi y 
Koinotites), reduciéndolos a 1034 sin cambiar su estatus institucional. El Código de 
Municipios y Comunidades de 2006 constituyó el principal texto legislativo para su 
función. El “Programa Kallikratis” de 2010 reorganizó la división territorial uniendo los 
municipios existentes, modificó la división vertical de competencias a favor de los 
municipios y abolió administraciones públicas descentralizadas. Finalmente, se ha 
aprobado la Ley 4071/2012, sobre “Disposiciones para el desarrollo local, el gobierno 
local y la administración descentralizada”, como transposición de la Directiva 2009/50 
de la Comunidad Europea, que se centra principalmente en temas especiales de las 
autoridades locales. 
Desde el 1 de enero de 2011, cuando el Programa Kallikratis entró oficialmente en 
vigor, la República Helénica ha creado siete Administraciones Descentralizadas 
(Apokentromeni dioikisi), dirigidas por un secretario general nombrado por el gobierno 
central y cada una comprende 2 o 3 periferias, trece Regiones (perifereies) y 325 
Municipios (Dimoi). Las Administraciones Descentralizadas constituyen unidades 
individuales del Estado (el Estado descentralizado) y sus jefes son nombrados por el 
Gobierno Central. Estas administraciones ejercen la responsabilidad sobre las materias 
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del Estado de acuerdo con lo establecido en el artículo 101 de la Constitución. Los 
Municipios y las Regiones constituyen el primer y el segundo nivel de autonomía local. 
Las tradicionales Prefecturas todavía existen, pero ahora se llaman Unidades 
Regionales (Perifereiakes Enotites) y constituyen partes administrativas y territoriales 
de las Regiones. 
Las Regiones son responsables de la administración de los asuntos de su distrito. Dan 
forma, planifican y ejecutan las políticas a nivel regional como parte de sus 
responsabilidades bajo los principios de desarrollo sostenible y de cohesión social del 
país, teniendo en cuenta las políticas nacionales y europeas. 
Los Municipios son responsables de la administración de los asuntos locales. 
Gestionan y regulan todos los asuntos locales de acuerdo con los principios de 
subsidiariedad y proximidad con el objetivo de protección, desarrollo y continua mejora 
de los intereses y de la calidad de vida de la sociedad local. 
No existe un control jerárquico y relación entre las Regiones y los Municipios. 
El “Programa Kallikratis” además describe la organización territorial y la división de 
poderes entre los diferentes niveles de gobierno. 
Desde la adopción del “Programa Kallikratis”, tanto los Municipios como las 
Regiones deberían tener recursos centrales autónomos, calculados sobre ciertos 
porcentajes del Impuesto sobre la Renta, sobre la Propiedad y sobre el IVA. 
Existen en Grecia entidades legales de derecho público que representan los intereses 
locales y regionales respectivamente ante el gobierno central, y que están supervisados 
por el Ministro del Interior. Se trata de la “Unión Central de Municipios de Grecia” y la 
“Unión de Regiones Griegas”.441 
i) Atenas 
La aglomeración de la capital griega cuenta con un núcleo central, Atenas, tres 
municipios mayores de 100.000 habitantes y unos sesenta municipios con dimensiones 
muy variadas. La reforma Kapodistrias de 1944 excluyó a la aglomeración 
                                                  
441 Fuente: https://portal.cor.europa.eu/divisionpowers/countries/membersNLP/Greece/Pages/default.aspx 
Último acceso, 27.07.2015. 
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metropolitana de Atenas, así como a la de la segunda ciudad más grande de Grecia, 
Tesalónica. Sigue pendiente, por lo tanto, una reforma que simplifique la coordinación 
de las políticas metropolitanas y el Ayuntamiento de Atenas.  
Ese mismo año se proyectó la creación de la prefectura unitaria de Atenas-Pireo para 
cubrir una importante parte del área metropolitana. La escasez de recursos y 
responsabilidades ha impedido esta nueva institución, dirigida por el prefecto, que sería 
el presidente del área metropolitana. Además, los reformadores llevaron a cabo 
subdivisiones de la prefectura unitaria (departamentos) que los hicieron más fuertes que 
la esfera de la prefectura y que trabajan independientemente de los demás con escasa 
cooperación. 
Así pues, no existe un ente de coordinación para la aglomeración metropolitana, sino 
una gran fragmentación institucional objeto de debate político desde hace años, sin que 
se haya adoptado una decisión que simplifique el entramado institucional. 
Tradicionalmente, el Estado ha gestionado los asuntos de la capital, pero en los últimos 
años, se ha realizado un proceso de descentralización con la creación de regiones 
administrativas con ciertos poderes (periphereia) y con la dotación en las provincias 
(nomoi) de cargos elegidos por la ciudadanía. 
En la práctica, todas las administraciones (central, regional, provincial y local) 
intervienen en las políticas metropolitanas, sin que haya una verdadera coordinación. El 
Estado interviene en la coordinación del transporte público y las infraestructuras; la 
región, en la planificación regional, emergencias, servicios sociales, estudios de impacto 
medioambiental y gestión forestal y coordinación de la aplicación de las políticas 
estatales; la provincia (en este caso, la provincia Atenas-Pireo), en la supervisión de los 
municipios y el desarrollo económico, social y cultural; los municipios, en la gestión de 
los servicios típicamente locales (infraestructuras técnicas y materiales, servicios 




Existe un debate sobre tres futuros escenarios del área metropolitana: a) la creación 
de una Entidad Regional Metropolitana designado a un secretario general y un Consejo 
Metropolitano elegidos directamente (composición mixta); b) la creación de una 
                                                  
442 CARRERAS QUILIS, J. M., OTERO VIDAL, M. y RUIZ ALMAR, E., “Aglomeraciones 
metropolitanas…”, op. cit., p. 210-211. 
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Entidad Regional Metropolitana con un presidente elegido directamente y un consejo 
(segundo nivel de gobierno local); y c) la creación de una fuerte Asociación 
Metropolitana de Entidades Locales. 
De los tres, la segunda opción es la que parece que se va a imponer, pues la élite 
política no estaría dispuesta a la creación de una nueva institución con un presidente 
elegido directamente por Atenas, que representa el 40% de la población del país. El 
gobierno central tiende hacia la primera opción, mientras que los alcaldes de la Región 




- Consideraciones generales 
La nueva Constitución de Hungría, de 18 de abril de 2011, llamada “Ley 
Fundamental”444 (sustituye a la Constitución de 1949, Ley Nº XX) entró en vigor el 1 de 
enero de 2012 y su última reforma es de 11 de marzo de 2013. Establece en el artículo 
F.2 que “El territorio de Hungría consiste en la capital, condados, ciudades y municipios 
y aldeas. Las ciudades, al igual que las ciudades y los municipios, pueden dividirse en 
distritos.”  
Actualmente, según datos del CDR, existen en Hungría 19 condados, 3.152 
municipios (3.128 ciudades y municipios, 23 ciudades con categoría de condado y 23 
distritos en la capital, Budapest).
 445 
Los municipios pequeños con baja demografía no son capaces de prestar todos los 
servicios públicos que son de su competencia de forma adecuada. Y el Estado, por su 
parte, delega a los municipios más obligaciones sin proporcionarles los suficientes 
recursos financieros. En consecuencia, la mayor parte de los pequeños municipios, 
debido a sus dificultades económicas, se ven obligados a prestar sus servicios mediante 
ciertos tipos de asociaciones, cooperando con otros municipios. Esta situación llevó al 
                                                  
443 Fuente: Metrópolis. Asociación mundial de las grandes metrópolis. Ficha Nº 90. 
http://old.metropolis.org/sites/default/files (Último acceso, 27.07.2015). 
444 Fuente: http://www.lexadin.nl/wlg/legis/nofr/oeur/lxweest.htm  (Último acceso, 28.07.2015). 
445 Fuente: Comité de las Regiones, Unión Europea, Plano Gobernanza Multinivel en la UE. 
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legislador a establecer, en la Ley del Gobierno Local de 1990
446
, la posibilidad de 
constituir de forma libre y voluntaria asociaciones de gobiernos locales. 
La Ley de Asociaciones Subregionales Multifuncionales de Gobiernos locales (Act 
CVII of 2004 on the Multi-Functional Subregional Associations) se ha adoptado para 
promover el desarrollo coordinado de las subregiones y mejorar el nivel de la prestación 
los servicios prestados por los gobiernos locales por igual.
447
 
Como se establece en la nueva Constitución, el sistema administrativo necesitaba ser 
reformulado. De esta forma, la primera parte de la nueva Ley sobre Gobiernos locales 
(Ley Nº. CLXXXIX), de diciembre de 2011 redefinió sustancialmente la distribución de 
competencias entre los gobiernos locales y el gobierno central. El objetivo principal de 
la reforma era una mayor definición de las tareas y un sistema financiero más 
sostenible. Mediante una reducción general de la autonomía de los gobiernos locales, la 
reforma llevó a un sistema más centralizado que el establecido en 1990.
448
 
La Ley Nº. XCIII de 2012 sobre la formación de distritos reorganiza el tercer nivel 
de la estructura administrativa del país. El primer nivel está compuesto por las 7 
regiones estadísticas; el segundo nivel, por los 19 condados. Los nuevos distritos, en 




Budapest tiene un estatuto especial de ciudad-capital (fováros), con un sistema doble 
de gobierno. La ciudad central actúa como núcleo del área metropolitana, ya que agrupa 
el 75% de la población, mientras que el resto de municipios son mucho más pequeños 
(el mayor tiene 60.000 habitantes). La capital se ocupa, por tanto, de la mayoría de 
asuntos metropolitanos. 
                                                  
446 La Ley sobre Gobierno local de 1990, (Ley Nº. LXV), establece el marco para el nuevo sistema 
democrático de gobierno local para los próximos veinte años. 
447 SZALAI, A, “Special Legal Status of Villages in Hungary”. En Croatian and comparative public 
administration, Institute of Public Administration, Volumen 12, 2012, pp. 85–87.  
http://hrcak.srce.hr/file/195938 (Último acceso, 27.07.2015). 
448 Assembly of European Regions. Hungary 2012.  
http://www.aer.eu/fileadmin/user_upload/MainIssues/Interinstitutional_Relations/HUNGARY_2012.pdf 
(Último acceso, 26.07.2105). 
449 CESE, “Tenth United Nations Conference on the Standardization of Geographical Names. Report of 
Hungary 2007-2012”. Naciones Unidas, 23 de julio de 2012. 
Fuente:https://unstats.un.org/unsd/geoinfo/UNGEGN/docs/10th-uncsgn-
docs/crp/E_Conf.101_CRP23_Rev1_Report%20of%20Hungary.pdf (Último acceso, 16.06.2015). 
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No existe una autoridad metropolitana que integre los treinta y nueve municipios de 
la aglomeración de Budapest. La aglomeración metropolitana se estructura a partir de la 
capital y los servicios se ejercen desde la ciudad central. Como municipio, Budapest es 
responsable de las políticas de vivienda, educación, urbanismo, turismo, transporte y 
comunicaciones, tráfico e infraestructuras técnicas (agua, gas, residuos). Los distritos se 





- Consideraciones generales 
El territorio de la República de Irlanda está organizado en 2 asambleas regionales, 8 
enes regionales, 29 condados, 5 ciudades y 80 municipios. 
Su Constitución fue promulgada por el pueblo el 1 de julio de 1937, entrando en 
vigor el 29 de diciembre de ese mismo año. Desde entonces ha sufrido 27 reformas, la 
última el 24 de junio de 2004. En su artículo 28A, dedicado al “Gobierno Local”, 
dispone que,  
“1. El Estado reconoce el papel del Gobierno local de ofrecer un foro para la 
representación democrática de las comunidades locales, en ejercicio y para llevar a 
cabo funciones y competencias de niveles locales conferidos por la ley y en la 
promoción por sus iniciativas de los intereses de dichas comunidades.” Para ello el 
apartado 2. establece que “Habrá autoridades locales elegidas directamente tal como 
establezca la ley y sus poderes y funciones deberán, en virtud de las disposiciones de 
esta Constitución, ser también determinadas y serán ejercidas y realizadas de 
conformidad con la ley.” 
Las 8 Autoridades Regionales de Irlanda se establecieron por la Ley del Gobierno 
Local de 1991. La Orden de establecimiento se firmó en 1993. Las principales 
funciones de la Autoridad Regional son las de promover la coordinación, cooperación y 
acción conjunta en relación a los servicios públicos y las autoridades locales; preparar 
los principios generales de la planificación regional; revisar el conjunto de necesidades 
para el desarrollo de la región; revisar los planes de desarrollo de las autoridades 
                                                  
450 CARRERAS QUILIS, J. M., OTERO VIDAL, M. y RUIZ ALMAR, E., “Aglomeraciones 
metropolitanas…”, op. cit., pp. 212-213. 
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El Proyecto de Ley sobre Gobierno Local de 2013, es el producto de las propuestas 
vertidas en el informe Putting People First — Action Programme for Effective Local 
Government, publicado en octubre de 2012, que traza una visión de conjunto sobre el 
gobierno local como el principal vehículo para el gobierno y el servicio público en el 
nivel local. 
Entre otros aspectos, establece la reorganización de las estructuras del gobierno local, 
condado, sub-condado y niveles regionales, mediante las fusiones de ciudades en 
autoridades locales; la disolución de los 80 municipios y su sustitución por distritos 
municipales; la formulación de una nueva relación integrada entre los condados y los 
sub-condados con el establecimiento de un sistema de conjunto y moderno de 
gobernanza municipal; la sustitución de las estructuras regionales existentes por las 
nuevas y consolidadas asambleas regionales; la enumeración y asignación de las 
funciones reservadas a cada nivel de gobierno local, y el establecimiento de una serie de 
nuevas funciones reservadas a los consejos electos; mayor disposición para la 
devolución de funciones desde el nivel central al gobierno local; previsiones relativas al 
desarrollo local y comunitario, incluyendo el establecimiento de Comités de Desarrollo 
Local y Comunitario dentro del sistema de gobierno local; y la previsión de un 
plebiscito en relación con la posibilidad de establecer una oficina para el alcalde de 
elección directa para el área metropolitana de Dublín y opciones relativas a la 
gobernanza. 
Específicamente, la Parte 10 del Proyecto, establece que antes del 31 de marzo de 
2014, los distritos de Dublín adopten una resolución que prestarán al Ministro acerca de 




Por el momento, no se ha tomado una decisión en torno a la creación del Área 
Metropolitana de Dublín. Lo que sí consta desde la publicación de la Ley 30/2000, de 
                                                  
451 Fuente: The Regional Planning Guidelines for the Greater Dublin Area website.  
http://www.rpg.ie/index.html (Último acceso, 24.07.2015). 
452 Proyecto de Ley del Gobierno Local 2013 http://www.lexadin.nl/wlg/legis/nofr/oeur/lxweest.htm 
(Último acceso, 24.07.2105). 
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Planificación y Desarrollo del Territorio (Planning and Development Act 2000)
453
 es el 
reconocimiento de los integrantes de dicha Área, pues en el artículo 21 de esta Ley, y en 
relación al documento de las Directrices para la planificación estratégica del Gran 
Dublín publicado el 25 de marzo de 1999 elaborado para el Área del Gran Dublín 
conjuntamente por la Corporación de Dublín, los Consejos de los condados de Dún 
Laoghaire-Rathdown, Fingal y South Dublin (pertenencientes a la Región de Dublín) y 
los Consejos de los Condados de Meath, Kildare y Wicklow (pertenecientes a la Región 
de Medio-Este), se reconoce su vigencia como Plan Director de aplicación a estas dos 




- Consideraciones generales 
Italia es el segundo país más poblado de Europa occidental, después de Alemania. El 
fenómeno urbano se generaliza en Italia a partir del Renacimiento. Ciudades como 
Florencia, Pisa, Génova, Milán, Venecia, Bolonia o Ferrara se convierten en centros 
comerciales y culturales influyentes. 
Actualmente, está dividida en 20 regiones (15 con estatuto “ordinario” y 5 con 
estatuto “especial”, 2 provincias autónomas (Bolzano y Trento), 107 provincias, 15 
áreas metropolitanas y 8.091 municipios.
455
 
La Constitución de Italia, aprobada el 22 de diciembre de 1947, sufrió su última 
reforma el 20 de abril de 2012. 
Según el artículo 5 de la Constitución italiana de 1947, “la República, una e 
indivisible, reconoce y promoverá las autonomías locales, efectuará en los servicios que 
dependan del Estado la más amplia descentralización administrativa y adoptará los 
principios y métodos de su legislación a las exigencias de la autonomía y de la 
descentralización.” 
                                                  
453 Planning and Development Act 2000 http://www.irishstatutebook.ie/eli/2000/act/30/enacted/en/pdf 
(Último acceso, 16.09.2015). 
454 Fuente: Greater Dublin Area (GDA). http://es.slideshare.net/AislingMOConnor/the-greater-dublin-
area-gda-region (Último acceso, 16.06.2015). 
455 Fuente: Comité de las Regiones, Unión Europea, Plano Gobernanza Multinivel en la UE. 
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Dentro del Título V dedicado a “Las Regiones, las Provincias y los Municipios”, se 
establece en el artículo 114 que,  
“la República se compone de los Municipios, de las Provincias, de las Urbes 
metropolitanas, de las Regiones y del Estado. Los Municipios, las Provincias, las 
Urbes metropolitanas y las Regiones son entes autónomos con sus propios estatutos, 
facultades y funciones según los principios establecidos en la Constitución. Roma es 
la capital de la República, con un régimen propio que se regulará por la legislación 
del Estado.” 
Por lo que respecta al respeto de la autonomía de los Municipios en el ejercicio de 
sus funciones administrativas, señala el artículo 118 que se les asignarán dichas 
funciones, salvo que “para asegurar su ejercicio unitario, se encomienden a las 
Provincias, Urbes metropolitanas, Regiones y al Estado en virtud de los principios de 
subsidiariedad, de diferenciación y de adecuación. Los Municipios, las Provincias y las 
Urbes metropolitanas serán titulares de funciones administrativas propias y de las que se 
les confieran mediante ley estatal o regional, según las competencias respectivas.” 
En el artículo 119 se reconoce el principio de autonomía financiera, disponiendo que 
los Municipios, Provincias, Urbes metropolitanas y Regiones gozarán de autonomía 
financiera para sus ingresos y gastos y tendrán su propio patrimonio y recursos 
autónomos, con facultad de establecer y recaudar sus propios impuestos e ingresos, 
conforme a lo dispuesto en la Constitución y a los principios de coordinación de la 
Hacienda Pública y del sistema tributario, y dispondrán de una coparticipación en el 
rendimiento de impuestos del Tesoro procedente de su respectivo ámbito territorial. 
Los recursos procedentes de las citadas deberán permitir a Municipios, Provincias, 
Urbes metropolitanas y Regiones financiar íntegramente las funciones públicas que 
tengan encomendadas, sin perjuicio de que el Estado destine recursos adicionales y 
acometa intervenciones especiales en favor de determinados Municipios, Provincias, 
Urbes metropolitanas y Regiones para fomentar el desarrollo económico, la cohesión y 
la solidaridad social, eliminar los desequilibrios económicos y sociales, favorecer el 
ejercicio efectivo de los derechos de la persona o atender a finalidades distintas del 
ejercicio normal de sus respectivas funciones. 
- Evolución normativa del tratamiento metropolitano 
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La Ley 142/1990, de 8 de junio, relativa al ordenamiento de las autonomías locales 
reformó completamente el sistema local para adecuarlo al nuevo marco institucional, 
administrativo y político, y entre otros aspectos, previó la institucionalización de 
“ciudades metropolitanas”. Otras formas asociativas y de cooperación previstas en la ley 
de ordenamiento local fueron los convenios consorcios y uniones de municipios. 
Esta Ley dedica el título VI (arts. 7 a 21) a las Áreas Metropolitanas. El texto aborda 
los aspectos relativos a la delimitación territorial, funciones de la ciudad y a la 
constitución metropolitana. 
Se consideran como áreas metropolitanas las zonas caracterizadas por la agregación 
alrededor de un municipio central de otros municipios, cuyos centros representen un 
continuo urbano y mantengan relaciones de integración económica y de prestación de 
servicios esenciales. Se definen explícitamente las áreas de Turín, Milán, Venecia, 
Génova, Bolonia, Florencia, Roma, Bari y Nápoles. 
La delimitación territorial del área corresponde a la región, previa consulta de los 
municipios y provincias implicados. En caso necesario, la región también puede 
proceder a la reestructuración de los municipios en función de las exigencias 
metropolitanas. 
En el área metropolitana, la provincia se configura como autoridad metropolitana con 
potestad estatutaria específica, asumiendo la denominación de “ciudad metropolitana”. 
En el territorio metropolitano, la administración local se articula en dos niveles: la 
ciudad metropolitana y los municipios. En tanto las regiones no adopten la normativa 
pertinente, la ciudad metropolitana se rige por las normas correspondientes a las 
provincias. 
En el plazo de dieciocho meses, según se establece en la Ley 142/1990, las regiones 
deberán proceder a la reordenación de las circunscripciones territoriales de los 
municipios metropolitanos y, de ser necesario, a la institución de nuevos municipios. En 
caso contrario, el Gobierno central podrá emanar en el plazo de dos años y oída la 
Comisión Parlamentaria para las Cuestiones Regionales, decretos legislativos de 
constitución de las autoridades metropolitanas. 
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Además de las funciones ordinarias atribuidas a la provincia, la nueva entidad 
metropolitana tendrá competencias en las siguientes materias: planificación territorial; 
vialidad, tráfico y transportes; tutela y valorización de los bienes culturales y del medio 
ambiente; protección del suelo, tutela hidrogeológica, tutela y valorización de los 
recursos hidráulicos y eliminación de residuos; recogida y distribución de las aguas; 
servicios de desarrollo económico y distribución comercial a gran escala; servicios 
metropolitanos en materia de sanidad, escuela, formación profesional y otros de carácter 
urbano. 
La ciudad metropolitana se financia mediante las tasas, tarifas y contribuciones 
correspondientes a los servicios atribuidos. Las demás funciones no asignadas 
expresamente al ente metropolitano son ejercidas por los municipios miembros.
456
 
La aprobación de la Ley de 5 de abril de 2014, N.º 56, titulada “Disposiciones sobre 
ciudades metropolitanas, provincias, uniones y fusiones de municipios”, conocida como 
“Ley Delrio”, procura la realización de un modelo de autonomía territorial sostenible. 
Afirma la profesora TUBERTINI que “esta Ley se presenta y se percibe como una 
reforma orgánica del sistema local italiano”. Y señala como directrices de la “Ley 
Delrio” las siguientes: 
- La reforma (y no la supresión) de las provincias, a través de la modificación de su 
forma de gobierno y la reorganización/reducción de sus funciones. 
- La institución de las ciudades metropolitanas en las áreas metropolitanas identificadas 
por la misma Ley, y la simultánea supresión de las provincias correspondientes. 
- Una nueva disciplina de las uniones y fusiones de municipios, con fuertes incentivos 
financieros y normas de apoyo.
457
 
En el caso específico de las ciudades metropolitanas, señala la autora que “la Ley 
Delrio confirma las diez ciudades metropolitanas que ya se habían señalado en el 
Decreto-ley 95/2012, esto es, Roma, Bolonia, Turín, Milán, Florencia, Bari, Venecia, 
                                                  
456 CUCHILLO FOIX, M. y MORATA TIERRA, F., Organización y funcionamiento…, op. cit., pp. 88-
105. 
457 TUBERTINI, C., “Las reformas locales: el impacto de la Ley 56 de 2014 (“Ley Delrio”) sobre el 
sistema local en Italia”. En Las reformas locales en el entorno comparado, Fundación Democracia y 
Gobierno Local, Serie Claves del Gobierno Local, Claves 18, Barcelona, 2015, pp. 139-141. 
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Génova, Nápoles y Reggio Calabria, que se sumarán a las de las regiones con estatuto 
especial, y confirma asimismo la supresión simultánea de las provincias 
correspondientes.” 
Por dicha Ley se atribuyen a las ciudades metropolitanas las funciones básicas 
correspondientes a las provincias, y algunas otras funciones fundamentales 
específicamente metropolitanas
458
. También podrá ejercer una serie de funciones 
municipales que le podrán delegar los municipios, o bien por el contrario, delegar sus 
funciones a los municipios o uniones, e incluso podrá realizar funciones para otros 
municipios externos. 
El Estatuto de la ciudad metropolitana será aprobado por la Conferencia 
Metropolitana, integrada por todos los alcaldes. La autonomía estatutaria reconocida a 
la ciudad metropolitana es tan amplia que permite la máxima flexibilidad decisional 
sobre la estructura de la institución, la articulación de competencias entre los órganos, 
las formas y modelos de organización, e incluso las relaciones con otros niveles de 
Gobierno. Los Estatutos metropolitanos aprobados dentro del año 2014, fecha límite 




La efectividad de la aplicación de la Ley 56/2014 está pendiente de la reforma 
constitucional del Título V, Parte II. En opinión de TUBERTINI, “una aplicación 
rápida, coherente y razonable del nuevo modelo de autonomía diseñada por la Ley y, 
por lo tanto, la manifestación de su sentido práctico, podría empujar al Parlamento para 
consolidarlo y confirmarlo en la nueva reforma de la Constitución.”460 
3. 18. Letonia 
- Consideraciones generales 
Letonia es una República democrática que se divide territorialmente en 5 regiones, 9 
                                                  
458 Entre estas funciones C. TUBERTINI (“Las reformas locales…”, op. cit., p. 147) enumera las 
siguientes: la aprobación del plan estratégico del territorio metropolitano; la planificación territorial 
general; la estructuración de sistemas coordinados de gestión de los servicios públicos, y organización de 
los servicios públicos de interés general de ámbito metropolitano; la movilidad y viabilidad; la promoción 
y coordinación del desarrollo económico y social; la promoción y coordinación de los sistemas de 
informatización y digitalización en el ámbito metropolitano. 
459 TUBERTINI, C., “Las reformas locales…”, op. cit.,  p. 147. 
460 TUBERTINI, C., “Las reformas locales…”, op. cit.,  pp. 151-152. 
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ciudades y  110 municipios. La capital está en Riga. 
La Constitución de Letonia, de 15 de octubre de 1998, reformada por última vez en 
mayo de 2007, se refiere al gobierno local de forma muy somera, apenas mencionando 
en el artículo 101 el derecho de todos los ciudadanos de Letonia, en la forma prevista 
por la ley, “de participar en las actividades del gobierno local” así como a elegir los 
gobiernos locales. También se les reconoce a los ciudadanos el ejercicio del derecho de 
petición a las instituciones del gobierno local (artículo 104). 
El 8 de junio de 1995 se aprobó la Ley de Gobiernos Locales
461
, cuya última 
modificación es de fecha 31 de enero de 2013. En el Capítulo XIII, titulado 
“Cooperación entre Gobiernos Locales”, dispone en la Sección 95 que “Con el objetivo 
de realizar las tareas de interés para todos o varios gobiernos locales, éstos tienen el 
derecho de cooperar así como establecer asociaciones de gobierno local o unirse a esas 
asociaciones”. En las asociaciones fundadas por los gobiernos locales, estarán 
representados por el presidente de la ciudad más relevante o del consejo municipal, o 
por la persona autorizada por el presidente. 
i) Riga 
La capital de Letonia, junto con los municipios circundantes constituyen la Greater 
Riga Region
462
,  que abarca el 47% de la población del país
463
. Se trata de una 
delimitación geográfica que todavía no cuenta con una institución administrativa. Sin 
embargo, existe en estos momentos una Entidad llamada Región de Planificación de 
Riga (Riga Planning Region). Esta Región está situada en la parte central de Lituania y 
su capital, Riga, está reconocida como una de las más importantes metrópolis de la 
región del Mar Báltico. El territorio de la Región incluye Riga, Jūrmala, así como los 
distritos de Riga, Tukums, Ogre y Limbaži.  
De acuerdo con la Ley de desarrollo regional de 21 de marzo de 2002 (Regional 
Development Law), la Región de Planificación de Riga es una institución pública estatal 
                                                  
461 Ley de Gobiernos Locales, http://www.lexadin.nl/wlg/legis/nofr/oeur/lxweest.htm (Último acceso, 
27.07.2015). 
462 Greater Riga Region 
Fuente:http://www.varam.gov.lv/in_site/tools/download.php?file=files/text/Finansu_instrumenti/EEZ_20
09_2014/4_RPR_Planning%20documents_Rudolfs_Cimdins.pdf (Último acceso, 16.09.2015). 
463 Riga está dividida en seis distritos administrativos: Centra, Kurzeme, Ziemeļu, Latgale, Vidzeme and 
Zemgale districts. Fuente: https://www.riga.lv/EN/Channels/About_Riga/default.htm 
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supervisada por el Ministro de Desarrollo regional y gobierno local. El órgano de 
gobierno de la institución es el Consejo de la planificación y desarrollo de la región de 
Riga (RPRDC), que cuenta con 18 miembros y que participa en todas las reuniones de 
municipalidades locales relativas a las cuestiones que afectan a la Región de 
Planificación. 
Sus funciones están establecidas en la Ley de desarrollo regional, y tienen reconocida 
autoridad en la toma de decisiones. 
Para proveer la coordinación y cooperación con las instituciones nacionales y de 
planificación regional y con el objetivo de actividades de apoyo al desarrollo regional, 
se ha creado en la Región de Planificación de Riga un Comité de Cooperación que está 




- Consideraciones generales 
La República de Lituania está dividida en 60 municipios (savivaldybè), estableciendo 
su capital en Vilna. Es por tanto, el nivel municipal, el único nivel local de gobierno.
465
 
La Constitución de la República de Lituania, de 25 de octubre de 1992, un año 
después de ser reconocida internacionalmente como Estado, fue reformada por última 
vez en abril de 2006. Dispone en su artículo 10 que “El territorio del Estado de Lituania 
será único y no será dividido en ningún tipo de formación estatal.” A continuación, el 
artículo 11 determina que “Las unidades administrativas del territorio del Estado de 
Lituania y sus fronteras estarán determinadas por la ley.” 
El Capítulo X regula de manera específica al “Gobierno y Administración Local”. 
Así, el artículo 119 dispone que “Las unidades administrativas del territorio del Estado 
previstas en la ley tienen garantizado el derecho al Gobierno autónomo. Este derecho 
será desarrollado por los consejos municipales competentes.” 
Según el artículo 120, “Dentro los límites de su competencia atribuida por la 
Constitución y las leyes, los municipios actuarán libre e independientemente.” 
                                                  
464 Fuente: Riga Planning Region http://www.rpr.gov.lv/pub/?lang=eng (Último acceso, 16.09.2015). 
465 CMRE, “Descentralisation at a crossroads…”, op. cit., p. 41. 
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Con fecha de 7 de julio de 1994 se firmó la Ley de Gobierno Local,
466
 que reconoce 
la creación de municipalidades como una unidad administrativa del territorio del Estado. 
En dicha Ley también se establece la creación de la Asociación de Autoridades 
Locales a efectos de su representación a nivel estatal y en las organizaciones 
internacionales (artículo 25). 
i) Vilnia- Kaunas 
No existe actualmente una institución metropolitana que gestione el territorio que 
ocupan la ciudad de Vilnia
467
, con más de 500.000 habitantes, y el distrito de Vilnia
468
, 
que juntos reúnen en su área una población de más de 800.000 habitantes 
469
. 
Sin embargo, se han realizado numerosos estudios que demuestran que la Región de 
la Ciudad de Vilnia tiene más vitalidad que la esperada o apreciada por los políticos. La 
Región urbana de Vilnia revela que es un territorio donde los habitantes de Vilnia viven 
y trabajan de forma estable. El área de Vilnia y su Región muestran un área donde la 
economía está profundamente relacionada con las funciones integrales de la ciudad de 
Vilnia. La más importante es la relativa al mercado de trabajo, que identifica a un 
espacio integrado con la ciudad por los desplazamientos diarios residencia-trabajo. El 
hecho de la existencia de estos flujos permanentes de desplazamientos son suficiente 
motivo para afirmar que se trata de un espacio que reúne las condiciones para ser 




- Consideraciones generales 
Luxemburgo es un Estado unitario cuyo territorio se organiza en 3 distritos, 12 
                                                  
466 Ley de Gobierno Local 1994 http://www.lexadin.nl/wlg/legis/nofr/oeur/lxweest.htm (Último acceso, 
27.07.2015). 
467 Vilnia City Municipality https://www.vilnius.lt/eng/Municipality/26817 (Último acceso, 16.09.2015). 
468 Vilnia District Municipality https://www.vrsa.lt/go.php/Administration278410 (Último acceso, 
16.09.2015). 
469 Área Metropolitana de Vilna: http://www.emta.com/spip.php?article41&lang=en 
470 UBAREVIČIENĖ, R., BURNEIKA, D. y KRIAUČIŪNAS, E., “The sprawl of Vilnius city. 
Establishment and analysis of growing urban region”. Annales Geographicae, N.º 43–44, 2010–2011, pp. 
103-104. 
 261 
cantones y 106 municipios.
471
 
La Constitución del Gran Ducado de Luxemburgo vio la luz el 17 de octubre de 
1868, con la última reforma de 12 de marzo de 2009. 
Como dispone el artículo 1 “El Gran Ducado de Luxemburgo forma un Estado libre, 
independiente e indivisible.” A continuación, el artículo 2 establece que “Los límites y 
cabezas de partidos judiciales o administrativos, cantones y municipios no pueden ser 
modificados más que en virtud de una ley.” 
El Capítulo IX regula expresamente la figura de los Municipios, señalando en el 
artículo 107.1 que “Los municipios constituyen colectividades autónomas con base 
territorial, poseyendo personalidad jurídica y gestionando a través de sus órganos su 
patrimonio y sus intereses propios.” 
En estos últimos años cobra fuerza la intención de llevar a cabo una fusión de 
municipios que reduzca el número actual de 106 hasta dejarlo en 70 municipios. 
Interesa sobre todo a los municipios de menos de 3000 habitantes. Se lograría de esta 
manera aumentar la autonomía, así como capacitaría a los nuevos municipios para 
prestar de una forma más eficaz los servicios públicos que tienen encomendados.  
Asimismo, se está alentando la cooperación intermunicipal y la agrupación de 




- Consideraciones generales 
Malta es por tanto un Estado unitario compuesto por 5 entidades administrativas que 
agrupan a los ayuntamientos, 16 comunidades administrativas y 68 ayuntamientos. 
El 21 de septiembre de 1964 se aprobó la Constitución de Malta y fue actualizada por 
última vez en 2007. En relación a los Ayuntamientos, se recoge en el Artículo 115a. que 
“El Estado adoptará un sistema de administración local por el cual el territorio de Malta 
quedará dividido en el número de municipios (localities) que se establezca por ley 
siempre que se considere oportuno, en cada momento, cada una de ellas regida por un 
                                                  
471 CMRE, “Descentralisation at a crossroads…, op. cit., p. 42. 
472 CMRE, “Descentralisation at a crossroads…, op. cit., p. 42. 
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Ayuntamiento (local council) elegido por los residentes del municipio y con un régimen 
de funcionamiento que se determinará por la ley vigente en cada momento.”473 
3.22. Países bajos 
- Consideraciones generales 
Holanda es un Estado unitario compuesto por 12 provincias (provincias) y 415 
municipios (gemeenten). 
Su Constitución fue firmada el 17 de febrero de 1983, y actualizada a 2002. La 
Constitución garantiza la autonomía de los municipios frente a las injerencias del 
Estado. Dicha autonomía se halla limitada por otras disposiciones que corresponden a 
los medios de que dispone el gobierno central para influir sobre la actividad de los 
municipios. Así, el artículo 113 de la Constitución dispone que “Los decretos 
municipales no pueden interferir en los asuntos provinciales o nacionales”; y el artículo 
194 establece que “Los decretos municipales referidos a aspectos regulados por un 
decreto nacional o provincial quedan automáticamente derogados.” 
Existe otra limitación derivada del principio de coadministración en el sentido de que 
“Cuando las leyes o los decretos nacionales o provinciales así lo exijan, los entes locales 
deben colaborar en su ejecución” (art. 153). Por tanto, la administración local está 
obligada a ejecutar las políticas decididas por los niveles superiores de gobierno. 
Finalmente, también existe una limitación derivada de los controles ejercidos sobre 
las autoridades locales. En algunos casos se trata de un control previo ejercido tanto por 
el gobierno central como por la provincia. Éste último se refiere al presupuesto y a los 
actos de derecho privado tales como la participación en fundaciones o asociaciones, los 
empréstitos o las transacciones inmobiliarias (art. 155). En la práctica, el peso de estos 
controles es muy importante, ya que el 70% de las decisiones municipales están 
sometidas a la aprobación previa de los gobiernos superiores.
474
 
En el artículo 123.1 dispone que “Se podrán suprimir y crear por la ley provincias y 
municipios.” Así también, será la ley la encargada de regular la organización de 
                                                  
473 CMRE, “Descentralisation at a crossroads…, op. cit., p. 43. 
474 Montserrat CUCHILLO FOIX y Francesc MORATA I TIERRA, Organización y funcionamiento de 
las áreas metropolitanas… op. cit., p. 106. 
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provincias y municipios, así como la composición y competencia de sus órganos de 
administración (artículo 132). 
Las provincias están reguladas por una Ley de las Provincias (Provinciewet) y los 
municipios por una Ley de los Municipios (Gemeentewet). Ambas leyes datan del siglo 
XIX, pero han sufrido frecuentes modificaciones. La versión actual de la Ley de las 




- Evolución normativa del tratamiento metropolitano 
En los últimos tiempos, muchas municipalidades han aumentado la confianza en la 
cooperación intermunicipal para prestar sus nuevas competencias descentralizadas en 
materias como los asuntos sociales, la salud y políticas relativas a la juventud. Son 




Estas iniciativas están reconocidas por la legislación de los países bajos, que 
contempla la posibilidad de que los municipios se asocien entre sí con el fin de cooperar 
en la realización de sus funciones y en la prestación de servicios públicos. A tal fin se ha 
aprobado la norma que se conoce como “Ley de Cooperación” (Regelingen 
Gemeenschappelijke Wet) de 1984. 
Así, en el país se han creado dos asociaciones de entidades locales, que figuran entre 
las más poderosas y estructuradas de Europa: por un lado, la asociación de municipios 
(Vereniging van Nederlandse Gemeenten, o VNG)
477
 y por otro la de provincias 
(Interprovinciaal Overleg, o IPO). Ambas son representativas en grado sumo, dado que 
todos los municipios se han adherido voluntariamente a la VNG, y todas las provincias 
a la IPO. También son muy activas, nacional e internacionalmente, sobre todo la 
asociación de municipios, que lleva a cabo numerosos proyectos de cooperación 
internacional, literalmente en todo el mundo. Ambas asociaciones juegan un papel 
                                                  
475 CONSEJO DE EUROPA, “Local and Regional Democracy in Netherlands”. Congreso de Autoridades 
Locales y Regionales, 12ª Sesión Plenaria, 3 de mayo de 2005. 
476 CMRE, “Descentralisation at a crossroads…”, op. cit., p. 46. 
477 Ejemplo de la actuación internacional de la Asociación de Municipios: Establishing a Local 
Government Association (LGA), VNG International, 2007. Se trata de un documento que pretende ser un 
manual práctico y de fácil manejo para elaborar y establecer una Asociación de Gobierno Local. 
http://cities-localgovernments.org/committees/cib/Upload/acb/vngi_establishing_lga_en.pdf 
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esencial en la representación, defensa y promoción de los intereses locales, y de hecho 
negocian de forma regular con el gobierno central sobre los principales aspectos que 
afectan a los intereses locales.
478
 
El tamaño del país, la densidad demográfica y la distribución espacial de las 
poblaciones constituye un entorno más que favorable para la cooperación intermunicipal 
en los Países Bajos. De hecho, la importancia de la cooperación intermunicipal (que está 
expresamente previsto por el art. 134 de la Constitución) ha crecido a lo largo de las 
últimas décadas, sobre todo por razones de eficacia y para conseguir economías de 
escala. La cooperación intermunicipal se utiliza en muchas áreas de la vida local: 
vivienda, urbanismo, política ambiental, prevención de incendios, instalaciones 
deportivas y culturales, recogida y tratamiento de residuos, etc. La cooperación 
intermunicipal se puede canalizar a través de varios tipos de estructuras orgánicas 
jurídico-públicas, entre los que destacan el «organismo público» (Openbaar lichaam) y 
el «Organismo mancomunado» (Gemeenschappelijk Orgaan), pero los ayuntamientos 




Más de una tercera parte de la población holandesa reside en las áreas metropolitanas 
de Ámsterdam, La Haya y Rotterdam.  
Se puede hablar de dos modelos institucionales correspondientes a los dos modelos 
generales de solución de los problemas metropolitanos: el asociativo y el unitario. El 
primero ha sido aplicado a La Haya Gravenhage y se halla en vías de aplicación a 
Ámsterdam. El segundo ha sido experimentado hasta finales de marzo de 1986 en 
Rotterdam. 
La Autoridad Regional de La Haya – Creada el 1 de octubre de 1973, el área 
administrativa de Gewest’s Gravenhage o Autoridad Regional de La Haya, se 
organizaba inicialmente a partir de un Consejo de 49 miembros elegidos entre los 
consejeros de los municipios miembros, un Ejecutivo nombrado por el Consejo y un 
Presidente nombrado por la Corona. 
                                                  
478 MORENO MOLINA, A. M., “La Administración Local en los Países Bajos: notas esenciales y 
procesos de reforma”. Anuario Aragonés del Gobierno Local 2013, Nº. 5, 2014, p. 269. 
479 MORENO MOLINA, A. M., “La Administración Local…”, op. cit., pp. 268-269. 
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Las principales funciones atribuidas al ente consistían en la adopción de directrices y 
orientaciones dirigidas a los municipios miembros, sin carácter ejecutivo y nunca 
ejercidas son la planificación general; los planes sectoriales de transporte; el desarrollo 
económico; el deporte y el tiempo libre; los esquemas directores de la política de 
vivienda; la protección del medio ambiente; y la sanidad. 
En la práctica, las funciones de coordinación y planificación se han visto dificultadas 
por las injerencias de otras autoridades y, en particular, del Servicio Regional del Medio 
Ambiente, agencia desconcentrada del Gobierno central. 
Por otro lado, las tensiones entre la ciudad central y el nuevo centro urbano de 
Zoetermeer han impedido llegar a acuerdos para la localización de los nuevos centros 
residenciales o para la aplicación del plan de infraestructuras. 
Estos problemas llevaron en 1984 a la revisión de los criterios de funcionamiento de 
la autoridad metropolitana con el objetivo de eliminar el máximo de elementos 
supramunicipales. A partir de la reforma, el ejecutivo se constituye a partir de los 
representantes directamente designados por los municipios miembros. El Presidente es 
elegido directamente por el Consejo y no por la Corona, y refrendado por los Consejos 
municipales afectados. 
El caso de la ciudad de Amsterdam es nuevamente paradigmático de este desarrollo 
del intermunicipalismo, dado que está profundamente interrelacionada con varios  
municipios vecinos, que forman una tupida red en la que se pone de manifiesto la alta 
densidad poblacional del país. De ahí que un importante volumen de asuntos deban ser 
reglados a nivel supramunicipal: la ordenación urbanístico-territorial, los transportes 
públicos y accesos a núcleos de población, la política económica, la protección del 
paisaje, etc. 
El área metropolitana de Amsterdam está constituida por 35 municipios. Con el fin 
de gestionar y gobernar adecuadamente los asuntos generados por ese espacio 
metropolitano se han puesto en pie diferentes estructuras orgánicas. La primera y más 
importante es evidentemente el “Área Metropolitana de Ámsterdam”, una suerte de 
organización específica que se ha establecido para gestionar los asuntos, servicios y 
actividades municipales que afectan a Ámsterdam y al grupo de ciudades vecinas, 
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incluyendo a los municipios de Almere, Amstelveen y Haarlemmermeer. En esta área 
metropolitana viven más de dos millones de habitantes. 
Por otra parte, existen diferentes estructuras de cooperación intermunicipal para la 
gestión mancomunada de servicios comunes: la “ciudad-región” (City region), que 
actúa en materia de tráfico y transportes, asistencia juvenil y gestión del suelo, y de la 
que forman parte 16 municipios; la “Región seguridad” (para asuntos de policía y 
gestión de desastres y emergencias) está formada por 6 municipios, y la “Región 
mercado de trabajo”, integrada por nueve. Los 35 municipios también trabajan a nivel 
informal. Finalmente, el denominado Expatcenter es una iniciativa conjunta de 
Amsterdam y de las ciudades de Almere, Amstelvee y Haarlemmermeer.
480
 
- Aglomeración Amsterdam-Rotterdam-La Haya-Utrecht (Randstad) 
El área de Ransdtad (del neerlandés rand, 'borde', y stad, 'ciudad')
481
 es la mayor 
conurbación de los Países Bajos, y está constituida por estas ciudades principales y 
varias ciudades medianas. Es un clásico ejemplo de área metropolitana policéntrica, 
donde varias ciudades importantes se coaligan para formar una región metropolitana.
482
 
No existe una estructura institucional que incluya todos los municipios de la 
aglomeración. Se caracteriza por ser un área con dos sistemas, Ámsterdam, como 
clásica metrópoli, y La Haya-Rotterdam-Utrecht como un conjunto metropolitano.
483
 
No existe ninguna estructura política que coordine las políticas de la aglomeración 
metropolitana. Desde el Gobierno central se han impulsado diversas tentativas para 
gestionar de manera integrada las áreas metropolitanas de Amsterdam y Rótterdam (la 
creación de entes administrativos como los consejos suburbanos y las ciudades-
provincia), pero han fracasado. El Ministerio de Vivienda, Planificación Territorial y 
Medio Ambiente sí que ha desempeñado un papel muy activo en la planificación 
territorial del Randstad, con la aprobación de diversos planes y directrices de desarrollo. 
Las provincias (entes supramunicipales) son responsables también de la elaboración de 
                                                  
480 MORENO MOLINA, A. M., “La Administración Local…”, op. cit., p. 269. 
481 Fuente: Embajada de Holanda 
http://www.embajadadeholanda.org/pages/demografia/randstad.php#.VfnJDtLtmko (Último acceso, 
16.09.2105). 
482 MEIJERS, E., “A Strategic Knowledge and Research Agenda on Polycentric Metropolitan Areas”. 
European Metropolitan Network Institute (EMI), La Haya, 2012, p. 17. 
483 CALVO y RUATA, P., “Una aproximación…”, op. cit., p. 22. 
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planes regionales; sin embargo, no poseen autonomía política ni legislativa y sus 
competencias se limitan a ejercer la potestad reglamentaria, referida principalmente a 
materias de ordenación del territorio, medio ambiente, infraestructuras y desarrollo 
regional. 
A pesar de la falta de institución metropolitana, esta región funciona como un 
conjunto integrado gracias a las infraestructuras y las comunicaciones (sobre todo, la 
red de autopistas). La cooperación existe sin llegar a estar institucionalizada, 
especialmente en la promoción económica. Por ejemplo, entre 2002 y 2007 funcionó la 





- Consideraciones generales 
La Constitución de Polonia entró en vigor el 2 de abril de 1997 y el 7 de mayo de 
2009  fue reformada por última vez hasta el momento. En dicha Constitución se realiza 
una amplia regulación del régimen local, reconociendo en primer lugar el derecho al 
autogobierno. De este modo, se establece en el artículo 16 que, 
“(1) Los habitantes de las unidades de la división territorial básica formarán una 
comunidad de autogobierno de acuerdo con ley.  
(2) El Gobierno autónomo local participará en el ejercicio del poder público. La 
parte substancial de los deberes públicos en los que el Gobierno autónomo local sea 
legalmente competente, se realizará en su propio nombre y bajo su responsabilidad.” 
La competencia residual del gobierno local viene recogida en el artículo 163, y en el 
artículo 164 se determina la organización territorial local, declarando a la comuna como 
la unidad básica del Gobierno autónomo local. Otras unidades del Gobierno autónomo 
regional y local podrán establecerse por ley. La comuna realizará todas las tareas del 
Gobierno autónomo local no reservadas a otros órganos del Gobierno autónomo local. 
El régimen financiero de los entes locales se regula en los artículos 167 y 168 y sus 
órganos de gobierno en el artículo 169, que serán de naturaleza constitutiva y ejecutiva, 
elegidos mediante sufragio directo. 
                                                  
484 Fuente: Aglomeraciones Metropolitanas Europeas. Revista Papers, Nº 50… op. cit., p. 210. 
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Asimismo, se reconoce la participación ciudadana en los asuntos públicos en el 
artículo 170, y en el 172 el derecho de asociación: 
“ (1)  Los órganos del Gobierno autónomo local tendrán derecho de asociación. 
(2) Los órganos del Gobierno autónomo local tendrán derecho a adherirse a 
asociaciones internacionales de comunidades locales y regionales así como cooperar 
con las comunidades locales y regionales de otros Estados. 
(3) Las normas que rigen el ejercicio de los derechos mencionados en los 
párrafos 1 y 2 por los órganos del Gobierno autónomo local se establecerán por ley.” 
La República de Polonia es un Estado unitario dividido territorialmente en dieciseis 
regiones, 379 distritos (powiaty), 2.479 municipios o comunas (entre ciudades y 
municipios rurales) (Gminy), 65 municipios con estatuto especial de distrito, y una 
ciudad con un estatuto especial, su capital, Varsovia. 
Las regiones polacas tienen una estructura dual: son un nivel territorial 
descentralizado y también ejercen la administración del Estado. Por lo tanto, tienen dos 
tipos de competencias. Como órgano descentralizado, se ocupan sobre todo de la 
planificación regional estratégica (incluyendo la promoción económica exterior) y la 
planificación regional (desarrollo regional en partenariado con el Gobierno central). 
Además, se ocupan de la red regional de carreteras; la gestión del agua; los 
equipamientos de educación superior; los hospitales regionales; los equipamientos 
culturales regionales y la protección del medio ambiente. Como órgano desconcentrado 
del Estado, supervisa las funciones locales y se ocupa de las autopistas, las autovías y 
las carreteras rurales. 
- Evolución normativa del tratamiento metropolitano 
En el año 2007 se creó, en respuesta al rechazo al borrador de la Ley sobre Áreas 
Metropolitanas
485
, la Unión Metropolitana de la Alta Silesia, que reunía a 14 ciudades 
con los poderes de los distritos, abarcando a 2 millones de habitantes en total, y así 
también, se firmó ese mismo año la “Carta de las Tres-Ciudades” (Tricity Charter) para 




                                                  
485 E. MEIJERS (“A Strategic Knowledge…”, op. cit., p. 98) señala que “esta Ley definía un nuevo 
modelo de gobierno para las áreas metropolitanas y otorgaba a las autoridades regionales competencias 
para preparar un plan de desarrollo territorial más detallado para las áreas metropolitanas de Polonia.” 
486 CMRE, “Descentralisation at a crossroads…”, op. cit., p. 46. 
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i) Área Metropolitana Gdańsk-Gdynia-Sopot (The Tri-City Region) 
Teniendo en cuenta la creciente atención hacia las áreas por parte del nivel nacional, 
el 15 de septiembre de 2011, la ciudad de Gdańsk decidió establecer un área 
metropolitana y creó la Asociación del Área Metropolitana de Gdańsk (Gdańsk 
Metropolitan Area Association)
487
. La Asociación está integrada por cuarenta y nueve 
gobiernos locales, entre comunas y municipalidades. El propósito del Área es crear un 
mercado atractivo para los inversores en la región y estimular la integración del 
mercado laboral, la educación y los negocios. Es el Área de mayor crecimiento de entre 
las del norte de Polonia. La Asociación se financia mediante cuotas de sus miembros. 
Una Junta, elegida por la Asamblea General de todos los miembros, es el órgano 
ejecutivo, que realiza la actividad diaria y representa a la Asociación, estando integrada 
por un número mínimo de nueve miembros y nunca superior a quince. La Asamblea se 
reúne una vez al año para adoptar el programa del Área, adoptar y corregir los artículos 
de la Asociación, seleccionar a la Junta, y valorar cómo se cumplen los deberes. Por 
último, existe un Comité Auditor, elegido por la Asamblea General, que controla y 
supervisa a nivel interno la Asociación.
488
 
Los condados dentro de las áreas metropolitanas geográficas ejercen competencias 
respecto a la red de carreteras, seguridad pública, educación secundaria, sanidad, 
servicios sociales. Estas competencias deben de coordinarse con las que ejercen los 
municipios, menos en el caso de las ciudades-condado (Varsovia entre ellas), que están 
fusionadas.  
ii) Unión Metropolitana de la Alta Silesia (Upper Silesian Metropolitan Union) 
Actualmente denominada Metropolia Silesia o Górnośląski Związek Metropolitalny 
(GZM), es una Asociación integrada por los municipios Bytom, Chorzow, Dabrowa 
Minería, Gliwice, Polonia, Jaworzno, Katowice, Myslowice, Piekary Slaskie, Ruda 
Silesia Siemianowice Slaskie, Sosnowiec, Świętochłowice, Tychy Zabrze. El domicilio 
social de la Asociación se encuentra en la ciudad de Katowice. La duración de la 
Asociación es ilimitada.  
                                                  
487 Metropolitan Area Gdańsk-Gdynia-Sopot 
http://en.metropoliagdansk.pl/who-are-we/ (Último acceso, 16.09.2015). 
488MEIJERS, E., “A Strategic Knowledge…”, op. cit., pp. 99-100. 
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Los órganos de la Asociación son la Asamblea General y un Consejo ejecutivo de 
gestión. Su mandato coincide con la duración del mandato de los miembros en el 
Consejo de sus  ciudades. Las ciudades miembros tienen dos delegados en la Asamblea 
(incluyendo el presidente de la ciudad), con la excepción de Katowice, que tiene tres 
delegados. Los delegados a la Asamblea los eligen los Ayuntamientos y el Consejo 
Ejecutivo es elegido por la Asamblea de la Unión. 
El propósito principal de la Asociación Metropolitana de Alta Silesia es crear un 
centro urbano en auge, capaz de competir eficazmente con otros centros metropolitanos 
en el país y en Europa. 
Entre sus objetivos específicos se hallan: 
- Lograr el desarrollo armonioso de toda la zona metropolitana, haciendo el mejor 
uso del potencial de las ciudades los Estados, respetando sus diferencias y 
especificidades. 
- Inducir a los habitantes de cada ciudad a creer en el potencial de la Metrópoli y 
hacerles sentir orgullo de pertenecer a ella. 
- Alentar a los residentes y visitantes a "explorar" la Metrópoli y elegir con 
conocimiento los lugares para vivir y trabajar. 
- Producir y difundir las creencias acerca de las posibilidades versátiles de opciones 
de carrera y forma de vida y animar a los jóvenes a educarse y establecerse y trabajar en 
la Metrópoli. 
- La promoción, tanto en casa como en el exterior de todas las ventajas de la 
Metrópoli, ya sea en el aspecto económico, cultural, turístico, natural, etc. 
De acuerdo con el Estatuto, la Unión Metropolitana de la Alta Silesia como una 
Asociación municipal realiza las siguientes tareas: 
- El establecimiento de una estrategia de desarrollo común para las ciudades 
pertenecientes a la Unión de conformidad con la Ley de Ordenación y Desarrollo del 
Territorio. 
- La ejecución de las tareas contempladas en la estrategia conjunta para el desarrollo 
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urbano  
- La recaudación de fondos nacionales y extranjeros destinados a la ejecución de las 
tareas de la Unión. 
- Desarrollo de aplicaciones con el fin de obtener financiación pública del 
presupuesto de la Unión Europea para la realización de las tareas dentro de la 
competencia de la Unión. 
- La activación del mercado de trabajo en las zonas urbanas que son miembros de la 
Unión por la adquisición y gestión de los recursos financieros para este fin, y el apoyo a 
los programas económicos innovadores que aumenten el nivel de competitividad de las 
ciudades - los participantes de la Unión - en términos presentados a la Asociación por 
los Estados municipio sobre la base de los acuerdos pertinentes. 
- Preparar análisis e informes sobre las necesidades y sobre esta base hacer juicios 
sobre el mercado de trabajo y de apoyo a la educación pública 
- Expresar opiniones sobre los procesos legislativos y de toma de decisiones en 
asuntos que afecten a los intereses de la Unión. 
- La interacción con las administraciones locales, incluidas las comunidades locales y 
regionales de otros Estados. 
Opcionalmente, las ciudades y pueblos que forman GZM puede transferir 
voluntariamente parte de sus propias tareas después de la aprobación previa de los 
Ayuntamientos en materia de la cultura física y el turismo; lucha contra el desempleo y 
activación del mercado de trabajo local; abastecimiento de agua y suministro de agua; 
alcantarillado y tratamiento de aguas residuales; mantenimiento de la limpieza y el 
orden y las instalaciones sanitarias, los vertederos y la eliminación de los residuos 
municipales; la política energética; y un sistema común de la seguridad de los residentes 




Varsovia es la capital de Polonia y su organización viene fijada por una ley especial 
                                                  
489 Metropolia Silesia http://www.gzm.org.pl/  (Último acceso, 16.06.2015). 
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de gobierno local. No obstante, no existe ninguna regulación en lo que a la 
aglomeración metropolitana se refiere; la mayoría de los servicios son ofrecidos por la 
ciudad central. 
Los municipios polacos tienen amplias competencias y la falta de reconocimiento de 
las áreas metropolitanas supone que la mayoría de los servicios sean ofrecidos por los 
gobiernos locales (alcantarillado y residuos, provisión de agua y gas, transporte público, 
planes de urbanismo). Los condados (powiat) se ocupan de la educación secundaria, la 
seguridad pública y los servicios sociales excepto en las grandes ciudades, como 
Varsovia, que tienen el estatuto de condado. Por tanto, no existe una autoridad 
metropolitana que integre los once municipios de la aglomeración. Ha habido diversas 
iniciativas por parte de los municipios suburbanos (que crearon una asociación en el año 
2000 denominada Warsaw-Lodz Metropolis con el objetivo de constituir un gobierno 




- Consideraciones generales 
La Constitución de Portugal fue promulgada en 1976. Desde su aprobación, la 
constitución lusa ha sufrido siete modificaciones, la última el 12 de agosto de 2005. 
En el artículo 236, relativo a la organización territorial, se establece lo siguiente: 
“1. En el continente son administraciones locales las parroquias, municipios y 
regiones administrativas. 
2. Las Regiones autónomas de Azores y de Madeira, comprenderán las parroquias 
y municipios. 
3. La ley podrá establecer otros tipos de organización territorial municipal en las 
grandes zonas urbanas y en las islas, de conformidad con sus condiciones 
específicas. 
4. Se establecerá por ley a división administrativa del territorio.” 
Así pues, actualmente el territorio de Portugal se organiza en 2 regiones autónomas, 
Azores y Madeira (con su propio estatuto político-administrativo e instituciones de 
autogobierno, como dispone el artículo 6.2 de la Constitución), 308 municipios, y 4261 
parroquias. 
                                                  
490 CARRERAS QUILIS, J. M., OTERO VIDAL, M. y RUIZ ALMAR, E., “Aglomeraciones 
metropolitanas…”, op.cit., p. 223. 
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El principio de autonomía se reconoce en el artículo 6.1 de la Constitución, que 
establece que “El Estado es Unitario, y respetará en su organización el principio de 
autonomía de las islas y el principio de subsidiariedad, la autonomía de las entidades 
locales y la descentralización democrática de la Administración Pública.” Así pues, la 
autonomía local está consolidada a nivel de municipios y parroquias. 
- Evolución normativa del tratamiento metropolitano 
En Portugal existen tres niveles principales de gobierno: el central (formado por el 
Parlamento y el Gobierno), el regional (archipiélagos de Azores y Madeira) y el 
municipal, a los que hay que unir un nivel administrativo inferior al municipio, la 
freguesía. 
Las Áreas Metropolitanas de Lisboa y Oporto se crearon en 1991 y su regulación fue 
reformada por una ley de 2003, que vino a establecer una nueva estructura para la 
gobernanza regional. Esta ley se puede entender como una forma diferente de 
descentralización en respuesta al resultado del referéndum de noviembre de 1998, en el 
que los portugueses rechazaron la creación de regiones administrativas. Como resultado, 
el país fue dividido en “Grandes Áreas Metropolitanas” y en “Comunidades Urbanas” 
(dependiendo del número de municipios y de la población).
491
 
En Portugal, el problema de organización de las grandes ciudades/áreas 
metropolitanas surgió primero en la ciudad de Lisboa y más tarde en la de Oporto. 
Respecto a las áreas metropolitanas de Lisboa y Oporto, la solución por la que se 
optó en Portugal fue la institución de una “asociación especial (obligatoria) de 
municipios”, sistema que se caracteriza por la aprobación de una ley que establece la 
asociación del municipio de la gran ciudad con los municipios limítrofes sin que 
ninguno de ellos pierda su respectiva autonomía, habiéndose instituido, así, un régimen 
de cooperación para la resolución de sus problemas comunes. El propósito es 
salvaguardar la identidad de los municipios que, en su mayoría, tienen un tamaño 
apreciable. 
                                                  
491 QUENTAL, N., “Um sistema de governança para a grande área metropolitana do Porto”. Eixo 
Atlántico. Revista da Eurorrexión Galicia-Norte de Portugal (Nova Época), N.º 9, xaneiro-xuño, 2006, 
pp. 24-25. 
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Al lado de esta solución, se discutieron otras dos como alternativas. La primera de 
ellas sería la opción por el sistema de anexión de los pequeños municipios por el 
municipio de la gran ciudad. La segunda opción posible correspondería al sistema de 
creación de una autonomía supramunicipal que englobaría (y sustituiría) a ciertos 
efectos – pero no a todos – a la gran ciudad y los municipios de sus alrededores. 
La opción por el sistema de asociación especial (obligatoria) de municipios no dejó 
de suscitar dudas acerca de la sanción en la Constitución de la República Portuguesa de 
una norma que apuntaba hacia la solución de la creación de una autonomía 
supramunicipal. Así, aún hoy el artículo 236.3º determina que: “En las grandes áreas 
urbanas (…) la ley podrá establecer, de acuerdo con sus condiciones específicas, otras 
formas de organización territorial autónoma”. 
Pese a esta previsión constitucional, la solución adoptada en Portugal en 1991, año 
de publicación del Decreto-Ley nº 44/91 que instituye las Áreas Metropolitanas de 
Lisboa y Oporto, no fue la de constitución de una autonomía supramunicipal. Falta en 
las áreas metropolitanas para ser autonomías locales la elección directa por el respectivo 
electorado de sus órganos dirigentes. Pues como establece el artículo 241.2º de la 
Constitución, “sin existir, por lo menos, una asamblea elegida por sufragio universal, 
directo y secreto de los ciudadanos residentes, no hay autonomía local”. 
La solución finalmente adoptada es defendida y justificada por varios autores, en el 
sentido de que ésta era la única opción que no toleraría la posibilidad de que el área 
metropolitana formase parte de una Región Administrativa amplia. Pues estando abierto 
durante muchos años el debate sobre la creación de las regiones administrativas, y no 
sabiendo concretamente cuál es el futuro de las áreas metropolitanas en el ámbito de las 
mismas, se optó por una solución que fuese suficientemente flexible para que se pudiese 
adaptar de forma adecuada al futuro modelo regional que el país fuese a consagrar. Así 
también, esta opción era la que mejor respondía a la necesidad de garantizar el 
mantenimiento de un conjunto de atribuciones como estrictamente municipales, aunque 
pudiesen ahora ser desarrolladas en cooperación o conjunción de esfuerzos con otros 
municipios. 
Las Áreas Metropolitanas de Lisboa y Oporto son muy diferentes. El Área 
Metropolitana de Lisboa es anterior a la de Oporto, habiendo registrado un crecimiento 
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espectacular en las décadas de los 60/70, pero dando algunas señales de desaceleración 
en las décadas siguientes. Por el contrario, el Área Metropolitana de Oporto, que tuvo 
en las dos primeras décadas referidas un crecimiento más moderado, mantuvo 
posteriormente un crecimiento más vivo, sin dar síntomas de debilitamiento. 
La estructura de las Áreas Metropolitanas es también distinta: el Área Metropolitana 
de Lisboa es monocéntrica, teniendo la ciudad de Lisboa un peso abrumador sobre ella, 
siendo un área más concentrada que la de Oporto. En cambio, el Área Metropolitana de 
Oporto es más equilibrada, policéntrica (Gaia se aproxima rápidamente al nivel de 
población de Oporto; Matosinhos tiene un fuerte papel económico e industrial). Tiene 
además fronteras mal definidas (posee niveles de crecimiento urbano rápidos, tanto 
hacia el sur como hacia el norte). 
Además de estos aspectos, las Áreas Metropolitanas de Lisboa y Oporto se 
distinguen también por los diferentes tipos de estructura geográfica, actividades 
productivas y vivienda. El Área Metropolitan de Lisboa se caracteriza por la 
concentración de servicios en el municipio central y la concentración de viviendas en la 
periferia. En cambio, en el área de Oporto existe una dispersión industrial y un modelo 
de vivienda periurbano que se expande sin solución de continuidad hacia otras áreas 
donde ya no tiene sentido hablar de región metropolitana. 
A su vez, el transporte regular y los desplazamientos presentan problemas muy 
diferentes en una y otra área, aumentándose también por el hecho de que los municipios 
periféricos de Oporto no presentan el grado de dormitorio que el de los que rodean 
Lisboa. 
Aún así, también podemos encontrar algunos puntos comunes. En ambas el tamaño 
de los municipios periféricos del primer círculo es importante, situándose entre los 
mayores del país. Tanto en el Área Metropolitana de Lisboa como en la de Oporto, los 
municipios centrales no disponen ya de grandes áreas urbanizables, ni siquiera podrían 
mejorar significativamente la accesibilidad de sus zonas centrales; en cambio, los 
municipios periféricos tienen mayores disponibilidades para funciones urbanas, incluida 
la industria. Todo esto lleva a que los municipios tienden a estar más preparados para 
funciones de gestión, no aceptando, por cierto, con buenos ojos la posibilidad de perder 
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atribuciones por transferencia hacia órganos de gestión supramunicipales o los mismos 
intermunicipales, a no ser en ámbitos muy especializados o técnicos.
492
 
En Portugal, como indica el profesor OLIVEIRA
493
, existe un vacío supramunicipal, 
e intentando subsanarlo, en el año 2003 se publicaron dos leyes en las que se 
presentaban nuevas entidades supramunicipales, creándose en las partes más urbanas 
del territorio, “Grandes Áreas Metropolitanas (GAM)”, entidades con al menos 350.000 
habitantes y nueve municipios vinculados por un nexo de continuidad territorial, y 
“Comunidades Urbanas (ComUrb)”, con un mínimo de 150.000 habitantes y tres 
municipios igualmente contiguos (Ley n.º 10/2003); y la existencia, para el resto del 
país, de comunidades intermunicipales (de fines generales), también denominadas 
“comunidades”, compuestas por municipios igualmente vinculados por un nexo 
(contigüidad) territorial (Ley n.º 11/2003). 
La Ley n.º 45/2008, de 27 de agosto, revocó las leyes del 2003 y se establecieron 
para todo el territorio, excepto para Lisboa y Oporto, comunidades intermunicipales 
(CIM), constituyendo una estructura intermedia entre el municipio y el Estado. La Ley 
n.º 46/2008, de 27 de agosto  
El crecimiento de la población, las transformaciones de su base productiva y la 
emergencia de nuevos problemas sociales representan un desafío para los responsables 
municipales a la hora de exigir la adopción de nuevas respuestas basadas en el principio 
de la cooperación intermunicipal. 
La consciencia de esta situación, que asume contornos más graves en las 
aglomeraciones de Oporto y Lisboa, llevo a la institucionalización de las Áreas 
Metropolitanas como los espacios adecuados para la búsqueda de soluciones conjuntas 
para muchos de los problemas que afectan a los municipios integrantes. 
Así pues, la ley que integra el régimen orgánico de las áreas metropolitanas, Ley n.º 
                                                  
492 OLIVEIRA, F. P., “Breve referencia a la política de las grandes ciudades y de las áreas metropolitanas 
en Portugal”. Revista Gestión y Análisis de Políticas Públicas (GAPP), nº 24, INAP, mayo/agosto 2002, 
pp. 61-64. 
493 OLIVEIRA, A. C., “El régimen de la Administración local autónoma en Portugal”. En Las reformas 
locales en el entorno comparado, Fundación Democracia y Gobierno Local, Serie Claves del Gobierno 
Local, Claves 18, Barcelona, 2015.pp. 134-135. 
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10/2003, de 13 de mayo
494
, vino a establecer el régimen de creación, el marco de 
atribuciones y competencias de las áreas metropolitanas y el modo de funcionamiento 
de sus órganos.  
Esta ley establece dos tipos de áreas metropolitanas, en función del ámbito territorial 
y demográfico, cuales son las Grandes áreas metropolitanas (GAM), y las Comunidades 
urbanas (ComUrb). 
En su artículo 2 define las áreas metropolitanas como “personas colectivas públicas 
de naturaleza asociativa y de ámbito territorial y que buscan la persecución de intereses 
comunes a los municipios que las integran (…) y que están constituidas por municipios 
ligados entre sí por un nexo de continuidad territorial”. 
Las GAM comprenden obligatoriamente un mínimo de nueve municipios con, por lo 
menos, 350 mil habitantes. Por su parte, las ComUrb comprenden obligatoriamente un 
mínimo de tres municipios con, por lo menos, 150 mil habitantes. 
Para poder instituirse las áreas metropolitanas es necesario el voto favorable de las 
asambleas municipales, a propuesta de las respectivas cámaras municipales. 
Sin perjuicio de las atribuciones transferidas por la administración central y por los 
municipios, las áreas metropolitanas se crean para procurar los siguientes fines públicos. 
Por un lado, la articulación de las inversiones municipales de interés supramunicipal. 
Por otro, la coordinación de actuaciones entre los municipios y los servicios de la 
administración central, en las siguientes áreas: infraestructuras de saneamiento básico y 
de abastecimiento público; salud; educación; medio ambiente, conservación de la 
naturaleza y recursos naturales; seguridad y protección civil; accesibilidades y 
transportes; equipamientos de utilización colectiva; apoyo al turismo y a la cultura; 
apoyos al deporte, a la juventud y a las actividades de ocio. 
Para perseguir estas atribuciones, se dota a las áreas metropolitanas de servicios 
propios, sin prejuicio del recurso al apoyo técnico de entidades de la administración 
central en los términos previstos para los municipios. 
                                                  
494 Ley n.º 10/2003, de 13 de mayo, que integra el régimen orgánico de las áreas metropolitanas (Diário 
da República – 1 Série-A, N.º 110). 
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En cuanto al patrimonio y finanzas de las áreas metropolitanas, estas tienen 
patrimonio y finanzas propios. El patrimonio está constituido por bienes y derechos 
transferidos a ellas o adquiridos por cualquier título. Los recursos financieros, por su 
parte, comprenden:  
“el producto de las contribuciones de los municipios que las integran; las 
transferencias del Presupuesto del Estado; las transferencias de los municipios, en el 
caso de las competencias delegadas por estos; las transferencias resultantes de 
contratar con la administración central o con otras entidades públicas o privadas; los 
montantes de co-financiamientos comunitarios que les sean atribuidos; las 
dotaciones, subsidios o co-participaciones de los que se beneficien; las tasas 
derivadas de la prestación de servicios; el producto de la venta de bienes y servicios; 
el rendimiento de bienes propios, el producto de su venta o de la atribución de 
derechos sobre ellos; cualquier aumento patrimonial, fijo o periódico, que, a título 
gratuito u oneroso, les sea atribuido por ley, contrato u otro acto jurídico.” 
En cuanto a los gastos de las áreas metropolitanas, “constituyen gastos los encargos 
derivados de la persecución de las atribuciones que les están confiadas, bien como los 
resultantes del mantenimiento y del funcionamiento de sus órganos y servicios”. 
Se prohíbe a las áreas metropolitanas realizar transferencias financieras a los 
municipios o, por cualquier forma o medio, apoyar inversiones de interés estrictamente 
municipal (salvo en los supuestos de extinción, fusión o segregación, y consiguiente 
liquidación, del área metropolitana). 
Las GAM se estructuran en los siguientes órganos: 
a) la asamblea metropolitana; 
b) la junta metropolitana; 
c) el Consejo metropolitano. 
Por su parte, las ComUrb tienen los siguientes órganos: 
a) la asamblea de la comunidad urbana; 
b) la junta de la comunidad urbana; 
c) el Consejo de la comunidad urbana. 
La gran crítica que se ha hecho a estas estructuras viene dado por el sistema electoral 
seguido para el nombramiento de los integrantes de estos órganos, pues se critica la falta 
de legitimidad democrática de sus integrantes al establecer el sistema indirecto, con 
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base en las elecciones municipales, con el argumento de que así no se refuerza la 
legitimidad política para el ejercicio de funciones a escala superior.
495
 
Así, la asamblea, como órgano deliberante de la GAM y de la ComUrb, está 
constituida por miembros electos por las asambleas municipales de los municipios que 
integran la respectiva área metropolitana. Una vez constituida la asamblea, esta elige de 
entre sus miembros un presidente y dos vice-presidentes. 
Por su parte, la junta metropolitana, como órgano ejecutivo del área, está constituida 
por los presidentes de las cámaras municipales de cada uno de los municipios 
integrantes, que eligen, de entre ellos, un presidente y dos vice-presidentes. 
Finalmente, el Consejo, como órgano consultivo del área metropolitana, está 
compuesto por los miembros de la junta, por el presidente de la comisión de 
coordinación y desarrollo regional y por los representantes de los servicios y 
organismos públicos cuya actividad interese el ejercicio de las atribuciones del área 
metropolitana. Preside el Consejo el presidente de la junta. 
El 27 de agosto de 2008 se publicó la Ley n.º 46/2008, que establecía el régimen 
jurídico de las áreas metropolitanas de Lisboa y de Oporto
496
, modificada por la Ley n.º 
55-A/2010, de 31 de diciembre. 
El 12 de septiembre de 2013 se publicó la Ley n.º 75/2013
497
, que derogó la Ley 
46/2008 y que estableció el actual régimen jurídico de las autarquías locales, aprobó el 
estatuto de las entidades intermunicipales, estableció el régimen jurídico de la 
transferencia de competencias del Estado para las autarquías locales y para las entidades 
intermunicipales, y aprobó el régimen jurídico del asociacionismo autárquico. 
Asimismo se define la nueva constitución del Área Metropolitana de Oporto, que pasa a 
integrarse por 17 municipios. 
                                                  
495 ARANGO FLORENTINO, R. F., “La Ordenación del Territorio en Portugal: el caso del Área 
Metropolitana de Lisboa”. En Cidades: Revista del Instituto Universitario de Urbanística de la 
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496 Ley n.º 46/2008, que establece el régimen jurídico de las áreas metropolitanas de Lisboa y de Oporto 
(Diário da República – 1ª  Série, N.º 165.) 
497 Ley n.º 55-A/2010, de 31 de diciembre, de modificación de la Ley n.º 46/2008 (Diário da República – 
1ª Série, N.º 176). 
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Se busca con esta nueva área metropolitana el refuerzo de sus capacidades 
organizativas para captar la innovación y atraer nuevas actividades con el fin de 
potenciar la dinamización de la sociedad civil.
498
 
La Ley n.º 75/2013, en su Título IV, hace mención a la descentralización 
administrativa, que se concretiza a través de la transferencia por vía legislativa de 
competencias de los órganos del Estado para los órganos de las autarquías locales y de 
las entidades intermunicipales. De esta forma, se busca la aproximación de las 
decisiones a los ciudadanos, promover la cohesión territorial, el refuerzo de la 
solidaridad inter-regional, la mejora de la calidad de los servicios prestados a las 
poblaciones y la racionalización de los recursos disponibles. Para ello, la ley debe de 
transferencia debe prever expresamente los recurso humanos, patrimoniales y 
financieros necesarios y suficientes para el ejercicio por los órganos de las autarquías 
locales y de las entidades intermunicipales de las competencias a ellos transferidas. 
 El Título III de la ley regula las Entidades Intermunicipales. En primer lugar 
reconoce que pueden ser instituidas asociaciones públicas de autarquías locales para el 
ejercicio conjunto de las respectivas atribuciones, en los términos que fije esta ley. 
Dichas asociaciones pueden ser áreas metropolitanas, comunidades intermunicipales, y 
asociaciones de feligresías y de municipios de fines específicos. El área metropolitana y 
la comunidad intermunicipal son entidades intermunicipales. 
En el anexo II de la ley se recogen las áreas metropolitanas de Oporto y Lisboa, con 
sus denominaciones (Área Metropolitana do Porto y Área Metropolitana de Lisboa), 
junto con el número de municipios que las integran (17 y 18, respectivamente), y la 
población que las integra. Así también, en el Anexo II se listan las diferentes 
Comunidades Intermunicipales que se reconocen. 
En el artículo 67 de la ley se enumeran las atribuciones de las áreas metropolitanas, 
las cuales persiguen el ejercicio de los siguientes fines públicos: 
a) Participar en la elaboración de los planes y programas de inversiones públicas 
con incidencia en el área metropolitana; 
b) Promover la planificación y la gestión de la estrategia de desarrollo económico, 
social y medioambiental del territorio abarcado; 
c) Articular las inversiones municipales de carácter metropolitano; 
                                                  
498 Fuente: Área Metropolitana do Porto http://www.amp.pt/gca/?id=75 (Último acceso, 27.07.2015). 
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d) Participar en la gestión de programas de apoyo al desarrollo regional, 
principalmente en el ámbito del Quadro de Referência Estratégico Nacional 
(QREN); 
e) Participar, en los términos de la ley, en la definición de las redes de servicios y 
equipamientos de ámbito metropolitano; 
f) Participar en entidades públicas de ámbito metropolitano, especialmente en el 
ámbito de los transportes, aguas, energía y tratamiento de residuos sólidos; 
g) Planificar la actuación de entidades públicas de carácter metropolitano. 
Asimismo, las áreas metropolitanas asegurarán la articulación de las actuaciones 
entre los municipios y los servicios de la administración central en las siguientes áreas: 
a) Redes de abastecimiento público, infraestructuras de saneamiento básico, 
tratamiento de aguas residuales y residuos urbanos; 
b) Red de equipamientos de salud; 
c) Red educativa y de formación profesional; 
d) Ordenación del territorio, conservación de la naturaleza y recursos naturales; 
e) Seguridad y protección civil; 
f) Mobilidad y transportes; 
g) Redes de equipamientos públicos; 
h) Promoción del desarrollo económico y social; 
i) Red de equipamientos culturales, deportivos y de ocio. 
Podrán también las áreas metropolitanas de Lisboa y Oporto ejercer las atribuciones 
transferidas por la administración central y el ejercicio en común de las competencias 
delegadas por los municipios que las integran. 
Y por último, las áreas metropolitanas designarán los representantes municipales en 
entidades públicas o entidades empresariales siempre que tengan naturaleza 
metropolitana. 
Como órganos del área metropolitana, el artículo 68 enumera el Consejo 
Metropolitano, la Comisión ejecutiva metropolitana y el Consejo estratégico para el 
desarrollo metropolitano. 
El Consejo Metropolitano (que sustituye a la asamblea), es el órgano deliberativo del 
área metropolitana. Está constituido por los presidentes de las cámaras municipales de 
los municipios que integran el área. Cuenta con un presidente y dos vice-presidentes, 
elegidos por el Consejo de entre sus miembros. 
La Comisión ejecutiva metropolitana sustituye a la antigua Junta, y es el órgano 
ejecutivo. Está constituida por un primer secretario y cuatro secretarios metropolitanos. 
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El Consejo estratégico para el desarrollo metropolitano (el antiguo Consejo de la 
comunidad urbana), es un órgano de naturaleza consultiva destinado a apoyar el proceso 
de decisión de los restantes órganos de área metropolitana). Está constituido por 
representantes de las instituciones, entidades y organizaciones con relevancia e 
intervención en el ámbito de los intereses metropolitanos. 
Dado que no hay en la ley una relación expresa de los recursos financieros de los que 





Se trata de una aglomeración formada por once municipios de más de 100.000 
habitantes, alrededor de la capital del Estado, Lisboa. Su coordinación se efectúa a 
través del Área Metropolitana de Lisboa (AML), creada en el año 2004, en sustitución 
de la anterior estructura creada en 1991. 
El Área Metropolitana de Lisboa coincide con la región NUT II, integrando dos sub-
regiones separadas por el río Tajo: Gran Lisboa, al norte, y Península de Setúbal, al sur, 
cada una con 9 municipios, con una media de 148 mil habitantes por municipio. 
El AML alcanza los 3 mil km2, que se extienden por las dos márgenes del estuario 
del Tajo. Hay que destacar el desequilibrio entre los dos lados del Estuario, que se 
caracterizan por dinámicas de crecimiento muy diferenciadas. Por otro lado, la 
desarticulación entre los lugares de empleo y de residencia revela importantes 
movimientos pendulares en todo el territorio, siendo la ciudad de Lisboa la que 
concentra más de la mitad regional del empleo contratado, y al Sur del Tajo solo el 
municipio de Palmela (debido a la industria del automóvil) mantiene una relación entre 
la oferta de empleo y la población residente capaz de generar efectos de atracción 
concurrentes con los ejes de desarrollo hacia el Oeste (Cascais y Sintra). Así pues, 
mientras que en la Península de Setúbal viven cerca del 30% de los habitantes de toda la 
región, solo están allí el 15% de los empleos. 
La ciudad capital presenta naturalmente una fuerte concentración del sector terciario: 
áreas de negocios, centros universitarios y una amplia y diversificada oferta cultural, 
                                                  
499 QUENTAL, N., “Um sistema de governança…”, op. cit., p. 25. 
 283 
progresivamente más cosmopolita, que estimula el desarrollo de industrias creativas y 
responde a la demanda de un turismo más exigente y cualificado. 
La pérdida acentuada de residentes, reducida en la última década, es sin embargo un 
problema básico para la sostenibilidad de la ciudad, relacionado con la degradación 
física de los barrios históricos, que requieren un esfuerzo de inversión de importante 
magnitud, por lo tanto de dimensión supra-municipal. 
Del lado Sur del Tajo, para donde se ha previsto la construcción de grandes 
proyectos de infraestructuras (nuevo aeropuerto, tercer puente, estación de alta 
velocidad ferroviaria y plataforma logística que están de momento apartados), las áreas 
de actividades económicas se encuentran más dispersas por el territorio. Por la 
desactivación de las antiguas industrias navales a lo largo del Estuario, el Arco Sur se 
constituye como el principal proyecto de regeneración urbana. En el interior del 
territorio, además del crecimiento económico alrededor del clúster del automóvil, hay 
igualmente condiciones favorables para el surgimiento de actividades de base 
tecnológica. 
En el margen Norte del Tajo (espacio sub-regional llamado “Gran Lisboa”), las 
dinámicas de crecimiento son más complementarias, con un fuerte número de 
interrelaciones entre los municipios. En las áreas más urbanas de la primera corona, 
inmediatamente conectadas a Lisboa, se destacan diversos centros estructurados 
alrededor de los parques empresariales de comercio y servicios, o industriales y 
logísticos, próximos a urbanizaciones de alta densidad residencial, que se benefician de 
gran diversidad socio-cultural y varias modalidades de transporte público. En la mitad 
norte de Amadora, Odivelas y Loures, debido a las nuevas redes de transportes, 
aparecen también oportunidades de desarrollo, donde el crecimiento estará 
condicionado a las dinámicas locales de los municipios para realizar esfuerzos de 
complementariedad, con el apoyo a sectores diferenciados. 
En complemento a la ciudad de Lisboa, los dos ejes en dirección al Oeste del área 
metropolitana (Cascais y Sintra), forman las áreas que más estimulan la competitividad 





Las rápidas transformaciones del territorio portugués y particularmente las que tienen 
sucedido en el Área Metropolitana de Lisboa, reflejan la importancia de la metrópoli y 
su periferia en las dinámicas de centralidades. 
El concepto de “centralidades” en Portugal, a semejanza de la situación 
internacional, evolucionó a lo largo de tres fases: suburbanización, post-
suburbanización, y más recientemente el crecimiento y declive de las zonas 
residenciales está viviendo nuevas dinámicas cara al proceso de “gentrificación” que 
atrae algunos residentes para el centro y desplaza residentes del centro para la periferia. 
Ello es así porque la existencia de casas con valor arquitectónico y residentes con 
nuevos estilos de vida ha alterado la situación de salida del centro para la periferia e 
inició un fenómeno inverso de regreso al centro. La salida para la periferia dio lugar a la 
entrada de algunos para residir en el centro histórico de las ciudades. 
Los pequeños almacenes, oficinas y obreros que residían en el centro de las ciudades 
y en algunos de sus barrios históricos fueron desplazados para las zonas más alejadas. 
El centro se volvió caro y atractivo para nuevos residentes con estilos de vida que dan 
valor al ambiente urbano del centro de las ciudades. La mudanza de muchos de los 
residentes tradicionales de los barrios y la llegada de nuevos moradores de clase social 
más elevada caracteriza la tendencia de gentrificación. 
La terminología inglesa gentrify significa convertir una zona en el centro de la ciudad 
o una zona de clase trabajadora, la zona antigua de la ciudad, en un área residencial de 
clase media, más valorizada, a través de la remodelación de edificios que dan lugar a su 
revalorización. 
Esta situación fue analizada por primera vez por GLASS en 1964, describiéndola de 
la siguiente manera, “Una a una, muchas de las manzanas de la clase trabajadora de 
Londres han venido siendo invadidas por la alta y baja clase media. Modestas estancias 
y casas de campo de dos plantas son reformadas cuando acaba el contrato de alquiler y 
se convierten en residencias caras y elegantes. Cuando este proceso de gentrificación 
comienza en un barrio, avanza rápidamente hasta que todos o muchos de los ocupantes 
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originales de la clase trabajadora son desplazados y todo el carácter social del barrio es 
modificado”.501 
La emergencia de las perpectivas sobre gentrificación condujo a un vivo debate en el 
ámbito académico desde el inicio de los años 80. Algunas razones parecen justificar esta 
situación: los cambios que se viven en la reestructuración de las áreas metropolitanas; 
las consecuencias de la gentrificación en relación a los efectos sociales de la población 
desplazada, especialmente los que tienen menos recursos y no pueden pagar la 
revalorización del precio de las casas; y finalmente porque esta perspectiva cambia las 
teorías tradicionales de la Escuela de Chicago. 
El proceso de gentrificación es dinamizado por la recuperación de zonas degradadas 
en el centro de las ciudades. Las dinámicas actuales, de localización y transformación 
del territorio, influyen en el proceso de renovación urbana.  
En un contexto de post-urbanización, marcado por la tendencia de regreso a la 
ciudad, asistimos a la inversión del declive del Central Business District (CBD) y a la 
existencia de otros perfiles de residentes, determinados por nuevos estilos de vida y por 
nuevas dinámicas de la economía. 
El concepto de gentrificación está ampliamente divulgado, algunas veces se usa de 
forma abusiva, lo que da origen a confusión. 
Las dinámicas de centralidades del Área Metropolitana de Lisboa indican un fuerte 
crecimiento y declive de las zonas residenciales. La emergencia de nuevas centralidades 
presupone la comprensión de los factores subyacentes a los movimientos de la 
población. Los resultados indican la importancia de un conjunto de variables que 
apuntan a una tendencia de gentrificación. 
El Área Metropolitana de Lisboa debe ser considerada con dos dinámicas diferentes: 
Lisboa y periferia. El análisis llevado a cabo en algunas feligresías sostiene claramente 
la perspectiva de gentrificación. La evolución positiva y negativa de la población en 
Lisboa indica fenómenos diferentes en función de las características del espacio en 
                                                  
501 GLASS, R., “Aspects of Change, in Centre for Urban Studies. Ed London: MacGibbon & Kee, 1964. 
Citado por R. XEREZ, “Dinâmicas do Território: Centralidades e Gentrificação na Área Metropolitana de 
Lisboa”. En VI Congresso Português de Sociología. Dentro de Mundos Sociais: Saberes e Práticas, N.º 
84, Universidade Nova de Lisboa, Faculdade de Ciências Sociais e Humanas, p. 3. 
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análisis. Las feligresías que pierden población son las de los barrios históricos del 
centro de la ciudad. 
Las dinámicas de centralidades en el pasado estuvieron fuertemente asociadas al 
movimiento de salida del centro para la periferia: la suburbanización. La pérdida 
gradual de habitantes de la ciudad de Lisboa y el fuerte crecimiento de las ciudades de 
la periferia, el alejamiento entre el lugar de residencia y el lugar de trabajo, así como la 
importancia de los trabajadores del sector terciario, y la estructura de la familia, revelan 
la importancia de la clase media en el movimiento de salida del centro para la periferia. 
El fuerte crecimiento de las ciudades de Sintra, y más recientemente Sesimbra, Seixal, 
Alcochete y Mafra, indican la importancia de los residentes que se desplazaron desde 
otros municipios, particularmente Lisboa, para estas nuevas zonas residenciales. Lisboa 
había perdido había perdido en la década pasada un 14,9% de la población, y también 
había perdido el peso relativo de su población en el Área Metropolitana de Lisboa. La 
creciente terciarización de las áreas residenciales y la subida del precio de la vivienda 
habían conducido a la salida de la población motivada por la necesidad de comprar casa 
en lugares más asequibles. 
Así pues, Lisboa es el municipio que evidencia una mayor desertificación. A 
excepción del centro de la ciudad, donde el valor arquitectónico de los edificios y la 
vista privilegiada sobre el río Tajo potencian la tendencia a la gentrificación
502
.  
La Ley 10/2003, de 13 de mayo, reforma la organización de las áreas metropolitanas 
de Portugal. El Área Metropolitana de Lisboa (AML) está constituida por tres órganos: 
una asamblea deliberante (assembleia), un consejo ejecutivo (junta) y un consejo 
consultivo (conselho). La asamblea de la AML está formada por cincuenta y cinco 
miembros elegidos por todas las asambleas municipales del área; el ejecutivo incluye a 
todos los alcaldes del área, quienes eligen entre sí al presidente y a los dos 
vicepresidentes del consejo ejecutivo. El consejo consultivo comprende a todos los 
miembros del ejecutivo, al presidente de la Comissão de Coordenação da Região de 
Lisboa e Vale do Tejo, delegación regional de planificación del Gobierno central que 
cubre el área, y a los representantes de las instituciones públicas y otras instituciones 
económicas, sociales y culturales. En total, incluye dieciocho municipios y casi tres 
millones de habitantes. 
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La AML ejerce las siguientes funciones: vertebrar las inversiones municipales de 
interés supramunicipal; coordinar las acciones de los municipios y del Gobierno central 
en los ámbitos de las infraestructuras medioambientales, salud, educación, seguridad y 
protección civil, vías y transportes, equipamientos sociales, turismo y cultura, deportes, 
ocio y juventud; y efectuar la planificación estratégica económica, social y de gestión y 
la ordenación territorial. Concretamente, la AML ha promovido el sistema 
metropolitano de información geográfica (SMIG) y el estudio estratégico de la 
formación ocupacional. 
ii) Oporto-Vila Nova de Gaia 
Se trata de una aglomeración con dos núcleos centrales, Oporto y Vila Nova de Gaia, 
más ocho municipios, de los cuales cuatro tienen una población superior a los 100.000 
habitantes. Se coordinan mediante el Área Metropolitana do Porto (AMP), constituido 
en el año 2004 en sustitución de la anterior estructura creada en 1991. 
La Ley 10/2003, de 13 de mayo, reforma la organización de las áreas metropolitanas 
en Portugal. La nueva estructura del Área Metropolitana do Porto (AMP) tiene tres 
órganos: una asamblea deliberante (assembleia), un consejo ejecutivo (junta) y un 
consejo consultivo (conselho). La asamblea de la AMP está constituida por cuarenta y 
tres miembros elegidos por todas las asambleas municipales del área; el ejecutivo 
incluye a todos los alcaldes del área, quienes eligen entre ellos al presidente y a los dos 
vicepresidentes del consejo ejecutivo. El Consejo Consultivo comprende todos los 
miembros del ejecutivo, el presidente de la Comissão de Coordenação e 
Desenvolvimento Regional do Norte, delegación regional de planificación del Gobierno 
central, representantes de las instituciones públicas y otras instituciones económicas, 
sociales y culturales. Incluye catorce municipios que suman 1,5 millones de habitantes. 
La AMP ejerce las siguientes funciones: vertebrar las inversiones municipales de 
interés supramunicipal; coordinar las acciones de los municipios y del Gobierno central 
en los ámbitos de las infraestructuras medio ambientales, salud, educación, seguridad y 
protección civil, vías y transportes, equipamientos sociales, turismo y cultura, deportes, 
ocio y juventud; y planificar la estrategia económica, social y de gestión y la ordenación 
territorial. Concretamente, la AMP ha promovido la construcción del metro ligero y el 
estudio estratégico de la movilidad.. 
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3.25. Reino unido 
- Consideraciones generales 
El territorio del Reino Unido tiene una extensión de 244.100 km2 está dividido en 
cuatro Naciones, Inglaterra, Irlanda del Norte, Escocia y Gales. El Reino de Inglaterra 
constituye la zona más poblada, concentrando casi el 80% de la población total del país. 
En Europa, solo Holanda tiene una densidad superior. El Reino Unido se caracteriza 
además por la concentración de la población en las zonas urbanas y, en concreto, en las 
grandes ciudades.  
La estructura del Estado y de la Administración Pública se regula en el Reino Unido 
por leyes del Parlamento. La ausencia de formalización de los principios y preceptos 
constitucionales no excluye, no obstante, la existencia de principios y precepto de esta 
índole. Entre otros, el sistema jurídico-político del Reino Unido se rige por el principio 
de la autonomía de gestión de los entes locales (distritos y condados, burgos 
londinenses y regiones escocesas), sancionada por el principio constitucional de local 
self-government. Por esta razón, la Administración central solo puede controlar sus 
decisiones cuando expresamente lo prevea la legislación, y no cuando su papel pueda 
perjudicar los intereses generales de la nación. Son instituciones con autonomía 
financiera y pueden sufragar las líneas de actuación discrecionalmente adoptadas en 
beneficio de su colectividad a través de la imposición local. 
En el caso de Inglaterra, esta se organiza territorialmente en 9 regiones (entre ellas, el 
Gran Londres), 27 condados – counties – y 270 entes de distrito – districts - . Dentro de 
los entes de distrito existen 201 consejos de distrito; 36 distritos metropolitanos; 32 
distritos de Londres; y la ciudad de Londres. 
La estructuración del país en dos niveles institucionales era uniforme hasta la 
reforma sancionada por la Local Government Act de 1985, que abolió las instituciones 
metropolitanas directamente representativas. Pero el régimen jurídico de las 
instituciones locales de uno y otro nivel era diferente en las zonas metropolitanas y en 
las que no tenían dicha condición. Los niveles locales no se corresponden, 
territorialmente, con las circunscripciones periféricas de la Administración estatal para 
la realización y prestación de funciones y servicios reservados al Estado. 
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Dado el carácter unitario del Estado, la definición del régimen local, que en ausencia 
de una reforma constitucional debe ajustarse a los rasgos dimanantes del principio de 
local self-government, corresponde al Parlamento a través de ley. 
- Evolución normativa del tratamiento metropolitano 
El régimen local está establecido, en la actualidad, en la Ley de Gobierno Local 
(Local Government - England and Wales – Act) de 1972503. El régimen de las zonas 
metropolitanas se regula en la Ley de Gobierno Local (Local Government Act) de 
1985
504
. Una serie de leyes especiales y de disposiciones dictadas por el Gobierno – 
Statutory Instruments -, regulan el ejercicio concreto de una serie de competencias 
locales (educación, vivienda, policía, transporte, etc). Las entidades locales disponen de 
facultades reglamentarias para concretar su régimen jurídico y tienen, además, iniciativa 
legislativa para proponer al Parlamento la promulgación de las leyes especiales – Local 
Acts – relativas a su régimen jurídico.  
Las competencias locales se clasifican en voluntarias o facultativas y obligatorias 
(statutory duties). Estas últimas suelen regularse mediante leyes especiales – vivienda, 
educación, servicios sociales, etc. – que prevén, para el caso de incumplimiento, la 
sustitución de la autoridad local y el ejercicio de las competencias a su cargo – default 
powers -. Los ciudadanos pueden reclamar el ejercicio de las competencias obligatorias, 
mediante el recurso a los tribunales de justicia. 
Muchas leyes especiales sancionan la sujeción de los entes locales a facultades de 
control y dirección de la Administración estatal (informes previos, autorización de 
actuaciones, directrices, inspección, etc.). Pero los tribunales han tendido a una 
interpretación restrictiva de los preceptos legales. 
En cuanto a la Hacienda, el principio de local self-government incluye la autonomía 
financiera de los entes locales y la capacidad para sufragar, mediante la imposición 
local, aquellas líneas de actuación que por su parcial contraposición con la política 
nacional no sean financiadas por la Administración estatal. Los ingresos locales se 
                                                  
503 Local Government Act 1972  
http://www.legislation.gov.uk/ukpga/1972/70/pdfs/ukpga_19720070_en.pdf (Último acceso, 16.09.2015). 
504 Local Government Act 1985 
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derivan de los impuestos locales, de las tasas, tarifas y beneficios de las empresas 
locales y bienes patrimoniales, y de las subvenciones estatales. 
Los distritos y burgos londinenses son las únicas entidades con capacidad impositiva 
directa – rates (impuestos sobre la propiedad destinada a vivienda  a usos industriales, 
comerciales y profesionales – si bien algunos tipos de propiedad están exentos de 
imposición: agrícola, de la Corona, establecimientos benéficos, parques, jardines y otros 
espacios al aire libre, etc.). Los condados (y las autoridades específicas establecidas en 
sustitución de las autoridades metropolitanas) establecen participaciones en la 
imposición local directa – precepts. 
En principio, las entidades locales fijan libremente sus impuestos. Pero, desde la 
aprobación de la Rates Act de 1984, si su presupuesto excede o se prevé que excederá 
los gastos calculados por el Gobierno como “correctos” y adecuados a la situación 
económica del país, el Ministro puede limitar esta libertad y fijar los impuestos 
máximos a establecer por cada entidad local. 
Las participaciones de los condados y autoridades metropolitanas específicas están 
libremente establecidas, (con las limitaciones establecidas por la Ley de Impuestos 
(Rates Act) de 1984
505
, tomando como base imponible el total de la propiedad sujeta a 
imposición.  
Las autoridades locales pueden endeudarse, pero deben pedir autorización al 
Gobierno, y no pueden exceder los máximos prefijados por éste – prescribed 
expenditure – al principio del año fiscal. 
La contabilidad local se somete a controles externos – Audit – realizados por 
auditores públicos o privados, de acuerdo con las pautas marcadas por la Audit 
Commission, organismo integrado por personas nombradas por el Gobierno.
506
 
Salvo en Londres, donde se creó en 1999 la London Greater Authority, en el Reino 
Unido no se han constituido Áreas Metropolitanas. Existen, eso sí, aglomeraciones 
urbanas. 
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El núcleo central de la aglomeración está formado por Birmingham y siete ciudades 
de más de 200.000 habitantes. Entre 1974 y 1986 existió el West Midlands Metropolitan 
County, una estructura de dos niveles, pero actualmente la cooperación se efectúa 
mediante las agencias que dependían de esta estructura y que cubren una parte de la 
aglomeración metropolitana. 
El West Midlands Metropolitan County está constituido por siete municipios y tiene 
2,5 millones de habitantes. A pesar de que dicha institución ha sido abolida, los 
municipios que la formaban siguen teniendo unos servicios en común, como el 
transporte, la policía y la prevención de incendios. El resto de las ciudades que no 
formaban parte de este antiguo County se incluyen en la región de West Midlands. Esta 
es la demarcación territorial del Gobierno (Government Office), que incluye más de 5 
millones de habitantes y un territorio más amplio que el metropolitano. Tiene funciones 
administrativas para desarrollar programas en educación, desarrollo económico, medio 




Esta aglomeración es muy extensa y pluricéntrica: está constituida por dos ciudades 
densas (Liverpool y Manchester) y dos ciudades (Leeds y Bradford) con más población, 
pero menor densidad. Para organizar los servicios metropolitanos cada ciudad tiene su 
área de influencia con sus agencias, que son lo que queda de las antiguas instituciones 
metropolitanas abolidas en 1986, sin que exista actualmente una estructura común. 
Las dos ciudades principales conservan la tradición de cooperación con los 
municipios de su alrededor, puesto que formaron parte de estructuras metropolitanas 
entre los años 1974 y 1986. 
En Liverpool, el Merseyside County incluye las ciudades de Liverpool, Knowsley, 
Sefton, St Helens y Wirral, un área de 645 km² y más de un millón de habitantes. Pese a 
la abolición de la estructura política, los servicios siguientes siguen siendo gestionados 
por agencias sectoriales: transporte público, policía (Merseyside Police), residuos 
                                                  
507 CARRERAS QUILIS, J. M., OTERO VIDAL, M. y RUIZ ALMAR, E., “Aglomeraciones 
metropolitanas…, op. cit., pp. 212. 
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(Merseyside Waste Disposal Authority), incendios y emergencias (Merseyside Fire & 
Rescue Service). 
En Manchester, tras la abolición del Greater Manchester Council, los servicios se 
siguen prestando mediante agencias sectoriales: gestión de los residuos (Greater 
Manchester Waste Disposal Authority), policía (Greater Manchester Police Authority), 
incendios y emergencias (Greater Manchester Fire and Civil Defence Service) y 
transporte (Greater Manchester Passenger Transport Authority). Además, los 
municipios se unieron en 1986 en la Association of Greater Manchester Authorities 
(AGMA), con el fin de garantizar una visión regional mediante la planificación 




Desde el año 2000, la aglomeración de Londres cuenta con una institución que se 
encarga de proveer los servicios metropolitanos, la Autoridad del Gran Londres 
(Greater London Authority, en adelante, GLA), siguiendo los pasos de su predecesora, 
el Greater London Council (1965-1986)
509
. Sin embargo, la GLA no abarca la totalidad 
de la aglomeración, que se extiende a tres regiones. 
La GLA se extiende a la City of London y treinta y dos distritos (boroughs). El 
alcalde tiene el poder ejecutivo y de dirección política, con el control del consejo 
(London Assembly) formado por veinticinco miembros. Todos los cargos electivos son 
elegidos directamente cada cuatro años. La GLA posee competencias en: transporte 
público, planificación, medio ambiente, cultura, sanidad, policía y servicios de 
emergencia y de incendio. Sin embargo, cuenta con un poder fiscal muy limitado, sin 
poder fijar impuestos ni emitir obligaciones, y la financiación proviene básicamente del 
Gobierno central. 
                                                  
508 CARRERAS QUILIS, J. M., OTERO VIDAL, M. y RUIZ ALMAR, E., “Aglomeraciones 
metropolitanas…, op. cit., pp. 215-216. 
509 Como nos recuerda E. ARGULLOL MURGADAS (dir.) (Organización y funciones de las metrópolis: 
estudio comparado. Barcelona: Asociación Mundial de las Grandes Metrópolis, 2005, p. 127.) 
“A los municipios nunca les gustó la existencia del Greater London Council, creado en 1965 por la 
Ley del área metropolitana, pues lo percibían como una injerencia. Asimismo, al Gobierno central le 
molestaba la pérdida de poder a favor de la Asociación. Así pues, fue abolido por el Gobierno 
conservador en el año 1985.  
Desde 1986 hasta el año 2000, Londres fue gobernada por 32 municipios y la City of London, 
interactuando directamente con el gobierno central. Los servicios prestados en Londres, tales como los 
transportes y la policía, corrían a cargo de agencias regionales especiales controladas, con diversas 
combinaciones, por funcionarios electos del gobierno local y por los designados del gobierno central.” 
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Cada uno de los distritos tiene un consejo (Borough Council) y un alcalde elegidos 
cada cuatro años. Se ocupan de proveer los servicios públicos locales, como la 
educación, la vivienda, los servicios sociales, la limpieza y el mantenimiento urbanos, la 
gestión de residuos, la planificación urbana local, la cultura y el ocio. Los distritos se 
financian mediante un impuesto directo sobre la población (Council Tax) y los diversos 
fondos centrales. 
No existe una institución que incluya la totalidad de la aglomeración metropolitana, 
formada por las regiones de Greater London, South East y East of England. 




La aglomeración metropolitana es pluricéntrica, con dos ciudades de más de 200.000 
habitantes (Nottingham y Derby) y cinco de 100.000 habitantes. Existe una institución 
(Nottinghamshire County Council) que tiene competencias sobre la mayoría de ciudades 
de la aglomeración, excepto Nottingham, que no forma parte de ella. 
El Nottinghamshire County Council es una institución que cubre un territorio más 
amplio que el metropolitano que, incluye un millón de habitantes. Es un gobierno a dos 
niveles (two-tier), puesto que se da una distribución de competencias. El ámbito 
metropolitano (Nottinghamshire County Council) se ocupa de las escuelas, servicios 
sociales, bibliotecas, tratamiento y reciclaje de residuos, parques, seguridad, 
emergencias, transporte, etc., y cuenta con sesenta y siete representantes elegidos cada 
cuatro años. Los siete ayuntamientos miembros (District Councils) son responsables de 
la vivienda, ocio, y recogida de residuos y cobro de impuestos, y conservan el gobierno 
local. 
Ahora bien, la ciudad de Nottingham, pese a que había sido miembro de esta 
institución, actualmente no forma parte de ella. Desde 1998 es el gobierno municipal 




                                                  
510 CARRERAS QUILIS, J. M., OTERO VIDAL, M. y RUIZ ALMAR, E., “Aglomeraciones 
metropolitanas…, op. cit., p. 216. 
511 CARRERAS QUILIS, J. M., OTERO VIDAL, M. y RUIZ ALMAR, E., “Aglomeraciones 
metropolitanas…, op. cit., p. 219. 
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Hay dos núcleos principales: las ciudades de Sunderland y de Newcastle upon Tyne. 
Entre 1974 y 1986, existió un gobierno de dos niveles (Tyne and Wear Metropolitan 
County) que agrupaba cinco gobiernos locales (South Tyneside, North Tyneside, 
Newcastle upon Tyne, Gateshead y Sunderland). Desde su abolición, hay agencias 
sectoriales que siguen ofreciendo servicios en común. 
Siguiendo la tradición de cooperación establecida entre los cinco municipios, que 
comprenden un millón de personas, se crearon en 1986 diversos entes o joint bodies 
para ofrecer los servicios siguientes: transporte público (Passenger Transport 
Authority), incendios y seguridad (Tyne and Wear Fire and Civil Defence Authority), 
museos y galerías de arte (Tyne and Wear Museums), archivos y patrimonio histórico 
(Tyne and Wear Archives Service).
512
 
3.26. República Checa 
- Consideraciones generales 
La Constitución de la República Checa, de 1992, entró en vigor el 1 de enero de 
1993 y ha sido modificada desde entonces en cinco ocasiones, la última en 2002. 
En el capítulo siete, referido al “Autogobierno Territorial”, establece en el artículo 99 
que “La República Checa se divide en municipios, que son las unidades autónomas 
territoriales básicas, y en regiones, que son las unidades territoriales autónomas 
superiores.” 
A continuación, el artículo 100.1 define el concepto de “unidades territoriales 
autónomas” como aquellas “comunidades territoriales de ciudadanos con derecho de 
autogobierno. Una ley establecerá los casos en que serán distritos administrativos.” Y a 
continuación añade que “Los municipios forman parte de una región autónoma” (2), y 
“Las regiones autónomas sólo pueden ser creadas o disueltas por medio de una Ley 
Constitucional.” (3) 
El territorio de la República Checa está dividido en 14 regiones y 6251 municipios. 
La división territorial se estableció por la Ley N.º 36/1960, sobre la división territorial 
del Estado, y sus posteriores reformas 
                                                  
512 CARRERAS QUILIS, J. M., OTERO VIDAL, M. y RUIZ ALMAR, E., “Aglomeraciones 
metropolitanas…, op. cit., pp. 221-222. 
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El cambio de régimen político después de 1989 abrió un espacio para una reforma 
fundamental de la administración pública. El primer paso abarcó la renovación de los 
municipios como comunidad territorial básica de gobierno de los ciudadanos mediante 
la Ley N.º 367/1990, de Municipios (Law on Municipalities N.º 367/1990, reformada 
por la Ley N.º 128/2000), que recoge la independencia competencial derivada de la 
autonomía y la delegación de funciones por el Estado. 
- Evolución normativa del tratamiento metropolitano 
La Ley sobre las unidades supramunicipales N.º 347/1997 (constitutional Act on the 
Higher Self-Governing Territorial Units No. 347/1997) definió a estas entidades 
supramunicipales como un segundo nivel de gobierno local, dotadas de autonomía. 




La capital, Praga, está gobernada por una Ley propia, la No existen areas 




Praga es la capital de la República Checa y se rige por una ley especial Ley N.º 
131/2000, de la Ciudad Capital de Praga (Act on Capital City Prague No. 131/2000). 
Tiene un estatuto de ciudad-región (hlavní meˇsto) dándose, por tanto, una fusión de las 
instituciones locales y regionales. En relación con la aglomeración metropolitana, la 
ciudad central agrupa el 95% de la población, mientras que el 5% restante se distribuye 
en dieciocho municipios muy pequeños (de 770 a 11.800 habitantes), que pertenecen a 
la región de Bohemia Central. Por lo tanto, Praga se ocupa de la mayoría de los asuntos 
de tipo metropolitano. 
La aglomeración metropolitana es claramente monocéntrica y los servicios se ejercen 
desde la ciudad central. Como municipio, Praga es responsable de las políticas de 
vivienda, protección y mejora de la sanidad, transporte y comunicaciones, educación, 
                                                  
513 VAJDOVA, Z., “County Profile: Czech Republic”. United Cities and Local Governments, pp. 2-3. 
http://www.cities-localgovernments.org/gold/Upload/country_profile/Czech_Republic.pdf  
(Último acceso, 16.09.2015). 
514 VAJDOVA, Z., “County Profile: Czech Republic”. United Cities and Local Governments, p.3. 
http://www.cities-localgovernments.org/gold/Upload/country_profile/Czech_Republic.pdf 
(Último acceso, 16.09.2015). 
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cultura y seguridad pública. Como región, se ocupa sobre todo de la planificación 
espacial y el desarrollo regional, la atención sanitaria, el bienestar social y el medio 
ambiente. 
3.27. Rumanía 
- Consideraciones generales 
Rumanía es un Estado unitario cuyo territorio está organizado en 8 regiones de 
desarrollo, 41 provincias (judete) incluida la capital, Bucarest, 103 municipios 
(municipii), 208 ciudades (orase) y 2825 municipios rurales (comune). 
La Constitución de Rumanía, aprobada el 8 de diciembre de 1991, fue reformada por 
última vez hasta el momento en 2003.  
En el artículo 3.3 se establece que “Desde el punto de vista administrativo, el 
territorio estará organizado en municipios rurales, ciudades y departamentos. Con los 
requisitos que señale la ley, algunas ciudades podrán ser declaradas municipios 
urbanos.” 
Al respecto de las autoridades rurales y urbanas y el ejercicio de la autonomía local, 
dispone el artículo 121 que, 
“(1) Las autoridades de la administración pública, mediante las que se realizan la 
autonomía local en pueblos y en ciudades, serán los consejos locales y los alcaldes, 
elegidos en las condiciones que señale la ley. 
(2) Los consejos locales y los alcaldes funcionarán, en las condiciones de la ley, 
como autoridades administrativas autónomas y resolverán los asuntos públicos de los 
municipios rurales y urbanos. 
(3)Las autoridades establecidas en el párrafo (1) podrán constituirse también en 
las subdivisiones administrativas-territoriales de los municipios urbanos.” 
Los principios básicos de la Administración local se establecen en el artículo 120, 
disponiendo que “(1) La administración de las unidades administrativas-territoriales 
estará basada en los principios de la descentralización de la autonomía local y de la 
desconcentración de los servicios públicos.” 
En materia de régimen local, la Ley N.º L215/2001, regula el Gobierno Local de 
Rumanía. Muchas funciones se delegan por la vía de la Ley 215/2001 del centro a la 
periferia. Por otro lado, el aumento de los ingresos y gastos locales no son todavía 
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indicativos de un alto nivel de financiación local, especialmente en un sistema donde el 
poder fiscal del gobierno central se había coordinado totalmente con las 
responsabilidades locales delegadas a las autoridades más próximas a los ciudadanos. 
De esta forma, entre 1998 y el año 2003, aunque la descentralización en sentido amplio 
fue sustancial, podría ser todavía considerada como un proceso incompleto, pues la 
autonomía financiera local todavía es bastante limitada. Además, la autonomía local 
está amenazada por el control financiero local. 
Esto es así porque como establecen los artículos 7.1 y 7.2 de la Ley 215/2001, de 23 
de abril, la intervención estatal en los niveles locales aparece legitimada cuando la 
naturaleza y la extensión de las responsabilidades locales lo requieren, o cuando la 
eficiencia y la eficacia lo demandan. La autonomía enunciada en la nueva ley de 
Gobierno Local es todavía formal y necesita una mayor internalización.
515
 
- Evolución normativa del tratamiento metropolitano 
La posibilidad de asociarse entre los entes locales se reconoce por el artículo 11 de la 
Ley 215/2001. En julio de 2001, el alcalde de Brasov invitó a todos los alcaldes de las 
ocho mayores ciudades de Rumanía (esto, es, aquellas ciudades con más de 300.000 
habitantes), a fundar una asociación, la Asociación de los Alcaldes de las Grandes 
Ciudades (Association of Big Cities’ Mayors). Motivaba esta propuesta alegando que 
los problemas con los que se encuentran las grandes ciudades son distintos de los de las 
más pequeñas. Como resultado, surgio una nueva Asociación, integrada por los alcaldes 
de Brasov, Timisoara y Cluj.  
La fundación de la Asociación pareció ser sobre todo de cariz político, pues 
frecuentemente critica al Gobierno, aunque en declaraciones públicas rechacen esta 




Actualmente, existen en Rumanía la Asociacion Nacional de los Consejos de las 
Provincias (National Union of County Councils of Romania); la Asociación de 
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516 POP, L., “Autonomy of Local Government Administration in Romania”. En The state of local 
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Municipalidades Rumanas (Romanian Municipalities Association); la Asociación de las 
Ciudades Rumanas (Association of Romanian Towns); y la Asociación de los 
Municipios Rurales de Rumanía (Romanian Association of Communes).
517
 
Después de muchos años de debates, se está preparando una reforma territorial en 
Rumanía para transformar las actuales Regiones estadísticas en auténticas autoridades 
regionales. 
El propósito de la reforma es llevar a cabo una descentralización que convierta las 
ocho regiones estadísticas en ocho entidades regionales de derecho. Se espera que estas 
nuevas regiones se beneficien de una gran transferencia de competencias desde el 
Estado central, las provincias (judet) y los municipios. Asimismo, ostentarán una muy 
importante autonomía financiera. 
A pesar de la mencionada transferencia de competencias municipales y provinciales 
hacia las nuevas regiones, no parece que ello vaya a amenazar los principios de 
autonomía y subsidiariedad. De todas formas, los recortes presupuestarios que se están 
llevando a cabo en las finanzas de los gobiernos locales y regionales, sí que pueden 




- Consideraciones generales 
El Reino de Suecia ocupa una superficie extensa (449.750 km2) concentrada en el 
sur del país. Una quinta parte de esta población se agrupa en 6 grandes ciudades: 
Estocolmo, Göteborg, Malmö, Kristianstad y Karlstad. 
Suecia está estructurada territorialmente en 20 condados – länstingkommum – 
(incluidas cuatro regiones) y 290 municipios – kommum. La estructuración del territorio 
en dos niveles institucionales es prácticamente uniforme en todo el país. Hasta los años 
60, las seis grandes ciudades antes citadas asumían todas las competencias locales en su 
territorio. Estaban, pues, excluidas de la jurisdicción del Condado en que se 
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16.09.2015). 
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enmarcaban. Hoy sólo Göteborg y Malmö tienen esta condición especial. Las restantes 
han pasado a integrarse en la estructura local general. 
El primer nivel institucional del gobierno local – Condado – se corresponde 
territorialmente, casi en todo el Estado sueco, con las circunscripciones periféricas de la 
Administración estatal para la realización y prestación de funciones y servicios 
estatales.  
La Constitución de 1 de enero de 1975 proclama el derecho de los condados y 
municipios a gestionar con autonomía los intereses de sus colectividades respectivas, 
sin embargo, la autonomía local no está garantizada mediante el mecanismo de la 
garantía institucional. 





La aglomeración de Estocolmo está constituida por un núcleo central de diez 
municipios de entre 30.000 y 90.000 habitantes. No existe una estructura de 
coordinación metropolitana, pero el condado, que incluye un territorio más amplio, 
desempeña alguna función, por ejemplo, con respecto al transporte. 
Los municipios (Kommun) y condados (Län) suecos son órganos de gobierno local 
con fuertes competencias y con una organización política similar. Los municipios se 
ocupan de la prestación de servicios sociales, incluidos las escuelas de primaria y 
secundaria, las guarderías, el bienestar personal, la cultura y el ocio y, en la mayoría de 
los casos, la vivienda. También son responsables de la infraestructura técnica y la 
prestación de servicios técnicos (carreteras locales, agua y aguas residuales, gas y 
electricidad, transporte local y regional, recogida y eliminación de basuras, etc.). Los 
condados son responsables de la asistencia sanitaria y de la tercera edad, el transporte y 
la planificación regional. 
Por lo tanto, los servicios metropolitanos son ofrecidos básicamente por la ciudad y 
el condado de Estocolmo (que incluye veintiséis municipios). 
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A modo de recapitulación, podemos concluir que la institución metropolitana no es 
ajena a los países que se integran en la Unión Europea. Si bien no está presente en todos 
ellos, lo cual se debe a muchos factores, demográficos, económicos, y políticos, entre 
otros, acabamos de comprobar que el interés por establecer relaciones de cooperación 
para la prestación de servicios en común y para promover el desarrollo económico de 
sus áreas territoriales, los distintos entes locales que conforman los países analizados, en 
mayor o menor medida proponen y llevan a cabo iniciativas conjuntas en este sentido. 
Son los casos de Bélgica, Chipre, Eslovenia, Estonia, Holanda o Rumanía. En otros 
países, a pesar de no contar actualmente con estructuras metropolitanas, sí que existen 
entidades sectoriales de prestación de servicios de interés común para las localidades del 
área, y así sucede en el Reino Unido, en Liverpool, Manchester y Sunderland. 
Finalmente, observamos que existen instituciones de carácter metropolitano en 
Alemania, con los ejemplos de Stuttgart y Hannover; en Dinamarca, donde se ha creado 
la Region Hovedstaden o Región Capital de Dinamarca; en Finlandia, con dos Entidades 
metropolitanas de gestión de servicios, la Helsinki Region Environmental Services 
Authority o Autoridad para los Servicios Ambientales de la Región de Helsinki y la 
Helsinki Regional Transport Authority o Asociación para el Transporte de la Región de 
Helisnki. En Francia, tras la Ley de 2014 se han creado doce Comunidades 
Metropolitanas. En Polonia se ha apostado con fuerza por la creación de estas entidades 
supramunicipales, y de ahí los ejemplos de las Asociaciones Tricity y Alta Silesia. La 
única Área Metropolitana existente a día de hoy en el Reino Unido es la Great London 
Authority y en Portugal llevan años en funcionamiento las Áreas Metropolitanas de 
Lisboa y Oporto. 
Lo que sí hemos constatado es que el debate sobre la dotación de estructuras de 
gobierno a las aglomeraciones urbanas está presente en prácticamente todos los países 
de la UE, pues ya desde sus Constituciones se hace mención, de forma más o menos 
explícita, a la posibilidad de crear asociaciones y entidades de cooperación local, y 
seguidamente, las Leyes de los Gobiernos locales proceden a dotar de mayor contenido 
estas previsiones constitucionales. 
La conclusión a la que se llega, pues, a la vista de esta reflexión, es que la figura de  
de las entidad metropolitana como organización local en Europa va a seguir estando 
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presente, ya sea en los planteamientos del legislador o en las realizaciones de los 
gobiernos, y quizá también tal vez, a solicitud de los ciudadanos. 
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CAPÍTULO IV. REVISIÓN HISTÓRICA DE LA REGULACIÓN JURÍDICA DE 
LAS ÁREAS METROPOLITANAS HASTA LA CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA  
DE 1978  
1. INTRODUCCIÓN 
Los profesores MARTÍN MATEO y CANTÓ LÓPEZ, al referirse a la evolución que 
dio lugar al nacimiento de las áreas metropolitanas en España, observan que,  
“Desde los comienzos del municipalismo español se observa el fenómeno de 
crecimiento general de las ciudades, y dentro de éste, la formación de la gran ciudad, 
enorme, como consecuencia de la concentración de la población respondiendo a las 
necesidades de la intensificación industrial y mercantil. Así, se conciben las 
Comunidades Metropolitanas que cubren todo el espacio de una amplia región y 
absorben centros de población cercana, concentrando la riqueza y la actividad 
económica. Se entiende que este tipo de supercomunidad o supermunicipio se 
organiza alrededor de un foco dominante que comprende una serie de centros 
diferenciados de actividad, así, la ciudad es centro de una constelación de centros 
menores, producto del movimiento expansivo de la ciudad principal como 
consecuencia del influjo del transporte.”520 
Durante el siglo XVIII se produce en la Península un cambio en el equilibrio 
territorial que prepara el marco del intento de revolución industrial del año siguiente. 
Ciudades como Cádiz – que hereda la influencia de Sevilla - , y Barcelona adquieren 
gran importancia desde el punto de vista económico.  
A partir del siglo XIX el proceso de urbanización en España, asociado al proceso de 
industrialización, está en auge. Se produce un cambio en el carácter de las ciudades 
dominantes, que pasa de comercial a industrial. Pero ni el proceso de urbanización será 
continuo, ni la asociación entre urbanización e industrialización será constante, y no se 
convertirá en territorialmente dominante de modo categórico hasta mediados del siglo 
actual. Todavía más, esta relación de causa-efecto hay que formularla con reservas, ya 
que ni la industrialización surge inicialmente en las ciudades, ni la concentración 
industrial en los grandes centros urbanos ha sido un proceso sin quiebras ni rupturas, ni 
todas las grandes metrópolis actuales han crecido exclusivamente sobre la industria. 
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Así, en el caso de Barcelona, los primeros mapas de localización industrial muestran 
una notable dispersión en torno a la ciudad. 
Aunque a lo largo del siglo XIX España experimentó un notable crecimiento 
demográfico particularmente acusado en las ciudades más importantes (Barcelona, 
Bilbao, Madrid), - provocando un importante avance en el proceso de urbanización -, 
sin embargo, los grandes flujos migratorios desde el medio rural al urbano no se 
debieron tanto a la atracción positiva de núcleos urbanos convertidos en polos de 
crecimiento industrial cuanto a la incapacidad de una economía agraria arcaica para 
alimentar a la creciente población. Lo cierto es que no lograron despegar plenamente las 
ciudades industriales ni imponer categóricamente su hegemonía sobre el territorio 
español. 
Así pues, las transformaciones iniciadas en el siglo XIX (sobre todo en su segunda 
mitad)
521
 no tuvieron la potencia suficiente para transformar la estructura económica y 
social española. La industrialización solo afectó a espacios muy concretos y a un 
porcentaje limitado de la población. Una parte mayoritaria de España sigue siendo rural 
y agraria y desarrolla un tipo de ciudad acorde con esta situación.
522
 
A principios del siglo XX, el grado de urbanización alcanzado por el territorio 
español es todavía muy bajo. Aunque, como indica GONZÁLEZ URRUELA 
“Barcelona ya ha formado un área Metropolitana y Bilbao ha iniciado el proceso. … 
Madrid continúa con lo que algunos autores denominan la inercia del crecimiento de 
tipo ensanche.”523 
La sociedad española de los años cuarenta se caracterizaba por la existencia de un 
espacio rural con gran número de pequeños asentamientos, con un notable potencial 
demográfico, y especializados en una producción agraria muy poco capitalizada. El 
                                                  
521 En palabras de E. GONZALEZ URRUELA (“Industrialización y desarrollo metropolitano en España”. 
Revista ERÍA, N.º 26, Universidad de Oviedo, 1991, p. 200. 
 “se produce un cambio profundo tanto en la red urbana española, como en la organización 
interna de los espacios urbanos, y que responden a las intensas mutaciones económicas y sociales, 
derivadas de la industrialización y también del cambio de la estructura político-administrativa que tanta 
incidencia tuvo en el despegue de las capitales de provincia. La consecuencia es el reajuste del sistema 
urbano mediante el cual algunos núcleos inician su declive mientras que otros se van consolidando como 
ciudades “modernas””.  
522 GONZÁLEZ URRUELA, E., “Industrialización…” op. cit., p. 200. 
523 GONZÁLEZ URRUELA, E., “Industrialización…” op. cit., p. 201. 
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sistema urbano presentaba una estructura muy desequilibrada, por el gran peso de 
Madrid y Barcelona respecto al resto de ciudades, muchas de reducido tamaño. La 
situación derivada de la guerra civil y la política autárquica determinaron la escasa 
movilidad de la población. Al mismo tiempo, el sistema urbano experimenta un ligero 
crecimiento, iniciándose procesos de concentración en los grandes núcleos, con especial 
importancia en Madrid y Barcelona, que son las ciudades que registran un mayor 
crecimiento medio anual, junto con Sevilla. 
Estas condiciones de relativa estabilidad demográfica se van a modificar a partir de 
1951. La crisis de la agricultura tradicional y el abandono de la política económica 
autárquica contribuyeron a una importante disminución de la población activa agraria. 
El sistema urbano crece, en conjunto, a un ritmo mayor que en la década anterior, 
regulado por las migraciones al exterior, que permitieron un marco más favorable para 
el incipiente desarrollo económico y amortiguaron los procesos de concentración. Serán 
las grandes aglomeraciones urbanas las que registrarán un crecimiento mayor, 
absorbiendo cerca del 60% del crecimiento global de la población, destacando Bilbao, 
Madrid y Barcelona. Ello se debía a que era en las grandes aglomeraciones donde se 
concentraba el desarrollo industrial. 
La afluencia de población hacia dichos núcleos comenzó a crear graves problemas de 
carencia de equipamientos y de hacinamiento en determinadas zonas, lo que puso de 
manifiesto la necesidad de un ordenamiento legal que regulara y orientara el desarrollo 
urbano. Este quedó establecido en 1956, con la aprobación de la Ley de Régimen del 
Suelo y Ordenación Urbana – al que nos referiremos en próximas páginas - . 
Aunque en 1960 casi el 50% de la población española residía en municipios de 
menos de 10 000 habitantes
524
, el proceso de urbanización recibirá un impulso decisivo 
en esta década, cuando, a partir del Plan de Estabilización de 1959 se produzca un 
importante desarrollo económico basado en la industrialización intensiva de las 
estructuras productivas. Este proceso se sustentará sobre la consolidación de las áreas 
                                                  
524 Como señala E. GONZÁLEZ URRUELA (“Industrialización…” op. cit., pp. 200-201) 
 “Era una organización territorial y urbana propia de un país con un peso de lo agrario y rural 
muy fuerte y con una industria poco potente y muy concentrada regionalmente. Si bien existen 
excepciones, porque el proceso de industrialización cristalizó en algunas áreas y dio origen a ciudades de 
tipo industrial, como Barcelona y Bilbao”.  
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metropolitanas como elemento dominante del sistema urbano español y el inicio de 
ciertos procesos de difusión del desarrollo económico sobre las grandes ciudades. 
Uno de los fenómenos que caracterizaron a la sociedad española de los años sesenta 
es la elevada movilidad de la población. La incapacidad del campo para ocupar a la 
población que se asentaba en los núcleos rurales y la importante demanda de fuerza de 
trabajo que se produce en los principales núcleos industriales como resultado del 
proceso industrializador que se estaba acometiendo, originaron un continuo trasvase 
demográfico del espacio rural hacia las grandes aglomeraciones urbanas que absorbían 
la mayor parte tanto del crecimiento industrial como terciario. La concentración del 
desarrollo industrial fue el principal motor de la expansión del sistema urbano de tipo 
metropolitano. 
Durante la industrialización acelerada, en torno a la década de los sesenta, es cuando 
el desarrollo industrial y el urbano confluyen en la creación de auténticas áreas 
metropolitanas que tienden a concentrar población y recursos y dominar, ahora sí, de 
forma plenamente hegemónica, la totalidad del territorio español. No es el de esos años 
un modelo territorial estable, por el contrario es tremendamente dinámico, pero sus 
tendencias sí son estables y apuntan siempre en la misma dirección. 
Así pues, reconoce RODRÍGUEZ ÁLVAREZ que 
“La importancia del sistema urbano español y de nuestras grandes ciudades no se 
vio acompañada nunca, hasta principios de los años sesenta, por una regulación 
específica para estos municipios. El régimen local español, inspirado históricamente 
en el modelo continental o francés, se caracterizaba por un acusado uniformismo, 
estableciendo esencialmente el mismo modelo orgánico-funcional para todos los 
municipios, con independencia de su población, o como mucho introduciendo 
algunas variantes a partir de estratos de población muy bajos. Así pues, el régimen de 
las grandes ciudades en su conjunto, hasta que se dictan las Leyes especiales de 
Barcelona y Madrid en 1960 y 1963, respectivamente, era idéntico al de los restantes 
municipios.”525 
Durante el primer quinquenio de los años setenta continúa la misma tendencia hacia 
la concentración espacial de la población que caracterizó los años de desarrollo 
económico, pero a partir de 1975 se produce la ruptura de esta tendencia, apareciendo 
nuevas pautas de crecimiento difuso y descentralizado. Este cambio se enmarca en una 
                                                  
525 RODRÍGUEZ ÁLVAREZ, J. M., “Estructura institucional y organización territorial local en España: 
fragmentación municipal, asociacionismo confuso, grandes ciudades y provincias supervivientes.” 
Política y Sociedad, Vol. 47 N.º 3, 2010, p. 76. 
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ligera disminución del crecimiento global que, sin embargo, no constituye el rasgo más 
definitorio del cambio de coyuntura que se produce en los últimos años. Comienzan 
unos años, hasta las elecciones de 1977, en los que tiene lugar una crisis profunda y 
duradera, básicamente de carácter industrial, que también afectó al modelo territorial de 
crecimiento que creó las áreas metropolitanas. 
A partir de 1975, se rompe el comportamiento homogéneo que había caracterizado a 
los procesos de concentración metropolitana diversificándose sus comportamientos 
individuales. Por tanto, se puede afirmar que durante los años setenta se produce en las 
áreas metropolitanas una cierta “transición a los servicios” de su estructura económica, 
si bien cada área vivirá esta transición con un carácter propio. 
A pesar del crecimiento del sector terciario durante los años setenta, éste presenta en 
1980 en el conjunto del sistema urbano una estructura muy desequilibrada y débil 
debido al escaso peso de los servicios conexos a la producción. Aunque su importancia 




En palabras de NAVARRO YÁÑEZ, MATEOS MORA y RODRÍGUEZ GARCÍA,  
“al igual que en otros países europeos, las áreas metropolitanas en España se 
conforman en dos momentos que dan lugar a dos morfologías socio-espaciales. Por 
un lado, el resultado del proceso de industrialización y éxodo rural a mediados del 
siglo XX, que propician la aparición de núcleos urbanos de marcado carácter 
industrial. Por otro lado, desde la década de los noventa la aparición del urbanismo 
de baja densidad, la suburbanización
527
 propiamente dicha, en el que aparecen zonas 
residenciales de baja densidad, tanto en los municipios ya integrados en las áreas 
metropolitanas, como entre pequeños municipios que, conservando rasgos de la 
tradicional comunidad rural (tamaño, densidad, etc…), se integran en el mercado de 
trabajo que constituyen las áreas metropolitanas.”528 
                                                  
526 En este sentido, LÓPEZ GROH, F., Áreas Metropolitanas en la crisis. Municipios, Obras Públicas y 
Urbanismo (MOPU) Instituto del Territorio y Urbanismo, Centro de Publicaciones, Madrid, 1987, pp. 35-
57. 
527 J. SUSINO ARBUCIAS y R. DUQUE CALVACHE, (“Veinte años de suburbanización en España 
(1981-2001). El perfil de sus protagonistas.” Documents d’Anàlisi Geográfica, vol. 59/2, 2013, p. 267) 
definen “Suburbanización” como aquel fenómeno con el que se conoce comúnmente al efecto del 
desplazamiento de la población desde las cabeceras metropolitanas hacia los municipios del entorno 
inmediato. 
528
 NAVARRO YÁÑEZ, C.J., MATEOS MORA, C. y RODRÍGUEZ GARCÍA, M.J., “Sistemas urbanos 
y participación política: el caso de las áreas metropolitanas en España”. En Ciudad y Territorio. Estudios 
Territoriales, Vol. XLIII. Cuarta época. Nº 168, Ministerio de Fomento, verano 2011, p. 327. 
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Los profesores SUSINO y DUQUE CALVACHE, por su parte, apuntan que “las dos 
últimas décadas del siglo XX fueron un período clave para el afianzamiento del 
fenómeno metropolitano en las ciudades españolas.” Por un lado, se produce la 
expansión espacial de las áreas más antiguas y consolidadas y por otro, su progresiva 
extensión a otras ciudades, con lo cual se conforman nuevas áreas metropolitanas.
529
 
2. PRIMEROS  PASOS EN ELRECONOCIMIENTO LEGAL DEL HECHO 
METROPOLITANO EN ESPAÑA 
En general, la Doctrina coincide en señalar que en nuestro país el surgimiento de las 




Confirman lo anterior las palabras de BARRERO RODRÍGUEZ cuando sostiene 
que, 
“el crecimiento de las ciudades no es, ciertamente, un hecho de nuestros días. Es 
el producto de la revolución industrial y, como tal, tiene un origen y desarrollo 
similar al de ésta. Un acta de nacimiento que por lo que hace a nuestro país, puede 
fijarse en los prolegómenos del siglo pasado. Las Áreas metropolitanas en cuanto que 
solución del ordenamiento a los problemas generados por el crecimiento urbano 
constituyen, sin embargo, un hecho más tardío. El tiempo en el que el crecimiento 
desborda los límites de los Municipios situados en el cinturón de las grandes 
ciudades será el momento del nacimiento y desarrollo del hecho metropolitano.”531 
Por su parte, PERDIGÓ i SOLÁ señala que, 
“Durante el último tercio del siglo XIX, el remedio administrativo a la expansión 
urbanística y demográfica de las grandes aglomeraciones urbanas no fue otro que la 
pura y simple anexión de los municipios limítrofes de Madrid, Barcelona y Bilbao. 
En Barcelona, esta expansión se limitó a recuperar, parcialmente, el que había sido el 
ámbito territorial histórico sobre el que, hasta 1714, el Consell de Cent ejerció su 
                                                  
529 SUSINO ARBUCIAS, J. y DUQUE CALVACHE, R., “Veinte años de suburbanización…” op. cit., p. 
267. 
530 Y ello porque, como según J. M. RODRÍGUEZ ÁLVAREZ, (“Estructura institucional y organización 
territorial local en España…” op. cit., p. 77),  
“la relevancia de algunos problemas ineludibles que afectaban a las grandes ciudades españolas determinó 
la promulgación de una serie de disposiciones que atendían las exigencias de determinados servicios para 
solucionar las necesidades existentes. Así, por ejemplo, en materia de aguas a mediados del siglo XIX se 
había creado el Canal de Isabel  II.”  
Asimismo, el autor señala que (p. 78),  
“a finales del siglo XIX, en 1897, Barcelona había experimentado también una extraordinaria expansión 
territorial y demográfica con la anexión de otros seis municipios, anexionándose el de Sarria en 1921.” 
531 BARRERO RODRÍGUEZ, M. C., Las Áreas metropolitanas…, op. cit., p. 36. 
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jurisdicción, reincorporando algunos de los municipios que se habían separado de 
Barcelona durante el siglo XIX”.532 
A continuación, el autor cita las palabras de DE CASTRO, para la cual “las reformas 
del régimen local y de la planta municipal, desde las de 1812 y 1833, no promovieron 
precisamente las grandes ciudades, cosa que Barcelona experimentó con la progresiva 
separación de nuevos municipios”.533 
CADAVAL SAMPEDRO nos recuerda que “la creación de áreas metropolitanas es 
posible en España desde el año 1870”534. En palabras de la autora,  
“La Constitución de 1 de junio de 1868 instaura una serie de principios usados 
como telón de fondo en la Ley Municipal de 20 de agosto de 1870, en la que se 
contempla, por primera vez, la posibilidad de que se produzcan asociaciones de 
municipios para la resolución de problemas comunes a través de las 
mancomunidades intermunicipales”.535 
También en la Ley Orgánica Municipal sancionada por el Rey Alfonso XII el 2 de 
octubre de 1877 (que vino a refundir la Ley de 20 de agosto de 1970 y la Ley de 16 de 
diciembre de 1976, - que la reformaba en puntos muy esenciales -) se hace mención a 
las asociaciones de municipios disponiendo en su artículo 74 que: “Para el 
cumplimiento de las obligaciones de los Ayuntamientos corresponden a éstos muy 
especialmente las atribuciones siguientes: … 4.ª Asociación con otros 
Ayuntamientos”. Y es que ya el artículo 73 había establecido lo siguiente: “Es 
obligación de los Ayuntamientos procurar por si o con los asociados, … el exacto 
cumplimiento, con arreglo a los recursos y necesidades del pueblo, de los fines y 
servicios que, según la presente ley, están cometidos a tu acción y vigilancia, y en 
particular los siguientes: 1.º Conservación y arreglo de la vía pública; 2.º Policía urbana 
                                                  
532 PERDIGÓ I SOLÁ, J., “La institucionalización del Área Metropolitana de Barcelona: antecedentes y 
situación actual”. Fundación Gobierno y Democracia, Institut de Dret Públic, Anuario del Gobierno 
Local, 2009, pp. 109-112. 
533 DE CASTRO, C., La Revolución Liberal y los municipios españoles. Alianza Editorial, Madrid, 1979. 
Citada por PERDIGÓ I SOLÁ, J., “La institucionalización del Área Metropolitana de Barcelona...”, op. 
cit., p. 112. 
534 CADAVAL SAMPEDRO, M. y CARAMÉS VIÉITEZ, L., Os municipios Galegos: entre o 
minifundismo e a ineficiencia. Especial consideración das aglomeracións urbanas. Universidade de 
Santiago de Compostela, Xunta de Galicia, 2007, p. 63. 
535 “… se permite la autorización para que los ayuntamientos puedan formar entre sí y con las 
inmediatas asociaciones y comunidades para construcción y conservación de caminos, guardería rural, 
aprovechamientos vecinales y otro objeto de su exclusivo interés; las comunidades habrían de regirse por 
una Junta, compuesta por un delegado de cada Ayuntamiento y presidida por un vocal elegido por la 
Junta …” En CADAVAL SAMPEDRO, M. D., “Los gobiernos locales en España: Realidad y 
propuesta”. eGesta – Revista Electrônica de Gestão de Negócios, V. 5, N.º 2, abril-junio 2009, p. 130-
131.  
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y rural; 3.º Policía de seguridad; 4.º Instrucción primaria; 5.º Administración, custodia y 
conservación de todas las fincas, bienes y derechos del pueblo; y 6.º Instituciones de 
Beneficencia …”536. Esta legislación estuvo vigente durante cuarenta y siete años, con 
varias modificaciones introducidas en cuanto a la reelección de Concejales, al derecho 
electoral y procedimiento para las elecciones, y sobre las fechas en que debían 
practicarse los servicios económicos municipales.
537
 
La Ley especial de 26 de julio de 1892, de Ensanche de Madrid y Barcelona, y la Ley 
de 18 de marzo de 1895 sobre reforma interior y saneamiento de grandes poblaciones, 
son una muestra de este desarrollo legislativo que tiene lugar a continuación de la 
promulgación de la Ley Municipal. 
Durante los años siguientes y hasta 1900 hubo varios intentos de reforma local. Entre 
ellos, el Proyecto elaborado en 1891 por el subsecretario del Ministerio de la 
Gobernación, SÁNCHEZ DE TOCA, titulado “Bases para la reforma de la Ley 
municipal” que se reducía a una reforma limitada del régimen municipal inspirada, entre 
otros, en el principio de que “la organización de las grandes ciudades no puede ser la 




El 22 de octubre de 1902, el Ministro de la Gobernación, Segismundo Moret, 
presentó al Senado un Proyecto de Ley de Bases sobre reforma de la Ley Municipal, en 
cuya Base especial establecía que: el Ayuntamiento de Madrid se regirá y gobernará por 
una ley especial. … Todas las poblaciones mayores de 100.000 almas que quieran ser 
gobernadas por esa ley especial, podrán solicitarlo del Gobierno ….”539 
El Ministro de Gobernación, nombrado en diciembre de 1902, Antonio Maura, 
presentó el día 26 de mayo de 1903 ante el Senado el que llamó “Proyecto de Ley y 
                                                  
536
SÁNCHEZ GARCÍA, A., Las nuevas Leyes. Tratado Segundo, Ley Municipal, Lérida, 1877, p. 19. 
537 ABELLA Y FUERTES, J., Estatuto Municipal de 8 de marzo de 1924 y sus Reglamentos. El 
Consultor de los Ayuntamientos y de los Juzgados  Municipales, Tercera Edición, Madrid, 1927, pp. 13-
16. 
538 COSCULLUELA MONTANER, L. y ORDUÑA REBOLLO, E., Legislación sobre Administración 
Local 1900-1975. Tomo I, Instituto de Estudios de Administración Local, Madrid, 1981, Nota Preliminar, 
pp. XXIII – XXV. 
539 COSCULLUELA MONTANER, L. y ORDUÑA REBOLLO, E., Legislación sobre Administración 
Local 1900-1975… op. cit., Tomo I, NOTA PRELIMINAR, pp. XXX-XXXI. 
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Bases para la reforma de la Administración Local”. Proyecto que va a constituir la base 
del Proyecto de Ley de Administración Local de 1907. 
El “Proyecto de Ley de Bases para la reforma de la Ley Municipal”, presentado al 
Congreso el 3 de febrero de 1906, si bien poco original ya que reproduce bastantes 
extremos del Proyecto de 1902, no obstante hay que destacar que en él se acentúa la 
especialidad en el régimen municipal de las grandes poblaciones, exceptuando de las 
reglas generales a Madrid y Barcelona.
540
 
Como recuerda ABELLA Y FUERTES,  
“el artículo 90 del “Proyecto de Ley sobre Régimen de la Administración Local” 
de 31 de mayo de 1907 permitía a los Ayuntamientos de más de 300.000 habitantes 
proponer al Gobierno variantes en las condiciones orgánicas de su constitución 
respectiva, según aquel proyecto de ley, e indicar las especiales disposiciones que 
considerasen más adecuadas a las circunstancias de cada localidad para su régimen, 
administración y gobierno, correspondiendo al Consejo de Ministros aceptar o 
desestimar la propuesta, y debiendo dar cuenta a las Cortes del Real decreto de 
aceptación de ella, si ésta entrañaba modificación de la ley general.”541 
El 15 de noviembre de 1909, el por entonces Ministro de la Gobernación, 
Segismundo Moret, muy crítico con el papel desempeñado hasta la fecha por la 
institución provincial, formuló un “Real Decreto sobre descentralización administrativa 
y restablecimiento de la Ley Municipal”, cuyo propósito era “el desenvolvimiento del 
cuerpo de doctrina de la Ley de 1877, … libre de la asfixia que le produce la presión 
del Poder central …”542. 
El mismo autor nos remite a la Base 8ª del “Proyecto de Ley de Bases sobre 
Régimen Local”, presentado al Congreso por el Ministro de la Gobernación, Antonio 
                                                  
540 Base Especial: “Los Ayuntamientos de Madrid y Barcelona se regirán y gobernarán por una ley 
especial. … Todas las poblaciones mayores de 100.000 almas que quieran ser gobernadas por esa ley 
especial, podrán solicitarlo del Gobierno ….” 
541 Artículo 90: “Los Ayuntamientos de más de 300.000 habitantes, una vez establecidos con arreglo a la 
presente ley, podrán proponer al Gobierno variantes en las condiciones orgánicas que consideren más 
adecuadas a las circunstancias de cada localidad para su régimen de administración y gobierno. 
El Consejo de Ministros aceptará o desestimará la propuesta, oyendo al Consejo de Estado en pleno. 
Del Real decreto, si entraña modificación de esta ley, habrá de darse cuenta a las Cortes desde luego o tan 
pronto como sean reunidas”. 
542 Exposición de Motivos: “La evidente necesidad de fortificar la vida local y de buscar en las entrañas 
mismas de la sociedad gérmenes de fuerza y de poder, que levantando el nivel general del país den nueva 
savia a la nación y al Estado, viene desde hace tiempo sugiriendo a cuantos hombres han ocupado el 
Poder público la conveniencia de descentralizar los organismos locales, a fin de que la iniciativa 
individual, acomodándose a las condiciones especiales de las diferentes regiones del territorio, produzca 
aquellos vivificadores efectos, sin los cuales la vida pública languidece y la acción directiva del Estado se 
amengua y esteriliza, falta de contenido.” 
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Barroso y Castillo, el 15 de octubre de 1912
543
, que reconocía a los Municipios la 
facultad de proponer al Gobierno variantes en la constitución y régimen acomodados a 
las circunstancias de la localidad para su gobierno y administración.
544
 
El 14 de noviembre de 1919, el Ministro de la Gobernación, Manuel de Burgos y 
Mazo, presentó ante el Senado un “Proyecto de Ley sobre Bases para regular la vida 
municipal en las grandes ciudades” que contemplaba la asociación de los municipios de 
más de 100.000 habitantes. En su texto latía un deseo de resolver el problema de la 
Administración local, no solo en lo que se refería a las ciudades mayores de 100.000 
habitantes, sino en su totalidad. 
En la Exposición de Motivos se explica a las Cortes el proceso de cómo se gestó el 
texto del Proyecto y sus motivaciones. Con el fin de acertar en la regulación, los 
redactores del Proyecto sometieron un cuestionario al informe de los Municipios que 
habían de ser objeto de la reforma. Las representaciones de los Ayuntamientos de 
Madrid, Barcelona, Bilbao, Málaga, Murcia, Sevilla, Valencia y Zaragoza, y los 
representantes de las Cámaras de la Propiedad Urbana de Madrid, Barcelona, Bilbao, 
Málaga y Zaragoza, oídos también a su instancia, acordaron por unanimidad la absoluta 
necesidad de llegar cuanto antes a la modificación del régimen local de las grandes 
poblaciones, como aspiración común de todos los partidos, y expresaron su deseo 
unánime de que la reforma se extendiera también, en la forma conveniente, a todos los 
demás Municipios españoles.  
Se requiere pues una organización nueva que permita a las grandes poblaciones el 
disfrute de mejoras, para las que tienen medios propios, y que exige e impone la vida 
moderna, en obras de carácter propiamente municipal, a base de hacienda local propia y 
con autorización expresa para la municipalización de servicios que responden a ideas de 
                                                  
543 El Proyecto, según figura en su Exposición de Motivos, considera que su orientación general “no 
puede ser otra que la del ya citado proyecto de 1907, … que ya podría estar rigiendo como ley si aquel 
proyecto no hubiera comprendido también la reforma provincial, según se estimaba en una disposición 
ministerial tan importante como el Real decreto de 15 de noviembre de 1909.”. Vid. COSCULLUELA 
MONTANER, L. y ORDUÑA REBOLLO, E., Legislación sobre Administración Local 1900-1975… op. 
cit., Tomo I, NOTA PRELIMINAR, p. L. 
544 ABELLA Y FUERTES, J., Estatuto Municipal de 8 de marzo de 1924 y sus Reglamentos… op. cit., 
pp. 81-82. 
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moralidad y justicia, a fin de que repercuta en beneficio de los Ayuntamientos aquello 
que es de su exclusiva competencia.
545
 
Como último Proyecto de Ley Municipal antes de llegar al Estatuto de Calvo Sotelo,  
recuerda el profesor PERDIGÓ que en el año 1923 encontramos el “Proyecto de Ley 
sobre fomento de la Edificación” de Joaquín Chapaprieta, que pretendía regular el 
planeamiento urbanístico municipal y supramunicipal, y en cuyo texto será donde por 
primera vez aparezca la expresión “área metropolitana”.546 
La precitada Ley Orgánica Municipal de 2 de octubre de 1877 fue derogada y 
sustituida por el Estatuto Municipal, redactado por el entonces Director General de 
Administración, José Calvo Sotelo y sancionado por Real decreto de Alfonso XIII el 8 
de marzo de 1924. El Estatuto tenía influencias de otros proyectos de reforma local 
anteriores, destacando el Proyecto de Maura de 1907, que es considerado la base sobre 
la que el precitado Estatuto se alzó.
547
 A pesar de la gran extensión del Estatuto 
municipal (es un verdadero Código; consta de 585 artículos, más una disposición 
adicional y 28 transitorias), fue preciso el desarrollo del mismo mediante Reglamentos, 
que elevarían a 1312 artículos el Código municipal. 
A pesar de la gran perfección técnica del texto del Estatuto y de que facilitaba altas 
cotas de autonomía a los municipios, fue un instrumento inutilizado por los encargados 
de su aplicación, que no sólo no creían en él, sino que temían la autonomía municipal 
que se desprendía de su texto
548




                                                  
545 COSCULLUELA MONTANER, L. y ORDUÑA REBOLLO, E., Legislación sobre Administración 
Local 1900-1975… op. cit., Tomo I, pp. 962-964. 
546 PERDIGÓ I SOLÁ, J., “La institucionalización del Área Metropolitana de Barcelona”... op. cit. p. 110. 
547 “Aunque Maura había concebido sus proyectos de reforma local para ser aplicados siempre en un 
régimen de libertades y en un entorno democrático. ¡Aquí encontraremos el fallo principal del Estatuto 
(redactado durante el Directorio de Miguel Primo de Rivera, por lo tanto, en un entorno político 
autoritario)!, que, en definitiva, le llevaría a su inoperancia parcial. Vid. COSCULLUELA MONTANER, 
L. y ORDUÑA REBOLLO, E., Legislación sobre Administración Local 1900-1975… op. cit., NOTA 
PRELIMINAR, Tomo II, pp. XIII-XIV. 
548 A efectos de garantizar la integridad del régimen de autonomía municipal, el artículo 290 del Estatuto 
establecía que: “Las Corporaciones municipales que estimen atentatoria al régimen de autonomía 
municipal alguna disposición del Gobierno o de autoridades subordinadas o delegadas, aunque se hayan 
dictado en el ejercicio de facultades discrecionales y no lesionen derechos concretos de la que reclame, 
podrán interponer recurso de abuso de poder por los trámites del Contencioso-administrativo, en única 
instancia, ante la Sala correspondiente del Tribunal Supremo, pidiendo su nulidad.” 
549 Así transcurriría toda la etapa dictatorial y cuando se convocasen elecciones en la primavera de 1931, 
los hechos discurrirían por otros cauces, y la normativa del Estatuto a tal respecto no sería válida 
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En la Exposición de Motivos, que afirma la plena personalidad de las entidades 
municipales y, en consecuencia, reconoce su capacidad jurídica integral en todos los 
órdenes del derecho y de la vida, se reconoce también la variedad de tipos de 
convivencia comunal, distinguiendo entre el Municipio rural y el urbano. Pero debido a 
la enorme variedad de tipos que constituyen la vida municipal que se conocen en el país, 
se opta en el Estatuto por otorgar a cada Municipio el derecho a dictarse su propia 
norma de funcionamiento. Para ello, regula el régimen denominado de “Carta”. A su 
amparo, cada Ayuntamiento fijará su propia estructura, con respeto a la soberanía del 
Estado y a los derechos de los ciudadanos.
550
 
El prácticamente inestrenado Régimen especial de Carta, previsto en el Estatuto de 
Calvo Sotelo (artículos 142 al 149)
551
 para aquellos Municipios con características 
diferenciadas puede considerarse, aún de forma remota, el primer antecedente de 
formación de las Áreas metropolitanas en nuestro país.
552
  
Frente a lo señalado en las líneas precedente, opina PERDIGÓ que “el Estatuto 
Municipal de 1924 y la Ley Municipal de la República de 1935 no aportaron nada a la 
ya bastante grave problemática de las grandes aglomeraciones urbanas.”553 Con él 
coincide CADAVAL SAMPEDRO, al afirmar que la legislación posterior a la Ley 
Municipal de 1870 “tampoco hace demasiados esfuerzos para tratar de adaptar los 
límites institucionales a las realidades urbanas emergentes”.554 
En 1927, se formula por primera vez el concepto de “Gran Madrid” como síntesis de 
un debate en el cual la capital se valora desde el conjunto de núcleos urbanos 
                                                                                                                                                  
políticamente. Vid. COSCULLUELA MONTANER, L. y ORDUÑA REBOLLO, E., Legislación sobre 
Administración Local 1900-1975… op. cit., Tomo II, NOTA PRELIMINAR, pp. XX-XXI. 
550 COSCULLUELA MONTANER, L. y ORDUÑA REBOLLO, E., Legislación sobre Administración 
Local 1900-1975… op. cit., Tomo II, NOTA PRELIMINAR, p. 4. 
551 Artículo 142: “Los Ayuntamientos podrán adoptar una organización peculiar y acomodada a las 
necesidades y circunstancias especiales de su vecindario, …” Los artículos 142 al 149 son los que 
regulan el régimen de Carta municipal autorizando a todos los Ayuntamientos para modificar la 
organización que establece el Estatuto y determinar reglas distintas para su organización. 
Como contempla J. ABELLA Y FUERTES (Estatuto Municipal de 8 de marzo de 1924 y sus 
Reglamentos… op. cit., pp. 78-81.), “Entendieron los autores del Estatuto que esta reforma era necesaria, 
a fin de que cada Municipio pueda acomodar su organización a las peculiares condiciones suyas que, por 
la situación geográfica, la producción, las comunicaciones, el idioma, las costumbres, etc., hagan preciso 
o conveniente dar para su funcionamiento y desarrollo normas distintas de las generales contenidas en el 
Estatuto (respetando los puntos que la regla 1ª del artículo 142 declara inalterables y teniendo presentes 
también las salvedades de la regla 4ª del artículo 143)”. 
552 BARRERO RODRÍGUEZ, M. C., Las Áreas metropolitanas…, op. cit., p. 37. 
553 PERDIGÓ I SOLÁ, J., “La institucionalización del Área Metropolitana de Barcelona…” op. cit., p. 
110. 
554 CADAVAL SAMPEDRO, M. D., Los gobiernos locales en España… op. cit., p. 132. 
 314 
dependientes de un interés común. Entendiendo que la ciudad no solo es una red de vías 
públicas donde circular, sino un organismo vivo, lo que ahora surge es el deseo de 
resolver y discutir problemas (como la riqueza, el ocio o la enseñanza) comunes tanto a 
la metrópolis como a los núcleos satélites.
555
 
Proclamada la República, se llevó a cabo una revisión de la obra de la Dictadura. El 
“Decreto de 16 de junio de 1931, sobre la revisión y clasificación de las Disposiciones 
emanadas durante la Dictadura entre 1923 y 1931” declaraba subsistentes, por 
exigencias de realidad, diversas normas, entre las que se encontraban varias 
disposiciones del Real decreto de 8 de marzo de 1924, que aprobaba el Estatuto 
Municipal, y restablecía la vigencia de los títulos I, II, III y VI de la Ley Municipal de 2 
de octubre de 1877.
556
 
La Constitución Republicana de 1931 va a disponer una nueva organización 
territorial, estableciendo en el artículo 8 que “El Estado español, dentro de los límites 
irreductibles de su territorio actual, estará integrado por Municipios mancomunados en 
provincias y por las regiones que se constituyan en régimen de autonomía”. Sigue 
dominando la idea de primordialidad del Municipio como entidad natural, no haciendo 
ninguna referencia a otras entidades territoriales intermedias a fin de hacer más 
palpables su origen y base de la organización del Estado.” Y en el artículo 9  se 
establece, por primera vez en un texto constitucional, el reconocimiento de la autonomía 
plena de todos los Ayuntamientos en las materias de su competencia. 
Aunque finalmente las provincias sí se recogen en el artículo 10 de la Constitución, 
su existencia se puso en peligro pues hubo varios diputados que propusieron, mediante 
la conocida como “Enmienda Orozco”, que la organización del Estado estuviese 
compuesta únicamente por Municipios y regiones. Enmienda que finalmente fue 
rechazada por mayoría de votos. 
                                                  
555 SAMBRICIO RIVERA ECHEGARAY, C., Madrid, vivienda y urbanismo: 1900-1960. Editorial 
Akal, Madrid, 2004, pp. 176-177. 
556 COSCULLUELA MONTANER, L. y ORDUÑA REBOLLO, E., Legislación sobre Administración 
Local 1900-1975…, op. cit., Tomo III, NOTA PRELIMINAR, pp. XXXIV-XXXV. 
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Quedó definitivamente consagrada esta entidad al disponer el artículo 11 que se 
formaría una región por “una o varias provincias limítrofes con características 
históricas, culturales y económicas comunes.”557 
En 1932 se aprobó el Estatuto de autonomía de Cataluña, precisando en su artículo 
10 que correspondía a la Generalidad la legislación sobre régimen local, 
 “que reconocerá a los Ayuntamientos y demás corporaciones que cree plena 
administración en el gobierno y dirección de los intereses peculiares y les concederá 
recursos propios para atender los servicios de su competencia”. En función de ello, 
por Decreto de la Presidencia del Consejo de Ministros de 14 de enero de 1933, se 
traspasaron a la Generalidad de Cataluña los servicios de régimen local.
558
 
Como nos recuerda ORDUÑA REBOLLO, 
“el 26 de mayo de 1933 fue presentado al Parlamento de Cataluña el proyecto de 
Ley municipal, redactado por las Consejerías de Justicia y Gobernación 
conjuntamente. Esta Ley presentó la particularidad de que fue discutido su texto por 
etapas, publicándose de igual forma en el período comprendido entre el 14 de agosto 
de 1933 y el 16 de julio de 1934”.559 
Tras un análisis de esta Ley Municipal, PERDIGÓ I SOLÁ llega a la conclusión de 
que, 
“a pesar de que el Congreso Municipalista de 1933 propugnó una organización 
especial para Barcelona y su comarca, la Ley Municipal de Cataluña de 1933-1934 
tampoco hizo ninguna aportación a la cuestión metropolitana. Esta Ley se limitó a 
prever, con carácter general, la posibilidad de que los ayuntamientos se dotaran de 
una carta municipal propia
560
, en el marco de las previsiones de la misma Ley 
Municipal, en la línea ya marcada por el Estatuto interior de 1933. De forma dispersa 
y sin llegar a constituir un régimen especial, la Ley Municipal contemplaba 
excepciones del régimen general referidas al Ayuntamiento de Barcelona, siendo una 
de las más singulares la facultad de dotarse de un Presidente de la Asamblea o Pleno 
del Ayuntamiento, diferente del Alcalde.”561 
En lo relativo a Madrid, AZURMENDI PÉREZ señala que, ante la clara necesidad 
de una intervención general en la ciudad, es aprobado en 1933 el “Plan General de 
                                                  
557 COSCULLUELA MONTANER, L. y ORDUÑA REBOLLO, E., Legislación sobre Administración 
Local 1900-1975… op. cit., Tomo III, NOTA PRELIMINAR, pp. XXXVII-XLII. 
558 COSCULLUELA MONTANER, L. y ORDUÑA REBOLLO, E., Legislación sobre Administración 
Local 1900-1975… op. cit., Tomo III, NOTA PRELIMINAR, p. XLII. 
559 COSCULLUELA MONTANER, L. y ORDUÑA REBOLLO, E., Legislación sobre Administración 
Local 1900-1975… op. cit., Tomo III, NOTA PRELIMINAR, p. XLII. 
560 Artículo 159: “Los Ayuntamientos podrán adoptar una organización que se acomode a las 
características de cada Municipio …”. 
561 Artículo 17: “El Ayuntamiento de Barcelona podrá elegir Presidente de la Asamblea el Ayuntamiento 
en pleno; este cargo será sin retribución y elegido en la misma forma que el Alcalde”. En PERDIGÓ I 
SOLÁ, J., La institucionalización del Área Metropolitana de Barcelona… op. cit., p. 110. 
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extensión de Madrid”, elaborado por la Oficina Técnica Municipal, y que manteniendo 
el criterio general del modelo radioconcéntrico, acentúa la importancia de un primer 
anillo de circunvalación a la ciudad por las depresiones del Manzanares y el Abroñigal. 
Idea ésta que posteriormente será recogida en la postguerra para constituir una de las 




Por lo que respecta a la regulación de la vida municipal durante la etapa republicana, 
inspirándose en la autonomía de los Ayuntamientos y en su espíritu democrático, el 1 de 
octubre de 1934 se presentó ante las Cortes un proyecto de 39 Bases para la Ley 
Municipal que seguía en muchos puntos al Estatuto municipal de 1924. El proyecto 
pasó a la Comisión de Gobernación para la elaboración del correspondiente dictamen 
que se haría público, para su discusión en las Cortes, el 1 de febrero de 1935. 
Finalmente, el 10 de julio de 1935 se publicaría la Ley de Bases.  
En la primera de dichas Bases, dedicada a la clasificación de las Entidades 
Municipales, se establece lo siguiente, 
“Los Municipios se clasificarán en categorías diferentes, con arreglo a su 
población, a sus recursos, a las especiales modalidades de los servicios 
indispensables y a sus condiciones de vida.  
La capital de la República será considerada como Municipio de categoría propia, 
y su régimen y gobierno podrán ser objeto de ley especial”. 
Como complemento a lo dispuesto en la Base I, en la Base XI se regula el Régimen 
de carta, y dice así, 
“Los Municipios tienen facultad para adoptar una organización peculiar y un 
sistema económico acomodado a sus necesidades, en virtud de la Carta especial…”. 
El 1 de noviembre de 1935, por Decreto de 31 de octubre, se publicaba en la Gaceta 
de Madrid (N.º 305) el Texto Articulado de la Ley Municipal, con estricta sujección a 
las 28 Bases establecidas en la precitada Ley de 10 de julio. 
Dicho texto artículado disponía en su artículo 4º lo siguiente: 
                                                  
562 AZURMENDI PÉREZ, L. “Orden y desorden en el plan de Madrid del 41”, artículo publicado dentro 
del N.º 121, Arquitectura para después de una guerra 1939-1949, Cuadernos de Arquitectura y 
Urbanismo, 1977, p. 15. 
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“Los Municipios se consideran clasificados para cada caso en categorías 
diferentes, con arreglo a su población, sus recursos, las especiales modalidades de los 
servicios indispensables y sus condiciones de vida. 
El de la capital de la República tiene categoría propia, y su régimen y gobierno 
pueden ser objeto de ley especial.”563 
En opinión de ORDUÑA REBOLLO, 
“La realidad es que el texto republicano, al margen de su inoperancia en el 
tiempo, no aportó nada nuevo al factor autonomía municipal respecto a los textos 
anteriores, el Estatuto municipal, y sobre todo al proyecto de Maura de 1907. 
Además, las estructuras sociales habían evolucionado, la población comenzaba a 
establecerse en las grandes ciudades, etc. …”564 
En palabras de MORELL OCAÑA, 
“La legislación que se inicia con el Estatuto municipal de Calvo Sotelo de 1924 
responde a una nueva concepción urbanística que, con motivo de haber hecho crisis 
el planteamiento puramente aditivo del régimen del ensanche, se basa en un 
planteamiento orgánico. Estamos ahora ante un conjunto de previsiones en las que lo 
esencial es tomar como punto de partida una visión de conjunto de las necesidades de 
una ciudad y su contorno.”565 
Afirma BARRERO RODRÍGUEZ que, 
“Serán una serie de disposiciones promulgadas para las ciudades de Madrid, 
Bilbao y Valencia, allá por la década de los cuarenta las que pueden considerarse el 
germen del Derecho español sobre la materia”566.  
Hemos visto que en estos primeros años que transcurren tras la Guerra Civil, será a 
través de normas urbanísticas como se enfrente el crecimiento metropolitano. Una 
buena idea de ello la extraemos de las palabras de NADAL PIQUÉ, 
“El 22 de julio de 1949 se crea la Jefatura Nacional de Urbanismo, desde la que 
Pedro Bidagor Lasarte pensaba desarrollar una Ley General de Urbanismo que 
entraría en contradicción con la Ley de Bases de Régimen Local de 1945, pues ésta 
configuraba toda actividad urbanística como municipal. Con ella quedará planteado 
                                                  
563 Años después, la Exposición de Motivos del Decreto 1166/1960, de 15 de junio, por el que se 
establece un régimen especial para el Municipio de Barcelona, reconocería que sería este Decreto de 31 
de julio de 1935, el único texto legal que aludiría, hasta ese momento, a la posibilidad de dotar de una ley 
especial a la capital del país: 
 “Sólo la Ley Municipal, de treinta y uno de octubre de mil novecientos treinta y cinco, aludió, en 
el último párrafo de su artículo cuatro, a la posibilidad de aplicar aquella fórmula para la capital de la 
nación, propósito que la ineficacia característica de la época en que se promulgó dejó inoperante.” 
564 COSCULLUELA MONTANER, L. y ORDUÑA REBOLLO, E., Legislación sobre Administración 
Local 1900-1975… op. cit., Tomo III, NOTA PRELIMINAR, p. XLVI. 
565 MORELL OCAÑA, L., “El régimen urbanístico de las grandes ciudades y su zona de influencia.” 
Revista de Administración Pública, N.º 79, enero/abril 1976, p. 93. 
566 BARRERO RODRÍGUEZ, M. C., Las Áreas metropolitanas…, op. cit., p. 37. 
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uno de los problemas que va a caracterizar la gestión urbanística del franquismo: la 
escisión institucional entre los órganos centrales del urbanismo y las corporaciones 
municipales. 
El inicio de la época desarrollista rompe definitivamente las esperanzas puestas en 
el Plan Nacional de Urbanismo e igual suerte corren los Planes Provinciales de 
Urbanismo. El modelo de desarrollo impuesto a partir de 1959 centró la población y 
la industria en unos determinados núcleos ya fuertemente urbanizados, lo que dio 
lugar a la configuración de una serie bien definida de áreas metropolitanas. Así, y 
como reconocimiento de esto, apareció en 1964 el Plan General de Ordenación 
Urbana del Área Metropolitana de Madrid y en 1968 se hizo lo mismo con el Plan 
Director del Área Metropolitana de Barcelona.  
La creación institucional para Madrid de COPLACO
567
, órgano del Estado 
central, y de la EMMB
568
 para Barcelona en 1974 suponen la necesidad de una 
acción urbanística supramunicipal, pero no presuponen una autonomización de la 
gestión urbanística frente a la tutela y la fiscalización estatal.  
Se habían creado nuevas entidades territoriales supramunicipales, pero en ningún 
caso se rompía el esquema provincial.”569 
 
3. ESTUDIO DE LAS ETAPAS EN LA EVOLUCIÓN DEL CUERPO NORMATIVO 
METROPOLITANO HASTA 1978 
La regulación del fenómeno metropolitano y de las “grandes ciudades” empieza a 
adquirir presencia en el panorama legislativo español de una forma tenue pero ya 
constante a partir del periodo de posguerra. Es por ello que la doctrina ha optado por 
clasificar este proceso en cuatro etapas. Con el propósito de realizar una presentación 
clara y estructurada, en este trabajo optamos también por seguir dicha clasificación.  




“… los nuevos textos legales que, transcurrida la guerra civil, van a surgir del 
Nuevo Régimen tratarán de ser una puesta al día de los Estatutos de Calvo Sotelo; 
pero la realidad es que, ni aun en el plano puramente teórico, ninguno alcanzará las 
cotas de autonomía de aquéllos, pese a que, como es sabido, los mismos no llegaron 
nunca a adquirir su plena efectividad
571
. Tampoco se puede ignorar que los diversos 
                                                  
567 Comisión de Planeamiento y Coordinación del Área Metropolitana de Madrid. 
568 Entidad Municipal Metropolitana de Barcelona. 
569 NADAL PIQUÉ, F., “Poder municipal y espacio urbano en la configuración territorial del Estado 
liberal español (1812-1975)”. Revista Geo-Crítica. Cuadernos Críticos de Geografía Humana (Horacio 
Capel, ed.), N.º 37, Barcelona, enero 1982, p. 33. 
570 COSCULLUELA MONTANER, L. y ORDUÑA REBOLLO, E., Legislación sobre Administración 
Local 1900-1975… op. cit., Tomo III, NOTA PRELIMINAR, p. VIII. 
571 Se refiere también el autor al Proyecto de Ley de Administración Local de 1907, siendo Antonio 
Maura Presidente del Gobierno, que es el proyecto, de todos los presentados hasta 1935, que aporta un 
mayor grado de protección a la autonomía municipal. En COSCULLUELA MONTANER, L. y 
ORDUÑA REBOLLO, E., Legislación sobre Administración Local 1900-1975… op. cit., Tomo III, 
NOTA PRELIMINAR, p. VIII. 
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Reglamentos emanados de los Estatutos Municipal y Provincial estuvieron en vigor 
hasta pasado el año 1950.” 
Unos meses antes de terminar la Guerra Civil, por medio de una Orden del 
Ministerio del Interior de 4 de noviembre de 1938 se creó una Comisión para el estudio 
de una Ley de Administración Local, a la que se le encargaba la redacción de un 
Proyecto de Código de Gobierno y Administración Local en la que se comprendiesen el 
régimen municipal y el provincial y las funciones delegadas del Gobierno en las 
circunscripciones. Finalmente la Comisión en solo dos sesiones redactó varios 
anteproyectos que, en palabras de JORDANA DE POZAS, “abordaban la reforma con 
mucha mayor amplitud de la que después ha prevalecido.”572 
3.1. Primera etapa normativa. De la posguerra a la publicación de la Ley del Suelo 
de 12 de mayo de 1956 
MARTÍN MATEO, en su obra titulada Problemática Metropolitana
573
, en relación a 
la búsqueda de soluciones al hecho metropolitano, señala que, 
 “Los precedentes son típicamente anexionistas como era típico en los primeros 
momentos de la aparición de la ciudad industrial  …. Sin embargo, la técnica 
anexionista (como alternativa al crecimiento urbano) se va a mantener después, en 
otras condiciones, con la legislación de la postguerra, cuyas piezas fundamentales 
son la Ley de 25 de noviembre de 1944, de Bases para la Ordenación Urbana de 
Madrid y sus alrededores, , articulada por Decreto de 1 de marzo de 1946, y cuyo 
Reglamento para el desarrollo orgánico de la Ley es de 17 de octubre de 1947, por la 
que surge el “Gran Madrid”; la Ley de 17 de julio de 1945, sobre Bases para la 
Ordenación urbanística y comarcal de Bilbao y su zona de influencia, desarrollada 
por Decreto de 1 de marzo de 1946, reglamentada el 23 de mayo de 1947, por la que 
se creó la Corporación Administrativa del “Gran Bilbao”; y la Ley de Bases de 18 de 
diciembre de 1946, desarrollada por el Decreto de 14 de octubre de 1949, por la que 
se crea la Corporación Administrativa del “Gran Valencia””574.  
                                                  
572 JORDANA DE POZAS, L., “Tendencias actuales del Régimen Local”, en Estudios de Administración 
Local y General. IEAL, Madrid, 1961, p. 564. Citado en COSCULLUELA MONTANER, L. y ORDUÑA 
REBOLLO, E., Legislación sobre Administración Local 1900-1975… op. cit., Tomo III, NOTA 
PRELIMINAR, p. IX. 
573 MARTÍN MATEO, R., Problemática metropolitana (Estudios y dictámenes)… op. cit., pp. 231-232. 
574 Todos estos organismos constituían corporaciones administrativas con personalidad jurídica propia. Se 
trata de normas con una preocupación eminentemente urbanística. Para atender la necesidad de formular 
un Plan de Urbanismo que abarque las nacientes metrópolis supramunicipales, que desbordan los límites 
municipales de la ciudad central, se crean órganos de tal ámbito, pero de naturaleza estatal, con 
representaciones minoritarias de los entes locales afectados, con funciones de gestión y coordinación de 
las competencias urbanísticas municipales y los intereses estatales. Es una legislación que favorece la 
anexión por las grandes ciudades centrales de los municipios limítrofes, normalmente pequeños 
municipios alcanzados por el crecimiento de aquélla. Es el caso especialmente de Madrid. Vid. 
RODRÍGUEZ ÁLVAREZ, J. M., Estructura institucional y organización territorial local en España… 
op. cit., p. 78. 
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Al respecto de la Ley de Ordenación Urbana de Madrid, señala CARRO 
FERNÁNDEZ-VALMAYOR que, 
 “la finalidad de la Ley de 25 de noviembre de 1944 … era, estrictamente, una 
finalidad urbanística, la de llevar a cabo el Plan General de Ordenación, para lo cual 
se creaban una serie de órganos con clara vinculación estatal (Comisión de 
Ordenación Urbana, estructurada por un Comisario General, dependiente de la 
Administración del Estado, asistido por una Comisión de Urbanismo, con amplia 
representación estatal). Al servicio de la finalidad urbanística se favorecía la 
aplicación decidida de la técnica de la anexión de municipios limítrofes. No existía, 
pues, una consideración global o conjunta del fenómeno metropolitano sino, 
simplemente, y con decisiva intervención estatal, la ordenación urbanística de la 
ciudad central, que iba extendiéndose merced al avance de los procesos de anexión. 
Lo mismo puede decirse de los casos de Bilbao y de Valencia.” 575 
Con relación a la Ley de Ordenación Urbana de Bilbao, subraya MORELL OCAÑA 
que el propósito de la creación de la Corporación administrativa “Gran Bilbao” es el de 
“configurar un área comarcal cuya unidad deriva de la influencia de la gran ciudad, 
cuyo desarrollo ha de hacerse con visión de conjunto, y para ello nada mejor que la 
elaboración de un Plan de ordenación urbanística comarcal, y la creación de la autoridad 
administrativa correspondiente.” 576 
Asimismo, MORELL OCAÑA, en lo relativo a la Ley de Bases de 18 de diciembre 
de 1946, observa que, 
 “El Plan de Valencia y su comarca abarca 30 municipios y se formula, como 
dispone el artículo primero, “para realizar la ordenación urbana de Valencia y su 
comarca”. Aquí el punto de partida también es urbanístico, aunque la cuestión más 
importante a organizar era la de encauzar y dar unidad al sistema de relaciones 
sociales establecido entre una pluralidad de núcleos de población próximos entre sí, 
resolviendo el problema de los servicios públicos comunes, algunos tan cruciales 
para el desenvolvimiento del área como los de transportes y comunicaciones. 
Debería también potenciarse debidamente cada uno de esos núcleos, para dar a cada 
uno de ellos una función predominante (industrial, residencial, de servicios, etc.) a 
asumir en el contexto general del área. En la Ley, finalmente, hay una breve mención 
al tema de los transportes colectivos y deja al margen los demás problemas 
inherentes a una previsión reflexiva sobre los servicios intermunicipales comunes. Si 
bien la descentralización urbanística es abordada con energía.” 577 
Finalmente, y a modo de recapitulación de los rasgos de estas Leyes, comenta el 
profesor MARTÍN MATEO que, 
                                                  
575 En CARRO FERNÁNDEZ-VALMAYOR, J. L., “Una reflexión general sobre las áreas 
metropolitanas”. REALA, N.º 302, septiembre-diciembre 2006, p. 12. 
576 MORELL OCAÑA, L., “El régimen urbanístico de las grandes ciudades y su zona de influencia…” 
op. cit., p. 99. 
577 En MORELL OCAÑA, L., “El régimen urbanístico de las grandes ciudades y su zona de influencia…” 
op. cit., pp. 100-102. 
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“tienen como característica general el crear un sistema de planificación más o 
menos uniforme, de vigencia general para toda una zona que incluía varios ámbitos 
municipales”, apertura que se compatibilizaba con el mantenimiento del 
anexionismo. Sigue diciendo el autor que “Junto a esto, la legislación de la época 
institucionaliza el predominio de la ciudad central, la creación de órganos estatales 
de vigilancia y la desmunicipalización en alguna medida del proceso, al radicar 
responsabilidades en órganos integrados fundamentalmente con funcionarios o con 
delegados periféricos de la Administración central.”578 
Así pues, a pesar de las reservas que manifiesta MARTÍN MATEO, y del contexto 
de un sistema político autoritario que le confiere un acusado nominalismo, observamos 
que será la perspectiva urbanística la que va a servir de soporte a los primeros intentos 
de reforma, abriendo una vía de ruptura del tradicional uniformismo municipal para 
ofrecer una respuesta al proceso urbanizador que se estaba produciendo en esos años 40, 
y que estaba formando fenómenos metropolitanos en algunas ciudades españolas.
579
 
- Ley de 25 de noviembre de 1944, de Bases para la Ordenación Urbana de Madrid y 
sus alrededores, articulada por Decreto de 1 de marzo de 1946. 
El nuevo Plan de Ordenación Urbana para Madrid
580
, aprobado por la Ley de 1944
581
 
se inspira en el realizado anteriormente por Zuazo Ugalde en los años 20 y afecta al 
                                                  
578 MARTÍN MATEO, R., Problemática metropolitana (Estudios y dictámenes)… op. cit., p. 232. 
579 RODRÍGUEZ ÁLVAREZ, J. M., Estructura institucional y organización territorial local en 
España… op. cit., p. 77. 
580 El por entonces Ministro de la Gobernación, Blas Pérez González, bajo cuyos auspicios se había 
puesto en marcha el Plan de Madrid, durante su discurso de presentación a las Cortes de la Ley de 
Ordenación Urbana de Madrid se había expresado de la forma siguiente: 
 “… Frente al hecho de la ciudad queremos maniobrar jurídicamente poniendo en regla lo 
existente, mejorando su estado y fisonomía y encauzando cuanto alcanza la previsión de lo justo …. 
Mientras la aglomeración – signo físico de la ciudad –tuvo desarrollo lento, metódico y orgánico, 
los problemas a resolver en la ciudad no constituyeron preocupación obsesionante. Pero llega el 
momento en que la aglomeración se vio impulsada por las grandes invenciones, que representaban 
adelantos, progresos, comodidad, y la lentitud se volvió prisa, el método quedó desbordado y la 
anarquía sustituyó la ordenanza. 
Es entonces cuando aparece el urbanismo como reacción contra el desorden, que trajo 
concretamente la revolución industrial del siglo XIX. España no ha estado ausente de la preocupación 
por el mejoramiento urbano. 
En Madrid el tiempo apremiaba. A la liberación de la capital de España hallábase ésta destruida en 
gran parte y la oportunidad para llevar a cabo correcciones indispensable y pensar en elevar su rango 
era manifiesto; a tales fines se creó la Junta de Reconstrucción de Madrid en el año 1937. El plan 
redactado quedó concluido en diciembre de 1941. 
El Plan General de Ordenación Urbana que por esta Ley se aprueba, es producto de una 
elaboración lenta y meditada, en la que han intervenido representaciones de cuantos órganos están 
implicados en la tarea, plan dotado de gran flexibilidad. 
Con los dos instrumentos que el Gobierno tiene, Ley y Plan, si se impone a la obra máxima 
autoridad y diligencia, si no falla la asistencia oficial y se sabe cortar la lucha de intereses que 
necesariamente ha de desatarse, con rapidez y justicia, Madrid será lo que nuestro Caudillo quiere, la 
gran capital de la España mejor, por la que todos trabajamos.” 
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término municipal de Madrid y a 28 municipios más, muchos de los cuales, a partir de 
esta Ley, se anexionan al de Madrid.
 582
 
El Plan se centra en el crecimiento de la población, la función de capitalidad, el 
desarrollo de actividades culturales y económicas, la organización de los nuevos 
accesos, el planeamiento de los poblados satélites y la delimitación de las zonas verdes.  
Aborda los grandes problemas que afectaban a la ciudad, estructurados en doce 
apartados, desde el valor simbólico de la capitalidad para el nuevo régimen, a las 
comunicaciones, intervenciones en el casco y ensanche, crecimientos, industria o la 
absorción de los municipios limítrofes, que se convertirían en poblados satélites, 
propiciando el crecimiento celular.
583
 
Recuerda MORELL OCAÑA que es en el “Plan de Ordenación Urbana de Madrid y 
sus alrededores"
584
, - elaborado por la Junta de Reconstrucción de Madrid en 1941 - , 
donde por primera vez se abordaba la expansión de una gran ciudad sobre su comarca 
circundante, ya que el Plan se extendía sobre 29 términos municipales
585
. En el espíritu 
                                                                                                                                                  
En ZUAZO UGALDE, S. y SAMBRICIO RIVERA ECHEGARAY, C., Madrid y sus anhelos 
urbanísticos: memorias inéditas de Secundino Zuazo. 1919-1940. Editorial Nerea, San Sebastián, 2003, p. 
3. 
581 BOE N.º 331, de 26 de noviembre de 1944. 
582 El Comisario General para la Ordenación Urbana de Madrid, durante la presentación de la Ley de 1 de 
marzo de 1946, por la que se regula la Ordenación Urbana de Madrid y sus alrededores, manifestaba: 
 “El planeamiento Urbanístico de Madrid atiende a cumplir de manera satisfactoria una serie de 
grandes cuestiones de interés esencial para la vida de la ciudad. Tales son: 
 El crecimiento de la población; 
 La función de capital nacional; 
 El desarrollo de las actividades culturales y económicas, enseñanza, investigación, industria, 
comercio y turismo; 
 La organización de las comunicaciones de todo orden; y 
 La previsión del medio ambiente adecuado a la vida humana.” 
Respecto a la primera cuestión, el Comisario señalaba:  
 “El porvenir de Madrid, como el de la mayor parte de las ciudades españolas, se ofrece 
gravemente insuficiente para la excesiva aglomeración urbana. Si pudiera iniciarse cuanto antes la 
labor de descongestión, se obtendría, sin duda, un gran beneficio para el crecimiento de la ciudad, que 
se llevaría a cabo con un mayor nivel urbanístico.” 
Y en cuanto a la previsión de un medio ambiente adecuado a la vida humana, defiende que,  
“es una necesidad primaria, pues no podemos nunca olvidar que hacemos la ciudad para el hombre 
y que todas sus funciones han de ordenarse, en último término, al mejor cumplimiento de éste.” 
En ZUAZO UGALDE, S. y SAMBRICIO RIVERA ECHEGARAY, C., Madrid y sus anhelos 
urbanísticos… op. cit., pp. 9-10. 
583 Fuente: 
http://www.madrid.org/cs/Satellite?c=CM_Actualidad_FA&cid=1354337618833&language=es&pagena
me=ComunidadMadrid%2FEstructura  (Último acceso: 10.08.2015). 
584 También conocido como “Plan Bidagor”, en referencia al arquitecto Pedro Bidagor, director de la 
Oficina Técnica organizada por la Junta de Reconstrucción para ejecutar el Plan de Ordenación para 
Madrid. En AZURMENDI PÉREZ, L. “Orden y desorden en el plan de Madrid del 41”…, op. cit., p. 15. 
585 Por su parte, L. AZURMENDI PÉREZ (“Orden y desorden en el plan de Madrid del 41” …, op. cit., p. 
14.) nos presenta la situación del término municipal de Madrid sobre estas fechas de la siguiente manera: 
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del Plan se hallaba una preocupación fundamental, formulada por el director técnico de 
la Junta de Reconstrucción, en el sentido de que:  
“Una gran ciudad como ya es Madrid, tiene que disponer de una organización 
urbana completa que garantice el rendimiento, la sanidad y la comodidad de sus 
habitantes”.  
Y ello, en los mentores del Plan, suponía esencialmente tres cosas:  
“Barriadas de viviendas ordenadas, con sus plazas, sus servicios, sus 
monumentos; vías arteriales de tránsito fácil que las ponga en comunicación con los 
centros políticos, comerciales, industriales y el exterior, y un sistema de espacios 
libres que envuelva la ciudad y penetre en ella en profundas cuñas, envolviendo en lo 
posible cada uno de los barrios y salpicando todos los sectores de la fuente de salud y 
alegría, que son el árbol y el jardín.”  
Estos postulados van a influir en otras regulaciones de la época, y así por ejemplo, a 
ellos obedece la Ley de Bases de Sanidad Nacional, de 25 de noviembre de 1944.
586
 
Al respecto de la elaboración del Plan de Ordenación de Madrid, AZURMENDI 
PÉREZ comenta que, 
“Se comienzan los trabajos en 1939 y, en Abril de 1942 se realizará una 
exposición restringida en el Palacio Real para presentar al General Franco el nuevo 
Plan de Madrid. En 1944 se aprueban las Bases para la Ordenación Urbana que 
fueron desarrolladas por Ley en 1946, donde se aprueba el Plan. En esta Ley se crea 
también la Comisión de Urbanismo y el cargo de Comisario como garantía de su 
cumplimiento.”587 
Por lo que respecta a los principios que inspiran este Plan de Ordenación Urbana, 
AZURMENDI PÉREZ observa lo siguiente: 
“… las directrices teóricas fundamentales para el trazado de la capital de la 
nueva España responden a una meditación y práctica asimiladas con anterioridad a 
los movimientos fascistas. … y estas directrices teóricas fundamentales no son 
otras, en el fondo, que las que presidieron el modelo formal de las propuestas de 
intervención urbana a partir de1929. 
                                                                                                                                                  
  “Tenemos, pues, definidas a principios de siglo tres zonas diferenciadas morfológicamente: el 
casco histórico, el Ensanche del XIX y lo que se denominó el Extrarradio caracterizado por su desarrollo 
anárquico y marginal. 
 Las condiciones de crecimiento de la Ciudad, los desequilibrios sociales que atraviesa la época y 
el ser ésta, en gran medida, el marco del protagonismo político, obliga a los diversos sectores del poder a 
controlar este crecimiento a través de su intervención en la Ciudad.” 
586 MORELL OCAÑA, L., “El régimen urbanístico de las grandes ciudades y su zona de influencia…” 
op. cit., pp. 95-96. 
587 AZURMENDI PÉREZ, L. “Orden y desorden en el plan de Madrid del 41”…, op. cit., p. 16. 
 324 
Se propone definir un recinto central, la ciudad clásica, con un amplio anillo verde 
que lo rodee y a partir de él un sistema de accesos radiales que, acompañados de 
cuñas verdes, pondrán en comunicación la ciudad y su entorno. Más alejado, un 
nuevo anillo verde concéntrico recogerá a los antiguos núcleos, que servirán de base 
a los «satélites» o «nuevos poblados» en el caso de Madrid, y que, como unidades 
autónomas, cumplirán una función productiva y de expansión al servicio de la ciudad 
central. El crecimiento vendrá delimitado por nuevos anillos que establecerán el 
marco de desarrollo de la ciudad. Un trazado de líneas de circunvalación 
concéntricas completarán la definición del modelo.”588 
Finalmente, nos recuerda AZURMENDI PÉREZ que “…con ser el Plan de 
Ordenación de 1941 el único documento de regulación integral de Madrid hasta el año 
1961, existen propuestas teóricas parciales que van a significar, en la práctica urbana, la 
desviación del modelo teórico establecido.”589 
Aunque la ejecución del Plan se encomienda al Ayuntamiento de Madrid, ello será 
llevado a cabo bajo la inspección de un Comisario y una Comisión de Urbanismo, 
integrada por representantes de diversos Ministerios y del Ayuntamiento de Madrid, que 
también intervendrá en la preparación de los planes parciales.
590
 
El 1 de marzo de 1946 se aprobó por Decreto la redacción oficial de la Ley de 
Ordenación Urbana de Madrid y sus alrededores
591
, conforme a las Bases establecidas 
en la Ley de 25 de noviembre de 1944. Mediante este Decreto se declara aprobado el 
Plan General de Ordenación Urbana de Madrid, su cintura y su zona de influencia, el 
cual podrá, al desarrollarse en planes parciales, ser modificado en aquellos extremos que 
se consideren indispensables para la mejor realización de sus fines (artículo 1º). 
- Ley de 17 de julio de 1945, sobre Bases para la Ordenación urbanística y comarcal de 
Bilbao y su zona de influencia, articulada por el Decreto de 1 de marzo de 1946, y 
reglamentada el 23 de mayo de 1957. 
BEASKOETXEA GANGOITI y MARTÍNEZ RUEDA, con el propósito de explicar el 
proceso por el que se gesta el Plan de Ordenación Urbanística de 1945 describen el 
siguiente escenario en el territorio del área de Bilbao: 
                                                  
588 AZURMENDI PÉREZ, L. “Orden y desorden en el plan de Madrid del 41”…, op. cit., p. 16. 
589 AZURMENDI PÉREZ, L. “Orden y desorden en el plan de Madrid del 41”…, op. cit., p. 19. 
590 Preámbulo de la Ley 25 de noviembre de 1944, de Bases para la Ordenación urbana de Madrid y sus 
alrededores (BOE N.º 331, de 26 de noviembre de 1944) 
591 BOE N.º 74, de 15 de marzo de 1946. 
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“Desde el último tercio del siglo XIX el crecimiento urbano y el proceso de 
formación de la nueva ciudad industrial, al superar los términos municipales, hizo 
cada vez más necesaria la ordenación comarcal del Bajo Nervión. 
Aunque se había planteado en repetidas ocasiones desde los años veinte, esta 
cuestión había sido postergada por diversos factores como la crisis económica del 29, 
la inestabilidad política de la Segunda República o la Guerra Civil. Tras la contienda, 
los primeros ayuntamientos franquistas de la villa tuvieron que plantear de nuevo el 
tema. El paso del tiempo y el constante crecimiento de Bilbao y demás municipios de 
la ría del Nervión habían convertido la ordenación comarcal en una cuestión urgente. 
… En el marco de un estado autoritario extremadamente centralizado y desde una 
administración local carente de representatividad, autonomía y recursos, … el Plan 
de Ordenación Urbanística y Comarcal del Gran Bilbao y su zona de influencia tuvo 
un desarrollo raquítico y absolutamente insuficiente …”.592 
Como nos recuerdan estos autores, fue con el alcalde de Bilbao Joaquín 
Zuazagoitia, que accedió a la alcaldía en noviembre de 1942, con quien la tantas 
veces postergada ordenación comarcal, es decir la planificación del crecimiento 
urbano más allá del término municipal bilbaíno por la comarca del Bajo Nervión, que 
volvió a intentar realizarse. En su favor estaba el hecho de que la Dirección General 
de Arquitectura, a cuyo frente de la sección de Urbanismo estaba Pedro Bidagor (que 
acababa de elaborar el Plan General de Ordenación Urbana de Madrid), aspiraba a 
dotar al país de un plan nacional de urbanismo, lo que exigía previamente definir los 
planes relativos a las ciudades más importantes.  
“De forma que en 1943 confluyeron el impulso político dado por Zuazagoitia al 
proyecto de ordenación comarcal, con el concepto jerarquizado de planeamiento 
defendido por Bidagor desde la Dirección General de Arquitectura y con las 
circunstancias excepcionales de un régimen que permitía su imposición inmediata. 
Fruto de esa confluencia fue el Plan de Ordenación Urbanística y Comarcal de 
Bilbao y su zona de influencia.”593 
La Ley de 1945 (BOE N.º 423, de 19 de julio de 1945) parte, como se apunta en la 
Base I, del Plan de Ordenación Urbanística y Comarcal de Bilbao y su Zona de 
influencia
594
, trazado por la Dirección General de Arquitectura, a iniciativa del 
                                                  
592
 BEASKOETXEA GANGOITI, J.M., y MARTÍNEZ RUEDA, F., “La creación del “Gran Bilbao” en 
el franquismo y el alcalde Joaquín Zuazagoitia (1941-1959)”. Bidebarrieta: Revista de Humanidades y 
Ciencias Sociales de Bilbao, Nº 22, 2011, p. 80. 
593 BEASKOETXEA GANGOITI, J.M., y MARTÍNEZ RUEDA, F., “La creación del “Gran Bilbao” en 
el franquismo… op. cit., p. 85. 
594 “Plan General de Ordenación Urbana de Bilbao y su Comarca”, o “Plan Comarcal”, de 1943. En 
palabras de E. MÁS SERRA (“El Urbanismo del período desarrollista en las capitales vascas”. RIEV, 
Revista Internacional de los Estudios Vascos, N.º 50, 2, San Sebastián, 2005, p. 457), 
 “se trata de una propuesta urbanística orientada a la percepción del hecho territorial …. 
Algunos autores recientes han hablado de un supuesto urbanismo orgánico, expresión que no lo sería 
tanto por la preocupación espacial o preservadora del documento como, quizás, por su evidente 
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Ayuntamiento de Bilbao. En esta misma Base se menciona a la Corporación 
Administrativa “Gran Bilbao”, a la que según la Base III, se encomienda la ejecución 
del Plan y el desarrollo de las modificaciones que en él se puedan introducir. 
El Gobierno, cuando se trate de obras y servicios estatales y según se establece en la 
Base VI, podrá encomendar la ejecución de sus proyectos parciales para el desarrollo 
del Plan General. 
La Ley de Ordenación Urbanística y Comarcal de Bilbao y su zona de influencia, 
aprobada por Decreto de 1 de marzo de 1946
595
, crea en su artículo primero la 
Corporación administrativa, denominada “Gran Bilbao”, dotada de personalidad jurídica 
(artículo 3º), para la ejecución del Plan de Ordenación Urbanística y Comarcal de 
Bilbao y su zona de influencia, trazado por la Dirección General de Arquitectura a 
iniciativa del Ayuntamiento de dicha Villa y aprobado por el Gobierno conforme a la 
Base primera de la Ley de diecisiete de julio de 1945. 
La misma Ley dispone en su artículo cuarto que la Corporación administrativa 
denominada “Gran Bilbao” estará integrada por todos los municipios comprendidos en 
el Plan. 
Los autores BEASKOETXEA GANGOITI y MARTÍNEZ RUEDA realizan  una 
crítica a la regulación de dicha Entidad supramunicipal pues al analizar su composición 
y funcionamiento observan lo siguiente: 
“La organización, estructura y funciones de la nueva institución resultan muy 
significativos para entender su naturaleza. Fundamentalmente, en la institución 
estaban representados los organismos del Estado, el puerto, los municipios y las 
fuerzas económicas. Estas se repartían la representación en los dos órganos claves: el 
Consejo General, que era el rector político de la Corporación, y la Comisión 
Ejecutiva, que concentraba las competencias directas en el ámbito urbanístico.” 
Estos autores critican que en el Consejo General, si bien había un “cierto equilibrio 
formal entre los representantes estatales y locales”, sin embargo entre los representantes 
locales el peso del municipio de Bilbao era determinante. 
                                                                                                                                                  
vinculación a la realidad geográfica y económica de la comarca. … se mantienen en vigor los 
supuestos contenidos en el “Plan de Extensión de Bilbao” de 1929 (dar salida a los problemas 
infraestructurales y de vialidad), que se halla, asimismo,  en la base de la redacción del “Plan 
Comarcal de 1943, en cuyo control o supervisión participaron los Servicios Técnicos municipales a 
cuya cabeza figuró, en su momento, Estanislao Segurola, coautor asimismo del mencionado “Plan de 
Extensión” de Bilbao.” 
595 BOE N.º 75, de 16 de marzo de 1946. 
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En cuanto a la composición de la Comisión Ejecutiva, que era la que concentraba la 
capacidad de decisión técnica, incluyendo licencias de obras y expedientes de 
expropiación, todavía se aprecia más esta desigualdad entre la capital y el resto de los 
municipios de la comarca. Así, la precitada Comisión estaba presidida por el alcalde de 
Bilbao y su secretario era también el municipal de Bilbao, además de contar con dos 
concejales y el director municipal de arquitectura. El resto de los municipios estaban 
totalmente ausentes de este órgano, mientras la Administración central está de nuevo 
sobradamente representada a través de los cuerpos técnicos del Estado. 
A la vista de la composición de estos órganos de gestión nos hacemos eco de las 
palabras de BEASKOETXEA GANGOITI y MARTÍNEZ RUEDA, para concluir  que, 
“Desde este punto de vista, resulta evidente que la Corporación Administrativa del 
Gran Bilbao era un instrumento que institucionalizaba la hegemonía de los dos 
poderes que lo habían impulsado y negociado: el Ayuntamiento de Bilbao y el 
Gobierno Central. 
… El Ayuntamiento de Bilbao, a través de su hegemonía en los órganos rectores 
del Gran Bilbao, controlaba el desarrollo urbano de toda la comarca, aunque siempre 
bajo la dependencia del gobierno central. 
… Los municipios del Bajo Nervión quedaban sometidos al Gran Bilbao en todo 
lo relacionado con el plan de ordenación urbanística comarcal”.596 
A la vista de la primacía otorgada en esta regulación a la capitalidad sobre los 
municipios de la comarca, CANO MATA al analizar la naturaleza de la Corporación 
Administrativa “Gran Bilbao” observa que: 
“La idea rectora que utiliza el legislador es la aceptación plena de la anexión, a 
través de la cual la macro-ciudad se amplía todavía más, con frecuencia en perjuicio 
de los pequeños municipios, cuyos problemas quedan olvidados al subsumirse en 
otros más graves, pero que pertenecen a una esfera territorial alejada de los pequeños 
núcleos de población en donde surgieron. 
Esta anexión se proclama en la Base segunda de la Ley, reproducida en el texto 
articulado, donde se dispone —principio general— que cuando las necesidades o 
conveniencias del Plan general lo requieran, el Ayuntamiento de Bilbao podrá 
solicitar, previo informe y propuesta favorable del Consejo General, las oportunas 
anexiones de municipios incluidos en el plan. Sólo como principio subsidiario, se 
prevé el que los Ayuntamientos de los municipios afectados por el plan general y no 
anexionados puedan constituirse en mancomunidad si la realización de servicios 
comunes lo requieren.”597 
                                                  
596 BEASKOETXEA GANGOITI, J.M., y MARTÍNEZ RUEDA, F., “La creación del “Gran Bilbao…” 
op. cit., pp. 88-90. 
597
 CANO MATA, A., “Corporación administrativa "Gran Bilbao" y Comisión Provincial de Urbanismo 
de Vizcaya: ¿Competencias concurrentes?”. Revista de Administración Pública, Nº 85, 1978, p. 78.  
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Como advierten BEASKOETXEA GANGOITI y MARTÍNEZ RUEDA a la vista de 
esta alternativa, recogida en la Base segunda de la Ley de 1945 y en el artículo 8 del 
Decreto de 1946, estamos ante “un guiño al debate mancomunidad/anexión”. Para estos 
autores el espíritu de esta regulación reconoce la realidad y la necesidad de: 
“la expansión de Bilbao sí, pero sin anexiones. Expansión de Bilbao ya que su 
ayuntamiento, a través de su hegemonía en los órganos rectores del Gran Bilbao, 
controlaba el desarrollo urbano de toda la comarca, aunque siempre bajo la 
dependencia del gobierno central. Pero sin anexiones “inmediatas” o “prematuras” 
que, en palabras del propio Zuazagoitia, eran “una torpeza” o “una locura”, porque 
podían generar resistencias en los municipios afectados. Para tranquilizarlos, el 
mismo alcalde declaraba en la prensa que “no tenemos ningún apetitito prematuro de 
comernos a ningún pueblo”598. Sin embargo, este mecanismo que el plan abría a 
Bilbao fue utilizado en 1966 para realizar la anexión de cuatro municipios del valle 
de Asua: Loiu, Sondika, Derio y Zamudio, justificada por las necesidades derivadas 
del proyecto de nueva ciudad de Asua.” 
Por lo que respecta al Plan de Ordenación Urbanística, establece el artículo 2º que: 
“El Plan será preceptivo, quedando sujetos a sus normas todos los Ayuntamientos 
afectados por el mismo. Solo por acuerdo del Gobierno, a propuesta de la Entidad 
“Gran Bilbao”, podrán introducirse en los proyectos parciales de ejecución 
modificaciones del Plan de Ordenación, en la medida que se estime indispensable 
para la mejor realización de sus fines.” 
Finalmente, el Plan de Ordenación Urbanística y Comarcal de Bilbao y su zona de 
influencia se aprueba por Decreto de 11 de octubre de 1946
599
. 
- Ley de 18 de diciembre de 1946, de Ordenación Urbana de Valencia, desarrollada 
por el Decreto de 14 de octubre de 1949, por la que se crea la Corporación 
Administrativa del “Gran Valencia” 
Después de la Guerra Civil, Valencia tenía una población que superaba los 400.000 
habitantes y un casco urbano en el que se habían consolidado amplias barriadas 
industriales, sobre todo en la zona sur y en las proximidades del Puerto.
600
 
El rápido crecimiento de la ciudad de Valencia y de los núcleos urbanos de su 
comarca; la existencia de una densa red de comunicaciones ferroviarias y de carreteras, 
                                                  
598 Extraído de El Correo Español - El Pueblo Vasco, 08/07/1945. En BEASKOETXEA GANGOITI, 
J.M., y MARTÍNEZ RUEDA, F., “La creación del “Gran Bilbao”… op. cit., p. 90. 
599  BOE N.º 315, de 11 de noviembre de 1946. 
600 Así lo pone de manifiesto PUNCEL CHORNET, A., “Valencia: opciones, desorden y modernidad, o 
la ciudad que se devora a sí misma”. En Scripta Nova. Revista Electrónica de Geografía y Ciencias 
Sociales, Universidad de Barcelona, N.º 3, Fascículo 47, 1999, p. 3. 
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muy necesitada de una ordenación de conjunto, además del desarrollo industrial y 
agrícola aconsejaron la creación, con urgencia, de la Comisión Superior de Ordenación 
de la Provincia de Valencia, que tuvo lugar por Decreto de 2 de marzo de 1944. 
Constituida en abril de ese mismo año, elaboró por medio de su Oficina Técnica el 
Proyecto de Plan de Ordenación de Valencia y su comarca. 
Aprobado por el Gobierno el Proyecto del Plan de Ordenación, así como el Proyecto 
de Ley de Bases para la puesta en práctica del mismo, el 18 de diciembre de 1946 se 
aprobó por las Cortes la Ley de Ordenación Urbana de Valencia y su Comarca
601
, en 
cuya Base primera declara que, 
“El Plan de Ordenación de Valencia y su cintura, … será preceptivo y solo por 
acuerdo del Gobierno, a petición de los Ayuntamientos interesados que tramite el 
Consejo General del Gran Valencia, o a propuesta de éste, podrá alterarse dicho Plan 
en los proyectos parciales que le desarrollen, si fuere necesario a su mejor 
realización.” 
La cuestión de la alternativa anexión/mancomunidad, al igual que sucedía en el caso 
de Bilbao y su comarca, se regula también para el municipio de Valencia y su área de 
influencia, reconociendo la Base segunda la posibilidad de que, 
“El Ayuntamiento de Valencia, cuando lo requieran las necesidades y 
conveniencias de la administración o ejecución del Plan General de Ordenación, 
podrá solicitar y tramitar, previo informe y propuesta favorable del Consejo General 
del Gran Valencia, las anexiones de municipios incluidos en el Plan, que serán 
sometidas a la aprobación del Consejo de Ministros. 
Si la realización de servicios comunes lo requiere, los Ayuntamientos de los 
municipios afectados por el Plan y no anexionados podrán constituirse en 
Mancomunidad, previo informe y propuesta favorable del Consejo General y 
aprobación del Consejo de Ministros”. 
La Base tercera crea la Corporación administrativa “Gran Valencia”, como una 
Entidad de derecho público dotada de personalidad jurídica, para la ejecución de la Ley 
de Ordenación Urbana de Valencia y su comarca, conforme al Plan General aprobado 
por el Gobierno el 27 de julio de 1946, y declarado preceptivo por la Ley de 18 de 
diciembre de ese mismo año. 
El Decreto de 14 de octubre de 1949
602
, que desarrolla la Ley de Ordenación Urbana 
y Comarcal de Valencia conforme a las Bases de la Ley de 1946, menciona la creación 
                                                  
601 BOE N.º 354, de 20 de diciembre de 1946. 
602 BOE N.º 330, de 26 de noviembre de 1949. 
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de la Entidad “Gran Valencia” en su artículo 1º, y en el artículo 19º permite al 
Ayuntamiento de Valencia solicitar y tramitar las anexiones de municipios necesarias. 
También podrán los Ayuntamientos de los Municipios afectados por el Plan y no 
anexionados, si la realización de obras y servicios comunes lo requieren, constituirse en 
Mancomunidades (artículo 17º). 
En relación al Plan General resalta PUNCEL CHORNET, 
“EL Plan General de Valencia y su cintura fue uno más de los planes generales 
que fueron redactados por la Dirección General de Arquitectura para distintas 
ciudades españolas enmarcados dentro de la ideología centralista y unificadora del 
gobierno y siguiendo el modelo teórico de tipo radiocéntrico propuesto por 
manualistas alemanes a comienzos del siglo: un núcleo central limitado, rodeado de 
una corona periférica formado de unidades independientes separadas entre sí, un 
núcleo central en anillos y cuñas verdes, estructurándose todo el conjunto por la red 
viaria en forma de radios y círculos concéntricos. Así con el plan se constata y 
teoriza el modelo que ya existía y este proceso se asume como propio, favoreciendo 
y potenciando las tendencias históricas de crecimiento urbano.”603 
Si bien, como observa este autor, la realización de estas ideas urbanísticas en el 
territorio de Valencia y su comarca se vio condicionada por la existencia de un 
“cinturón verde natural”, la Huerta, que había que mantener dada su alta productividad 
y riqueza agrícola, y que contaba con núcleos urbanos consolidados.  
Finalmente, la comarca queda estructurada en diferentes ejes industriales y zonas 
residenciales, reforzando la especialización funcional existente.
604
 
- Ley de 3 de diciembre de 1953, sobre Ordenación Urbana de Barcelona y su Comarca 
El 7 de junio de 1859 se había aprobado, por Real Orden, el Proyecto de Reforma y 
Ensanche de Barcelona, realizado por el ingeniero Ildefonso Cerdá, de ahí que también 
sea conocido como “Plan Cerdá”. 
Como realizaciones de este Plan, TEIXIDOR FELIP, TARRAGÓ BALAGUÉ y 
BRAU LÓPEZ señalan la extensión en trama octogonal sobre el suelo libre y con poca 
pendiente entre los cascos circundantes. Salvo esto, no se realizó nada que sirviera para 
encauzar equilibradamente el progresivo desarrollo urbano que ya alcanzaba la 
periferia, y que exigía la realización de obras de infraestructura que aseguraran los 
                                                  
603 PUNCEL CHORNET, A., “Valencia: opciones, desorden y modernidad… op. cit., p. 4. 
604 PUNCEL CHORNET, A., “Valencia: opciones, desorden y modernidad… op. cit., p. 4. 
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enlaces con el centro de la ciudad, dotaciones que garantizasen la descongestión; 
saneamiento de los cascos antiguos y su empalme con las nuevas tramas. Ello llevó a 
una progresiva y creciente densificación del Ensanche y de los Cascos Antiguos.
605
 
Posteriormente, en cumplimiento de lo estipulado en el artículo 18 del Reglamento 
de 5 de diciembre de 1947, de la Comisión de Ordenación Provincial de Barcelona (que 
se había constituido por Decreto de 25 de mayo de 1945), el Ayuntamiento de 
Barcelona crea la Oficina de Estudios encargada de la redacción del Plan de Ordenación 
Urbana, correspondiente a Barcelona y su zona de influencia. 
Concluida la tramitación, por Ley de 3 de diciembre de 1953
606
 se aprobó el Plan 
Comarcal de Ordenación Urbana de Barcelona (artículo 3º), redactado por la Comisión 
Superior de Ordenación Provincial, y se creó la correspondiente Comisión de 
Urbanismo de Barcelona y su Comarca (artículo 1º), con el carácter de Corporación de 
Derecho Público, dotada de plena personalidad jurídica, a la que se encomendó el 
desarrollo del Plan Comarcal y el establecimiento de los servicios públicos de interés 
comarcal, abandonando y superando los esquemas anexionistas.  
El Plan Comarcal extendía su ámbito a 27 municipios, más el núcleo de Las 
Botigues, perteneciente al término municipal de Sitges.
607
 En palabras de FERIA 
                                                  
605 TEIXIDOR FELIP, C., TARRAGÓ BALAGUÉ, M. y BRAU LÓPEZ, L., “Barcelona 1953-1971: 
introducción a una visión del desarrollo urbanístico”… op. cit., p. 67. 
606 BOE N.º 339, de 5 de diciembre de 1953. La Exposición de Motivos de la Ley de 3 de diciembre de 
1953, reconociendo la situación que atravesaba Barcelona, y descartando la anexión de los municipios de 
la comarca, manifiesta lo siguiente: 
 “El desarrollo urbano de la ciudad de Barcelona sobrepasa ampliamente los límites de su término 
municipal, extendiendo su influencia creciente sobre la comarca circundante. 
 La previsión de un porvenir razonable para este gran conjunto urbano hace necesario preparar las 
medidas convenientes para que todos los núcleos existentes y las diferentes iniciativas urbanísticas se 
desarrollen de acuerdo con un Plan que garantice el orden y la prosperidad del futuro, sin que sea 
necesario proceder a la anexión de los Municipios afectados.
 … Todo ello aconseja organizar para la comarca de Barcelona, de análoga forma a lo que se ha 
hecho para Madrid, Bilbao y Valencia, el dispositivo legal que aprueba el Plan comarcal estudiado por 
la Comisión Superior de Ordenación Provincial y ofrezca las garantías necesarias para su perfecto 
desenvolvimiento.” 
607 En esta opción pesaron las peculiaridades de la comarca del Barcelonés, que constituye en sentido 
propio una conurbación, ya que muchos de los municipios que rodean Barcelona no se explican 
exclusivamente en función de esta ciudad, sino que gozan de una sustantividad histórica, económica y 
sociológica propia, constituyendo sistemas de relaciones sociales relativamente autónomos, con 
independencia de la continuidad física que hace casi imperceptibles los límites de sus términos. Vid. 
RODRÍGUEZ ÁLVAREZ, J. M., Estructura institucional y organización territorial local en España… 
op. cit., p. 78. 
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TORIBIO, se trata del “primer plan de clara vocación y referencia metropolitana en 
nuestro país”.608 
Para MORELL OCAÑA, esta Ley de 1953 viene a ser “la culminación de una serie 
de intentos de abordar el desarrollo urbano de Barcelona que se habían ido sucediendo a 
lo largo de más de un siglo; ello, una vez superada la configuración medieval de la 
ciudad, encerrada entre sus murallas, cosa que ocurre en 1854, cuando se aprueba el 
Plan Cerdá”.609 Manifiesta el autor que el Plan Comarcal de 1953, 
 “…tiene como principio inspirador la creación de un tejido urbano en forma 
nuclear, una gran ciudad constituida por una corona de núcleos, cada uno de los 
cuales sigue ostentando una propia personalidad sociológica y jurídicamente 
hablando. A diferencia de lo que sucede con Madrid, en 1953 Barcelona era ya una 
conurbación.”  
 Aunque la Ley de 3 de diciembre de 1953 hunde sus raíces en una preocupación 
urbanística, ya desde ese primer momento se entrevé, como señala MORELL OCAÑA, 
un intento de transcender la pura ordenación física del suelo y hacer frente a una 
auténtica ordenación del territorio comarcal.
610
  
Un año después de su aprobación por la Ley de 3 de diciembre de 1953, se publicó la 
Memoria del Plan de Ordenación de Barcelona y su zona de influencia, en cuyo 
Prólogo, la Ponencia Técnica de la Comisión Superior de Ordenación Provincial 
exponía el espíritu del Plan, su declaración de intenciones, de la siguiente manera: 
“El desorden urbanístico creado por la diversidad y contraposición de usos, la 
necesidad de establecer unos sistemas orgánicos de comunicaciones dentro de la 
ciudad y en su zona circundante, la conservación de las zonas agrícolas de interés, la 
defensa de los parques forestales, protección al paisaje y a las zonas o edificios de 
interés artístico, arqueológico o histórico, y las previsiones de crecimiento y 
desarrollo, hacen necesario el estudio de un Plan Comarcal que comprenda a 
Barcelona capital y las poblaciones de su guirnalda que con ella viven y se 
desarrollan. 
En el Plan se estudian los límites del crecimiento urbano en una forma nuclear, 
evitando la extensión ilimitada de la metrópoli y la absorción por la misma de las 
poblaciones satélites que, por el contrario, deberán desarrollarse como núcleos 
independientes con su carácter propio. 
                                                  
608 FERIA TORIBIO, J. M., La ordenación del territorio en las áreas metropolitanas españolas. En 
JURADO ALMONTE, J. M. (coord.) Ordenación del Territorio y Urbanismo: Conflictos y 
oportunidades, Universidad Internacional de Andalucía, Sevilla, 2011, p. 136. 
609 MORELL OCAÑA, L., El régimen urbanístico de las grandes ciudades y su zona de influencia… op. 
cit., p. 103. 
610  MORELL OCAÑA, L., El régimen urbanístico de las grandes ciudades y su zona de 
influencia… op. cit., pp. 103-105. 
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Se tiende, dentro y fuera de la capital, a separar los núcleos urbanos formados por 
la agrupación de barrios delimitados, de acuerdo con su estructura y características y 
desarrollados a escala humana y donde los centros cívicos representativos, culturales 
y comerciales, recobren su importancia y perdida fisonomía. …”611 
Y es que en estos primeros años de la posguerra, la cuestión metropolitana no es 
objeto de tratamiento en los proyectos de legislación sobre el régimen local que se 
tramitarán. ORDUÑA REBOLLO menciona que un nuevo Proyecto de Código de 
Gobierno y Administración Local comenzó a redactarse por la Dirección General de 
Administración Local en 1940, que aunque publicado en 1941 (pues existe un ejemplar 
impreso del Proyecto, editado en la imprenta del Boletín Oficial del Estado
612
), y en 
cuya Disposición Final se indica que “Este Código entrará en vigor el día 1 del mes de 
octubre próximo inmediato …”, finalmente dicho Código no se llegó a aprobar.613 
El 19 de julio de 1941 se reunió el Consejo Nacional con el propósito de revitalizar 
la tramitación del Proyecto de Código de Gobierno y Administración Local, que 
tampoco llegó a buen término. Tras varios intentos fallidos de redactar un Código de 
Gobierno y Administración Local, se optó por redactar un Proyecto de Ley de Bases de 
Régimen Local que se aprobó el 14 de julio y se promulgó como Ley el 17 de julio de 
1945, articulada por Decreto de 16 de diciembre de 1950, y que fue objeto de críticas 
dada la falta de autonomía local que aquejaba a la Ley. 
Esta Ley “prudente, conservadora y ecléctica” en palabras de JORDANA DE 
POZAS
614, establece en su Base Primera que: “El Estado español se halla integrado por 
las Entidades naturales que constituyen los Municipios agrupados territorialmente en 
provincias.” 
                                                  
611  Prólogo, realizado por la Ponencia Técnica de la Comisión Superior de Ordenación Provincial, a 
la Memoria del Plan Comarcal de Barcelona de 1953. En TEIXIDOR FELIP, C., TARRAGÓ 
BALAGUÉ, M. y BRAU LÓPEZ, L., “Barcelona 1953-1971: introducción a una visión del desarrollo 
urbanístico”. En El Área Metropolitana de Barcelona, Cuadernos de Arquitectura y Urbanismo, N.º 87, 
1972, p. 67. 
612  COSCULLUELA MONTANER, L. y ORDUÑA REBOLLO, E., Legislación sobre 
Administración Local 1900-1975… op. cit., Tomo III, pp. 19-365. 
613 Este extenso Código de Administración Local (1127 artículos) enumeraba en su artículo 3º como 
Entidades municipales al Municipio, la Entidad local menor, y la Mancomunidad municipal. En 
COSCULLUELA MONTANER, L. y ORDUÑA REBOLLO, E., Legislación sobre Administración 
Local 1900-1975… op. cit., Tomo III, NOTA PRELIMINAR, pp. IX-X. 
614 COSCULLUELA MONTANER, L. y ORDUÑA REBOLLO, E., Legislación sobre Administración 
Local 1900-1975… op. cit., Tomo III, NOTA PRELIMINAR, p. XI. 
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En su Base Décima, vuelve a introducirse la posibilidad de que los Municipios se 
acojan al Régimen especial de Carta, con un régimen orgánico peculiar para su gobierno 
y administración, así como un sistema económico adecuado a sus necesidades. 
El 3 de diciembre de 1953 entró en vigor una nueva Ley de Bases de Régimen Local 
(que mantiene, en su Base Undécima, el Régimen de Carta
615
), texto que junto a la Ley 
de Bases de Régimen Local de 17 de julio de 1945, darían lugar al texto articulado y 
refundido aprobado por Decreto de 24 de junio de 1955
616
. Asimismo, entre los años 
1952 y 1955 se aprueban los nuevos Reglamentos Municipales
617
, que vendrían a 




En el artículo 94, dentro del Capítulo II del Decreto de 1955, establece el apartado 2º 
que: “El Gobierno … podrá aprobar con carácter de Ley un régimen especial orgánico 
y económico para Madrid y Barcelona, así como para otras ciudades cuyo número de 
habitantes e importancia de sus problemas municipales también lo aconseje …”. 
                                                  
615 Base Undécima de la Ley de 3 de julio de 1953: “Los Ayuntamientos, al solicitar un régimen especial 
económico, podrán proponer, con toda amplitud, las imposiciones que consideren pertinentes, incluso el 
restablecimiento de figuras fiscales suprimidas …”. 
616 Como indica E. ORDUÑA REBOLLO (En COSCULLUELA MONTANER, L. y ORDUÑA 
REBOLLO, E., Legislación sobre Administración Local 1900-1975… op. cit., Tomo III, NOTA 
PRELIMINAR, p. XVI),  
“Se trataba en realidad de una refundición de lo anterior, elevando a la categoría de Ley una serie 
de aspectos que exteriormente imponían una ligera modernización, pero que en la realidad eran 
nuevos instrumentos de control, fiscalización y potenciadores de una mayor intervención del Estado 
en la esfera local”.  
617 Estos Reglamentos son los siguientes: 
- Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Corporaciones Locales, de 
17 de mayo de 1952; 
- Reglamento de Población y Demarcación Territorial de las Entidades Locales, de 17 de mayo de 
1952; 
- Reglamento de Funcionarios de Administración Local, de 30 de mayo de 1952; 
- Reglamento de Haciendas Locales, de 4 de agosto de 1952; 
- Reglamento de Contratación de las Corporaciones Locales, de 9 de enero de 1953; 
- Reglamento de Bienes de las Entidades Locales, de 27 de mayo de 1955; y 
- Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales, de 17 de junio de 1955. 
618 Que, como señala E. ORDUÑA REBOLLO (En COSCULLUELA MONTANER, L. y ORDUÑA 
REBOLLO, E., Legislación sobre Administración Local 1900-1975… op. cit., Tomo III, NOTA 
PRELIMINAR, p. XVI), 
 “…en realidad no habían perdido vigencia en ningún momento, ya que el Decreto de 16 de 
junio de 1931, dictado por el Ministerio de la Gobernación del Gobierno Provisional de la República, 
los declararía en vigor prácticamente en su totalidad.”  
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La Ley de 7 de noviembre de 1957, sobre modificación de determinadas 
disposiciones de la de Régimen Local
619
, en  su Artículo Único adicionaba un párrafo al 
artículo 94 de la Ley de Régimen Local vigente, de 24 de junio de 1955, quedando así 
su texto: 
“El Gobierno, … podrá aprobar con carácter de Ley un régimen especial 
orgánico y económico para Madrid y Barcelona, así como para otras ciudades cuyo 
número de habitantes e importancia de sus problemas municipales también lo 
aconseje. Cabrá establecer dentro de dicho sistema modalidades de Comisión y 
Gerencia, con procedimientos de designación peculiares y distintos a los regulados 
por la legislación común de Régimen Local, intervención del Gobierno y concesión 
de recursos económicos especiales.” 
La Ley del Suelo de 1956, que se puede calificar claramente como una ley de 
ensanche de grandes ciudades, ignora el concepto de “área metropolitana”620 (solo 
reconocía a la Provincia, el Municipio y la Entidad Local Menor). No obstante y desde 
su aprobación, se advierte un punto de inflexión hacía una cierta voluntad de 
racionalización y de contención del expansionismo de la etapa anterior, expresado en la 
                                                  
619 BOE N.º 281, de 8 de noviembre de 1957. La Exposición de Motivos de la Ley de 7 de noviembre de 
1957 justifica así la modificación: 
 “La complejidad de la vida municipal de las grandes urbes ha motivado un proceso evolutivo en 
la legislación de la generalidad de los países, que hoy presenta regímenes especiales para aquellas 
ciudades cuyo sistema orgánico y económico es diferente al de los restantes municipios nacionales. 
 Sentida también en España esta necesidad, parece llegado el momento de establecer un régimen 
especial para Madrid y Barcelona, y evitar las dificultades de una legislación uniforme que, si bien ha 
perdurado en los últimos tiempos, no tiene un especial arraigo en nuestra tradición legislativa. 
 Por otra parte, no cumpliría la Ley su finalidad total si dejara cerrada la vía para otras ciudades 
que en un futuro más o menos próximo puedan demandar análogas soluciones, por lo que la previsión 
se amplía a todas aquellas leyes cuya importancia así lo aconseje.” 
620 Si bien como afirma el profesor J. M. FERIA TORIBIO (La ordenación del territorio en las áreas 
metropolitanas españolas… op. cit., pp. 136-137), 
 “La Ley del Suelo de 1956 … que tiene, en el plano instrumental, al Plan General de 
Ordenación Urbana como la pieza central del sistema de ordenación, contemplaba la posibilidad de 
planes de escala metropolitana bajo el nombre de Planes generales plurimunicipales de ordenación 
urbanística. En este contexto normativo cabe mencionar el desarrollo de dos planes de ámbito 
metropolitano: el Plan General de Ordenación del Área Metropolitana de Madrid (1964), que por 
primera vez adjetiva como metropolitano a un plan urbanístico en España; y en el Área de Barcelona, 
después de la propuesta del Plan Director del Área Metropolitana de Barcelona (1966), de revisión del 
Plan General de Barcelona y su zona de influencia (1953), que no llegó a materializarse, en 1976 se 
aprobó el Plan General Metropolitano de Barcelona – ya como revisión del citado Plan de 1953 - .”  
Y como reconoce E. GONZÁLEZ URRUELA (“Industrialización y desarrollo metropolitano en 
España…” op. cit., p. 203), 
 “Frente a la solución de la absorción de municipios para afrontar el crecimiento urbano, la Ley 
del Suelo de 1956 opta por un nuevo tipo de ocupación más difuso y laxo, menos denso y compacto, 
sin alterar necesariamente la estructura administrativa. Esta Ley significa un cambio radical porque 
crea un marco legal para el desarrollo metropolitano al prever y posibilitar la extensión de 
determinados usos de suelo por todos los municipios incluidos en los planes comarcales, de 
realización obligatoria para todas las capitales de provincia y municipios mayores; y la importancia 
que este espacio tiene y la necesidad de su control y posterior defensa se manifiesta en los textos 
legales que quedan recogidos en el Texto Refundido de la Ley del Suelo de 1978.” . 
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idea de Gran Madrid, Gran Bilbao o Gran Valencia. Adjetivo éste de “grande” que, en 
la Ley Comarcal de 1953, ya no se utiliza para Barcelona y su Comisión de Urbanismo. 
3.2. Segunda etapa normativa. De la regulación especial para Madrid y Barcelona 
hasta la promulgación de la Ley de 2 de diciembre de 1963, sobre el Área 
Metropolitana de Madrid 
MARTÍN MATEO apunta que en la década de los años 60, a la vista de las 
inconveniencias del anexionismo - que provocaba el recelo de las poblaciones 
periféricas hacia el municipio central de la capitalidad - , éste se va a sustituir por otros 
sistemas. Se apunta por lo tanto hacia soluciones más funcionales que refuerzan las 
competencias municipales. 
Otra crítica que vierte el profesor MARTÍN MATEO a lo que ocurre en esta década 
está en relación con el hecho de que, en el sistema instaurado en los años 60, falla la 
suficiente coordinación con las administraciones centrales, originándose una 
multiplicidad administrativa de organismos que va a confluir en el ya de por sí confuso 
panorama urbanístico.”621 
La ya mencionada Ley de 7 de noviembre de 1957, sobre modificación de 
determinadas disposiciones de la de Régimen Local con el propósito de superar el 
esquema rígidamente uniformista que había caracterizado hasta entonces al 
Ordenamiento local español
622
, autorizó al Gobierno para dotar a Madrid y Barcelona de 
un régimen municipal especial, organizativo y económico
623
, autorización que se 
plasmó en los textos articulados aprobados, respectivamente, por el Decreto 1674/1963, 
de 11 de julio, por el que se aprueba el texto articulado de la Ley que establece un 
régimen especial para el Municipio de Madrid
624
, y por el Decreto 1166/1960, de 15 de 
                                                  
621 MARTÍN MATEO, R., Problemática metropolitana (Estudios y dictámenes)… op. cit., pp. 232-233. 
622 CARRO FERNÁNDEZ-VALMAYOR, J. L., “Una reflexión general sobre las áreas 
metropolitanas…” op. cit., p. 13. 
623 Pues en palabras de J. M. RODRÍGUEZ ÁLVAREZ (RODRÍGUEZ ÁLVAREZ, J. M., “Estructura 
institucional y organización territorial local en España…” op. cit., p. 78) “Así como para otras ciudades 
cuyo número de habitantes e importancia de sus problemas lo aconsejen, pero no para el conjunto 
sustantivo que es el área metropolitana que se articula en torno a esas ciudades. Hay que reconocer que se 
trata de la primera norma en la historia del Derecho local español que supera el uniformismo municipal en 
el aspecto formal, al articular un sistema de estructuras orgánicas y de gestión diferente del común, 
aunque se trata de regímenes otorgados o cedidos, diferentes al de carta.” 




, por el que se establece un régimen especial para el Municipio de Barcelona, 
conforme a lo autorizado por el artículo 94 de la vigente Ley de Régimen Local
626
. 
La Exposición de Motivos del Decreto 1166/1960 justificaba así su redacción: 
“Un régimen especial para el gobierno de las grandes metrópolis es hoy una 
necesidad generalmente apreciada por todos los países. Nuestra legislación ha 
destacado los preceptos que debían aplicarse a los Municipios según el número de 
sus habitantes, pero no llegó – seguramente porque el crecimiento demográfico del 
país no lo requería – a plasmar un específico régimen orgánico y económico para las 
poblaciones más importantes. 
… Los problemas de las grandes ciudades no se limitan a ser mera ampliación 
de los que existen en Municipios inferiores, sino que presentan características 
peculiares que demandan, por eso mismo, tratamiento diferenciado.
… Las soluciones que se han buscado han de presentar una cauta flexibilidad 
que permita ir adaptándolas a lo que en cada momento se muestre como lo más 
conveniente. Ello exige que se otorguen al Gobierno y, en su caso, al Ministerio de la 
Gobernación, facultades especiales de ordenación y tutela, con lo cual no se hace 
sino recoger el propio espíritu de Ley de 7 de noviembre de 1957, que ha conferido 
al Gobierno una especial delegación legislativa.” 
A la vista del contenido de este último párrafo vemos como la autonomía local se ve 
ciertamente mermada por esta intervención del Gobierno central. 
Tanto en el Decreto 1166/1960, de 23 de mayo, como en el Decreto 2674/1963, de 
11 de julio, se respecta la organización que venía siendo establecido en las Leyes de 
Régimen Local, salvo en lo que venga impuesto por las exigencias de un régimen de 
                                                  
625 BOE N.º 151, de 24 de junio de 1960. 
626 Al respecto, J. M. RODRÍGUEZ ÁLVAREZ (“Estructura institucional y organización territorial local 
en España…” op. cit., pp. 78-79) afirma:  
 “Se trata de leyes que responden a una misma filosofía municipalista eficientista, claramente 
inspirada en algunos modelos del municipalismo norteamericano. La idea directriz es la consecución 
de la eficacia en la gestión municipal, colocando en primer plano la preeminencia de los órganos 
ejecutivos sobre los representativos o colegiados, esquema que agudiza sus efectos en el contexto de 
un régimen no democrático. Esta idea esencial se materializa mediante la articulación de una visión 
gerencial de la figura del Alcalde, un Alcalde “fuerte” competencialmente y con un mandato de seis 
años, designado directamente por el Jefe del Estado, asistido por unos funcionarios directivos, 
denominados Delegados de Servicios (seis), que gestionan las grandes áreas municipales. A su vez, se 
crea una Comisión Ejecutiva, integrada por el Alcalde, por los Tenientes de Alcalde (tres, designados 
por el Alcalde de Barcelona, y por el Ayuntamiento Pleno de Madrid), por concejales y por los 
Delegados de Servicios, que desarrolla las funciones ordinarias de gestión municipal, correspondiendo 
al pleno municipal solamente las grandes decisiones y los actos de control superior. 
 Otra novedad significativa es la desconcentración territorial que las Leyes especiales de Madrid 
y Barcelona imponen, mediante la creación de Juntas de Distrito, que agrupan varios barrios o zonas 
de cada una de ambas ciudades, sirviendo de marco para la gestión desconcentrada de algunos 
servicios, esbozando apenas su modelo orgánico-institucional, integrándose por concejales y con 
representantes de cada Distrito. Asimismo, estas Leyes contienen algunas especialidades financieras 
(especialmente, el establecimiento de una tasa por estacionamiento de vehículos, y la creación de un 
arbitrio sobre la radicación de empresas industriales o comerciales).”  
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capitalidad. Así, se conserva el Ayuntamiento Pleno o Asamblea municipal (Consejo 
Pleno según el Decreto 1166/1960) - si bien su actividad y competencia resultan 
fuertemente influidas por el reforzamiento del ejecutivo - . Por otro lado, para auxiliar al 
Alcalde en la realización de sus facultades ejecutivas se crea la figura de los Delegados 
de Servicios, con carácter de Gerentes de cada una de las ramas en las que se divida la 
administración municipal. Para auxiliar al Alcalde en su actividad de representación se 
mantiene la figura de los Tenientes de Alcalde. Como órgano de enlace entre el Alcalde 
y el Ayuntamiento Pleno está la llamada Comisión Municipal de Gobierno (o Comisión 
municipal y ejecutiva en el Municipio de Barcelona). 
Mientras que para el Municipio de Barcelona se prevé la creación de las Juntas de 
Distrito, llamadas a desempeñar un importante papel, compuestas por Concejales del 
Ayuntamiento y personas representativas de los intereses específicos del Distrito, sin 
embargo en el Decreto 2674/1963 para el Municipio de Madrid, si bien se opta por el 
mantenimiento de un solo escalón de autoridad local, se sientan los principios para 
iniciar una política de descentralización administrativa que permita pasar, si así se 
considera en un momento futuro, al sistema de las Juntas Municipales de Distrito. 
Esta normativa, caracterizada, en términos generales, por un reforzamiento del 
Ejecutivo local (Alcalde y Delegados de Servicios) y la puesta en marcha de una cierta 
desconcentración local (Juntas de Distrito), no abordó, sin embargo, de manera directa, 
la problemática metropolitana. En todo caso, la previsión de un régimen especial para 
las dos grandes metrópolis españolas manifestaba, claramente, que no nos hallábamos 
ante un simple problema de técnica urbanística, sino también, y sobre todo, ante una 




Afirma CADAVAL SAMPEDRO que estas regulaciones “se limitaron a reforzar la 
figura del Alcalde, a crear la de los Delegados de Servicio, a consagrar la división en 
distritos y a operar ciertos retoques en el régimen hacendístico.”628 
                                                  
627 CARRO FERNÁNDEZ-VALMAYOR, J. L., “Una reflexión general sobre las áreas 
metropolitanas…” op. cit., p. 13. 
628 CADAVAL SAMPEDRO, M. y CARAMÉS VIÉITEZ, L., Os municipios Galegos: entre o 
minifundismo e a ineficiencia… op. cit., p. 64. 
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Aún así, hay que reconocer que en la Exposición de Motivos del Decreto 1166/1960 
se admite la realidad de crecimiento urbano y, frente a la tendencia anexionista 
tradicional, se opta ya por una nueva solución: 
“Las grandes ciudades, con su acusada personalidad, ejercen un manifiesto influjo 
sobre las entidades locales que se encuentran en su proximidad. En una primera etapa 
de esta cuestión predominaron criterios de marcado signo absorcionista y así puedo 
verse como a la urbe se incorporaba un numero creciente de los Municipios que la 
circundaban. Mas también se ha visto que no es éste el sistema más aconsejable, y se 
ha pensado con certera visión que, si el problema fundamental era el de la gestión de 
los servicios comunes, resultaba mucho más eficaz la creación de un órgano 
mancomunado para la gestión de los mismos, manteniendo en los demás la 
personalidad de las entidades locales afectadas y evitando los graves inconvenientes 
que se derivan de la expansión de un Municipio con amplitud desmesurada.” 
La Ley de Régimen Especial del Municipio de Barcelona, forzando el ámbito de la 
citada delegación legislativa, amplía el ámbito funcional de la Comisión de Urbanismo 
de Barcelona, del Plan Comarcal de 1953, que se convierte en Comisión de Urbanismo 
y Servicios Comunes de Barcelona y otros Municipios
629
. Esta nueva Comisión, - que 
seguía siendo un organismo autónomo adscrito al Ministerio de la Vivienda - , veía 
ampliadas sus competencias urbanísticas a las obras y servicios supramunicipales, como 
aguas, transportes y residuos, y se preveía la extensión a otros municipios de la 
comarca.
630
 Asimismo, el régimen fiscal especial de Barcelona se extendía a los 
municipios comprendidos en el ámbito de la nueva Comisión de Urbanismo y Servicios 
Comunes.  
En palabras de PERDIGO I SOLÁ, “la Carta Municipal de Barcelona de 1960 era ya 
una Carta Metropolitana.”631 
                                                  
629 Como dispone la Exposición de Motivos de la Ley: “se ha preferido ampliar las facultades de dicha 
Comisión y añadir a su función, típicamente urbanística, otra planificadora y ejecutiva sobre los 
elementos comunes a la comarca”. 
630 El artículo 45.4º del Decreto de 3 de diciembre de 1964, por el que se aprueba el Reglamento de 
Organización y Administración municipal, atribuye a la Comisión de Urbanismo y Servicios Comunes de 
Barcelona y otros Municipios: “El establecimiento, dirección, prestación e inspección de los servicios 
públicos de interés comarcal, entre los cuales podrán incluirse los siguientes: a) Transportes; b) 
Abastecimiento de aguas; c) Evacuación de aguas residuales; d) Suministro de energía eléctrica y gas; e) 
Fomento de la vivienda; f) Destrucción y tratamiento de basuras; g) Cementerios y servicios fúnebres; h) 
Extinción de incendios; i) Matadero y mercado centrales; j) Los que deban prestarse en vías públicas o 
instalaciones que tengan carácter comarcal, según las normas anteriores; y k) Cualesquiera otros análogos 
o complementarios que se extiendan, con unidad de explotación o de destino, a varios Municipios de la 
comarca, aunque sus instalaciones radiquen en un solo término municipal.” 
631 PERDIGÓ I SOLÁ, J., “La institucionalización del Área Metropolitana de Barcelona…” op. cit.,  p. 
112. 
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3.3. Tercera etapa normativa. De la Ley 121/1963, de 2 de diciembre, hasta la 
Constitución Española de 1978 
La promulgación de las Leyes especiales no podía soslayar, como sostiene 
RODRÍGUEZ ÁLVAREZ
632
, la existencia de una realidad metropolitana en ambas 
grandes ciudades, que en el caso de Madrid fue rápidamente abordada, en el orden 
urbanístico, por la Ley 121/1963, de 2 de diciembre, sobre el Área Metropolitana de 
Madrid
633
, por motivo de la redacción de un nuevo Plan General de Ordenación
634
, que 
abarcaba a la capital y a 22 municipios limítrofes.”635 
Como establece la Exposición de Motivos de la Ley en su apartado primero, 
“La redacción de un nuevo Plan General de Ordenación del Área Metropolitana 
de Madrid exige poner al día el instrumento que ha de presidir su aplicación y al 
mismo tiempo permite resolver, mediante nueva ordenación, el problema de las 
competencias.” 
                                                  
632 RODRÍGUEZ ÁLVAREZ, J. M., “Estructura institucional y organización territorial local en 
España…”, op. cit., p. 79. 
633 BOE N.º 291, de 5 de diciembre. Según A. DE ESTEBAN ALONSO (Las áreas metropolitanas en 
España. Un análisis ecológico. Centro de Investigaciones Sociológicas, Madrid, 1981, p. 33.), se trata del 
“primer texto legal que hace referencia a la expresión Área Metropolitana”. Si bien,  
 “Como expresiones sinónimas nuestros textos legales se referían a zonas de influencia o 
comarca. Así, por ejemplo, la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana de 12 de mayo de 
1956, en su disposición transitoria cuarta, dice: “La Comisaría General para la Ordenación Urbana de 
Madrid y sus alrededores, la Comisión de Urbanismo de Barcelona y los Organismos denominados 
Corporación administrativa del Gran Bilbao y del Gran Valencia, ejercerán las funciones que sus 
leyes les señalen en su respectiva comarca”; y por otro lado, el Plan Urbanístico de Madrid, aprobado 
por Ley de 1 de marzo de 1946, se titulaba Plan General de Ordenación Urbana de Madrid y su zona 
de influencia”.  
634 Mediante el Decreto 3655/1963, de 26 de diciembre, se aprueba el Plan General de Ordenación Urbana 
del Área Metropolitana de Madrid (BOE N.º 10, de 11 de enero de 1964). Como explica su Exposición de 
Motivos, dado que la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana de 12 de mayo de 1956 
establecía que los Planes Generales de Ordenación Urbana serán revisados cada quince años, es por ello 
que la Comisaría General de Ordenación Urbana de Madrid y sus alrededores promovió la revisión del 
Plan General de Ordenación Urbana de Madrid y su zona de influencia, aprobado por Ley de 1 de marzo 
de 1946, es por ello que se firma el presente Decreto. 
635 Al respecto, J. M. RODRÍGUEZ ÁLVAREZ (Estructura institucional y organización territorial local 
en España… op. cit., pp. 79-80) añade lo siguiente:  
 “El eje de la Ley se centraba en el ámbito urbanístico, previendo la formulación conjunta de un 
Plan General de Urbanismo para todo el Área, estableciéndose una única autoridad para la 
coordinación de las competencias urbanísticas estatales y locales: la Comisión de Planeamiento y 
Coordinación del Área Metropolitana (COPLACO), con la naturaleza de organismo autónomo estatal, 
integrada por representantes de los ministerios afectados, el Alcalde y tres representantes del 
Ayuntamiento de Madrid y dos Alcaldes en representación de los 22 municipios del Área.  
 Se continúa, pues, en el nivel metropolitano, con el proceso de estatalización orgánica sobre un 
nivel de regonalización funcional, con escaso papel para los municipios afectados, excepto para el 
capitalino, al que se asigna un especial protagonismo en materia de gestión urbanística mediante la 
creación de un organismo autónomo municipal especializado, la Gerencia de Urbanismo de Madrid, 
que incluso puede actuar fuera de su término municipal previo acuerdo de la COPLACO.  
 Por su parte, este nuevo modelo de organización urbanística para nada afecta al modelo 
orgánico-funcional de los Ayuntamientos del Área, que continúan sujetos al régimen municipal 
común, excepto Madrid, que sigue el régimen de su Ley especial.” 
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El criterio esencial seguido para procurar la ordenación y racionalización del 
crecimiento de la capital es, según el apartado Tres de la Exposición de Motivos, “el de 
la necesidad de tratamiento regional para las grandes concentraciones urbanas”. Y así, la 
expansión de Madrid ha de articularse “a través de distintos centros orgánicos, cada uno 
lo más armónico y suficiente posible”. Se declara finalmente que, 
“… la defensa de una gran concentración urbana frente al siempre latente y 
amenazador crecimiento desordenado, no es posible sino por la inclusión en el Plan 
de extensiones de tipo regional sobre las que operar unitariamente y con necesarias 
visiones de conjunto. De ahí que la actuación se conciba sobre toda el Área 
Metropolitana de Madrid y en íntima relación con los territorios donde radican 
Polígonos de Descongestión de la capital”. 
Con el fin de promover, acordar, orientar, impulsar y velar por la Ordenación 
Urbanística del Área Metropolitana de Madrid, y en su caso realizar la gestión 
correspondiente, se crea la Comisión de Planeamiento y Coordinación del Área 
Metropolitana de Madrid (también llamada por sus siglas, COPLACO), Organismo 
autónomo de carácter urbanístico adscrito al Ministerio de Vivienda (artículo 1º). 
Aunque esta Ley no aportaba nada nuevo en el tratamiento del fenómeno 
metropolitano que, en palabras del profesor CARRO FERNÁNDEZ-VALMAYOR, 
 “seguía siendo visto como un problema estrictamente urbanístico, sí interesa 
destacar, por lo novedoso, el Informe de la Comisión redactora del Anteproyecto de 
la citada Ley, en donde se afirmaba ya la necesidad de un tratamiento global de la 
problemática de los espacios metropolitanos, con resuelta superación del problema 
de anexiones y del establecimiento de una organización específica para toda el Área 
dotada de competencias generales.  
Pero lo que era particularmente importante de este Informe era su propuesta de 
sustitución de la provincia por el Área en el territorio metropolitano y ello por la 
sencilla razón de que “los problemas que surgen de una gran metrópoli alcanzan un 
índice de concentración tal, que justifican sobradamente unificar en su ámbito toda la 
actuación local posible”. Esta propuesta fue, sin embargo, rechazada y, sin 
explicación de los motivos, no fue acogida en el posterior proyecto de Ley.”636 
Aunque el artículo 6º apartado f) otorga a la Comisión del Área la competencia para 
“Proponer directrices para la Política de Descongestión de Madrid …”, y el artículo 7º 
apartado primero establece que dicha Comisión, con asistencia de representantes de los 
Departamentos, Corporaciones o Entidades interesados,  
                                                  
636 CARRO FERNÁNDEZ-VALMAYOR, J. L., “Una reflexión general sobre las áreas 
metropolitanas…” op. cit., pp. 13-14. 
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“tramitará los expedientes relativos a la creación y dotación de Servicios comunes 
a los Ayuntamientos del Área cuando éstos no puedan ejecutarlos o tengan interés 
común o general, como asimismo a la realización de los Servicios de interés local 
que el Estado atiende en el régimen común, cuando la gestión coordinada o unificada 
de los mismos se estime que producirá una mayor eficacia administrativa o social”. 
Por el artículo 17 se faculta al Ayuntamiento de Madrid para crear la Gerencia de 
Urbanismo. Se trata de una Entidad con personalidad pública independiente y plena 
capacidad jurídica, sometida a la tutela, fiscalización y control del Ayuntamiento de 
Madrid y a la competencia urbanística de la Comisión del Área. Se encarga de la gestión 
urbanística en el término municipal de Madrid, pero también podrá actuar en los demás 
términos municipales del Área, previo acuerdo de la Comisión. 
Finalmente, la Disposición Final Primera deroga el Decreto de 1 de marzo de 1946, 
que desarrolla la Ley de Ordenación Urbana de Madrid. 
Y es que la situación de Madrid en la década de los sesenta no había cambiado a 
pesar de las soluciones urbanísticas formuladas en los años cuarenta, pues no se había 
logrado evitar el acelerado ritmo de crecimiento mononuclear del área madrileña, 
produciéndose una masiva absorción del espacio inmediato y como consecuencia de 
ello, un desbordamiento del primitivo esquema de organización urbana en sus puntos 
neurálgicos: servicios, vivienda, red viaria, etc. 
637
  
Tras la Ley 121/1963, recuerda DE ESTEBAN ALONSO que “se aprueba el Decreto 
3655/1963, de 26 de diciembre, por el que se aprueba el Plan General de Ordenación 
Urbana del Área Metropolitana de Madrid, y el Decreto 3088/1964, de 28 de 
septiembre, por el que se aprueba el Reglamento del Área Metropolitana de Madrid 
(BOE N.º 245, de 12 de octubre).”638 
Este último Decreto regula la organización y funcionamiento de la Comisión del 
Área y sus competencias así como las de los Ayuntamientos de su territorio, y la forma 
en que han de actuar en él los Departamentos ministeriales y demás Organismos y 
                                                  
637 De ahí que se promulgue la Ley 121/1963 con el fin de aportar una solución, estableciendo en el 
artículo primero la creación de la Comisión de Planeamiento y Coordinación, como un “organismo 
autónomo de carácter urbanístico adscrito al Ministerio de la Vivienda, a la que corresponderá promover, 
acordar, orientar, impulsar y velar por la ordenación urbanística de dicha área y en su caso realizar la 
gestión correspondiente”. En MORELL OCAÑA, L., “El régimen urbanístico de las grandes ciudades y 
su zona de influencia…” op. cit., pp. 96-99. 
638 DE ESTEBAN ALONSO, A., Las áreas metropolitanas en España… op. cit., p. 34. 
 343 
Servicios. Se precisan normas sobre la Gerencia Municipal de Urbanismo y se prevé el 
régimen de revisión de actos en vía administrativa.
639
 
En cuanto a la delimitación conceptual del término “área metropolitana” BARRERO 
RODRÍGUEZ
640
 nos recuerda que, como señalaron en su momento MARTÍN MATEO 
Y ALLENDE LANDA
641
, sería en un volumen editado por la Dirección General de 
Urbanismo del Ministerio de Vivienda en 1965, que recoge un estudio sobre las áreas 
metropolitanas españolas de 1960, donde se defina por primera vez en un documento 
oficial al Área Metropolitana como aquel territorio que cumpla determinados requisitos 
de número de habitantes, densidad demográfica, índice de crecimiento, etc.
642
 
Observa CADAVAL SAMPEDRO que “La Ley 48/1966, de 23 de julio, sobre 
modificación parcial del Régimen Local
643
 aporta algunas técnicas de apoyo a las 
llamadas agrupaciones municipales, pero nunca llegaron a aplicarse.”644 
Esta Ley se aprueba con el objetivo principal de subsanar la insuficiencia de medios 
económicos de las Corporaciones Locales para el adecuado desarrollo y sostenimiento 
de los servicios a su cargo. Para ello se propone llevar a cabo una inmediata reforma en 
orden al incremento de los ingresos. Por esta Ley se crea el Fondo Nacional de 
Haciendas Municipales, que entre otros objetivos persigue servir de estímulo económico 




La creación del precitado Fondo Nacional se establece en el artículo 10 de la Ley 
48/1966, para la distribución entre los Municipios de régimen común de los recargos 
                                                  
639 Redacción según la Exposición de Motivos del Decreto 3088/1964, de 28 de septiembre. 
640 BARRERO RODRÍGUEZ, M. C., Las Áreas metropolitanas…, op. cit., p. 37. 
641 MARTÍN MATEO, R. y ALLENDE LANDA, J., El Área metropolitana de Alicante: un reto de 
futuro. Universidad de Alicante, 1986. 
642 Como indica J. M. ESCRIBANO ZAFRA (“Aproximación a la teoría de las Áreas Metropolitanas”. 
Revista Jurídica de Castilla-La Mancha, N.º 41, noviembre 2006, p. 13), “Según el citado estudio, las 
áreas metropolitanas debían contar con las siguientes condiciones simultáneas: 
 1ª.- contener un municipio que tenga al menos 50 000 habitantes; 
 2ª.- alcanzar 100 000 habitantes en el conjunto del área abarcada por el municipio principal y todos los 
demás, que cumplan las siguientes circunstancias: 
 una densidad demográfica municipal mínima de 100 habitantes; 
 un índice de crecimiento demográfico municipal mínimo en el período comprendido entre 1930 
y 1960 de 152 por 100 o una densidad demográfica municipal de 700 o más habitantes por km2; 
 formar en el territorio del municipio principal un área continua.” 
643 BOE N.º 176, de 25 de julio. 
644 CADAVAL SAMPEDRO, M. D., “Los gobiernos locales en España…” op. cit., p. 132. 
645 Vid. Exposición de Motivos de la Ley 48/1966, de 23 de julio, sobre modificación parcial del Régimen 
Local. 
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con que le dota la Ley. En el supuesto de que los Municipios de las provincias régimen 
común incluidos en la clasificación del artículo 12 decidan unirse con los más próximos 
que se hallen en análogas circunstancias, en virtud del artículo 15 podrán acogerse al 
régimen de subvenciones por agrupaciones (artículo 15). 
El III Plan de Desarrollo Económico y Social (1972-1975), aprobado por Ley 
22/1972, de 10 de mayo
646
, y cuya regulación y ejecución debía realizarse dentro del 
marco jurídico de la programación económica y social española, establecido por las 
disposiciones del Decreto 902/1969, de 9 de mayo, por el que se aprueba el Texto 
Refundido de la Ley del II Plan de Desarrollo Económico y Social
647
, mantuvo la línea 
marcada anteriormente sobre los diversos estudios de las áreas metropolitanas, variando 
la exigencia de población.  
En el caso de Barcelona, mediante el Decreto-ley 5/1974, de 24 de agosto, se crea la 
Entidad Municipal Metropolitana de Barcelona (o por su siglas, EMMB)
648
, que vino a 
ser, en palabras de RODRÍGUEZ ÁLVAREZ, una especie de anticipo del modelo de la 
Ley 41/1975, de 19 de noviembre, de Bases del Estatuto de Régimen Local, 
actualizando el régimen urbanístico especial de 1953 y de 1960, al tiempo que 
incorporaba innovaciones urbanísticas que verían la luz con carácter general en la 
inmediata reforma de la Ley del Suelo de 1956, operada en 1975 y en el Texto 
Refundido de 1976.  
La Exposición de Motivos del mencionado Decreto-Ley 5/1974 reconoce en su 
apartado primero que, 
“El fenómeno de desarrollo de la ciudad de Barcelona ha determinado la 
formación de una zona de influencia que progresivamente ha superado los límites de 
su término municipal incidiendo en el espacio comarcal adyacente, con 
implicaciones en otras áreas provinciales y con un extraordinario dinamismo de la 
misma y de los Municipios de su comarca. Resulta, por lo tanto, insoslayable abordar 
la ordenación de esta realidad metropolitana desde una perspectiva unitaria y con 
clara visión de futuro, configurando el correspondiente marco institucional para su 
planeamiento y gestión urbanística. 
                                                  
646 BOE N.º 113, de 11 de mayo. 
647 BOE N.º 124, de 24 de mayo. 
648 (BOE N.º 204, de 26 de agosto), que derogó la Ley de 3 de diciembre de 1953, sobre Ordenación 
Urbana de Barcelona y su Comarca. 
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En nuestros días constituye una preocupación universalmente sentida la 
estructuración orgánica y funcional de las Áreas Metropolitanas como uno de los 
capítulos decisivos de la renovación de las tradicionales estructuras locales.”649 
Con el fin de orientar e impulsar el desarrollo del planeamiento del espacio 
metropolitano, por el artículo primero del citado Decreto-Ley se crea la Entidad 
Municipal Metropolitana de Barcelona, 
“… como órgano específico para el impulso, coordinación, gestión, vigilancia y 
ejecución del planeamiento urbanístico y de la prestación de aquellos servicios de 
interés relevante para el conjunto de la zona metropolitana.” 
El Consejo metropolitano, órgano superior de la EMMB (de la que también forman 
parte la Comisión administrativa metropolitana y la Gerencia metropolitana), estaba 
integrado por una representación de las Entidades Locales, que se intentaba fuera lo más 
equilibrada posible, atendiendo a la propia morfología urbanística del territorio 
metropolitano. El Municipio de Barcelona, al ostentar por razones históricas y 
urbanísticas la condición de auténtica metrópoli o municipio director, debería tener por 
lógica una representación cualificada y específica.
650
 
Básicamente, esta entidad, calificada expresamente como entidad municipal, está 
destinada a la ejecución de la figura del Plan Director Metropolitano, finalizando así la 
etapa en la que el impulso de la acción metropolitana se encomendaba a organismos 
estatales, si bien el proceso de municipalización es aún incompleto, al persistir un 
organismo estatal desconcentrado de fiscalización de la acción metropolitana.
651
 Así, el 
artículo 15.1 dispone lo siguiente, 
“Las competencias que tiene atribuidas el Ministerio de la Vivienda en materia de 
Urbanismo por la legislación vigente, en cuanto afecte a la provincia de Barcelona, 
serán ejercidas por un Órgano desconcentrado, que dependerá administrativamente 
de dicho Ministerio ….” 
De manera que, como se establece en los apartados 2 y 3 del artículo 15, 
“La aprobación definitiva de los planes generales y del Plan Metropolitano se 
acordará por el Órgano a que se refiere el párrafo anterior.  
                                                  
649 Resulta cuanto menos llamativo que hace cuarenta años la cuestión metropolitana y la necesidad de su 
regulación jurídica fuera tan clara para los legisladores, a la vista de la experiencia nacional y el Derecho 
comparado. 
650 Exposición de Motivos del Decreto-Ley 5/1974, de 24 de agosto. Apartado Tres. 
651 En este sentido, RODRÍGUEZ ÁLVAREZ, J. M., “Estructura institucional y organización territorial 
local en España…” op. cit., p. 79. 
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Las funciones de tutela que en materia urbanística tienen atribuidas en la 
legislación vigente el Ministerio de la Gobernación y el de la Vivienda, serán 
ejercidas por ellos en la forma establecida, en lo que no resulte modificado por el 
presente Decreto-Ley.” 
A propósito del Decreto-ley 5/1974, no deja de resaltar el profesor CARRO 
FERNÁNDEZ-VALMAYOR que a diferencia de la Ley 121/1963, de 2 de diciembre, 
sobre el Planeamiento del Área Metropolitana de Madrid, en este caso sí se le atribuyen 
a la Entidad Metropolitana competencias ya no solo en el campo urbanístico, sino 
también en materia de prestación de servicios de interés metropolitano.
652
 
Así, el artículo 4 recoge, entre las competencias propias del Consejo Metropolitano, 
en el apartado 7 la de “aprobar un plan coordinado de establecimiento y prestación de 
servicios públicos de interés metropolitano y gestionarlos cuando proceda.” 
A los efectos de este plan, el articulo 10.1 señala que,  
“…  se entenderá que son servicios de interés metropolitano los que se 
extiendan, con unidad de explotación o de destino, a varios Municipios 
comprendidos en el ámbito de planeamiento metropolitano, aunque sus instalaciones 
radiquen en un solo término municipal.” 
El apartado 2 del artículo 10 realiza una enumeración de servicios públicos que se 
considerarán de interés metropolitano cuando concurran las circunstancias señaladas en 
el apartado primero del artículo. Son los siguientes: transportes; abastecimiento de 
aguas; evacuación y tratamiento de aguas residuales; suministro de energía eléctrica y 
gas; fomento de la vivienda; destrucción y tratamiento de basuras; servicios funerarios 
con inclusión de cementerios; extinción de incendios; mataderos y mercados centrales; 
cualesquiera otros análogos o complementarios. 
El Decreto 2863/1974, de 27 de septiembre
653
, vino a desarrollar el Decreto-Ley 5/1974 
en lo relativo a las normas para la elección de los componentes del Consejo 
Metropolitano, y el Decreto 3276/1974, de 28 de noviembre
654
, delimita las 
competencias y modalidades de actuación de los distintos órganos de la EMMB
655
. 
                                                  
652 CARRO FERNÁNDEZ-VALMAYOR, J. L., “Una reflexión general sobre las áreas 
metropolitanas…” op. cit., p. 14. 
653 BOE N.º 243, de 10 de octubre. 
654 BOE N.º 286, de 29 de noviembre. 
655 Según la Exposición de Motivos del Decreto 3276/1974, la delimitación de las competencias y 




 reconoce que la expresión “Área Metropolitana” no se 
va a introducir en la Ley 19/1975, de 2 de mayo, de Reforma de la Ley sobre Régimen 
del Suelo y Ordenación Urbana




Con esta Ley, como señala FERIA TORIBIO,  
“…se produce una revisión que coincide con el fin de la Dictadura, por lo que 
llevó a todo el sistema de ordenación urbanística y territorial a una situación de una 
cierta ambigüedad e indeterminación entre una Ley estatal de origen franquista, por 
un lado, y una nueva articulación de competencias y responsabilidades en esta 
materia que se plasmaría en la Constitución de 1978.  
La precitada Ley planteaba una nueva figura de ordenación, los Planes Directores 
Territoriales de Coordinación (artículo 6º)
659
, a caballo entre el urbanismo y la 
ordenación del territorio en sus visiones tradicionales, que en principio podría haber 
servido para afrontar procesos de planificación metropolitana, pero que por razones 
de diferente índole no fue en ningún caso utilizado como instrumento de ordenación 
para este tipo de ámbitos”660. 
Por lo que respecta a la regulación local, siguiendo a ORDUÑA REBOLLO, nos 
encontramos que los antecedentes a la redacción de la nueva regulación local surgieron  
porque ante el clamor reformista de la Ley de régimen local en España a finales de la 
década de los años 60, dado el anquilosamiento de sus disposiciones, así como su total 
inadecuación a los problemas y demandas de la sociedad española, el Gobierno 
tecnócrata surgido de la crisis del 29 de octubre de 1969 tomó la firme decisión de 
redactar un Proyecto de Ley que reformase el Régimen Local español, de manera que, 
sin romper la armonía con el sistema imperante, adoptase las medidas precisas para 
                                                                                                                                                  
 “con criterios de carácter descentralizador y subrayando la naturaleza esencialmente local del 
nuevo Organismo configurado por el Decreto-Ley de referencia, que viene a significar en este punto 
una modificación sustancial de los criterios que hasta ahora imperaron en el funcionamiento de los 
órganos administrativos de la comarca barcelonesa.” 
656 DE ESTEBAN ALONSO, A., Las áreas metropolitanas en España… op. cit., p. 34. 
657 BOE N.º 107, de 5 de mayo. 
658 Dice el artículo 8 bis.1., en relación a la propuesta del Ministerio de Vivienda para acordar la 
formación de los Planes Directores Territoriales de Coordinación que dicha propuesta “se efectuará por 
propia iniciativa o de otro  Departamento ministerial, o a instancias de una Entidad Local o de una 
Entidad Urbanística Especial competente”. 
659 Como dispone el artículo 6, “El planeamiento urbanísitico del territorio nacional se desarrollará a 
través de un Plan Nacional de Ordenación y de Planes Directores Territoriales de Coordinación, Planes 
Generales Municipales y Normas Complementarias y Subsidiarias de Planeamiento.” 
Estos Planes Directores Territoriales de Coordinación establecerán, de conformidad con los principios del 
Plan Nacional y de la Planificación Económica y Social, y las exigencias del desarrollo regional, las 
directrices para la ordenación del territorio, el marco físico en que han de desarrollarse las previsiones del 
plan y el modelo territorial en que han de coordinarse los Planes y Normas a que afecte (artículo 8.1º).  
660 FERIA TORIBIO, J. M., La ordenación del territorio en las áreas metropolitanas españolas… op. 
cit., p. 137. 
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actualizar las leyes locales y hacer frente a los problemas de una sociedad urbanizada y 
moderna que comenzaba a incorporarse al club de los países desarrollados.
661
 
Este fue el Proyecto que llegó más lejos en lo relativo a la autonomía local y en la 
defensa de las libertades locales. Frente a la uniformidad de las Leyes en vigor, preveía 
una variada tipología municipal, entre ellas, municipalidades y comunidades 
metropolitanas. Este Proyecto terminó su andadura en 1973, en que finalizó sin éxito su 
tramitación parlamentaria. 
El siguiente intento de Reforma del Régimen Local fue el Proyecto de Bases del 
Estatuto del Régimen Local. Constaba sólo de 47 Bases, a diferencia con el Proyecto de 
1971, que tenía 103. Se dejaba para un texto articulado posterior un desarrollo más 
prolijo. La tipología municipal quedaba matizada por tres conceptos: las Entidades 
municipales metropolitanas, los Municipios con población inferior a 5.000 habitantes, y 
otros regímenes municipales especiales. También se recogía la posibilidad de existencia 
de Mancomunidades municipales y provinciales. Se reducía la intervención del Estado, 
y la disolución de la Corporación o el régimen de tutela solo podrían ser ejecutados por 
el Gobierno en casos excepcionales. 
Tras una dilatada tramitación parlamentaria, el 19 de noviembre de 1975 se aprobaba 
la Ley de Bases del Estatuto de Régimen Local, si bien tendría poca vida legal y 
ninguna política, ya que al día siguiente fallecía el Jefe del Estado y empezaba a 
fraguarse un cambio de régimen en España. 
En la Ley 41/1975, de 19 de noviembre, de Bases del Estatuto de Régimen Local
662
, 
aparece el término “Entidad Municipal Metropolitana” (Base Novena. Uno)663. Será en 
                                                  
661 ORDUÑA REBOLLO, E. (en COSCULLUELA MONTANER, L. y ORDUÑA REBOLLO, E., 
Legislación sobre Administración Local 1900-1975… op. cit., Tomo III, NOTA PRELIMINAR, p. XXI-
XXII). 
 
662 BOE N.º 280, de 21 de noviembre. 
663 Base Novena. Uno “Podrán constituirse en Entidad Municipal Metropolitana – que según el apartado 
cinco, tendrán siempre el carácter de entes de la Administración Local - aquellas aglomeraciones urbanas, 
de elevada densidad demográfica y alto índice de expansión ,consideradas en su conjunto, entre cuyos 
núcleos de población exista una vinculación económica y social que haga aconsejable la coordinación en 
el planeamiento y en la prestación de servicios del conjunto. Las demarcaciones administrativas se 
acomodarán a las exigencias de la Entidad.” En DE ESTEBAN ALONSO, A., Las áreas metropolitanas 
en España… op. cit., pp. 34. 
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la disposición final primera apartado tres de la Ley 41/1975 donde se cite la expresión 
“Área Metropolitana”.664  
Esta Ley finalmente no llegó a ponerse en práctica, y se derogó expresamente por la 
Ley 47/1978, de 7 de octubre
665
, de derogación de la Ley 41/1975, de 19 de noviembre, 
de Bases del Estatuto de Régimen Local.
666
 
El Real Decreto 1346/1976, de 9 de abril, por el que se aprueba el texto refundido de 
la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana
667
, mantiene la figura de los 
Planes Directores Territoriales de Coordinación, elemento planificador que podría ser, 
en opinión de DE ESTEBAN ALONSO
668
, un instrumento muy válido para las áreas 
metropolitanas.  
La Tabla de vigencias de disposiciones afectadas por la Ley 19/1975, de 2 de mayo, 
de reforma de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana, que se contiene al 
final del Texto Refundido, declara vigentes las siguientes normas que regulaban el 
hecho metropolitano: 
 La Ley 121/1963, de 2 de diciembre, sobre el Área Metropolitana de Madrid; 
 El Decreto-Ley 5/1974, de 24 de agosto, por el que se crea la Entidad 
Municipal Metropolitana de Barcelona; y  
 El Decreto 3276/1974, de 28 de noviembre, por el que se desarrolla el 
Decreto-ley 5/1974, sobre organización y funcionamiento de la Entidad 
Municipal Metropolitana de Barcelona. 
Pero no solo en normas legales vamos a encontrar la precitada expresión, sino que 
también, como observa DE ESTEBAN ALONSO, “existen una serie de documentos 
oficiales, aunque sin valor jurídico, que recogen con mayor amplitud la expresión “Área 
Metropolitana”, delimitando el concepto y los criterios que se utilizan para definir sus 
espacios metropolitanos”. Y entre ellos menciona el estudio realizado por la Dirección 
General de Urbanismo del Ministerio de Vivienda sobre “Áreas Metropolitanas de 
                                                  
664 Disposición Final Primera, apartado Tres, “El Gobierno, previo dictamen del Consejo de Estado en 
pleno, queda autorizado para: b) Introducir en los regímenes de las Áreas Metropolitanas de Madrid y 
Barcelona y de las comarcas urbanísticas de Valencia y Bilbao las modificaciones oportunas a fin de 
acomodarlos a lo dispuesto en la presente Ley, sin perjuicio de la nueva institucionalización que 
proceda.”. En DE ESTEBAN ALONSO, A., Las áreas metropolitanas en España… op. cit., pp. 35. 
665 BOE N.º 243, de 11 de octubre. 
666 RODRÍGUEZ ÁLVAREZ, J. M., “Estructura institucional y organización territorial local en 
España…” op. cit., p. 80. 
667 BOE N.º 144, de 16 de junio. 
668 DE ESTEBAN ALONSO, A., Las áreas metropolitanas en España.... op. cit. p. 35. 
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España en 1960” (que aunque no da una definición del término, sí establece una serie de 
condiciones simultáneas para fijar los límites de las Áreas Metropolitanas españolas). 
Otro de los documentos oficiales que cita en su obra DE ESTEBAN ALONSO en 
donde se hace especial mención del concepto de “Área Metropolitana”, es en el III Plan 
de Desarrollo Económico y Social, 1972-1975
669
, que lo define como “un conjunto de 
entidades urbanas en torno a un núcleo central”.  
Según el citado Plan, el área metropolitana puede calificarse en tres sentidos: 
a) Como área geográfica, descansando sobre todo en la proximidad de agrupaciones 
 urbanas, lo que implica un peso relativo de esta aglomeración en la distribución 
 geográfica nacional y regional y unos tamaños mínimos de población para el 
 conjunto del área metropolitana y concretamente para su núcleo central. 
b) Como área funcional o sistema integrado de funciones para una determinada zona, 
 lo que exige un importante volumen de población activa y una suficiente 
 diversificación de su empleo. 
c) Como zona de Influencia de un centro determinado, en situación preponderante 
 sobre su territorio inmediato y en relación con otras áreas urbanas. 
El III Plan de Desarrollo define las Áreas Metropolitanas en función de tres factores: 
volumen de producción, desarrollo económico y planeamiento urbano.  
En función de estos factores, el Plan señala seis grandes áreas metropolitanas, 
Madrid, Barcelona, Valencia, Bilbao, Sevilla y Zaragoza, y17 áreas urbanas y 
metrópolis de equilibrio. 
Señala también los problemas más comunes de las Áreas Metropolitanas, 
concretándolos en: 
a)   Déficit de infraestructuras y de servicios adecuados. 
b) Presencia en mayor o menor grado, de viviendas infradotadas y de 
                                                  
669  El III Plan de Desarrollo Económico y Social (1972-1975), aprobado por Ley 22/1972, de 10 de 
mayo (BOE N.º 113, de 11 de mayo) y cuya regulación y ejecución debía realizarse dentro del marco 
jurídico de la programación económica y social española, establecido por las disposiciones del Decreto 
902/1969, de 9 de mayo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del II Plan de Desarrollo 
Económico y Social (BOE N.º 124, de 24 de mayo), mantuvo la línea marcada anteriormente sobre los 
diversos estudios de las áreas metropolitanas, variando la exigencia de población.  
 El propósito del Plan es el de “impulsar una óptima revalorización del territorio nacional, 




c) Dificultades de coordinación de los núcleos principales con el resto de los 
municipios que constituyen cada área. 
d) Escasez de recursos financieros por parte de los organismos municipales del 
área. 




En la monografía dedicada al “Desarrollo Regional” dentro del III Plan de Desarrollo 
Económico y Social, se califican las grandes Áreas Metropolitanas como asentamientos 
espaciales de población, que “constituyen los centros o núcleos principales donde se 
generan o difunden la mayor parte de las innovaciones.”671 
                                                  
670 DE ESTEBAN ALONSO, A., Las áreas metropolitanas en España.... op. cit. pp. 35-37. 
671 DE ESTEBAN ALONSO, A., Las áreas metropolitanas en España… op. cit., p. 37. 
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CAPÍTULO V. LAS ÁREAS METROPOLITANAS DESDE LA 
CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA HASTA LA ACTUALIDAD  
1. INTRODUCCIÓN 
Con la instauración del régimen democrático en España tras la promulgación de la 
Constitución Española de 1978, se lleva a cabo en nuestro país una profunda revisión de 
la legislación vigente derivada del régimen anterior, ocupándose también de la 
normativa reguladora del hecho metropolitano. Así, como nos recuerda PERDIGÓ I 
SOLÁ
672
, el Parlamento vasco suprimió la Corporación Administrativa del Gran Bilbao; 
la una vez constituida la Comunidad de Madrid, se disolvió la COPLACO y sus 
competencias se transfirieron a la Administración autonómica uniprovincial; y la 
Corporación Administrativa de la Gran Valencia subsistió hasta 1986, aunque vio 
reducida al mínimo su actividad.  Un caso distinto fue el de la EMMB, que se mantuvo 
en funcionamiento hasta su derogación por la Ley 7/1987, de 4 de abril. 
En esta nueva etapa, el fenómeno metropolitano va a seguir manifestándose y 
reclamando una regulación, si bien no podemos afirmar que se haya llevado a cabo 
hasta la fecha un tratamiento jurídico demasiado exhaustivo de la cuestión. Lo que no 
podemos negar es que el área metropolitana como entidad local territorial de institución 
alternativa sí se va a mencionar, aunque sea como una breve cita, por parte del 
legislador a la hora de abordar el régimen local. 
El propósito del contenido de los siguientes apartados es dar una visión de cómo se 
ha venido recogiendo la mención a la figura metropolitana en los distintos cuerpos 
normativos, y el carácter con el cual la han revestido. 
2. REGULACIÓN JURÍDICA 
2.1. Regulación constitucional 
La Constitución Española de 1978, por la que se instaura el régimen democrático en 
nuestro país contiene, en primer lugar, dentro de su Título Preliminar, los artículos 1 y 
2 que vienen a ser como el pórtico de entrada de la Constitución, sus decisiones 
fundamentales, en los que se sintetizan los rasgos más sobresalientes del mencionado 
régimen democrático. 
                                                  
672 PERDIGÓ I SOLÁ, “La institucionalización del Área Metropolitana de Barcelona…”, op. cit., p. 110. 
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El artículo 2 recoge tres principios jurídicos: unidad nacional, autonomía de 
nacionalidades y regiones, y solidaridad de todas ellas.
673
 
La Constitución, como señala el Tribunal Constitucional (en adelante, TC) en su 
Sentencia 4/1981, de 2 de febrero, Fundamento Jurídico (en adelante, FJ) 3º: 
“parte de la unidad de la nación española, que se constituye en Estado social y 
democrático de derecho, cuyos poderes emanan del pueblo español, en el que reside 
la soberanía nacional. Esta unidad se traduce así en una organización – el Estado – 
para todo el territorio nacional ….” 
Asimismo, la Sentencia del TC 76/1983, de  5 de agosto (Caso "LOAPA"), establece 
en su FJ 12º: 
“no cabe discutir la posición de superioridad que constitucionalmente corresponde 
al Estado como consecuencia del principio de unidad y de la supremacía del interés 
de la nación ….” 
Será la Ley, como se pone de manifiesto en la citada STC 4/1981, la que concrete el 
principio de autonomía de cada tipo de Entes, de acuerdo con la Constitución: 
“Y debe hacerse notar que la misma contempla la necesidad –como una 
consecuencia del principio de unidad y de la supremacía del interés de la nación– de 
que el Estado quede colocado en una posición de superioridad, tal y como establecen 
diversos preceptos de la Constitución, tanto en relación a las Comunidades 
Autónomas, concebidas como Entes dotadas de autonomía cualificativamente 
superior a la administrativa
674, como a los Entes locales.” (FJ 3º) 
El TC, en relación con el artículo 137 de la Constitución ha reafirmado el concepto 
de la complejidad del Estado, “compuesto por una pluralidad de organizaciones de 
carácter territorial, dotadas de autonomía.” FJ 3º de su Sentencia 4/1981, de 2 de febrero 
de 1981. 
Numerosas sentencias se manifiestan en relación al alcance del principio de 
autonomía. Así, la Sentencia del TC 4/1981, de 2 de febrero recuerda como, en virtud 
de lo dispuesto por el artículo 137 de la Constitución, se prevé, con arreglo a una 
distribución vertical de poderes, la participación en el ejercicio del poder de entidades 
                                                  
673 Artículo 2 de la Constitución Española de 1978: 
“La Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española, patria común e 
indivisible de todos los españoles, y reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las nacionalidades 
y regiones que la integran y la solidaridad entre todas ellas.” 
674 La Sentencia del Tribunal Constitucional 25/1981, de 14 de julio, dispone en su Fundamento Jurídico 
3º lo siguiente: 
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territoriales de distinto rango. Los órganos generales del Estado ya no ejercerían, por lo 
tanto, la totalidad del poder público.  
Por lo tanto, el artículo 137 refleja una concepción amplia y compleja del Estado, 
compuesto por una pluralidad de organizaciones de carácter territorial, dotadas de 
autonomía. Resulta así necesario delimitar cuál es el ámbito del principio de autonomía. 
La sentencia continúa diciendo que, 
 “Ante todo resulta claro que la autonomía hace referencia a un poder limitado. En 
efecto, autonomía no es soberanía – y aun este poder tiene sus limitaciones –, y dado 
que cada organización territorial dotada de autonomía es una parte del todo, en 
ningún caso el principio de autonomía puede oponerse al de unidad, sino que es 
precisamente dentro de éste donde alcanza su verdadero sentido, como expresa el 
artículo 2 de la Constitución. 
De aquí que el artículo 137 de la Constitución delimite el ámbito de estos poderes 
autónomos, circunscribiéndolos a la “gestión de sus respectivos intereses”, lo que 
exige que se dote a cada Ente de todas las competencias propias y exclusivas que 
sean necesarias para satisfacer el interés respectivo. 
De acuerdo pues con la Constitución, la autonomía que garantiza para cada 
Entidad lo es en función del criterio del respectivo interés […].” (FJ 3º) 
La Sentencia del TC 32/1981, de 28 de julio define la autonomía local como, 
“un derecho de la comunidad local a participar a través de órganos propios en el 
gobierno y administración de cuantos asuntos le atañen, graduándose la intensidad de 
esta participación en función de la relación entre intereses locales y supralocales 
dentro de tales asuntos o materias. 
Para el ejercicio de esa participación en el gobierno y administración en cuanto les 
atañe, los órganos representativos de la Comunidad local han de estar dotados de las 
potestades sin las que ninguna actuación autonómica es posible.” (FJ 4 º) 
Si bien, el artículo 2 de la Constitución Española de 1978 ya deja claro el mayor 
alcance de la autonomía regional frente a la de los entes locales, al hacer referencia en 
su texto solo a aquella.
675
 En este sentido, el TC manifiesta en su Sentencia 25/1981 
que: 
 “Las Comunidades Autónomas, … gozan de una autonomía cualitativamente 
superior a la administrativa que corresponde a los entes locales, ya que se añaden 
potestades legislativas y gubernamentales que la configuran como autonomía de 
naturaleza política, cualquiera que sea el ámbito autonómico. Éste queda fijado por el 
Estatuto, en el que se articulan las competencias asumidas por la Comunidad 
Autónoma dentro del marco establecido en la Constitución (art. 147.1); de tal suerte 
que la competencia sobre las materias que no se hayan asumido por los Estatutos de 
                                                  
675 RUÍZ CUADRADO, B., “La Autonomía Local y su defensa”. Anales de Derecho, N.º 16, 1998, p. 
209. 
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Autonomía corresponderá al Estado, cuyas normas prevalecerán, en caso de 
conflictos, sobre las de las Comunidades Autónomas en todo lo que no esté atribuido 
a la exclusiva competencia de éstas (art. 149.3).  
 Las Comunidades Autónomas, como corporaciones públicas de base territorial y 
de naturaleza política, tienen como esfera y límite de su actividad en cuanto tales los 
intereses que les son propios.” (FJ 3º) 
El artículo 141.3 de la Constitución, como se dispone en la Sentencia del Tribunal 
Supremo (en adelante, TS) 3531/1998, de 29 de mayo, 
“establece solamente la posibilidad de "crear agrupaciones de Municipios 
diferentes de la provincia", sin que en dicho precepto aparezca dato alguno de 
carácter organizativo o finalista que condicione la futura normativa legal o 
reglamentaria.” 
El constituyente optó también por un Estado compuesto, dotado de una amplia 
descentralización política mediante el reconocimiento del derecho a la autonomía de sus 
nacionalidades y regiones, lo que doctrinalmente se ha denominado “Estado 
autonómico”. El ejercicio de este derecho se articula mediante la aprobación de un 
Estatuto de Autonomía, por los procedimientos previstos en el Título VIII del texto 
constitucional. 
Según la STC 25/1981, de 14 de julio, 
“El derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones se da sobre la base de 
la unidad nacional (art. 2). Dicha autonomía queda vinculada, para cada una de las 
entidades territoriales a la gestión de sus respectivos intereses (art. 137)
676
; principio 
éste que figura significativamente a la cabeza de los «principios generales» que 
informan la organización territorial del Estado.” (FJ 3º) 
Por último, el principio de solidaridad se basa en un deber de auxilio recíproco y de 
mutua lealtad, que obliga a todos, incluido el Estado.
677
 
                                                  
676 El principio de autonomía, afirma el Tribunal Constitucional es "un principio general de la 
organización del Estado plasmado en nuestra Constitución". Y la sentencia de 28 de Julio de 1981, 
declara que el principio de autonomía "es uno de los principios estructurales básicos de nuestra 
Constitución". 
Como manifiesta J. CASTELAO RODRÍGUEZ (Sinopsis del artículo 137 de la Constitución Española de 
1978, Congreso de los Diputados), “El principio de autonomía da lugar a una distribución en cascada del 
poder. Efectivamente, la Constitución, dice la STC 32/1981, configura una distribución vertical del poder 
público entre entidades de distinto nivel, que son fundamentalmente el Estado titular de la soberanía; las 
Comunidades Autónomas, caracterizadas por su autonomía política y las provincias y municipios, 
dotados de autonomía administrativa de distinto ámbito.”  
Enlace web: http://www.congreso.es/consti/constitucion/indice/sinopsis/sinopsis.jsp?art=137&tipo=2 
(Último acceso, 19.08.2015). 
677 DELGADO-IRIBARREN GARCÍA CAMPERO, M., Sinopsis al artículo 2 de la Constitución 
Española de 1978. Congreso de los Diputados. Enlace web:  
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Al abordar la cuestión de la racionalización administrativa que exige el buen 
funcionamiento del Estado de las Autonomías, SÁNCHEZ MORÓN, en primer lugar, 
menciona la existencia de una impresión bastante generalizada de que en nuestro país 
hay demasiadas Administraciones. Para el autor, la causa última del problema se halla 
en el peculiar modo como se reguló en España el tránsito de un Estado 
hipercentralizado a otro sustancialmente descentralizado, que se plasma en la 
Constitución de 1978. 
Afirma SÁNCHEZ MORÓN que, al elaborar la Constitución Española de 1978 
dentro de un proceso de reforma – que no de ruptura democrática - , y con la intención 
de extremar las posibilidades de consenso en torno al texto constitucional, 
“resultó que su aspecto más complejo, es decir, la regulación de la estructura 
territorial del Estado, se tiñó de una sustancial ambigüedad. … el desarrollo del 
Título VIII de la Constitución permitía, sin modificación alguna, adoptar soluciones 
muy distintas en cuanto al modelo y al grado de descentralización. No solo eso, sino 
que la organización territorial prevista se diseñó en función de la creación de 
instituciones totalmente nuevas, pero sin perjuicio de mantener las viejas instancias 
del Estado centralista.”678 
Así, el autor menciona que la Constitución da vía libre al nacimiento de las 
Comunidades Autónomas y admite –aunque no impone–, su generalización en todo el 
territorio nacional, lo que se produciría en breve plazo. 
Además, posibilita la creación de agrupaciones de municipios distintos de la 




Con este precepto se hace referencia a la posibilidad de crear, entre otras opciones, 
áreas metropolitanas. 
Hay, pues, un reconocimiento casi unánime
680
 en la Doctrina al hecho de que, 
aunque no reconocido de manera expresa, sí se deduce de la redacción del artículo 141.3 
                                                                                                                                                  
http://www.congreso.es/consti/constitucion/indice/sinopsis/sinopsis.jsp?art=2&tipo=2 (Último acceso: 
19.08.2015) 
678 SÁNCHEZ MORÓN, M., “Racionalización administrativa y organización territorial”. Revista 
Española de Derecho Constitucional, N.º 40, Madrid, enero-abril 1994, pp. 39-42. 
679 SÁNCHEZ MORÓN, M., “Racionalización administrativa y organización territorial”… op. cit., p. 43. 
680 Para PIÑAR MATAS, “… de los artículos 141.3 y 152.3 se desprende que la formación por vía 
estatutaria de agrupaciones de municipios se refiere a las comarcas”. En PIÑAR MATAS, J. L., “De 
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que el espíritu de los redactores de la Constitución era el de dejar abierta la posibilidad 
de su formación. 
De esta opinión es CADAVAL SAMPEDRO, pues afirma que, 
“No existe en la Constitución española mención específica a esta fórmula de 
colaboración, sin embargo reconoce que el artículo 141.3 abre la posibilidad de su 
formación.”681 
RODRÍGUEZ ÁLVAREZ afirma: 
“La Constitución, que consagra expresamente la autonomía local en sus artículos 
137 y 140, prevé la posibilidad de agrupaciones de municipios diferentes de la 
provincia, pero no contiene previsión alguna expresa sobre las grandes ciudades ni 
sobre las áreas metropolitanas.”682 
MARTÍN MATEO y CANTÓ LÓPEZ tienen una apreciación constitucional más 
optimista, pues afirman que, 
 “Esta concepción tradicional, de gran ciudad, ha sido recogida por el 
ordenamiento estatal, pues la Constitución española de 1978, aunque diseña la 
administración local sobre el esquema de municipios, provincias e islas, reconoce 
expresamente la creación de otras entidades locales mediante la agrupación de 
municipios en el marco de los Estatutos de Autonomía. El artículo 141.3 de la 
Constitución, integrante del bloque de constitucionalidad establece la posibilidad de 
crear agrupaciones de municipios diferentes a la provincia.”683 
Del mismo modo, TOSCANO GIL observa que la Constitución Española de 1978 no 
reconoce expresamente la figura del Área Metropolitana pero admite que, 
“A pesar de ello, constituye un lugar común entre la doctrina española sostener 
que el fundamento para que el legislador pueda regular y constituir áreas 
metropolitanas se encuentra en los artículos 141.3 y 152.3 del texto constitucional.”  
Asimismo, CARRO FERNÁNDEZ-VALMAYOR manifiesta al respecto lo 
siguiente: 
“Salvo la referencia a la posibilidad de creación en los Estatutos de Autonomía de 
circunscripciones territoriales propias o agrupaciones municipales distintas de la 
provincia (artículos 141.3º y 152.3º CE), la Constitución española de 1978, centrada, 
                                                                                                                                                  
nuevo en torno al carácter indispensable o no de la Provincia”. Revista de Administración Pública, N.º 96, 
septiembre-diciembre 1981, p. 275. 
681 CADAVAL SAMPEDRO, M. D., “Los gobiernos locales en España…, op. cit., pp.126-146. 
682 RODRÍGUEZ ÁLVAREZ, J. M., “La política sobre grandes ciudades y Áreas Metropolitanas en 
España o el temor a la diversidad”. GAPP, Gestión y Análisis de Políticas Públicas, N.º 24, mayo-agosto 
2002, p. 113. 
683 MARTÍN MATEO, R. y CANTÓ LÓPEZ, M. T., “El Derecho Ambiental…”, op. cit., pp. 87-88. 
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sobre todo, en el reconocimiento y realce de la autonomía municipal emergente, no 
abordó, directamente, el tema de las Áreas Metropolitanas o el de los grandes 
municpios.”684 
Para PIÑAR MATAS, “es importante que el artículo 141.3 autorice la creación de 
agrupaciones de municipios diferentes de la provincia, lo que permite sustituirla.”685 
El artículo 152.3 CE, situado dentro del Capítulo III, “De las comunidades 
autónomas”, dispone que, 
“mediante la agrupación de municipios limítrofes, los estatutos podrán establecer 
circunscripciones territoriales propias, que gozarán de plena personalidad 
jurídica”.686 
PIÑAR MATAS incide en el hecho de que “la personalidad jurídica de la provincia 
es “propia”, mientras que la de las entidades del artículo 152.3 es “plena” y, por tanto, 
más compleja.”687 
Ya el TC en su Sentencia 32/1981, de 28 de julio, al reflexionar sobre la 
redistribución de competencias de la Constitución afirma que: 
“no solo deriva de la creación de Comunidades Autónomas. El texto 
constitucional contempla también la posibilidad (artículo 141.3) de crear 
agrupaciones de municipios diferentes de la provincia … que podrán asumir el 
ejercicio de competencias que eran anteriormente competencias provinciales, con lo 
que por esta vía puede producir igualmente una cierta reducción en el contenido 
propio de la autonomía provincial.”688 (FJ 3º) 
A la vista de esta regulación constitucional, TOSCANO GIL viene a concluir que, 
partiendo de lo dispuesto en los mencionados artículos 141.3 y 152.3 de la Constitución 
                                                  
684 CARRO FERNÁNDEZ-VALMAYOR, J. L., “Una reflexión general sobre las Áreas Metropolitanas”. 
REALA, Revista de Estudios de la Administración Local y Autonómica, N.º 302, septiembre-diciembre, 
2006, p. 14. 
685 PIÑAR MATAS, J. L., “De nuevo en torno al carácter indispensable o no de la Provincia”… op. cit., p. 
278. 
686 M. BACIGALUPO SAGESSE (Sinopsis del artículo 152 de la Constitución Española de 1978, 
Congreso de los Diputados) manifiesta al respecto lo siguiente: “Así pues, vemos que el artículo 152.3 
refuerza lo ya establecido en el artículo 141.3, al permitir que los Estatutos establezcan mediante la 
agrupación de municipios limítrofes circunscripciones territoriales propias, dotadas de plena personalidad 
jurídica. En particular, se alude aquí pues, entre otras posibilidades, a las comarcas o Áreas 
Metropolitanas.” Enlace web:  
http://www.congreso.es/consti/constitucion/indice/sinopsis/sinopsis.jsp?art=152&tipo=2 (Último acceso: 
19.08.2015) 
687 PIÑAR MATAS, J. L., “De nuevo en torno al carácter indispensable o no de la Provincia”… op. cit., p. 
278. 




“puede el legislador crear entidades locales distintas de las garantizadas 
constitucionalmente por el Título VIII de la Constitución. … Entre las entidades 
locales que pueden encontrar su fundamento en estos preceptos constitucionales, que 
no están dotadas de garantía constitucional y que son de configuración legal, estarían 
las áreas metropolitanas.”689 
En cuanto a la naturaleza de las áreas metropolitanas que se desprende de la 
regulación constitucional, BARRERO RODRÍGUEZ manifiesta lo siguiente, 
“La Norma Fundamental no prejuzga la esencia de las áreas metropolitanas. Su 
concreto carácter dependerá de la configuración de la que sean objeto por la 
legalidad ordinaria.”690 




 que la 
Constitución consagra
693
, no alcanza a las Entidades locales distintas de la Provincia y 
el Municipio. Y, en todo caso, la asignación de competencias que se efectúe a aquellas 
                                                  
689 TOSCANO GIL, F., “El Área Metropolitana en el ordenamiento jurídico español”… op. cit., p. 114. 
690 BARRERO RODRÍGUEZ, M. C., Las Áreas Metropolitanas, p. 83. 
691 La Sentencia del TC 32/1981, de 28 de julio de 1981 establece que: 
 “La autonomía local ha de ser entendida como un derecho de la comunidad local a participar a 
través de órganos propios en el gobierno y administración de cuantos asuntos le atañen, graduándose la 
intensidad de esta participación en función de la  relación entre intereses locales y supralocales dentro de 
tales asuntos o materias.  
 Para el ejercicio de esa participación en el gobierno y administración en cuanto las atañe, los 
órganos representativos de la Comunidad local han de estar dotados de las potestades sin las que ninguna 
actuación autonómica es posible.” (FJ 4º) 
La concreción de este derecho de intervención se diseña, señala L. ORTEGA ÁLVAREZ (“Los 
principios constitucionales sobre el Régimen Local y su aplicación a las competencias locales”. Revista 
de Administración Pública, N.º 117, septiembre-diciembre 1988, p. 163), por tres vías principales: 
 - el mandato dirigido al legislador sectorial para que atribuya un nivel competencial local en 
determinadas materias; 
 - el otorgamiento de un derecho de participación en las tareas de programación y planificación 
que afecten a sus competencias; 
 - la atribución de la posibilidad de realización de actividades complementarias de las propias de 
otras Administraciones públicas. 
692 La Sentencia del TC 32/1981, de 28 de julio, en relación al concepto de garantía institucional 
establece: 
 “Por definición, en consecuencia, la garantía  institucional no asegura un contenido concreto o 
un ámbito competencial determinado y fijado de una vez por todas, sino la preservación de una  
institución en términos recognoscibles para la imagen que de la misma tiene la conciencia social en cada 
tiempo y lugar.” (FJ 3º) 
L. ORTEGA ÁLVAREZ (“Los principios constitucionales sobre el Régimen Local y su aplicación a las 
competencias locales”. Revista de Administración Pública, N.º 117, septiembre-diciembre 1988, pp. 157-
158) señala que “la Constitución Española de 1978, al contemplar el principio de la autonomía local en su 
articulado, persigue sustraer a la disponibilidad del legislador ordinario los caracteres conformadores de 
dicho principio.  
693 L. ORTEGA ÁLVAREZ (“Los principios constitucionales…”, op. cit.,, p.158) recuerda que la 
doctrina reconoció en el artículo 140 de la Constitución la recepción del concepto de garantía institucional 
que en su día definiera Carl Schmit. Y así también, el Tribunal Constitucional, en su sentencia 32/1981, 
de 28 de julio, en su Fundamento Jurídico 3º. 
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Entidades contingentes no puede desapoderar a los Entes necesarios, con autonomía 
garantizada.
694 
La noción de autonomía, para los entes de base territorial, viene a significar, en 
palabras de RUÍZ CUADRADO, 
“la idea de distribución de los poderes públicos, los cuales no son monopolizados por 
el Estado, sino que se distribuyen entre las diversas instancias territoriales del mismo, 
distribución que no es material, sino funcional. […] son poderes limitados y 
constitucionalmente garantizados.”695 
El contenido constitucional de la autonomía local puede considerarse, como 
manifiesta RUÍZ CUADRADO, desde dos perspectivas: la de la organización de los 
entes locales, y la de las competencias concretas a través de las cuales se materializa, en 
cada momento, su esfera de actuación.
696
 
Si bien, MARTÍN MATEO sí reconoce también la posibilidad de extender la 
autonomía local a las islas, ya que, 
“aunque no parecen mencionadas en el artículo 137 de la Constitución, su 
posición queda claramente potenciada en el artículo de referencia como consecuencia 
de la aprobación de una enmienda en este sentido”, quedando así “de alguna manera 
configurada como una cuasi Provincia en cuanto alternativa a este tipo de Entidad 
Local, derivando de ella su autonomía. Esta tesis se refuerza a partir de otros 
preceptos constitucionales, que claramente sustituyen a la Provincia en relación con 
los procesos autonómicos (artículos 143 y 146).”  
Sin embargo, manifiesta el autor que la conclusión debe ser distinta en relación con 
las agrupaciones de Municipios, cuya creación el artículo 141.3º
697
 permite, “lo que es 
extensible a la autorización contenida en el artículo 152.3º, para la creación por los 
                                                  
694 PÉREZ MORENO, A., “Las Áreas Metropolitanas entre la esperanza y la aporía”. RDU, Madrid, 
octubre-noviembre-diciembre 1994, p. 946. 
695 RUIZ CUADRADO, B., “La Autonomía Local y su defensa”. Anales de Derecho, N.º 16, 1998, p. 
211. 
696 Es lo que en la Sentencia del TC 84/1982, de 23 de diciembre, como menciona B. RUÍZ CUADRADO 
(“La Autonomía Local…”, op. cit., p. 213) se ha denominado “el carácter bifronte del régimen jurídico de 
las autonomías locales”, al establecer que “el régimen jurídico de las Corporaciones locales … es 
siempre resultado de la actividad concurrente del Estado (en el sentido más estrecho del término) y de las 
Comunidades Autónomas.” (FJ 4º) 
697 Como se establece en el artículo 141. 3º de la Constitución de 1978, “Se podrán crear agrupaciones de 
municipios diferentes de la provincia.” 
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Estatutos de circunscripciones territoriales propias que gozarán de plena personalidad 
jurídica.”698 
En este sentido se pronunciaría posteriormente el TS en su Sentencia 3531/1998, de 
29 de mayo, al disponer en relación con las Áreas Metropolitanas que: 
“No es objeto de discusión que las Entidades Metropolitanas no tienen reconocida 
garantía institucional, sea constitucional o estatutaria, y que por consiguiente el 
legislador autonómico del mismo modo que puede crearlas (no que esté obligado a 
hacerlo) puede modificarlas y suprimirlas ( artículo 43.1 de la Ley de Bases [...]).  
Lo que también es indudable es que la creación de una Entidad Metropolitana 
puede incidir sobre la autonomía, ésta sí garantizada constitucionalmente, de los 
Municipios en ella integrados, incidencia que el Tribunal Constitucional en su 
temprana sentencia de 28 de julio de 1.981
699
 ha reconocido como imposible de 
evitar y que debe moverse dentro de unos límites que no dejen vacío el núcleo 
esencial de la garantía constitucional.” (FJ 10º) 
Esta dependencia del desarrollo legislativo del contenido de la autonomía local, 
como afirma el profesor VIDA FERNÁNDEZ, “tiene su fundamento en el principio de 
unidad, que impide el reconocimiento incondicionado de la autonomía a nivel local que 
produciría una fragmentación inadmisible del Estado, por lo que quedan sometidos a lo 
dispuesto por el legislador estatal como autonómico de referencia, lo que se denomina el 
carácter bifronte de la Administración Local.”700 
2.2. Primeros Estatutos de Autonomía 
Fruto de la concepción democrática de Estado descentralizado que caracterizaba a los 
constituyentes, el artículo 2 de la Constitución, en el Título Preliminar, va a reconocer y 
garantizar el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la integran, 
así como la solidaridad entre todas ellas. Más adelante en el texto, el Título VIII de la 
Constitución incluía entre los entes territoriales del Estado a las Comunidades 
                                                  
698 MARTÍN MATEO, R., “Administración Local y Constitución”. Revista de Estudios de 
Administración Local y Autonómica, N.º 225, 1985, pp.19-20. 
699 Dice la Sentencia del TC de 28 de julio de 1989 que “el texto constitucional contempla también la 
posibilidad (art. 141.3) de crear agrupaciones de municipios diferentes de la provincia. Es claro que estas 
agrupaciones cuya autonomía no aparece constitucionalmente garantizada, … podrán asumir el 
desempeño de funciones que antes correspondían a los propios municipios o actuar como divisiones 
territoriales de la Comunidad Autónoma para el ejercicio de competencias que eran anteriormente 
competencias provinciales, con lo que por esta vía puede producirse igualmente una cierta reducción en el 
contenido propio de la autonomía provincial.” (FJ 3º) 
700 VIDA FERNÁNDEZ, J., “Las Administraciones Locales”. En PEÑARANDA RAMOS, J. L., 
QUADRA SALCEDO, T., VIDA FERNÁNDEZ, J., Organización y Actividad de las Administraciones 
públicas, 2ª ed., Departamento de Derecho Público del Estado, Universidad Carlos III de Madrid, 2013, p. 
6. 
 362 
Autónomas que se pudiesen constituir, y que dedicaba el Capítulo III de dicho título a 
establecer un marco dentro del cual cada Estatuto establecería su organización y su 
propio ámbito competencias. 
En virtud de este principio dispositivo, serían las provincias las que decidirían 
organizarse en Comunidades Autónomas y sus Estatutos los que establecerían su 
organización y competencias, siempre dentro del respeto al marco constitucional. 
Como es sabido, preveían de forma transitoria dos tipos de Comunidades 
Autónomas. Por un lado, las que podían acceder de inmediato al techo máximo de 
autonomía, esto es, las que hubieran plebiscitado en el pasado un régimen autonómico 
(Cataluña, País Vasco y Galicia, según la Disposición Transitoria 2ª.
701
), así como las 
que cumplieran con lo preceptuado en el artículo 151, que solo logró Andalucía. 
También Navarra, sujetándose a la Disposición Adicional 1ª.
702
  
A Canarias y a la Comunidad Valenciana se les aplicó el artículo 150.2.
703
, de forma 
que vinieron a igualarse desde el principio a las Comunidades de primer grado. 
Por el otro lado, estarían todas las demás que pudieran constituirse de acuerdo con el 
procedimiento previsto en el artículo 143.2. Transcurridos cinco años, según el artículo 
148.2, estas Comunidades podrían modificar sus Estatutos, y la doctrina las denominó 
Comunidades Autónomas de segundo grado. 
En cada uno de sus Estatutos, las Comunidades Autónomas podrían decidir las 
competencias que asumirían dentro de las posibles (las Comunidades Autónomas de 
segundo grado solo podrían ostentar competencias de entre las listadas en el artículo 
                                                  
701 Disposición Transitoria Segunda:  
 “Los territorios que en el pasado hubiesen plebiscitado afirmativamente proyectos de Estatuto de 
autonomía y cuenten, al tiempo de promulgarse esta Constitución, con regímenes provisionales de 
autonomía podrán proceder inmediatamente en la forma que se prevé en el apartado 2 del artículo 148, 
cuando así lo acordaren, por mayoría absoluta, sus órganos preautonómicos colegiados superiores, 
comunicándolo al Gobierno. El proyecto de Estatuto será elaborado de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 151, número 2, a convocatoria del órgano colegiado preautonómico.” 
702 Disposición Adicional Primera: 
 “La Constitución ampara y respeta los derechos de los territorios forales. La actualización 
general de dicho régimen foral se llevará a cabo, en su caso, en el marco de la Constitución y de los 
Estatutos de Autonomía.” 
703 Artículo 150.2º:  
 “El Estado podrá transferir o delegar en las Comunidades Autónomas, mediante ley orgánica, 
facultades correspondientes a materia de titularidad estatal que por su propia naturaleza sean susceptibles 
de transferencia o delegación. La ley preverá en cada caso la correspondiente transferencia de medios 
financieros, así como las formas de control que se reserve el Estado.” 
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148 de la Constitución), con qué carácter (bien de forma exclusiva o no) y con qué 
funciones (legislativas o no). 
En julio de 1981 se llegó a un Pacto entre el partido en el Gobierno y los principales 
partidos de la oposición, se acordó generalizar el sistema autonómico y se determinaron 
las determinaciones que deberían contener los Estatutos con el fin de lograr una cierta 
homogeneidad entre todas las Comunidades Autónomas. De esta forma, se tramitaron 
los Estatutos de las demás Comunidades Autónomas.
704
 
En el artículo 147.1 de la Constitución Española se establece que, dentro de los 
términos de la misma, “… los Estatutos serán la norma institucional básica de cada 
Comunidad Autónoma …”. Entre las cuestiones que deberán contener los Estatutos, se 
encuentra la delimitación de su territorio (artículo 147.2). 
Y ello porque, como dispone el artículo 148.1, entre las materias sobre las que las 
Comunidades Autónomas podrán asumir competencias, se encuentra, por un lado, las 
alteraciones de los términos municipales comprendidos en su territorio y, en general, las 
funciones que correspondan a la Administración del Estado sobre las Corporaciones 
locales y cuya transferencia autorice la legislación sobre Régimen Local (apartado 2º). 
Y por otro, la ordenación del territorio, el urbanismo y la vivienda (apartado 3º).
705
 
Sin olvidar que el Estado tiene competencia exclusiva sobre las bases del régimen 
jurídico de las Administraciones públicas, como se reconoce en el artículo 149.1.18 de 
la Constitución
706
, en todos los Estatutos de Autonomía se hace una referencia, más o 
menos pormenorizada, a la cuestión de la organización territorial y al régimen de la 
                                                  
704 MARTÍN REBOLLO, L., Leyes Administrativas. Ed. Aranzadi, Colección Códigos Básicos, 14ª 
Edición, Pamplona, 2008, pp. 182-183. 
705 R. DE MIGUEL GONZÁLEZ (“Políticas metropolitanas en España: entre Urbanismo y Ordenación 
del Territorio”, Geographicalia, N.º 32, Zaragoza, 1995, p. 56) nos recuerda que:  
 “Actualmente, las comunidades autónomas de las grandes ciudades españolas tienen transferidas 
estas competencias, por lo tanto, todo el complejo sistema de relaciones institucionales que comporta la 
planificación y gestión metropolitana, acatando la Carta Magna, debe referenciarse a la administración 
autonómica.”  
706 L. ORTEGA ÁLVAREZ (“Los principios constitucionales sobre el Régimen Local y su aplicación a 
las competencias locales”. Revista de Administración Pública, N.º 117, septiembre-diciembre 1988, p. 
160) recuerda que como dispone la Sentencia del TC 32/1981, de 28 de julio, sobre la Ley de 
transferencia urgente y plena de las Diputaciones catalanas a la Generalidad: 
 “el apartado 18 del artículo 149.1 de la Constitución es el instrumento a través del cual se debe 
dotar de una estructura común de funcionamiento al modelo de Estado descentralizado de los artículos 2 y 
137 de la Constitución. 
 … Y, precisamente por la posición que ocupa dentro de dicho modelo, es al Estado, entendido 
como aparato central o general de la nación, a quien corresponde la fijación de principios o criterios 
básicos en materia de organización y competencia referidos a cualquiera de las instituciones del país.” 
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administración local. 
Señala MÁRQUEZ CRUZ que: 
“Las referencias a la Administración local en los diferentes estatutos tienen, en 
general, tres características: la primera, sobre la articulación de la Administración 
autonómica y el traspaso de competencias a los entes locales; la segunda, sobre el 
desarrollo de la regulación de las materias del régimen local; y la tercera, sobre la 
creación de entidades locales distintas a los municipios.”707 
Tras la aprobación de los diecisiete Estatutos de autonomía, pudo hablarse de tres 
grupos de Comunidades autónomas: 
-País Vasco, Cataluña, Galicia y Andalucía, que accedieron a la autonomía por la 
vía del art. 151 CE -las tres primeras, además, beneficiándose de las facilidades que 
les reconocía la Disposición Transitoria Segunda de la CE-, obteniendo el máximo 
grado de autonomía inicialmente posible, dentro del marco delimitado por el art. 149 
CE. 
-Comunidad Valenciana y Canarias, que asumieron además de las competencias 
permitidas por el art. 148 CE, todas las demás constitucionalmente posibles, hasta el 
límite del art. 149 CE, en virtud de sendas leyes orgánicas por las que el Estado les 
transfirió aquellas, al amparo de lo dispuesto en el art. 150.2  CE; y Navarra, con un 
régimen especial, derivado de su Ley de Amejoramiento del Fuero. 
-Las diez restantes Comunidades autónomas, llamadas de régimen común, que 
habían de esperar, conforme a lo dispuesto en el art. 148.2 CE, un mínimo de 5 años 
para poder ampliar su grado de autonomía, asumiendo nuevas competencias.
708
  
Así pues, los Estatutos de Autonomía en relación a la materia que nos ocupa
709
, 
                                                  
707 MÁRQUEZ CRUZ, G. M., O Goberno local en España: procesos de transición e normalización 
política. Colección Ciencias Políticas e da Administración, Xunta de Galicia, 1995, p. 122. 
708 GARRIDO MAYOL, V., Sinopsis del artículo 148 de la Constitución Española de 1978, Congreso de 
los Diputados. Enlace web: 
http://www.congreso.es/consti/constitucion/indice/sinopsis/sinopsis.jsp?art=148&tipo=2 (Último acceso: 
19.08.2015) 
709 -   País Vasco: aprobado por Ley Orgánica 3/1979, de 18 de diciembre, de Estatuto de Autonomía del 
País Vasco. 
 Cataluña: Ley Orgánica 4/1979, de 18 de diciembre, de Estatuto de Autonomía de Cataluña. Fue 
derogada por la Ley Orgánica 6/2006, de 19 de julio, de reforma del Estatuto de Autonomía de Cataluña. 
 Galicia: Ley Orgánica 1/1981, de 6 de abril, de Estatuto de Autonomía de Galicia. Última 
modificación hasta la fecha: Ley 17/2010, de 16 de julio. 
  Andalucía: Ley Orgánica 6/1981, de 30 de diciembre, de Estatuto de Autonomía de Andalucía. Fue 
derogada por la Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo, de reforma del Estatuto de Autonomía para 
Andalucía. 
 Asturias: Ley Orgánica 7/1981, de 30 de diciembre, de Estatuto de Autonomía de Asturias. Última 
modificación hasta la fecha: Ley 19/2010, de 16 de julio. 
 Cantabria: Ley Orgánica 8/1981, de 30 de diciembre, de Estatuto de Autonomía de Cantabria. 
Última modificación hasta la fecha: Ley 20/2010, de 16 de julio. 
 La Rioja: Ley Orgánica 3/1982, de 9 de junio, de Estatuto de Autonomía de La Rioja. Última 
modificación hasta la fecha: Ley 21/2010, de 16 de julio. 
 Murcia: Ley Orgánica 4/1982, de 9 de junio, de Estatuto de Autonomía de Murcia. Última 
modificación hasta la fecha: Ley 7/2013, de 28 de noviembre. 
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disponen: 
- Artículo 37.3º, del Estatuto de Autonomía del País Vasco: 
 “Los órganos forales de los Territorios Históricos tendrán competencias 
exclusivas, dentro de sus respectivos territorios, en las siguientes materias: c) 
Demarcaciones territoriales de ámbito supramunicipal que no excedan los límites 
provinciales. 
- Artículo 5.º 2 del Estatuto de Autonomía de Cataluña: 
“Asimismo, podrán crearse agrupaciones basadas en hechos urbanísticos y 
metropolitanos y otras de carácter funcional y fines específicos. 
3. Una Ley del Parlamento regulará la organización territorial de Cataluña de 
acuerdo con el presente Estatuto, garantizando la autonomía de las distintas 
entidades territoriales.” 
- El artículo 2º.3 del Estatuto de Autonomía de Galicia establece que: 
“Una ley del Parlamento regulará la organización territorial propia de Galicia, de 
acuerdo con el presente Estatuto.” 
El artículo 27.2 dispone que, entre las materias sobre las que la Comunidad 
Autónoma de Galicia tiene competencia exclusiva se encuentra la siguiente: 
“en general, las funciones que sobre el Régimen Local correspondan a la 
Comunidad Autónoma al amparo del artículo ciento cuarenta y nueve, uno, 
dieciocho, de la Constitución y su desarrollo.” 
El artículo 40 completa el precitado artículo, que en su apartado 2 dispone: 
“En los términos previstos en el artículo veintisiete, dos, de este Estatuto, por ley 
de Galicia se podrá: 
Dos. Crear asimismo agrupaciones basadas en hechos urbanísticos y otros de 
carácter funcional con fines específicos”. 
- Artículo 6º.3 del Estatuto de Autonomía de Asturias: “Podrán crearse Áreas 
Metropolitanas”. 
                                                                                                                                                  
 Comunidad Valenciana: Ley Orgánica 5/1982, de 1 de julio, de Estatuto de Autonomía de la 
Comunidad Valenciana. Última modificación hasta la fecha: Ley 23/2010, de 16 de julio. 
 Aragón: Ley Orgánica 8/1982, de 10 de agosto, de Estatuto de Autonomía de Aragón. Disposición 
derogada por la Ley Orgánica 5/2007, de 20 de abril, de reforma del Estatuto de Autonomía de Aragón. 
 Castilla-La Mancha: Ley Orgánica 9/1982, de 10 de agosto, de Estatuto de Autonomía de Castilla-
La Mancha. Última modificación hasta la fecha: Ley Orgánica 2/2014, de 21 de  mayo. 
 Canarias: Ley Orgánica 10/1982, de 10 de agosto, de Estatuto de Autonomía de Canarias. Última 
modificación hasta la fecha: Ley 26/2010, de 16 de julio. 
 Navarra: Ley Orgánica 13/1982, de 10 de agosto, de Reintegración y Amejoramiento del Régimen 
Foral de Navarra. Derogada parcialmente y modificada por Ley Orgánica 7/2010, de 27 de octubre. 
 Extremadura: Ley Orgánica 1/1983, de 25 de febrero, de Estatuto de Autonomía de Extremadura. 
Texto revisado por Ley Orgánica 1/2011, de 28 de enero, de reforma del Estatuto de Autonomía de la 
Comunidad Autónoma de Extremadura. 
 Islas Baleares: Ley Orgánica 2/1983, de 25 de febrero, de Estatuto de Autonomía de las Illes 
Balears. Texto revisado por Ley Orgánica 1/2007, de 28 de febrero, de reforma del Estatuto de 
Autonomía de las Islas Baleares. 
 Comunidad de Madrid: Ley Orgánica 3/1983, de 25 de febrero, de Estatuto de Autonomía de la 
Comunidad de Madrid. Última modificación hasta la fecha:Ley 29/2010, de 16 de julio. 
 Castilla-León: Ley Orgánica 4/1983, de 25 de febrero, de Estatuto de Autonomía de Castilla y 
León. Texto revisado por Ley Orgánica 14/2007, de 30 de noviembre, de reforma del Estatuto de 
Autonomía de Castilla-León. 
 Ceuta: Ley Orgánica 1/1995, de 13 de marzo, de Estatuto de Autonomía de Ceuta. 
 Melilla: Ley Orgánica 2/1995, de 13 de marzo, de Estatuto de Autonomía de Melilla. 
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- Artículo 27.3 del Estatuto de Autonomía de La Rioja: “Podrán crearse Áreas 
Metropolitanas para la coordinación y gestión de los servicios públicos”. 
- Artículo 3º.4 del Estatuto de Autonomía de Murcia: “Por ley de la Asamblea Regional 
se podrán crear Áreas Metropolitanas”. 
- Artículo 65.3 del Estatuto de la Comunidad Valenciana: “Las Áreas Metropolitanas y 
las agrupaciones de comarcas serán reguladas por Ley de Les Corts”. 
- Artículo 29.2.b) del Estatuto de Castilla-La Mancha se contemplaba la posibilidad de 
crear, por Ley de las Cortes de Castilla-La Mancha “agrupaciones basadas en hechos 
urbanísticos y otros de carácter funcional con fines específicos.” 
- Artículo 2.2º del Estatuto de Extremadura: “La Comunidad Autónoma podrá 
estructurar, mediante ley, su organización territorial en municipios y comarcas, de 
acuerdo con la Constitución. También podrá crear demarcaciones supracomarcales.” 
- Artículo 3º.3 del Estatuto de la Comunidad de Madrid que: “Por Ley de la Asamblea 
de Madrid se podrán establecer, mediante la agrupación de municipios limítrofes, 
circunscripciones territoriales propias que gozarán de plena personalidad jurídica.” 
Hemos de reconocer con TOSCANO GIL que, 
“Los estatutos de autonomía, en el contexto de las competencias asumidas sobre 
régimen local y organización territorial por las comunidades autónomas, han 
institucionalizado en muchos casos, aunque no en todos, la figura del Área 
Metropolitana, utilizando para ello fórmulas bien diversas”710 
Así pues, estos Estatutos “de primera generación” se pueden clasificar, en virtud de 
la mención que se haga en cada uno de ellos a la creación de áreas metropolitanas, en 
los siguientes grupos: 
- Estatutos que no realizan ninguna mención a la posibilidad reconocida por la 
Constitución en los artículos 141.3 y 152.3. Ello sucede en los Estatutos de 
Andalucía, Aragón, Cantabria, Canarias, Castilla-León, Navarra e Islas 
Baleares; 
- Estatutos que mencionan la posibilidad de crear agrupaciones basadas en hechos 
urbanísticos o metropolitanos. Así, nos encontramos con los Estatutos de 
Cataluña, Galicia, Castilla-La Mancha y la Comunidad de Madrid. O bien, la 
creación de  demarcaciones supracomarcales, como dispone el Estatuto de 
Extremadura, o supramunicipales, el caso del País Vasco. 
- Por último, estarían los Estatutos que hacen referencia expresa a la creación de 
                                                  
710 TOSCANO GIL, F., “El Área Metropolitana en el ordenamiento jurídico español”. Cuadernos de 
Derecho Local, Ed. Fundación Privada, Democracia y Gobierno Local, N.º 25, Barcelona, febrero 2011, 
p. 113. 
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áreas metropolitanas. Estos son los de Asturias, La Rioja, Murcia y Comunidad 
Valenciana. 
Estas previsiones estatutarias llevan a la mayoría de la doctrina a poner de manifiesto 
el escaso contenido normativo que los Estatutos de Autonomía dedican a la regulación 
de las Áreas Metropolitanas. 
En este sentido, el profesor CARRO FERNÁNDEZ-VALMAYOR observa que: 
“En ningún caso, sin embargo, se contenía una regulación material mínima de las 
Áreas Metropolitanas ni, lo que hubiese sido más importante, una decisión sobre su 
papel en el entramado de la organización territorial autonómica.”711 
Asimismo BARRERO RODRÍGUEZ manifiesta que: 
“Puede decirse con carácter general que los Estatutos en los que el Área 
Metropolitana ha hallado acogida esa plasmación comprende solo la previsión de su 
existencia sin mayor pronunciamiento acerca de su ámbito competencial o de los 
principios que han de regir su organización.”712 
Veremos más adelante, en el apartado dedicado a los Estatutos de “segunda 
generación”, como esta regulación va a evolucionar y se ampliará a Estatutos que en un 
primer momento no la contemplaban. 
No obstante, como indican MARTÍN MATEO y CANTÓ LÓPEZ, en nuestro 
ordenamiento, la regulación de las áreas metropolitanas corresponde a las Comunidades 
Autónomas, competencia que,  
“significa que el derecho metropolitano habrá de ajustarse a cada caso a través de 
un régimen jurídico concreto previsto en una ley autonómica especial que regule 
todos sus aspectos: municipios integrados, órganos de gobierno y administración, 
régimen económico, competencias y potestades.”713 
La Ley autonómica que cree el Área Metropolitana, que en todo caso debe ser 
concreta para cada Área como requisito establecido por la LBRL, no puede redefinir 
                                                  
711 CARRO FERNÁNDEZ-VALMAYOR, J. L., “Una reflexión general sobre las Áreas 
Metropolitanas”... op. cit., pp. 14-15. 
712 BARRERO RODRÍGUEZ, M. C., “Las Áreas Metropolitanas”… op. cit., p. 84. 
713 MARTÍN MATEO, R. y CANTÓ LÓPEZ, M. T., “El Derecho Ambiental en la cualificación del 
espacio. Añoranza y virtualidad de las Áreas Metropolitanas.”… op. cit., pp. 87-97. 
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sustantivamente la institución ni negar la existencia del subtratum metropolitano, ni 
operar una mutación institucional.
714
 
2.3. La Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local 
La Ley de Bases de régimen local (en adelante, LRBRL), se caracteriza por ser el 
instrumento normativo que ha abordado el desarrollo de los preceptos constitucionales 
del Capítulo II, relativo a la “Administración Local”, dentro del Título VIII, dedicado a 
regular la “Organización territorial del Estado”. 
El ya mencionado artículo 137 de la Constitución reconocía como entes territoriales 
de la organización del Estado a los municipios, las provincias, y las Comunidades 
Autónomas que se constituyesen. A todos ellos les otorgaba autonomía para la gestión 
de sus respectivos intereses. 
Sobre el significado de la LRBRL reflexiona el profesor ORTEGA ÁLVAREZ en el 
sentido de que, 
“En efecto, si la LRBRL constituye, de una parte, una reflexión que el Estado 
hace sobre sí mismo en su conjunto –como peculiaridad propia del contenido del 
artículo 149.1.18º de la Constitución y, de otra –al desarrollar la garantía 
institucional de los entes locales-, configura un modelo de Estado, quiere decir que 
estamos ante una Ley dictada para delimitar las competencias de los legisladores 
ordinarios con relación a dicha garantía institucional.”715 
En lo relativo a la cuestión de la configuración de un modelo de Estado, observa 
RODRÍGUEZ ÁLVAREZ que esta Ley “sigue anclada en el profundo uniformismo que 
ha marcado históricamente el sistema local español, y en este sentido puede afirmarse 
que es una Ley profundamente conservadora.”716 
                                                  
714
 PÉREZ MORENO, A., “Las Áreas Metropolitanas entre la esperanza y la aporía”. RDU, Madrid, 
octubre-noviembre-diciembre, 1994.p. 952. 
715 ORTEGA ÁLVAREZ, L., “Los principios constitucionales sobre el Régimen Local...” op. cit., p. 165. 
716 RODRÍGUEZ ÁLVAREZ, J. M., “La política sobre grandes ciudades…”, op. cit., p. 117. 
El autor (“La política sobre grandes ciudades…”, op. cit., pp. 113-114) afirma, respecto a la naturaleza de 
la Ley que, 
“La Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, la ley local de la democracia, 
es manifiestamente heredera del tradicional uniformismo del régimen local español, sin que contenga 
previsión alguna sobre un régimen específico para grandes ciudades, limitándose a establecer un régimen 
común, con algunas diferencias, - reforzadas por la reforma operada por la Ley 11/1999, de 21 de abril – 
entre los municipios de más de 5.000 habitantes y los de menos en orden a la existencia necesaria o 
potestativa de algunos órganos. 
Por lo que se refiere a las áreas metropolitanas, en el sistema de la LRBRL no son entidades básicas, sino 
de configuración autonómica, conteniendo solamente un pequeño precepto básico sobre su régimen 
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Por lo que se refiere a la garantía institucional de la autonomía local de los entes 
locales, como es sabido este principio se va a reconocer por el artículo 2 de la LRBRL, 
al establecer la obligatoriedad de las Administraciones Estatal y Autonómica de dotar de 
competencias a estos entes en aquellos asuntos en los que tienen un interés directo. Así, 
dispone el citado artículo que, 
“1. Para la efectividad de la autonomía garantizada constitucionalmente a las 
Entidades Locales, la legislación del Estado y la de las Comunidades Autónomas, 
reguladora de los distintos sectores de acción pública, según la distribución 
constitucional de competencias, deberá asegurar a los Municipios, las Provincias y 
las Islas su derecho a intervenir en cuantos asuntos afecten directamente al círculo de 
sus intereses, atribuyéndoles las competencias que proceda en atención a las 
características de la actividad pública de que se trate y a la capacidad de gestión de la 
Entidad Local, de conformidad con los principios de descentralización, proximidad, 
eficacia y eficiencia, y con estricta sujeción a la normativa de estabilidad 
presupuestaria y sostenibilidad financiera.” 
Sin embargo, como señala la doctrina, este reconocimiento a la autonomía de los 
entes locales no se entiende extensivo a las otras entidades locales que se contemplan en 
la Ley, pues ya la Constitución no hacía mención a él. En este sentido, afirma  
TOSCANO GIL que las agrupaciones de municipios distintas de la provincia que 
podrían crearse conforme a la previsión del artículo 141.3, no contaban expresamente 
con una garantía constitucional.
717
 Entendemos incluidas entre tales agrupaciones a las 
Áreas Metropolitanas. 
A pesar de que las Áreas Metropolitanas no tienen un reconocimiento expreso en la 
Constitución –lo que las desposee aparentemente de la garantía institucional que acoge 
el principio de autonomía local-, sin embargo esta falta de protección desde la 
Constitución no exonera que el legislador eluda las determinaciones básicas establecidas 
en el artículo 43 de la LRBRL. Así pues, el legislador autonómico, que es el competente 
para crearlas, modificarlas o suprimirlas en virtud de este artículo, no podrá, como 
destaca BANDRÉS SÁNCHEZ-CRUZAT “intentar suplantar la definición y la 
finalidad estructural que hace surgir en la mentalidad del legislador las Áreas 
Metropolitanas mediante la creación de otras entidades o la adopción de técnicas de 
colaboración que sin cobertura en el contenido preciso de esta Ley pretendan asumir 
                                                                                                                                                  
jurídico (art. 43), correspondiendo a las Comunidades Autónomas su creación, supresión y regulación.” 
717 TOSCANO GIL, F., “El Área Metropolitana en el ordenamiento jurídico español”… op. cit., p. 114. 
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esas tareas y funciones concretas.”718 
 
Las entidades locales se establecen en el artículo 3 de la LRBRL, enumerando en su 
apartado primero como entidades locales con carácter territorial el Municipio, la 
Provincia y la isla. En el apartado 2º, suprimiendo el adjetivo “territoriales”, establece 
que: “gozan, asimismo, de la condición de Entidades locales: a) Las Entidades de 
ámbito territorial inferior al municipal, instituidas o reconocidas por las Comunidades 
Autónomas, conforme al artículo 45 de esta Ley; b) Las comarcas u otras Entidades que 
agrupen varios Municipios, instituidas por las Comunidades Autónomas de 
conformidad con esta Ley y los correspondientes Estatutos de Autonomía; c) Las Áreas 
metropolitanas; d) Las Mancomunidades de Municipios.” 
Vemos, por lo tanto, que la Ley va a utilizar el criterio del territorio para establecer 
dos grupos de entes locales, con diferentes garantías. El profesor NIETO GARCÍA, en 
relación al territorio como criterio diferencial, observa que: 
“Conforme a la doctrina tradicional, lo que en primer término separa a los entes 
territoriales de los no territoriales es el diferente papel que en ellos juega el territorio; 
mientras que en los primeros este es un elemento constitutivo esencial, o sea, algo 
que afecta a su naturaleza y esencia, en los entes no territoriales se considera que el 
territorio es un simple ámbito para el ejercicio de sus competencias.”  
Si bien reconoce el autor que “tales afirmaciones parten de un presupuesto 
dogmático –el concepto de territorio que en la actualidad ya no puede servir de 
apoyatura de las mismas, puesto que hoy se concibe jurídicamente al territorio de una 
manera muy distinta ….”719 
En el caso del Derecho positivo español, al respecto del carácter territorial o no 
territorial de los Entes, concluye NIETO GARCÍA afirmando que “no se ha tratado 
aisladamente los problemas del territorio y de los fines de los entes, sino que, en 
ocasiones, los ha reconducido a un punto de referencia común: la comunidad. Cada ente 
                                                  
718 BANDRÉS SÁNCHEZ-CRUZAT, J. M., “Relaciones interadministrativas de cooperación y 
coordinación y áreas metropolitanas (Comentario a la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de 
Cataluña de 30 de diciembre de 1991)”. Revista de Estudios de la Administración Local y Autonómica, 
N.º 259, 1993, p. 643. 
719 NIETO GARCÍA, A., “Entes territoriales y no territoriales”. Revista de Administración Pública, N.º 
64, 1971, pp. 32-33. 
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es gestor de los intereses peculiares de una comunidad concreta.”720 
En el artículo siguiente se establecen las potestades de las que podrán disfrutar los 
entes locales, que como señala ORTEGA ÁLVAREZ, la LRBRL les reconoce como 
parte del ordenamiento jurídico, atribuyendo a las entidades locales territoriales, a través 
del artículo 4.1
721
, una serie de potestades en su calidad de Administraciones públicas 
de carácter territorial y en la esfera de sus competencias. Potestades que, en virtud de lo 
dispuesto en el apartado 2 de ese mismo artículo, podrán ser de aplicación a las 
entidades locales del artículo 3.2, y entre ellas, a las áreas metropolitanas, “debiendo las 
leyes de las comunidades autónomas concretar cuáles de aquellas potestades serán de 
aplicación.”722 
El régimen jurídico de las áreas metropolitanas se reconoce en el artículo 43
723
 de la 
Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local. Al respecto, en el 
citado artículo se dispone lo siguiente: 
“1. Las Comunidades Autónomas, previa audiencia de la Administración del 
Estado y de los Ayuntamientos y Diputaciones afectados, podrán crear, modificar y 
suprimir, mediante Ley, áreas metropolitanas, de acuerdo con lo dispuesto en sus 
respectivos Estatutos. 
2. Las áreas metropolitanas son Entidades locales integradas por los Municipios 
de grandes aglomeraciones urbanas entre cuyos núcleos de población existan 
vinculaciones económicas y sociales que hagan necesaria la planificación conjunta y 
la coordinación de determinados servicios y obras. 
3. La legislación de la Comunidad Autónoma determinará los órganos de gobierno 
y administración, en los que estarán representados todos los Municipios integrados 
en el área; el régimen económico y de funcionamiento, que garantizará la 
participación de todos los Municipios en la toma de decisiones y una justa 
distribución de las cargas entre ellos; así como los servicios y obras de prestación o 
realización metropolitana y el procedimiento para su ejecución.” 
                                                  
720 NIETO GARCÍA, A., “Entes territoriales y no territoriales”, op. cit., p. 51. 
721 Estas potestades que se enumeran en el artículo 4.1 de la LRBRL son las siguientes: 
a) Las potestades reglamentaria y de autoorganización. 
b) Las potestades tributaria y financiera. 
c) La potestad de programación o planificación. 
d) Las potestades expropiatoria y de investigación, deslinde y recuperación de oficio de sus bienes. 
e) La presunción de legitimidad y la ejecutividad de sus actos. 
f) Las potestades de ejecución forzosa y sancionadora. 
g) La potestad de revisión de oficio de sus actos y acuerdos. 
h) Las prelaciones y preferencias y demás prerrogativas reconocidas a la Hacienda Pública para los 
créditos de la misma, sin perjuicio de las que correspondan a las Haciendas del Estado y de las 
comunidades autónomas ; así como la inembargabilidad de sus bienes y derechos en los términos 
previstos en las leyes. 
722 ORTEGA ÁLVAREZ, L., “Los principios constitucionales sobre el Régimen Local...” op. cit., p. 163. 
723 Este precepto no ha sido modificado por la última y polémica reforma de la LRBRL a través de la Ley 
27/2013, de 27 de diciembre, de racionalización y sostenibilidad de la Administración Local. 
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Es por lo tanto la primera vez en la historia de España, como reconoce CADAVAL 
SAMPEDRO, que las áreas metropolitanas van a tener un reconocimiento expreso en el 
mencionado artículo 43, que estableció una forma susceptible de serles aplicada, 
calificándolas expresamente como entidades locales.
724
 
Sin embargo PÉREZ MORENO mantiene una posición más crítica con el contenido 
del artículo, pues para el autor, 
“La tipificación legal básica de las Áreas Metropolitanas es poco ordenadora, no 
solo en la descripción del supuesto de hecho –aglomeraciones urbanas con núcleos 
de población con vinculaciones económicas y sociales –sino en la definición de su 
función-fin: necesidad de la planificación conjunta y la coordinación de 
determinados servicios y obras –aunque puede intuirse que en la mens legislatoris la 
referencia es a la urbanística–, y la vaguedad sobre los servicios y obras, no 
contribuyen a densificar el perfil institucional.”  725 
De modo semejante, sostiene BARRERO RODRÍGUEZ que el Área Metropolitana 
definida en el artículo 43 de la LRBRL, “no constituye sino una de las muchas fórmulas 
posibles de gobierno de los espacios metropolitanos, de susceptible plasmación, a su 
vez, en modelos organizativos y competenciales muy diferentes.” Y ello porque, en 
palabras de BARRERO RODRÍGUEZ,  
“la indefinición en la LRBRL en relación con las áreas metropolitanas ha servido 
de sustento a Entidades de muy diversa naturaleza. Esta indeterminación de la 
regulación que realiza la ley básica ha supuesto también la existencia de diversidad 
de opiniones con base en ese precepto y en torno a su naturaleza jurídica. 
En la definición legal ha primado más la preocupación por delimitar las 
características del espacio que sirve de sustrato a una Entidad de este género, que el 
interés por la caracterización concreta de esta fórmula de organización administrativa 
supramunicipal. 
La LRBRL no diseña un modelo definido de Administración metropolitana; se 
limita a fijar las formas o técnicas de actuación de esta Administración y alguna que 
otra regla en materia de organización y procedimiento, remitiendo tanto sus 
competencias, como su estructura administrativa y concreta a lo que se disponga en 
la Ley de creación de cada Área.” 726 
 
En cuanto a los requisitos que se deberán seguir a la hora de regular la creación de 
estas entidades, la Sentencia del TS 3531/1998, de 29 de mayo establece que: 
                                                  
724 CADAVAL SAMPEDRO, M. D., “Los gobiernos locales en España. Realidad y propuesta.” eGesta, 
Revista Electrônica de Gestão de Negócios, Vol. 5, N.º 2, abril-junio, 2009, p. 138. 
725 PÉREZ MORENO, “Las Áreas Metropolitanas entre la esperanza y la aporía”, op. Cit., p. 951. 
726 BARRERO RODRÍGUEZ, M. C., “El juego de las Entidades supramunicipales en España. Algunas 
reflexiones en el décimo aniversario de la Ley de Régimen Local de 2 de abril de 1985”. REALA, Revista 
de Estudios de Administración Local y Autonómica, N.º 264, octubre-diciembre 1994, pp. 655-657. 
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“la creación de agrupaciones municipales por parte de la Comunidad Autónoma, 
en razón de la incidencia que tiene en la autonomía local solo puede adoptarse 
cuando se den ciertos requisitos, que son los previstos en los artículos 42.1 y 43 de la 
Ley de Bases de Régimen Local y que, en definitiva, se concretan en la existencia de 
unos intereses comunes entre varios Municipios que hagan necesaria la planificación 
conjunta y la coordinación de determinados servicios y obras.  
Constatada la existencia de esos datos fácticos configuradores del hecho 
metropolitano, el legislador autonómico es libre de adoptar la decisión de crear 
agrupaciones municipales, como lo es también para modificarlas o suprimirlas. 
La justificación de esta potestad del legislador autonómico está en la constancia 
de que determinadas necesidades no pueden resolverse o se solucionan peor por los 
entes territoriales cuya existencia es una exigencia del bloque de constitucionalidad.” 
(FJ 8º) 
A la vista de esta regulación, podemos afirmar con BARRERO RODRÍGUEZ que, 
“la Norma fundamental del Régimen local no ha prefigurado un modelo concreto 
de Entidad metropolitana por lo que su naturaleza, no homogénea para todas las 
Administraciones de este tipo, dependerá de la opción, en cada caso, acogida por el 
legislador autonómico.”727 
Sin embargo, las posibilidades de desarrollo de esta regulación, en opinión de 
MANERO MIGUEL
728, van a ser más bien reducidas pues para el autor “la aparición de 
este marco legal coincide en el tiempo con una etapa en la que las experiencias 
metropolitanas pierden fuerza hasta desaparecer por completo.”729  
Antes de entrar a analizar cada uno de los tres aparados del artículo 43 de una forma 
más detenida, consideramos necesario mencionar tres importantes reformas que sufrió 
la LRBRL. 
                                                  
727 BARRERO RODRÍGUEZ, M. C., Las Áreas Metropolitanas, Civitas, Madrid, 1993, p. 84. 
728 MANERO MIGUEL, F., “La cultura territorial metropolitana: de las relaciones de conflicto a la 
gobernanza supramunicipal. Una aproximación a la experiencia española”.  Scripta Nova: Revista 
electrónica de geografía y ciencias sociales, N.º 331, Vol, XIV, (Número extraordinario dedicado al XI 
Coloquio Internacional de Geocrítica: La planificación territorial y el urbanismo desde el diálogo y la 
participación, Buenos Aires, 2 al 7 de mayo 2010), 1 agosto 2010, p. 6. 
729 Así, cinco años antes de la promulgación de la Ley, deja de existir la Corporación metropolitana del 
Gran Bilbao (Ley 3/1980, de 18 de diciembre, sobre extinción de la Corporación Administrativa "Gran 
Bilbao", publicada en el BOE N.º 110, de 8 de mayo de 2012), sin sustituirla por ningún mecanismo 
institucional de alcance metropolitano, ni general ni sectorial; mediante el Real Decreto 1992/1983, de 20 
de julio, sobre traspaso de funciones y servicios de la Administración del Estado a la Comunidad 
Autónoma de Madrid en materia de ordenación del territorio, urbanismo y medio ambiente (BOE N.º 177, 
de 26 de julio), la Comunidad de Madrid absorbe la iniciativa desplegada por la Comisión de 
Planeamiento y Coordinación del Área Metropolitana de Madrid (COPLACO); el “Gran Valencia” se 
suprime  por la Ley 5/1986, de 19 de noviembre, de la Generalitat Valenciana, por la que se extingue la 
Corporación Administrativa «Gran Valencia» (BOE N.º 300, de 16 de diciembre), y al año siguiente la 
Ley 7/1987, de 4 de abril, por la que se establecen y regulan actuaciones públicas especiales en la 
«conurbación» de Barcelona y en las comarcas comprendidas dentro de su zona de influencia directa 
(BOE N.º 100, de 27 de abril), deroga el Decreto-ley 5/1974, de 24 de agosto, por el que se crea la 
Entidad Municipal Metropolitana de Barcelona. 
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En primer lugar, la Ley 11/1999, de 21 de abril, de modificación de la Ley 7/1985, 
añade un apartado tercero a la Disposición Adicional 6ª
730
, que permite a las 
Comunidades Autónomas respectivas, mediante ley, actualizar los regímenes especiales 
de las ciudades de Madrid y Barcelona
731
, a instancia de los Ayuntamientos interesados. 
                                                  
730 Modificación Vigésimo octava de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Se añade el apartado siguiente a la 
disposición adicional sexta de la Ley: 
 “3. Sin perjuicio de lo establecido en los apartados anteriores, mediante ley de las Comunidades 
Autónomas respectivas, se podrán actualizar dichos regímenes especiales, a cuyo efecto, respetando el 
principio de autonomía local y a instancia de los correspondientes Ayuntamientos, podrán establecerse las 
siguientes especialidades al régimen general de organización municipal previsto en la presente Ley: 
 1.ª Se podrá modificar la denominación de los órganos necesarios contemplados en el artículo 
20.1 de esta Ley. 
 2.ª El Pleno u órgano equivalente podrá funcionar también mediante comisiones. Corresponde, 
en este caso, a las Comisiones, además de las funciones previstas en el artículo 20.1.c) de esta Ley para 
los órganos complementarios que tengan como función el estudio, informe o consulta de los asuntos que 
hayan de ser sometidos a la decisión del Pleno, aquéllas que les atribuya o delegue dicho Pleno, salvo las 
contenidas en los apartados 2 y 3 del artículo 47 y las atribuciones contenidas en el apartado 3 del artículo 
22 de esta Ley. 
 3.ª Se podrán atribuir a la Comisión de Gobierno prevista en el artículo 23 de esta Ley, como 
propias, competencias en las siguientes materias: 
 a) Aquéllas que la presente Ley no reserve en exclusiva al Pleno, por ser delegables o por no 
requerir una mayoría específica para la adopción de acuerdos. 
 b) Las que esta Ley atribuye al Alcalde en relación con el urbanismo, contratación, personal y 
adquisición y enajenación de bienes. 
 c) La aprobación de proyectos y reglamentos y ordenanzas y el proyecto de Presupuesto. 
 4.ª Se podrán atribuir al Alcalde, como propias, aquellas competencias que la presente Ley no 
reserva en exclusiva al Pleno, por ser delegables o por no requerir una mayoría específica para la 
adopción de acuerdos.” 
731 La Disposición Sexta de la LRBRL establece lo siguiente: 
 “1. El régimen especial del Municipio de Madrid, contenido en el Texto articulado aprobado por 
Decreto 1674/1963, de 11 de julio, modificado por Decreto 2482/1970, de 22 de agosto, continuará 
vigente, hasta tanto se dicte la Ley prevista en el artículo 6.º de la Ley Orgánica 3/1983, de 25 de febrero, 
del Estatuto de Autonomía de la Comunidad de Madrid, salvo en lo que se oponga, contradiga o resulte 
incompatible con lo establecido en la presente Ley. En particular, quedan expresamente derogados los 
artículos 2.º, apartado c); 4.º, párrafo 2, inciso final; 11, 12, 13 y 39, párrafo 2, de la mencionada Ley 
especial, así como todos aquellos que configuren un sistema de relaciones interadministrativas distinto al 
previsto en esta Ley. 
 2. El régimen especial del Municipio de Barcelona, contenido en el texto articulado aprobado por 
Decreto 1166/1960, de 23 de mayo; el Decreto-ley 5/1974, de 24 de agosto, y el Decreto 3276/1974, de 
28 de noviembre, de constitución y desarrollo de la Entidad Metropolitana de Barcelona y sus 
disposiciones concordantes continuarán vigentes salvo en lo que se oponga, contradiga o resulte 
incompatible con lo establecido en la presente Ley. 
 3. Sin perjuicio de lo establecido en los apartados anteriores, mediante ley de las Comunidades 
Autónomas respectivas, se podrán actualizar dichos regímenes especiales, a cuyo efecto, respetando el 
principio de autonomía local y a instancia de los correspondientes Ayuntamientos, podrán establecerse las 
siguientes especialidades al régimen general de organización municipal previsto en la presente Ley: 
 1.ª Se podrá modificar la denominación de los órganos necesarios contemplados en el artículo 
20.1 de esta Ley. 
 2.ª El Pleno u órgano equivalente podrá funcionar también mediante Comisiones. Corresponde, 
en este caso, a las Comisiones, además de las funciones previstas en el artículo 20.1.c) de esta Ley para 
los órganos complementarios que tengan como función el estudio, informe o consulta de los asuntos que 
hayan de ser sometidos a la decisión del Pleno, aquéllas que les atribuya o delegue dicho Pleno, salvo las 
contenidas en los apartados 2 y 3 del artículo 47 y las atribuciones contenidas en el apartado 3 del artículo 
22 de esta Ley. 
 3.ª Se podrán atribuir a la Comisión de Gobierno prevista en el artículo 23 de esta Ley, como 
propias, competencias en las siguientes materias: 
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Esta modificación pretendía dar cobertura, en palabras de RODRÍGUEZ ÁLVAREZ, a 
una previa alteración del régimen local básico que se había operado por la Ley del 
Parlamento de Cataluña 22/1998, de 30 de diciembre, por la que se aprobaba la Carta 
Municipal de Barcelona, que contenía un modelo orgánico-funcional diferenciado del 
común por el reforzamiento del ejecutivo municipal y un reforzamiento de las 
competencias del Ayuntamiento de Barcelona. También preveía diversos mecanismos 
de participación ciudadana no contemplados en la LRBRL.”732 
La segunda de las reformas se produjo mediante la Ley 57/2003, de 16 de diciembre, 
de medidas para la modernización del Gobierno Local, que vino a intentar acabar con el 
excesivo uniformismo que tradicionalmente había caracterizado al régimen local 
español, y del que se habían venido resintiendo singularmente las mayores ciudades 
españolas, por lo que reclamaban un régimen jurídico que les permitiera hacer frente a 
su enorme complejidad como estructuras político-administrativas.  
Así pues, la Ley introduce un nuevo título en la LRBRL, el Título X, que procede a 
regular al régimen de organización de los municipios de gran población. Sin embargo, 
esta Ley fue objeto de recurso ante el TC por el Parlamento de Cataluña, interpuesto 
contra el contenido de la disposición final primera, el artículo 126.2, párrafo segundo, 
inciso primero, y contra el artículo 126.5 primer inciso. El recurrente estimaba que la 
reforma vulneraba la garantía constitucional de la autonomía local al uniformizar el 
régimen local en aspectos no básicos, en los que el legislador, en base al contenido del 
artículo 149.1.18 de la Constitución, debe abstenerse de intervenir. El TC, en su 
Sentencia 103/2013, de 25 de abril, desestimó el recurso en lo relativo a esta cuestión. 
La otra Ley cuya aprobación va a tener importantes consecuencias en el tratamiento 
de las cuestiones locales es la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de racionalización y 
sostenibilidad de la Administración Local, cuya problemática analizaremos de manera 
más detenida en un próximo apartado. 
                                                                                                                                                  
 a) Aquéllas que la presente Ley no reserve en exclusiva al Pleno, por ser delegables o por no 
requerir una mayoría específica para la adopción de acuerdos. 
 b) Las que esta Ley atribuye al Alcalde en relación con el urbanismo, contratación, personal y 
adquisición y enajenación de bienes. 
 c) La aprobación de proyectos de reglamentos y ordenanzas y el proyecto de Presupuesto. 
 4.ª Se podrán atribuir al Alcalde, como propias, aquellas competencias que la presente Ley no 
reserva en exclusiva al Pleno, por ser delegables o por no requerir una mayoría específica para la 
adopción de acuerdos. 
732 RODRÍGUEZ ÁLVAREZ, J. M., “La política sobre grandes ciudades y Áreas Metropolitanas en 
España…”, op. cit., p. 117. 
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2.4. Competencia para crear Áreas Metropolitanas. Reserva de Ley Autonómica 
La competencia para crear Áreas Metropolitanas, como se establece en la LRBRL, al 
legislador autonómico. Dicha competencia viene atribuida por lo dispuesto en el primer 
apartado del artículo 43 según el cual, 
1. Las Comunidades Autónomas, previa audiencia de la Administración del 
Estado y de los Ayuntamientos y Diputaciones afectados, podrán crear, modificar y 
suprimir, mediante Ley, áreas metropolitanas, de acuerdo con lo dispuesto en sus 
respectivos Estatutos. 
En primer término, queda claro, como indica el profesor CARRO FERNÁNDEZ-
VALMAYOR, que las Áreas Metropolitanas deberán ser creadas en todo caso por ley 
autonómica como requisito de carácter formal.
733
 
La competencia autonómica para crear, modificar y suprimir áreas metropolitanas ha 
estado avalada por la Jurisprudencia del TC. Así, en la Sentencia del TC 179/1985, de 
19 de diciembre dispone que: 
 “En virtud de la posibilidad que ofrece el artículo 152.3 de la Constitución, los 
Estatutos de Autonomía de Cataluña (art. 5.2.°) y del País Vasco (art. 37.3.c) 
atribuyen a las respectivas Comunidades (en el segundo caso, más precisamente, a 
los territorios históricos) la competencia para crear demarcaciones supramunicipales. 
Esta competencia autonómica no excluye, ciertamente, la competencia estatal para 
dictar las normas básicas sobre la materia, pero si la posibilidad de que el Estado cree 
omantenga en existencia, por decisión propia, unas entidades locales de .segundo 
grado que, como tales, solo los órganos de las correspondientes Comunidades 
Autónomas en Cataluña y en el País Vasco son competentes para crear o suprimir.” 
(FJ 2º) 
Del mismo modo, en la Sentencia del TC 214/1989, de 21 de diciembre, se señala 
que al respecto de las entidades locales no necesarias o contingentes, que solo las 
Comunidades Autónomas pueden crear, entran en cuanto a su propia existencia en el 
ámbito de disponibilidad de las Comunidades autónomas que dispongan de la 
correspondiente competencia. 
“Se trata, en consecuencia, de unas entidades con un fuerte grado de 
“interiorización” autonómica, por lo que, en la determinación de sus niveles 
competenciales, el Estado no puede sino quedar al margen.” (FJ 4º) 
Si bien, frente a la afirmación de este Fundamento Jurídico RODRÍGUEZ 
                                                  
733 CARRO FERNÁNDEZ-VALMAYOR, J. L., “Una reflexión general sobre las Áreas Metropolitanas”, 
op. cit., pp. 18-19. 
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ÁLVAREZ considera que, 
“[...] difícilmente podría hoy sostenerse con solvencia que las áreas 
metropolitanas, que se caracterizan normalmente por generar flujos de personas, 
bienes y servicios suprarregionales e internacionales, constituyen entidades “con un 
alto grado de interiorizacion autonómica”.”  
[…] Esta afirmación tan tajante, hoy en día, en el marco de un mundo 
crecientemente urbano y globalizado, parece totalmente descontextualizada.”734 
Y es que como afirma TOSCANO GIL: “lo metropolitano es un asunto 
fundamentalmente de interés local.”735 Sin embargo, como reconoce este autor, “la 
regulación autonómica de las áreas metropolitanas debe respetar la regulación estatal 
básica, contenida en el artículo 43 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las 
bases de régimen local.”736 
Al ser el Área Metropolitana una entidad local no necesaria o de carácter dispositivo, 
existirá cuando el legislador autonómico opte por crearla, y su configuración final como 
ente de naturaleza territorial o institucional dependerá en última instancia del diseño 
establecido por éste. 
No es preceptiva una ley general que regule con carácter previo el régimen jurídico 
de las áreas metropolitanas en la comunidad autónoma, sino que puede procederse 
directamente a su creación y regulación mediante una ley ad hoc.
737
 
La amplia competencia otorgada a las Comunidades Autónomas sobre la regulación 
de las Administraciones supramunicipales, en este caso, las áreas metropolitanas, puede 
suponer, como señala BARRERO RODRÍGUEZ, que una misma entidad puede 
presentar características muy diferentes en las distintas Comunidades Autónomas, más 
allá de su común consideración.
738
 
A la hora de proceder a la regulación autonómica de esta entidad local, recuerda 
PÉREZ MORENO que las Comunidades Autónomas no son soberanas, por lo tanto, 
“La Ley autonómica que cree el Área Metropolitana - que en todo caso debe ser 
                                                  
734 RODRÍGUEZ ÁLVAREZ, J. M., “Estructura institucional y organización territorial local en 
España...” op. cit., pp. 80-81. 
735 TOSCANO GIL, F., “El Área Metropolitana en el ordenamiento jurídico español”, op. cit., p. 115. 
736 TOSCANO GIL, F., “El Área Metropolitana en el ordenamiento jurídico español”, op. cit.. p. 114. 
737  TOSCANO GIL, F., “El Área Metropolitana en el ordenamiento jurídico español” op. cit., p. 116. 
738 BARRERO RODRÍGUEZ, M. C., “Las fórmulas posibles para el gobierno de los espacios 
metropolitanos. Las Áreas Metrpolitanas”. Congreso Internacional “Municipia Siglo XXI: Ciudadanía Y 
Gobierno Local”, Zaragoza, diciembre 2004,  p. 4. 
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concreta para cada Área como requisito establecido por la LRBRL -, no puede 
redefinir sustantivamente la institución ni negar la existencia del subtratum 
metropolitano, ni operar una mutación institucional. Aunque la Ley Básica del 
Estado adolece de una parquedad en el diseño de la identidad de la Áreas 
Metropolitanas en el conjunto de las “otras Entidades Locales”, la descripción del 
artículo 43.2 tienen la fuerza de supraordenación, inderogable por la Ley 
autonómica, que deriva de Ley básica.  
La primera consecuencia de esta premisa es que en la decisión de crear Áreas 
Metropolitanas han de incidir los elementos de “ius cogens” que, sobre todo en 
aspectos determinantes del ser o no ser institucional, separan los márgenes 
dispositivos reconocidos a otros niveles de la regulación.”739 
Además del antes comentado requisito formal de reserva de ley, el apartado 1 del 
artículo 43 contempla también la necesidad de la observancia de otro requisito formal. 
Nos estamos refiriendo a la necesidad de previa audiencia de la Administración del 
Estado y de los Ayuntamientos y Diputaciones afectados.
740
 
Y ello se justifica en virtud de los planteamientos que se formula BARRERO 
RODRÍGUEZ en relación a cuestiones tales como qué sucedería si la ley de creación de 
un Área Metropolitana dispusiera la traslación de las competencias municipales del 
artículo 26 que recogen los servicios municipales mínimos, en las que se manifiesta el 
principio de autonomía local; o si la ley autonómica dispusiera en relación a las materias 
del artículo 25 cuya gestión puede recaer en los municipios; o si algún Municipio no 
estuviera conforme con ceder algunas de sus competencias. Todo ello con el fin de 
garantizar protección a los municipios frente a posibles agresiones a su autonomía.
741
 
En relación al ejercicio del reconocido derecho constitucional a la participación 
ciudadana en los asuntos públicos, CARRO FERNÁNDEZ-VALMAYOR observa que 
la LRBRL “no contempla la iniciativa municipal para la creación de Áreas 




                                                  
739 PÉREZ MORENO, A., “Las Áreas Metropolitanas entre la esperanza y la aporía” op. Cit., pp. 19-20. 
740 Sin embargo, en  opinión de J. L. CARRO FERNÁNDEZ-VALMAYOR (“Una reflexión general 
sobre las Áreas Metropolitanas”, op. cit., p. 19), no cree que “deba atribuirse a este trámite un valor 
vinculante que haría imposible la creación de un Área Metropolitana en el caso de un resultado negativo 
de tales audiencias.”  
741 BARRERO RODRÍGUEZ, M. C., “El juego de las Entidades supramunicipales en España...”, op. cit., 
p. 90. 
742 CARRO FERNÁNDEZ-VALMAYOR, J. L., “Una reflexión general sobre las Áreas Metropolitanas”, 
op. cit., p. 19. 
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Y esta falta de protagonismo de los principales interesados en el proceso, esto es, los 
municipios afectados, es lo que según ESCRIBANO ZAFRA, se ha convertido en el 
mayor problema que planea sobre las áreas metropolitanas.”743 
Como solución a este olvido del legislador, PÉREZ MORENO considera que 
“debería facilitarse la forma que asegure una mayor inmediación de las 
Administraciones participantes y del Parlamento para que pueda paliarse 
sustantivamente de esa forma la escasez formal ínsita en la “previa audiencia” no 
vinculante.”744 
2.5. Análisis doctrinal del concepto de Área Metropolitana según la Ley 7/1985, de 
2 de abril 
La definición de Áreas Metropolitanas la establece la LRBRL en el apartado 2 del 
artículo 43 con el siguiente tenor: 
“Las áreas metropolitanas son Entidades locales integradas por los Municipios de 
grandes aglomeraciones urbanas entre cuyos núcleos de población existan 
vinculaciones económicas y sociales que hagan necesaria la planificación conjunta y 
la coordinación de determinados servicios y obras.” 
De acuerdo con este precepto, para la creación de Áreas Metropolitanas, la 
legislación básica estatal exige, junto con determinados requisitos formales, la 
concurrencia previa del requisito material identificado, como señala CARRO 
FERNÁNDEZ-VALMAYOR, con “la necesidad de la existencia de los presupuestos 
descritos en la definición legal del artículo 43.2 de la LRBRL, que traducen la 
existencia de verdaderos intereses metropolitanos.”745 
El antecedente de esta definición se encuentra, como apunta IBARRA ROBLES, en 
la Base Novena de la Ley 41/1975, de 19 de noviembre, de Bases del Estatuto de 
Régimen Local.
746
 Como señala el autor, el elemento definidor de las áreas 
                                                  
743 J. M. ESCRIBANO ZAFRA (“Aproximación a la Teoría de las Áreas Metropolitanas”. Revista 
Jurídica de Castilla-La Mancha, núm. 41, Noviembre 2006, pp. 31-32) afirma que “para que funcione el 
Área Metropolitana, lo correcto será abandonar la idea de supramunicipalidad entendida como imposición 
jerárquica que parece prevalecer en este tipo de entidades locales por la idea de la inter-municipalidad 
entendida como colaboración entre iguales, donde se proceda a una actuación donde las entidades locales, 
los municipios, sean los verdaderos motores de la creación del Área Metropolitana.” 
744 PÉREZ MORENO, A., “Las Áreas Metropolitanas entre la esperanza y la aporía” op. cit., p. 26. 
745 CARRO FERNÁNDEZ-VALMAYOR, J. L., “Una reflexión general sobre las Áreas Metropolitanas” 
op. cit., p. 18. 
746 La Base Novena de la Ley 41/1975, referida a los Entidades Municipales Metropolitanas,  establece lo 
siguiente: 
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metropolitanas es, en ambos casos, el mismo: de una parte, un hecho físico, la 
aglomeración urbana; y por otra parte, un dato funcional de interrelación entre los 
núcleos de la armadura urbana que sirve de soporte de vinculación a los procesos 
económicos y sociales desarrollados en el ámbito metropolitano.
747
  
Ahora bien, estos antecedentes del citado artículo 43 son la Entidad Municipal 
Metropolitana de Barcelona de 1974 y las entidades metropolitanas reguladas en la Base 
9ª de la Ley de Bases del Estatuto de Régimen Local de 1975, excluyen toda 
interpretación a favor de la constitución de entidades metropolitanas sectoriales. Sin 
embargo, como observa TOSCANO GIL, las determinaciones del artículo 43 de la 
LRBRL no son claras del todo, y por lo tanto podría admitirse tanto la constitución por 




Como señala el citado autor, el contenido de la definición del apartado 2 que 
analizamos demuestra que “se trata de una técnica jurídico-administrativa de carácter 
organizativo, pensada específicamente por el legislador básico estatal para atender a los 
problemas propios del fenómeno metropolitano, de tal forma que, a priori, es esta y no 
otra la fórmula que debe emplearse cuando tales problemas surgen.”749 
Desde este punto de vista, cabe sostener con BARRERO RODRÍGUEZ que en la 
definición legal ha primado más la preocupación por delimitar las características del 
espacio que sirve de sustrato a una Entidad de este género, que el interés por la 




                                                                                                                                                  
 “Uno. Podrán constituirse en Entidad Municipal Metropolitana aquellas aglomeraciones urbanas, 
de elevada densidad demográfica y alto índice de expansión, consideradas en su conjunto, entre cuyos 
núcleos de población exista una vinculación económica y social que haga aconsejable la coordinación en 
el planeamiento y en la prestación de servicios del conjunto. Las demarcaciones administrativas se 
acomodarán a las exigencias de la Entidad.” 
747 IBARRA ROBLES, J. L., “El hecho metropolitano como ámbito territorial significativo y relevante 
para la reordenación de las estructuras locales”. Revista catalana de dret públic, N.º 5, octubre 1986, p. 
114. 
748 TOSCANO GIL, F., El fenómeno metropolitano y sus soluciones jurídicas. Op. cit., p. 249. 
749 TOSCANO GIL, F., “Áreas Metropolitanas: Diversidad jurídica y planificación territorial”. Revista de 
Estudios Regionales, N.º 93, 2012, pp. 71-72. 
750 BARRERO RODRÍGUEZ, M. C., “El juego de las Entidades supramunicipales en España. Algunas 
reflexiones en el décimo aniversario de la Ley de Régimen Local de 2 de abril de 1985”. REALA, Revista 
de Estudios de Administración Local y Autonómica, N.º 264, octubre-diciembre 1994, p. 656. 
 381 
La autora, con el fin de clarificar el sentido del concepto de Área Metropolitana, 
define el Área Metropolitana como: 
“… fórmula de gobierno y administración de unos espacios caracterizados por 
una fuerte concentración poblacional en un espacio en el que coexisten varios 
términos municipales.”751 
Por su parte, MARTÍN MATEO y CANTÓ LÓPEZ consideran características 
propias de las áreas metropolitanas las siguientes 
– contenido pluricompetencial: implica que estas entidades locales pueden 
desempeñar las funciones, obras y servicios que sean objeto de prestación o 
realización metropolitana; 
– virtualidad armonizadora: significa que estas entidades disponen de una 
vocación planificadora con la finalidad de corregir la dispersión de iniciativas en un 
territorio en el que el crecimiento urbano ha superado los antiguos límites de la 
ciudad; 
– espacio urbano pluricomunitario: las aglomeraciones urbanas suponen la base 
social y la escala territorial de las áreas metropolitanas, hoy ya no se trata de densas 
conurbaciones urbanas sino que se componen de un extenso medio urbano del que 
forman parte distintas comunidades con sustantividad propia, fruto del fenómeno de 
la contraurbanización; 
– el sistema urbano: rasgo que elude a las vinculaciones económicas y sociales de 
los núcleos de población.
752
 
Observa PÉREZ MORENO que la definición contenida en el artículo 43.2 de la 
LRBRL no cita la vinculación urbanística, y tan solo contempla una constelación de 
núcleos de población, pero es evidente que aquella está implícita en los términos 
“económicas y sociales” y que también procedería crear el Área Metropolitana aunque 
la población no esté tan nucleada.
753
 
A la vista de estas consideraciones, en relación con el contenido del artículo 43 en su 
apartado 2 y siguiendo a BARRERO RODRÍGUEZ, observamos que las propias 
características de las áreas metropolitanas muestran la necesidad de una actuación 
pública en un doble plano o ámbito: de una parte, en el de la gestión o prestación 
supramunicipal de determinados servicios que por razones de índole diversa adquieren 
en ese espacio que trasciende al de los concretos Municipios una más adecuada unidad 
de prestación; de otra, en el de la coordinación de una serie de competencias que la 
concurrencia de varias Administraciones en un mismo territorio hace no solo 
                                                  
751 BARRERO RODRÍGUEZ, M. C., “El juego de las Entidades supramunicipales…”, op. cit., p. 656. 
752 MARTÍN MATEO, R. y CANTÓ LÓPEZ, M. T., “El Derecho Ambiental en la cualificación del 
espacio…” op. cit., p. 88. 
753 PÉREZ MORENO, A., “Las Áreas Metropolitanas entre la esperanza y la aporía” op. cit., p. 22. 
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aconsejable, sino absolutamente necesaria en aras del cumplimiento del propio 
postulado constitucional de eficacia. Estas han sido, además, las dos funciones que 
tradicionalmente han dotado de contenido la actuación de los entes de gobierno 
metropolitano. El artículo 43.2 de la LRBRL, aunque en apariencia pudiera parecer que 
está pensando en una Administración de índole esencialmente coordinadora, acoge, sin 
embargo, con claridad ese doble objetivo.
754
 
2.6. Breve referencia al debate doctrinal sobre la naturaleza jurídica de las Áreas 
Metropolitanas 
La indefinición del artículo 43.2 de la LRBRL en relación a la figura del Área 
Metropolitana afecta a la determinación de su naturaleza, pues como señala el profesor 
CARRO FERNÁNDEZ-VALMAYOR:  
“Nada dice la actual LRBRL sobre la naturaleza territorial o institucional de las 
Áreas metropolitanas, limitándose a calificarlas de Entidades Locales (artículo 
3.2ºc)). Será, pues, el legislador autonómico el que tendrá que llevar a cabo la 
configuración concreta de este tipo de Entidades Locales.”755 
En este sentido, siguiendo a BARRERO RODRÍGUEZ podemos afirmar que la Ley 
de Bases no ha prefigurado una Administración de caracteres concretos y, en 
consecuencia, de naturaleza definida. Permanece, por el contrario, abierta a diversos 
modelos o sistemas alternativos.”756 Dado que la Norma fundamental del Régimen local 
no ha prefigurado un modelo concreto de Entidad metropolitana, su naturaleza, no 
homogénea para todas las Administraciones de este tipo, dependerá de la opción, en 
cada caso, acogida por el legislador autonómico.
757
  
Como consecuencia de esta indefinición, las Comunidades Autónomas dispondrán de 
una libertad absoluta para optar entre una Administración territorial, esto es, una 
Administración dotada del conjunto de competencias necesarias para la satisfacción de 
los intereses generales de la población que constituye su sustrato, o bien para decantarse 
por entes institucionales o, lo que es lo mismo, por entes adscritos a la gestión de una 
                                                  
754 BARRERO RODRÍGUEZ, M. C., “Las competencias de las entidades metropolitanas en el Derecho 
español”. Revista de Derecho Urbanístico y Medio Ambiente, Año N.º 28, N.º 140, 1994, pp. 71-73. 
755 CARRO FERNÁNDEZ-VALMAYOR, CARRO FERNÁNDEZ-VALMAYOR, J. L., “Una reflexión 
general sobre las Áreas Metropolitanas”… op. cit., pp. 19-20. 
756 BARRERO RODRÍGUEZ, M. C., Las Áreas Metropolitanas. Op. cit., p. 73. 
757 BARRERO RODRÍGUEZ, M. C., Las Áreas Metropolitanas, Civitas, Madrid, 1993, pg. 65-85. 
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competencia determinada.”758 
Así pues, la naturaleza jurídica de las áreas metropolitanas puede calificarse como 
territorial o institucional. 
Las Administraciones territoriales son portadoras de un haz competencial que 
engarza directamente con los intereses de un grupo poblacional dotado de sustantividad 
y caracteres propios: la colectividad metropolitana. Además, cuentan con una capacidad 
de dirección política en los asuntos de su incumbencia: gozan de autonomía para la 
gestión de sus respectivos intereses. 
Por el contrario, las Administraciones institucionales son simples gestoras de unas 
competencias pertenecientes, en principio, a otras instancias. Su estatus no se define por 
un principio de autonomía, sino por su contrario, por la relación de subordinación que 
guardan respecto de aquella Administración de la que dependen.
759
 
El fundamento de la creación de un Área Metropolitana territorial se encuentra, como 
reconoce TOSCANO GIL, en las competencias sobre organización territorial de la 
comunidad autónoma, dada la incidencia que la creación de un ente de este tipo tiene 
sobre la distribución del poder en el territorio autonómico. Mientras que el fundamento 
de la creación de un ente institucional se halla en la potestad de organización de la 
comunidad autónoma que le permite crear entes instrumentales. 
De esta manera, como dispone TOSCANO GIL, 
“Solo cuando se opte por configurar al Área Metropolitana como una 
Administración Pública de tipo territorial o general, puede calificarse a esta de 
Gobierno local intermedio. Mientras que cuando se la defina como una 
Administración institucional o especializada, dadas sus limitaciones como ente 
instrumental, no podemos hablar de otra cosa que de ente local intermedio.”760 
En relación a la articulación del Área Metropolitana territorial, el autor resalta su 
dificultad, dado que “supone una redistribución del poder en el territorio que no todas 
las instancias preexistentes están dispuestas a aceptar.
761
 
                                                  
758 BARRERO RODRÍGUEZ, M. C., “Las fórmulas posibles para el gobierno de los espacios 
metropolitanos…”, op. cit., p. 9. 
759 BARRERO RODRÍGUEZ, M. C., Las Áreas Metropolitanas. Op. cit., p. 79. 
760 TOSCANO GIL, F., “El Área Metropolitana en el ordenamiento jurídico español”, op. cit., p. 117. 
761 TOSCANO GIL, F., El fenómeno metropolitano y sus soluciones jurídicas. Op. cit., p. 251. 
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Esta redistribución del poder, como señala BARRERO RODRÍGUEZ, habrá de tener 
presente la necesidad de garantizar el respeto a la autonomía local. Una vez tomada la 
decisión de darle cobertura jurídica a la realidad metropolitana, se nos ofrecen dos 
opciones, cualquiera de las dos válida pues tenemos ejemplos de ambas en los países 
que cuentan con esta situación fáctica.
 762
 
Sin embargo, de esta opinión doctrinal discrepa SÁNCHEZ BLANCO, para el cual 
las entidades metropolitanas sectoriales son entes locales cuya creación no cabe amparar 
en el artículo 43, aunque sí en el artículo 3.2 de la Ley 7/1985, dado el carácter abierto 
del listado de entidades locales que éste establece.
763
 
De todas formas, se enfoque la cuestión de uno u otro modo, según TOSCANO GIL 
el resultado es el mismo dado que, 
“la admisión en nuestro ordenamiento de ambos tipos de Administraciones 
metropolitanas. Siendo esto así, creemos que la principal diferencia, si se sigue esta 
última tesis, estaría en la no sujeción de las entidades metropolitanas institucionales 
sectoriales a los requisitos básicos del artículo 43 LRBRL, con una entrega total del 
régimen jurídico de estas al legislador autonómico.”764 
Lo cierto es que el modelo de las llamadas entidades metropolitanas sectoriales, 
como nos recuerda TOSCANO GIL
765
, ha sido ya aceptado por el TS, que lo entiende 
compatible con el artículo 43 LRBRL. Así, la Sentencia del TS 3531/1998, de 29 de 
mayo, sobre la regulación de actuaciones públicas especiales en la conurbación de 
Barcelona y comarca, dispone: 
“Del artículo 43.2 de la Ley de Bases de Régimen Local, que es el precepto más 
explícito en esta materia, no se deduce para nada que se haya de crear un solo ente 
local metropolitano para gestionar conjuntamente los servicios de transporte público 
de viajeros y los servicios de tratamiento y evacuación de aguas residuales y de 
residuos.” (FJ 11º) 
TOSCANO GIL establece al respecto del “Área Metropolitana Institucional” que, 
“Es la naturaleza que adoptan las entidades metropolitanas sectoriales, esto es, 
entes cercanos al modelo de Administración institucional o especializada, y 
sectorializados en cuanto a las funciones que prestan, razón ésta por la que también 
                                                  
762 BARRERO RODRÍGUEZ, M. C., Las Áreas Metropolitanas. Op. cit., p. 74. 
763 SÁNCHEZ BLANCO, A., Organización intermunicipal. Iustel, Madrid, 2006, pp. 87-88. 
764 TOSCANO GIL, F., “El área metropolitana en el ordenamiento jurídico español”. Cuadernos de 
Derecho Local, Ed. “Fundación Democracia y Gobierno Local”, Nº 25, Barcelona, febrero 2011, pp. 117-
118. 
765 TOSCANO GIL, F., “El área metropolitana en el ordenamiento jurídico español”. Op. cit., p. 117. 
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se suele hablar de entidades metropolitanas funcionales o, incluso, 
monofuncionales.” 
Mientras que para este autor el “Área Metropolitana Territorial” es, 
“El modelo de Área Metropolitana entendida como Administración Pública de 
naturaleza territorial que cuenta con generalidad de funciones y atribución genérica 
de potestades administrativas.” 
Así pues, como afirma TOSCANO GIL, estamos ante una entidad local no necesaria, 
o de carácter dispositivo, que existirá cuando el legislador autonómico opte por crearla, 
y cuya configuración final como ente de naturaleza territorial o institucional dependerá 
en última instancia del diseño establecido por este. 
 Ello es debido a que las bases estatales, en lo que hace a las áreas metropolitanas, 
son eminentemente abiertas y flexibles, habiéndose dejado un amplio espacio de 
regulación propia al legislador autonómico, al que se entrega casi por completo el 
régimen jurídico de esta materia, lo que resulta del todo punto coherente con el alto 
grado de interiorización autonómica al que está sometida la misma. 
Por tanto, respetando los condicionantes básicos estatales, el legislador autonómico 
puede configurar el Área Metropolitana, en el caso de que opte por regularla, dentro de 
un margen de disponibilidad muy grande, que no prejuzga, en principio, el carácter 
territorial o institucional de la Administración resultante, siendo ambas opciones 
posibles. 
Por lo tanto, las áreas metropolitanas pueden adoptar, en la ley que las regule, tanto 
la forma de una Administración Pública territorial o general, con vocación de 
generalidad de fines y potestades, como la forma de una Administración Pública 
institucional o especializada, caracterizada por la especialidad de sus funciones y por la 
clara delimitación de sus fines y potestades, que serán solo las estrictamente necesarias 
para el cumplimiento de sus fines. 
En el supuesto de que se decida crear el Área Metropolitana como una entidad 
territorial, las competencias y facultades a asumir por esta estarían limitadas por el 
núcleo competencial propio de municipios y provincias, vinculado a la autonomía local 
garantizada por la Constitución y, en su caso, por el Estatuto de Autonomía, y por 
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aquellas leyes que asuman una función de garantía de esta.
766
 
BARRERO RODRÍGUEZ, a la hora de optar por una u otra naturaleza jurídica del 
Área Metropolitana, afirma lo siguiente al respecto, 
“Sostener que esta nueva instancia encaja en los moldes típicos de las 
Administraciones territoriales significa afirmar que son portadoras de un haz 
competencial que engarza directamente con los intereses de un grupo poblacional 
dotado de sustantividad y caracteres propios: la colectividad metropolitana. 
Sustentar, por el contrario, su naturaleza institucional supone dejarlas reducidas al 
papel de mera Administración gestora de unas competencias pertenecientes, en 
principio, a otras instancias.” 
Para la autora, las diferencias entre uno y otro tipo de Administración metropolitana 
estriban en los siguientes aspectos: 
“Las Administraciones territoriales cuentan con una capacidad de dirección 
política en los asuntos de su incumbencia; gozan, expresado en clave constitucional, 
de autonomía para la gestión de sus respectivos intereses. 
Mientras que las Administraciones institucionales se sitúan, sin embargo, en una 
posición bien distinta. Su status no se define por un principio de autonomía, sin por 
su contrario, por la relación de subordinación que guardan respecto de aquella 
Administración de la que dependen.”767 
En concordancia con la mayoría de la doctrina, podemos afirmar finalmente que las 
dos opciones de configuración legal expuestas son posibles en nuestro ordenamiento, 
habida cuenta del carácter abierto de los preceptos básicos estatales, que no parecen 
decantarse claramente por uno u otro modelo de Administración Pública, dejando esta 
cuestión a la elección del legislador autonómico.
768
 
De hecho,  TOSCANO GIL pone como ejemplo de ello los dos modelos que están 
vigentes en nuestro Estado. Por un lado, el Área Metropolitana de Barcelona, creada por 
la Ley 31/2010, de 3 de agosto, del Área Metropolitana de Barcelona, que sería el 
ejemplo de un Área Metropolitana de carácter territorial. Como ejemplo de Áreas 
Metropolitanas sectoriales o funcionales estarían las Entidades creadas por las 
Disposiciones Adicionales Primera y Segunda de la Ley 2/2001, de 11 de mayo, de 
creación y gestión de áreas metropolitanas en la Comunidad Valenciana, que son la 
                                                  
766 TOSCANO GIL, F., El fenómeno metropolitano y sus soluciones jurídicas. Op. cit., pp. 248-251. 
767 BARRERO RODRÍGUEZ, M. C., Las Áreas Metropolitanas. Op. cit.,, p. 65. 
768 TOSCANO GIL, F., El fenómeno metropolitano y sus soluciones jurídicas. Op. cit., pp. 248-251. 
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Entidad Metropolitana de Servicios Hidráulicos en el área territorial y la Entidad 
Metropolitana para el Tratamiento de Residuos, respectivamente.
769
 
2.7. Estatutos de Autonomía de Segunda Generación 
Los Estatutos de Autonomía llamados “de segunda generación”, modificaron en 
algunas Comunidades Autónomas las leyes orgánicas que en un primer momento, 
haciendo uso de la legitimación constitucional, habían aprobado los Estatutos de 
Autonomía en una primera etapa de la Democracia. 
A partir de la reforma del Estatuto de Autonomía de Cataluña, que se produjo con la 
aprobación de la Ley Orgánica 6/2006, otras Comunidades Autónomas siguieron el 
mismo camino. En palabras de ROSADO VILLAVERDE, 
“Parte de la doctrina ha denominado a esta ola de nuevas normas estatutarias como 
“los Estatutos de Autonomía de segunda generación”, esto es, aquéllos que forman parte 
de la “segunda etapa del Estado autonómico””770 
A falta de una eventual reforma constitucional, motivada por la necesidad de reforma 
del nivel territorial del gobierno local, de un ajuste institucional, determinado  por la 
propia profundización en la descentralización del Estado y la falta de capacidad de 
respuesta a las demandas ciudadanas, serían los nuevos Estatutos de Autonomía de 
segunda generación los que abordarían estas cuestiones, acentuando el debate sobre la 
interiorización del régimen local. Debido a la competencia bifronte del régimen local, 
los ajustes institucionales revisten una complejidad multinivel: los que dependen del 
impulso político en el Estado, y aquellos otros que requieren que sean las Comunidades 
Autónomas las que los lleven a cabo de acuerdo con sus respectivos Estatutos.
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769 Como señala F. TOSCANO GIL (“El área metropolitana en el ordenamiento jurídico español”. Op. 
cit., p. 117) “estas otras Áreas Metropolitanas, cuya regulación actual se encuentra en los artículos 73-87 
de la Ley 8/2010, de 23 de junio, de régimen local de la Comunidad Valenciana, además de en las 
disposiciones de la Ley 2/2001 que esta no ha derogado, responden a un modelo bien distinto de 
Administración metropolitana, que hasta hace poco era también el vigente en Barcelona. Se trata de lo 
que se ha dado en llamar el modelo de Área Metropolitana funcional, en cuanto se configuran como 
entidades sectoriales, limitadas a la prestación de un concreto servicio público metropolitano, con 
caracteres más cercanos a los de una Administración Pública institucional o especializada.  
770 ROSADO VILLAVERDE, C., “Las garantías institucionales de los Estatutos de Autonomía de 
segunda generación”. InDret, Revista para el Análisis del Derecho, N.º 3, 2011.  
771 MÁRQUEZ CRUZ, G. M., “Gobernabilidad local en España”. Op. cit., pp. 62-63. 
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Como recuerda TUDELA ARANDA
772
, la aprobación de los Estatutos de 
Autonomía de segunda generación planteó numerosos debates. Uno de los más 
importantes fue el relativo a la capacidad de los Estatutos para condicionar las 
competencias estatales.  
Una de las finalidades de las reformas estatutarias fue la de mejorar la calidad de la 
autonomía, dado el blindaje competencial establecido por la Constitución Española de 
1978, destacando el debate relativo al régimen local en virtud del alcance del artículo 
149.1.18 de la CE. 
La STC 31/2010, de 28 de junio, rechazó esta capacidad, recordando la 
indisponibilidad de las competencias que al Estado atribuye la Constitución.  
Hasta el momento presente, las Leyes Orgánicas que han aprobado los mencionados 
Estatutos de Autonomía de “segunda generación"773, dedican a las Áreas Metropolitanas 
los siguientes artículos: 
- El Estatuto de Autonomía de Cataluña en su artículo 2.3º establece que: 
 “Los municipios, las veguerías, las comarcas y los demás entes locales que las leyes 
determinen, también integran el sistema institucional de la Generalitat, como entes en 
los que ésta se organiza territorialmente, sin perjuicio de su autonomía.” 
El artículo 93 dispone: 
 “Los demás entes locales supramunicipales se fundamentan en la voluntad de 
colaboración y asociación de los municipios y en el reconocimiento de las Áreas 
Metropolitanas. La creación, modificación y supresión, así como el establecimiento del 
régimen jurídico de estos entes, se regulan por una ley del Parlamento.” 
- El Estatuto de Autonomía de Andalucía dispone en su artículo 94 lo siguiente: 
“Una ley regulará las funciones de las Áreas Metropolitanas, para lo cual se tendrán en 
cuenta las diferentes características demográficas, geográficas, funcionales, 
organizativas, de dimensión y capacidad de gestión de los distintos entes locales.” 
- Por su parte, en el artículo 81.2 del Estatuto de Autonomía de Aragón se recoge que: 
                                                  
772 TUDELA ARANDA, J., “Las Bases del régimen jurídico tras los Estatutos de segunda generación y la 
Sentencia del Tribunal Constitucional 31/2010”. Revista Aragonesa de Administración Pública, N.º 37, 
2010. 
773 Estas Leyes Orgánicas son las siguientes: 
 Ley Orgánica 6/2006, de 19 de julio, de reforma del Estatuto de Autonomía de Cataluña. 
 Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo, de reforma del Estatuto de Autonomía para Andalucía. 
 Ley Orgánica 5/2007, de 20 de abril, de reforma del Estatuto de Autonomía de Aragón. 
 Ley Orgánica 1/2011, de 28 de enero, de reforma del Estatuto de Autonomía de la Comunidad 
Autónoma de Extremadura. 
 Ley Orgánica 1/2007, de 28 de febrero, de reforma del Estatuto de Autonomía de las Illes Balears. 
 Ley Orgánica 14/2007, de 30 de noviembre, de reforma del Estatuto de Autonomía de Castilla y León. 
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“Por ley de las Cortes de Aragón podrá regularse la creación, organización y 
competencias de las Áreas Metropolitanas”. 
- En el artículo 58 del Estatuto de Autonomía de Extremadura se dispone que: 
“Por ley se regularán las formas de constitución, organización, competencias y régimen 
jurídico y financiero de las Áreas Metropolitanas que pudieran establecerse, 
reconociendo, en todo caso, su autonomía administrativa y su personalidad jurídica.” 
- Y finamente, el artículo 49.1 del Estatuto de Autonomía de Castilla y León señala que, 
“En el marco de la legislación básica del Estado y del presente Estatuto, la Comunidad 
Autónoma establecerá por ley de Cortes la regulación del gobierno y la administración 
local de Castilla y León. En dicha regulación se contemplarán las Áreas Metropolitanas. 
La creación en cada caso de Áreas Metropolitanas se efectuará mediante ley específica 
de las Cortes de Castilla y León.” 
Como se observa, la mayoría de los Estatutos contienen en su articulado referencia a 
la posibilidad de constituir áreas metropolitanas y remiten para ello a una ley 
autonómica. Esta regulación vendría dada, como reconoce TOSCANO GIL, por la 
necesidad existente de dar una solución jurídica al problema del fenómeno 
metropolitano. 
“Pero lo cierto es que lo que hay es una tendencia constatable en las reformas 
estatutarias de los últimos años a incluir el Área Metropolitana en aquellos estatutos 
de autonomía en los que antes no estaba. A pesar de todo, lo cierto es que esta 
regulación estatutaria no ha supuesto en ningún caso grandes novedades respecto de 
lo establecido en la legislación estatal básica. 
Finalmente, raras han sido las ocasiones en las que se ha cerrado la operación con 
la creación efectiva de estas entidades mediante ley.”774 
Concluye el autor afirmado que “a pesar de que la Administración autonómica, salvo 
algunas excepciones, no ha configurado a las áreas metropolitanas como entidades 
locales, resulta fácil de comprobar que ésta no ignora su existencia, y opera teniéndolas 
en cuenta a distintos efectos. Esta forma de actuar ha sido una constante en todo el 
territorio español.”775 
2.8. La Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de Racionalización y Sostenibilidad de la 
Administración Local 
2.8.1. Consideraciones generales 
                                                  
774 TOSCANO GIL, F., “El Área Metropolitana en el ordenamiento jurídico español”… op. cit. p. 114. 
775 TOSCANO GIL, F., El fenómeno metropolitano y sus soluciones jurídicas. Iustel, Biblioteca de 
Derecho Municipal, 1ª edición, Madrid, 2010, p. 264. 
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Con el objetivo de presentar el escenario que dio pie la elaboración de esta Ley, y 
citando las palabras de la profesora FUERTES LÓPEZ, cabe decir que la crisis y la 
situación económica de las finanzas públicas la que motiva la modificación agostera de 
la Constitución española, la aprobación de leyes de estabilidad presupuestaria y la que 
coloca en un lugar preferente del escenario la reforma de las Administraciones 
locales.”776 
Pues bien, en este contexto fue aprobada la polémica Ley 27/2013 (ha sido objeto de 
numerosos recursos), de 27 de diciembre, de racionalización y sostenibilidad de la 
Administración Local
777
 (en adelante LRSAL), con el objetivo principal de reducir y 
controlar el gasto público local.  
Como indica su Preámbulo, esta Ley se aprobó como consecuencia de la Ley 
Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad 
Financiera
778
 (en adelante LOEPSF), que exigía adaptar algunos aspectos de la 
organización y funcionamiento de la Administración local así como mejorar su control 
económico-financiero. 




- Clarificar y simplificar las competencias municipales para evitar duplicidades 
con otras Administraciones; 
- Racionalizar la estructura organizativa de la Administración local de acuerdo 
con los principios de eficiencia, estabilidad y sostenibilidad financiera;  
- Garantizar un control financiero y presupuestario más riguroso de los entes 
locales; 




                                                  
776 FUERTES LÓPEZ, M., “Los Grecos y las competencias municipales”. Conferencia pronunciada en el 
curso titulado Nuevas perspectivas de la Administración Local, organizado por el Consejo General del 
Poder Judicial los días 16 a 18 de febrero de 2015 en Toledo, p. 1. 
777 BOE N.º 312, de 30 de diciembre. 
778 Esta Ley se aprobó, a su vez, en desarrollo del reformado artículo 135 de la Constitución Española, 
que en su nueva redacción dada en 2011, consagra la estabilidad presupuestaria. 
779 Como es sabido, esta norma tiene solo dos artículos que se dedican a reformar tanto la LRBRL como 
el Texto Refundido de la Ley de Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 
de marzo. 
780 Una enumeración sistemática similar la podemos encontrar en F. VELASCO CABALLERO (“Títulos 
competenciales y garantía constitucional de Autonomía Local en la LRSAL”, dentro de SANTAMARÍA 
PASTOR, J. A., (coord.) La reforma de 2013 en el régimen local español. Fundación Democracia y 
Gobierno local, Madrid, 2014, p. 76). 
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En definitiva, lo que el legislador persigue es la racionalización y la sostenibilidad, si 
bien como señala JIMÉNEZ ASENSIO ha sido finalmente este último al que la Ley ha 
otorgado un mayor protagonismo, dejando el objetivo de la racionalización en un 
segundo plano, influido por el Dictamen del Consejo de Estado 567/2013, de 26 de 
junio de 2013, que puso en entredicho los aspectos más duros del proceso de 
racionalización que pretendía el Anteproyecto de la LRSAL.
781
 
Así pues, en este contexto, la LRSAL no supone de forma directa una especial 
modificación del régimen jurídico de las Áreas Metropolitanas. Si repasamos el 
contenido de la norma, observaremos que solo en dos artículos encontramos una 
referencia a esta Entidad local. 
Por un lado, en el punto 2 del artículo primero se recoge una nueva redacción del 
artículo 3 apartado 2 de la LRBRL, manteniendo, entre otras, el reconocimiento de la 
figura del Área Metropolitana como Entidad local, pero donde se suprime expresamente 
toda referencia a las Entidades de ámbito territorial inferior al municipal, y de igual 
manera ocurre con el artículo 45 de la LRBRL, que desarrollaba su régimen jurídico y 
que por la Ley 27/2013 va a quedar sin contenido. 
Por otro lado, en el punto 25 del artículo primero de la LRSAL se recoge una nueva 
disposición que se añade al articulado de la LRBRL. Se trata del artículo 92 bis, titulado 
“Funcionarios de administración local con habilitación de carácter nacional”, en cuyo 
apartado 6, haciendo referencia al nombramiento excepcional de funcionarios de 
Administración local con habilitación de carácter nacional por el sistema de libre 
designación, entre otras Entidades locales que enumera, en las Áreas Metropolitanas. 
El hecho de que aparezca en la Ley Básica una mención a las Áreas Metropolitanas 
alejada ya de la inicial regulación formal, y se la incluya junto con otras Entidades 
territoriales determinando cómo le afecta una cuestión concreta - en este caso relativa a 
temas de personal-, nos puede llevar a considerar que, si bien resulta obvio pues ya 
existen en nuestro país Áreas Metropolitanas de carácter territorial en funcionamiento 
(el Área Metropolitana de Barcelona, creada por la Ley 31/2010, de 3 de agosto del 
                                                  
781 JIMÉNEZ ASENSIO, R., “La reforma local: primer análisis de la Ley de Racionalización y 
Sostenibilidad de la Administración Local. Contexto, elementos estructurales y algunas pautas 
interpretativas para la aplicación de un marco normativo complejo.” Anuario Aragonés del Gobierno 
Local 2013, N.º 5, 2014, p. 290. 
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Área Metropolitana de Barcelona - BOE N.º 231, de 23 de septiembre -), el legislador 
estatal poco a poco va tomando conciencia de la realidad metropolitana en España y de 
su institucionalización. 
Decíamos en párrafos anteriores que si bien, directamente, las modificaciones 
llevadas a cabo en la legislación básica local por la LRSAL no afectan a las áreas 
metropolitanas, por el contrario, de forma indirecta y como ha puesto de manifiesto la 
doctrina, y lo continúa haciendo, sí pueden traer consecuencias también para ellas. 
Fundamentalmente, la doctrina viene a incidir en la cuestión del reparto 
competencial que, con esta nueva Ley, va a producir una re-centralización de 
competencias, mediante la recuperación de competencias directas del Estado sobre las 
Entidades locales sin considerar o desplazando a las Comunidades Autónomas.
782
 
Es pues este desplazamiento de las Comunidades Autónomas a la hora de llevar a 
cabo un desarrollo autonómico de las Administraciones locales de su territorio, lo que 
ha llevado a los autores a ver en esta Ley esta re-centralización, que además supone una 
limitación de la autonomía local.
783
 
El legislador estatal se basa para fundamentar este desplazamiento de la participación 
autonómica en la regulación local, en el contenido del artículo 149.1.18 de la 
Constitución Española de 1978, que atribuye al Estado la competencia exclusiva en 
relación con las Bases del régimen jurídico de las Administraciones Públicas. Pero 
como apunta GARCÍA MATÍES, “la competencia exclusiva del Estado que le atribuye 
la Constitución es sobre las bases del régimen jurídico, no sobre todo el régimen local, 
sino solo sobre una parte: las bases. Es decir, que las bases sobre las competencias no 
agotan ni todas las competencias ni las bases suponen todo el régimen local.”784 
Así parece querer confirmarlo la STC 32/1981, de 28 de julio, la cual, refiriéndose a 
la delimitación competencial local, establece lo siguiente: 
                                                  
782 De esta opinión es F. J. VILLAR ROJAS (“Razones y contradicciones de la Ley de Racionalización y 
Sostenibilidad de la Administración Local”, El Cronista, N.º 46, Iustel, 2014). 
783 Así se manifiesta A. BOIX PALOP (“Sentido y orientación de la Ley 27/2013 de racionalización y 
sostenibilidad de la Administración local: autonomía local, recentralización y provisión de servicios 
públicos locales”, REALA, N.º 2, julio-diciembre 2014) 
784 GARCÍA MATÍES, R., “Las competencias municipales, tras la reforma operada por la Ley 27/2013”. 
REALA, N.º 3, enero-junio 2015. 
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“Como titulares de un derecho a la autonomía constitucionalmente garantizada, 
las comunidades locales no pueden ser dejadas en lo que toca a la definición de sus 
competencias … a la interpretación que cada Comunidad Autónoma pueda hacer de 
ese derecho.” (FJ 5) 
GARCÍA MATÍES interpreta este párrafo de la Sentencia en el sentido de que hay 
unos mínimos que deben ser dejados a la regulación estatal, “no que todo el contenido 
competencial deba ser definido por el legislador estatal.”785 
También la STC 103/2013, de 25 de abril, hace mención al reparto competencial 
entre el Estado y las Comunidades Autónomas, declarando que: 
“la legislación básica comprende los principios o bases, relativos a los aspectos 
institucionales —organizativos y funcionales— y a las competencias locales (STC 
214/1989, de 21 de diciembre, FFJJ 1 y 4), pudiendo las Comunidades Autónomas 
legislar libremente en el respeto a esas condiciones básicas.” (FJ 4) 
Por lo tanto, como afirma VELASCO CABALLERO, “el Estado, en la interpretación 
de su propia competencia básica sobre la Administración local, debería prestar atención 
a los Estatutos de Autonomía.” Pues algunos Estatutos atribuyen a las respectivas 
Comunidades Autónomas competencias exclusivas en materias de régimen local 
aunque, como establecen las SSTC 247/2007 y 31/2010, “estas atribuciones 
competenciales no pueden impedir el pleno desenvolvimiento de las competencias 
estatales. Pero, en buena doctrina, el Estado tampoco podría hacer una interpretación 
legislativa de sus propias competencias que, para superar la situación de concurrencia, 
vaciara de contenido o desfigurara la caracterización de esas competencias como 
propiamente exclusivas.”786 
Uno de los objetivos básicos de la Ley, según su Preámbulo, es el de “clarificar las 
competencias municipales para evitar duplicidades con las competencias de otras 
Administraciones de forma que se haga efectivo el principio de una Administración, una 
competencia.” 
La idea inicial de los redactores de la LRSAL era, según JIMÉNEZ ASENSIO, 
“reducir la cartera de servicios locales. Y, en particular, cuestionar las actividades 
complementarias que llevaban a cabo los municipios con base en el ya suprimido 
                                                  
785 GARCÍA MATÍES, R., “Las competencias municipales…”, op. cit. 
786 VELASCO CABALLERO, F., “Títulos competenciales y garantía constitucional…”, op. cit., p. 84. 
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artículo 28 de la LRBRL. Para ello se configuró una categoría de competencias 
municipales de perfiles borrosos, las competencias disponibles.”787 
La deficitaria regulación existente en nuestro país del principio de autonomía local, y 
la escasa definición de su garantía institucional, ha sido la situación que ha permitido al 
legislador llevar a cabo una reforma como la que estamos analizando.
788
 
A esta injerencia del legislador estatal en los asuntos locales se puede oponer no solo 
el principio de autonomía local sino también, y de manera más contundente dada su 
significación, el principio de subsidiariedad. 
A modo de guía, podemos recurrir a la relación que realiza BOIX PALOP
789
, de 
cuestiones sobre las que ha incidido la reforma legal y que afectan a la autonomía local: 
- nuevo listado competencial del artículo 25 de la LRBRL, desapareciendo 
competencias significativas que venían siendo atribuidas a los entes locales (imprimir y 
comparar). 
- se elimina la idea de competencia implícita general o extensión a otros dominios de 
interés del régimen local. 
- se realiza una regulación en el artículo 7.4 muy limitativa de la gestión de 
competencias inicialmente llamadas “impropias”, y en el nuevo artículo 27 la 
delegación del ejercicio de competencias estatales y autonómicas queda sometida a 
mecanismos de control y autorización impropios de la gestión autónoma. 
- en esta nueva regulación, los entes locales municipales quedan más limitados que 
las provincias para asumir competencias. 
La doctrina coincide en señalar que con esta Ley se ha perdido una gran oportunidad 
para intentar dar una respuesta a las verdaderas cuestiones que en la actualidad se 
plantean en el ámbito local, como pueden ser el elevado número de municipios 
existentes en España y su posible reducción
790
, una relación realista de las competencias 
cuyo ejercicio corresponda a las Entidades locales y cuya prestación se respete en virtud 
del principio de autonomía local, así como el establecimiento de una financiación 
                                                  
787 JIMÉNEZ ASENSIO, R., “Competencias municipales “disponibles”: régimen jurídico y algunos 
problemas pendientes”. Estudios y Comentarios, INAP, 2014. 
788 Así opina, por ejemplo, A. BOIX PALOP (op. cit., 2014). 
789 Para una visualización completa de la relación de estas medidas, consultar el documento de A. BOIX 
PALOP (op. cit., 2014). 
790 Actualmente existen en España 8.122 Municipios. Fuente: Registro de Entidades Locales, Ministerio 
de Hacienda y Administraciones Públicas. 






A esta altura de la exposición podríamos ya obtener una primera reflexión tras las 
primeras sensaciones obtenidas, y es la impresión de que el legislador estatal ha obviado 
de manera importante que las Entidades locales forman parte de la organización 
territorial del Estado y que no están sujetas a un sistema jerárquico donde el vértice 
sería el Estado, sino que, como ya en su momento había sentado la Jurisprudencia del 
Tribunal Constitucional, se trata de Entes dotados de personalidad jurídica y autonomía 
garantizada institucionalmente por la Constitución. 
Pareciera que el redactor de la LRSAL “hubiera acabado de llegar” al ámbito 
legislativo local, pues todas las modificaciones que la LRSAL introduce en la Ley 
Básica sorprenden porque rompen totalmente con el espíritu del Pacto Local de 2005
792
 
y con todos los propósitos que basados en este acuerdo se habían ido enunciando en los 
años siguientes, hasta llegar a hablar de una “segunda descentralización” que nunca vio 
la luz. 
Cierto es que las Entidades locales habían venido soportando durante mucho tiempo 
el ejercicio de competencias impropias
793
 o complementarias, que se sumaban a las de 
por sí numerosas competencias propias y delegadas. Pero aunque esta situación había 
sido un constante motivo de queja, ello se debía fundamentalmente a la escasez de 
recursos financieros para hacer frente a todas estas prestaciones y servicios. Las 
                                                  
791 En estos términos se manifiesta F. J. VILLAR ROJAS (op. cit., 2014). 
792 De hecho, en el caso de la Comunidad Autónoma gallega y como recuerda la Exposición de Motivos 
de la Ley 5/2014, de 27 de mayo, de medidas urgentes derivadas de la entrada en vigor de la Ley 27/2013, 
de 27 de diciembre, de racionalización y sostenibilidad de la Administración local (DOG N.º 102, de 30 
de mayo de 2014), “debe tenerse en cuenta el Acuerdo de cooperación entre la Xunta de Galicia y la 
Federación Gallega de Municipios y Provincias (Fegamp), por el que se establece el contenido del Pacto 
local que regirá en la Comunidad Autónoma de Galicia, firmado el 20 de enero de 2006.  
El Pacto local reconoce la posibilidad de asunción de competencias por el nivel local atendiendo a los 
principios de subsidiariedad y eficacia, dado su carácter de Administración más próxima a la ciudadanía, 
y expresa el objetivo primordial de dar cumplimiento a los principios de igualdad y solidaridad para 
lograr que los ciudadanos y ciudadanas puedan tener las mismas prestaciones independientemente de su 
lugar de residencia y, de este modo, lograr una cohesión entre todos y en todos los ámbitos.  
El pacto reconoce también la singularidad específica de la Administración local gallega relacionada con 
el hecho de contar con más de la mitad de los núcleos de población del Estado, que en la práctica se 
traduce en asentamientos poblacionales que condicionan directamente su gestión cotidiana y los diversos 
cometidos que tiene que desarrollar.” 
793 Como señala J. I. MORILLO-VELARE PÉREZ (“Competencias municipales: competencias delegadas 
e impropias”. Cuadernos de Derecho Local (QDL) N.º 34, Fundación Democracia y Gobierno Local, 
febrero de 2014, p. 76) estamos ante el ejercicio de competencias impropias “cuando los ayuntamientos 
prestan servicios sin título competencial específico que les habilite, y sin contar con recursos adecuados 
para ello.” 
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reclamaciones dirigidas a las Administraciones autonómica y estatal no buscaban la 
reducción de competencias, sino un aumento de la financiación. 
En la base de todo ello se encontraba la aplicación del principio de subsidiariedad, 
pues la praxis ha venido demostrando que donde mejor se conocen las necesidades de 
los ciudadanos y desde donde mejor se puede hacer frente a ellas, por la proximidad, es 
en el nivel local. 
2.8.2. La LRSAL y el principio de autonomía local 
El Dictamen del Consejo de Estado de 26 de junio de 2013 acerca del contenido del 
Anteproyecto de la LRSAL, en concreto en lo relativo a la delimitación de las 
competencias, vino a establecer que “no puede sin más afirmarse que la regulación del 
anteproyecto atente contra la garantía institucional de la autonomía local, por más que 
de ella resulte un marco competencial más estrecho que el que definía hasta ahora la 
LBRL.” 
Lo que sí es cierto, como afirma JIMÉNEZ ASENSIO, es que el principio de 
autonomía local, citado de soslayo en el Preámbulo, y la Carta Europea de Autonomía 
Local, que no se cita expresamente, “prácticamente se ignoran en todo el texto, puesto 
que quedan relegados por el protagonismo del principio de sostenibilidad.”794 
La comprensión de la autonomía local como garantía institucional, esto es, como 
límite abstracto e impreciso frente a la Ley, considera VELASCO CABALLERO que 
“ha de ser la pauta básica para el análisis de la LRSAL”.795 
En una primera aproximación al contenido del articulado de la LRSAL hay una clara 
sensación de que el legislador estatal no cree que sean las Entidades locales, 
especialmente el Municipio, las más capacitadas para gestionar sus asuntos, privándoles 
de su derecho y por lo tanto, atentando contra la autonomía local.
796
  
Este planteamiento iría en contra de las disposiciones de la CEAL, de la que España 
es signataria. En el artículo 4 de esta Carta se recoge el alcance de dicha autonomía 
                                                  
794 JIMÉNEZ ASENSIO, R., “La reforma local: primer análisis de la Ley de Racionalización…”, op. cit., 
p. 320. 
795 VELASCO CABALLERO, F., “Títulos competenciales y garantía constitucional…”, op. cit., p. 86. 
796 El artículo 3.1 de la CEAL define la autonomía local como: “el derecho y la capacidad efectiva de las 
Entidades locales de ordenar y gestionar una parte importante de los asuntos públicos.” 
 397 
local, estableciendo en su apartado 3º que “el ejercicio de las competencias públicas 
debe, de modo general, incumbir preferentemente a las autoridades más cercanas a los 
ciudadanos.”797 
Sin embargo, en el articulado de la LRSAL encontramos preceptos que, por su 
significado, vienen a limitar dicha autonomía. Así, por ejemplo, el nuevo artículo 116 
ter
798
, que enuncia el mandato de comunicación anual al Estado de los costes efectivos 
de los diversos servicios municipales, impone un deber a las Entidades locales, 
limitando por lo tanto su autonomía. 
Aunque, como señala VELASCO CABALLERO, este deber de comunicación anual 
supone un límite de autonomía para los municipios, no permite un reproche negativo a 
partir del artículo 137 de la Constitución, pues la autonomía local garantizada 
constitucionalmente es perfectamente reconocible con estas cargas informativas.
799
 
Otro artículo que vulneraría, esto es, reduciría la autonomía local es el artículo 7.4, 
aunque en su opinión, “no merece un reproche constitucional de invalidez.”800 
En opinión de ARIAS MARTÍNEZ, de la lectura del apartado cuarto del artículo 25 
de la LRSAL, que exige que la atribución por Ley de competencias propias a los 
                                                  
797 Artículo 4.º CEAL. Alcance de la autonomía local. 
1. Las competencias básicas de las Entidades locales vienen fijadas por la Constitución o por la Ley. Sin 
embargo, esta disposición no impide la atribución a las Entidades locales de competencias para fines 
específicos, de conformidad con la Ley. 
2. Las Entidades locales tienen, dentro del ámbito de la Ley, libertad plena para ejercer su iniciativa en 
toda materia que no esté excluida de su competencia o atribuida a otra autoridad. 
3. El ejercicio de las competencias públicas debe, de modo general, incumbir preferentemente a las 
autoridades más cercanas a los ciudadanos. La atribución de una competencia a otra autoridad debe tener 
en cuenta la amplitud o la naturaleza de la tarea o las necesidades de eficacia o economía. 
4. Las competencias encomendadas a las Entidades locales, deben ser normalmente plenas y completas. 
No pueden ser puestas en tela de juicio ni limitadas por otra autoridad central o regional, más que dentro 
del ámbito de la Ley. 
5. En caso de delegación de poderes por una autoridad central o regional, las Entidades locales deben 
disfrutar en lo posible de la libertad de adaptar su ejercicio a las condiciones locales. 
798 Por el punto 31 del artículo 1 de la LRSAL se introduce un nuevo artículo 116 ter, sobre el coste 
efectivo de los servicios, con la siguiente redacción: 
“1. Todas las Entidades Locales calcularán antes del día 1 de noviembre de cada año el coste efectivo de 
los servicios que prestan, partiendo de los datos contenidos en la liquidación del presupuesto general y, en 
su caso, de las cuentas anuales aprobadas de las entidades vinculadas o dependientes, correspondiente al 
ejercicio inmediato anterior. 
2. El cálculo del coste efectivo de los servicios tendrá en cuenta los costes reales directos e indirectos de 
los servicios conforme a los datos de ejecución de gastos mencionados en el apartado anterior: Por Orden 
del Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas se desarrollarán estos criterios de cálculo. 
3. Todas las Entidades Locales comunicarán los costes efectivos de cada uno de los servicios al 
Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas para su publicación.” 
799 VELASCO CABALLERO, F., “Títulos competenciales y garantía constitucional…”, op. cit., p. 87. 
800 VELASCO CABALLERO, F., “Títulos competenciales y garantía constitucional…”, op. cit., p. 90. 
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Municipios esté justificada por el cumplimiento de los principios de estabilidad, 
sostenibilidad financiera y eficiencia del servicio o la actividad, parecería que el 
principio de descentralización debe sacrificarse para hacer efectivos estos principios, lo 
cual de ser así podría dejar sin efecto el principio constitucional de autonomía local.
801
 
Al respecto de la pretensión contenida en el apartado quinto del artículo 25 en 
relación a evitar las duplicidades administrativas, ARIAS MARTÍNEZ defiende que “la 
efectividad de la garantía constitucional de la autonomía local exige que los entes 
locales dispongan de un cuadro competencial claro acompañado de la financiación 
necesaria para poder ejercitarlo.”802 
Consecuentemente, la autora considera que la LRSAL merma la autonomía local 
desde el punto de vista competencial “puesto que, por una parte, reduce el ámbito 
material de obligada atribución competencial a los entes municipales de conformidad 
con el actual artículo 25.2 de la LRBRL y, además, fomenta la delegación competencial 
con el fin de posibilitar que los entes municipales puedan volver a gestionar dichas 
actividades.” Sin embargo, ello no vulnera la garantía institucional de la autonomía 
local, puesto que a pesar de la reducción de competencias, todavía es posible identificar 
una suficiente participación municipal en los asuntos de interés local.”803 
En el mismo sentido opina VELASCO CABALLERO, puesto que para este autor “si 
bien el nuevo artículo 25.2 de la LRBRL sin duda supone una reducción de la 
autonomía local, tal reducción entra dentro del margen disponible para la Ley.”804 
La atribución que prevé el artículo 26.2 a las Diputaciones Provinciales “o entidad 
equivalente” de la coordinación de la prestación de una serie de servicios en los 
municipios con población inferior a 20.000 habitantes, para FUERTES LÓPEZ “puede 
llegar a afectar a la garantía institucional de la autonomía local”. Opina la autora que, 
“es cierto que la Ley ha previsto la necesidad de que se cuente con el previo 
consentimiento municipal y que, además, puede quedar excluida esa imposición 
provincial porque en el mismo apartado admite que el Municipio puede preferir 
                                                  
801 ARIAS MARTÍNEZ, M. A., “Las competencias sociales en materia de servicios sociales tras la 
aprobación de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de racionalización y sostenibilidad de la 
Administración Local”. Revista de Administración Pública, N.º 194, mayo-agosto 2014, p. 397. 
802 ARIAS MARTÍNEZ, M. A., “Las competencias sociales en materia de servicios sociales…”, op. cit., 
p. 398. 
803 ARIAS MARTÍNEZ, M. A., “Las competencias sociales en materia de servicios sociales…”, op. cit., 
p. 403. 
804 VELASCO CABALLERO, F., “Títulos competenciales y garantía constitucional…”, op. cit., p. 96. 
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gestionar individualmente ese servicio, para lo que deberá acreditar que le supone un 
coste efectivo menor; o puede asociarse con otras localidades a través de una 
Mancomunidad. Previsiones ambas que atenúan la lesión a la autonomía local. En 
todo caso, me resulta problemático compaginar esta regulación con el principio 
democrático que, como sabemos, es la base de la autonomía local.”805 
De la lectura del artículo 27, FORCADELL i ESTELLER extrae como conclusión 
que tanto desde una perspectiva materia como formal, erosiona la autonomía local. En 
primer lugar, porque muchas de las competencias que aparecen como delegables 
podrían ser, y de hecho algunas lo eran hasta ahora, competencias propias de los 




Sobre esta cuestión se pronunciará el TC al resolver los recursos de 
inconstitucionalidad que contra esta Ley, y sobre la posible vulneración de este 
principio en particular, se han presentado ante su Jurisdicción. 
2.8.3. La Cuestión competencial en la LRSAL 
En el apartado anterior ya hemos realizado una primera aproximación a las 
modificaciones que la nueva Ley lleva a cabo en el marco competencial fijado por la 
LRBRL. 
Como nos señala ARENILLA SÁEZ
807
, los títulos de la Constitución Española en 
los que se fundamenta el cambio del régimen competencial son el artículo 149.1.14, que 
regula la competencia exclusiva del Estado en las materias relacionadas con la Hacienda 
general y la Deuda del Estado, así como también, según el artículo 149.1.18, sobre las 
bases del régimen jurídico de las Administraciones Públicas. 
La STC 214/1989, de 21 de diciembre, establece que el criterio de que “corresponde 
al legislador estatal la fijación de los principios básicos en orden a las competencias que 
deban reconocerse a las entidades locales [...], fijando al respecto unas directrices para 
llevar a cabo la asignación de tales competencias, directrices que se concretan en 
atender, en cada caso, a las características de la actividad pública y a la capacidad de 
                                                  
805 FUERTES LÓPEZ, M., “Los Grecos y las competencias municipales”. Op. cit., p. 16. 
806 FORCADELL i ESTELLER, X., “Aproximación crítica a los principales cambios…”, op. cit., p. 63. 
807 ARENILLA SÁEZ, M., “El nuevo sistema de competencias locales”, en SANTAMARÍA PASTOR, J. 
A., (coord.) La reforma de 2013 en el régimen local español. Fundación Democracia y Gobierno local, 
Madrid, 2014, pp. 45-46. 
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gestión de la entidad local, de acuerdo con los principios de descentralización y máxima 
proximidad de la gestión administrativa a los ciudadanos.” (FJ 2).  
La citada Sentencia expresa que la función constitucional encomendada al legislador 
estatal es la de garantizar los mínimos competenciales que dotan de contenido y 
efectividad la garantía de la autonomía local. Por lo tanto, serán las leyes sectoriales las 
que concretarán las competencias locales según el sistema de distribución constitucional 
de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas, observando las 
directrices del artículo 2.1 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del 
Régimen Local.  
CASES y PALLARÉS afirma que “cualquier modificación del sistema competencial 
del gobierno local, ha de tener en cuenta la necesidad de introducir el principio de 
diferenciación en la definición del sistema competencial de los gobiernos locales en 
España”808. JIMÉNEZ ASENSIO lo corrobora en relación a la LRSAL, pues para el 
autor dicha norma realiza una “apuesta clara y decidida por incorporar 
inconscientemente el principio de diferenciación a la regulación del ámbito local de 
gobierno.”809 Veamos a continuación cómo se manifiesta en la LRSAL esa 
modificación y consecuentemente este principio. 
En primer lugar, el artículo 7 en su nueva redacción dada por la LRSAL, va a 
distinguir entre dos tipos de competencias, propias
810
 y atribuidas por delegación, así 
como otras competencias que de una forma un tanto vaga va a describir como 
“competencias distintas de las propias y de las atribuidas por delegación”. Si bien, la 
doctrina considera que, realmente, estamos ante otro tipo de competencias delegadas, 
aunque de forma inversa a las delegadas en sentido estricto, ya que deben ser solicitadas 
por la Entidad Local delegada.
811
 
                                                  
808 CASES y PALLARÉS, J., “La reordenación de las competencias locales”. Revista de Estudios Locales 
Cunal, N.º Extra 169 ((Ejemplar dedicado a: Análisis de la Ley 27/2013, de Racionalización y 
Sostenibilidad de la Administración Local), 2014. 
809 JIMÉNEZ ASENSIO, R., “La reforma local: primer análisis de la Ley de Racionalización y 
Sostenibilidad de la Administración Local. Contexto, elementos estructurales y algunas pautas 
interpretativas para la aplicación de un marco normativo complejo.” Anuario Aragonés del Gobierno 
Local 2013, N.º 5, 2015, p. 300. 
810 F. VELASCO CABALLERO (“Títulos competenciales y garantía constitucional…”, op. cit., p. 89) 
afirma que, con carácter general, “para la LRSAL son competencias propias aquellas competencias 
sectoriales definidas con concreción y precisión por las leyes. Y que son “distintas de las propias” las 
cláusulas competenciales genéricas o generales.”  
811 Así lo entienden, por ejemplo, R. GARCÍA MATÍES (“Las competencias municipales…”, op. cit.). 
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Se trataría, en relación a este último tipo de competencias recogidas en el apartado 
cuarto del artículo 7 y como estima VELASCO CABALLERO, al suprimirse por esta 
Ley el artículo 28 de la LRBRL
812, de “las competencias locales genéricas contenidas en 
las leyes autonómicas.” Consecuentemente, la norma tendría cobertura en la 




Ni que decir tiene que la cuota de autonomía de la que cabe disfrutar en el ejercicio 
de las competencias delegadas está muy limitada. Y ello puesto que la nueva 
disposición remite expresamente al artículo 27 como norma rectora de las condiciones 
del ejercicio de esa delegación, y se suprime la referencia al respeto a la potestad de 
autoorganización de los servicios de la Entidad Local, que sí se mencionaba en el 
apartado 3 de la redacción anterior, disponiendo que ahora la delegación preverá 
técnicas de dirección y control de oportunidad y eficiencia, cuando en la anterior 
regulación de la Ley básica solo se mencionaba que los términos de la delegación 
podrían prever dichas técnicas. 
Las competencias del apartado cuarto del citado artículo 7 dejan poco margen a la 
autonomía
814
, dada la enumeración de condiciones que deben darse para que una 
Entidad Local pueda solicitar y obtener de la Administración titular, la delegación del 
ejercicio de una competencia determinada. Como enuncia el texto legal, la delegación 
será posible cuando: 
- no se ponga en riesgo la sostenibilidad financiera del conjunto de la Hacienda 
municipal; 
- no se incurra en un supuesto de ejecución simultánea del mismo servicio público 
con otra Administración Pública, demostrado mediante un informe previo y 
vinculante de la Administración competente por razón de materia, en el que se señale 
                                                  
812 R. GARCÍA MATÍES (“Las competencias municipales…”, op. cit.) se pregunta si las competencias 
distintas a las propias y a las delegadas serían aquellas que antes se denominaban “complementarias” por 
el artículo 28. 
813 Según el análisis que realiza F. VELASCO CABALLERO (“Títulos competenciales y garantía 
constitucional…”, op. cit., p. 89) de contenido del artículo 7.4 de la LRSAL. 
814 El artículo 7.4, que regula las competencias atribuidas por delegación “inversa”, dice así: 
“Las Entidades Locales solo podrán ejercer competencias distintas de las propias y de las atribuidas por 
delegación cuando de acuerdo con los requerimientos de la legislación de estabilidad presupuestaria y 
sostenibilidad financiera y no se incurra en un supuesto de ejecución simultánea del mismo servicio 
público con otra Administración Pública. A estos efectos, serán necesarios y vinculantes los informes 
previos de la Administración competente por razón de materia, en el que se señale la inexistencia de 
duplicidades, y de la Administración que tenga atribuida la tutela financiera sobre la sostenibilidad 
financiera de las nuevas competencias. 
En todo caso, el ejercicio de estas competencias deberá realizarse en los términos previstos en la 
legislación del Estado y de las Comunidades Autónomas.” 
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la inexistencia de duplicidades; 
- que se emita un informe vinculante por la Administración que tenga atribuida la 
tutela financiera sobre la sostenibilidad financiera de las nuevas competencias; 
- y, por último, el ejercicio de estas competencias deberá realizarse en los 
términos previstos en la legislación del Estado y de las Comunidades Autónomas. 
La doctrina se pregunta si entre estas competencias distintas de las propias y de las 
atribuidas por delegación cabría considerar a las competencias que se habían venido 
regulando hasta la aprobación de la LRSAL en el ahora desaparecido artículo 28, 
conocidas como competencias “impropias”815 
En opinión de CASES i PALLARÉS, “las competencias distintas a las propias 
ocupan el espacio de las denominadas competencias o actividades complementarias del 
derogado artículo 28 de la LRBRL, incorporando las cautelas de no poner en riesgo la 
sostenibilidad financiera del conjunto de la hacienda municipal y la no ejecución 
simultánea. Cautelas que se concretan en la necesidad de solicitar los informes 
preceptivos y vinculantes correspondientes.”816 
Los artículos 25 a 27, dedicados a las competencias municipales, han sido todos ello 
objeto de reforma,  y en el caso del artículo 28, de supresión, motivada, como indica la 
profesora ARIAS MARTÍNEZ, por la intención del legislador de evitar que las 




El nuevo articulo 25, al incluir en el apartado 1 la expresión “en los términos 
previstos en este artículo”818, va a impedir lo que hasta ese momento venía haciéndose 
                                                  
815 El artículo 28 de la LRBRL, suprimido por el punto once del artículo 1 de la LRSAL, decía lo 
siguiente: 
“Artículo 28.  
Los Municipios pueden realizar actividades complementarias de las propias de otras Administraciones 
Públicas y, en particular, las relativas a la educación, la cultura, la promoción de la mujer, la vivienda, la 
sanidad y la protección del medio ambiente. ” 
816 CASES i PALLARÉS, J., “La reordenación de las competencias locales”. Revista de Estudios Locales 
Cunal, N.º Extra 169 ((Ejemplar dedicado a: Análisis de la Ley 27/2013, de Racionalización y 
Sostenibilidad de la Administración Local), 2014, p. 108. 
817 De todas formas, M. A. ARIAS MARTÍNEZ (“Las competencias sociales en materia de servicios 
sociales…”, op. cit., pp. 387-388), coincide en afirmar, como el resto de la doctrina, que “se puede 
entrever que las competencias distintas de las propias y de las delegadas prevista en el nuevo apartado 
cuarto del artículo 7 pueden suplir u ocupar el espacio que dejan vacante las competencias 
complementarias”, siempre y cuando se cumplan determinados requisitos fijados por la Ley. 
818 El artículo 25.1 dispone ahora que:  
“El Municipio, para la gestión de sus intereses y en el ámbito de sus competencias, puede promover 
actividades y prestar los servicios públicos que contribuyan a satisfacer las necesidades y aspiraciones de 
la comunidad vecinal en los términos previstos en este artículo.” 
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con bastante frecuencia por la Administración Municipal, que como señala GARCÍA 
MATÍES, consistía en que: 
“si existía interés municipal y ello contribuía a satisfacer alguna necesidad o 
aspiración de la comunidad, unido a la fórmula general contenida en el artículo 2 de 
la LRBRL, el Municipio podía considerar que tenía competencias sobre una concreta 
materia y ejercerla, porque no era difícil fundar la existencia de competencia en 
alguna de las que enumeraba el artículo 25.2 de la LRBRL e incluso en algunas que 
no figuraban.”819 
Hasta ahora, se interpretaba que el apartado primero de este artículo, si bien 
genéricamente, ya les reconocía competencias a los Municipios, pues incorporaba una 
cláusula general de actuación – o cláusula de apoderamiento general - que amparaba al 
Municipio para que en la gestión de sus intereses y dentro del ámbito de sus 
competencias, pudiera promover toda clase de actividades y prestar cuantos servicios 
públicos
820
 contribuyeran a satisfacer las necesidades y aspiraciones de la comunidad 
vecinal.  
La redacción dada  ahora por la LRSAL limita el alcance de la actuación municipal a 
“promover actividades y prestar los servicios públicos que contribuyan a satisfacer las 
necesidades y aspiraciones de la comunidad vecinal en los términos previstos en este 
artículo.” 
Esta nueva regulación, como señala FORCADELL i ESTELLER
821, “rompe con el 
amplio entendimiento de este apartado como una cláusula genérica de capacidad de los 
municipios (STS 3542/1997, de 21 de mayo).”822 
En el nuevo listado competencial del apartado segundo del artículo 25, que como 
bien indica ARIAS MARTÍNEZ, “no enuncia las competencias municipales, sino las 
materias de interés local en las que necesariamente las leyes sectoriales estatales y 
                                                  
819 R. GARCÍA MATÍES (“Las competencias municipales…”, op. cit.). 
820 Como reconoce D. SANTIAGO IGLESIAS (Las Sociedades de Economía Mixta como forma de 
gestión de los servicios públicos locales. Iustel, Madrid, 2010, p. 68) “en el ámbito local, el alcance del 
concepto de servicio público es un tanto impreciso, puesto que, de acuerdo con la normativa local, 
prácticamente cualquier servicio es susceptible de ser calificado como público. 
821 FORCADELL i ESTELLER, X., “Aproximación crítica a los principales cambios…”, op. cit., p. 59. 
822 La STS 3542/1997, en relación con principio de reconocimiento de la competencia general del 
municipio en el círculo de intereses que le es propio, establece en relación a la LRBRL que “en su 
artículo 25 comienza sentándose un principio favorable a la competencia genérica del municipio en torno 
a su círculo de intereses, tradicional en nuestra administración local y recogido hoy en disposiciones 
internacionales de ámbito europeo.” (FJ 5). 
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autonómicas deben atribuir a los municipios su propio ámbito competencial”823,  ya no 
se hace referencia expresa a las materias de seguridad en lugares públicos; limpieza 
viaria; defensa de consumidores y usuarios; participación en la gestión de la atención 
primaria de la salud; prestación de los servicios sociales y de promoción y reinserción 
social; o a la de participar en la programación de la enseñanza. 
Esta supresión de materias “de interés local” que realiza el legislador estatal de entre 
las del listado del apartado segundo del articulo 25 significa simplemente, en palabras 
de VELASCO CABALLERO, que “el Estado ya no exige a las Comunidades 
Autónomas que atribuyan competencias en esas materias.” El artículo 25.2 persigue 
garantizar un mínimo funcional de los municipios en los asuntos de interés local, 




Algunas de las competencias que hasta la entrada en vigor de la LRSAL figuraban 
entre las competencias que podrían ser ejercidas como propias, ahora aparecen 
reflejadas en el listado de competencias estatales o autonómicas delegables en los 
Municipios siempre y cuando se cumplan los requisitos contenidos en el artículo 27. 
Entre estas competencias se hallan las de prestación de los servicios sociales; 
conservación o mantenimiento de centros sanitarios asistenciales; y la creación, 
mantenimiento y gestión de las escuelas infantiles. 
En las Disposiciones Transitorias Primera y Segunda se regula el modo como se va a 
llevar a cabo el traslado competencial a las Comunidades Autónomas de las 
competencias relativas a la participación en la gestión de la atención primaria de la 
salud
825
 y la prestación de servicios sociales
826
. En la Disposición Adicional 
                                                  
823 ARIAS MARTÍNEZ, M. A., “Las competencias sociales en materia de servicios sociales…”, op. cit., 
p. 394. 
824 VELASCO CABALLERO, F., “Títulos competenciales y garantía constitucional…”, op. cit., pp. 93-
95. 
825 La Disposición Transitoria Primera dispone que “tras la entrada en vigor de esta Ley, de acuerdo con 
las normas reguladoras del sistema de financiación autonómica y de las Haciendas Locales, las 
Comunidades Autónomas asumirán la titularidad de las competencias que se preveían como propias del 
Municipio, relativas a la participación en la gestión de la atención primaria de la salud.”  
Ello sin perjuicio, como dispone el apartado 4, “de la posibilidad de las Comunidades Autónomas de 
delegar dichas competencias en los Municipios, Diputaciones Provinciales o entidades equivalentes, de 
conformidad con el artículo 27 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen 
Local.” 
 826 La Disposición Transitoria Segunda determina que “con fecha 31 de diciembre de 2015, en los 
términos previstos en las normas reguladoras del sistema de financiación autonómica y de las Haciendas 
Locales, las Comunidades Autónomas asumirán la titularidad de las competencias que se preveían como 
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Decimoquinta se establecen los términos en los cuales las Comunidades Autónomas 
asumirán la titularidad de las competencias relativas a la educación que se venían 
contemplando en el artículo 25.2.n) de la LRBRL.
827
 
Estas Disposiciones Transitorias han sido objeto de recurso ante el Tribunal 
Constitucional, pues según la Constitución Española, la atribución de competencias a 
las Comunidades Autónomas está reservada al Estado y ello solo puede llevarse a efecto 
de dos maneras, o bien mediante los Estatutos de Autonomía (artículo 147.2.d) CE), o 
bien mediante transferencia por Ley Orgánica (artículo 150. 2 CE). Por lo tanto, como 
reconoce VELASCO CABALLERO, “ninguna ley ordinaria estatal puede decidir que 
una actividad concreta corresponda a las Comunidades Autónomas.” En consecuencia, 
concluye este autor, “dado que la LRSAL es una ley ordinaria, y que no responde a las 
exigencias formales de las leyes marco, hay que considerar que las disposiciones 
transitorias 1.ª y 2.ª LRSAL infringen directamente la reserva procediemental de 
estatuto de autonomía establecida por el artículo 147.2 d) CE.”828  
En concreto, ha sido muy polémico el traslado de la titularidad en materia de 
asistencia social del artículo 25.2.k) a las Comunidades Autónomas. En relación a esta 
concreta materia sobre la que los ayuntamientos tenían hasta el momento atribuciones, y 
cuyo alcance concreto venía siendo delimitado por la normativa estatal y autonómica, 
                                                                                                                                                  
propias del Municipio, relativas a la prestación de los servicios sociales y de promoción y reinserción 
social.” 
De la misma manera que sucedía con lo dispuesto en la Transitoria Primera, en este caso también podrán 
las Comunidades Autónomas “delegar dichas competencias en los Municipios, Diputaciones Provinciales 
o entidades equivalentes, de conformidad con el artículo 27 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de 
las Bases del Régimen Local.” 
827 La Disposición Adicional Decimoquinta, en relación a la asunción por las Comunidades Autónomas 
de las competencias relativas a la educación, establece que: 
“Las normas reguladoras del sistema de financiación de las Comunidades Autónomas y de las haciendas 
locales fijarán los términos en los que las Comunidades Autónomas asumirán la titularidad de las 
competencias que se prevén como propias del Municipio, aún cuando hayan sido ejercidas por éstas, por 
Diputaciones Provinciales o entidades equivalentes, o por cualquier otra Entidad Local, relativas a 
participar en la vigilancia del cumplimiento de la escolaridad obligatoria y cooperar con las 
Administraciones educativas correspondientes en la obtención de los solares necesarios para la 
construcción de nuevos centros docentes, así como la conservación, mantenimiento y vigilancia de los 
edificios de titularidad local destinados a centros públicos de educación infantil, de educación primaria o 
de educación especial, para lo que se contemplará el correspondiente traspaso de medios económicos, 
materiales y personales.” 
828 VELASCO CABALLERO, F., “Títulos competenciales y garantía constitucional…”, op. cit., pp. 98-
99. 
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señala ARIAS MARTÍNEZ que “es incuestionable que en dicho ámbito sectorial existe 
un interés local en su prestación”.829 
De hecho, en la LRBRL, la prestación de servicios sociales se recogía dentro del 
apartado 26.1.c) que regulaba los servicios obligatorios en los Municipios de más de 
20.000 habitantes; tras la entrada en vigor de la LRSAL la obligación queda reducida a 
la evaluación e información de situaciones de necesidad social y la atención inmediata a 
personas en situación o riesgo de exclusión social. 
La importancia del papel que juega el Municipio en la prestación de estos servicios la 
demuestra ARIAS MARTÍNEZ recordándonos que el legislador autonómico suele 
mencionar en sus propias leyes reguladoras del régimen local, la atribución a los 
municipios de competencias en esta materia. Además, recuerda la autora que “las 
Comunidades Autónomas han aprobado sus propias leyes generales de servicios 
sociales, que lógicamente contienen una relación de competencias locales en esta 
materia.” E incluso, sigue señalando la autora, “algunas Comunidades Autónomas han 
incrementado, bien a través de las leyes autonómicas de régimen local o bien mediante 
disposiciones contenidas en la normativa sobre servicios sociales, el alcance de los 
servicios sociales mínimos obligatorios previsto en la legislación básica estatal.”830 
En el caso específico de la Comunidad Autónoma de Galicia, como consecuencia de 
la entrada en vigor de la LRSAL se aprobó la Ley 5/2014, de 27 de mayo, de medidas 
urgentes derivadas de la entrada en vigor de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de 
racionalización y sostenibilidad de la Administración local. En las Disposiciones 
Adicionales Primera, Cuarta y Quinta, se regula el régimen aplicable a las competencias 
atribuidas a las Entidades Locales por la legislación autonómica anterior a la entrada en 
vigor de la LRSAL. 
La Disposición Adicional Primera sienta la norma general que regirá esta nueva 
situación, estableciendo que: 
                                                  
829 ARIAS MARTÍNEZ, M. A., “Las competencias sociales en materia de servicios sociales…”, op. cit., 
p. 379. 
830 Así, en relación a las leyes autonómicas de régimen local M. A. ARIAS MARTÍNEZ (“Las 
competencias sociales en materia de servicios sociales…”, op. cit., 380) pone el ejemplo de la Ley 
5/1997, de 22 de julio, Administración Local de Galicia, que en su artículo 80 apartado 2.k) dispone que 
el municipio ejercerá, en todo caso, competencias en los términos de la legislación del Estado y de la 
Comunidad Autónoma en materia de prestación de los servicios sociales y la promoción y reinserción 
sociales. 
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“las competencias continuarán ejerciéndolas ellas, rigiéndose por la indicada 
legislación o, en su caso, por el derecho estatal aplicable como supletorio, sin 
perjuicio de lo dispuesto en las disposiciones adicionales cuarta y quinta sobre la 
asunción por la Comunidad Autónoma de las competencias relativas a la educación, 
salud y servicios sociales.” 
 
Por lo que hace referencia a las competencias específicas que estamos mencionando, 
relativas a la educación, salud y servicios sociales, la Disposición Adicional Cuarta 
dispone que “continuarán siendo prestadas por los municipios en tanto no se den las 
condiciones previstas para su traspaso en la normativa básica y, en particular, el 
establecimiento del nuevo sistema de financiación autonómica y de las haciendas 
locales previsto en la misma.” 
 
Si bien en el caso concreto la gestión de la atención primaria de la salud, la 
Disposición Adicional Quinta ya articula una previsión más específica de cómo va a 
llevarse a cabo ese traspaso competencial, previendo una asunción progresiva de la 
gestión y disponiendo “la cesión gratuita al Servicio Gallego de Salud de la titularidad 
de los edificios y terrenos de los centros de salud y la subrogación del organismo 
autónomo en los correspondientes contratos de servicios y suministros contratados por 
los municipios para dichos centros.” 
Pero La LRSAL no solo va a eliminar del listado del artículo 25.2 de la LRBRL las 
ya comentadas competencias relativas a la salud y a la asistencia social y a limitar otras, 
sino que también va a incluir nuevas materias consideradas de competencia municipal. 
Así, se mencionan las competencias de infraestructuras viarias y otros equipamientos de 
su titularidad (d); la evaluación e información de situaciones de necesidad social y la 
atención inmediata a personas en situación o riesgo de exclusión social (e); así como la 
promoción en su término municipal de la participación de los ciudadanos en el uso 
eficiente y sostenible de las tecnologías de la información y las comunicaciones (ñ). 
A partir de ahora, las competencias municipales habrán de sujetarse expresamente a 
lo que disponga la legislación estatal o autonómica, y siempre que se cumpla con los 
requisitos establecidos en los apartados 3, 4 y 5 de este mismo artículo.
831
 
                                                  
831 “3. Las competencias municipales en las materias enunciadas en este artículo se determinarán por Ley 
debiendo evaluar la conveniencia de la implantación de servicios locales conforme a los principios de 
descentralización, eficiencia, estabilidad y sostenibilidad financiera. 
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Esto es, para que los Municipios puedan ejercer como propias aquellas competencias 
que, en relación a listado de materias contenidas en la nueva redacción del apartado 2, 
se les atribuyan por una Ley estatal o autonómica, será necesario que: 
- su ejercicio para la implantación de servicios locales sea conveniente; 
- se acompañe a la Ley que las regule una memoria económica y una previsión de 
recursos necesarios para garantizar la suficiencia financiera; 
- con el proyecto de Ley estatal se incluirá un informe del Ministerio de Hacienda 
y Administraciones Públicas acreditando todo lo anterior. 
También resulta llamativa la desaparición de la referencia que se hacía en el apartado 
tercero del artículo 25 de la LRBRL que disponía que “sólo la Ley determina las 
competencias municipales en las materias enunciadas en este artículo, de conformidad 
con los principios establecidos en el artículo 2”, artículo que introduce la garantía 
institucional de la autonomía local en la Ley Básica.  
Por el contrario, sí se van a mencionar expresamente en el nuevo apartado 3 
redactado por la LRSAL los principios de descentralización, eficiencia, estabilidad y 
sostenibilidad financiera, que parecería que, a la hora de valorar por la Ley si el 
cumplimiento de dichos principios justifica la atribución de competencias municipales 
en las materias enumeradas en este apartado segundo del artículo 25, van a primar por 
encima de los principios de autonomía local, descentralización y de máxima proximidad 
de la gestión administrativa a los ciudadanos, consagrados en el artículo 2 de la 
LRBRL. 
El artículo 26 recoge, distribuidos por tramos de de población, los servicios mínimos 
que han de ser prestados por los Municipios en todo caso. Como señala VELASCO 
CABALLERO, “más que servicios en sentido estricto, entendidos como actividades 
prestacionales a los ciudadanos, lo ahí contenido son actividades obligatorias.” Que 
según el citado autor, y así planteados como servicios obligatorios, chocarían con el 
principio de autonomía. Pero como no ha sido impugnado el artículo 26.1 ante el 
                                                                                                                                                  
4. La Ley a que se refiere el apartado anterior deberá ir acompañada de una memoria económica que 
refleje el impacto sobre los recursos financieros de las Administraciones Públicas afectadas y el 
cumplimiento de los principios de estabilidad, sostenibilidad financiera y eficiencia del servicio o la 
actividad. La Ley debe prever la dotación de los recursos necesarios para asegurar la suficiencia 
financiera de las Entidades Locales sin que ello pueda conllevar, en ningún caso, un mayor gasto de las 
Administraciones Públicas. 
Los proyectos de leyes estatales se acompañarán de un informe del Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas en el que se acrediten los criterios antes señalados. 
5. La Ley determinará la competencia municipal propia de que se trate, garantizando que no se produce 
una atribución simultánea de la misma competencia a otra Administración Pública.” 
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Tribunal Constitucional, se viene entendiendo pacíficamente que “habilita directamente 
a los ayuntamientos para prestar los servicios ahí enumerados.”832 
En la nueva redacción de este precepto observamos que el legislador ha eliminado 
toda referencia a la posibilidad de prestar estos servicios en asociación con otros 
Municipios, como sí se había venido recogiendo hasta el momento en la Ley básica. 
En cuanto a la distribución de la competencia para prestar estos servicios en virtud 
del número de habitantes, podemos resumir las novedades del siguiente modo: 
- Desaparece la obligación, recogida hasta ahora para todos los Municipios, de 
prestar el servicio de control de alimentos y bebidas; 
- Desaparece la obligación de prestar el servicio de mercado en los Municipios de 
más de 5.000 habitantes; y por último, 
- En aquellos municipios de más de 20.000 habitantes, ya no es obligatoria la 
prestación de servicios sociales, y se añade al listado de servicios la evaluación e 
información de situaciones de necesidad social y atención inmediata a personas 
en situación de riesgo de exclusión social. 
El hecho de que el legislador estatal elimine algún servicio municipal obligatorio no 
implica necesariamente, en palabras de VELASCO CABALLERO, “que los 
ayuntamientos dejen de prestar tales servicios.” La reducción del listado de servicios 
municipales obligatorios significa, simplemente, que el Estado renuncia a imponer a 
todos los ayuntamientos – como norma común de régimen local – la prestación de 
aquellos servicios. Y como el Estado no puede disponer de las competencias 
municipales en sectores materiales ajenos a su competencia (conforme a la doctrina de 
la STC 214/1989, FJ 4), las leyes sectoriales estatales o autonómicas pueden mantener 
como servicios públicos obligatorios actividades suprimidas del listado del artículo 26.1 
a).”833 
El apartado 2 del artículo 26 recoge una novedad con respecto a la regulación 
anterior, pues a partir de ahora, “en los municipios con población inferior a 20.000 
habitantes será la Diputación provincial o entidad equivalente la que coordinará la 
prestación de los siguientes servicios: a) Recogida y tratamiento de residuos; b) 
Abastecimiento de agua potable a domicilio y evacuación y tratamiento de aguas 
residuales; c) Limpieza viaria; d) Acceso a los núcleos de población; e) Pavimentación 
                                                  
832 VELASCO CABALLERO, F., “Títulos competenciales y garantía constitucional…”, op. cit., p. 106. 
833 VELASCO CABALLERO, F., “Títulos competenciales y garantía constitucional…”, op. cit., pp. 106-
107. 
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de vías urbanas; y f) Alumbrado público.” 
Como señala VELASCO CABALLERO, “se puede aceptar desde la perspectiva 
competencial que la Ley básica estatal atribuya a la provincia la función de 
coordinación de las competencias municipales”, pues se trata de una opción esencial 
sobre el régimen local correspondiente al Estado por el artículo 149.1.18 CE. Lo que ya 
excede notoriamente de la competencia básica estatal, a criterio del autor, es la 
atribución al Ministerio de Hacienda de la decisión sobre la gestión compartida o 
gestión provincial de servicios municipales concretos.
834
 
Con la finalidad de racionalizar la estructura organizativa de la Administración Local 
se refuerza el papel de las Diputaciones Provinciales, permitiéndoles coordinar la 
prestación de los servicios mínimos en los municipios con población inferior a 20.000 
habitantes
835
, salvo que estos últimos justifiquen que pueden prestarlos con un coste 
efectivo menor que el de aquellas.
836
  
Resulta sorprendente el papel que adquiere a partir de ahora la Diputación Provincial, 
entidad local de elección indirecta, que será la que encargará de coordinar – se entiende 
que se les impone a los municipios de forma obligatoria – la prestación de los servicios 
mínimos del artículo 26 de la LRBRL por los Municipios de menos de 20.000 
habitantes. Si tenemos en cuenta que según los datos publicados por el Ministerio de 
Hacienda y Administraciones Públicas, solo 399 Municipios españoles tienen censada 
una población superior a esta cifra, nos encontramos con que el 95 por ciento de los 
Municipios españoles están sujetos a partir de ahora a esta coordinación. Estamos ante 
una solución impuesta desde el Estado, que abarca, nos parece, a un número excesivo de 
municipios.  
Se trata de servicios de prestación fundamental que demandan los vecinos
837
, que a la 
                                                  
834 VELASCO CABALLERO, F., “Títulos competenciales y garantía constitucional…”, op. cit., pp. 106-
109-110. 
835 Según los datos publicados por el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, solo 399 
Municipios españoles tienen censada una población superior a esta cifra, por lo tanto nos encontramos 
con que el 95 por ciento de los Municipios españoles están sujetos a partir de ahora a esta coordinación. 
836 De esta manera justifica J. CALVO VÉRGEZ (“La nueva delimitación competencial y organizativa de 
la Administración Local tras la aprobación de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre”. Revista de Estudios 
Locales, Número Extraordinario 169, 2014, p. 54) el reforzamiento del papel de las Diputaciones 
Provinciales. 
837 Y que como apunta R. RIVERO ORTEGA (“Alteraciones de la Planta Municipal y reinvención de las 
Diputaciones”. Revista de Estudios Locales Cunal, N.º Extra 169 ((Ejemplar dedicado a: Análisis de la 
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vista de la fórmula de coordinación de la gestión propuesta por la Diputación 
Provincial, será el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, en virtud del 
informe preceptivo de la Comunidad Autonómica como titular de la tutela financiera, el 
que decida la fórmula de prestación. 
En el supuesto de que sea la Diputación la que preste el servicio, esta repercutirá el 
coste efectivo en los Municipios beneficiarios, y si dicha prestación se abonase 
mediante el pago de una tasa, la Diputación será la que ingrese el importe total de esas 
tasas para financiar nuevos servicios. 
Sobre esta elevada confianza en la capacidad gestora de la Diputación Provincial que 
le otorga el legislador estatal se pronunció también el CDE en su Dictamen 567/2013, al 
llamar la atención sobre el hecho de que, 
“no se toma en consideración si la Diputación a la que haya de encomendarse 
dicha prestación se encuentra en una situación de estabilidad presupuestaria y 
sostenibilidad financiera en los términos de la Ley Orgánica 2/2012 o si presenta una 
situación de déficit que pueda dificultar o impedir razonablemente asumir la gestión 
de ciertos servicios. Esta última observación pone de manifiesto el asimétrico 
tratamiento que en el anteproyecto merecen las entidades locales municipales (y las 
inframunicipales y supramunicipales) y las provinciales.” 
Si un Municipio de los de menos de 20.000 habitantes se considerase capacitado para 
prestar estos servicios mínimos con un coste efectivo menor que el derivado de la forma 
de gestión propuesta por la Diputación provincial o entidad equivalente, habría de 
justificarlo ante la Diputación Provincial, la cual, si lo considera acreditado, podría 
autorizar al Municipio para asumir la prestación y coordinación de estos servicios.
838
 
                                                                                                                                                  
Ley 27/2013, de Racionalización y Sostenibilidad de la Administración Local), 2014, p. 76), muchos de 
ellos no viven en un lugar donde el Ayuntamiento disponga de medios suficientes para ofrecer en 
condiciones los servicios mínimos obligatorios. 
838 Con la nueva redacción dada por la LRSAL, el artículo 26 en su apartado 2 queda de la siguiente 
manera: 
“Para coordinar la citada prestación de servicios la Diputación propondrá, con la conformidad de los 
municipios afectados, al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas la forma de prestación, 
consistente en la prestación directa por la Diputación o la implantación de fórmulas de gestión compartida 
a través de consorcios, mancomunidades u otras fórmulas. Para reducir los costes efectivos de los 
servicios el mencionado Ministerio decidirá sobre la propuesta formulada que deberá contar con el 
informe preceptivo de la Comunidad Autónoma si es la Administración que ejerce la tutela financiera. 
Cuando el municipio justifique ante la Diputación que puede prestar estos servicios con un coste efectivo 
menor que el derivado de la forma de gestión propuesta por la Diputación provincial o entidad 
equivalente, el municipio podrá asumir la prestación y coordinación de estos servicios si la Diputación lo 
considera acreditado. 
Cuando la Diputación o entidad equivalente asuma la prestación de estos servicios repercutirá a los 
municipios el coste efectivo del servicio en función de su uso. Si estos servicios estuvieran financiados 
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A la vista del contenido de este párrafo segundo del artículo 26.2, DE DIEGO 
GÓMEZ tiene la sensación de que su redacción es cuanto menos confusa. Pues, por 
ejemplo, no se entiende porqué el legislador pide a los Municipios que justifiquen esa 
capacidad de prestación económica de los servicios. Se entiende con esta redacción que 
de no demostrarlo tendría que aceptar obligatoriamente la coordinación provincial, 
cuando como expresa el artículo 47.2.h), para adoptar el acuerdo de transferir funciones 
o actividades a otras Administraciones Públicas, se requiere el voto a favor de la 
mayoría absoluta del número legal de miembros de la Corporación Municipal. La 
imposición obligatoria, por lo tanto, se podría considerar ilegal. 
Tampoco se comprende la expresión del párrafo tercero cuando dice que “el 
municipio podrá asumir la prestación de estos servicios”, pues estamos hablando de 
unos servicios mínimos obligatorios, los relacionados en el artículo 26 de la LRBRL, 
que de por sí son competencias propias del Municipio en el sentido al que se refiere el 
artículo 7 de la LRBRL.
839
 
Sin necesidad de seguir avanzando en el articulado, ya reconocemos en esta altura un 
reforzamiento totalmente meditado de la figura de las Diputaciones Provinciales
840
, 
reforzamiento que según LUCAS LUCAS “se sustenta primordialmente en la atribución 
de una serie de facultades de coordinación vinculadas con el coste efectivo.”841  
La atribución de estas competencias de coordinación a las Diputaciones Provinciales, 
que se suman a las ya tradicionales de asistencia y cooperación, y gestión 
supramunicipal, que mantienen, nos muestra que se ha rechazado el estudio de cualquier 
otra alternativa que busque solucionar los problemas de la gestión municipal.  
                                                                                                                                                  
por tasas y asume su prestación la Diputación o entidad equivalente, será a ésta a quien vaya destinada la 
tasa para la financiación de los servicios.” 
839 A. DE DIEGO GÓMEZ, “Las competencias municipales en la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de 
Racionalización y Sostenibilidad de la Adminisración Local, con especial referencia a las competencias 
propias”, Estudios y Comentarios, INAP, 2014, p. 15. 
840 A. DE DIEGO GÓMEZ (“Las competencias municipales en la Ley 27/2013…”, op. cit., p. 15), afirma 
que “no tendría por qué haber esa asunción forzosa por las Diputaciones Provinciales de esos servicios 
obligatorios, ya que esto hace quebrar el principio de autonomía local.” 
841 LUCAS LUCAS, C., “El problema de la Planta Local…”, op. cit., p. 179. 
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Así lo reconoce FUERTES LÓPEZ, que también ve aquí “una clara preferencia del 
legislador hacia el fortalecimiento de las Diputaciones Provinciales frente a otras 
fórmulas asociativas, caso de las Mancomunidades ….”842 
Este excesivo “paternalismo” del Estado hacia los problemas Municipales lleva a 
hacer pensar que la grave situación económica de los Municipios españoles es de tal 
magnitud que necesitan una intervención de urgencia que evite la quiebra. Desde 
nuestro punto de vista, hubiese sido preferible buscar una solución que mejorase la 
financiación procedente del Estado y de la Comunidad Autónoma respectiva para poder 
así seguir cumpliéndose el principio de subsidiariedad, garantizando la participación 
ciudadana en los asuntos públicos y respetando por lo tanto la autonomía local de los 
Municipios. 
Nos atreveríamos a ir más allá y afirmar que conforme a la nueva regulación de este 
artículo 26, se está atacando al concepto mismo de Municipio que se recoge en el 
artículo 1 de la LRBRL, al obstaculizarle en su derecho a institucionalizar y gestionar 
“con autonomía los intereses propios de las correspondientes colectividades.” 
Si como dice el artículo 5 de la LRBRL, los Municipios, para el cumplimiento de sus 
fines y en el ámbito de sus competencias, tienen plena capacidad jurídica para, entre 
otros, establecer y explotar obras o servicios públicos, se tiene la sensación de que en la 
nueva redacción del artículo 26 se ha pasado por alto este reconocimiento. 
Autores como BOIX PALOP opinan que esta delegación de la prestación de los 
servicios mínimos como se dispone en el artículo 26 por parte de los Municipios 
pequeños en las Diputaciones Provinciales, tiene sentido siempre y cuando se justifique 
por razones de eficiencia.
843
 
Por el contrario, la profesora FUERTES LÓPEZ afirma que “el coste de la prestación 
de los servicios es un asunto relevante, pero no puede estar por encima, como primer 
parámetro prioritario y determinante, el criterio de eficiencia sobre el principio 
democrático que sustenta la Administración municipal.”844 
                                                  
842 FUERTES LÓPEZ, M., “Los Grecos y las competencias municipales”. Op. cit., p. 17. 
843 BOIX PALOP, A. (op. cit., 2014). 
844 FUERTES LÓPEZ, M., “Los Grecos y las competencias municipales”. Op. cit., p. 16. 
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Este mayor liderazgo de las Diputaciones Provinciales también tiene su 
contrapartida, ya que como afirma RIVERO ORTEGA, “si las Diputaciones no se 
muestran capaces de asumir estas tareas de coordinación manteniendo los niveles de 
calidad de los servicios con rebajas de costes, puede llegar a replantearse su utilidad en 
nuestro sistema administrativo.”845 
De todas formas, el Consejo de Estado, en su Dictamen 338/2014, de 22 de mayo, 
relativo al planteamiento del conflicto en defensa de la autonomía local, dispone que es 
necesario llevar a cabo una reforma legislativa que aclare la redacción del artículo 26, 
apartados 2 y 3. 
Para finalizar con los artículos que continúan dotados de contenido en este Capítulo 
III del Título de la LRBRL dedicado al Municipio, hay que hacer referencia a la 
importante modificación que también va a sufrir el artículo 27, tradicionalmente 
dedicado al régimen de las competencias delegadas. 
Entre las cuestiones más llamativas de la nueva redacción, podemos señalar las 
siguientes: 
- en el párrafo tres del apartado primero se indica que el plazo de duración de la 
delegación no podrá ser inferior a cinco años; 
- la delegación deberá acompañarse de una memoria económica; 
- se incluye un listado abierto de competencias estatales y autonómicas que, “entre 
otras”, podrán ser objeto de delegación.846 
                                                  
845 RIVERO ORTEGA, R., “Alteraciones de la Planta Municipal…”, op. cit., p. 81. 
846 Siempre que, como señala M. A. ARIAS MARTÍNEZ (“Las competencias sociales en materia de 
servicios sociales….”, op. cit., p. 400), la legislación sectorial, estatal o autonómica, no atribuya su 
titularidad a los municipios como propia, dice el apartado tercero del artículo 27 que “… la 
Administración del Estado y las de las Comunidades Autónomas podrán delegar, siguiendo criterios 
homogéneos, entre otras, las siguientes competencias: 
a) Vigilancia y control de la contaminación ambiental. 
b) Protección del medio natural. 
c) Prestación de los servicios sociales, promoción de la igualdad de oportunidades y la prevención de la 
violencia contra la mujer. 
d) Conservación o mantenimiento de centros sanitarios asistenciales de titularidad de la Comunidad 
Autónoma. 
e) Creación, mantenimiento y gestión de las escuelas infantiles de educación de titularidad pública de 
primer ciclo de educación infantil. 
f) Realización de actividades complementarias en los centros docentes. 
g) Gestión de instalaciones culturales de titularidad de la Comunidad Autónoma o del Estado, con estricta 
sujeción al alcance y condiciones que derivan del artículo 149.1.28.ª de la Constitución Española. 
h) Gestión de las instalaciones deportivas de titularidad de la Comunidad Autónoma o del Estado, 
incluyendo las situadas en los centros docentes cuando se usen fuera del horario lectivo. 
i) Inspección y sanción de establecimientos y actividades comerciales. 
j) Promoción y gestión turística. 
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La profesora ARIAS MARTÍNEZ observa, a la vista del contenido del artículo 27, 
que con esta nueva regulación, “los objetivos de estabilidad presupuestaria y 
sostenibilidad financiera se sobreponen al interés local, la participación vecinal y la 
eficacia en la gestión.”847 La delegación de competencias ya no consistirá en una técnica 
de ampliación del poder local, sino más bien, en un instrumento de reducción de costes 
en la gestión de competencias autonómicas y estatales.
848
 
Y es que como se dispone en el apartado tercero, el Estado y las Comunidades 
Autónomas podrán delegar en los Municipios determinadas competencias “con el objeto 
de evitar duplicidades administrativas, mejorar la transparencia de los servicios públicos 
y el servicio a la ciudadanía y, en general, contribuir a los procesos de racionalización 
administrativa, generando un ahorro neto de recursos”. 
Desaparece por lo tanto toda referencia a los objetivos recogidos antes de esta 
reforma por el apartado primero del artículo 27 de la LRBRL, que hacía mención a la 
posibilidad de que la Administración del Estado, la de las Comunidades Autónomas y 
otras Entidades locales delegasen en los Municipios el ejercicio de competencias en 
materias que afectasen a sus intereses propios, siempre que con ello se mejorara la 
eficacia de la gestión pública y se alcanzase una mayor participación ciudadana. 
Como podemos observar en esta relación de propósitos, el mejorar la participación 
ciudadana y atender a los intereses propios ya no va a ser motivo para que el legislador 
delegue el ejercicio de competencias en el Municipio. 
FORCADELL i ESTELLER, ante el contenido de los artículos 25, 26 y 27, junto con 
las Disposiciones Transitorias Primera y Segunda, y la Disposición Adicional 
Decimoquinta, advierte un giro “en lo que el legislador básico venía entendiendo por el 
reparto competencial entre el Estado y las Comunidades Autónomas en cuanto al 
                                                                                                                                                  
k) Comunicación, autorización, inspección y sanción de los espectáculos públicos. 
l) Liquidación y recaudación de tributos propios de la Comunidad Autónoma o del Estado. 
m) Inscripción de asociaciones, empresas o entidades en los registros administrativos de la Comunidad 
Autónoma o de la Administración del Estado. 
n) Gestión de oficinas unificadas de información y tramitación administrativa. 
o) Cooperación con la Administración educativa a través de los centros asociados de la Universidad 
Nacional de Educación a Distancia.” 
847 ARIAS MARTÍNEZ, M. A., “Las competencias sociales en materia de servicios sociales…”, op. cit., 
p. 400. 
848 Así se manifiesta F. VELASCO CABALLERO (“Títulos competenciales y garantía constitucional…”, 
op. cit., p. 105), en relación al espíritu del nuevo artículo 27.1 de la LRSAL. 
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régimen local, giro que supone una reducción más que considerable del modelo de 
régimen local español que había sido calificado como “bifronte”.849 
2.8.4. Regulación autonómica de adaptación a la LRSAL 
En cuanto a cómo afecta esta nueva regulación estatal del régimen de las 
competencias locales a las Comunidades Autónomas, LUCAS LUCAS considera que 
debe haber por su parte una implicación absoluta, “que deberán adaptar su legislación 
de régimen local y sectorial al marco diseñado por la Ley 27/2013, y tendrán que 
replantearse la financiación condicionada a los municipios como una fórmula para la 
ejecución indirecta de sus competencias.”850 
De todas formas, y en relación a la aplicación de la LRSAL en cada Comunidad 
Autónoma, señala PÉREZ GARCÍA que “la LRSAL no se aplica de manera uniforme 
en toda España. Durante su iter parlamentario se fueron incorporando cláusulas de 
descuelgue de una mayor o menor importancia para algunas Comunidades Autónomas: 
Aragón, Baleares, Canarias, Navarra y País Vasco; y para ambas ciudades autónomas: 
Ceuta y Melilla. También se incluyó una disposición adicional, la quinta, para dos 
municipios: Barcelona y Madrid.”851 
Al respecto de las Comunidades Autónomas de Galicia, Andalucía y Castilla y León, 
ZAFRA VÍCTOR observa que las tres normas han desarrollado la LRSAL además de 
con un evidente carácter reglamentario, con el objetivo de realizar una determinada 
interpretación de la ley básica. La originalidad de la normativa autonómica no está en 
un desarrollo singularizado de la legislación estatal. Opina el autor que “la razón de ser 
de los dos reales decretos (Andalucía y Castilla y León) y la ley (Galicia) es descartar 
                                                  
849 FORCADELL i ESTELLER, X., “Aproximación crítica a los principales cambios…”, op. cit., p. 67. 
850 LUCAS LUCAS, C., “El problema de la Planta Local. Las Entidades inframunicipales y 
supramunicipales”, en SANTAMARÍA PASTOR, J. A. (coord.), La Reforma de 2013 del Régimen Local 
Es LEY 5/2014, de 27 de mayo, de medidas urgentes derivadas de la entrada en vigor de la Ley 27/2013, 
de 27 de diciembre, de racionalización y sostenibilidad de la Administración local. (DOG Núm. 102 
Viernes, 30 de mayo de 2014 Pág. 24267). 
851 PÉREZ GARCÍA, M. L., “La aplicación diferenciada o asimétrica de la Ley de racionalización y 
sostenibilidad de la Administración local en las distintas Comunidades y Ciudades Autónomas (y en dos 
Municipios: Madrid y Barcelona)”. Gabilex, Número Extraordinario mayo 2015, Conferencia 
pronunciada dentro de las XXVII Jornadas de Letrados de las CCAA, organizadas por el Gabinete 
Jurídico de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, celebradas en Toledo los días 15, 16 y 17 de 
abril de 2015, p. 61. 
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una interpretación propuesta por el Consejo de Estado (también por el Consejo 
Consultivo de Andalucía).”852 
Hasta el momento presente, a modo de recopilación, las Comunidades Autónomas 
que han llevado a efecto una revisión de su legislación en materia del régimen local para 
adaptarla a las disposiciones contenidas en la LRSAL, son las siguientes: 
ANDALUCÍA 
El Decreto-Ley 7/2014, de 20 de mayo, por el que se establecen medidas urgentes 
para la aplicación de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de racionalización y 
sostenibilidad de la Administración Local
853
, parte de considerar competencias propias 
municipales las contenidas en el artículo 92.2 del Estatuto de Autonomía, 
considerándolas un núcleo competencial mínimo, conteniendo una cláusula residual in 
fine (letra ñ) que habilita para establecer otras con este carácter en norma con rango de 
Ley. 
Este reconocimiento competencial viene de la mano del artículo 60 del Estatuto de 
Autonomía para Andalucía, que atribuye a la Comunidad Autónoma de Andalucía 
competencia exclusiva sobre régimen local, respetando el artículo 149.1.18.ª de la 
Constitución y el principio de autonomía local, para la determinación de las 
competencias y de las potestades propias de los municipios y de los demás entes locales. 
Esta competencia resulta confirmada por la Disposición Adicional Tercera apartado 
primero de la LRSAL al establecer que “Las disposiciones de esta Ley son de aplicación 
a todas las Comunidades Autónomas, sin perjuicio de sus competencias exclusivas en 
materia de régimen local asumidas en sus Estatutos de Autonomía, en el marco de la 
normativa básica estatal y con estricta sujeción a los principios de estabilidad 
presupuestaria, sostenibilidad financiera y racionalización de las estructuras 
administrativas.” 
El Decreto-Ley, tras disponer cómo deberán ejercer las Entidades Locales las 
competencias atribuidas por la legislación autonómica anterior a la entrada en vigor de 
                                                  
852 ZAFRA VÍCTOR, M., “Sorprendente normativa autonómica para el desarrollo de la Ley 27/2013, de 
27 de diciembre, de racionalización y sostenibilidad de la Administración Local”. Estudios y 
Comentarios, INAP, 2014. 
853 BOJA N.º 101, de 28 de mayo de 2014. 
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la LRSAL, a continuación se centra fundamentalmente en regular los requisitos y el 
contenido que deben de presentar los distintos informes necesarios para poder para que 
las Entidades Locales puedan ejercer competencias distintas de las propias y de las 
atribuidas por delegación. 
ARAGÓN 
Con el objeto de establecer unos criterios interpretativos sobre los cambios que 
la entrada en vigor de la LRSAL va suponer en el régimen jurídico de competencias de 
los municipios, la Dirección General de Administración Local del Gobierno de Aragón 
emitió la Circular 1/2014 sobre el régimen jurídico competencial de los municipios 
aragoneses tras la entrada en vigor de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de 
racionalización y sostenibilidad de la Administración Local que modifica la Ley 7/1985 
reguladora de bases de régimen local. 
Uno de los propósitos de dicha Circular se centra en la valoración del apartado tres 
de la Disposición Adicional Tercera de la LRSL, según el cual, 
“La aplicación de esta Ley en la Comunidad Autónoma de Aragón se realizará 
teniendo en cuenta el régimen especial de organización institucional previsto en su 
Estatuto de Autonomía en materia de régimen local, en virtud del cual, la Comunidad 
Autónoma aplicará las competencias previstas en esta Ley en los distintos niveles de 
la administración con sujeción a la Constitución, al contenido básico de esta Ley y a 
los principios de estabilidad presupuestaria, sostenibilidad financiera y 
racionalización de las estructuras administrativas.” 
La Circular realiza una revisión de la clasificación de competencias que contenida en 
la LRSAL y aclara cómo afectará a las competencias de los municipios aragoneses. 
Como resultado, expone que estos seguirán ejerciendo las competencias atribuidas a los 
mismos por la legislación aragonesa sobre Administración Local y por las distintas 
legislaciones sectoriales, con independencia de que se refieran o no a las materias que 
figuran en el listado del artículo 25.2 LRSAL. 
En cuanto a las competencias en materia de servicios sociales, sanidad y educación 
que no estén atribuidas a los municipios por la normativa básica o sectorial, tanto estatal 
como autonómica, mientras no sean asumidas por las Comunidades Autónomas 




En el Boletín Oficial del Principado de Asturias (en adelante BOPA), se ha publicado 
el Decreto 68/2014, de 10 de julio, por el que se regula el procedimiento para la 
obtención de los informes previstos en el artículo 7.4 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
reguladora de las Bases del Régimen Local
854
.  
En relación al ejercicio de las competencias en materia de salud, servicios sociales y 
educación, la Disposición Adicional en su apartado segundo señala que dichas 
competencias, que hasta la entrada en vigor de la LRSAL se preveían en la legislación 
estatal como propias de los concejos “continuarán siendo ejercidas por éstos hasta que, 
de conformidad y en los términos de lo establecido en las disposiciones adicional 
decimoquinta y transitorias primera, segunda y tercera de esa norma, se asuman por el 
Principado de Asturias.” 
CASTILLA Y LEÓN 
Esta Comunidad Autónoma, con el propósito de adaptar su régimen jurídico local a 
las disposiciones de la LRSAL, aprobó el DECRETO-LEY 1/2014, de 27 de marzo, de 
medidas urgentes para la garantía y continuidad de los servicios públicos en Castilla y 
León, derivado de la entrada en vigor de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de 
racionalización y sostenibilidad de la Administración Local.
855
 
La aprobación de ese Decreto-Ley se fundamenta, como recoge su Exposición de 
Motivos, en que “la reforma llevada a cabo por la norma estatal tiene una trascendencia 
esencial en el desempeño de muchos servicios públicos que vienen prestando las 
Entidades Locales, lo que exige prever con la máxima urgencia la forma en que los 
mismos deben ser atendidos, tanto para evitar la aparición de disfuncionalidades en los 
servicios públicos, como para garantizar la continuidad en la prestación de los mismos 
sin poner en riesgo el derecho que asiste a sus beneficiarios.” Entre otros aspectos, se 
regula, en el artículo 4, el ejercicio transitorio de las competencias en materia de 
educación, salud y servicios sociales. 
Con el mismo objetivo y de una manera un poco más extensa, la Circular de 1 de 
abril de 2014, de la Viceconsejera de Administración y Gobierno del Territorio, relativa 
                                                  
854 BOPA N.º 161, de 12 de julio de 2014. 
855 BOCYL N.º 62, de 31 de marzo de 2014. 
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al sistema competencial y otras cuestiones derivadas de la entrada en vigor de la Ley 
27/2013, de 27 de diciembre, de racionalización y sostenibilidad de la Administración 
Local (BOCYL N.º 64, de 2 de abril de 2014), vino a completar lo dispuesto por el 
Decreto-Ley 1/2014. 
CATALUÑA 
En la Comunidad Autónoma de Cataluña está vigente el Decreto-Ley 4/2014, de 22 
de julio, por el que se establecen medidas urgentes para adaptar los convenios, los 
acuerdos y los instrumentos de cooperación suscritos entre la Administración de la 
Generalidad y los entes locales de Cataluña a la disposición adicional novena de la Ley 




Como se reconoce en la Exposición de Motivos de este Decreto-Ley, en el Estatuto 
de autonomía de Cataluña se regula en el artículo 160 la competencia exclusiva de la 
Generalidad, respetando la autonomía local, para determinar las competencias y las 
potestades propias de los municipios y otros entes locales, en los ámbitos fijados por el 
artículo 84. 
La Sentencia del Tribunal Constitucional 31/2010, de 28 de junio, el artículo 84 del 
Estatuto de autonomía de Cataluña no desplaza o impide el ejercicio de la competencia 
estatal en materia de bases de régimen local establecida en el artículo 149.1.18 de la 
Constitución, de forma que se produce una superposición entre ambas previsiones, la 
estatal básica y la estatutaria autonómica, lo cual se traduce en la vigencia de lo que 
establece el artículo 84 del Estatuto de autonomía de Cataluña y de la normativa de 
despliegue de éste con rango de ley. 
El Decreto-Ley, a la vista de lo establecido en la Disposición Adicional Tercera de la 
Ley 27/2013, de 27 de diciembre
857
, Cataluña aplicará esta ley, sin perjuicio de la 
competencia exclusiva en régimen local asumida de acuerdo con el artículo 160 del 
Estatuto de autonomía.  
                                                  
856 DOGC N.º 6671, de 24 de julio de 2014. 
857 La Disposición Adicional Tercera de la LRSAL, sobre las competencias autonómicas en materia de 
régimen local, en su apartado primero señala que “Las disposiciones de esta Ley son de aplicación a todas 
las Comunidades Autónomas, sin perjuicio de sus competencias exclusivas en materia de régimen local 
asumidas en sus Estatutos de Autonomía, en el marco de la normativa básica estatal y con estricta 
sujeción a los principios de estabilidad presupuestaria, sostenibilidad financiera y racionalización de las 
estructuras administrativas.” 
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El objetivo principal de este Decreto-Ley es el de, como dispone su artículo primero,  
“regular el procedimiento para adaptar los convenios, los acuerdos y el resto de 
instrumentos de cooperación ya suscritos, en fecha 31 de diciembre de 2013, entre la 
Administración de la Generalidad y los entes locales de Cataluña, que lleven 
aparejado cualquier tipo de financiación destinada a satisfacer el ejercicio de 
competencias delegadas o competencias distintas de las propias y de las delegadas, 
que prevé la disposición adicional novena de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de 
racionalización y sostenibilidad de la Administración local.” 
 
Este propósito viene dado fundamentalmente, por la posible afectación negativa que 
la pérdida inmediata de eficacia de los instrumentos de cooperación puede tener sobre la 
prestación de servicios públicos, algunos tan relevantes de naturaleza prestacional como 
es la salud, la educación o los servicios sociales. 
 
Mediante la Resolución 775/X del Parlamento de Catalunya, se validó el Decreto-





Aunque la Comunidad Valenciana por el momento no ha aprobado una norma que 
interprete cómo afecta la LRSAL a su regulación autonómica del régimen local en un 
sentido amplio, sin embargo, sí que se ha manifestado en relación al régimen de las 
Mancomunidades reguladas en el artículo 44 de la LRBRL, y con presencia en el 
territorio valenciano. 
 El motivo viene dado porque la la Disposición Transitoria Undécima de la LRBSL 
establece que, 
“En el plazo de seis meses desde la entrada en vigor de esta Ley, las 
mancomunidades de municipios deberán de adaptar sus estatutos a lo previsto en el 
artículo 44 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen 
Local, para no incurrir en causa de disolución. 
Las competencias de las mancomunidades de municipios estarán orientadas 
exclusivamente a la realización de obras y la prestación de los servicios públicos que 
sean necesarios para que los municipios puedan ejercer las competencias o prestar 
los servicios enumerados en los artículos 25 y 26 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
reguladora de las Bases de Régimen Local.” 
                                                  
858 DOGC N.º 6696, de 29 de agosto de 2014. 
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La Comunidad Valenciana regula en el capítulo II del título VI de la Ley 8/2010, de 
23 de junio, de la Generalitat, de Régimen Local de la Comunitat Valenciana, el 
régimen jurídico aplicable a sus Mancomunidades.  
Para facilitar su adaptación a la LRSAL, el día 28 de enero de 2014 la Dirección 
General de Administración Local de la Consellería de Presidencia emitió una 
Instrucción de la Dirección General de Administración Local relativa a la adaptación de 
los Estatutos de las Mancomunidades de la Comunitat valenciana a la Ley 27/2013, de 
27 de diciembre, de racionalización y sostenibilidad de la Administración Local. 
Para el supuesto de que hubiera de disolverse una Mancomunidad, en el artículo 95 
de la citada Ley 8/2010 se efectúa una remisión al procedimiento que para su 
constitución regula el artículo 93, el cual respeta los aspectos esenciales previstos en el 
apartado 3 del artículo 44 de la LRBRL. 
En el específico caso de que tuviera que disolverse cualquiera de las 
mancomunidades integradas por municipios de la Comunidad Valenciana por no 
adaptarse al artículo 44 de la LRBRL en el plazo de seis meses desde la entrada en vigor 
de la LRSAL, se estimó adecuada la regulación de un procedimiento que garantizase los 
principios de contradicción, transparencia y seguridad jurídica que deben presidir 
cualquier actuación de las administraciones públicas. 
Por lo tanto, la Comunidad Valenciana procedió a aprobar el Decreto 50/2015, de 24 
de abril, del Consell, por el que se regula el procedimiento específico de disolución de 
las Mancomunidades de la Comunitat Valenciana por incumplimiento de la disposición 
transitoria undécima de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de Racionalización y 




En relación con la asignación de las competencias del nuevo artículo 7.4 introducido 
por la LRSAL, y con el objetivo garantizar el principio de eficacia, la Comunidad 
Autónoma de Extremadura consideró necesario residenciar en el órgano directivo en 
cada caso competente por razón de la materia, la responsabilidad para la instrucción y 
emisión del informe preceptivo y vinculante sobre la inexistencia de duplicidades 
                                                  
859 DOCV 7513, de 27 de abril de 2015. 
 423 
competenciales referidas a la Administración de la Comunidad Autónoma de 
Extremadura, garantizando así a las entidades locales de la región la seguridad en la 
determinación del órgano al que deben dirigir su solicitud, así como una mayor agilidad 
en la tramitación y evacuación de los informes. 
A tal fin, se aprobó el Decreto 265/2014, de 9 de diciembre
860
  por el que se regula el 
procedimiento de emisión de los informes de inexistencia de duplicidades para el 
ejercicio de competencias distintas de las propias y de las delegadas por las entidades 
locales de Extremadura. 
GALICIA 
La Comunidad Autónoma de Galicia tiene atribuida la competencia exclusiva en 
materia de régimen local, de acuerdo con el artículo 27 de su Estatuto de autonomía, así 
como de acuerdo con su artículo 49 la tutela financiera sobre los entes locales, 
respetando la autonomía que a estos les reconocen los artículos 140 y 142 de la 
Constitución y de conformidad con el artículo 27.2 del Estatuto.  
El Parlamento Autonómico de Galicia aprobó la Ley 5/2014, de 27 de mayo, de 
medidas urgentes derivadas de la entrada en vigor de la Ley 27/2013, de 27 de 
diciembre, de racionalización y sostenibilidad de la Administración local
861
, al que ya 
tuvimos ocasión de referirnos en páginas anteriores al ponerlo como ejemplo de la 
regulación llevada a cabo por las leyes autonómicas para adaptar la distribución de 
competencias en materia de salud y asistencia social. 
Las Disposiciones Adicionales aclaran el régimen aplicable a las competencias 
atribuidas a los municipios por la legislación autonómica anterior a la entrada en vigor 
de la ley, competencias atribuidas de forma normativa como propias por la diferente 
legislación sectorial siguiendo una distribución específica de competencias que 
gestionase de la forma más eficaz los servicios públicos, muchas de ellos esenciales 
para la ciudadanía. En estas Disposiciones se contempla con especial atención cómo se 
resolverá el ejercicio de la prestación de servicios relacionados con la salud, la 
asistencia social y la educación. 
                                                  
860 DOE N.º 240, de15 de diciembre de 2014. 
861 DOG N.º. 102 de 30 de mayo de 2014. 
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ISLAS BALEARES 
Finalmente, el Gobierno de las Islas Baleares ha aprobado el Decreto-Ley 2/2014, de 
21 de noviembre, de medidas urgentes para la aplicación en las Illes Balears de la Ley 
27/2013, de 27 de diciembre, de racionalización y sostenibilidad de la Administración 
local
862
, se dicta al amparo del título competencial recogido en el artículo 31.13 del 
Estatuto de Autonomía de las Islas Baleares, que atribuye a la Comunidad Autónoma la 
competencia de desarrollo legislativo y ejecución en materia de régimen local, con 
respeto al principio de autonomía local, según lo establecido por el artículo 149.1.18 de 
la Constitución. 
En el Decreto se hace referencia al ejercicio de las competencias propias y delegadas, 
así como al de aquellas distintas a las propias o a las atribuidas por delegación. Y dedica 
el artículo sexto a aclarar cómo queda el ejercicio de aquellas competencias que en 
materia sanitaria, de asistencia social y educación venían siendo ejercidas como propias 
por los Municipios, que al igual que sucede en las demás Comunidades analizadas, 
continuarán prestándolas en tanto no sean asumidas por la Comunidad Autónoma. 
LA RIOJA 
Como se establece en la Ley 2/2014, de 3 de junio, de medidas para la garantía y la 
continuidad de los servicios públicos en la Comunidad Autónoma de La Rioja
863
, el 
artículo 9.8 del Estatuto de Autonomía de La Rioja atribuye a la Comunidad Autónoma 
de La Rioja, en el marco de la legislación básica del Estado, el desarrollo legislativo y la 
ejecución del régimen local. En virtud de dicha competencia se dictó la Ley 1/2003, de 
3 de marzo, de Administración Local de La Rioja. 
Al igual que ha ocurrido con otras Comunidades Autónomas como ya hemos visto, la 
Ley 2/2014 procedió a regular la situación en la que queda el ejercicio de las 
competencias en materia de educación, salud y servicios sociales por los municipios, 
estableciendo en el artículo 4.1 que, 
“1. Las competencias que, con carácter previo a la entrada en vigor de la Ley 
27/2013, de 27 de diciembre, se preveían como propias de los municipios en materia 
de participación en la gestión de la atención primaria de la salud e inspección 
sanitaria, en materia de prestación de servicios sociales y de promoción y reinserción 
                                                  
862 BOIB N.º 160, de 22 de noviembre de 2014. 
863 BOR N.º 71, de 6 de junio de 2014 
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social continuarán siendo ejercidas por los municipios en los términos previstos en 
las leyes correspondientes, en tanto no hayan sido asumidas por parte de la 
Comunidad Autónoma de La Rioja. 
Las competencias que, con carácter previo a la entrada en vigor de la Ley 
27/2013, de 27 de diciembre, se preveían como propias de los municipios en materia 
de educación continuarán siendo ejercidas por estas corporaciones locales en los 
términos previstos en la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, en tanto 
no hayan sido asumidas formalmente por parte de la Comunidad Autónoma de La 
Rioja para la totalidad de los centros docentes públicos de educación infantil, 
educación primaria y educación especial.” 
 
MADRID 
La Comunidad de Madrid aprobó la Ley 1/2014, de 25 de junio, de Adaptación del 
Régimen Local de la Comunidad de Madrid a la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de 
Racionalización y Sostenibilidad de la Administración Local
864
, cuyo objetivo nuclear, 
como dice su Exposición de Motivos, es el de garantizar los servicios públicos. 
MURCIA 
La necesidad de adaptar las disposiciones en materia de régimen local, sobre todo en 
relación al ejercicio de las competencias, a la nueva regulación establecida por la 
LRSAL, supuso la aprobación del Decreto-Ley 1/2014, de 27 de junio, de medidas 
urgentes para la garantía y continuidad de los servicios públicos en la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia, derivado de la entrada en vigor de la Ley 27/2013, 
de 27 de diciembre, de racionalización y sostenibilidad de la Administración Local.
865
 
Asimismo, unos meses después se aprobó la Ley 6/2014, de 13 de octubre, de 
medidas urgentes para la garantía y continuidad de los servicios públicos en la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, derivada de la entrada en vigor de la 
Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de Racionalización y Sostenibilidad de la 
Administración Local
866
 que regula, entre otros aspectos, a las competencias en materia 
de salud, servicios sociales y educación.
867
 
                                                  
864 BOCM N.º 178, de 29 de julio de 2014. 
865 BORM N.º 147, de 28 de junio de 2014 
866 BORM N.º 241, de 17 de octubre de 2014. 
867 En relación al ejercicio de las competencias en materia de salud y servicios sociales, el artículo 6 
dispone que: “… continuarán siendo ejercidas por los municipios en los términos previstos en las leyes 
correspondientes, en tanto no hayan sido asumidas por parte de la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia conforme a lo regulado en la citada ley.” Igual sucede, como recoge el artículo 7, con el ejercicio 
de las competencias en materia de educación. 
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NAVARRA 
La LRSAL dedica su Disposición Adicional Segunda al régimen aplicable a la 
Comunidad Foral de Navarra, que se sujetará a dicha Ley,  
“sin perjuicio de las particularidades que resultan de la Ley Orgánica 13/1982, de 
10 de agosto, de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra, y de 
la disposición final tercera de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad 
Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera. En su aplicación, y sin perjuicio de las 
facultades de coordinación y tutela que les corresponden, la competencia para decidir 
sobre la forma de prestación de servicios a la que se refiere el artículo 26.2 de la Ley 
de Bases de Régimen Local corresponderá a la Comunidad Foral de Navarra.” 
Como consecuencia de la aprobación de la LRSAL, se dictó la Ley Foral 
23/2014, de 2 de diciembre, de modificación de la Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, de la 
Administración Local de Navarra
868
, que va a prever que la forma de prestación de 
servicios a la que se refiere el artículo 26.2, que por la ya citada Disposición Adicional 
Segunda de la LRSAL corresponderá a la Administración de la Comunidad Foral de 
Navarra. Así, establece la Disposición Adicional Segunda, en relación con la 
competencia para decidir sobre la forma de prestación de determinados servicios en 
municipios con población inferior a 20.000 habitantes, que “la competencia para decidir 
sobre la forma de prestación de servicios a la que se refiere el artículo 26.2 de la Ley de 
Bases de Régimen Local corresponderá a la Administración.” 
 Asimismo, por esta Ley se va a establecer que las competencias que, con carácter 
previo a la entrada en vigor de la citada ley, se preveían como propias de los municipios 
o eran asumidas por los mismos, en materia de participación en la gestión de la atención 
primaria de la salud y servicios de inspección sanitaria, en materia de prestación de 
servicios sociales y en materia de educación, continúen siendo ejercidas por las 
entidades locales en los términos en que las venían desarrollando.
869
 
                                                                                                                                                  
Por lo que respecta a las Mancomunidades de Servicios Sociales, la Disposición Transitoria Única prevé 
que ”conforme a la disposición transitoria segunda de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, las 
mancomunidades de servicios sociales podrán continuar prestando los servicios sociales y de promoción y 
reinserción social en la forma en que venían haciéndolo con anterioridad a la entrada en vigor de la citada 
ley, hasta que la Comunidad Autónoma asuma la titularidad de las competencias relativas a dichos 
servicios en los términos previstos en las normas reguladoras del sistema de financiación autonómica y de 
las haciendas locales y, como máximo, hasta el 31 de diciembre de 2015.” 
868 BON N.º 243, de 15 de diciembre de 2014. 
869 Dice la Disposición Adicional Primera de la Ley Foral, en relación con las competencias municipales 
en materia de salud, servicios sociales y educación y distintas a las propias o delegadas, establece que: 
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PAÍS VASCO 
La Disposición Adicional Primera de la LRSAL, en relación con el Régimen 
aplicable a la Comunidad Autónoma del País Vasco, determina que, 
“1. Esta Ley se aplicará a la Comunidad Autónoma del País Vasco en los términos  
establecidos en el artículo 149.1.14.ª y 18.ª y disposición adicional primera de la 
Constitución, sin perjuicio de las particularidades que resultan de la Ley Orgánica 
3/1979, de 18 de diciembre, por la que se aprueba el Estatuto de Autonomía para el 
País Vasco, de la disposición final tercera de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, 
de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, y de las demás normas que 
actualicen los derechos históricos de los territorios forales. En su aplicación, y sin 
perjuicio de las facultades de coordinación y tutela que les corresponden, la 
competencia para decidir sobre la forma de prestación de servicios a la que se refiere 
el artículo 26.2 de la Ley de Bases de Régimen Local corresponderá a las 
Diputaciones Forales previa conformidad de los municipios afectados. 
2. La metodología para valorar el coste de los servicios transferidos en las 
materias enunciadas en la Disposición adicional decimoquinta (asunción por las 
Comunidades Autónomas de las competencias relativas a la educación) y en las 
Disposiciones transitorias primera, segunda y tercera (Asunción por las 
Comunidades Autónomas de las competencias relativas la salud, los servicios 
sociales y la inspección sanitaria) se llevará a cabo por las Instituciones competentes 
de la Comunidad Autónoma del País Vasco, atendiendo las directrices y principios 
que establezca el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas.” 
En esta Comunidad Autónoma se aprobó una Circular de 11 de marzo de 2014, de la 
Directora de Relaciones con las Administraciones Locales y Registros Administrativos, 
referente al sistema de ordenación de las competencias municipales y al régimen foral 
vasco, tras la entrada en vigor de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de 
Racionalización y Sostenibilidad de la Administración Local.
870
 
                                                                                                                                                  
“En virtud de la competencia exclusiva en materia de administración local, reconocida a la Comunidad 
Foral de Navarra en el artículo 46 de la Ley Orgánica 13/1982, de 10 de agosto, de Reintegración y 
Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra, confirmada y concretada en la disposición adicional 
segunda de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de Racionalización y Sostenibilidad de la Administración 
Local, las competencias que, con carácter previo a la entrada en vigor de la citada ley, se preveían como 
propias de los municipios o eran asumidas por los mismos, en materia de participación en la gestión de la 
atención primaria de la salud y servicios de inspección sanitaria, en materia de prestación de servicios 
sociales y de promoción y reinserción social, a las que se refieren las disposiciones transitorias primera, 
segunda y tercera de la citada ley, así como aquellas otras en materia de educación aludidas en la 
disposición adicional decimoquinta de dicha ley, continuarán siendo ejercidas por las entidades locales en 
los términos en que las venían desarrollando en tanto entra en vigor el nuevo sistema de financiación que 
haya de aprobarse en consonancia con la ley foral que regule el Mapa Local y la ordenación de las 
entidades locales de Navarra, a la que se refiere la disposición adicional primera de la Ley Foral 4/2011, 
de 17 de marzo, por la que se modifica el título VII de la Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, de la 
Administración Local de Navarra.” 
870 BOPV, N.º 56, de 21 de marzo de 2014. 
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Dicha Circular establece, en relación con la aplicación de la LRSAL en esta 
Comunidad Autónoma que dicha aplicación, 
 “queda condicionada, en gran medida, a lo que puedan establecer en su momento 
las Instituciones Vascas competentes de acuerdo con lo previsto en la disposición 
adicional segunda de la Ley 7/1985, de 21 de abril, Reguladora de las Bases de 
Régimen Local (LBRL), la disposición adicional octava del Texto Refundido de la 
Ley Reguladora de las Haciendas locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 
2/2004, de 5 de marzo (TRLHL), y la disposición adicional primera de la LRSAL; 
tarea que, en lo que concierne a las Instituciones Comunes de la Comunidad 
Autónoma, culminará con la aprobación de la Ley Municipal de Euskadi.” 
Si bien, determinados mandatos de la LRSAL son directamente aplicables a partir de 
su entrada en vigor
871
.  
En materia de distribución de competencias, y en concreto en relación a las materias 
de salud, servicios sociales y educación, y a la vista de lo dispuesto en la Disposición 
Adicional Primera de la LRSAL, la Circular considera que, 
“Las peculiaridades del sistema de financiación propio del Concierto Económico, 
unido a las previsiones contenidas en la disposición adicional octava del TRLHL así 
como las singularidades competenciales e institucionales existentes en la Comunidad 
Autónoma de Euskadi, ponen en duda la aplicabilidad de dichos mandatos en el 
sistema vasco. Aun así, y en aras a dotar de seguridad a nuestro marco jurídico, se 
considera pertinente un expreso pronunciamiento normativo que detalle la 
distribución competencial en dichas materias, entre los distintos niveles de 
Administración de la Comunidad Autónoma Vasca, pronunciamiento que deberá ser 
contenido en la Ley Municipal de Euskadi.” 
A la vista de la regulación realizada por las distintas Comunidades Autónomas 
examinadas, observamos que en mayor o menor medida van a optar, en lo que al 
régimen de las competencias se refiere, en continuar asignando a la Entidades Locales el 
ejercicio de competencias de entre aquellas que conforme a la distribución 
constitucional de competencias, corresponda su regulación a las Comunidades 
Autónomas, si bien ahora deberán evaluar conveniencia de la implantación de servicios 
                                                  
871 Primera.– Régimen competencial de los municipios de Euskadi tras la entrada en vigor de la Ley 
27/2013, de 27 de diciembre, de Racionalización y Sostenibilidad de la Administración Local. 
1.1.– Normativa aplicable.  
 Artículos 2, 7, 25, 27 y disposición transitoria segunda de la Ley 7/1985, de 21 de abril, Reguladora de 
las Bases de Régimen Local, en la redacción dada, cuando han sido modificados, por la LRSAL. 
 Disposición adicional octava del Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas locales, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo. 
 Disposición adicional primera de Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de Racionalización y 
Sostenibilidad de la Administración Local. 
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locales conforme a los principios de descentralización, eficiencia, estabilidad y 
sostenibilidad financiera. 
2.8.5. Consideraciones doctrinales acerca de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre 
En opinión de DE DIEGO GÓMEZ, esta Ley es criticable en varios aspectos, pues, 
entre otros, “parece claro que a través de la fórmula del coste efectivo de los servicios se 
trata de condicionar el ejercicio de competencias municipales, fundamentalmente de las 
declaradas como mínimas obligatorias, se pone en cuestión el principio de autonomía 
local, … y se contravienen los requisitos exigidos por la propia Ley en cuanto a la 
transferencia de funciones o actividades a otras Administraciones Públicas así como a la 
aprobación de la forma concreta de prestación de los servicios, que exige mayoría 
reforzada.”872 
Esta nueva regulación, profusa en condiciones y controles parte, a juicio de 
FORCADELL i ESTELLER,  
“de una convicción de conjunto poco contrastada: la afirmación de la existencia 
de duplicidades funcionales entre las distintas Administraciones Públicas, 
especialmente entre las locales y las autonómicas, la valoración negativa de esas 
duplicidades y la consideración de las Administraciones locales (especialmente los 
municipios), como responsables de esas duplicidades. Esta convicción parece ignorar 
que el reparto competencial que ampara la Constitución española, y la interpretación 
que de ella ha hecho el Tribunal Constitucional, han abonado en todos los ámbitos la 
existencia de competencias compartidas y concurrentes entre distintos poderes y 
también distintas Administraciones.”873 
Hasta la fecha, parece que el objetivo recogido en el Preámbulo de la LRSAL de 
“clarificar las competencias municipales para evitar duplicidades con las competencias 
de otras Administraciones de forma que se haga efectivo el principio de “una 
Administración, una competencia”, no se ha cumplido.874 
Además, están pendientes de sentencia un número importante de recursos contra la 
LRSAL presentados ante el Tribunal Constitucional, así como un conflicto en defensa 
de la Autonomía Local. 
                                                  
872 DE DIEGO GÓMEZ, A., “Las competencias municipales en la Ley 27/2013…”, op. cit. 
873 FORCADELL i ESTELLER, X., “Aproximación crítica a los principales cambios…”, op. cit., p. 62. 
874 De esta opinión es R. JIMÉNEZ ASENSIO (Estudios y Comentarios, INAP, 2014). 
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Da la impresión de que por encima de cualquier otra consideración, es la LOEPSF la 
norma que va a inspirar a partir de ahora el devenir de las Entidades locales. Con 
independencia de los principios por los que se caracterizan las citadas Entidades. 
2.8.6. Recursos de inconstitucionalidad presentados al texto de la Ley 27/2013 
Las modificaciones sustanciales de la LRBRL que la LRSAL ha incorporado, han 
motivado la interposición de numerosos recursos de inconstitucionalidad, y entre los 
que se han admitido a trámite por el Tribunal Constitucional se encuentran los 
siguientes, 
- recurso de inconstitucionalidad núm. 1792-2014, promovido por la Asamblea de 
Extremadura contra el artículo primero, apartados 5, 7, 8, 10 (por conexión el art. 
primero.3 y disposición adicional novena), 16, 17, 21 y 30; disposiciones 
adicionales octava, undécima y decimoquinta; disposiciones transitorias primera, 
segunda, tercera, cuarta y undécima. 
- recurso de inconstitucionalidad número 1959-2014, promovido por el Consejo de 
Gobierno de Andalucía, contra los arts. primero, apartados dos, tres, cinco, siete, 
ocho, nueve, trece, diecisiete, dieciocho, diecinueve, veintiuno, treinta, treinta y 
uno, treinta y seis y treinta y ocho; segundo, dos; disposiciones adicionales 
octava, undécima y decimoquinta; disposiciones transitorias primera, segunda, 
tercera y cuarta y disposición final primera. 
- recurso de inconstitucionalidad número 1995-2014, promovido por el Consejo de 
Gobierno del Principado de Asturias, contra el art. primero, apartados siete y 
nueve; disposición adicional sexta y disposiciones transitorias primera, segunda, 
tercera y cuarta. 
- recurso de inconstitucionalidad núm. 1996-2014, promovido por el Parlamento 
de Cataluña contra el art. primero, apartados dos, tres, cinco, siete, ocho, nueve, 
diez, once, trece, catorce, dieciséis, diecisiete, dieciocho, diecinueve, veintitrés, 
veinticinco, veintiocho, treinta y treinta y seis; disposiciones adicionales novena, 
apartado 1, undécima, decimoquinta y decimoséptima y disposiciones transitorias 
primera, segunda, tercera, cuarta, quinta y undécima. 
- recurso de inconstitucionalidad número 2001-2014, promovido por el Parlamento 
de Navarra, contra el art. primero (en cuanto añade o modifica los arts. 7.3 y 4, 
13, 24.bis.2, 25, 27, 36, 57, 85.2, 116.bis, 116.ter y disposición adicional 
decimosexta de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las bases del régimen 
local), y las disposiciones adicionales novena y decimoquinta y transitorias 
primera, segunda, tercera, cuarta y undécima. 
- recurso de inconstitucionalidad núm. 2002-2014, promovido por más de 
cincuenta diputados, integrantes de los Grupos Parlamentarios Socialista; IU, 
ICV-EUIA, CHA, La Izquierda Plural; Unión Progreso y Democracia y Mixto 
contra los artículos primero, apartados tres, cinco, siete, ocho, nueve, diez, trece, 
dieciséis, diecisiete, veintiuno, treinta, treinta y uno, treinta y seis y treinta y 
ocho; segundo, apartados dos y tres; disposiciones adicionales octava, novena, 
undécima y decimoquinta y transitorias primera, segunda, tercera, cuarta y 
undécima. 
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- recurso de inconstitucionalidad número 2003-2014, promovido por el Parlamento 
de Andalucía, contra los arts. primero, tres, cinco, ocho, nueve, diez, dieciséis, 
diecisiete, veintiuno, veinticinco, treinta, treinta y uno, treinta y seis, treinta y 
ocho; segundo, dos y tres; disposición adicional decimoquinta y disposiciones 
transitorias primera, segunda, tercera, cuarta y undécima. 
- recurso de inconstitucionalidad núm. 2006-2014, promovido por el Gobierno de 
Cataluña contra los arts. primero, apartados dos, tres, cinco, siete, ocho, nueve, 
diez, trece, dieciséis, diecisiete, dieciocho, diecinueve, veintiuno, veinticinco, 
veintiocho, treinta, treinta y uno, treinta y seis y treinta y ocho; segundo, 
apartados dos y tres; disposiciones adicionales tercera.1, novena, undécima, 
decimoquinta y decimoséptima; disposiciones transitorias primera, segunda, 
tercera, cuarta, quinta, sexta y undécima y disposición final segunda, que según 
se alega manifiesta un escenario que se aparta del respeto constitucional y 
estatutario por parte de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, y una inseguridad en 
los efectos de esta norma en el ordenamiento jurídico catalán. 
- recurso de inconstitucionalidad número 2043-2014, promovido por el Gobierno 
de Canarias, contra los arículos primero, dos, tres, cinco, siete, ocho, nueve, diez, 
trece, diecisiete, dieciocho, diecinueve, veinte, veintiuno, veintiocho, treinta, 
treinta y cuatro, treinta y seis y treinta y ocho; segundo, dos y tres; disposición 
adicionales segunda, novena y decimoquinta; disposiciones transitorias primera, 
segunda, tercera, cuarta, quinta y undécima y disposiciones finales cuarta y 
quinta. 
- conflicto en defensa de la autonomía local, presentado por cerca de 3.000 
ayuntamientos gobernados por distintos partidos de la oposición y que 
representan a unos 17 millones de ciudadanos. En concreto, el conflicto se dirige 
contra los artículos primero, apartados tres, ocho, nueve, dieciséis, veintiuno, 
veinticinco,  treinta, treinta y uno, treinta y seis y treinta y ocho, y segundo, 
apartados dos y tres. 
Como podemos observar, se impugna gran parte del articulado de la LRSAL 
destacando, por el número de recursos coincidentes, los interpuestos contra los artículos 
que reforman los siguientes de la LRBRL: el artículo 7, que regula los tipos de 
competencias de las Entidades Locales; el artículo 13, sobre la fusión, creación y 
alteración de términos municipales; los artículos 25 a 27, que regulan las competencias 
del Municipio; y el artículo 38, referido a la mayoría requerida para adoptar acuerdos en 
las Corporaciones Locales, que otorga a la Junta de Gobierno Local la competencia para 
aprobar determinados acuerdos cuando, votados en Pleno, no se alcanzara en una 
primera votación la mayoría necesaria. 
Y de manera destacada también, prácticamente todos los recursos se dirigen contra 
del contenido de las Disposiciones Transitorias Primera, sobre la asunción por las 
Comunidades Autónomas de las Competencias relativas a la salud; Segunda, sobre la 
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asunción de competencias relativas a los asuntos sociales; Tercera, servicios de 
inspección sanitaria; y Cuarta, sobre la disolución de entidades de ámbito territorial 
inferior al Municipio. 
Todavía no ha habido un pronunciamiento del Tribunal Constitucional, pero dada la 
importante cantidad de recursos presentados y dirigidos contra una importante parte del 
articulado, habrá que estar muy atentos a su resolución final pues de ello dependerá la 
estabilidad del régimen local en los próximos tiempos. 
3. RÉGIMEN JURÍDICO 
3.1. Organización y funcionamiento de las Áreas Metropolitanas 
El artículo 43 en su apartado 3 dispone: 
“La legislación de la Comunidad Autónoma determinará los órganos de gobierno 
y administración, en los que estarán representados todos los Municipio integrados en 
el área; el régimen económico y de funcionamiento, que garantizará la participación 
de todos los Municipios en la toma de decisiones y una justa distribución de las 
cargas entre ellos; así como los servicios y obras de prestación o realización 
metropolitana y el procedimiento para su ejecución.” 
A la vista del contenido de este precepto cabe sostener que, con muy pocos 
condicionantes, remite a la determinación por ley autonómica de los siguientes aspectos:  




- régimen económico y de funcionamiento, que garantizará la participación de todos 
estos en la toma de decisiones y una justa distribución de las cargas,  
- los servicios y obras de prestación o realización metropolitana, y  
- el procedimiento para la ejecución de los mismos. 
Por lo tanto, es cierto que su creación misma, así como su regulación concreta 
quedan diferidas a la decisión del legislador autonómico. Son escasas las 
determinaciones que en torno a ellas sienta la ley básica.”876  
Así pues, hay que reconocer con BARRERO RODRÍGUEZ que, 
“La naturaleza de esta Administración queda indefinida en este precepto, lo que 
consecuentemente significa que la Comunidades Autónomas disponen de una 
                                                  
875 J. l. CARRO FERNÁNDEZ-VALMAYOR (“Una reflexión general sobre las Áreas Metropolitanas”, 
op. cit., p. 19) observa que “la Ley Básica Estatal no ha establecido criterios concretos de representación, 
por lo que habrá de estarse a lo que establezca al respecto la legislación autonómica.” 
876 BARRERO RODRÍGUEZ, M. C., Las Áreas Metropolitanas... op. cit.,, p. 50. 
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libertad absoluta para optar entre una Administración territorial, esto es, una 
Administración dotada del conjunto de competencias necesarias para la satisfacción 
de los intereses generales de la población que constituye su sustrato, o bien, para 
decantarse, como de hecho ha ocurrido, por entes institucionales, o, lo que es lo 
mismo, por entes adscritos a la gestión de una competencia determinada.”877 
La remisión no acaba ahí, puesto que el artículo 4.2 de la LRBRL remite también al 
legislador autonómico para que concrete cuáles de las potestades enumeradas en el 
artículo 4.1 de la LRBRL serán de aplicación a las áreas metropolitanas.
878
 
A la vista del contenido de dicho precepto, MARTÍN MATEO y CANTÓ LÓPEZ 
señalan que la LRBRL establece en él los requisitos legales de carácter formal 
necesarios para diseñar un esquema organizativo centralista –dado el predominio del 
peso de la ciudad central-.
879
  
3.2. Competencias de las Áreas Metropolitanas 
Conforme dispone el artículo 43.3, “la legislación de las Comunidades Autónomas 
determinará… los servicios y obras de prestación y realización metropolitana.” 
Esta competencia ha sido ratificada por la Sentencia del TC 214/1989, de 21 de 
diciembre, al establecer que: 
“Corresponde, pues, en exclusiva a las Comunidades Autónomas determinar y 
fijar las competencias de las entidades locales que procedan a crear en sus 
respectivos ámbitos territoriales. Asignación de competencias que, evidentemente, 
conllevará una redistribución, si bien con el límite de que esa reordenación no podrá 
afectar al contenido competencial mínimo a estas últimas garantizado como 
imperativo de la autonomía local que la Constitución les reconoce.” (FJ 4º) 
Al referirse a la competencia del ordenamiento autonómico para determinar qué 
materias han de gestionar las Áreas Metropolitanas dada su legitimación por el artículo 
43 de la LRBRL, señala BARRERO RODRÍGUEZ que, 
“si un valor califica a los entes locales en la actual Constitución, este es, sin duda, 
el de la autonomía que a su favor consagra el artículo 141 de esta norma. En ella 
radica la verdadera piedra de toque de la cuestión metropolitana ante su desarrollo 
por el legislador autonómico, por lo que hacer de las Áreas Metropolitanas una 
                                                  
877 BARRERO RODRÍGUEZ, M. C., BARRERO RODRÍGUEZ, M. C.: “Las fórmulas posibles para el 
gobierno de los espacios metropolitanos...”, op. cit. 
878 TOSCANO GIL, F., “El Área Metropolitana en el ordenamiento jurídico español” op. cit., pp. 114-
116. 
879 MARTÍN MATEO, R. y CANTÓ LÓPEZ, M. T., “El derecho ambiental en la cualificación del 
espacio...”, op. cit., p. 87 
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instancia verdaderamente operante, dentro del respeto a la autonomía local, 
constituye el gran reto de los legisladores autonómicos.  
Habrá que determinar el contenido y alcance de la autonomía local y con ella, la 
fijación de aquellos criterios conforme a los cuales se opera en el ordenamiento 
vigente la distribución de competencias entre los entes locales. De esta forma, se 
podrá conocer el techo competencial máximo al que las Áreas Metropolitanas pueden 
aspirar y en consecuencia, la determinación de su auténtica naturaleza jurídica.  
Pues es un principio fundamental en el orden constitucional el de que “la 
autonomía local no puede quedar circunscrita a la gestión de un conjunto de intereses 
propios y exclusivos de las Corporaciones. Presenta bajo el perfil constitucional otra 
dimensión de gran trascendencia: su derecho de participación o intervención en los 
asuntos comunes a otras instancias territoriales.”880  
Por otra parte, el marco normativo de las Áreas Metropolitanas como entidad local, 
como afirman MARTÍN MATEO y CANTÓ LOPEZ, habrá que determinar una 
cuestión de gran complejidad y trascendencia, que no es otra que la delimitación del 
ámbito competencial metropolitano, concretando qué servicios y qué obras son de 
realización obligatoria.”881 
Sin embargo, las Comunidades Autónomas, a la hora de distribuir las competencias, 
se encuentran con la dificultad derivada de la existencia, sobre un mismo territorio, de 
un alto número de administraciones. Y por otro lado, la necesidad de respetar la garantía 
institucional de las entidades locales territoriales.
882
 
Por ello, estas agrupaciones supramunicipales no pueden tener fines de carácter 
general, ya que esto significaría suplantar a los entes territoriales que gozan de garantía 
institucional, sino que tienen carácter funcional y fines concretos y determinados.
883
 
Por otro lado, en los espacios metropolitanos no es fácil deslindar con precisión el 
conjunto de asuntos, siempre heterogéneos y cambiantes, que justifican este nivel de 
gobierno. Además, cada espacio presenta características singulares que añaden nuevas 
dificultades a un pretendido estudio unitario. Así pues, la acción pública ha de 
desarrollarse en un doble frente: 
“de una parte, en el de la coordinación entre sí de las distintas políticas sectoriales 
y los diferentes planeamientos municipales que se desarrollan en el territorio; 
de otra, en el de la prestación supramunicipal de un conjunto de servicios locales 
                                                  
880 BARRERO RODRÍGUEZ, M. C., Las Áreas Metropolitanas... op. cit., pp. 93-101. 
881 MARTÍN MATEO, R. y CANTÓ LÓPEZ, M. T., “El derecho ambiental en la cualificación del 
espacio...”, op. cit., p. 87. 
882 ESCRIBANO ZAFRA, J. M.,  “Aproximación a la Teoría de las Áreas Metropolitanas”, op. cit.,p. 38. 
883 Sentencia del TS 3531/1998, de 29 de mayo, FJ 8º. 
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respecto de los que razones de eficacia y economía o, incluso, de mera convivencia 
hacen del espacio metropolitano una escala territorial más adecuada para su mejor 
prestación.”884 
Aún así, la profesora BARRERO RODRÍGUEZ considera que, 
“una simple ojeada a los espacios metropolitanos permite aislar con relativa 
facilidad ese conjunto de materias de vocación metropolitana”, pues existen unos 
intereses comunes determinantes de un conjunto de competencias “que parecen 
presentarse como ineludiblemente metropolitanas”. 
También GARCÍA RUBIO incide en el hecho de que “el núcleo fundamental del 
ámbito de prestación de lo supramunicipal está relacionado con ese espacio de servicio 
público.” 885 
Por lo tanto, coincidimos con BARRERO RODRÍGUEZ
886
 en que existen una serie 
de sectores llamados, en primer término, a convertirse en objeto de la actividad 
metropolitana. Estos sectores son: el urbanismo, los servicios municipales de aguas, 
recogida y tratamiento de residuos, transportes públicos, ordenación del tráfico, 
prevención y extinción de incendios y, finalmente, abastos y mataderos.
887
 
También MARTÍN MATEO y CANTÓ LÓPEZ consideran que son la planificación, 
coordinación y gestión supramunicipal de servicios y obras de interés supramunicipal, 
que se desarrollarán mediante un programa de actuación, las competencias que 
normalmente correspondería asignar a las áreas metropolitanas, que podrían desempeñar 
en su doble vertiente: 
- como entidades prestadoras de servicios municipales, sin que puedan suplantar a 
los municipios en la totalidad de sus funciones reconocidas en la ley, y 
- como unas entidades de índole coordinadora para la coordinación de las 
distintas políticas sectoriales que afectan a un territorio. 
A estas competencias, los autores añaden, por su trascendencia práctica, las 
funciones urbanísticas, que podrían ser parte de las competencias de las áreas 
                                                  
884 BARRERO RODRÍGUEZ, M. C.: “Las fórmulas posibles para el gobierno de los espacios 
metropolitanos. Las Áreas metropolitanas.” Congreso Internacional “Municipia Siglo XXI: Ciudadanía Y 
Gobierno Local”, Zaragoza, diciembre 2004, p. 3. 
885 GARCÍA RUBIO, F., “El espacio local supramunicipal”. Revista General de Derecho Administrativo, 
N.º 14, 2007, p. 182. 
886 BARRERO RODRÍGUEZ, M. C., “Las competencias de las entidades metropolitanas en el Derecho 
español”. Revista de Derecho Urbanístico y Medio Ambiente, Año N.º 28, N.º 140, 1994, pp. 73-82. 
887 Si bien, este último servicio, con la entrada en vigor de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de 
racionalización y sostenibilidad de la Administración Local ya no se recoge entre las competencias 
reconocidas como propias del Municipio. 
 436 
metropolitanas, pues en ocasiones demandan una visión completa de un territorio que 
agrupa varios términos municipales desde el punto de vista económico y social. Así, y 
dentro de este contexto, 
“pueden actuar con funciones bien en el planeamiento urbanístico, sobre todo en 
la fase de elaboración de los planes para establecer las bases de una más adecuada y 
racional ordenación territorial, o bien en la disciplina urbanística para la imposición 
de sanciones derivadas de infracciones que afecten a intereses generales 
metropolitanos.”888 
Realizando una labor de concreción, y partiendo de la observación de la existencia de 
la base física existente en las aglomeraciones urbanas propias de las ciudades 
policéntricas, MARTÍN MATEO y CANTÓ LÓPEZ consideran –al igual que fue 
apreciado así por gran parte de la doctrina- que las áreas metropolitanas presentan 
problemas relativos al sistema de transportes, dotación de espacios verdes, 
infraestructuras o protección del ambiente en general.
889
  
No obstante, junto a estas funciones que podríamos decir clásicas de las Áreas 
Metropolitanas, se encontrarían las funciones derivadas del nuevo sistema organizativo 
de principios del siglo XXI. Siguiendo a GARCÍA RUBIO, las funciones clásicas son: 
- las derivadas de lo que históricamente se ha denominado el hecho metropolitano, 
esto es, los flujos de interpoblación conectados transportes, residuos, aguas y, en 
general, los derivados del tratamiento ambiental del entorno, y carreteras de ámbito 
supramunicipal. 
- las funciones de cooperación y asistencia técnica, económica y jurídica a los 
municipios, en relación a la prestación, sobre todo, de los servicios mínimos 
obligatorios del artículo 26 de la LRBRL. 
- el fomento del espacio supramunicipal. 
Por lo que respecta a este nuevo grupo de funciones más actuales, destacan: 
- el fomento y desarrollo económico, mediante el desarrollo local y la articulación 
de espacios para la realización de programas y proyectos de la Unión Europea. 
- la utilización de este espacio como ámbito para la planificación urbanística o 
sectorial de carácter subturístico y cultural.
890
 
                                                  
888 BARRERO RODRÍGUEZ, M. C., Las Áreas Metropolitanas. Op. cit., p. 191. En MARTÍN MATEO 
y CANTÓ LÓPEZ, “El Derecho Ambiental en la cualificación del espacio…”, op. cit., p. 89. 
889 MARTÍN MATEO, R. y CANTÓ LÓPEZ, M. T., “El Derecho Ambiental en la cualificación del 
espacio…”, op. cit., pp. 89-90. 
890 GARCÍA RUBIO, F., “El espacio local supramunicipal”. Revista General de Derecho Administrativo, 
N.º 14, 2007, pp. 182-183.  
También R. MARTÍN MATEO y M. T. CANTÓ LÓPEZ (“El Derecho Ambiental en la cualificación del 
espacio…”, op. cit., p. 90) consideran que junto a las funciones consagradas,  
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Por otro lado, entendemos con el profesor CARRO FERNÁNDEZ-VALMAYOR 
que, de cara a lograr una mejor organización del espacio metropolitano, sería necesario 
un modelo competencial montado sobre un sistema de competencias atribuidas como 
propias y no como meramente delegadas, lo cual sería más coherente con los intereses 
que les sirven de base y, por derivación, con una eventual consagración estatutaria de la 
autonomía de los Entes metropolitanos. 
Y añade el autor que “la creación del Área Metropolitana puede ser, incluso, el 
medio más adecuado para evitar la pérdida del carácter local de muchos asuntos, lo que 
provocaría su inevitable desplazamiento al nivel autonómico y, en algunos casos, al 
estatal.” 
El citado profesor señala que “además de las competencias reguladas en la 
legislación autonómica, podrían transferirse o delegarse a las Áreas Metropolitanas 
competencias estatales, autonómicas y provinciales, así como encomendársele la gestión 
ordinaria de servicios propios de la Administración autonómica en el territorio 
metropolitano.”891 
De esta misma opinión, con la que coincidimos plenamente, es BARRERO 
RODRÍGUEZ, quien afirma que, 
“Las áreas metropolitanas entran a formar parte de la distribución vertical del 
poder que, con base en la Constitución, se opera en el Estado de nuestros días. Estas 
competencias le serán, además, atribuidas como propias o, lo que es lo mismo, en 
régimen de autonomía. Pues las áreas metropolitanas son, al fin y al cabo, Entidades 
locales y, como tales, han de entenderse amparadas por el principio de autonomía 
constitucional que las define, así como sujetas al estatuto general de las competencias 
de esta naturaleza establecido por el artículo 7 de la LRBRL.”892 
En efecto, como es sabido, en el caso de las competencias propias, el ente que 
gestiona la competencia es aquel que ostenta su titularidad; mientras que cuando 
                                                                                                                                                  
“aparecen nuevos desafíos para estas entidades concretados en la protección del medio ambiente y el 
respeto a los compromisos del desarrollo sostenible y del cambio climático que han de conseguir 
mediante una adecuada organización del crecimiento urbano.”. 
891 CARRO FERNÁNDEZ-VALMAYOR, J. L., “Una reflexión general sobre las Áreas Metropolitanas”, 
op. cit., pp. 21-23. 
F. PUY MUÑOZ (ed.) (Los espacios regionales en el marco de la Comunidad Europea. Fundación 
Alfredo Brañas, Santiago de Compostela, 1991, p. 51), propone, en aras a mejorar la prestación de los 
servicios y reducir sus costes,  
“postular una eficaz y radical descentralización de los cometidos de la Administración autonómica en las 
Administraciones locales”, basándose en la posibilidad que a estos efectos permite el reconocido por el 
Tribunal Constitucional, carácter bifronte de la Administración local.” 
892 BARRERO RODRÍGUEZ, M. C., Las Áreas Metropolitanas. Op. cit., p. 131. 
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estamos ante competencias delegadas, la competencia es ejercida por un Administración 
distinta de aquella que por el ordenamiento la tiene atribuida. 
El ejercicio de una competencia como propia significa, por lo tanto, su prestación en 
régimen de autonomía, esto es, bajo la responsabilidad de la Administración que la 
ejerce. Las competencia delegadas, por el contrario, se desarrollan bajo las fórmulas de 
control establecidas por la Entidad delegante (que puede ser el Estado, la Comunidad 
Autónoma, los Municipios que la integran, o incluso las Provincias en cuyo término se 
asientan).
893
 En todo caso, lo que hay que evitar es, como señala CARRO 
FERNÁNDEZ-VALMAYOR, que se produzca una duplicidad competencial.
894
 
Pero para ello es necesario que el legislador autonómico fije la línea fronteriza que 
separe competencias metropolitanas y provinciales a fin de evitar innecesarios y 
perturbadores solapamientos. Quizá la clave se halle en el establecimiento de un 
principio de separación material, de delimitación de los ámbitos sobre los que las Áreas 
metropolitanas y Provincias van a ejercer funciones de tal carácter.
895
 
En el momento en que se realizaron estos pronunciamientos doctrinales, todavía no 
se había producido la entrada en vigor de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de 
racionalización y sostenibilidad de la Administración Local, que en su artículo primero 
vino a modificar la LRBRL, siendo la cuestión competencial uno de los aspectos de la 
Ley que se ha visto más alterado. Como dicha reforma ya ha sido comentada en un 
apartado previo, nos remitimos pues a sus consideraciones. 
3.3. Financiación 
La Constitución Española de 1978 en su artículo 142 dispone que, 
“Las Haciendas locales deberán disponer de los medios suficientes para el 
desempeño de las funciones que la Ley atribuye a las Corporaciones respectivas y se 
nutrirán fundamentalmente de tributos propios y de participación en los del Estado y 
de las Comunidades Autónomas.” 
                                                  
893 BARRERO RODRÍGUEZ, M. C., Las Áreas Metropolitanas. Op. cit., pp. 134-142. 
894 Pues, como indica J. L. CARRO FERNÁNDEZ-VALMAYOR (“Una reflexión general sobre las 
Áreas Metropolitanas”, op. cit., p. 24), “la asunción de las tareas de las Diputaciones Provinciales por las 
Áreas Metropolitanas, en su propio territorio, produciría un proceso de simplificación administrativa que 
evitaría una reduplicación orgánica y competencial, absolutamente indeseable en el espacio 
metropolitano.” 
895 BARRERO RODRÍGUEZ, M. C., Las Áreas Metropolitanas. Op. cit., p. 133. 
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Son muchas las Sentencias en las que el TC ha tenido la ocasión de pronunciarse 
sobre el principio de autonomía financiera de las entidades locales. Así, entre otras, la 
STC 237/1992, de 15 de diciembre, la cual reconoce que, 
“el principio de autonomía que preside la organización territorial del Estado (arts. 
2 y 137), ofrece una vertiente económica importantísima, ya que, aun cuando tenga 
un carácter instrumental, la amplitud de los medios determina la posibilidad real de 
alcanzar los fines.” (FJ 6º) 
La STC 109/1998, de 21 de mayo dispone: 
“Si bien el art. 142 CE solo contempla de modo expreso la vertiente de los 
ingresos, no hay inconveniente alguno en admitir que tal precepto constitucional, 
implícitamente y en conexión con el art. 137 de la Norma suprema consagra, además 
del principio de suficiencia financiera de las haciendas locales, la autonomía local en 
la vertiente del gasto público, entendiendo por tal la capacidad genérica de 
determinar y ordenar, bajo la propia responsabilidad, los gastos necesarios para el 
ejercicio de las competencias referidas.”896 (FJ 10º) 
A su vez, la STC 104/2000, de 13 de abril, manifiesta que,  
“La autonomía de los entes locales va, entonces, estrechamente ligada a su 
suficiencia financiera, por cuanto exige la plena disposición de medios financieros 
para poder ejercer, si condicionamientos indebidos y en toda su extensión, las 
funciones que legalmente les han sido encomendadas.” (FJ 4º) Es decir, como 
completa la STC 331/1993, de 12 de noviembre, “para posibilitar y garantizar, en 
definitiva, el ejercicio de la autonomía local constitucionalmente reconocido” (FJ 4º) 
Finalmente, la STC 48/2004, de 25 de marzo, reconoce que, 
“Es el principio de suficiencia de ingresos y no el de autonomía financiera el que 
garantiza la Constitución española en relación con las haciendas locales, sin embargo 
realiza en este Fundamento Jurídico, mediante una remisión de dictámenes previos, 
una justificación conforme ambos principios van, indefectiblemente, unidos en el 
terreno hacendístico local.” (FJ 10º) 
Este principio de suficiencia financiera de las Entidades Locales para hacer frente a 
la prestación de los servicios y la realización de las obras de su competencia con 
autonomía, también está reconocido, en su artículo 9
897
, por la Carta Europea de 
                                                  
896 ABELLA FERNÁNDEZ, C. (Coord.), Nuevo régimen local, Vol. II. El Consultor de los 
Ayuntamientos y de los Juzgados, La Ley-Actualidad, S.A., Madrid, 2005, p. 840. 
897 Artículo 9 Los recursos financieros de las Entidades locales.  
1. Las Entidades locales tienen derecho, en el marco de la política económica nacional, a tener recursos 
propios suficientes de los cuales pueden disponer libremente en el ejercicio de sus competencias.  
2. Los recursos financieros de las Entidades locales deben ser proporcionales a las competencias previstas 
por la Constitución o por la Ley.  
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Autonomía Local de 15 de octubre de 1985, que fue ratificada por España mediante 
Instrumento con fecha de 20 de enero de 1988. 
Aunque según el artículo 133.1 CE, “la potestad originaria para establecer los 
tributos corresponde exclusivamente al Estado, mediante ley”, el apartado 2 de este 
mismo artículo dispone que “las Comunidades Autónomas y las Corporaciones Locales 
podrán establecer y exigir tributos, de acuerdo con la Constitución y las leyes.” A estas 
Leyes también habrá de someterse las Administraciones públicas para contraer 
obligaciones financieras y realizar gastos (art. 133.3). 
La Ley 24/1983, de 21 de diciembre, de medidas urgentes de saneamiento y 
regulación de las Haciendas Locales
898
 dio paso a la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
reguladora de las Bases del Régimen Local
899
, antecedente de la Ley 39/1988, de 28 de 
                                                                                                                                                  
3. Una parte al menos de los recursos financieros de las Entidades locales debe provenir de ingresos 
patrimoniales y de tributos locales respecto de los que tengan la potestad de fijar la cuota o el tipo dentro 
de los límites de la Ley.  
4. Los sistemas financieros sobre los cuales descansan los recursos de que disponen las Entidades locales 
deben ser de una naturaleza suficientemente diversificada y evolutiva como para permitirles seguir, en la 
medida de lo posible y en la práctica, la evolución real de los costes del ejercicio de sus competencias.  
5. La protección de las Entidades locales financieramente más débiles reclama la adopción de 
procedimientos de compensación financiera o de las medidas equivalentes destinadas a corregir los 
efectos del desigual reparto de las fuentes potenciales de financiación, así como de las cargas que les 
incumben.  
898 La Ley 24/1983 establecía en su Exposición de Motivos que para solucionar la crónica situación 
deficitaria de las Corporaciones Locales habría que atender al deficiente sistema de financiación local, 
buscando así la consecución del equilibrio financiero de las Haciendas Locales. Para ello sería necesario, 
por un lado, sanear dichas Haciendas mediante la liquidación de sus deudas acumuladas, y por otro, 
reforzar los recursos que les permitan financiar un adecuado nivel de gasto.  
En relación a la financiación de los servicios metropolitanos, el artículo sexto establece:  
“1. El transporte colectivo urbano o interurbano, tanto de superficie como subterráneo, que tenga lugar 
dentro de un área metropolitana, tendrá la consideración de servicio de interés público metropolitano, 
cuya programación y coordinación será competencia de la respectiva Corporación Municipal 
Metropolitana u órgano supramunicipal equivalente, que podrá gestionar dicho servicio bien directamente 
o bien bajo cualquier otra modalidad legalmente admitida.  
2. Para la financiación de dicho servicio de transporte por el órgano supramunicipal correspondiente a que 
se alude en el número anterior podrá disponer de los siguientes recursos:  
a) Un recargo sobre el impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas que será exigible a los residentes 
dentro de su término con arreglo a las normas contenidas en los artículos 8.º y siguientes de la presente 
Ley, sin perjuicio del que puedan establecer los Ayuntamientos integrados en el ente supramunicipal.  
b) Un recargo sobre la base liquidable de la Contribución Territorial Urbana que será examinado 
conjuntamente con ésta.” 
899 Fundamentalmente, la regulación de la financiación de las Entidades Locales que realiza la Ley 
7/1985, de 2 de abril, se recoge en el Título VIII dedicado a las Haciendas Locales, donde incide en los 
principios de autonomía (o capacidad de las Entidades Locales para gobernar sus respectivas Haciendas) 
y suficiencia financiera de dichos Entes. Así, podemos encontrar reconocidos dichos principios en los 
siguientes artículos:  
“Artículo 105. 1. De conformidad con la legislación prevista en el artículo 5, se dotará a las Haciendas 
locales de recursos suficientes para el cumplimiento de los fines de las Entidades locales.”  
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diciembre, reguladora de las Haciendas Locales
900
, no sin antes proceder a sanear las 
deudas de los municipios y a absorber los déficits acumulados.
901
 
Posteriormente, la Ley 51/2002, de 27 de diciembre, de reforma de la Ley 39/1988, 
vino a completar la reforma de financiación local, introduciendo cambios desde un 
punto de vista tributario como también financiero. Ahora bien, como señala la doctrina, 
“Si bien, el conjunto de modificaciones que introduce esta normativa tienen como 
finalidad mantener y fortalecer la garantía del principio de suficiencia financiera e 
incrementar la autonomía municipal en el ámbito de los tributos locales, no podemos 
afirmar que se haya conseguido.”902 
El Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, en virtud de una habilitación 
recogida en la disposición adicional quinta de la Ley 19/2003, de 4 de julio, sobre 
movimientos de capitales y de las transacciones económicas con el exterior y sobre 
determinadas medidas de prevención del blanqueo de capitales, procede a refundir e 
integrar en un único texto la Ley 39/1988, de 28 de diciembre (tanto su articulado como 
las disposiciones adicionales y transitorias cuya incorporación resulte pertinente), y 
determinadas disposiciones adicionales y transitorias de la Ley 51/2002, de 27 de 
diciembre, en particular aquellas cuya incorporación al texto refundido resulta 
                                                                                                                                                  
“Artículo 106. 1. Las Entidades locales tendrán autonomía para establecer y exigir tributos de acuerdo 
con lo previsto en la legislación del Estado reguladora de las Haciendas locales y en las Leyes que dicten 
las Comunidades Autónomas en los supuestos expresamente previstos en aquélla.” 
900 La Ley 39/1988, de 28 de diciembre, fue derogada, salvo en sus disposiciones adicionales 1, 8 y 14, 
por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo. En el apartado II de su Exposición de Motivos 
declaraba que eran dos las notas caracterizadoras de la presente Ley:  
“la primera de ellas, de carácter formal, está constituida por la atribución a la misma del carácter de 
complementaria, respecto de la Ley 7/1985; la segunda, de carácter material, está constituida por la 
ordenación de un sistema financiero encaminado a la efectiva realización de los principios de autonomía y 
suficiencia financiera.”  
Esta Ley va a establecer un nuevo sistema de recursos de las Haciendas Locales, adecuado a la realidad y 
a las necesidades de estas, clasificándolos en tres grupos: recursos no tributarios, la participación en 
tributos del Estado, y los recursos tributarios. En relación a estos últimos, se crean en esta Ley los 
actualmente vigentes tres impuestos obligatorios: el Impuesto sobre Bienes Inmuebles, el Impuesto sobre 
Actividades Económicas, y el Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica; se crea asimismo el 
Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras, de carácter voluntario, y también con este carácter, 
el Impuesto Municipal sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana, que vino a 
sustituir al existente hasta ese momento.  
También se prevé la financiación de las Entidades supramunicipales, concretando en favor de las Áreas 
metropolitanas un recargo sobre el Impuesto sobre Bienes Inmuebles sitos en su territorio.  
También reconoce esta Ley que los municipios de Madrid y Barcelona dispondrán de un régimen 
especial, del que la Ley 39/1988 será supletoria.  
Finalmente, esta Ley procede a una nueva ordenación del régimen presupuestario y de gasto público de 
los Entes Locales. 
901 CADAVAL SAMPEDRO, M. D., “Los gobiernos locales en España…”, op. cit., p. 141. 
902 CADAVAL SAMPEDRO, M. D., “Los gobiernos locales en España...”, op. cit.,pp. 142-143. 
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procedente para dotarle de una mayor claridad en la conjunción entre la Ley 39/1988, de 
28 de diciembre, y la Ley 51/2002.
903
 
Finalmente, este Real Decreto Legislativo va a ver modificados algunas de sus 
disposiciones por el artículo segundo de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de 
racionalización y sostenibilidad de la Administración Local, en concreto, entre otras, las 
relativas a los derechos de difícil o imposible recaudación, o al control interno. 
Por lo que respecta específicamente a la regulación de la financiación de las Áreas 
metropolitanas, el artículo 152, dedicado a los ingresos tributarios, establece lo 
siguiente:  
“1. Las comarcas, áreas metropolitanas, entidades municipales asociativas y 
demás entidades supramunicipales podrán establecer y exigir tasas, contribuciones 
especiales y precios públicos, de conformidad con lo previsto en sus respectivas 
normas de creación y en los términos establecidos en esta ley y disposiciones que la 
desarrollen.  
2. El régimen financiero de las entidades supramunicipales no alterará el propio 
de los ayuntamientos que las integren.” 
A continuación, el artículo 153 dispone que,  
“1. Las áreas metropolitanas podrán contar con los siguientes recursos:  
a) Las áreas metropolitanas podrán establecer un recargo sobre el Impuesto sobre 
Bienes Inmuebles sitos en el territorio de la entidad. Dicho recargo se exigirá a los 
mismos sujetos pasivos y en los mismos casos contemplados en la normativa 
reguladora de este impuesto, y consistirá en un porcentaje único que recaerá sobre la 
base imponible de este, y su tipo no podrá ser superior al 0,2 por ciento.  
b) Las subvenciones de carácter finalista que se podrán fijar en los Presupuestos 
Generales del Estado para la financiación de aquellos servicios específicos que 
constituyan el objeto de las áreas metropolitanas y cuya cuantía, perceptor y forma 
de distribución se determina anualmente.  
2. Las leyes de las comunidades autónomas que, de acuerdo con lo dispuesto en 
sus Estatutos, creen en su territorio áreas metropolitanas determinarán los recursos de 
sus respectivas haciendas de entre los enumerados en el párrafo a) del apartado 
anterior de este artículo y en el artículo 152.”  
Por último, la disposición adicional cuarta, en relación con las deudas de las 
entidades locales con acreedores públicos y su modo de compensación y 
responsabilidad, establece: 
                                                  
903 Exposición de Motivos del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, apartados I y II. 
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“El Estado podrá compensar las deudas firmes contraídas con este por las 
entidades locales con cargo a las órdenes de pago que se emitan para satisfacer su 
participación en los tributos del Estado.  
Igualmente se podrán retener con cargo a dicha participación las deudas firmes 
que aquéllas hayan contraído con los organismos autónomos del Estado y la 
Seguridad Social a efectos de proceder a su extinción mediante la puesta en 
disposición de las citadas entidades acreedoras de los fondos correspondientes.  
A los efectos previstos en los párrafos precedentes se declara la responsabilidad 
solidaria de las corporaciones locales respecto de las deudas tributarias o con la 
Seguridad Social, contraídas por las áreas metropolitanas en proporción a sus 
respectivas cuotas y sin perjuicio del derecho de repetir que les pueda asistir, en su 
caso.” 
En cuanto a la forma de financiarse las Áreas metropolitanas, la doctrina se 
manifiesta en el sentido de que las jurisdicciones locales proveerán de manera habitual 
de recursos a la aglomeración.
904
 
Sin embargo, como señalan CADAVAL SAMPEDRO y CARAMÉS VIÉITEZ, no 
es fácil señalar cuál deba ser la financiación de la aglomeración, “dada la 
heterogeneidad que, con frecuencia, presentan los municipios que componen este tipo 
de estructuras.” 
Para los citados autores, el sistema tributario metropolitano debe cumplir los 
siguientes requisitos: 
– los ingresos han de ser suficientes;  
–  los tributos deben minimizar su interferencia en el funcionamiento del sistema 
de precios; 
–  han de poseer un patrón de incidencia explícito y equitativo, coherente con la 
distribución de beneficios derivados del gasto público; 
– Su coste de gestión debe ser reducido; y 
– dado que la redistribución de la renta no es siempre justa, se podría recurrir a 
una imposición basada en el principio de capacidad de pago.
905
 
La necesidad de una planificación fiscal que garantice la autonomía financiera a las 
áreas metropolitanas se menciona también por PUY FRAGA, el cual, aunque reconoce 
que la fijación de competencias y su correspondiente financiación no es un problema 
básicamente relacionado con la organización territorial de las administraciones, ello no 
quiere decir que no sea necesaria cierta planificación u ordenación en la atribución de 
                                                  
904 CADAVAL SAMPEDRO, M. y CARAMÉS VIÉITEZ, L.,” Os municipios Galegos: entre o 
minifundismo e a ineficiencia...”, op. cit., p. 39. 
905 CADAVAL SAMPEDRO, M. y CARAMÉS VIÉITEZ, L.,” Os municipios Galegos: entre o 
minifundismo e a ineficiencia...”, op. cit., pp. 81-93. 
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poderes –competencias y recursos- a los entes locales existentes. El sector público tiene 




4. PRINCIPIOS RECTORES DEL FUNCIONAMIENTO DE LAS ÁREAS 
METROPOLITANAS 
4.1. Principios recogidos en el Título Preliminar de la Constitución Española de 
1978  
Varios son los principios constitucionales y legales que inspiran y vinculan la 
regulación de las Áreas Metropolitanas, y que podemos encontrar citados expresamente. 
Partiendo desde la propia Constitución Española de 1978, hallamos en su articulado 
varios principios que van a influir en la regulación que en un futuro se iba a llevar a 
cabo en relación con las Entidades metropolitanas. 
En  primer lugar, ya el Título Preliminar reconoce varios principios fundamentales 
sobre los que va a pivotar toda la Organización Territorial del Estado. Nos estamos 
refiriendo al principio del pluralismo político, al que hacen mención los artículos 1.1 y 
6
907
, el principio de unidad de la Nación española y el principio de autonomía de las 
nacionalidades y regiones, así como el principio de solidaridad entre ellas, estos últimos 
principios reconocidos todos ellos en el artículo 2
908
. 
Aplicando su significado a la Organización Territorial del Estado, la Sentencia del 
Tribunal Constitucional 6/1984, de 24 de enero, en su Fundamento Jurídico 4º reconoce 
que “el pluralismo político, que es uno de los valores superiores del Ordenamiento (art. 
1 de la Constitución), permite contemplar en el marco de la Constitución diversas 
soluciones legales”. 
                                                  
906 PUY FRAGA, P. “A reorganización de los Entes Locales gallegos y su financiación”. En MÁRQUEZ 
CRUZ, G., O Goberno local en España: procesos de transición e normalización política, Colección 
Ciencias Políticas e da Administración, Xunta de Galicia, 1995, p. 133. 
907 El artículo 1.1 de la Constitución de 1978 establece que “España se constituye en un Estado social y 
democrático de Derecho, que propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico la libertad, 
la justicia, la igualdad y el pluralismo político”. 
El artículo 6 dispone que “Los partidos políticos expresan el pluralismo político …” 
908 Artículo 2: “La Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española, patria 
común e indivisible de todos los españoles, y reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las 
nacionalidades y regiones que la integran y la solidaridad entre todas ellas.” 
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El principio del pluralismo político, que junto con la libertad, la justicia y la igualdad 
constituye un valor superior del ordenamiento jurídico español, consagrados por la 
Constitución Española como “supraprincipios jurídicos, y a que los posibles conflictos 
que puedan surgir deben salvarse asegurando la coexistencia simultánea y el equilibrio 
entre ellos, de manera que la prevalencia de uno no sea a costa de eliminar por completo 
la aplicación de los otros”909. 
Por lo que respecta al principio de unidad, Constitución Española, “hace referencia a 
la unidad nacional como fundamento de la Constitución.”910 
En relación con dicho principio, el TC en su Sentencia 4/1981, de 2 de febrero, pone 
de manifiesto que “La Constitución Española (artículos 1 y 2) establece la unidad de la 
nación española, traducida en una organización: el Estado.” (FJ 7º), y en su Sentencia 
76/1983, de 5 de agosto, afirma que “no cabe discutir la posición de superioridad que 
constitucionalmente corresponde al Estado como consecuencia del principio de unidad y 
de la supremacía del interés de la nación.”. (FJ 11º) 
Por lo tanto, como manifiestan VILLACORTA MANCEBO y SANZ PÉREZ, con 
este principio de unidad la CE garantiza que el Estado español como ente complejo, 
integrado por una pluralidad de órganos, es uno en todo tiempo y en toda 
circunstancia.
911
 La unidad a la que alude el artículo 2 hace referencia a la unidad de la 
Nación española, fundamento de la propia Constitución, por lo que la unidad del Estado 
español posee una fuerza particular en la medida en que se proclama al mismo tiempo, 
de una parte, la individualidad de la Nación, y de otra, que el propio Estado se 
constituye como la organización garante de la cohesión nacional.
912
 
                                                  
909 En este sentido se puede consultar DELGADO-IRIBARREN GARCÍA-CAMPERO, M., Sinopsis del 
artículo 1 de la Constitución Española de 1978. Enlace web: 
 http://www.congreso.es/consti/constitucion/indice/sinopsis/sinopsis.jsp?art=1&tipo=2  (Último acceso: 
29.08.2015). 
910 En este sentido véase DELGADO-IRIBARREN GARCÍA-CAMPERO, M., Sinopsis del artículo 2 de 
la Constitución Española de 1978. Enlace web: 
http://www.congreso.es/consti/constitucion/indice/sinopsis/sinopsis.jsp?art=2&tipo=2  (Último acceso: 
29.08.2015). 
911 VILLACORTA MANCEBO, L y SANZ PÉREZ, A. L., “Sobre el principio estructural de autonomía 
en la Constitución Española y su desarrollo”. Cuadernos Constitucionales de la Cátedra Fadrique Furió 
Ceriol, N.º 34/35, Valencia, 2001, p. 50. 
912 GONZÁLEZ ENCINAR, J. J., El Estado Unitario Federal. La autonomía como principio estructural 
del Estado. Madrid, 1985, p. 96. 
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En cuanto al principio de autonomía también reconocido en el artículo 2 CE (si bien 
limitado al ámbito autonómico, no al local) se justifica por la opción del constituyente 
por un Estado compuesto, dotado de una amplia descentralización política que dio lugar 
al “Estado autonómico”. El Título VIII de la Constitución, en su capítulo Tercero, está 
dedicado a la regulación ejercicio de este principio. Para ello, el TC en su Sentencia 
16/1984, de 6 de febrero, establece que “el acceso de las nacionalidades y regiones a la 
autonomía aparece regulado en la Constitución de acuerdo con unos principios 
dispositivos que permiten que el régimen autonómico se adecue en cada caso a las 
peculiaridades y características de esas regiones y nacionalidades.” (FJ 1º) 
Además, señala el TC
913
 que “la autonomía significa precisamente la capacidad de 
cada nacionalidad o región para decidir cuándo y cómo ejercer sus propias 
competencias, en el marco de la Constitución y del Estatuto.” (FJ 10º) 
Sin embargo, este principio de autonomía reconocido no les confiere a las 
nacionalidades y regiones un poder ilimitado, sino que como establece la STC 4/1981, 
“autonomía no es soberanía. No puede oponerse al principio de unidad.”914 (FJ 7º) 
Por otra parte, el TC
915
 declara que “las Comunidades Autónomas gozan de una 
autonomía cualitativamente superior a la administrativa que corresponde a los entes 
locales, ya que se añaden potestades legislativas y gubernamentales que la configuran 
como autonomía de naturaleza política.” Lo que supone, como señala la Sentencia del 
Tribunal Constitucional 35/1982, de 14 de junio que, 
“Cuando la reserva estatal es solo de ciertas potestades, correspondiendo otras a 
las Comunidades Autónomas que deseen asumirlas, estas, en el ejercicio de su 
autonomía, pueden orientar su acción de gobierno en función de una política propia 
sobre esa materia” 
En todo caso, “la autonomía queda vinculada, para cada una de las entidades 
territoriales, a la gestión de sus respectivos intereses (art. 137); principio éste que figura 
significativamente a la cabeza de los «principios generales» que informan la 
                                                  
913 STC 37/1987, de 26 de marzo de 1987. 
914 Pues como recuerda ARAGÓN REYES, M. (La construcción del Estado autonómico. ”. Cuadernos 
Constitucionales de la Cátedra Fadrique Furió Ceriol, N.º 54/55, 2006, p. 79. 
915 STC 25/1981, de 14 de julio de 1981. 
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organización territorial del Estado, que en los capítulos siguientes se regula en los 
niveles de la Administración local y de las Comunidades Autónomas.”916 (FJ 3º) 
Por lo que respecta al último de los principios que corresponde comentar en este 
apartado, el principio de solidaridad, opina el profesor TAJADURA TEJADA que “no 
resulta en modo alguno, fácil, delimitar el auténtico significado y alcance del principio 
de solidaridad en la Constitución española.” Según el autor, el principio de solidaridad 
es un límite negativo al ejercicio discrecional de las competencias de las partes, 
principio que, en palabras del precitado autor, “afecta de modo directo y principal al 
campo de las relaciones entre las Comunidades Autónomas, y solo en cuanto que los 
poderes centrales son garantes de la efectiva realización del mismo puede afectar a las 
relaciones entre estos y aquellas.”917 
En efecto, el propio TC
918
 señala que,  
“el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones, que lleva como 
corolario la solidaridad entre todas ellas, se da sobre la base de la unidad nacional”, 
atribuyendo al Gobierno y a las Cortes prioritariamente, la obligación de velar por la 
efectiva realización del principio de solidaridad.” (FJ 3º) 
Así pues, como dispone el TC
919
 “el Estado y las Comunidades Autónomas están 
sometidos a un … deber de recíproco apoyo y mutua lealtad.”920 (FJ 3º) 
Estamos por lo tanto ante tres principios constitucionales que están interrelacionados, 
pues la autonomía ha de ser solidaria, esto es, ejercerse de esa manera, en el marco de la 
unidad estatal, porque en caso contrario no es autonomía.
921
 
4.2. Otros principios que rigen el funcionamiento de las Administraciones y las 
relaciones entre ellas 
4.2.1. Introducción 
                                                  
916 STC 25/1981, de 14 de julio de 1981. 
917 TAJADURA TEJADA, J., “El principio de cooperación en el Estado autonómico: concepto, 
presupuestos y fines”. Anuario Jurídico de La Rioja, N.º 8, 2002, pp. 75-77. 
918 STC 25/1981, de 14 de julio de 1981. 
919 STC 96/1986, de 10 de julio de 1986. 
920 Como señala J.J. GONZÁLEZ ENCINAR, (El Estado Unitario Federal. La autonomía como principio 
estructural del Estado. Madrid, 1985, p. 160), “la Constitución concreta el principio de solidaridad 
interterritorial del artículo 138.1º referida a la homogeneidad sustancial de todos los miembros del Estado 
compuesto.” 
921 VILLACORTA MANCEBO, L y SANZ PÉREZ, A. L., “Sobre el principio estructural…”, op. cit., p. 
58. 
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La Constitución en su Título IV relativo al Gobierno y la Administración, enumera 
en el artículo 103.1 los principios de actuación a los que está sujeta la Administración 
Pública, esto es, el principio de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración 
y coordinación. Ahora bien, estos principios, 
 “no están situados en el mismo plano: los principios de jerarquía, 
descentralización, desconcentración y coordinación no son nada en sí mismos si no 
se conectan con la finalidad que con ellos se persigue, como es alcanzar una 
actuación administrativa eficaz. Podría decirse que el principio de eficacia es el 
objetivo a alcanzar, siendo los principios de jerarquía, descentralización, 
desconcentración y coordinación medios a través de los cuales podrá conseguirse 
dicho objetivo.”922 
El principio de eficacia, reconocido en el artículo 103.1 de la Constitución, es uno de 
los principios que rigen la actuación de la Administración Pública, en el sentido de que 
es necesario que los poderes públicos atiendan las necesidades de prestación de 
servicios que ponen de manifiesto los ciudadanos, redistribuyendo la riqueza 
eficazmente, dado que los recursos son limitados. 
También incorpora el principio de eficacia una acepción que lo identifica con la 
eficiencia, y que se expresa en términos de economía, de utilidad. Así, la Constitución 
pretende la optimización de los medios, se trata de que la Administración logre el 
máximo rendimiento de los recursos disponibles. El artículo 31.2. de la Constitución así 
lo dispone al establecer que “el gasto público realizará una asignación equitativa de los  
recursos públicos, y su programación y ejecución responderán a los criterios de 
eficiencia y economía”.923 
     Señalan GARCÍA TREVIJANO y MORET MILLÁS que una de las 
manifestaciones más destacadas del principio de eficacia, se encuentra en el privilegio 
de autotutela y ejecutividad de los actos administrativos (artículos 56 y 57 de la Ley 
30/1992). Dicho privilegio, según manifestación reiterada del Tribunal Constitucional, 
                                                  
922
 En este sentido, GARCÍA TREVIJANO, E. y MORET MILLÁS, V., Sinopsis del artículo 103 de la 
Constitución Española de 1978. Enlace web: 
http://www.congreso.es/consti/constitucion/indice/sinopsis/sinopsis.jsp?art=103&tipo=2  (Último acceso: 
30.08.2015). 
923 GAMERO CASADO, E. y FERNÁNDEZ RAMOS, S., Manual Básico de Derecho Administrativo. 
Ed. Tecnos (10ª ed.), Madrid, 2013, pp. 78-79. 
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no es contrario a la Constitución, sino que, por el contrario, engarza con el principio de 
eficacia enunciado en su artículo 103.1.”924 
En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 149.1.18 de la Constitución Española, 
por el que corresponde al Estado la competencia exclusiva en relación con el 
procedimiento administrativo común de las Administraciones públicas, el 26 de 
noviembre de 1992 se aprobó la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones públicas y del Procedimiento Administrativo Común, que como 
dispone su artículo 2.1, y a efectos de la aplicación de dicha Ley, considera que son 
Administraciones públicas, 
a) La Administración General del Estado. 
b) Las Administraciones de las Comunidades Autónomas. 
c) Las Entidades que integran la Administración Local. 
Así también, el apartado segundo de esta norma dispone que se consideran también 
Administración Pública, “las Entidades de Derecho Público con personalidad jurídica 
propia vinculadas o dependientes de cualquiera de las Administraciones Públicas”. 
Estas Administraciones públicas en sus relaciones entre sí y con los ciudadanos, se 
regirán por los principios generales establecidos en el artículo 3, entre los que en estos 
momentos nos interesa destacar los dispuestos en el apartado 2, que dispone lo 
siguiente: 
“Las Administraciones públicas, en sus relaciones, se rigen por el principio de 
cooperación y colaboración, y en su actuación por los criterios de eficiencia y 
servicio a los ciudadanos.” 
En las relaciones entre las diferentes Administraciones públicas, estas deberán 
sujetarse a los principios reconocidos en el artículo 4.1, que en este sentido establece: 
“Las Administraciones públicas actúan y se relacionan de acuerdo con el principio 
de lealtad institucional y, en consecuencia, deberán: 
a) Respetar el ejercicio legítimo por las otras Administraciones de sus 
competencias. 
                                                  
924 GARCÍA TREVIJANO, E. y MORET MILLÁS, V., Sinopsis del artículo 103 de la Constitución 
Española de 1978. Enlace web: 
http://www.congreso.es/consti/constitucion/indice/sinopsis/sinopsis.jsp?art=103&tipo=2  (Último acceso: 
30.08.2015).. 
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b) Ponderar, en el ejercicio de las competencias propias, la totalidad de los 
intereses públicos implicados y, en concreto, aquellos cuya gestión esté 
encomendada a las otras Administraciones. 
c) Facilitar a las otras Administraciones la información que precisen sobre la 
actividad que desarrollen en el ejercicio de sus propias competencias. 
d) Prestar, en el ámbito propio, la cooperación y asistencia activas que las otras 
Administraciones pudieran recabar para el eficaz ejercicio de sus competencias.” 
Por último, en esta relación de reconocimiento normativo de los principios de 
funcionamiento de las distintas Administraciones y de las relaciones entre ellas, 
tenemos que citar el articulo 6.1 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases 
del régimen local, que establece al respecto que, 
“Las Entidades locales sirven con objetividad los intereses públicos que les están 
encomendados y actúan de acuerdo con los principios de eficacia, descentralización, 
desconcentración y coordinación, con sometimiento pleno a la ley y al Derecho.” 
Y en esta misma Ley, el artículo 10.1 dispone que, 
“La Administración Local y las demás Administraciones públicas ajustarán sus 
relaciones recíprocas a los deberes de información mutua, colaboración, 
coordinación y respeto a los ámbitos competenciales respectivos.” 
De manera más extensa, en el Capítulo II del Título V de la LRBRL (artículos 55 a 
62) se regulan las relaciones interadministrativas, si bien según BANDRÉS SÁNCHEZ-
CRUZAT, las relaciones interadministrativas no se agotan en el mencionado Capítulo 
II, que “aunque constituye el sustrato común de estas, se encuentra dirigido 
preferentemente a normar las relaciones entre las Administraciones Locales y el Estado 
y las Comunidades Autónomas”, pues “la previsión institucional de determinados Entes 
Locales como las Áreas Metropolitanas constituye expresión fundacional y primaria de 
los principios de cooperación y coordinación entre Administraciones Locales.”925 
El citado autor hace referencia a la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de 
Cataluña de 30 de diciembre de 1991 es exponente de la complejidad que plantea la 
delimitación conceptual de las relaciones interadministrativas en el seno de las 
Administraciones públicas, y en particular, en el interior de los Entes Locales.
926
 
                                                  
925 BANDRÉS SÁNCHEZ-CRUZAT, J. M., “Relaciones interadministrativas de cooperación y 
coordinación y áreas metropolitanas…”. Op. cit., p. 641. 
926 BANDRÉS SÁNCHEZ-CRUZAT, J. M., “Relaciones interadministrativas de cooperación y 
coordinación y áreas metropolitanas…”. Op. cit., p. 631. 
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Esta Sentencia desarrolla en su Fundamento Jurídico Segundo sistemáticamente los 
principios generales informadores del marco de relaciones interadministrativas entre 
Entes Locales, citando el deber de información del artículo 56 de la LRBRL , que recae 
sobre las Entidades Locales respecto de las Administraciones estatal y autonómica, la 
cooperación entre las Entidades Locales de los artículos 57 y 58, la coordinación de las 
actividades de la Administración Local por parte del Estado y de las Comunidades 
Autónomas, que recoge el artículo 59, y la atribución a las Comunidades Autónomas, 
por el artículo 62, de la facultad decisoria respecto de aquellas actividades cuya 
naturaleza haga muy difícil o inconveniente la asignación diferenciada de la misma.
927
 
Veamos a continuación cómo se manifiestan cada uno de estos principios en el 
tratamiento de la cuestión metropolitana. 
4.2.2. Principios de colaboración, cooperación y coordinación 
En primer lugar nos llama la atención la costumbre acerca de mencionar conjuntamente 
los conceptos colaboración, cooperación y coordinación, empleándolos de manera 
equivalente e indistinta como principios de relación interadministrativa cuando hay 
importantes diferencias. Las más señaladas “se producen siempre entre los conceptos de 
cooperación y colaboración que, bien se entiende como el principio común que aglutina 
como técnicas a las dos anteriores, bien se equipara directamente al de cooperación.”928 
Nosotros consideramos que existe un principio general de colaboración, que comporta 
una modulación de la independencia y separación de las instancias central y autonómica 
en el ejercicio de los poderes que a cada una de ellas corresponde. Este principio general 
reúne dentro de él tres grandes contenidos básicos: la colaboración en sentido estricto, la 
coordinación y la cooperación.
929
 
Veamos a continuación de forma individualizada, las características de cada uno de 
estos tres principios. 
4.2.2.1. Principio de colaboración 
                                                  
927 BANDRÉS SÁNCHEZ-CRUZAT, J. M., “Relaciones interadministrativas de cooperación y 
coordinación y áreas metropolitanas…”. Op. cit., p. 634. 
928 En este sentido, BARRIO GARCÍA, G., “Principios de relación entre Administraciones públicas”. Op. 
cit., p. 69. 
929 Véase en este sentido, TAJADURA TEJADA, J., “El principio de cooperación en el Estado 
autonómico…”, op. cit., pp. 75-77. 
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La confluencia de distintas Administraciones sobre un mismo espacio físico, una 
actividad o sector, es lo que ha venido caracterizando el desarrollo del Estado 
autonómico. Con el objetivo de favorecer la debida articulación entre la pluralidad de 
Administraciones intervinientes, la colaboración debe erigirse en el principio rector del 
sistema de relaciones administrativas.
930
 
Cabe entender la colaboración como “el deber de todas las Administraciones 
Públicas de ponderar y respetar, en sus respectivas actuaciones, la totalidad de los 
intereses públicos implicados y, en concreto, los intereses particulares y legítimos cuya 
gestión le esté encomendada a las demás Administraciones Públicas.”931 
Como bien reconoce la doctrina, la Constitución no declara expresamente la 
existencia de un deber de colaboración entre las distintas instancias territoriales, sino 
que, como es sabido, “el origen y desarrollo de este principio presenta una base 
eminentemente jurisprudencial.” Así, el TC en su Sentencia 18/1982, de 4 de mayo, 
afirma en relación con el citado principio que “este deber, que no es menester justificar 
en preceptos concretos, se encuentra implícito en la propia esencia de la forma de 
organización territorial del Estado que se implanta en la Constitución.” (FJ 14º) 
Es, por lo tanto, un deber de actuación, no es de ejercicio voluntario de las 
Administraciones. Como señala el profesor TAJADURA TEJADA, “viene exigida por 
la circunstancia de que, en ocasiones, el correcto ejercicio de una competencia propia 
requiera la actuación de otra instancia.”932 Así pues, como de forma reiterada sostiene la 
jurisprudencia constitucional, dicho deber de colaboración es inherente o esencial al 
modelo de organización territorial del Estato.
933
 
                                                  
930 En este sentido, BARRIO GARCÍA, G., “Principios de relación entre Administraciones públicas”. 
Anuario da Facultade de Dereito da Universidade da Coruña, N.º 4, 2000, p. 67. 
931 BARRIO GARCÍA, G., “Principios de relación entre Administraciones públicas”. Op. cit., p. 69. 
932 TAJADURA TEJADA, J., “El principio de cooperación en el Estado autonómico…”, op. cit., p.57. 
933 Véanse al respeto la STC 80/1985, de 4 de julio, que establece lo siguiente: 
“el Estado y las Comunidades Autónomas están sometidos recíprocamente a un deber general de 
colaboración, que no es preciso justificar en preceptos concretos (Sentencia núm. 18/1982, de 4 de mayo), 
porque es de esencia al modelo de organización territorial del Estado implantado por la Constitución.”. 
(FJ 2º) 
Así también, en este sentido, la STC 96/1986, de 10 de julio dispone: 
“el principio de colaboración ha de inspirar las relaciones entre el Estado y la Comunidad Autónoma.” (FJ 
3º) 
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Sin embargo, del Tribunal Constitucional emana constante jurisprudencia que ha 
proclamado que dicho deber de colaboración es inherente o esencial al modelo de 
organización territorial del Estado.  
Como señala PARADA VÁZQUEZ, “sería una consecuencia o derivación directa 
del principio de solidaridad del artículo 2 de la Constitución Española, que garantiza 
para todas las nacionalidades y regiones que integran la Nación.”934 
Junto al principio de solidaridad, BARRERO GARCÍA añade asimismo como 
fundamento del principio de colaboración, el de eficacia y eficiencia en la actuación de 
los poderes públicos que se recoge en el artículo 103.1 de la CE. 
Si bien, como destaca BARRIO GARCÍA, de la vulneración de dicho principio no se 
derivan consecuencias prácticas, “sino va acompañada de la violación de un precepto 
del denominado bloque de la constitucionalidad.”935 
Aunque no reciba un reconocimiento expreso por la Constitución Española, el 
principio de colaboración se infiere del contenido del artículo 4 de la LPC, antes citado. 
Así pues, como reconoce TAJADURA TEJADA,  
“este texto no hace sino dar forma legal positiva a la doctrina formulada por el 
Tribunal Constitucional respecto del principio de colaboración entre las distintas 
instancias del gobierno y, muy especialmente, entre la Administración central y las 
Administraciones de las Comunidades Autónomas.”936 
Por lo que a las Entidades Locales se refiere, que es lo que a nosotros nos interesa, el 
principio de colaboración podría fundamentar la formación de entidades 
intermunicipales que asuman funciones que, o bien no pueden llevar a cabo los 




4.2.2.2. Principio de cooperación 
Una vez analizado el principio de colaboración, vemos que a dicho principio va 
unido el principio de cooperación, que PARADA VÁZQUEZ define como “una 
                                                  
934 PARADA VÁZQUEZ, R., Derecho Administrativo II. Organización y empleo público. Marcial Pons, 
Ediciones Jurídicas y Sociales, S.A. (11ª Ed.), Madrid, 1997, p. 70.  
935 BARRIO GARCÍA, G., “Principios de relación entre Administraciones públicas”. Op. cit., p. 68. 
936 TAJADURA TEJADA, J., “El principio de cooperación en el Estado autonómico…”, op. cit., p. 78. 
937 GARCÍA RUBIO, F., “El espacio local supramunicipal”. Op. cit., p. 162. 
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coordinación voluntaria desde una posición de igualdad de los diversos Entes públicos 
sin imperatividad ni coacción para su cumplimiento, y que nace como consecuencia de 
la generalización del principio de autonomía.”938 
La cooperación deberá ser establecida de común acuerdo por las partes interesadas 
en una determinada actuación conjunta y ello porque aunque las partes no pueden 
disponer sobre el sistema de distribución de competencias, sí pueden hacerlo sobre el 
modo de ejercer las mismas.”939 
No obstante, algunos autores advierten que si bien la gestión política española, en lo 
relativo al proceso de transformación de las formas organizativas de las 
Administraciones públicas, se encaminó hacia técnicas de cooperación “que por lo 
menos sobre el papel pretenden facilitar la cooperación administrativa, la flexibilidad en 
la gestión de los recursos productivos y la introducción de criterios de eficiencia y 
eficacia”, sin embargo estas técnicas no dieron los resultados esperados ya que en 
nuestro país “no existe tradición ni cultura política de cooperación.”940 
En este sentido PARADA VÁZQUEZ duda de la eficacia de este principio, dado que 




Y ello es así porque como señala GARCÍA RUBIO, la cooperación es una mera 
colaboración administrativa “que tiene carácter voluntario y que supone una 
participación entre iguales para la consecución de objetivos comunes o simplemente 
para suministro de datos, etc.”942 
Así pues, esta cooperación se ejerce voluntariamente y dentro del marco 
competencial, sin mermar las competencias que cada una de las partes tenga. Requiere 
métodos flexibles y adecuados de convergencia que aumenten la eficacia de las 
                                                  
938 PARADA VÁZQUEZ, R., Derecho Administrativo II. Organización y empleo público. Marcial Pons, 
Ediciones Jurídicas y Sociales, S.A. (11ª Ed.), Madrid, 1997, p. 69. En el mismo sentido, véase BARRIO 
GARCÍA, G., “Principios de relación entre Administraciones públicas”. Op. cit., p. 70. 
939 TAJADURA TEJADA, J., “El principio de cooperación en el Estado autonómico…”, op. cit., p. 84. 
940 CADAVAL SAMPEDRO, M. y CARAMÉS VIÉITEZ, L., Os municipios Galegos: entre o 
minifundismo e a ineficiencia…”. Op. cit., p. 63. 
941 PARADA VÁZQUEZ, R., Derecho Administrativo II. Organización y empleo público. Marcial Pons, 
Ediciones Jurídicas y Sociales, S.A. (11ª Ed.), Madrid, 1997, p. 69. 
942 GARCÍA RUBIO, F., “El espacio local supramunicipal”. Revista General de Derecho Administrativo, 
N.º 14, 2007, p. 163. 
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actuaciones administrativas y disminuyan la conflictividad entre poderes.
943
 
Este carácter negocial, pactado, entre las distintas Administraciones lo confirma el 
artículo 57 de la LRBRL cuando establece que, 
 “la cooperación económica, técnica y administrativa entre la Administración 
Local y las Administraciones del Estado y de las Comunidades Autónomas, tanto en 
servicios locales como en asuntos de interés común, se desarrollará con carácter 
voluntario, bajo las formas y en los términos previstos en las leyes …” 
La voluntariedad que caracteriza al principio de cooperación se pone de manifiesto 
en la jurisprudencia constitucional, “cuya invocación del principio de cooperación se 
caracteriza por la debilidad de su fuerza vinculante.”944 
De esta forma, la STC 64/1982, de 4 de noviembre, se expresa en el siguiente tenor, 
“siendo aconsejable una adecuada colaboración entre la Administración del 
Estado y la de la Comunidad Autónoma que ayude a buscar soluciones equitativas. 
Esa colaboración, conviene señalarlo, es necesaria para el buen funcionamiento de un 
Estado de las Autonomías, incluso al margen de la distribución constitucional y 
estatutaria de las competencias respectivas.” (FJ 8º) 
No obstante, el propio TC manifiesta en su Sentencia 77/1984, de 3 de julio, que, 
“Lo que sí parece aconsejable es que se busquen soluciones de cooperación dentro 
del respeto a las respectivas competencias, aunque es evidente que la decisión final 
corresponderá al titular de la competencia prevalente.” (FJ 3º) 
Así pues, las relaciones de cooperación son relaciones interadministrativas de 
funcionamiento, en las que cada Administración Pública actúa en el ejercicio de sus 
competencias propias, sin que se altere su titularidad. Para la realización eficaz de los 
intereses públicos (como por ejemplo la protección del medio ambiente, o la prestación 
de una educación de calidad), no es suficiente una mera colaboración mutua entre las 
Administraciones públicas, sino que es preciso alcanzar una actuación consensuada e, 
incluso, conjunta.  
Estas relaciones de cooperación, al igual que el deber de colaboración, tienen por 
fundamento el principio de eficacia del conjunto del sistema administrativo. Dado que 
cada Administración actúa en ejercicio de sus competencias propias, estas relaciones de 
                                                  
943 TAJADURA TEJADA, J., “El principio de cooperación en el Estado autonómico…”, op. cit., p. 83. 
944TAJADURA TEJADA, J., “El principio de cooperación en el Estado autonómico…”, op. cit., p. 85. 
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cooperación están basadas en un principio de paridad, es decir, las Administraciones 
que intervienen se sitúan al mismo nivel. 
Las relaciones interadministrativas de cooperación pueden tener objetos muy 
diversos, y entre ellos encontramos aquellos supuestos de cooperación horizontal entre 
Administraciones del mismo nivel con idénticas competencias materiales, pero en 
ámbitos territoriales diversos, con el objeto de aunar esfuerzos y mejorar la eficiencia en 
la prestación de servicios municipales. 
4.2.2.3. Principio de coordinación 
El principio de coordinación administrativa pretende conjugar diversas actividades 
en el logro de una misma finalidad evitando la reduplicación de esfuerzos y las acciones 
divergentes e, incluso, contradictorias. Este principio puede aplicarse en las 
organizaciones jerarquizadas para armonizar esfuerzos de cara a conseguir el mismo 
objetivo, y también entre organizaciones distintas, para asegurar la supremacía que 
corresponde a una de aquellas sobre las demás, como ocurre en las relaciones del Estado 
con las Comunidades Autónomas o de éstas con las Entidades Locales, a salvaguarda 
del principio de autonomía que les inmuniza contra la coacción que el órgano 
coordinador tuviera necesidad de ejercitar.
945
 
ORTEGA ÁLVAREZ menciona que el TC
946
 ha destacado que los principios de 
unidad del sistema y de eficacia administrativa, referida al conjunto de la 
Administración Pública, “permiten, cuando no imponen” al legislador establecer 
fórmulas de actuación entre las que se encuentra la coordinación. 
                                                  
945 PARADA VÁZQUEZ, R., Derecho Administrativo II. Organización y empleo público. Marcial Pons, 
Ediciones Jurídicas y Sociales, S.A. (11ª Ed.), Madrid, 1997, pp. 65-68. 
946 La STC 27/1987, de 27 de febrero, dispone al respecto que, 
  “dado que cada organización territorial dotada de autonomía es una parte del todo, no cabe 
deducir de la Constitución que, en todo caso, corresponda a cada una de ellas un derecho o facultad que le 
permita ejercer las competencias que le son propias en régimen de estricta y absoluta separación. Por el 
contrario, la unidad misma del sistema en su conjunto, en el que las diferentes entidades autónomas se 
integran, así como el principio de eficacia administrativa (art. 103.1 de la C.E.), que debe predicarse no 
sólo de cada Administración Pública, sino del entero entramado de los servicios públicos, permiten, 
cuando no imponen, al legislador establecer fórmulas y cauces de relación entre unas y otras 
Administraciones locales y de todas ellas con el Estado y las Comunidades Autónomas, en el ejercicio de 
las competencias que para la gestión de sus intereses respectivos les correspondan. 
 Entre tales fórmulas de relación interadministrativa y de conformidad, en su caso, con los 
correspondientes Estatutos de Autonomía, el legislador puede disponer la coordinación de la actividad de 
las Corporaciones Locales por el Estado o por las Comunidades Autónomas, según el régimen de 
distribución de competencias entre aquél y éstas.” (FJ 2º) 
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En base por lo tanto, a estos principios de unidad y eficacia, así como al de lealtad 
constitucional (que implica una abstención de realización de políticas que impidan la 
consecución del objetivo general), la coordinación competencial opera como un límite a 
la plena disposición de la competencia por parte del ente sometido a coordinación, el 
cual,  por el principio de autonomía, no está obligado a colaborar en dicha política, pero 
sí a no entorpecerla practicando políticas distorsionantes.
947
 
El principio de coordinación, a diferencia de los de colaboración y cooperación, sí es 
mencionado por la Constitución Española en el artículo 103.1, al disponer que “la 
Administración Pública … actúa de acuerdo con los principios de eficacia, jerarquía, 
descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento pleno a la ley y 
al Derecho.” 
GARCÍA TREVIJANO Y MORET MILLAS, en su análisis del artículo 103 de la 
Constitución Española, afirman que,  
“el principio de coordinación es quizá uno de los más útiles para lograr una 
actuación eficaz por parte de las Administraciones públicas, máxime si se tiene en 
cuenta la yuxtaposición que en numerosas ocasiones se produce, con un mayor o 
menor alcance, entre competencias de distintas Administraciones públicas. No en 
vano el Tribunal Constitucional  ha recordado reiteradamente la necesidad de que las 
Administraciones se coordinen, lo que, entre otras cosas, evitaría un gran número de 
conflictos de competencias. Concretamente, por referencia al artículo 103.1 de la 
Constitución, en su sentencia 109/1998, de 21 de mayo, aludía al principio 
constitucional de eficacia como origen de los instrumentos coordinadores en 
general.”948 
Para el TC, la coordinación general “debe ser entendida como la fijación de medios y 
de sistemas de relación que hagan posible la información recíproca, la homogeneidad 
técnica en determinados aspectos y la acción conjunta de las autoridades estatales y 
                                                  
947 ORTEGA ÁLVAREZ, L., “Los principios constitucionales sobre el Régimen Local…”, op. cit., 
pp.173-174. 
948 Puede consultarse GARCÍA TREVIJANO, E. y MORET MILLÁS, V., Sinopsis del artículo 103 de la 
Constitución Española de 1978. 
Enlace web:  
http://www.congreso.es/consti/constitucion/indice/sinopsis/sinopsis.jsp?art=103&tipo=2 (Último acceso: 
30.08.2015). 
La precitada STC 109/1998, de 21 de mayo establece expresamente lo siguiente,  
“el Plan Único de Cataluña es, sustancialmente un instrumento de la actividad coordinadora atribuida a la 
Comunidad Autónoma, con el que se persigue la más adecuada armonización de la actividad de las 
diversas Administraciones públicas implicadas. Conveniente concertación que, en aras del principio 
constitucional de eficacia (art. 103.1 C.E.), se halla en el origen de los instrumentos coordinadores en 
general y del Plan Unico de Obras y Servicios de Cataluña en particular, de suerte que este no puede 
quedar vaciado de contenido.” (FJ 11º) 
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comunitarias en el ejercicio de sus respectivas competencias de tal modo que se logre la 
integración de actos parciales en la globalidad del sistema.” 949 
Además, la coordinación supone, dice el TC,  
“un límite al pleno ejercicio de las competencias propias de las Corporaciones 
Locales y como tal, en cuanto que afecta al alcance de la autonomía local 
constitucionalmente garantizada, sólo puede producirse en los casos y con las 
condiciones previstas en la Ley.”950 
 
Para los Entes Locales, el principio de coordinación es un principio de obligado 
cumplimiento. Por ello, señala FERREIRA FERNÁNDEZ que “nuestro ordenamiento 
jurídico hace de él un principio de general aplicación a todas las administraciones, tal y 
como prescriben, entre otros, los artículos 4.4 de la Ley de régimen jurídico de las 
Administraciones públicas y del procedimiento administrativo común o los artículos 
10.1 o 57 de la Ley reguladora de las bases del régimen local.”951 
Este principio se caracteriza, por lo tanto, por la imposición unilateral y coercitiva a 
otro ente que, aun manteniendo sus competencias ve acotado el ámbito de su autonomía 
por la actuación coordinadora. Si bien, este principio no debe confundirse con jerarquía, 
pues quien coordina debe respetar las competencias del coordinado. El coordinado 
mantiene tanto la titularidad como el ejercicio de sus competencias, que se ven limitadas 
pero no sustituidas por la voluntad de quien coordina. 
952
 Así lo dispone la STC 
27/1987, de 27 de febrero,  
“Entre tales fórmulas de relación interadministrativa y de conformidad, en su 
caso, con los correspondientes Estatutos de Autonomía, el legislador puede disponer 
la coordinación de la actividad de las Corporaciones Locales por el Estado o por las 
Comunidades Autónomas, según el régimen de distribución de competencias entre 
aquél y éstas. Como ha tenido ocasión de declarar este Tribunal en anteriores 
decisiones (SSTC 32/1983, de 28 de abril, y 42/1983, de 20 de mayo, entre otras), tal 
coordinación no supone, sin embargo, una sustracción o menoscabo de las 
competencias de las entidades sometidas a la misma; antes bien, presupone 
lógicamente la titularidad de las competencias en favor de la entidad coordinada.” 
(FJ 2º) 
De esta manera, añade esta misma sentencia,  
                                                  
949 STC 32/1983, de 28 de abril de 1983, FJ 2º. 
950 STC 27/1987, de 27 de febrero de 1987, FJ 2º 
951 FERREIRA FERNÁNDEZ, A. X., “La cooperación municipal en España: los entes supramunicipales 
en el ordenamiento jurídico español”. Urban Public Economics Review, N.º 6, 2006, p. 70. 
952 BARRIO GARCÍA, G., “Principios de relación entre Administraciones públicas”. Op. cit., p. 71. 
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“los medios y técnicas de coordinación deben respetar un margen de libre decisión 
o de discrecionalidad en favor de las Administraciones sujetas a la misma, sin el cual 
no puede existir verdadera autonomía.” (FJ 6º) 
Así pues, el TC señala las diferencias entre este principio y el de 
colaboración/cooperación. Así, 
“La diferencia existente entre las técnicas de cooperación y las de coordinación 
encuentra, en efecto, una adecuada expresión en la LRBRL, dado que, junto a los 
artículos 57 y 58, en los que se expresan esas técnicas cooperativas, ya sea funcional 
u orgánicamente, en los artículos 10.2, 59 y 62, se concretan facultades de 
coordinación de las Administraciones públicas. Si bien tanto unas como otras 
técnicas se orientan a flexibilizar y prevenir disfunciones derivadas del propio 
sistema de distribución de competencias, aunque sin alterar, en ninguno de los casos 
la titularidad y el ejercicio de las competencias propias de los entes en relación, lo 
cierto es que las consecuencias y efectos dimanantes de unas y otras no son 
equiparables. La voluntariedad en el caso de la cooperación frente a la imposición en 
la coordinación ya que toda coordinación conlleva un cierto poder de dirección, 
consecuencia de la posición de superioridad en que se encuentra el que coordina 
respecto al coordinado es, por si mismo, un elemento diferenciador de primer orden, 
lo que explica y justifica que, desde la perspectiva competencial, distintas hayan de 
ser las posibilidades de poner en practica unas otras fórmulas.”953 
El artículo 7 de la LRBRL, que realiza una primera aproximación a la coordinación 
de las actuaciones de las Entidades Locales, establece que, 
“Las competencias propias de los Municipios, las Provincias, las Islas y demás 
Entidades Locales territoriales solo podrán ser determinadas por Ley y se ejercen en 
régimen de autonomía y bajo la propia responsabilidad, atendiendo siempre a la 
debida coordinación en su programación y ejecución con las demás 
Administraciones públicas.” 
El artículo 10.1 de la LRBRL, y también los artículos 55 y 58, regulan la que la 
doctrina denomina coordinación formal (o procedimental)
954
, referida a la técnica de 
interrelación que opera sobre los sujetos de la actividad, generando acuerdos 
consentidos o de autocoordinación
955
. Dice el apartado primero del artículo 10: 
“La Administración Local y las demás Administraciones públicas ajustarán sus 
relaciones recíprocas a los deberes de información mutua, colaboración coordinación 
y respeto a los ámbitos competenciales respectivos.” 
                                                  
953 STC 214/1989, de 21 de diciembre de 1989. (FJ 19F)). 
954 Así la denomina L. ORTEGA ÁLVAREZ (“Los principios constitucionales sobre el Régimen 
Local…”, op. cit., p. 174). 
955 SÁNCHEZ-CRUZAT, J. M., “Relaciones interadministrativas de cooperación y coordinación…”, op. 
cit., p. 635. 
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Por su parte, el artículo 10.2 de la LRBRL, que como señala ORTEGA ÁLVAREZ 
se refiere a la coordinación competencial
956
, dispone que, 
“Procederá la coordinación de las competencias de las entidades locales entre sí y, 
especialmente, con las de las restantes Administraciones públicas, cuando las 
actividades o los servicios locales trasciendan el interés propio de las 
correspondientes Entidades, incidan o condicionen relevantemente los de dichas 
Administraciones o sean concurrentes o complementarios de los de estas.” 
Y añade en el apartado 4 de dicho artículo que “Las funciones de coordinación serán 
compatibles con la autonomía de las Entidades Locales.” 
Así el TC, en su ya citada Sentencia 27/1987, de 27 de febrero, declara que,  
“La coordinación implica la fijación de medios y de sistemas de relación que 
hagan posible la información recíproca, la homogeneidad técnica en determinados 
aspectos y la acción conjunta de las administraciones coordinadora y coordinada en 
el ejercicio de sus respectivas competencias.” (FJ 2º) 
Esta coordinación, por otro lado, y según este mismo Fundamento Jurídico, 
“constituye un límite al pleno ejercicio de las competencias propias de las 
Corporaciones Locales y como tal, en cuanto que afecta al alcance de la autonomía 
local constitucionalmente garantizada, sólo puede producirse en los casos y con las 
condiciones previstas en la Ley”.  
Finalmente, establece esta Sentencia que, 
“en cualquier caso, los medios y técnicas de coordinación deben respetar un 
margen de libre decisión o de discrecionalidad a favor de las Administraciones 
sujetas a la misma, sin el cual no puede existir verdadera autonomía”. (FJ 6º) 
4.2.2.4. Aplicación al ámbito metropolitano 
El Área Metropolitana como fórmula organizativa jurídico-administrativa se sitúa en 
la órbita de las técnicas administrativas de coordinación, y, por tanto, de soluciones 
impuestas por parte de la Administración de ámbito territorial superior, la autonómica, 
                                                  
956 En este apartado 2 del artículo 10 de la LRBRL se regula la coordinación competencial, cuyo objetivo, 
según L. ORTEGA ÁLVAREZ (“Los principios constitucionales sobre el Régimen Local…”, op. cit., p. 
174), es el de “impedir que la incidencia de las competencias locales sobre las de otras administraciones 
superiores pueda entorpecer los objetivos políticos de entes ordinamentalmente superiores.” 
La coordinación material, como la denomina J. M. BRANDRÉS SÁNCHEZ-CRUZAT (“Relaciones 
interadministrativas de cooperación y coordinación…”, op. cit., p. 635), “a la que se refieren sin 
calificarla los artículos 10.2 y 59 de la LRBRL, versa sobre el contenido de los asuntos y consagra un 





En relación con lo supramunicipal, distinguimos con GARCÍA RUBIO entre, por un 
lado, funciones propias que requieren de una entidad coordinadora o superior a los 
intereses meramente municipales, y por otro lado, asuntos que requieren de cooperación 
o de colaboración interadministrativa entre diversos Municipios, para asumir funciones 
que, o bien no pueden llevar a cabo los Municipios por si mismos dado su escaso 
tamaño, o bien requieren necesariamente de esa cooperación interadministrativa.
958
 
Atendiendo al concepto jurídico indeterminado de “necesariedad” para el interés 
público, los principios materiales de eficacia y coordinación de la actuación 
administrativa, reconocidos en el artículo 103.1 CE, habrán de actuar como “directrices 
constitucionales enmarcadotas, fundamentadotas y limitantes de la libertad de decisión 
de las Comunidades Autónomas en el ejercicio de su competencia exclusiva para crear, 
modificar o suprimir áreas metropolitanas.”959 
La coordinación supone, desde este punto de vista, la atribución a un ente del poder y 
los medios necesarios para orientar o dirigir de manera decisoria el ejercicio de las 
competencias propias de otro ente distinto en orden a la consecución de comunes 
objetivos. Significa, en suma, una actuación armónica, una acción de conjunto de dos o 
más Administraciones públicas en aras de la defensa de superiores intereses.”960 
Así, BARRERO RODRÍGUEZ señala que la coordinación y la planificación 
constituyen los dos pilares básicos de la acción metropolitana llamados a soportar el 
peso de la actividad de la Administración metropolitana, pero no establece, en cambio, 
                                                  
957 En este sentido, TOSCANO GIL, F., “Áreas metropolitanas: Diversidad jurídica y planificación 
territorial”. Op. cit., p. 76. 
958 GARCÍA RUBIO, F., “El espacio local supramunicipal”. Op. cit., pp. 162-163. 
959 IBARRA ROBLES, J. L., “El hecho metropolitano como ámbito territorial significativo…”, op. cit., p. 
115. 
960 Así lo explica M. C. BARRERO RODRÍGUEZ (Las Áreas Metropolitanas. Op. cit., p. 161). 
Así lo manifiesta J. M. BANDRÉS SÁNCHEZ-CRUZAT (“Relaciones interadministrativas de 
cooperación y coordinación…”, op. cit., pp. 644-645). Además, este autor señala que es en la regulación 
que la LRBRL hace de las áreas metropolitanas como Entidades Locales donde afloran con naturalidad 
las técnicas de coordinación con una sustantividad propia y específica, que las protege además de 
contingencias propicias al vaciamiento al incluirse entre sus competencias ordinarias. Y son estas 
instituciones locales las que deben satisfacer los deseos de eficacia que expresa para el funcionamiento de 
las Administraciones Públicas el artículo 103 de la Constitución, para su inserción plena en el servicio al 
interés general.  
La legislación de régimen local confía en que las relaciones interadministrativas de cooperación y 
coordinación entre Administraciones Públicas locales se desarrollen en el marco preciso de las Áreas 
Metropolitanas, como Ente local capaz de asegurar la coherencia de la acción administrativa en ese 
definido ámbito territorial. 
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cuáles son las materias sobre las que haya de desplegarse una acción de esta naturaleza. 
Cualquier obra o servicio que cumpla el requisito legal puede, en principio, ser objeto 
de la acción de esta Entidad.
961
 
En definitiva, entendemos con la autora que el hecho de que las Áreas 
Metropolitanas pueden desarrollar una actividad coordinadora sobre los Municipios es 
algo que no admite discusión. La coordinación es una actividad permisible y lícita 
siempre que no suponga lesión o privación de competencias locales.” Ello es así dado 
que “el Pleno metropolitano lleva impreso en su propia naturaleza el sello de la 
coordinación, nacido de la presencia en él de todos los Ayuntamientos del Área.”962 
4.2.3. Principio de Subsidiariedad 
La formulación de este principio se aprecia de manera clara en el texto de la Carta 
Europea de Autonomía Local (en adelante, CEAL). En su Preámbulo, los Estados 
miembros del Consejo de Europa firmantes de la misma manifiestan, entre los 
Considerandos, su convencimiento de que es el nivel local donde el derecho de los 
ciudadanos a participar en la gestión de los asuntos públicos puede ser ejercido más 
directamente. 
Esta afirmación se va a reproducir en el cuerpo de la CEAL, concretamente en el 
apartado 3 de su artículo 4, donde dispone que, 
“El ejercicio de las competencias públicas debe, de modo general, incumbir 
preferentemente a las autoridades más cercanas a los ciudadanos. La atribución de 
una competencia a otra autoridad debe tener en cuenta la amplitud o la naturaleza de 
la tarea o las necesidades de eficacia o economía.” 
Así pues, aunque el concepto no está presente en el texto de la CEAL, no podemos 
obviar el reconocimiento de su significado, que aquí aparece íntimamente ligado al 
principio de la Autonomía Local. 
El espíritu del principio de subsidiariedad es el que inspira los procesos 
descentralizadores. Con él se busca trasladar la capacidad para resolver los problemas al 
nivel en que estos se producen y pueden ser tratados con mejor conocimiento de causa; 
esto es, se persigue la resolución de las cuestiones planteadas en aquel nivel en el que 
                                                  
961 BARRERO RODRÍGUEZ, M. C., Las Áreas Metropolitanas. Op. cit., p. 89. 
962 BARRERO RODRÍGUEZ, M. C., Las Áreas Metropolitanas. Op. cit., pp. 164-172. 
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mejor se conozcan, y que no suele ser el vértice más alto de la organización.
963
 
De esta forma, la idea de subsidiariedad quiere decir que la autoridad, las tareas y las 
funciones deben localizarse en el nivel más bajo donde puedan desempeñarse 
correctamente. Dichas funciones deben ser suplementadas por los esfuerzos de los 




En el Libro Blanco Para la Reforma del Gobierno Local se justifica la necesidad de 
incorporar este principio a nuestro Ordenamiento interno basándose en el hecho de que, 
“el principio de autonomía no ha bastado para atribuir a los entes locales un 
contenido competencial determinado, haciéndose necesario incorporar formalmente a 
nuestro ordenamiento jurídico el principio de subsidiariedad, ampliamente 
desarrollado en los últimos años en el marco del Derecho comunitario europeo, al 
objeto de delimitar y fortalecer las competencias locales, así como adecuarlas de 
forma flexible a la diversidad de entidades que componen el nivel de gobierno local.”  
En cuanto al alcance de dicho principio, el Libro Blanco señala que, 
“La subsidiariedad, según el Derecho comunitario europeo, presenta una doble 
dimensión, al introducir los criterios de proximidad en la atribución de las 
competencias y de eficacia en la distribución de las competencias públicas. A ello 
hay que añadir que la subsidiariedad trae implícito un criterio de intensidad en la 
intervención, acorde con el principio de proporcionalidad, que puede ser muy 
relevante al determinar la intervención que corresponda a cada una de las 
administraciones implicadas en los casos de concurrencia o de competencias 
compartidas.” 
Así pues, en el Libro Blanco se contiene la siguiente recomendación dirigida al 
legislador, “la legislación básica de régimen local debe establecer los trazos básicos de 
su contenido y su operatividad, en conexión con el principio de proximidad establecido 
en el artículo 4.3 de la CEAL.”965 
                                                  
963  GALOFRÉ ISART, A., “La descentralización en las Administraciones Locales. Análisis de 
experiencias”. Descentralización funcional, territorial y virtual de los servicios públicos locales, VI 
Seminario sobre Gestión Pública Local (2000) , Ayuntamiento de Gijón, 2001, p. 21. 
964 En este sentido, véase a DROR, Y., “La capacidad de gobernar: avance del informe al Club de Roma 
para los participantes en la IV Cumbre Iberoamericana de Jefes de Estado y de Gobierno”. Cartagena de 
Indias, junio de 1994, Círculo de Lectores, pp. 327-328. 
965
 Libro Blanco para la Reforma del Gobierno Local. Ministerio de Administraciones públicas, 
Secretaría de Estado de Cooperación Territorial, Madrid, 2005, pp. 53-55. 
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No obstante, las últimas reformas de la legislación local, concretamente la LRSAL, 
parece haber olvidado estas indicaciones. 
4.2.4. Principio de Diferenciación 
Desde hace ya algunos años se viene propugnando por un destacado sector de la 
doctrina municipalista española la aplicación en nuestro Derecho local del llamado 
principio de diferenciación.
 966 
Este principio forma, junto con el principio de equiparación, las dos vertientes del 
principio de igualdad. Como expone FERNÁNDEZ RUÍZ-GÁLVEZ, “Dada la 
imposibilidad de otorgar el mismo trato a todas las personas y a todas las situaciones, el 
Derecho, las normas jurídicas, proceden necesariamente mediante distinciones 
normativas.”967 
El principio de diferenciación o de diversidad en el Derecho local puede concretarse 
en la necesidad de tener en cuenta la diversa naturaleza de las muchas situaciones que 
puedan darse en la realidad objeto de este concreto sector del ordenamiento jurídico-
administrativo, y en la consiguiente aplicación de fórmulas o técnicas jurídicas distintas, 
ajustables a cada una de estas situaciones.”968 
Por lo tanto, el principio de diferenciación sería una exigencia derivada del principio 
de eficacia reconocido por el artículo 103.1 de la CE. 
En base a lo expuesto en estas líneas, los Estatutos de Autonomía de segunda 
generación, partiendo de una interpretación menos extensa de las Bases del régimen 
local de las realizadas hasta el momento, han procedido a asumir nuevas competencias 
                                                  
966 De este modo, E. FERNÁNDEZ RUÍZ-GÁLVEZ (“Principio de equiparación y principio de 
diferenciación. Su articulación práctica”. Anuario de Filosofía del Derecho, N.º XI, 1994, p.142), señala 
se entiendo por el principio de diferenciación, aquel que exige un trato diferenciado de las personas o 
situaciones entre las que existen diferencias relevantes a los efectos de la regulación jurídica de que se 
trate. 
También E. CARMONA CUENCA (“El principio de igualdad material en la Jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional”. Revista de Estudios Políticos (Nueva Época), N.º 84, abril-junio 1994, p. 270)  se refiere 
al principio de diferenciación cuando, al reconocer al principio de igualdad como uno de los valores 
superiores del Ordenamiento Jurídico, señala que corresponde a las autoridades públicas ordinarias 
estimar si existen circunstancias que lleven “a adoptar una decisión que entrañe una diferenciación de 
regímenes jurídicos”. 
 
967 FERNÁNDEZ RUÍZ-GÁLVEZ, E., “Principio de equiparación y principio de diferenciación. Su 
articulación práctica”. Anuario de Filosofía del Derecho, N.º XI, 1994, p.142 
968 Así lo entendemos con F. TOSCANO GIL (El fenómeno metropolitano y sus soluciones jurídicas. Op. 
cit., pp. 234-237). 
 465 
sobre el régimen local y a introducir una regulación sustantiva de éste, formulando 
jurídicamente como tal el principio de diferenciación en lo local. 
Cabe mencionar, entre otros ejemplos, los artículos 84.3 y 88 de la Ley Orgánica 
6/2006, de 19 de julio, de reforma del Estatuto de Autonomía de Cataluña
969
; los 
artículos 94 y 98.2 de la Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo, de reforma del Estatuto 
de Autonomía para Andalucía
970
; y el artículo 85.1 de la Ley Orgánica 5/2007, de 20 de 
abril, de reforma del Estatuto de Autonomía de Aragón.
971
 
La solución jurídica del hecho metropolitano se encuentra regida en nuestro país, 
afirma TOSCANO GIL, por el principio de diferenciación, pues este fenómeno se 
enfrenta en el territorio del Estado con técnicas diversas, distintas entre sí, sin que su 
solución se tenga que limitar necesariamente a la fórmula prevista en el artículo 43 de la 
LRBRL. En este sentido, manifiesta el autor que,  
“el uso de unas u otras técnicas resulta también diferenciado en función de aquella 
zona del territorio español en que se pretenda la solución del mismo, decantando las 
peculiaridades propias de cada territorio y de cada comunidad política, en buena 
medida, la opción por unas o por otras.  
Pero también debe decirse que, al mismo tiempo, la técnica elegida para solventar 
el fenómeno metropolitano puede encontrar construcciones diversas, variando el 
acabado de las mismas en la norma autonómica aplicable al territorio de que se trate, 
e incluso variando el acabado de una misma técnica jurídica en las distintas áreas 
metropolitanas de una misma Comunidad Autónoma, si ésta contara con más de una. 
Todo esto responde, en definitiva, al reconocimiento de la diversidad del fenómeno 
metropolitano y sus soluciones jurídicas.”972 
Corresponde por lo tanto al legislador autonómico interiorizar el principio de 
diferenciación aplicado al fenómeno metropolitano, el cual, como asunto de interés 
local dotado de un alto grado de interiorización autonómica, se sitúa entre las cuestiones 
que en Derecho local son susceptibles de ser abordadas desde la óptica de la 
diferenciación en su regulación por el legislador estatutario y autonómico. Aunque, 
como señala TOSCANO GIL,  
“también las entidades locales, como entes dotados de autonomía, en el ejercicio 
de su potestad de autoorganización pueden decidir proyectar soluciones propias y 
                                                  
969 BOE N.º 172, de 20 de julio de 2006.  
970 BOE N.º 68, de 20 de marzo de 2007. 
971 BOE N.º 97, de 23 de abril de 2007.   
972 TOSCANO GIL, F., “Áreas metropolitanas: Diversidad jurídica y planificación territorial”. Op. cit., p. 
74. 
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distintas en cada caso, atendiendo a sus especificidades conforme a su valoración de 
los problemas existentes”.973 
Así pues, atendiendo al sentido de este principio, ALMEIDA CERREDA señala que 
“el legislador ha de procurar que cada ente local, en particular los municipios, cuente 
con un modelo de estructura organizativa acorde con sus dimensiones geopoblacionales 
y con las competencias que, en función de las mismas, se le pueden asignar.”974 
En el ámbito de la legislación básica estatal del Régimen Local, según observa 
JIMÉNEZ ASENSIO, el legislador en la LRSAL que viene a modificar el articulado de 
la Ley 7/1985, aunque no lo manifieste de forma expresa, ha apostado de forma clara y 
decidida “por incorporar de manera inconsciente en el texto de la LRSAL el principio 
de diferenciación a la regulación del ámbito local de gobierno.
975
 
5. EL CONCEPTO DE RACIONALIZACIÓN ADMINISTRATIVA 
Consideramos que estamos ante uno de los conceptos en estos momentos más 
importantes en la regulación jurídico-administrativa, pues el objetivo que con él se 
persigue ha llevado a la redacción en estos últimos años de cuerpos legislativos que 
específicamente tratan de dar facilitar su logro. 
Ya a mediados del siglo pasado algún autor estimaba que “la racionalización es y 
será un elemento necesario para el éxito de cualquier empresa. Tratándose del servicio 
público, su aplicación es moral y legalmente imprescindible como factor de buen 
gobierno.”976 
Ya más recientemente también SÁNCHEZ MORÓN indica, 
“la racionalización administrativa, entendida como asignación precisa de 
funciones y adecuación de estructuras a las mismas, como eliminación de 
                                                  
973 TOSCANO GIL, F., “Áreas metropolitanas: Diversidad jurídica y planificación territorial”. Op. cit., p. 
75. 
974 ALMEIDA CERREDA, M., “La reforma de la Planta, estructura competencial, organización y 
articulación de la Administración Local”. En DÍEZ SÁNCHEZ, J. J. (coord.) La Planta del Gobierno 
Local, Fundación Democracia y Gobierno Local, Actas del VIII Congreso de la Asociación Española de 
Profesores de Derecho Administrativo, Alicante, 8-9 febrero 2013, p. 108. 
975 JIMÉNEZ ASENSIO, R., “La reforma local: primer análisis de la Ley de Racionalización y 
Sostenibilidad de la Administración Local. Contexto, elementos estructurales y algunas pautas 
interpretativas para la aplicación de un marco normativo complejo”. Anuario Aragonés del Gobierno 
Local 2013 , N.º 5, 2014, p, 300. 
Rafael Jiménez Asensio 
976 RODRÍGUEZ ARIAS, J. C., “Los principios de la racionalización administrativa”. Revista de 
Documentación Administrativa, N.º 11, noviembre 1958, p. 5. 
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duplicidades burocráticas, como reducción de conflictos paralizantes entre 
Administraciones públicas, como necesidad de coherencia del conjunto de la acción 
administrativa, como elemento importante en la contención del gasto público, se está 
convirtiendo en una de las preocupaciones prioritarias ligadas al desarrollo del 
Estado de las Autonomías.”977 
Desde un punto de vista legislativo, cabe hacer referencia, por ejemplo, a la Ley 
2/2010, de 11 de marzo, de Derechos de los Ciudadanos en sus relaciones con la 
Administración de la Comunidad de Castilla y León y de Gestión Pública
978
,  donde se 
define la racionalización administrativa en el artículo 38.1 de su Capítulo II, como un 
“proceso integral y continuo, para conseguir la optimización de su organización (la de la 
Administración de la Comunidad) y de los recursos humanos, y la reordenación, 
simplificación, normalización y automatización progresiva de los procedimientos para 
satisfacer las necesidades de los ciudadanos.” 
A continuación, en el apartado 2 de ese mismo artículo 38 se recogen las líneas a 
seguir para lograr esa pretendida racionalización administrativa: 
 a) El análisis, el diagnóstico y la adecuación de las estructuras organizativas, 
procedimientos y procesos. 
b) La implantación de técnicas de gestión en atención a los principios de eficacia, 
eficiencia y economía. 
c) El establecimiento de programas de mejora. 
Con estos precedentes y como consecuencia de esta preocupación, el 27 de diciembre 
de 2013 se aprobó la Ley 27/2013 de racionalización y sostenibilidad de la 
Administración Local. 
Los antecedentes inmediatos de la reestructuración del sector público local son los 
acuerdos entre el Gobierno de la Nación y las Entidades Locales de 7 de abril de 2010 y 
de 25 de enero de 2012. El primero, más genérico, definido como acuerdo marco con las 
Entidades Locales sobre sostenibilidad de las finanzas públicas 2010-2013, establecía la 
aprobación por parte de dichas entidades de un plan de racionalización de las estructuras 
de sus respectivos sectores públicos, administrativos y empresariales, con el objetivo de 
mejorar la eficiencia y reducir el gasto público.  
                                                  
977 SÁNCHEZ MORÓN, M., “Racionalización administrativa y organización territorial”. Revista 
Española de Derecho Constitucional, Año 14, N.º 40, enero-abril 1994, p. 40. 
978 BOE N.º 100, de 26 de abril de 2010. 
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El segundo, definido como acuerdo de reordenación y racionalización del sector 
público instrumental local y de control, eficiencia y reducción del gasto público 
gestionado por el mismo, perseguía disciplinar la actividad de las Administraciones 
Públicas sin menoscabo de la calidad de los servicios que prestan. Para ello consideraba 
como eje principal las medidas de reducción de la dimensión del sector público local, lo 
que implicaba la necesidad de controlar su actividad y racionalizar su organización. 
En la búsqueda de la consecución de la racionalización, se incluye una revisión del 
conjunto de las entidades instrumentales que conforman el sector público local, una 
racionalización de sus órganos de gobierno y una ordenación responsable de las 
retribuciones del personal al servicio de las Corporaciones locales, cualquiera que sea la 
naturaleza jurídica de su relación con la Administración. 
Asimismo, se introducen nuevas medidas dirigidas a la racionalización organizativa e 
integración coordinada de servicios que, junto a las ya previstas en el artículo 21 de la 
Ley Orgánica de 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad 
Financiera
979




El artículo 27.3 de la LRBRL, buscando hacer efectiva la consecución de este 
principio recoge un listado de materias estatales y autonómicas que, siguiendo criterios 
homogéneos, pueden ser objeto de delegación a los Entes Locales “con el objeto de 
evitar duplicidades administrativas, mejorar la transparencia de los servicios públicos y 
el servicio a la ciudadanía y, en general, contribuir a los procesos de racionalización 
administrativa, generando un ahorro neto de recursos.” 
Nos remitimos, en lo relativo a las materias objeto de delegación, a un apartado 
anterior donde ya hemos hecho referencia de modo detenido a esta cuestión.  
6. LAS ÁREAS METROPOLITANAS COMO AGRUPACIONES DE MUNICIPIOS. 
DIFERENCIAS CON LAS ASOCIACIONES DE MUNICIPIOS 
                                                  
979 Esta Ley Orgánica, previa en el tiempo a la Ley 27/2013, menciona también la aplicación de este 
concepto en la práctica administrativa, concretamente en el artículo 7, que regula el  principio de 
eficiencia en la asignación y utilización de los recursos públicos. Así, dispone este artículo en su apartado 
segundo que “La gestión de los recursos públicos estará orientada por la eficacia, la eficiencia, la 
economía y la calidad, a cuyo fin se aplicarán políticas de racionalización del gasto y de mejora de la 
gestión del sector público.” 
980 Contenido en el Preámbulo de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de racionalización y sostenibilidad 
de la Administración Local. 
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Hay que tener en cuenta que las respuestas institucionales al fenómeno metropolitano 
han sido siempre muy variadas, pues no existe una única y definitiva fórmula 
organizativa ante los problemas que tal fenómeno plantea, tanto en materia de 
ordenación del territorio como en materia prestacional. Así pues, dichas respuestas 
institucionales han venido revistiendo, en general, dos modalidades. Una primera, 
vinculada al hecho asociativo, mediante la constitución de mancomunidades o 
consorcios o la realización de convenios metropolitanos; y una segunda, dirigida a la 
creación de una específica Entidad local, con carácter monofuncional o 
plurifuncional.”981 
En este sentido, también BARRERO RODRÍGUEZ pone de manifiesto que la 
satisfacción de los intereses supramunicipales puede canalizarse a través de fórmulas de 
colaboración interadministrativa, sin que esa colaboración se traduzca en la creación de 
una nueva entidad. Fórmula que tiene en los convenios administrativos su más clara 
expresión o manifestación en el derecho vigente. 
Pero también puede lograrse la satisfacción de dichos intereses mediante la creación 




El Libro Blanco para la Reforma del Gobierno Local en relación con la eficacia de la 
gestión local señalaba que, 
“El objetivo de los gobiernos locales, que es la ordenación de su territorio y la 
prestación de servicios de calidad, así como la participación en todos los asuntos que 
preocupen a su comunidad, no podrá ser alcanzado por la mayoría de ellos sin el 
concurso de entes intermedios locales de carácter necesario (las diputaciones e 
instituciones similares, etc.) y de otras entidades locales que en función de los 
intereses y características de los diferentes territorios puedan crear las CCAA 
(comarcas, áreas metropolitanas, etc.), así como de aquellas entidades 
intermunicipales de carácter voluntario (mancomunidades) que ya tienen tradición en 
nuestro sistema local.”983 
                                                  
981 CARRO FERNÁNDEZ-VALMAYOR, J. L., “Una reflexión general sobre las áreas metropolitanas”. 
Op. cit., p. 10. 
982 BARRERO RODRÍGUEZ, M. C., “Diferentes modalidades de agrupación y asociacionismo en 
España”. 1er Congreso de Pequeños Municipios y Entidades Locales Menores, Gobierno de La Rioja, 
Administraciones Públicas y Política Local, octubre 2008. 
983 Libro Blanco para la Reforma del Gobierno Local. Ministerio de Administraciones públicas, 
Secretaría de Estado de Cooperación Territorial, Madrid, 2005, p. 71. 
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Siguiendo las indicaciones de los expertos del Consejo de Europa sobre el borrador 
del Libro Blanco, en este se va a distinguir entre asociaciones y agrupaciones de 
municipios. Por lo que se refiere a las primeras, estarían representadas por las 
mancomunidades,  
“que responden a la necesidad de aunar esfuerzos entre municipios para prestar 
servicios. Y su desarrollo está condicionado por la voluntad de los propios 
municipios de asociarse para mejorar la calidad de los servicios locales. Esa voluntad 
responde habitualmente a necesidades de economías de escala en la gestión de los 
servicios públicos, por lo que no puede sorprender la proliferación de esta 
institución. De hecho, aunque la presencia de mancomunidades no es uniforme en 
todas las comunidades autónomas, en la actualidad aproximadamente un 70 por 100 
de los municipios españoles están integrados en alguna mancomunidad.” 
Entre las agrupaciones de municipios encontramos la figura del área metropolitana, 
que ha sido poco desarrollada en España, y que como dispone el Libro Blanco, 
“responde a la necesidad de gestionar los complejos servicios de las 
aglomeraciones urbanas y mejorar la competitividad de sus ciudades, necesidad cada 
vez más patente en una sociedad crecientemente urbanizada y donde normalmente 
las grandes aglomeraciones urbanas desbordan los límites administrativos de la 
ciudad central, haciendo necesaria la planificación y gestión conjunta o coordinada 
de los servicios más importantes a escala metropolitana.” 
 El debate metropolitano constituye en la actualidad uno de los grandes ejes de las 
políticas locales en todos los países desarrollados; aquí nos encontramos ante un 
fenómeno de enorme complejidad, que afecta a las zonas más dinámicas de los distintos 




TOSCANO GIL también nos ofrece una clarificadora diferenciación entre 
asociaciones y agrupaciones de municipios, de tal manera que, 
“Las asociaciones de municipios, entre las que se encuentran las mancomunidades 
y los consorcios, se configuran como una fórmula asociativa de carácter voluntario, 
cuyo fundamento se asienta sobre la potestad de autoorganización y de derecho de 
asociación de las entidades que los constituyen, y, en lo que hace a las entidades que 
los constituyen, en última instancia, en la autonomía local constitucionalmente 
reconocida.” 
                                                  
984 Libro Blanco para la Reforma del Gobierno Local. Ministerio de Administraciones públicas, 
Secretaría de Estado de Cooperación Territorial, Madrid, 2005, pp. 71-72. 
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Por el contrario, las agrupaciones de municipios, categoría en la que habría que 
incluir a las comarcas y áreas metropolitanas,  
“se caracterizan por ser, en menor o mayor medida, una imposición autonómica, 
concebida como un límite a la autonomía municipal, que se justifica en la 
concurrencia de razones de interés general de corte supralocal, que son las que hacen 
necesaria y oportuna la decisión autonómica.” 
Esta operación de agrupación forzosa de municipios para la creación de una nueva 
entidad, que en el caso de las áreas metropolitanas ha de adoptarse necesariamente 
mediante ley, se fundamenta en gran parte en la potestad de organización de la 
comunidad autónoma, así como, en el caso de que se decida configurarla como una 
entidad territorial, en las competencias sobre organización territorial de esta. 
Las mancomunidades y los consorcios, como asociaciones de municipios, se insertan 
en el cuadro de las técnicas de cooperación interadministrativa existentes en nuestro 
ordenamiento, por lo que se basan en la voluntariedad, creándose mediante convenio. 
Sin embargo, el Área Metropolitana, como agrupación de municipios, se inserta entre 
las llamadas técnicas de coordinación forzosa, por tanto, tiene carácter obligatorio, y 
requiere de ley para su creación.
985
  
Las Naciones Unidas, en su estudio titulado World Urbanization Prospects: the 2005 
revision (o estudio WUP), considera que Área Metropolitana es el territorio contiguo, 
con niveles altos de densidad residencial urbana, y las áreas de su entorno, con 
densidades inferiores, que están bajo la influencia directa de una ciudad central por 
medio de los transportes públicos, la red de carreteras, las infraestructuras de servicios, 
los desplazamientos domicilio-trabajo, etc. 
Pues bien, esa situación territorial, pensando en el interés general de los ciudadanos 
que pueblan ese ámbito, ha de ser regulada con el fin de prestar los servicios más 
próximos de una manera más eficaz. 
Ello puede lograrse a partir de dos vías, o bien mediante ley del Estado o de la 
región, reconociendo jurídicamente el hecho metropolitano y dotándolo de carácter 
obligatorio, o bien mediante asociaciones voluntarias, obligadas a adoptar decisiones 
por consenso de todos los municipios asociados (lo cual, si bien es muy positivo para 
                                                  
985 TOSCANO GIL, F., “El Área Metropolitana en el ordenamiento jurídico español”. Op. cit.,  p. 113. 
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generar un buen clima de convivencia política e institucional, en contrapartida 
difícilmente podrán tomar decisiones de interés general cuando se produzca el 
desacuerdo manifiesto de alguno de los municipios asociados). 
En el caso de optar por una institución creada por una ley, que fija el territorio sobre 
el que tiene competencias dicha institución y la dota de un sistema de acuerdos por 




En España, como indica TOSCANO GIL, las fórmulas asociativas voluntarias de 
entidades locales previstas en la Ley 7/1985 para la gestión de los asuntos públicos en el 
ámbito propio de las mismas, en orden a la prestación de servicios públicos de interés 
local, han dado bastante juego en el nivel metropolitano. 
Para TOSCANO GIL, estas fórmulas asociativas, dado su carácter voluntario y 
flexible, han contribuido de manera determinante al fracaso del Área Metropolitana del 
artículo 43 de la Ley 7/1985.
987
 
La regulación jurídica de las Mancomunidades de Municipios la encontramos en el 
artículo 3.2.d), que las clasifica entre las entidades locales no necesarias, el artículo 4,3, 
que determina sus potestades y el artículo 44 de la Ley 7/1985, que establece los 
principios básicos de su régimen jurídico, describiéndolas como asociaciones de 
Municipios “para  la ejecución en común de obras y servicios determinados de su 
competencia”, y que tienen “personalidad y capacidad jurídica para el cumplimiento de 
sus fines específicos”. 
Así pues, la Mancomunidad de Municipios es, en principio, la fórmula prevista en la 
Ley 7/1985 para la prestación de servicios o la ejecución de obras que no quieran ser 
realizados de forma aislada por los Municipios competentes, bien por falta de medios y 
capacidad de gestión, bien porque interese llevarlos a cabo de forma conjunta por 
economía de escala.  
                                                  
986  CARRERAS QUILIS, J. M., OTERO VIDAL, M. y RUIZ ALMAR, E., “Aglomeraciones 
metropolitanas europeas”. Revista Papers, Instituto de Estudios Regionales y Metropolitanos de 
Barcelona, N.º 50, marzo 2009, pp. 203-204. 
987  TOSCANO GIL, F., El fenómeno metropolitano y sus soluciones jurídicas. Iustel, Biblioteca de 
Derecho Municipal, 1ª edición, Madrid, 2010., pp. 248-252. 
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Dado un supuesto de hecho en el que coincida la escala de realización de dichos 
servicios u obras con la escala metropolitana, nada parece impedir en las 
determinaciones del artículo 44 de la Ley 7/1985 abordar la solución del fenómeno 
metropolitano a través de una Mancomunidad de Municipios. Así pues, podrá usarse 
tanto para atender a un concreto servicio u obra de interés metropolitano, como para 
asumir una pluralidad de funciones en la gestión de obras o servicios de este tipo. 
De esa forma, termina siendo bastante frecuente en nuestro Derecho la creación de 
Mancomunidades de Municipios como alternativa para dar respuesta a realidades 
supramunicipales. No sólo es que sea posible, sino que además es una de las fórmulas 
preferidas por los Municipios españoles. A esto ayuda su configuración como técnica 
voluntaria de cooperación y su flexibilidad, que es mucho mayor que la que ofrece el 
Área Metropolitana del artículo 43 de la Ley 7/1985.
988
 
Por lo que respecta a los Consorcios locales, hay que señalar que la mayor parte de 
nuestra doctrina coincide en incluirlos dentro de las fórmulas asociativas de entidades 
locales recogidas en la Ley 7/1985.
989
 
Suelen considerarse como resultado del ejercicio del derecho de asociación por los 
entes locales, presupuesto que comparten con la Mancomunidad de Municipios. Ello se 
debe a que la Ley 7/1985 los configura como técnica jurídica de cooperación entre 
Administraciones públicas en el ámbito local y, por tanto, como técnica que ha de 
contar con la libre voluntad de las Administraciones implicadas. 
El precepto clave en la LRBRL en relación a las notas características de esta figura 
es el artículo 87.1, según el cual “las entidades locales pueden constituir consorcios con 
otras Administraciones públicas para fines de interés común o con entidades privadas 
sin ánimo de lucro que persigan fines de interés público, concurrentes con los de las 
Administraciones públicas”. 
La principal diferencia entre el Consorcio local y la Mancomunidad de Municipios, 
como fórmulas asociativas, radica en que en esta última sólo cabe la asociación de 
Administraciones municipales, mientras que el Consorcio local está abierto, en 
                                                  
988 TOSCANO GIL, F., El fenómeno metropolitano y sus soluciones jurídicas. Iustel, Portal Derecho, S. 
A., Madrid, 2010, pp. 254-256. 
989 BARRERO RODRÍGUEZ, M. C., “Las fórmulas posibles para el gobierno de los espacios 
metropolitanos…”, op. cit., pp. 9-10. 
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principio, a la asociación de todo tipo de Administraciones públicas, e incluso de 
entidades privadas sin ánimo de lucro que persigan fines de interés público concurrentes 
con los del resto de Administraciones que integran esta entidad.  
Siendo la facultad del Consorcio local la gestión de un asunto público de interés 
común a las Administraciones integradas en el mismo, bien puede ocurrir que ese 
asunto público sea un asunto de naturaleza metropolitana. Y en la medida en que lo 
metropolitano se ubica fundamentalmente en el ámbito propio de los intereses locales, 
podemos entender que en este supuesto se está utilizando el Consorcio local para 
solucionar el fenómeno metropolitano. El Consorcio local se convierte en estos casos en 
un Consorcio metropolitano, entendiendo por tal aquel Consorcio que se constituye con 
el fin de atender a lo metropolitano. 
Ahora bien, no solo el Consorcio local puede utilizarse con este fin. También 
Consorcios de naturaleza no local, como los autonómicos, pueden ser considerados 
Consorcios metropolitanos si sus fines se conectan con la solución del fenómeno 
metropolitano (si bien no es la fórmula más adecuada dada la naturaleza 
predominantemente local de los problemas propios de las áreas metropolitanas).
990
 
A la vista de todas estas opciones que ofrece el legislador para abordar una concreta 
situación en la que se hace precisa la participación de varias entidades locales para la 
prestación de servicios públicos y la realización de actividades de su competencia, 
podrá optarse a la que más se ajuste a los intereses perseguidos, teniendo en cuenta que 
en las asociaciones está presente el rasgo de la voluntariedad de sus integrantes, 
mientras que en el caso de las agrupaciones, en principio existe una imposición por 
parte de una Administración superior que las crea por Ley. Si bien, a nuestro entender, 
la finalidad perseguida por las agrupaciones de municipios es mucho más amplia y 
compleja, por ello la necesidad de una regulación completa de todos sus aspectos 
organizativo, competencial y financiero. 
Consideramos, por lo tanto, que las opciones no son alternativas, sino que, 
dependiendo de las circunstancias, unas serían más adecuadas que otras. Tal vez, si la 
realidad metropolitana no se manifiesta con todos sus rasgos característicos, las formas 
                                                  
990  TOSCANO GIL, F., El fenómeno metropolitano y sus soluciones jurídicas. Iustel, Biblioteca de 
Derecho Municipal, 1ª edición, Madrid, 2010.pp. 257-260. 
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asociativas podrían ser suficientes para atender, como menciona la LRBRL, los 
servicios y obras determinados de su competencia. 
7. EL CONCEPTO DE GOBERNANZA METROPOLITANA 
Se puede afirmar que la búsqueda de gobiernos metropolitanos no es un ejercicio 
nuevo. En el período 1960-1980, numerosas tentativas son iniciadas por los gobiernos 
centrales, a través de estrategias de top-down – es decir, de arriba hacia abajo -, 
constituyéndose gobiernos metropolitanos, principalmente orientados a aprovechar las 




Los problemas de creación de entidades metropolitanas vienen derivados de la 
legitimidad política, que requiere un reconocimiento de la población, la cual debe 
identificarse con la estructura intermunicipal. Esto es, la legitimidad debe ser construida 
de acuerdo con elementos políticos, psicológicos y sociales a lo largo del tiempo. De 
estos elementos carecen muchos de los intentos de introducir gobiernos metropolitanos, 




CADAVAL SAMPEDRO y CARAMÉS VIÉITEZ realizan un resumen de 




                                                  
991 CADAVAL SAMPEDRO, M. y CARAMÉS VIÉITEZ, L., Os municipios Galegos: entre o 
minifundismo e a ineficiencia…”, op. cit., p. 45. 
992 CADAVAL SAMPEDRO, M. y CARAMÉS VIÉITEZ, L., Os municipios Galegos: entre o 
minifundismo e a ineficiencia…”, op. cit., p. 46. 
993 CADAVAL SAMPEDRO, M. y CARAMÉS VIÉITEZ, L., (Os municipios Galegos: entre o 
minifundismo e a ineficiencia…”, op. cit., p. 67) señalan que,  
“los argumentos que generalmente se alegan para justificar la creación de un segundo nivel de gobierno 
local los podemos resumir en los siguientes: 
- Las entidades metropolitanas asisten a las regiones urbanas a la hora de ordenar sus recursos y 
desarrollar una estrategia que subraye su prestigio en una economía globalizada. 
- Igualmente, reduce la fragmentación espacial e institucional, es decir, mejora la competititvidad de la 
región urbana concebida como un todo. 
- Promueve aproximaciones multisectoriales en un área más apropiada para tratar el complejo conjunto de 
funciones que se desempeñan en las áreas urbanas –por ejemplo, transporte, que envuelve cuestiones 
relativas a infraestructuras, empleo y medio ambiente.  
- Permite una financiación más equitativa de las funciones del área urbana y una mejor y más eficiente 
provisión de infraestructuras y servicios. 
- Ayuda a que las ciudades integren sus suburbios y puedan proporcionar mejores servicios sociales y 
cohesión en las áreas metropolitanas, siendo ambos factores importantes para el éxito económico. 
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Asimismo, los citados autores se hacen eco de los tres principales obstáculos a los 
que, en opinión de la OCDE, se enfrenta un gobierno metropolitano.
994
 
Para el éxito del establecimiento de cualquier modelo de gobierno metropolitano, en 
opinión de CADAVAL SAMPEDRO Y CARAMÉS VIÉITEZ, además de una 
definición clara de los papeles y responsabilidades de los diferentes niveles de un Área 
Metropolitana, que garantizará una mejor descentralización, una correcta implantación 
del principio de subsidiariedad y la introducción de un gobierno responsable, es 
asimismo esencial: 
- “Incluir un nuevo y más democrático concepto de gobierno – top-down -, menos 
burocrático y poniendo a los ciudadanos en el núcleo; 
- Introducir mayor flexibilidad outcome-oriented en las estrategias propuestas 
para integrar las políticas sectoriales de los diferentes niveles de gobierno que 
intervienen en el Área; y 
- El desarrollo de la destreza y la capacidad para “captar” socios que 
proporcionen una herramienta flexible para alcanzar un mayor éxito en la 
cooperación con el sector privado y la sociedad civil, logrando de este modo 
transparencia y equidad.”995 
MARTÍN MATEO aporta las claves para el gobierno de los grandes conjuntos 
urbanos. Debe afrontarse la búsqueda de una solución organizatoria general, 
                                                                                                                                                  
- Facilita la transición desde las estructuras técnicas a las políticas, que se corresponden mejor con las 
necesidades de una democracia renovada. 
- Permite una coordinación vertical más adecuada en las regiones metropolitanas, en conjunción con los 
parteneriados locales en el gobierno, en la economía y en la sociedad civil.” 
994 CADAVAL SAMPEDRO, M. y CARAMÉS VIÉITEZ, L., (Os municipios Galegos: entre o 
minifundismo e a ineficiencia…”, op. cit., p. 69) recogen estos tres obstáculos que, además de las 
resistencias de los ciudadanos, entidades locales y grupos de interés, dificultan la implantación de un 
gobierno metropolitano: 
“- La fragmentación administrativa de la jurisdicción en las áreas metropolitanas, de la que resulta una 
falta de correspondencia entre los territorios administrativos y funcionales e impide una política de 
integración. Esta situación, que cuenta con el beneplácito de los políticos locales y es defendida por 
intereses diversos, resulta un campo complejo para la aplicación de políticas complejas y para poner en 
práctica actuaciones a medio y largo plazo que refuercen el desarrollo y la competitividad, la cohesión 
social, las finanzas públicas y el nivel de calidad de los servicios públicos para el área urbana. 
- Tensiones en la capacidad fiscal y financiera de las autoridades locales metropolitanas, que tienen que 
hacer frente a las cargas económicas y sociales que proceden de distintos grupos de población. En muchos 
países la descentralización fue usada como una oportunidad para los niveles superiores de gobierno de 
transferir responsabilidades al nivel local, sin introducir las correspondientes reformas fiscales y 
financieras. 
- La falta de transparencia, la ausencia de un líder político que corrija la descoordinación en la políticas, 
dificulta, entre otras cosas, el crecimiento urbano ordenado. Existe, pues, una creciente demanda de 
mayor democracia, mejor jerarquía, más flexibilidad, transparencia y un sistema de gobierno responsable 
para el territorio en su conjunto, que no siempre se consigue en los gobiernos metropolitanos actuales, 
caracterizados por un sistema de gobierno con representación indirecta y sin autonomía financiera.” 
995 CADAVAL SAMPEDRO, M. y CARAMÉS VIÉITEZ, L., Os municipios Galegos: entre o 
minifundismo e a ineficiencia…”, op. cit., p. 70. 
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“Se trata de conseguir un modelo adecuado organizatorio, que encaje en las 
necesidades del área de intereses comunitarios que se trata de servir. Un cuadro 
general, pues, en el cual puede enmarcarse tanto el sistema de decisiones como el 
sistema de ejecuciones de estas decisiones, esto último más pegado al quehacer 
administrativo ordinario. Sin una organización general idónea, no será posible 
encuadrar y dar una solución lógica a toda problemática que afecta al área. Por 
supuesto que dentro del tema de la organización general, está también el de los 
medios, como los fundamentalmente financieros, para sacar adelante las tareas que 
corresponden a la Administración de acuerdo con las instrucciones de los 
representantes políticos.”996 
La gobernanza territorial, señala MELLA MÁRQUEZ, como elemento básico de la 
planificación estratégica, aparece como una respuesta adecuada al hecho social 
metropolitano. La gobernanza se ha caracterizado por cuatro procesos de colaboración: 
colaboración entre diferentes niveles político-administrativos (gobernanza multinivel), 
colaboración entre entidades municipales (gobernanza/cooperación horizontal), 
colaboración para el desarrollo económico, y colaboración para la participación 
ciudadana. Estos procesos de colaboración muestran que la gobernanza es una estrategia 
puesta en práctica por un buen porcentaje de gobiernos municipales, si bien la 
intensidad de la colaboración es diferente según se trate de políticas con entidades 
supra-municipales de tipo redistributivo, entre municipios para el caso de servicios 
urbanos básicos y de ambas para la promoción del desarrollo económico. 
Desde este nuevo enfoque, MELLA MÁRQUEZ concibe la gobernanza 
metropolitana como,  
“una gestión de las interdependencias entre municipios y actores, que prioriza la 
horizontalidad por objetivos frente a la institucionalidad político-administrativa del 
hecho metropolitano, la intermunicipalidad frente a la supramunicipalidad, la 
búsqueda de estrategias compartidas de proyectos comunes de colaboración y 
compromiso frente a una estrategia metropolitana desconectada de los intereses 
municipales, el ejercicio de un gobierno multilateral (horizontalmente, entre 
municipios) y multinivel (verticalmente, entre administraciones) de un sistema de 
municipios en red frente al gobierno de un territorio propio diferente del conformado 
por las interrelaciones municipales y, en definitiva, el logro de los beneficios para los 
ciudadanos de un municipio frente a los beneficios de los proyectos a los que tendrán 
acceso. En consecuencia, se postula una gobernanza del hecho metropolitano basada 
en la gestión de las redes entre municipios frente a la creación de instituciones 
supramunicipales.”997 
                                                  
996
 MARTÍN MATEO, R., Problemática Metropolitana…, op. cit., p. 223. 
 
997 MELLA MÁRQUEZ, J.M., “Ciudad, Territorio y Proyección Urbana…”, op. cit.,  pp. 444-445. 
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Para MÍGUEZ IGLESIAS y PRECEDO LEDO, “las nuevas realidades 
metropolitanas requieren un modelo de gobernabilidad en red, complejo y flexible, que 
debería basarse en la democracia participativa, en la equidad, en la eficiencia, la 
identidad y el control social como principios rectores en un marco de pluralismo 
político y pluralismo social.”998 
MÁRQUEZ CRUZ distingue entre gobernanza y gobernabilidad. Mientras que el 
primer concepto hace referencia a las características de un sistema político, la 
gobernabilidad mide cualidades de este sistema (el orden, la estabilidad, la eficacia y la 
legitimidad política basada en la democracia). El diseño de la gobernanza de un sistema 
nos determinará en gran medida el grado de gobernabilidad del mismo. 
999
 
A su vez, y siguiendo con esta distinción entre gobernanza y gobernabilidad, 
PARRADO DÍEZ considera que la primera “se vincula con los procesos y los 
mecanismos de interacción entre los actores gubernamentales y no gubernamentales”, 
mientras que la gobernabilidad tiene que ver con el “estado resultante de la aplicación 
de los mecanismos de la gobernanza y de sus procesos.” La gobernanza “implica 
capacidad de dirección, mientras que la gobernabilidad alude a la cualidad del 
gobernable. Gobernanza es por tanto el concepto dinámico, mientras que la 
gobernabilidad es el fin.” 
PARRADO DÍEZ opina que problemente con el concepto “gobierno” se podría 
haber significado lo mismo que con gobernanza,  
“pues el gobierno en sentido amplio (el arte de gobernar) no se circunscribe al 
gobierno en sentido estricto (núcleo del poder ejecutivo encargado de implementar 
las políticas del ámbito territorial que le competa). No obstante, el nuevo término 
“gobernanza” (govenance) parece que ha tomado cuerpo para enfatizar que se refiere 
a la acción de muchos (actores gubernamentales y no gubernamentales) y el gobierno 
se refiere a la acción de uno. En ambos casos se está hablando del ejercicio del poder 
político.”1000 
                                                  
998 MÍGUEZ IGLESIAS, A. y PRECEDO LEDO, A. (2008): “De las áreas metropolitanas a las regiones 
urbanas. Modelos de gobernabilidad”. Actas del XI Coloquio Ibérico. Alcalá de Henares – Pastrana. 
Organiza AGE, APG y Universidad de Alcalá de Henares, octubre de 2008, p. 16. 
999 MÁRQUEZ CRUZ, G. M., “Gobernabilidad local en España”. Política y Sociedad, Vol. 47, N.º 3, 
2010, p. 38. 
1000 PARRADO DÍEZ, S., “La desterritorialización de las ciudades y las consecuencias para la 
gobernanza de las metrópolis”. Comunicación incluida en el Congreso titulado Los retos de la 
supermunicipalidad en España y en Europa, IX Congreso Internacional del CLAD, Madrid, noviembre 
2004, p. 11. 
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La gobernanza posee diferentes definiciones según las distintas organizaciones 
internacionales. PARRADO DÍEZ nos acerca la siguiente acepción, según la cual la 
gobernanza está constituida por, 
“los procesos de adopción de decisiones que los diferentes actores afectados por 
los bienes colectivos han alcanzado de mutuo acuerdo para mejorar la calidad de vida 
del área territorial en el que interactúan y mejorar el bienestar de los actores que en 
ella participan.”1001 
Esta dificultad para hallar una definición de gobernanza metropolitana la resalta 
también MICHELINI, pues afirma que “la noción de gobernanza metropolitana es a la 
vez uno de los temas más vigentes en la investigación urbana en Europa y América 
Latina, pero también uno de los más controvertidos.”  
Afirma este autor que “se coincide en señalar que el desplazamiento del gobierno a la 
gobernanza constituye la piedra de toque para comprender las trayectorias de desarrollo 
urbano en la actualidad, diseñadas por coaliciones de actores de geometría variable en 
las que los intereses privados tienen una importancia reciente.”1002 
PARRADO DÍEZ nos acerca a su vez una definición relativa de buena gobernanza, 
pues como resalta, no existe una noción absoluta. Esta se produce cuando, 
“todos los actores involucrados en la gestión de bienes colectivos contribuyen a la 
determinación de los objetivos, negocian los principios de relación entre ellos, los 
implantan posteriormente y evalúan los impactos ocasionados así como las 
relaciones entre los actores en un área territorial determinado.”1003 
El profesor ROJO SALGADO, al respecto del concepto de gobernanza, indica que 
este se asocia a la capacidad de autocoordinación, interacción y ajuste, propia de redes 
constituidas por una variada constelación de organizaciones y entidades tanto públicas 
como privadas. Es un mecanismo alternativo al gobierno tradicional para gestionar los 
intereses y conflictos colectivos; es el resultado de los cambios profundos 
experimentados por la sociedad actual. 
En el ámbito de la UE, el tema de la gobernanza metropolitana se ha convertido en 
un asunto prioritario en los últimos años. Así, menciona ROJO SALGADO la Carta 
                                                  
1001 BOVAIRD, T., LÖFFLER, E., y PARRADO DÍEZ, S. (eds.), Developing Local Governance. 
Networks in Europe. Baden-Baden, Nomos Verlag, 2002, p. 11. En PARRADO DÍEZ, S., “La 
desterritorialización de las ciudades…”, op. cit., p. 11. 
1002 MICHELINI, J. J., (Coord.), Desafios Metropolitanos. Un diálogo entre Europa y América Latina. 
Los libros de la Catarata, 2014, pp. 21-23. 
1003 PARRADO DÍEZ, S., “La desterritorialización de las ciudades…”, op. cit., p. 12. 
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En España, el Libro Blanco para la Reforma del Gobierno Local, en su análisis sobre 
el alcance de la autonomía local, vino a relacionar esta con el concepto de gobernana, 
“Queda lejos la lectura de la autonomía local como autonomía administrativa 
vinculada a la gestión de unos intereses privativos del municipio. La autonomía local 
es autonomía política, con capacidad para ordenar y gestionar bajo la propia 
responsabilidad una parte sustancial de los asuntos públicos mediante el impulso de 
políticas propias. Así lo señala la Carta Europea de Autonomía Local en una rotunda 
declaración que enlaza con el discurso sobre la gobernanza.”1005 
                                                  
1004 ROJO SALGADO, A., “Una aproximación conceptual al fenómeno metropolitano”. Gobiernos e 
Administracións Locais na Eurorrexión Galicia-Norte de Portugal, Eixo Atlántico, Revista da 
Eurorrexión Galicia-Norte de Portugal, N.º 9, xaneiro-xuño, 2006, pp. 13-15. 
1005 Libro Blanco para la Reforma del Gobierno Local. Ministerio de Administraciones Públicas, 
Secretaría de Estado de Cooperación Territorial, Madrid, 2005, p. 14. 
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CAPÍTULO VI. LA REGULACIÓN JURÍDICA DE LAS ÁREAS 
METROPOLITANAS EN LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS 
1. ANDALUCÍA 
- Consideraciones generales 
A pesar de ser la andaluza una de las Comunidades Autónomas donde las ciudades 
presentan unos de los mayores índices demográficos en relación con las demás 
Comunidades (véase los casos de Sevilla, con 696.676 habitantes; Málaga, con 566.913; 
Córdoba, con 328.041, y Granada, con 237.540)
1006
, ello no ha supuesto hasta la fecha, 
a pesar de su consecuente expansión hacia su área de influencia, la efectiva 
conformación jurídica de áreas metropolitanas. 
La tardía llegada de la Industrialización a Andalucía, en palabras de FERIA 
TORIBIO, “hace que las primeras fases de formación de las aglomeraciones urbanas se 
diera a partir de los años sesenta, de la mano de la Política de Polos de Desarrollo, que 
concentró las inversiones y creó vastas zonas industriales en la periferia de las grandes 
ciudades, como Sevilla, Huelva y Campo de Gibraltar, atrayendo población de los 
municipios de alrededor y mano de obra que retornaba debido a la crisis internacional 
de los años setenta.”1007 
En el momento de redactar el Plan de Ordenación Territorial de Andalucía
1008
, y 
como este establece en su Título II al presentar el Modelo Territorial de Andalucía, se 
observa que, 
“subsisten en Andalucía desequilibrios territoriales que no han podido ser 
superados por las políticas de equipamientos o infraestructuras de los últimos años, 
por más que éstas hayan contribuido de manera notable a la mejora de la calidad de 
vida y a la accesibilidad de muchas áreas tradicionalmente marginadas. Los datos 
demográficos más recientes muestran una clara diferenciación entre una Andalucía 
en crecimiento poblacional (Litoral, Aglomeraciones Urbanas, Subbético de Córdoba 
y, en menor medida, Bajo Guadalquivir, Condado-Aljarafe y campiñas del 
Guadalquivir) y una Andalucía rural que, globalmente, continúa un proceso de 
                                                  
1006 INE. Cifras oficiales de población resultantes de la revisión del Padrón municipal a 1 de enero de 
2014. 
1007 FERIA TORIBIO, J. M., (coord.), La vivienda y el espacio residencial en las áreas metropolitanas. 
Centro de Estudios Andaluces, Consejería de la Presidencia, Junta de Andalucía, Sevilla, 2007, p. 73. 
1008 Aprobado por Decreto 206/2006, de 28 de noviembre, por el que se adapta el Plan de Ordenación del 
Territorio de Andalucía a las Resoluciones aprobadas por el Parlamento de Andalucía en sesión celebrada 
los días 25 y 26 de octubre de 2006 y se acuerda su publicación (BOJA N.º 250, de 29 de diciembre de 
2006). 
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despoblamiento, especialmente acusado en ciertas zonas de montaña y de agricultura 
desfavorecida (poblamiento rural de las Altiplanicies Orientales, Levante de Jaén, 
Filabres, Alpujarras, Montes de Granada, Valle del Genal, Guadiato, Andévalo, 
etc.).” 
La Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía, cuya 
última reforma es de 14 de agosto de 2015, afirma en su Exposición de Motivos que 
“Actualmente el crecimiento natural de la población se ha estabilizado, las migraciones 
campo-ciudad se han visto frenadas y más de las tres cuartas partes de la población 
andaluza reside en núcleos de más de 10.000 habitantes. El urbanismo del siglo XXI 
tiene, pues, como principal reto atender a la conservación, rehabilitación y 
recualificación de la ciudad existente, frente a la imperiosa demanda de más suelo para 
urbanizar que ha sido su rasgo más característico a lo largo del siglo XX.” 
- Evolución normativa del tratamiento metropolitano 
Como ya comentamos en páginas anteriores, Andalucía accedió a su autonomía al 
cumplir los complejos requisitos del artículo 151 de la Constitución Española, y 
procedió a aprobar su Estatuto por Ley Orgánica 6/1981, de 30 de diciembre
1009
. El 
artículo 13 apartado octavo del Estatuto contemplaba, entre las materias sobre las cuales 
la Comunidad Autónoma podría asumir una competencia exclusiva, la materia de 
política territorial, que comprendía la ordenación del territorio y del litoral, urbanismo y 
vivienda. 
Basándose en esta competencia, la Comunidad Autónoma procedió a redactar los 
primeros documentos tendentes a ordenar el territorio, y que apuntaban, como indica 
FERIA TORIBIO, a una división administrativa a escala comarcal. Así, la Dirección 
General de Ordenación del Territorio aprobó en 1983 una “Propuesta de 
Comarcalización de Andalucía: Documento para la información pública”.1010 
En 1994 se aprueba la Ley 1/1994, de 11 de enero, de Ordenación del Territorio de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía, que nace con el objetivo de dotar a la Comunidad 
de los instrumentos y procedimientos que permitan la activación de una política de 
Ordenación del Territorio, definiéndola como una función pública destinada a establecer 
                                                  
1009 BOE N.º 9, de 11 de enero de 1982. 
1010 FERIA TORIBIO, J. M., (coord.), La vivienda y el espacio residencial en las áreas metropolitanas. 
Centro de Estudios Andaluces, Consejería de la Presidencia, Junta de Andalucía, Sevilla, 2007, p. 73. 
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una conformación física del territorio acorde con las necesidades de la sociedad, 
refiriéndose a la Carta Europea de Ordenación del Territorio
1011
.  
Los objetivos específicos de la Ordenación del Territorio, según su Exposición de 
Motivos, son la articulación territorial interna y con el exterior de la Comunidad 
Autónoma y la distribución geográfica de las actividades y de los usos del suelo, 
armonizada con el desarrollo económico, las potencialidades existentes en el territorio y 
la protección de la naturaleza y del patrimonio histórico. El propósito es conseguir la 
plena cohesión e integración de la Comunidad Autónoma, su desarrollo equilibrado y, 
en definitiva, la mejora de las condiciones de bienestar y calidad de vida de sus 
habitantes. 
Sitúa la Ley su ámbito de actuación en el  supralocal, regional y subregional, y para 
ello la Ley establece dos instrumentos de ordenación integral, el Plan de Ordenación del 
Territorio de Andalucía
1012




La Ley establece como Actuaciones con Incidencia en la Ordenación del Territorio 
aquellas actuaciones singulares no incluidas en Planes y que deberán ser objeto de 
informe del órgano competente en Ordenación del Territorio, con el fin de asegurar la 
coherencia de tales proyectos singulares con los objetivos, criterios y determinaciones 
de la Ordenación del Territorio y, en su caso, establecer las medidas que deban 
adoptarse para su correcta ejecución. Entre las Actividades de intervención singular en 
                                                  
1011 Consejo de Europa. Carta Europea de Ordenación del Territorio, aprobada en la Conferencia Europea 
de Ministros Responsables de la Ordenación del Territorio, el 20 de mayo de 1983 en Torremolinos 
(España).  Para los Ministros firmantes de la Carta, la Ordenación del Territorio “es a la vez una 
disciplina científica, una técnica administrativa y una política concebida como un enfoque 
interdisciplinario y global cuyo objetivo es un desarrollo equilibrado de las regiones y la organización 
física del espacio según un concepto rector.” Los objetivos fundamentales de la Ordenación del 
Territorio, según la Carta, son el desarrollo socioeconómico equilibrado de las regiones, la mejora de la 
calidad de vida, la gestión responsable de los recursos naturales y la protección del medio ambiente y la 
utilización racional del territorio. 
1012 El Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía establece la organización y estructura territorial 
que se pretende para la Comunidad Autónoma, constituyendo el marco de referencia territorial para los 
Planes de Ordenación del Territorio que se efectúen para ámbitos menores y para los Planes con 
Incidencia en la Ordenación del Territorio. 
1013 Los Planes de Ordenación del Territorio de ámbito subregional se podrán formular para espacios 
menores que precisen la mejora de su estructura territorial y de la articulación física interna y que puedan 
constituir ámbitos funcionales unitarios. Se configuran de manera flexible en su contenido, al objeto de 
que puedan adaptarse a las variadas circunstancias de orden territorial que se presenten, siempre en 
relación al interés supramunicipal y sin clasificar suelo. Estos planes se podrán realizar a propuesta de las 
Corporaciones Locales cuando se cumplan determinados requisitos establecidos por la Ley. 
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el ámbito de la Comunidad Autónoma se recoge en el Anexo II de la Ley la Creación de 
Áreas Metropolitanas. 
El Decreto 103/1999, de 4 de mayo, por el que se aprueban las Bases y Estrategias 
del Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía
1014
, y cuya finalidad era la 
orientación de los contenidos y propuestas del Plan, estableciendo el diagnóstico de las 
oportunidades y problemas regionales así como sus objetivos y estrategias de desarrollo, 
constituirá la primera fase del proceso de redacción del Plan de Ordenación del 
Territorio.  
El documento realiza un diagnóstico territorial de Andalucía y propone un Modelo y 
unas estrategias de ordenación territorial. Delimita las áreas urbanas más importantes 
correspondientes a los nueve ámbitos territoriales de Sevilla, Málaga, Bahía de Cádiz-
Jerez de la Frontera, Granada, Córdoba, Almería, Huelva, Jaén y Bahía de Algeciras, 
con una población que oscila entre 200.000 y 1.100.000 habitantes. En cada uno de 
ellos se integran, junto a la ciudad principal, un conjunto de núcleos directamente 
vinculados por funciones y actividades comunes, que conforman procesos de 




En desarrollo de las ya referidas Bases y Estrategias de 1999, se aprobó el 
DECRETO 206/2006, de 28 de noviembre (en adelante, POTA), por el que se adapta el 
Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía (Decreto 129/2006, de 27 de junio) a las 
Resoluciones aprobadas por el Parlamento de Andalucía en sesión celebrada los días 25 
y 26 de octubre de 2006 y se acuerda su publicación
1016
.  
                                                  
1014 BOJA N.º 96, de 19 de agosto de 1999. 
1015 Como indica J. M. FERIA TORIBIO (La vivienda y el espacio residencial en las Áreas 
Metropolitanas, Centro de Estudios Andaluces, Consejería de la Presidencia, Junta de Andalucía, Sevilla, 
2007), el Instituto Andaluz de Estadística se refiere al término “Aglomeración Urbana” para referirse al 
fenómeno metropolitano y las define como “áreas urbanas polinucleares que conforman un mercado 
unitario de residencia y trabajo, y que reflejan a la vez el aumento de escala del espacio de vida colectivo 
y las diferentes estrategias espaciales de los agentes económicos.” Para su definición se ha elegido la 
variable de movilidad residencia-trabajo, que recoge la interdependencia o vinculación social y funcional 
de los diferentes espacios, y se han introducido otros criterios morfológicos y de tamaño mínimo de la 
ciudad central (50.000 habitantes). De la aplicación de estos parámetros con los datos del Censo de 
Población y Vivienda del año 2001, se identificaron un total de 8 áreas metropolitanas. Se trata de 7 
capitales provinciales, excluyendo Jaén, e incorporando a la aglomeración de la Bahía de Algeciras en la 
provincia de Cádiz. 
1016 BOJA N.º 250, de 29 de diciembre de 2006. 
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El gran objetivo del POTA es contribuir a un desarrollo territorial sostenible, 
cohesionado y competitivo de Andalucía, apostando por un modelo de ciudad compacta, 
funcional y económicamente diversificada, un modelo que genere proximidad y una 
movilidad asegurada por altos niveles de dotaciones y servicios. 
También se apuesta desde el POTA por la cooperación territorial, uno de los 
principios orientadores del Modelo Territorial de Andalucía que desarrolla con mayor 
intensidad para las Redes de Ciudades Medias. Se trata de emprender en todo el 
territorio andaluz acciones conjuntas en forma de redes de cooperación para aprovechar 
complementariedades, economías de escala y sinergias.
1017
 
En el Plan se incluye el Modelo Territorial de Andalucía, que constituye la 
plasmación de los objetivos de mayor alcance de la política territorial de la Comunidad. 
La propuesta del Modelo Territorial se orienta a dar respuesta a los principales nuevos 
retos que tiene planteados Andalucía en el contexto de las nuevas formas de 
organización espacial derivadas del proceso de globalización económica y del desarrollo 
de la Sociedad de la Información.  
De esta forma, el POTA aporta a la Junta de Andalucía el marco estratégico 
territorial que, a largo plazo, orientará sus planificaciones y políticas públicas y, a tal 
efecto, establece el Modelo Territorial de Andalucía y un conjunto de Estrategias de 
Desarrollo Territorial. Estas estrategias se refieren al sistema de ciudades
1018
; al sistema 
de articulación regional (con los subsistemas de transportes, telecomunicaciones, 
energético y hidrológico-hidráulico); al sistema regional de protección del territorio 
(prevención de riesgos, patrimonio natural, cultural y paisajístico); y por último, a la 
integración exterior de Andalucía, tanto a escala nacional como continental, a través de 
                                                  





(Último acceso: 06.09.2015). 
1018 Las Estrategias para el Sistema de Ciudades se centran en una cuestión clave para la calidad de vida 
de los andaluces: crear en las diferentes áreas de Andalucía condiciones equivalentes para el acceso de los 
ciudadanos a los equipamientos y servicios sanitarios, educativos, asistenciales, deportivos y culturales y 
a la vivienda, implantando a tal efecto en los centros regionales, las ciudades medias y los pueblos las 




(Último acceso, 06.09.2015). 
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los ejes de desarrollo europeo y reforzando la dimensión y el protagonismo 
euromediterráneo de Andalucía. 
En relación con la evolución del sistema urbano andaluz, señalan ALMOGUERA 
SALLENT y RÍOS VEGA que el Plan “ha apostado por un desarrollo más equilibrado 
del territorio. Esto se ha materializado en el diseño de un Sistema de Ciudades con los 9 
centros regionales en la cúspide del sistema urbano y al mismo nivel. Esto implica unas 
dotaciones e inversiones equivalentes para todos ellos, siendo una muestra de esto la 
programación de la extensión de la red ferroviaria de alta velocidad a todos los centros 
regionales, fomentando la consolidación de un territorio policéntrico. 
Además, dicho Plan de Ordenación defiende un modelo de ciudad compacta, 
funcional y económicamente diversificada, que limita el crecimiento urbano de los 
municipios mediante la restricción del aumento del suelo urbanizable superior al 40% 
del suelo urbano existente.”1019 
En cuanto a los Planes de Ordenación de ámbito Subregional, la Ley de Ordenación 
del Territorio de Andalucía los define
1020
 y regula su contenido
1021
. Este tipo de planes 
tienen como función principal establecer los elementos básicos para la organización y 
estructura del territorio, sirviendo en su ámbito de marco de referencia territorial para el 
                                                  
1019 ALMOGUERA SALLENT, M. P. y RÍOS VEGA, M. T., “Las Áreas Metropolitanas de Andalucía. 
Implicaciones desde la política de ordenación del territorio”. XI Coloquio Ibérico de Geografía, 2008, pp. 
8-11. 
1020 El artículo 10 de la Ley 1/1994, de 11 de enero, de Ordenación del Territorio de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía, define los Planes de Ordenación Territorial de ámbito subregional como 
aquellos Planes “que establecen los elementos básicos para la organización y estructura del territorio en 
su ámbito, siendo el marco de referencia territorial para el desarrollo y coordinación de las políticas, 
planes, programas y proyectos de las Administraciones y Entidades Públicas así como para las actividades 
de los particulares.” 
1021 El artículo 11 de la Ley 1/1994 determina el contenido de los Planes de Ordenación del territorio de 
ámbito subregional, que consiste en los siguientes aspectos: 
“a) Los objetivos territoriales a alcanzar y las propuestas a desarrollar durante la vigencia del plan. 
b) El esquema de las infraestructuras básicas y la distribución de los equipamientos y servicios de ámbito 
o carácter supramunicipal necesarios para el desarrollo de los objetivos propuestos. 
c) La indicación de las zonas para la ordenación y compatibilización de los usos del territorio y para la 
protección y mejora del paisaje, de los recursos naturales y del patrimonio histórico y cultural, 
estableciendo los criterios y las medidas que hayan de ser desarrolladas por los distintos órganos de las 
Administraciones Públicas. 
d) Las determinaciones de los Planes con Incidencia en la Ordenación del Territorio y de los Planes 
Urbanísticos vigentes en su ámbito que deban ser objeto de adaptación, justificando las alteraciones 
propuestas para los mismos. 
e) La concreción de aquellas determinaciones del plan cuya alteración precisará su revisión a los efectos 
del artículo 26, apartado 2. 
f) Las previsiones para el desarrollo, seguimiento y ejecución del plan. 
g) Los demás aspectos que el Consejo de Gobierno considere necesario incluir para la consecución de los 
objetivos del plan.” 
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desarrollo y coordinación de las políticas, planes, programas y proyectos de las 
Administraciones y Entidades Públicas así como las actividades de los particulares. 
Estos planes tienen, además, otra función de especial relevancia que es la de fijar los 
elementos básicos para la organización y estructura del ámbito subregional concreto al 
que hagan referencia en relación a: 
 La estructura del territorio y los sistemas de articulación: sistema de asentamientos, 
sistema de comunicaciones y transportes, infraestructuras básicas y la red de 
espacios libres de interés supramunicipal. 
 La ordenación de usos en el territorio: usos productivos de interés supramunicipal, 
áreas de oportunidad, ordenación del uso agrícola. 
 La protección del territorio: espacios protegidos por legislación sectorial o por el 
propio plan territorial y la prevención de riesgos. 
En el POTA se considera que “el enfoque supramunicipal y metropolitano debe 
constituir una prioridad de la acción pública para la resolución de múltiples problemas 
de las aglomeraciones urbanas (transporte, suelo y vivienda, espacios libres y, también, 
en materia de desarrollo económico y organización del espacio productivo), y en la 
perspectiva de reforzar los instrumentos de cooperación que permitan una gestión 
metropolitana de estas estructuras urbanas.” 
Y corresponde a los Planes de Ordenación del Territorio de ámbito subregional 
“reforzar su papel como instrumentos de coordinación urbanística de las aglomeraciones 
urbanas. Entre los cometidos de estos planes se encontrará definir las prioridades y 
necesidades en materia de movilidad, áreas libres, organización de espacios 
productivos, agua y energía, al objeto de mejorar la calidad de vida de los ciudadanos.” 
En la actualidad, hay dieciocho Planes de ámbito subregional aprobados de forma 
definitiva
1022
. Hay uno en tramitación, el de la Aglomeración urbana de Huelva; y tres 
                                                  
1022 Los Planes de Ordenación Territorial de ámbito subregional aprobados hasta la fecha son los 
siguientes: 
 Aglomeración urbana de Granada 
 Poniente de Almería 
 Sierra de Segura (Jaén) 
 Ámbito de Doñana 
 Bahía de Cádiz 
 Costa del Sol Occidental (Málaga) 
 Litoral Occidental de Huelva 
 Litoral Oriental - Axarquía (Málaga) 
 Levante de Almería 
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Planes formulados en Redacción, el de la Aglomeración urbana de Córdoba, el de 
Almanzora (Almería), y está en revisión el de la Bahía de Cádiz-Jeréz. 
La Ley de Ordenación Urbanística de Andalucía, Ley 7/2002, de 17 de diciembre
1023
, 
en su Exposición de Motivos reconoce que el desarrollo de la Ley de Ordenación del 
Territorio de la Comunidad Autónoma de Andalucía, en el nivel de los Planes de 
Ordenación del Territorio de ámbito subregional, a la vez que establece un mayor grado 
de precisión en el conocimiento del territorio a esas escalas, fija los criterios de 
planificación territorial y de interés supralocal para la ordenación urbanística. Desde tal 
consideración, esta Ley tiene como uno de sus objetivos desarrollar los instrumentos de 
relación, coordinación e incardinación entre la ordenación territorial y la urbanística.” 
A pesar de que en la teoría haya existido un amplio desarrollo de la Ordenación del 
Territorio en Andalucía, observan ALMOGUERA SALLENT Y RÍOS VEGA,  que en 
la práctica en estos años en los que se están consolidando los sistemas metropolitanos 
andaluces, han aparecido problemas vinculados a la inadecuación de las infraestructuras 
de transportes, a la generación de núcleos diseminados dentro del área, a la presión 
demográfica y especulativa en municipios de base tradicional y a la destrucción del 
paisaje tradicional rural andaluz, entre otros. 
El modelo urbano predominante, con una ciudad que se expande por el territorio, 
genera presiones medioambientales, pues los flujos de transporte individuales se 
complejizan, y la ocupación del suelo crece a una tasa superior al crecimiento de la 
población y de los hogares, y esto requiere de una aplicación efectiva de los dictámenes 
                                                                                                                                                  
 Aglomeración urbana de Sevilla 
 Aglomeración urbana de Málaga 
 Costa Noroeste de Cádiz 
 La Janda 
 Aglomeración Urbana de Almería 
 Campo de Gibraltar 
 Costa Tropical de Granada 
 Sur de Córdoba 
 Aglomeración Urbana de Jaén 




(Último acceso: 06.08.2015) 
1023 BOE N.º 154, de 31 de diciembre de 2002. 
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del Plan de Ordenación y de los instrumentos de ordenación subregionales.
1024
 
Avanzando en el tiempo, la Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo, de reforma del 
Estatuto de Autonomía para Andalucía
1025, dispone en el artículo 94 que “una ley 
regulará las funciones de las áreas metropolitanas (…) y aquellas otras agrupaciones de 
municipios que se establezcan”. 
El 11 de junio se aprueba la Ley 5/2010, de Autonomía Local de Andalucía
1026
, y no 
hace referencia a la creación de agrupaciones (comarcas o áreas metropolitanas), 
dejando esta tarea, como dice en Preámbulo “a la ley posterior que decida crearlas”. 
Actualmente, y sin previsión de que ello vaya a tener lugar, no se ha producido la 
elaboración de ningún texto que fuera a dar lugar a una futura Ley de Área 
Metropolitana para ninguna aglomeración urbana incluida dentro de las ocho provincias 
andaluzas. No obstante, a continuación haremos mención a la evolución del hecho 
metropolitano en las provincias de Málaga y Sevilla. 
- Análisis específico de la evolución metropolitana en las áreas de Málaga, Sevilla y 
Granada 
i) Málaga 
Desde la década de los setenta, la ciudad central experimentó un ritmo de 
crecimiento acelerado que no tuvo su correlato en su Hinterland. Este crecimiento, 
señala MONTOSA MUÑOZ, coincide con la fase centrípeta del crecimiento 
demográfico de la aglomeración, de máximo crecimiento de la ciudad, que padece un 
inusitado crecimiento tanto desde el punto de vista demográfico como en el físico, 
debido al éxodo rural de su entorno inmediato. Alcanzó su punto álgido a mediados de 
los ochenta para desacelerarse desde entonces y mantenerse estancado hasta principios 
del siglo XXI, en el que se observa un tímido repunte. Por el contrario, en los 
municipios de la corona periurbana, el crecimiento se vuelve acelerado a partir de 
inicios de los noventa, coincidiendo con el estancamiento de la ciudad central, y se 
mantiene hasta la actualidad, superando en ritmo de crecimiento a la capital. 
                                                  
1024 ALMOGUERA SALLENT, M. P. y RÍOS VEGA, M. T., “Las Áreas Metropolitanas de 
Andalucía…”, op. cit., p. 14. 
1025 BOE N.º 68, de 20 de marzo de 2007. 
1026 BOE N.º 174, de 19 de julio de 2010. 
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Una consecuencia del incremento de la movilidad migratoria de las personas jóvenes 
de la capital son los aumentos de la movilidad pendular por razones de trabajo, ya que 
esta población, al mantener sus empleos en la ciudad central y deslocalizar su residencia 
en la periferia, está obligada necesariamente a conmutar por razones de trabajo y de otra 
índole. El hecho de que pueda tolerar esta movilidad se debe a las mejoras en la 
accesibilidad entre el centro y periferia llevadas a cabo por los poderes públicos desde la 
década de los ochenta (rondas, autopistas y autovías), a la democratización del 
automóvil y a cierto nivel de ingresos de esta población.
1027
 
Para regular estas características territoriales propias de un ámbito metropolitano, se 
redacta el DECRETO 308/2009, de 21 de julio, por el que se aprueba el Plan de 
Ordenación del Territorio de la aglomeración urbana de Málaga y se crea su comisión 
de seguimiento (en adelante, POTAUM)
1028
, modificado por Orden de 30 de junio de 
2014, por la que rectifica el Plan de Ordenación del Territorio de aglomeración urbana 
de Málaga en cumplimiento de la Sentencia núm. 1389/2013 de la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo de Málaga del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía. 
El ámbito de la aglomeración urbana de Málaga esta constituido por trece 
municipios, Alhaurín de la Torre, Alhaurín el Grande, Almogía, Álora, Benalmádena, 
Cártama, Casabermeja, Coín, Málaga, Pizarra, Rincón de la Victoria, Torremolinos y 
Totalán. Tiene una extensión de 1.329,9 km² y una población permanente de 832.446 
personas, siendo la segunda aglomeración por volumen demográfico de Andalucía. En 
este ámbito pueden detectarse rasgos propios de una aglomeración urbana madura, pues 
el áreas conforma, con mayor o menor grado de intensidad según la proximidad a la 
ciudad central, un mercado unitario de trabajo, residencia y ocio. 
Como señala el POTAUM, “en un Plan de Ordenación del Territorio de ámbito 
subregional, es necesario incorporar la información integrada resultante del 
planeamiento municipal vigente de cada una de las áreas administrativas locales que 
conforman la aglomeración urbana, con el objeto de vincular dicha información a la 
nueva escala metropolitana de referencia, y poder organizar el territorio en conjunto, 
partiendo de una información objetiva y segregada de la organización anterior. El 
planeamiento vigente, en la mayoría de los casos desde hace más de una década, 
                                                  
1027 MONTOSA MUÑOZ, J. C., “Población y urbanización en el Área Metropolitana de Málaga”. Revista 
de Estudios Regionales, Nº 93, 2012, p. 150. 
1028 BOJA N.º 142, de 23 de julio de 2009. 
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justifica parte de la situación de partida del Plan y permite poner de manifiesto 
disfuncionalidades a la vez que potencialidades intrínsecas a nivel metropolitano.” 
En la Memoria de Ordenación se contiene el objetivo principal perseguido por el 
POTAUM, que no es otro que el del “reconocimiento de la escala metropolitana 
mediante la conformación de un ámbito de calidad, funcional y atractivo, que sirva de 
referencia para asegurar un progreso y desarrollo económico y social equilibrado, así 
como consolidar la aglomeración como Centro Regional correspondiente al primer nivel 
del sistema de ciudades de Andalucía y configurada como área urbana de naturaleza 
metropolitana.” 
Como reconoce MONTOSA MUÑOZ, en este espacio territorial, económico, social 
y turístico se ubican los principales nodos de comunicación de la provincia, esto es, el 
aeropuerto internacional más importante del sur de Europa, una moderna estación de 
ferrocarril con conexión de AVE, y un puerto que se ha convertido en destino del 
pujante turismo de cruceros; además, aquí se encuentra el principal centro educativo de 





Sevilla es una ciudad histórica que desde su fundación, que se remonta al siglo VIII 
a. C., vinculada a la civilización Tartésica, y debido a su enclave estratégico y rango de 
capitalidad, ha atraído población durante siglos. Ocupó un lugar relevante en la 
jerarquía europea, tanto en dimensión como en funcionalidad, desde la Baja Edad Media 
hasta la Edad Moderna, derivado del desarrollo del comercio internacional entorno al 
puerto.
 1030 
El proceso de conformación del espacio metropolitano en el área de Sevilla ha sido 
consecuencia de la superposición de iniciativas urbanísticas de escala municipal. Este 
proceso arranca en 1963 con la declaración del Polo de Desarrollo y la subsiguiente 
                                                  
1029 MONTOSA MUÑOZ, J. C., “Población y urbanización en el Área Metropolitana de Málaga”. Op. 
cit., p. 147. 
1030 Una revisión de la evolución histórica de la ciudad de Sevilla y su área de influencia la encontramos 
en M. P. ALMOGUERA SALLENT y M. T. RÍOS VEGA, “Transformación de las Áreas Metropolitanas 
desde una perspectiva comparada: Sevilla y Gran Santiago de Chile. Implicaciones y respuestas desde la 
política de ordenación del territorio en la última década.” Scripta Nova: Revista electrónica de geografía 
y ciencias sociales, Nº. Extra 12, 270, 2008 (Ejemplar dedicado a: X Coloquio Internacional de 
Geocrítica: Diez años de cambio en el mundo, en la Geografía y en las Ciencias Sociales 1999-2008). 
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promoción de zonas industriales situadas en una amplia franja de terreno a ambos lados 
de los ejes viarios que constituían el triángulo Sevilla-Alcalá-Dos Hermanas, favorecido 
por la política de incentivos y ayudas públicas. En 1974 se intentó formalizar una 
ordenación propiamente urbanística mediante el Avance del Plan Comarcal, que no pasó 
de una mera declaración de intenciones. 
Durante los años 70 la capacidad de crecimiento del área siguió concentrándose en la 
ciudad central y, así, el municipio de Sevilla acogió el 40% del total de las viviendas 
públicas. En la periferia metropolitana se suceden al mismo tiempo grandes 
implantaciones industriales como el polígono La Isla o residenciales como 
Montequinto, junto a urbanizaciones dispersas que salpican los Alcores o el Aljarafe, 
todo ello en ausencia de planeamiento urbanístico general. 
A mediados de los 80 se produce la consolidación del espacio metropolitano, 
motivada por una etapa alcista en la dinámica económica y aumento de la inversión 
pública. La Consejería de Obras Públicas y Transportes inicia en esta década un proceso 
de coordinación territorial a través de documentos de Propuestas (1984) y Directrices 
(1990) y de la creación de una Ponencia de Coordinación del Planeamiento Urbanístico 
en el seno de la Comisión Provincial de Urbanismo. 
En los años 90 la dinámica de crecimiento económico y el impulso a las inversiones 
públicas, favorecidas por la Exposición Universal, generaron un proceso de 
construcción metropolitana en el que los propios instrumentos de planeamiento 
municipales se vieron superados por las demandas y expectativas generadas en el nuevo 
contexto; lo que se intentó paliar mediante el recurso generalizado a las modificaciones 
puntuales. En esta  nueva etapa, el principal factor de conformación metropolitana 
vendrá dado por la intervención sectorial en infraestructuras y equipamientos. 
Si en las décadas anteriores el municipio central tenia un crecimiento superior al de 
la corona, en las décadas de los 80 y los 90 la situación se invierte completamente, 
iniciándose una nueva fase de expansión metropolitana ya claramente centrífuga. El 
resultado es que a principios de los 60 la ciudad central representaba casi dos tercios del 
total de la población del área, en la actualidad no representa más allá de la mitad. Y todo 
ello en un contexto de progresiva ralentización del crecimiento del conjunto de la 
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aglomeración urbana, que en estas dos últimas décadas solo ha podido igualar el 
incremento de población que en la década de los setenta. 
La conformación de la aglomeración urbana de Sevilla es un proceso dinámico que 
se ha acelerado en las últimas décadas. Tras la aprobación de la Ley 1/1994 de 11 de 
enero, de Ordenación del Territorio de la Comunidad Autónoma de Andalucía, 
mediante Acuerdo de 31 de mayo de 1994 se formuló el Plan de Ordenación del 
Territorio de la aglomeración urbana de Sevilla con un ámbito formado por 22 
municipios, que correspondía al ámbito de influencia de la ciudad de Sevilla, definido 
en el Documento de Bases para la Ordenación del Territorio aprobado en 1990. Este es 
también el ámbito correspondiente al Centro Regional de Sevilla, recogido en el Plan de 
Ordenación del Territorio de Andalucía aprobado mediante Decreto 206/2006, de 28 de 
noviembre. 
Los análisis recientes, especialmente los que se derivan del Plan de Transporte 
Metropolitano del Área de Sevilla: Plan de Movilidad Sostenible, han puesto de 
manifiesto cómo esta aglomeración urbana ha extendido su radio de influencia 
abarcando, junto a la ciudad de Sevilla y la primera corona metropolitana, a una 
segunda corona de municipios, afectando a un conjunto de 46 municipios. 
Este ha sido el ámbito recogido en el Decreto 195/2006, de 7 de noviembre, por el 
que se acuerda la formulación del Plan de Ordenación del Territorio de la aglomeración 
urbana de Sevilla, si bien, en función de su nivel de integración, puede distinguirse una 
primera corona formada por 22 municipios, que constituye ya un mercado unitario 
respecto al trabajo, la vivienda y el ocio, y una segunda corona, integrada por 24 
municipios, en la que con mayor o menor intensidad se están produciendo relaciones y 
vinculaciones de carácter metropolitano.
1031
 
El DECRETO 267/2009, de 9 de junio, por el que se aprueba el Plan de Ordenación 
del Territorio de la aglomeración urbana de Sevilla y se crea su Comisión de 
Seguimiento (en adelante, POTAUS)
1032
, señala que la aglomeración urbana de Sevilla 
se asienta sobre un ámbito territorial de 4.900 km2, que incluye a 46 términos 
municipales cuyo núcleo urbano central es la ciudad de Sevilla, que aúna las funciones 
                                                  
1031 Esta revisión de la evolución del proceso de conformación del espacio metropolitano en el área de 
Sevilla se puede consultar en la Memoria de Información del POTAUS, pp. 13-15. 
1032 BOJA N.º 132, de 9 de julio de 2009. 
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correspondientes a la capitalidad provincial con su papel de Centro Regional. En torno a 
ella se ha desarrollado un amplio anillo metropolitano que alcanza un radio de más de 
40 kilómetros, caracterizado por un sistema urbano diverso. 
Dicho Plan recoge el modelo territorial al que hay que avanzar, supeditando los 
planes infraestructurales y de movilidad a sus determinaciones, y exigiendo la 
cooperación y coordinación de los municipios integrados en los planes de ámbito 
subregional, para realizar la gestión y planificación de las zonas incluidas en un mismo 
ámbito. 
En el contexto actual, el POTAUS se aprecia no solo “como una exigencia legal sino 
como una oportunidad esencial para regular y encauzar el desarrollo metropolitano por 
la senda de la competitividad, la eficacia, la sostenibilidad y la equidad social.”1033 
Como expresa su Memoria de Ordenación, el POTAUS se plantea como una apuesta 
estratégica de futuro cuya finalidad es, fundamentalmente, servir de soporte para el 
desarrollo territorial del ámbito mediante una ordenación que racionalice las estructuras 
y las relaciones metropolitanas, mejore la calidad de vida de la población, favorezca el 
desenvolvimiento de las actividades productivas y respete los recursos naturales y los 




En los últimos cincuenta años, la población de Granada y su área metropolitana se ha 
duplicado. Ello se ha debido a un incremento en las zonas edificables de 
aproximadamente 4.650 hectáreas. Además, el área que ha experimentado el mayor 
crecimiento de población y de construcción está situado a menos de quince kilómetros 
de la ciudad de Granada. La consolidación del área metropolitana de Granada empezó 
en la década de 1970. Entre 1950 y el año 2009, la densidad total de población aumentó 
un sesenta y cinco por ciento. 
1035
 
Dentro del marco general de la Ley de Ordenación del Territorio de Andalucía y para 
su desarrollo dentro de los ámbitos subregionales, a mediados del año 1994, el Consejo 
                                                  
1033 POTAUS. Memoria de Información, p. 56. 
1034 POTAUS. Memoria de ordenación, p. 61. 
1035 VALVERDE PALACIOS, I. y VALVERDE ESPINOSA, I., “Increase of Seismic Risk for Growth of 
a Large Metropolitan Area of Granada (Spain): Case Studies”. Earth Science Research, Canadian Center 
of Science and Education, Vol. 1, N.º  2, 2012, p. 171. 
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de Gobierno de la Junta de Andalucía acordó la formulación del Plan de Ordenación del 
Territorio de la Aglomeración Urbana de Granada, como documento básico y 
primordial para la posterior definición y constitución del Área Metropolitana de 
Granada. El Plan comprendería inicialmente un espacio territorial integrado por treinta 
municipios, a los que posteriormente se unirían otros dos más.
1036
 Mediante el Decreto 
244/1999, de 27 de diciembre, por el que se aprueba el Plan de Ordenación del 
Territorio de la aglomeración urbana de Granada
1037
, modificado por Resolución de 16 
de diciembre de 2004
1038
 
Sin embargo, el Área Metropolitana de Granada, a pesar de la innegable realidad de 
su existencia en la actualidad, tampoco ha visto como esta situación daba lugar a una 
regulación jurídica. 
Este inmovilismo del legislador, sin embargo, no ha supuesto un freno a las voces 
que reclaman los treinta y dos municipios localizados en el área metropolitana se 
integren en un solo ayuntamiento, el de Granada, para lograr así una mejor gestión de 
los servicios y del gasto público. 
Por el momento, la realidad es que en la provincia de Granada, por el contrario, la 
intención de algunos de sus municipios es la de segregarse de aquellos a los que están 
unidos, lo cual es criticado por algunas fuerzas políticas dado que ya de por sí la de 
Granada es la provincia con mayor número de municipios en Andalucía.
1039
 
2. ARAGÓN. EL DEBATE METROPOLITANO EN TORNO AL ÁREA DE 
ZARAGOZA 
- Consideraciones generales 
La situación de Zaragoza como capital de la Comunidad Autónoma de Aragón 
reviste la peculiaridad de que en esta ciudad vive más del cincuenta por ciento de la 
población aragonesa y en ella, la aplicación de determinadas leyes autonómicas tienen 
                                                  
1036 FERNÁNDEZ GUTIÉRREZ, F., NIETO CALMAESTRA, J. A., JIMÉNEZ BAUTISTA, F. y 
MACHADO SANTIAGO, R., El Área Metropolitana de Granada según sus habitantes. Universidad de 
Almería, 2001, p. 231. 
1037 BOJA N.º 37, de 28 de marzo de 2000. 
1038 BOJA N.º 6, de 11 de enero de 2005. 
1039 Fuente: http://sevilla.abc.es/andalucia/granada/20141009/sevi-super-ayuntamiento-para-area-
201410091838.html (Último acceso, 20.09.2015). 
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un impacto distinto al que pueden tener en otros territorios con distintas características 
sociodemográficas. 
Zaragoza figuraba desde 1965 como Área Metropolitana a efectos estadísticos
1040
, 
sin embargo el primer documento oficial que planteaba las disfunciones metropolitanas 
fue el Plan General de la capital de 1986 al expresar una compleja interacción entre la 
ciudad y su comarca inmediata, no regulada por ningún instrumento de conjunto, por lo 
que solicitaba una “concordancia entre las determinaciones del Plan con las de su 
entorno territorial”. La primera referencia política que inició el debate sobre la 
organización metropolitana fue la Comunicación de la Diputación General de Aragón, 
debatida en las Cortes de Aragón el 22 de noviembre de 1991
1041
, que fijó un decálogo 
de propuestas para una política de organización territorial, entre las que se encontraba la 
quinta que formulaba la creación del Área Metropolitana por medio de una ley 
específica. En dicha sesión se aprobó por unanimidad una resolución por la que se 
instaba a la Diputación a remitir, en el plazo de un año, dicho proyecto de ley. 
En los últimos años el fuerte incremento de la movilidad diaria intermunicipal, 
favorecido por la progresiva ejecución de las grandes infraestructuras, la mejora de los 
medios de automoción, la flexibilidad de la organización laboral, etc., están moldeando 
una ciudad funcional o espacio de cohesión cuyo límite se difuminaría en torno a la 
distancia de 90 kilómetros desde la ciudad central. 
Estamos ante una nueva fisiología del hecho urbano y territorial, ante unas nuevas 
dimensiones espaciales, ante un nuevo tamaño de ciudad extensa pero no difusa, porque 
                                                  
1040 Como apunta M. Y. SÁNCHEZ DEGANO (“Interpretación del hecho metropolitano en Zaragoza”. 
Geographicalia, N.º 33, 1996, p. 7), “los primeros trabajos que aluden a ella en términos fácticos (Área 
Metropolitana), datan de la década de los sesenta. Se trata de los documentos oficiales que fueron 
eleborados por la Dirección General de Urbanismo y por el III Plan de Desarrollo Económico y Social, 
donde Zaragoza se encuentra entre las primeras áreas metropolitanas que para España habían sido 
definidas de forma oficial a efectos estadísticos, y a efectos de desarrollo económico y social. 
Por otro lado fue el Ministerio de Obras Públicas y Transporte a través de algunas de sus publicaciones, el 
segundo organismo público que ha hecho alusión a Zaragoza como Area Metropolitana, siendo dos los 
documentos que se han consultado: en primer lugar el realizado por el C.E.O.T.M.A. (Centro de Estudios 
de Ordenación del Territorio y Medio Ambiente) con el título La problemática inherente al papel de los 
sistemas de infraestructuras en la conformación de las áreas metropolitanas de desarrollo reciente. 
Aplicación al Area Metropolitana de Valencia (1.982-83); y en segundo término, el documento elaborado 
por el M.O.P.T.M.A. en el marco del Plan Director de Infraestructuras (P.D.I.) para el período 1.993-
2.007.” 
1041 B.O. de las Cortes de Aragón n.º 6, de 31 de octubre de 1991. 
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se apoya en los municipios tradicionales, y que implica a un número de habitantes 
equivalente al 71% de la población aragonesa.
1042
 
- Evolución normativa del tratamiento metropolitano 
El Estatuto de Autonomía de Aragón, reformado por la Ley Orgánica 5/2007, de 20 
de abril
1043, dispone en su artículo 5 que “Aragón estructura su organización territorial 
en municipios, comarcas y provincias”, y establece en el artículo 81 apartado 2 que, 
“por ley de las Cortes de Aragón podrá regularse la creación, organización y 
competencias de las áreas metropolitanas”. 
Persiguiendo tal fin, se han formulado diversas propuestas de áreas metropolitanas 
funcionales guiadas, a su vez, por diferentes planteamientos. Entre ellos, están los 
estudios dirigidos a definir un mapa comarcal aragonés, como el Estudio 
Socioeconómico de la provincia de Zaragoza de 1977 y un estudio posterior que fue un 
referente en el proceso que culminó con la Ley 8/1996 de delimitación comarcal de 
Aragón. También se han tenido en cuenta los distintos ámbitos funcionales 
considerados en los sucesivos borradores de la Directriz Parcial de Ordenación 
Territorial del Entorno Metropolitano de Zaragoza, así como el espacio metropolitano 
considerado en el Plan General de Zaragoza. 
La Disposición Adicional Tercera de la Ley 10/1993, de 4 de noviembre, de 
comarcalización de Aragón
1044
 (vigente hasta el 31 de diciembre de 2006, fecha en que 
entró en vigor el Decreto Legislativo 1/2006, de 27 de diciembre, del Gobierno de 
Aragón, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Comarcalización de 
Aragón), establecía sobre Zaragoza y su área metropolitana que “en el caso de que por 
Ley de las Cortes de Aragón se cree el Área Metropolitana de Zaragoza con el carácter 
de entidad local, podrán corresponder a la misma las competencias atribuidas a la 
comarca respecto de su propio ámbito territorial.” 
Quedaba identificada así la creación del Área Metropolitana a los procesos de 
comarcalización y de regulación de la administración local, lo que, según la doctrina, 
                                                  
1042 Esta evolución de la realidad metropolitana en Zaragoza y su corona la debemos a R. DE MIGUEL 
GONZÁLEZ, “Zaragoza: Área Metropolitana funcional e institucional versus organización 
metropolitana de geografía variable.” Congreso Internacional “Municipia. Ciudadanía y Gobierno 
Local, siglo XXI”, Zaragoza, 2004. 
1043 BOE N.º 97, de 23 de abril de 2007. 
1044 BOE Nº. 291, de 6 de diciembre de 1993. 
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“ha sido un obstáculo permanente a lo largo del tiempo por tres razones: en primer 
lugar, por proponer como única fórmula la rígida del Área Metropolitana del artículo 
43 de la Ley 7/1985. En segundo lugar, por condicionar el ámbito institucional 
metropolitano al resultante del proceso de delimitación comarcal, de manera que 
muchos municipios han entendido que era más favorable pertenecer a otras comarcas 
que a la de Zaragoza. Y en tercer lugar, porque todo este proceso se ha hecho 
prácticamente al margen del Ayuntamiento de Zaragoza.”1045 
En 1995 se presentó, como nos recuerda DE MIGUEL GONZÁLEZ, una nueva 
Comunicación a las Cortes de Aragón
1046
, en donde se concluyó que la fórmula de la 
gestión más adecuada para Zaragoza y su entorno sería la constitución de un Área 
Metropolitana, según el artículo 43 de la Ley 7/1985, pero no se llegó a debatir. 
Ese mismo año se presentó el primer borrador de Directriz Parcial de Ordenación 
Territorial del Entorno Metropolitano de Zaragoza, que fue contratado en una asistencia 
técnica, cuyo pliego de prescripciones técnicas pedía también un proyecto de ley de 
entidad metropolitana. En dicho borrador de anteproyecto se propusieron 
arbitrariamente 22 municipios en una primera fase, hasta llegar a los 39 de la Directriz 
en una segunda fase. Además de las competencias, organización y recursos se incluyó 
un anexo que fijaba la asignación del voto ponderado, concediendo a la asamblea 
general un total de 266 votos, de los cuales 126 eran para el municipio capital, esto es, 
el 47% de los votos para el municipio del 92% de la población. Dicho documento tuvo 
escasa difusión porque ponía el dedo en la llaga de un tema largamente debatido en la 
organización metropolitana: sin dudar de la legalidad, la escasa legitimidad democrática 
de una institución cuyo poder se otorga de forma indirecta de unos resultados 
electorales municipales, independientemente de su legitimidad institucional en el caso 
de aprobación por un parlamento autónomo. 
La Diputación General de Aragón que, como señala SÁNCHEZ DEGANO, veía en 
la creación institucional del Área Metropolitana de Zaragoza una necesidad "primaria" 
con el fin de coordinar conjuntamente los planes urbanos entre sí y con la ordenación 
del territorio de Aragón, también se planteó como objetivo prioritario, dentro del marco 
de la Ordenación del Territorio en Aragón, lo que se denominó "el diseño del Area 
Metropolitana de Zaragoza", que según algunas de sus publicaciones, comprendería al 
menos 26 municipios organizados en los cuatro ejes radiales con centro en la capital. A 
                                                  
1045 DE MIGUEL GONZÁLEZ, R., “Zaragoza: Área Metropolitana funcional e institucional…”, op. cit. 
1046 B.O. de las Cortes de Aragón n.º 161, de 27 de enero de 1995. 
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tal fin, elaboró una serie de estudios titulados “Avance de Directrices de Ordenación 
Territorial y Urbanística” en los que se analiza de forma pormenorizada y por separado 
cada uno de los "ejes de expansión del entorno de Zaragoza", como paso previo a la 




La Ley 8/1996, de 2 de diciembre, de delimitación comarcal de Aragón
1048
, 
(asimismo vigente hasta el 31 de diciembre de 2006), fijó en 23 los municipios de la 
comarca metropolitana de Zaragoza. El objeto de la Ley era el de establecer la 
delimitación comarcal de Aragón que permitiera poner en marcha la iniciativa de 
creación de comarcas a las entidades legitimadas para ello. 
En 1998 se aprobó la Ley 7/1998, de Directrices Generales de Ordenación Territorial 
de Aragón, en donde se incluían tres (números 74, 98 y 203) que planteaban la 
posibilidad de crear el Área Metropolitana de Zaragoza.  
El artículo 76 de la Ley 7/1999, de 9 de abril, de Administración Local de Aragón
1049
 
va a reconocer que “por Ley de la Comunidad Autónoma podrá crearse la entidad 
metropolitana de Zaragoza, integrada por los municipios comprendidos en el territorio 
correspondiente” regulando los contenidos básicos de la ley de creación de la entidad 
metropolitana y sus competencias elementales: ciclo del agua, tratamiento de residuos y 
transporte, mucho más reducidas que las asumidas por cualquiera de las comarcas en su 
ley de creación.  
La Ley 23/2001, de Medidas de Comarcalización y verdadero impulso para la 
constitución de aquéllas, recogía en su Disposición Adicional Novena el régimen 
económico especial para la ciudad de Zaragoza. Desde entonces se han constituido por 
ley 32 de las 33 comarcas previstas, faltando únicamente la comarca de Zaragoza. 
En el momento actual sigue habiendo una situación de indefinición sobre la gestión 
metropolitana de Zaragoza, porque desde diciembre de 2003, fecha en que se aprobó la 
Ley de medidas para la modernización del gobierno local, y en especial el Título X del 
régimen de organización de los municipios de gran población, el Ayuntamiento de 
                                                  
1047 SÁNCHEZ DEGANO, M. Y., “Interpretación del hecho metropolitano en Zaragoza”. Op. cit., p. 8. 
1048 BOE N.º  6, de 7 de enero de 1997. 
1049 BOE N.º 108, de 6 de mayo. 
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Zaragoza se ha postulado por la necesidad de una Ley de capitalidad específica para el 
municipio central que impulse la transferencia de competencias del gobierno 
autonómico al municipal. Con esta opción se está de alguna manera rechazando el 
modelo comarcal y creando una situación compleja.
 1050 
Estando presente el debate sobre la creación del Área Metropolitana de Zaragoza, 
finalmente, el Gobierno de Aragón aprobó a finales de 2014 el Anteproyecto de Ley de 
Capitalidad de Zaragoza. En este documento se regula el estatus jurídico de la ciudad 
como capital de la Comunidad Autónoma y su relación con ella, y se establecen 
asimismo su ordenación territorial y sus vías de financiación. 
Tras la aprobación de la Ley de Capitalidad de Zaragoza, está previsto redactar la 
Ley de la Comarca de Zaragoza, que es la última comarca que resta por constituirse. De 
completarse este propósito, quedaría desprovista de sentido la aprobación de una Ley de 
Área Metropolitana pues muy probablemente se producirían duplicidades 
competenciales. 
3. ASTURIAS 
- Consideraciones generales 
La organización territorial de Asturias se singulariza por la presencia de la ciudad en 
el área central, espacio de caracteres metropolitanos en proceso de consolidación, y por 
dos extensas áreas rurales situadas al oeste y al este. El área central de Asturias, 
conforma un territorio con la singularidad de disponer tres ciudades de tamaño medio, 
Gijón, Oviedo y Avilés, distantes en torno a 25 km entre sí, que conforman lo que se 
denomina el Área Metropolitana Central de Asturias, AMCA, junto a otros municipios 
adyacentes, con una población en torno a 800.000 habitantes, lo que supone tres cuartas 
partes del total de la Comunidad Autónoma. 
Una primera manifestación de esta mentalidad metropolitana ya se percibía en 
proyectos como el que redacta en 1928 del entonces ingeniero del Ayuntamiento de 
Gijón Ildefonso Sánchez del Río. Se trata de un proyecto de la obra de una de las tres 
primeras autopistas de España, conocida como “Y”, la única con concepto 
metropolitano, que iba a unir Oviedo y Gijón, y que aun siendo pionera añadía un nuevo 
                                                  
1050 DE MIGUEL GONZÁLEZ, R., “Zaragoza: Área Metropolitana funcional e institucional…”, op. cit. 
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valor a las otras dos coetáneas (Madrid-Valencia y Madrid-Irún), pues a diferencia de 
estas cuidaba con mucho detalle la ocupación lateral, pidiendo su promotor la 
expropiación en toda su extensión de una faja de 120 metros de anchura, de la que se 
reservaban 100 metros para establecer dos franjas de edificios, huertos y jardines, pues 
la “autopista constituía una verdadera y espléndida calle urbanizada entre Oviedo y 
Gijón”. En este sentido la autopista se proyecta inspirada en las nuevas ideas de 
ordenación del territorio entonces en vanguardia, pues se trata de una vía-parque que 
apoya la idea de una nueva ciudad metropolitana, saludable, higiénica, preocupada por 
el paisaje.  
La consideración del fenómeno urbano del área central de Asturias se remonta a 
finales de la década de 1950, con la redacción del denominado Plan General de 
Ordenación Urbana de la Comarca Central de Asturias, promovido por el Ministerio de 
Vivienda como primer instrumento de la planificación económica franquista. 
Posteriormente, en el II Plan de Desarrollo (1968-1971) se asignaba al triángulo 
Oviedo-Gijón-Avilés el carácter de Área Metropolitana. Por su parte, el III Plan de 
Desarrollo Económico y Social (1972-1975) identificaba, junto a las seis grandes áreas 
metropolitanas en España, diecinueve metrópolis de equilibrio, entre las que se incluía 
la asturiana, compuesta por catorce concejos.
 1051
 
La consideración del espacio urbano central como un territorio metropolitano se 
puede rastrear en numerosos estudios, planes y proyectos a lo largo del último medio 
siglo y aun antes. Las Directrices Regionales de Ordenación del Territorio de 1991 
diferenciaron en el territorio asturiano tres áreas, de las cuales la central se caracterizaba 
por la concentración de población y actividad económica, por el hecho urbano, 
evidenciado en una extensa área.  
De la organización urbana a bases de nodos especializados, de la época del 
crecimiento rápido y la industrialización, se ha pasado a la ciudad policéntrica, 
discontinua, que mejora su integración en un paisaje montañoso de interés. 
La pertenencia del Área Metropolitana de Asturias (en adelante, AMA), y también 
                                                  
1051 Esta aproximación inicial al hecho metropolitano como figura que ha venido estando presente en la 
experiencia asturiana procede de F. RODRÍGUEZ GUTIÉRREZ, R. MENÉNDEZ FERNÁNDEZ, y J. 
BLANCO FERNÁNDEZ, El Área Metropolitana de Asturias. Ciudad Astur: el nacimiento de una 
estrella urbana en Europa, Ediciones Trea, SL, Gijón, 2009, p. 33. 
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llamada Área Metropolitana Central de Asturias, al segundo nivel de la red de ciudades 
española y su situación en el sistema urbano atlántico europeo apoyan la consolidación 




- Evolución normativa del tratamiento metropolitano 
La Ley Orgánica 7/1981, de 30 de diciembre, de Estatuto de Autonomía para 
Asturias
1053, establece en el artículo segundo que “el territorio del Principado de 
Asturias es el de los concejos comprendidos dentro de los límites actuales de la 
provincia de Asturias”, y el artículo sexto en su apartado tercero reconoce que “podrán 
crearse Áreas Metropolitanas”. 
A día de hoy, si bien es un propósito de la actual legislatura, todavía no cuenta esta 
Comunidad con una ley de régimen local. 
A lo largo de las tres últimas décadas se detecta un estancamiento o incluso un 
retroceso en la comprensión del fenómeno urbano asturiano y de sus posibilidades de 
futuro. 
El Gobierno de España reconoce en sus diversos planteamientos de actuaciones 
territoriales el papel y dimensiones del AMA. El nuevo Plan de Infraestructuras del 
Ministerio de Fomento (Plan Estratégico de Infraestructuras y Transporte, PEIT 2005-
2020) señala el área central asturiana como la séptima aglomeración urbana de España 
en número de habitantes, dentro del segundo nivel jerárquico español. El Ministerio de 
Fomento incluye el área central de Asturias entre las aglomeraciones supraurbanas 
sujetas a la obligación de elaborar un plan de movilidad sostenible, para coordinar y 
optimizar la red de transportes públicos, dentro del PEIT 2005-2020. 
El Ministerio de Fomento, en su Atlas estadístico de las áreas urbanas de España, 
del año 2000 delimita y caracteriza el Área Metropolitana de Asturias como la sexta del 
país en número de habitantes, compuesta por una veintena de municipios. El posterior 
Atlas estadístico de las áreas urbanas de España, elaborado por el Ministerio de 
Fomento de España en el año 2004, categoriza el área central de Asturias como “gran 
                                                  
1052 RODRÍGUEZ GUTIÉRREZ, F., MENÉNDEZ FERNÁNDEZ, R. y BLANCO FERNÁNDEZ, J. El 
Área Metropolitana de Asturias. Ciudad Astur…, op. cit., pp. 15-16. 
1053 BOE N.º 9, de 11 de enero de 1982. 
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área urbana”, la séptima del país en número de habitantes. Para dicha categorización se 
recurrió al análisis de varios parámetros como la población, la vivienda, la estructura 
territorial, la dinámica urbana y las redes de transporte existentes y proyectadas. Por su 
parte, la planificación realizada por el Ministerio de Vivienda incluye el AMA en una 
categoría similar a la del Ministerio de Fomento. 
La Administración regional, a partir del establecimiento de gobierno autónomo del 
Principado de Asturias, en la década de 1980, y de la toma de competencias en materia 
de ordenación del territorio, condujo a la elaboración de las Directrices Regionales de 
Ordenación del Territorio (1991), actualmente en fase de revisión y, dentro de ellas, de 
las Subdirectrices de Ordenación para el Área Central de Asturias. En ellas se califica el 
área central de Asturias como una “entidad urbana” de carácter metropolitano y 
policéntrico. También se ve constatada la realidad urbana del área central asturiana en la 
Estrategia para el Área Metropolitana de Asturias en el año 2003.
1054
 
El territorio ocupado por el Área Metropolitana de Asturias ha dejado de ser un 
sistema industrial de ciudades para transformarse en un organismo metropolitano ligado 
por vínculos funcionales. 
La transformación está ligada a la reestructuración económica, desde una economía 
industrial, y en menor medida, agraria, a otra de servicios, que se ha producido en el 
Área Metropolitana asturiana. Son los grandes municipios de tradición industrial los 
más perjudicados, mientras que Oviedo y su Hinterland se están convirtiendo, 
progresivamente, en el gran motor del Área Metropolitana, acompañados, en un plano 
más discreto, por Gijón. 
La población se acerca a los grandes nodos de nuevos empleos, esto es, Oviedo y 
Gijón, con sus respectivos alfoces, desde los distritos industriales. Sin embargo, la pauta 
de localización residencial no se ha concentrado en las cabeceras metropolitanas, sino 
en sus alrededores, suburbanizándose, pues los centros de Oviedo y Gijón pierden 
población, mientras que la incrementan los barrios y parroquias vecinas, debido, 
fundamentalmente, al precio de la vivienda y a los flujos migratorios procedentes de 
otros municipios asturianos, otras regiones españolas o el extranjero. 
                                                  
1054 RODRÍGUEZ GUTIÉRREZ, F., MENÉNDEZ FERNÁNDEZ, R. y BLANCO FERNÁNDEZ, J. El 
Área Metropolitana de Asturias. Ciudad Astur…, op. cit., pp. 33-36. 
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La realidad metropolitana impone la gestión coordinada de servicios, cuyo resultado 
es la presencia de consorcios que gestionan algunos de los servicios básicos para la 
ciudad como el agua, el transporte o los residuos, a partir de redes integradas.
1055
 
A pesar de las numerosas voces que lo demandan, por sus múltiples beneficios, 
todavía no se ha constituido el Área Metropolitana Regional. 
Las Directrices Regionales de Ordenación del Territorio de Asturias, reguladas por el 
Decreto Legislativo 1/2004, de 22 de abril, por el que se aprueba el texto refundido de 
las disposiciones legales vigentes en materia de ordenación del territorio y 
urbanismo
1056
 consideran necesario dar un contenido más preciso al Espacio Central 
Metropolitano, observada la existencia de un sistema policéntrico de ciudades, centros 
de actividad económica y territorios vinculados por relaciones de carácter metropolitano 
cada vez más estrechas. Y también, como consecuencia de la falta de límites 
metropolitanos claros, externos e internos, en los Concejos del núcleo central de 
Asturias, que lleva a diseñar un conjunto de políticas sectoriales y proyectos de escala 
metropolitana.  
Con tal fin se van a elaborar unas Directrices Especificas para el Área Central de 
Asturias, que se plasmarán finalmente en determinados servicios y obras. En cuanto a 
los servicios, no solo el más genuino o representativo servicio de transporte 
metropolitano -ya iniciado a través del Consorcio de Transporte- integrando las fases 
interurbanas y urbanas de los viajes en el Área Central, sino los servicios cuya 
coordinación intermunicipal suponga una mayor eficiencia y economía. 
Por lo que respecta a las obras, se trataría fundamentalmente de obras públicas 
(infraestructuras y equipamientos) que toman su justificación en la “escala 
metropolitana”, independientemente de quien las proyecte y financie, como elementos 
de integración de la funcionalidad del Área Central que, además, solucionan problemas 
detectados en la escala local o municipal. 
4. CATALUÑA. EL ÁREA METROPOLITANA DE BARCELONA 
- Consideraciones generales 
                                                  
1055 RODRÍGUEZ GUTIÉRREZ, F., MENÉNDEZ FERNÁNDEZ, R. y BLANCO FERNÁNDEZ, J. El 
Área Metropolitana de Asturias. Ciudad Astur…, op. cit., pp. 212-218. 
1056 BOE N.º 131, de 31 de mayo. 
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La ciudad de Barcelona de finales de los años setenta es el centro de una 
aglomeración metropolitana con más de tres millones de habitantes. La 
descentralización de actividades económicas hacia los suburbios se acompaña de una 
creciente movilidad residencial, que será constante en la década siguiente. 
En los años ochenta, la ciudad de Barcelona perdía la industria como espacio de 
producción pero comenzaba un proceso en el que Barcelona se consolidó como centro 
discrecional industrial metropolitano, con iniciativas como el Plan de reindustrialización 
del Cinturón de Barcelona (ZUR), que fomentaba la reactivación de la industria. 
El reajuste de escala territorial de la industria, junto con la crisis económica y las 
estrategias residenciales frente al encarecimiento del suelo y del precio de la vivienda de 
mediados de los años ochenta, cambiaron la estructura poblacional de la ciudad de 
Barcelona. De esta manera, a mediados de la citada década y a diferencia de etapas 




El año 1986 inauguraba un nuevo ciclo económico que conformaba una nueva escala 
económico-territorial extendida hacia la región metropolitana con una clara 
descentralización industrial y residencial hacia la segunda corona metropolitana, 
creciendo la Región Metropolitana de Barcelona, entre 1986 y 1991, un treinta por 
ciento. En áreas periurbanas se implantan las grandes superficies industriales de capital 
extranjero. 
                                                  
1057 La Región Metropolitana de Barcelona se caracteriza, en observación de P. VALL CASAS, P. 
(“Territorios intermedios de la Región Metropolitana de Barcelona: identidad y reciclaje”. Ciudad y 
Territorio Estudios Territoriales, pp. 267-269), por la movilidad creciente y el funcionamiento integrado 
de una ciudad-territorio cada vez más extensa, que ha provocado intensos procesos de urbanización 
dispersa y ello trae como consecuencia un funcionamiento ineficiente. 
Considera este autor que es necesario llevar a cabo una reconstrucción del territorio periurbano, que 
frente al cuidado por los cascos urbanos tradicionales, estos se han caracterizado por una despreocupación 
hacia su crecimiento. 
En la búsqueda de las técnicas que pudieran solucionar esta situación, se observa que se han ido 
consolidando nuevos ámbitos funcionales de rango supramunicipal que no responden estrictamente a 
divisiones administrativas establecidas, y cuya proliferación se debe, principalmente, al desorden en la 
articulación de sistemas urbanos, espacios libres e infraestructuras ocasionado por la incapacidad del 
planeamiento municipal para garantizar, por si solo, la eficiencia y calidad ambiental de un territorio cada 
vez más integrado. 
Por ello, afirma VALL CASAS que es conveniente establecer marcos de coordinación supramunicipal 
para el entendimiento y la regulación integral de espacios territoriales consistentes de escala intermedia. 
El Plan Territorial Metropolitano de Barcelona, aprobado el 20 de abril de 2010 (DOGC N.º 5627, de 12 
de mayo), identifica áreas supramunicipales especializadas, residenciales e industriales a reestructurar y 
equipar. 
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Como consecuencia de la transformación de la Entidad Municipal Metropolitana de 
Barcelona, que había sido creada por Decreto-ley de 24 de agosto de 1974, en la 
Corporación Metropolitana de Barcelona (en adelante, CMB), integrada por 27 
municipios y que asumía importantes competencias, que van a derivar en un aumento su 
presupuesto y de su actividad, se producirá una rivalidad política con el Gobierno de la 
Generalitat, que acabaría disolviendo la CMB en 1987 y aprobando la Ley de 
Organización Territorial de Cataluña, por la que se crean las comarcas en toda la 
Comunidad Autónoma. 
Tras la disolución de la CMB, en el área metropolitana de Barcelona se van a crear 
dos nuevas entidades de carácter sectorial, la Entidad Metropolitana del Transporte (en 
adelante, EMT) y la Entidad Metropolitana de Servicios Hidráulicos y del Tratamiento 
de Residuos, también conocida como Entidad Metropolitana del Medio Ambiente 
(EMA). Las competencias en materia de Urbanismo de la CMB fueron transferidas a la 
Administración de la Generalitat y, en menor medida, a los ayuntamientos. 
Un año después de la desaparición e la CMB, veintitrés de los municipos que habían 
pertenecido a ella se integraron en la Mancomunidad de Municipios del Área 
Metropolitana de Barcelona (MMAMB) con la finalidad de mantener los servicios 
comunes y elaborar proyectos de desarrollo conjunto. 
A partir de 1994 se observa una consolidación de la ciudad como centro de 
producción de bienes y servicios hacia los mercados exteriores, mientras que en el resto 
de la región metropolitana se mantiene la actividad industrial policéntrica.  
Desde 1999, el área metropolitana se desarrolla con un modelo opuesto a de ciudad 
compacta mediterránea, pues el modelo de urbanización metropolitana es difuso, basado 
en las viviendas unifamiliares situadas alrededor de autopistas y con una movilidad 
basada en el vehículo privado. 
En el Tercer Plan Estratégico de Barcelona, aprobado en 1999 (el Primero data de 
1990 y el Segundo de 1994), se establece la necesidad de tomar en consideración toda la 
región metropolitana de Barcelona como vector de crecimiento. De todas las iniciativas 
que se fueron creando destaca, por el impacto que ha generado en la calidad de vida de 
los ciudadanos, la constitución, en 1997, de la Autoridad del Transporte Metropolitano 
(en adelante, ATM). Se trata de un consorcio constituido por la Generalitat de Cataluña, 
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el Ayuntamiento de Barcelona y la Entidad Metropolitana del Transporte que efectúa la 
cooperación, coordinación y planificación en materia de servicios, financiamiento e 
infraestructuras de transporte colectivo y cuyo ámbito de actuación incluye la región 
metropolitana ampliada hasta los límites del servicio ferroviario de cercanías, con un 
total de 253 municipios (superando el número de 164 municipios que definen la región 
metropolitana). Su mayor logro es el de coordinar el sistema metropolitano de 
transporte público e integrar las tarifas de los títulos de transporte, ordenando y 
racionalizando la movilidad metropolitana en transporte público. 
La etapa comprendida entre los años 1996 y 2007 se caracteriza por el cambio 
sociodemográfico acelerado experimentado en la ciudad, fundamentalmente por la 
llegada de población extranjera y la movilidad residencial en la región metropolitana. 
En los últimos años se produce una importancia creciente de las necesidades de la 
región metropolitana, tanto a nivel de política económica como por la necesidad de 
coordinar servicios, políticas y por la prioritaria de abordar las desigualdades socio-
territoriales cada vez más presentes a una escala mayor que la municipal. El aumento 
también la interdependencia entre los municipios de la región pone de manifiesto la 
necesidad de una gobernanza regional y metropolitana más allá de la gestión de 
servicios. En el año 2009 se constituyó el Consorcio del Área Metropolitana de 
Barcelona, formado por 36 gobiernos locales del área de Barcelona participantes en las 
distintas autoridades metropolitanas (MMAMB, EMA y EMT). 




- Evolución normativa del tratamiento metropolitano 
El área de Barcelona surge como entidad metropolitana para dar respuesta a la 
preocupación urbanística que generaba su importante extensión. Por ello se dicta la Ley 
de 3 de diciembre de 1953, que creó la Comisión de Urbanismo de Barcelona y su 
Comarca, a la que se encomendó el desarrollo del Plan Comarcal. 
                                                  
1058 Para realizar esta revisión de la evolución de la realidad metropolitana del área de Barcelona durante 
la etapa democrática hasta fechas actuales tomamos como referencia el trabajo de M. MARTÍ-COSTA, 
M. IGLESIAS COSTA, J. SUBIRATS I HUMET, Y M. TOMÀS FORNES, “Las ciudades. Barcelona”, 
en IGLESIAS COSTA, M. y MARTÍ-COSTA, M. (coords.), Políticas urbanas en España: grandes 
ciudades, actores y gobiernos locales, Ed. Icaria, 2011, pp. 48-63. 
 508 
La Corporación Metropolitana de Barcelona que había sido creada por Decreto-ley 
de 24 de agosto de 1974
1059
, reajustó su organización a la nueva etapa democrática por 
el Decreto 1495/1979, de 16 de junio, por el que se adaptan las normas sobre elecciones 
de los órganos de gobierno de la Entidad Municipal Metropolitana de Barcelona a la 
Ley de Elecciones Locales.
1060
 
En esta nueva etapa democrática, la CMB emprendió el desarrollo del Plan General 
Metropolitano e hizo efectiva la metropolitanización de la mayor parte de los servicios 
de interés metropolitano que se recogían en su Decreto-ley de creación. Se trataba de los 
servicios de agua, saneamiento de aguas residuales, tratamiento de residuos urbanos, 
control del ambiente atmosférico y cementerios. Sin embargo, la metropolitanización 
del transporte interurbano, tanto el de superficie como el subterráneo, no se consiguió 
todavía en esta etapa y permaneció bajo la titularidad del Ayuntamiento de Barcelona. 
Con la aprobación por la Ley Orgánica 4/1979, de 18 de diciembre, de Estatuto de 
Autonomía de Cataluña se procede a reconocer en el artículo 5.2 que “… Asimismo, 
podrán crearse agrupaciones basadas en hechos urbanísticos y metropolitanos y otras de 
carácter funcional y fines específicos.” Para ello, según se dispone en el apartado 3, 
“una Ley del Parlamento regulará la organización territorial de Cataluña de acuerdo con 
el presente Estatuto, garantizando la autonomía de las distintas entidades territoriales.” 
La Ley 8/1987, de 15 de abril, Municipal y de Régimen Local de Cataluña
1061
, 
procedió a dar cumplimiento a este apartado tercero del artículo 5 del Estatuto de 1979, 
dedicando su título VIII, artículos 91 a 93 a regular las entidades metropolitanas. En su 
artículo 92 las define como aquellas “Entidades locales integradas por los municipios 
comprendidos en el territorio correspondiente, con personalidad jurídica propia y con 
plena capacidad para el ejercicio de sus competencias.” Competencias que según el 
apartado segundo del mismo artículo, consistirán en “la planificación, coordinación o 
gestión de aquellos servicios municipales que, por las características económicas, 
sociales y urbanas concurrentes en los respectivos ámbitos territoriales hagan necesaria 
                                                  
1059 En relación al Decreto-ley de 24 de agosto de 1974, J. PERDIGÓ i SOLÁ (“La institucionalización 
del Área Metropolitana de Barcelona: antecedentes y situación actual”. Anuario del Gobierno Local, 
Fundación Gobierno y Democracia, Institut de Dret Públic, 2009, p. 113) nos recuerda que con esta 
norma se creó la Entidad Municipal Metropolitana de Barcelona, regida por una Corporación 
Metropolitana, que sería conocida con las siglas CMB, con carácter de verdadera entidad local de ámbito 
supramunicipal.  
1060 BOE N.º 150, de 23 de junio de 1979. 
1061 BOE N.º 122, de 22 de mayo de 1987. 
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una actuación de alcance supramunicipal.” La asignación de las obras y servicios 
concretos se hará por Ley, como dispone el apartado tres del artículo 93, de 
conformidad con el principio de autonomía municipal, y la asignación se justificará por 
la concurrencia de los elementos definidores del territorio metropolitano. Esta Ley 
8/1987 se completa con el Decreto Legislativo 2/2003, de 28 de abril, por el que se 
aprueba el Texto refundido de la Ley municipal y de régimen local de Cataluña
1062
, que 
regula las Entidades metropolitanas en los artículos 94 a 96. Como observa PERDIGÓ i 
SOLÀ,  
“más allá de su reconocimiento como entidades locales, ninguna de las dos leyes 
se pronuncia sobre el carácter territorial, o no, que deban tener las áreas o entidades 
metropolitanas, naturaleza que, implícitamente, se remite al legislador autonómico 
que las tiene que crear.”1063 
 La Ley 7/1987, de 4 de abril, por la que se establecen y regulan actuaciones públicas 
especiales en la “conurbación” de Barcelona y en las comarcas comprendidas dentro de 
su zona de influencia directa
1064, justificándose en el hecho de que “no existe un modelo 
único de organización administrativa para reconocer una realidad con características 
peculiares como el fenómeno metropolitano”, habiendo de tener en cuenta la 
organización territorial para encontrar la fórmula más coherente y racional, y dado que 
“las circunstancias presentes son hoy notablemente diferentes”, deroga a través de su 
Disposición Final Segunda el Decreto-ley 5/1974, de Creación de la Entidad Municipal 
Metropolitana de Barcelona. 
El propósito de esta Ley giraba en torno la coordinación de las políticas sectoriales 
entre la administración local y las administraciones superiores, así como, amparándose 
en el principio de autonomía local, proceder a devolver las competencias a los 
municipios que hasta la fecha había asumido la EMMB salvo, como dice la Exposición 
de Motivos, “aquellas que necesariamente han de ser ejercidas coordinadamente, dadas 
las especiales características de los servicios y del territorio.” 
Las competencias metropolitanas en materia de planificación y gestión urbanística 
fueron transferidas a la Administración de la Generalidad de Cataluña y, en menor 
medida, a los municipios. A su vez, las competencias en materia de prestación de 
                                                  
1062 DOGC N.º 3887, de 20 de mayo. 
1063 PERDIGÓ i SOLÁ, J., “La institucionalización del Área Metropolitana de Barcelona...”, op. cit., 
p.114. 
1064 BOE N.º 100, de 27 de abril. 
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servicios comunes se distribuyeron entre los consejos comarcales y las dos nuevas 
entidades metropolitanas que se crearon por el Título III de esta Ley, dedicándoles una 
completa regulación que incluía sus competencias, su organización y su financiación. 
Como disponía el artículo 15.3,  
“Las Entidades metropolitanas tienen naturaleza de Entidades locales y están 
integradas por los municipios comprendidos en el territorio correspondiente, con 
personalidad jurídica propia y capacidad plena para gestionar las atribuciones que la 
presente Ley les asigna.” 
Correspondía a estas Entidades la planificación conjunta, programación, 
coordinación, gestión y ejecución de determinados servicios, con dos ámbitos 
territoriales diferentes y con el carácter de entidades locales funcionales y no 
territoriales. Se trataba de la Entidad Metropolitana del Transporte, EMT, y la Entidad 
Metropolitana de Servicios Hidráulicos y Tratamiento de Residuos, también llamada 
Entidad Metropolitana del Medio Ambiente, o EMA.
1065
  
La EMT, con el ámbito territorial definido por el artículo 3.b)  de la Ley (un total de 
17 municipios), se encargaba de prestar los servicios de transporte público de viajeros. 
La EMB, que se ocupaba de prestar los servicios de abastecimiento tratamiento y 
evacuación de aguas, y de tratamiento y eliminación de residuos, abarcaba el ámbito 
territorial establecido en el artículo 3.c), correspondiente a 32 municipios. Estaban 
gobernados por sus correspondientes Consejos Metropolitanos, cuyo Pleno se componía 
por los representantes elegidos por los municipios integrados en la Entidad de entre sus 
Concejales y su financiación se garantizaba, entre otros, por los ingresos derivados de 
las aportaciones de los municipios miembros, y del producto de las tasas; además, en el 
caso de la EMT esta podría fijar, como ingreso adicional, un recargo sobre la base 
liquidable de la Contribución Territorial Urbana. 
La Ley 7/1987 fue desarrollada por los Decretos 135/1987, 149/1987 y 177/1987; y 
las transferencias a las diferentes instituciones mencionadas fueron aprobadas por el 
DECRETO 5/1988, 13 de enero, de Transferencias de Servicios de la Entidad 
Municipal Metropolitana de Barcelona.  
                                                  
1065 Como indica J. PERDIGÓ i SOLÀ (“La institucionalización del Área Metropolitana de Barcelona...”, 
op. cit., p.115), “se optó finalmente por añadir al final de la referencia: Área Metropolitana de Barcelona, 
EMA.” El resultado serán las siglas EMT-AMB y EMA-AMB. 
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Con la aprobación de la Ley 31/2010, de 3 de agosto, del Área Metropolitana de 
Barcelona
1066
 (en adelante, AMA), se derogó el Título III de la Ley 7/1987, 
extinguiéndose por medio de la Disposición Adicional Primera, estas Entidades 
metropolitanas, una vez constituido el Consejo Metropolitano del Área Metropolitana 
de Barcelona. El AMA pasa a asumir la totalidad de los servicios, medios materiales, 
financieros y personales, derechos y obligaciones de las dos Entidades. 
Para paliar la disolución de la CMB, la mayor parte de los municipios que habían 
pertenecido a la extinta CMB, más algunos otros, se asociaron en la Mancomunidad de 
Municipios del Área Metropolitana de Barcelona, MMAMB, para la ejecución en 
común de obras de urbanización y de infraestructuras, para la gestión de espacios 
naturales supramunicipales y, en particular, para la redistribución de la dotación 
presupuestaria del Estado. Impugnada por la Administración de la Generalitat, la 
legalidad de su constitución fue confirmada por STS de 28 de enero de 1992. 
Además de las funciones propias y de apoyo a los ayuntamientos metropolitanos, por 
medio de convenios con la EMT y la EMA, la MMAMB asumía funciones de 
coordinación interna entre las tres instituciones metropolitanas, en materias como 
presupuestos, patrimonio, personal y otras. La voluntad de los representantes 
municipales de poder contar de nuevo con una Administración metropolitana única se 
ha mantenido repetidamente, y constituye una necesidad política que el legislador tiene 
que satisfacer. Como evolución natural de las estrechas relaciones de coordinación entre 




                                                  
1066 BOE N.º 231, de 23 de septiembre de 2010. 
1067 J. PERDIGÓ i SOLÁ (“La institucionalización del Área Metropolitana de Barcelona...”, op. cit., pp. 
125-126) nos acerca al germen de la actual Ley 31/2010, de 3 de agosto, del Área Metropolitana de 
Barcelona apuntando que desde que la Ley de 1987 suprimió la CMB, las iniciativas para volver a 
institucionalizar el Área Metropolitana pasan por la creación de un nuevo ente supramunicipal, 
claramente diferenciado de los ayuntamientos que lo integran.   
En un nuevo contexto político y social favorable a la recreación de una institución metropolitana del Área 
Metropolitana de Barcelona, se constituye en mayo de 2009 el Consorcio “Área Metropolitana de 
Barcelona”, integrado por la Mancomunidad y las dos entidades metropolitanas. Su objeto y finalidades 
son las de estudio, propuesta e implantación de estrategias de actuación de interés metropolitano; la 
planificación y la programación de acciones de interés común en el ámbito de las competencias de cada 
uno de los entes consorciados; la gestión de los servicios administrativos, técnicos, económicos y 
financieros compartidos; y el establecimiento de acuerdos de colaboración y cooperación con otros entes 
públicos y privados. 
Su finalidad primordial es la de promover el consenso político y social necesario para la 
institucionalización legal de la nueva Área Metropolitana de Barcelona, la participación de los municipios 
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La aprobación de la Ley 31/2010 también va a afectar a la MMAMB, regulándose 
por la Disposición Adicional Cuarta de la Ley el procedimiento por el que se va a 
efectuar la sucesión de esta Entidad por el AMB.  
- La Carta Municipal de Barcelona  
Después de un largo proceso iniciado en 1984, el Parlamento de Cataluña aprobó la 
Ley 22/1998, de 30 de diciembre, de la Carta Municipal de Barcelona
1068
, cuyo objetivo 
era el de reforzar la autonomía de la ciudad, al servicio de una gestión administrativa 
eficaz y cercana a los ciudadanos, con el fin de lograr una descentralización más fuerte 
fortaleciendo los distritos, una potenciación de las competencias municipales en el 
marco de una colaboración institucional positiva, y mejorar la calidad de los servicios. 
Consciente el legislador, y así lo manifiesta en el Preámbulo de la Ley, de que 
Barcelona es el núcleo central de un continuo urbano y de un territorio que se expresa 
en realidades municipales plurales y con valor propio, sin embargo, también por ese 
carácter de conurbación, pide coordinación, entendimiento y la aplicación de criterios 
comunes en diferentes ámbitos. 
Así pues, se postula como voluntad de Barcelona el compartir con las ciudades de su 
entorno metropolitano formas específicas de colaboración institucional en la prestación 
de determinados servicios, que tengan así en cuenta el peso específico de la Barcelona 
metrópoli, en el marco del desarrollo regional de Cataluña. 
Como objetivos que comparte la ciudad con su entorno se encuentran el del 
planeamiento territorial y estratégico del ámbito regional, la planificación, coordinación 
y gestión del transporte urbano, y la planificación, construcción, coordinación y gestión 
de las grandes infraestructuras de comunicaciones y de promoción económica, así como 
medioambientales. Por lo tanto, la Carta Municipal de Barcelona se dota de un espíritu 
abierto y al servicio, de forma singular, de aquellas ciudades que comparten con ella una 
misma problemática.  
                                                                                                                                                  
en la creación de entes locales supramunicipales, y en particular en el reconocimiento de áreas 
metropolitanas, prevista en el artículo 93 del Estatuto de Autonomía. El Consorcio del Área 
Metropolitana de Barcelona se disolverá, como establece la Disposición adicional sexta de la Ley 
31/2010, una vez constituido el Consejo Metropolitano y disuelta la MMAMB. 
1068 BOE N.º 28, de 2 de febrero. 
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Sus mayores aspiraciones como ciudad prestadora de servicios son las de lograr una 
sanidad de calidad, un sistema educativo “que sea orgullo de todos y garantía de 
igualdad y promoción social”; ofrecer a todos unos servicios sociales que permitan el 
libre desarrollo de la persona, especialmente en caso de limitaciones y carencias. 
Estas intenciones las contempla en el articulado, concretamente en el artículo 2.1 de 
su Título Preliminar, al disponer que, “el Ayuntamiento de Barcelona debe promover y 
llevar a cabo actividades de interés común con otras ciudades, especialmente las 
adyacentes, ….” 
La Ley Orgánica 6/2006, de 19 de julio, de reforma del Estatuto de Autonomía de 
Cataluña
1069
 establece, en su artículo 93, referido a los demás entes locales 
supramuncipales diferentes de los consejos de veguería y las comarcas, que estos “se 
fundamentan en la voluntad de colaboración y asociación de los municipios y en el 
reconocimiento de las áreas metropolitanas. La creación, modificación y supresión, así 
como el establecimiento del régimen jurídico de estos entes, se regulan por una ley del 
Parlamento.” 
En relación a las áreas metropolitanas, PERDIGÓ i SOLÀ advierte que, “con 
respecto a las áreas metropolitanas, este mismo precepto utiliza la expresión 
“reconocimiento”; es decir, que las áreas metropolitanas serían realidades preexistentes 
que la ley, más que crearlas, reconoce e institucionaliza. Una vez institucionalizada, una 
nueva Área Metropolitana de Barcelona – o cualquier otra en Cataluña, como la otra, 
evidente, formada por Tarragona y Reus como municipios centrales – nunca se podría 
suprimir.”1070 
Con la entrada en vigor de la Ley 31/2010, de 3 de agosto, del Área Metropolitana de 
Barcelona, y como dispone su artículo 37, las facultades urbanísticas reconocidas por la 
Carta podrán continuar siendo ejercitadas en todos aquellos aspectos que no hayan sido 
objeto de regulación por dicha Ley. 
- Regulación jurídica actual de la Entidad Local Metropolitana 
Barcelona cuenta actualmente con una Entidad local territorial metropolitana en 
                                                  
1069 BOE N.º 172, de 20 de julio. 
1070 PERDIGÓ i SOLÁ, J., “La institucionalización del Área Metropolitana de Barcelona...”, op. cit., pp. 
122-123. 
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funcionamiento. Su creación se aprobó por la Ley 31/2010, de 3 de agosto, del Área 
Metropolitana de Barcelona (en adelante, LAMB). 
La primera aproximación oficial a una posible reinstitucionalización del Área 
Metropolitana de Barcelona, como señala PERDIGÓ i SOLÀ, aparece en el “Informe 
sobre la revisión del modelo de organización territorial de Cataluña”, de 22 de 
diciembre de 2000, elaborado por la Comisión de expertos creada por Acuerdo del 
Gobierno de 3 de abril de 2000. En el epígrafe 3.2 de este Informe, dedicado al 
tratamiento específico de los hechos metropolitanos, se apunta que, 
 “en aplicación de criterios organizativos de simplificación institucional y de 
atención a la diversidad de situaciones, sea la organización de las veguerías el marco 
adecuado para la especificidad de las zonas metropolitanas que rebasan los ámbitos 
municipales y comarcales.” 
La institucionalización del Área Metropolitana de Barcelona es una necesidad que se 
manifiesta incluso en Europa. Así, el Comité Económico y Social Europeo, en su 
Dictamen Las Áreas metropolitanas europeas: repercusiones socioeconómicas para el 
futuro de Europa, con una primera versión de 1 de julio de 2004, después ampliada en 
un segundo Dictamen, de 26 de abril de 2007, concluye que los objetivos de la 
Estrategia de Lisboa no se pueden alcanzar si no se llevan a cabo a través de la 
institucionalización de áreas metropolitanas
1071
. El Dictamen de 2004 contiene un anexo 
dedicado, expresamente, al Área Metropolitan de Barcelona. En dicho anexo, el Comité, 
a pesar de constatar la dispersión administrativa actual, califica el caso barcelonés de 
paradigmático, por el interés de las diferentes entidades locales que integran el Área 
Metropolitana en dotarse de una organización conjunta – la mencionada Mancomunidad 
de Municipios – y de un Plan Estratégico Metropolitano común, que ha permitido 
planificar diferentes proyectos de renovación urbana para adaptarse a una sociedad 
basada en el conocimiento y con un enfoque particular de la cohesión social. 
Con el Gobierno de la Generalitat surgido de las elecciones de 16 de noviembre de 
2003, se reavivaron las posibilidades de una reconstitución del Área Metropolitana. Ya 
en enero de 2004, la MMAMB presentó un primer borrador de anteproyecto de ley. 
Pero será cuando se apruebe el documento Bases para la organización territorial de 
Cataluña, de 4 de octubre de 2004, que el nuevo Gobierno empieza a preparar un 
                                                  
1071 TOMÁS, M., La gobernabilidad metropolitana en Europa y en Norteamérica, Diputación de 
Barcelona, Barcelona, 2009, pp. 86-91. 
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anteproyecto, redactado en 2006 por el Departamento de Relaciones Institucionales y 
Participación, a partir de un primer texto del Departamento de Gobernación de 2005, y 
teniendo en cuenta el citado borrador de la MMAMB. Partiendo del texto de 2006, 
finalmente el Departamento de Gobernación y Administraciones Territoriales, en el 
Diario Oficial de la Generalitat de Cataluña, N.º 5525, de 14 de diciembre, somete a 
información pública un Anteproyecto de Ley del Área Metropolitana de Barcelona que, 
en sesión de 2 de febrero de 2010, el Gobierno de la Generalitat aprobó como Proyecto 
de Ley y lo presentó a la Mesa del Parlamento. En sesión de 2 de febrero de 2010, el 
Gobierno de la Generalitat aprobó el Proyecto de Ley del Área Metropolitana de 
Barcelona. En el mes de julio del año 2010, el Parlamento de Cataluña aprueba por 




El Área Metropolitana pasaría a asumir las competencias que venían hasta entonces 
ejerciendo la EMT, la EMA, y la MMAMB, buscando simplificar las instancias 
administrativas. En materia de Urbanismo, asumirían las competencias establecidas por 
la legislación urbanística vigente a esa fecha.  
La LAMB establece en su Preámbulo que su redacción obedece al reconocimiento 
que de dicha entidad se realiza en el artículo 93 del Estatuto de autonomía de Cataluña. 
Asimismo, el Preámbulo reconoce que con la redacción de dicha Ley se da 
cumplimiento a la Resolución 70/VIII del Parlamento de Cataluña, sobre la orientación 
política general del Gobierno, que manifiesta la necesidad de adaptar el marco 
institucional de Cataluña a los preceptos del Estatuto y a las necesidades de la sociedad 
catalana, instando al Gobierno a presentar el Proyecto de ley del Área Metropolitana de 
Barcelona. 
Con la institucionalización del Área Metropolitana de Barcelona (en adelante, AMB) 
se busca mejorar la eficiencia y eficacia de las administraciones que actúan en el 
territorio metropolitano, garantizando la prestación de unos servicios públicos de 
calidad, mediante la configuración de una administración próxima y capaz de 
incrementar la implicación y participación ciudadana en una realidad de continuidad 
urbana, densidad demográfica y características económicas y sociales que lo hagan 
                                                  
1072 Este análisis de la evolución cronológica de la gestación del texto de la Ley 31/2010, del Área 
Metropolitana de Barcelona se recoge en J. PERDIGÓ i SOLÁ “La institucionalización del Área 
Metropolitana de Barcelona...”, op. cit., pp. 123-126. 
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necesario. 
En el artículo primero apartado segundo se define el AMB como, 
“un ente local supramunicipal de carácter territorial integrado por los municipios 
de la conurbación de Barcelona a los que se refiere el artículo 2, entre los que hay 
vinculaciones económicas y sociales que hacen necesaria la planificación de políticas 
públicas y la implantación de servicios de forma conjunta.” 
El ámbito territorial se extiende a treinta y seis términos municipales, que se recogen 
en el artículo 2 apartado primero, ámbito que como dispone el apartado segundo, 
“puede modificarse por ley del Parlamento a iniciativa o con la audiencia previa 
de los municipios afectados, que deben tener continuidad con los límites territoriales 
de un municipio integrante, el informe de los entes supramunicipales del ámbito 
metropolitano, el informe de la Comisión de Gobierno Local y de la Comisión de 
Delimitación Territorial y el dictamen de la Comisión Jurídica Asesora.” 
Tiene asimismo, como se dispone en el apartado tercero de este mismo artículo, 
personalidad jurídica propia y plena capacidad y autonomía para cumplir sus 
finalidades. 
Como entidad local territorial que es, en el ámbito de sus competencias, se le 
reconocen las potestades establecidas para los entes públicos locales en la legislación de 
régimen local. 
Por lo que respecta a la organización del AMB, este está gobernado y administrado 
por el Consejo Metropolitano, que podrá crear cualquier otro órgano complementario, 
formado por alcaldes y ediles de los 36 municipios, el presidente o presidenta, que será 
elegido por los 36 municipios integrantes del Área Metropolitana, debiendo tener el 
apoyo de los alcaldes cuyos municipios representen dos terceras partes de la población 
total del Área Metropolitana; la Junta de Gobierno y la Comisión Especial de Cuentas, 
encargada esta última de examinar y estudiar las finanzas de la entidad. 
En cuanto a las competencias que podrá ejercer el AMB, se encuentran las que se 
recogen en la Ley 31/2010, las que le pueden atribuir otras leyes y, previa aceptación, 
las que le deleguen los municipios y otras administraciones. Asimismo, el AMB podrá 
colaborar en el ejercicio de actividades propias de la Administración de la Generalidad, 
de los demás entes supramunicipales y de los municipios, mediante información, 
convenios, encargos de gestión, delegación de competencias y cualquier otro 
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instrumento que sea adecuado. 
En el artículo 14 se contienen las competencias generales que corresponden al AMB, 
que son las de urbanismo (competencias que ejercerá conforme al artículo 14 del 
Decreto legislativo 1/2005, que aprueba el Texto refundido de la Ley de Urbanismo), 
transporte y movilidad, aguas, residuos, otras competencias en materia de medio 
ambiente, infraestructuras de interés metropolitano, desarrollo económico y social, y 
cohesión social y territorial. 
También participará en la formulación y tramitación de los Planes de Ordenación del 
Territorio y en materia de urbanismo, el AMB ordenará el territorio a través de un Plan 
director urbanístico metropolitano que, entre otras cosas, establece criterios para el 
desarrollo urbanístico sostenible, define las políticas de vivienda y de actividad 
económica y sienta medidas de protección de suelo no urbanizable. 
El AMB se financiará por medio, de entre otros recursos, de un recargo sobre el 
Impuesto de Bienes Inmuebles, aportaciones de los municipios integrantes, las cuotas 
urbanísticas y contribuciones especiales, y las tasas y precios públicos por la prestación 
de servicios y realización de actividades de su competencia. 
Conforme a lo establecido en la Disposición transitoria quinta, según la cual “la 
constitución del primer Consejo Metropolitano debe efectuarse, después de la entrada en 
vigor de la presente ley, una vez celebradas las primeras elecciones locales que se 
convoquen, al efecto de lo que establece el apartado 1 de la disposición adicional 
primera.” (referida a la extinción de las entidades metropolitanas), tras las elecciones 
municipales celebradas el 22 de mayo de 2011, el AMB se constituyó como 
administración pública el 21 de julio de 2011.  
Desde entonces, el AMB es la administración pública del área metropolitana de 
Barcelona, una gran conurbación urbana formada por un total de 36 municipios. 
5. COMUNIDAD VALENCIANA 
- Consideraciones generales 
La realidad metropolitana del área de Valencia capital y su entorno es 
territorialmente constatable, existiendo entre los municipios que la componen 
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importantes vínculos urbanísticos, económicos y sociales que aconsejan una 
planificación conjunta y una gestión coordinada de múltiples competencias a fin de dar 
una respuesta adecuada a los problemas y demandas que se presentan en esa escala 
metropolitana. A pesar de ello, como en tantas otras áreas del territorio español, persiste 




La ciudad de Valencia ha experimentado una profunda transformación pasando de 
ser una ciudad donde el peso del sector agrario todavía era significativo a finales de los 
años cincuenta del siglo XX, a convertirse en una metrópolis de servicios, y todo ello 
ejerciendo de catalizador industrial de su área metropolitana. 
A partir de 1957 Valencia experimentó una profunda metamorfosis, tras la riada, 
abandonando su carácter agrario y convirtiéndose en una capital de servicios rodeada de 
un potente cinturón industrial. A partir de entonces la ciudad de Valencia inició una 
corriente desarrollista que dejó definitivamente atrás la “agrociudad”. 
Dos factores, el rápido proceso inmigratorio y la concepción desarrollista moderna, 
tuvieron una repercusión muy directa sobre la constitución urbanística de Valencia. En 
1950, la ciudad estaba formada por un centro comercial y administrativo, una zona 
adyacente de carácter residencial (los ensanches) y una serie de barrios perfectamente 
definidos a su alrededor, algunos de los cuales tenían su origen en antiguos municipios. 
Además se habían sumado espacios industriales cada vez más importantes y todo ello se 
comunicaba a través de vías cuya congestión empezó a ser acusada en esta época. 
En los años ochenta, se desarrollaron una serie de intervenciones urbanas orientadas 
a la búsqueda del reequilibrio socio-espacial de la ciudad. Los principios regidores de 
esta nueva etapa quedaron reflejados en el nuevo Plan General de Ordenación Urbana, 
aprobado en 1988. 
En la primera mitad de los años ochenta, se produjo un notorio estancamiento 
demográfico, tanto en la ciudad como en el conjunto de la comarca de L’Horta. Sin 
embargo, ya en la segunda mitad de la década, como consecuencia de la entrada en la 
Comunidad Económica Europea, se inicia la superación de la crisis. 
                                                  
1073 MARTÍN CUBAS, J. y MONTIEL MÁRQUEZ, A., “El no gobierno de las áreas metropolitanas: 
Valencia y su área como paradigma”. X Congreso AECPA, Murcia, 7-9 de septiembre de 2011, p. 1. 
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La preocupación por la necesidad de ordenar y reequilibrar el territorio, atendiendo a 
una realidad metropolitana que claramente superaba los límites del municipio de 
Valencia, se concretó en la derogación de la Corporación Administrativa Gran Valencia 
y la consiguiente recuperación por los municipios de sus competencias urbanísticas, y 
en la constitución en 1986 del Consell Metropolità de L’Horta, promovido por el 
gobierno autonómico valenciano como órgano de coordinación. También en esta 
segunda mitad de la década, en el discurso de los representantes políticos y económicos 
locales y regionales, aparecieron las primeras referencias a la necesidad del impulso de 
los megaproyectos urbanos (discurso íntimamente conectado con el traspaso de 
competencias a las comunidades autónomas y a los ayuntamientos y a su capacidad para 
definir el territorio.  
Durante estos años se produjo un cierto cambio de ciclo en la ciudad. Mientras que la 
ciudad de Valencia sufre un descenso poblacional, en la comarca de L’Horta y en el 
conjunto de la Comunitat la población aumentó, aunque no significativamente. Se 
invierte el sentido del crecimiento urbano, reorientándose hacia la fachada marítima. 
La Ley Reguladora de la Actividad Urbanística (LRAU), de 1994, facilitó la 
especulación del suelo, dando mayor capacidad de acción a los agentes inmobiliarios 
frente a los propietarios de suelo e incluso frente a la propia administración. Esta 
legislación liberadora del mercado del suelo es fundamental para comprender el 
posterior boom urbanístico que tuvo lugar sobre todo a partir de 1995, en la ciudad y en 
toda la Comunidad Autónoma. 
En 1998 se reformuló el Plan Estratégico, en 2004 nació el Centro de Estrategias y 
Desarrollo de Valencia (CEYD). Se trata de una entidad jurídica público-privada 
presidida por el ayuntamiento en la que participan, entre otros, las organizaciones 
empresariales, la autoridad portuaria, la Feria de Valencia, las universidades, algunos 
sindicatos, la Cámara de Comercio, la Generalitat Valenciana y la Diputación 
Provincial. Desde su creación cumplió un papel esencial en cuanto al marketing y la 
proyección de Valencia en el exterior, una imagen vinculada fundamentalmente a su 
nueva condición de ciudad-mercancía y ciudad-espectáculo. 
El mantenimiento en el tiempo de este tipo de políticas ha dejado una huella ya hoy 
fácilmente perceptible en la geografía social de la ciudad. La mancha urbana ha 
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continuado expandiéndose y, en consecuencia, al margen de sus límites administrativos, 
Valencia es cada vez más su área metropolitana.
1074
 
- Evolución normativa del tratamiento metropolitano 
En el caso de la Comunidad Valenciana, la facultad para crear áreas metropolitanas 
ya había sido prevista por el Estatuto de Autonomía de la Comunidad Valenciana, 
aprobado por la Ley Orgánica 5/1982, de 1 de julio
1075
, y que atribuyó a la Generalitat 
competencia en materia de Régimen Local en su artículo 31.8. En el artículo 46.3. 
establecía que “Las áreas metropolitanas y agrupaciones de comarcas serán reguladas 
por Ley de las Cortes Valencianas”, cuya tramitación requería la audiencia a las 
corporaciones afectadas y la aprobación por mayoría absoluta de la cámara. 
El texto actual, fruto de la reforma operada por Ley Orgánica 1/2006, de 10 de abril, 
no difiere gran cosa en este punto del anterior. La única novedad es el reforzamiento del 
quórum exigible para la aprobación de la creación de áreas metropolitanas, lo que 
vendría a confirmar esa nota del celo sobre la cuestión metropolitana. Así, en el artículo 
65.3 se determina que, 
 “las áreas metropolitanas y las agrupaciones de comarcas serán reguladas por Ley 
de Les Corts, aprobada también por mayoría de dos tercios, después de ser 
consultadas las entidades locales afectadas.” 
Con base en la promulgación de la Constitución de 1978 y la aprobación de este 
Estatuto, así como por los nuevos criterios ordenadores de la Ley del Suelo de 1975, se 
considera necesario extinguir la Corporación Administrativa “Gran Valencia”, entidad 
de derecho publico, creada por la Ley de 14 de octubre de 1949, para la gestión y 
ejecución de la ordenación urbana de Valencia y su comarca. Ello tiene lugar  por el 
artículo primero de la Ley 5/1986, de 19 de noviembre.
1076
 
Esta Ley 5/1986, como señalan MARTÍN CUBAS y MOTIEL MÁRQUEZ, 
estableció un nuevo marco de coordinación territorial e introdujo su principal 
                                                  
1074 Datos obtenidos del trabajo de F. ALCALÁ-SANTAELLA, F. DÍAZ ORUETA, X. GINÉS 
SÁNCHEZ Y M. L. LOURÉS SEOANE, “Las Ciudades. Valencia”. en IGLESIAS COSTA y MARTÍ-
COSTA (coords.), Políticas urbanas en España: grandes ciudades, actores y gobiernos locales, Ed. 
Icaria, 2011, pp.201-221. 
1075 BOE N.º 164, de 10 de julio de 1982. 
1076 BOE N.º 300, de 16 de diciembre de 1986. 
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innovación para abordar la ordenación del territorio y la coordinación supramunicipal, 
las Normas de Coordinación Metropolitana. 
El artículo 3.1. de la Ley 5/1986, sin perjuicio de mantener, por pura coherencia 
técnica, su ámbito de aplicación a los treinta municipios integrantes de la Gran Valencia 
que ella misma venía a extinguir, abría la posibilidad de extender el ámbito territorial de 
vigencia de las determinaciones de las futuras Normas Metropolitanas a otros 
municipios “cuando las circunstancias o los fines que se persigan con la coordinación 
así lo aconsejen”. 
Las determinaciones mínimas que la Ley preveía en su artículo 3.2. que podrían 
adoptar las Normas de Coordinación eran las siguientes: 
“a) Las medidas de protección a adoptar en orden a la conservación del suelo, de 
los demás recursos naturales y a la defensa, mejora, desarrollo o renovación del 
medio ambiente natural y del patrimonio histórico-artístico. 
b) El señalamiento y localización de las infraestructuras básicas relativas a las 
comunicaciones, sistema de transportes, abastecimiento de agua, saneamiento, 
suministro de energía, tratamiento y vertido de residuos sólidos urbanos o 
industriales, defensa contra incendios, y otras análogas. 
c) Cualesquiera otras que se estimen convenientes para la adecuada ordenación 
del territorio y la coordinación del planeamiento municipal.” 
La Ley 5/1986 estableció un procedimiento de elaboración que garantizase un amplio 
proceso de participación administrativa para la aprobación de las Normas de 
Coordinación Metropolitana. Finalmente, mediante Decreto 103/1988, de 18 de julio de 
1988, del Consell de la Generalitat Valenciana, fueron aprobadas definitivamente las 
Normas de Coordinación Metropolitana, si bien, por una omisión sorprendente, sus 
Normas Urbanísticas no fueron publicadas oficialmente hasta más de cinco años 
después de su aprobación.
1077
 
La Ley 12/1986, de 3 de diciembre, de la Generalitat Valenciana, de Creación del 
“Consell Metropolitá de L’Horta”1078desarrollada por el Decreto 65/1988, de 9 de mayo, 
del Consell de la Generalitat Valenciana, se dicta, como reconoce su Preámbulo, dada la 
compleja situación por la que atravesaba en esa altura el Área Metropolitana de 
Valencia, que obligaba a abordar, con cierta urgencia, una serie de medidas para 
                                                  
1077 MARTÍN CUBAS, J. y MONTIEL MÁRQUEZ, A., “El no gobierno de las áreas metropolitanas…”, 
op. cit.,  pp. 5-6. 
1078 DOCV N.º 505, de 14 de enero de 1987. 
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garantizar una coordinación y funcionamiento adecuados del conjunto metropolitano. 
La extinción de la Corporación Administrativa Gran Valencia hacía necesaria su 
sustitución por un nuevo Ente metropolitano. 
Así pues, mediante la Ley 12/1986, por el artículo primero se crea el Consell 
Metropolita de L’Horta, como entidad local con personalidad jurídica propia, 
determinado por la agrupación de municipios y con plena capacidad para el 
cumplimiento de sus fines, en el ámbito territorial de la Comarca comúnmente 
denominada L’Horta. En esta calidad, asumía las potestades que según el artículo 4 
apartado primero de la LRBRL corresponden a las Administraciones públicas locales de 
carácter territorial. 
Como objetivos y criterios orientadores por los que se rige se encuentran el 
establecimiento de unas nuevas coordenadas organizativas para solucionar los 
problemas y conflictos territoriales, urbanísticos y medioambientales de carácter 
supramunicipal, así como las aspiraciones de los Municipios de encontrar una forma 
diferente de regir su territorio más eficiente, participativa y democrática, donde la 
tradicional jerarquización de las Administraciones Públicas se complemente con una 
distribución del poder y de las responsabilidades, dentro de un proceso de concentración 
activa, basado en el respeto a la autonomía local y a la exigencia de solidaridad 
supramunicipal. Objetivos que, según la Ley, se levarán a término de conformidad con 
los principios de eficacia, subsidiariedad, descentralización y democracia en la toma de 
decisiones y máxima proximidad de la gestión administrativa a los ciudadanos del Area 
Metropolitana. 
Las finalidades generales del Consell Metropolita consistían en la planificación 
conjunta y la gestión supramunicipal de las materias de su competencia. Y por el 
artículo 3 apartado segundo se le atribuían las competencias referentes a las materias del 
ciclo hidráulico, residuos sólidos, urbanismo, incendios, mataderos, transportes y su 
infraestructura, de acuerdo con las normas de coordinación en política de ordenación 
territorial y urbanismo y las derivadas de las políticas sectoriales del Estado y el Consell 
de la Generalitat Valenciana. Para el ejercicio de sus competencias se atribuían al 
Consell las potestades propias de las entidades locales de carácter territorial, pudiendo 
también recibir competencias delegadas. 
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El gobierno de L’Horta estaba integrado por el Pleno, en el que se votaba según el 
sistema ponderado de votos, un Presidente y dos Vicepresidentes y la Comisión de 
Gobierno. Y para el cumplimiento de sus funciones, la Entidad metropolitana se 
financiaba con cargo a las aportaciones de los municipios integrantes, las 
participaciones y las subvenciones de otras Administraciones y Organismos. 
La Ley 4/1995, de 16 de marzo, de la Generalitat Valenciana, del Área Metropolitana 
de L’Horta1079, modificó la Ley 12/1986, intentando paliar determinadas 
disfuncionalidades de dicha entidad relativas a sus competencias y organización. Esta 
Ley juzgaba necesario “delimitar con la mayor previsión posible funciones y 
competencias del ente metropolitano, así como replantearse la asignación a dicho ente 
de determinados servicios y competencias que quizá otras entidades supramunicipales 
pudieran prestar de manera más idónea”. 
La reforma, como observan MARTÍN CUBAS y MOTIEL MÁRQUEZ, aborda la 
participación de todos los municipios en la toma de decisiones, articulando una 
representación coherente con la pluralidad política existente en cada municipio, se 
incorporaban medidas de tecnificación de las instancias de gestión, mediante la creación 
de una gerencia fuerte, y una nueva regulación de los recursos financieros del Consell 
que, aún así, no alcanzaba a disfrutar de una hacienda metropolitana efectiva, lo que, 
junto a la ausencia de financiación estatal y autonómica, estuvo en el origen de muchas 
de las limitaciones que arrastró el Consell desde su origen. 
La Ley redelimitó las finalidades generales del Consell, recortando sensiblemente sus 
competencias a las de “la planificación conjunta y la gestión supramunicipal” del 
servicio metropolitano del agua en alta, residuos sólidos, incendios y mataderos, además 
de otras competencias que voluntariamente decidiesen atribuirle las entidades 
integrantes, y en especial, cementerios, servicios funerarios y mercados. 
La reforma legal no sirvió para resolver los problemas claramente políticos que 
venían aislando al ayuntamiento de Valencia, de mayoría conservadora desde 1991, del 
resto de los municipios del Área Metropolitana, donde la izquierda era aún mayoritaria, 
lo que colocaba a la representación de la capital metropolitana en una difícil posición 
que le impedía controlar la presidencia del organismo, circunstancia que contrarrestaba 
                                                  
1079 DOCV N.º 2477, de 27 de marzo de 1995. 
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con el incumplimiento de su obligación de realizar las aportaciones económicas que le 




Finalmente, el Área Metropolitana de L’Horta fue suprimida por la Ley 8/1999, de 3 
de diciembre, de la Generalitat Valenciana
1081
. El motivo concreto de la supresión de 
L’Horta estribaba, según el legislador, en que dicho ente local no había desarrollado 
todas las competencias ni la prestación de servicios supramunicipales para los que había 
sido creado, debido, según aquel, a la falta de definición en su modelo, “que llevó a la 
necesidad de modificar la Ley de creación y recortar muchas de sus competencias que 
en ningún momento habían sido desarrolladas, y se puso así en evidencia, ya entonces, 
la propia viabilidad del mismo.” 
A partir de este momento, el propósito del legislador sería el de instrumentar 
modelos de actuación que de acuerdo con el Pacto Local permitiesen encontrar 
mecanismos que permitieran una mejor coordinación y cooperación de la Generalitat 
Valenciana con las Administraciones Locales, posibilitando de este modo la prestación 
de servicios supramunicipales con mayor agilidad, eficacia y menor coste. Se 
consideraba conveniente huir de la creación de órganos dotados de rígidas y pobladas 
estructuras administrativas permanentes, que suponen una interposición entre la 
voluntad de agilizar la gestión de servicios a través de contrataciones externas y su 
efectiva prestación, con la consiguiente secuela de retrasos en la atención a los 
ciudadanos a quienes van dirigidos, así como su encarecimiento por la dotación y 
mantenimiento de medios personales, materiales y financieros de dichas estructuras 
administrativas. 
Basándose en los criterios definidores de la entidad “Área Metropolitana” que 
establece el artículo 43 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del 
Régimen Local, el 11 de mayo se aprueba la Ley 2/2001, de Creación y Gestión de 
Áreas Metropolitanas de la Comunidad Valenciana.
1082
  
                                                  
1080 MARTÍN CUBAS, J. y MONTIEL MÁRQUEZ, A., “El no gobierno de las áreas metropolitanas…”, 
op. cit., p. 6. 
1081 DOCV N.º 3640, de 7 de diciembre de 1999. 
1082 Esta Ley fue modificada por la Ley 5/2004, de 13 de julio, de modificación de la Ley 2/2001, de 11 
de mayo, de creación y gestión de Áreas Metropolitanas en la Comunidad Valenciana (BOE N.º 188, de 5 
de agosto de 2004) para, en el marco de una gestión eficiente y solidaria de los recursos y una 
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El Preámbulo de la Ley reconoce la realidad del área metropolitana como fenómeno 
territorial propio de los países desarrollados que supera la ciudad misma y representa la 
culminación de un proceso de crecimiento urbano iniciado con la revolución industrial. 
Es el hecho metropolitano, por lo tanto, una realidad generalizada en todo el mundo. 
En estos espacios, la acción pública, a criterio de esta Ley, debe desarrollarse en un 
doble frente. Por un lado, coordinando las acciones públicas sobre el territorio; por otro, 
mediante la prestación supramunicipal de los servicios que se estimen necesarios. 
Habiendo analizado la realidad geográfica y urbana de la Comunidad Autónoma, se 
observa la existencia de determinados flujos y aglomeraciones urbanas dependientes y, 
por lo tanto, la necesidad de crear entidades metropolitanas para la planificación y 
prestación conjunta de servicios. En esas aglomeraciones urbanas se pudo constatar que 
reunían una serie de criterios propios de la estructura de áreas metropolitanas, como son 
la pluralidad de núcleos, su elevada densidad, el predominio de actividades industriales 
y terciarias y la existencia de un volumen importante de flujos cotidianos entre sí. 
El Preámbulo presenta la introducción en la presente Ley, como planteamiento 
innovador, de una nueva forma de organización, las entidades metropolitanas sectoriales 
para aquellos flujos urbanos que requieran la prestación de un determinado servicio 
público, como instrumentos de agilidad en la gestión, descentralización y eficacia con 
menor coste y con una simplificada estructura operativa, menos politizada. 
El objetivo fundamental de esta Ley es establecer el marco básico para que, en 
aquellos núcleos urbanos conformados por un espacio relativamente homogéneo, 
puedan crearse áreas metropolitanas, dentro de la necesaria coordinación autonómica en 
la prestación de los servicios públicos. Se intenta, por tanto, realizar un marco 
legislativo unitario y común para todas las áreas metropolitanas de la Comunidad 
Valenciana, siempre de acuerdo con los principios de desburocratización, 
descentralización, eficacia, agilidad y menor coste, y autonomía local. 
Además del énfasis en esta coordinación con la Comunidad Autónoma en la 
prestación de los servicios públicos, de tal modo que se eviten disfunciones entre los 
                                                                                                                                                  
planificación racional del territorio, incluir a seis nuevos municipios en la Entidad Metropolitana de 
Servicios Hidráulicos, creada por la precitada Ley, paliando así los graves problemas de suministro de 
agua que padecían esos municipios. 
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servicios metropolitanos y los de las restantes administraciones públicas, se establece 
también en la Ley una ponderación que garantiza la participación de todos los 
municipios a través de un representante en los órganos plenarios de las entidades 
metropolitanas. Junto a ello, se cuantifica de un modo objetivo dicha participación 
teniendo en cuenta el número de habitantes de los distintos municipios como receptores 
y partícipes directos. 
La Ley 2/2001  coincide en la definición de área metropolitana con la que nos ofrece 
el artículo 43.2 de la LRBRL, si bien añade las urbanísticas a las vinculaciones 
económicas y sociales existentes entre los núcleos de población implicados. 
Para la realización de actividades y prestación de servicios en el ámbito territorial de 
los municipios que integran el área metropolitana, el artículo primero indica cuáles 
serán los instrumentos básicos de actuación de las áreas metropolitanas de la 
Comunidad Valenciana, cuya regulación es el objeto de esta concreta Ley. Dichos 
instrumentos vendrán dados por la creación de entidades metropolitanas para la 
planificación conjunta, programación, coordinación, gestión y ejecución de 
determinados servicios, así como por la coordinación de las entidades metropolitanas en 
el ámbito autonómico. 
La creación de las entidades metropolitanas se regula en el artículo tercero
1083
, 
requiriendo la Ley de creación, para ser aprobada, que vote a favor la mayoría absoluta 
de las Cortes Valencianas. 
En relación al contenido de este artículo, advierte  LARROSA ROCAMORA que, 
“en ninguno de los dos puntos del artículo referido a la creación de las áreas 
metropolitanas se establecen mecanismos precisos sobre cómo hacer compatible la 
toma de decisión de las Cortes Valencianas y el principio de autonomía de las 
administraciones locales. Aún siendo un tema de máxima trascendencia, la Ley no 
                                                  
1083 El artículo 3 de la Ley 2/2001, de 11 de mayo, de Ordenación y Gestión de Áreas Metropolitanas de 
la Comunidad Valenciana, sobre la creación de las entidades metropolitanas, dispone lo siguiente: 
1. La Generalitat Valenciana podrá crear, modificar o suprimir entidades metropolitanas, que podrán tener 
carácter sectorial cuando así lo requiera la prestación de un determinado servicio público, ajustándose 
para ello a lo dispuesto en el artículo 43 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del 
Régimen Local. 
2. La ley de creación de cada entidad metropolitana será aprobada por mayoría absoluta de las Cortes 
Valencianas, de acuerdo con las previsiones del artículo 46 del Estatuto de Autonomía de la Comunidad 
Valenciana, y contendrá, además de las prescripciones previstas en la presente ley, los municipios 
integrantes del ente metropolitano, así como los fines que justifiquen su creación y competencias 
necesarias para su consecución, de acuerdo con el principio de respeto a la autonomía municipal. 
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deja claro qué ocurre cuando un ayuntamiento rechaza formar parte de una entidad 
supramunicipal de este tipo.  
En este caso, la Ley parece remitirse a lo señalado al respecto en la Ley 7/1985 y 
en el Estatuto de la Comunidad Autónoma, que solo obligan a una “previa audiencia 
de los ayuntamientos afectados”, según la LRBRL, o a ser “consultadas las entidades 
locales”, según el Estatuto.  
De ello se desprende que la Generalitat Valenciana, en última instancia, podría 
proponer crear órganos de gestión de áreas metropolitanas en contra de la voluntad 
de los ayuntamientos, ya que la consulta previa no necesariamente implica someter la 
decisión de las Cortes a la opinión de los municipios afectados. En conclusión, la 
Ley parece dar vía libre a la creación de áreas metropolitanas mediante la fórmula 
top down (desde arriba), tan criticada tradicionalmente por las entidades locales.”1084 
Como competencias de las entidades metropolitanas de la Comunidad de Valencia 
dispone el artículo 12.1 “la gestión supramunicipal de obras o servicios, que se 
determinarán en su ley de creación y se referirán, en todo caso, al ámbito territorial de 
un área metropolitana que requiera una coordinación o planificación conjunta de los 
mismos.” 
La hacienda de las entidades metropolitanas de la Comunidad la constituirán los 
ingresos procedentes de su patrimonio, de las tasas y precios públicos, aportaciones de 
los municipios integrantes, un recargo sobre el Impuesto de Bienes Inmuebles, entre 
otros. 
Su organización estará constituida por la Asamblea, como órgano superior de 
gobierno de la entidad metropolitana, la Presidencia, órgano unipersonal de gobierno, 
que será elegido por la Asamblea de entre sus miembros, y la Comisión de Gobierno, 
que asistirá a la Presidencia. 
- Análisis específico de la evolución metropolitana en las áreas de Valencia, Alicante-
Elche y Torrevieja-Orihuela. 
i) Valencia 
Inspirándose en el modelo establecido en la Ley 7/1987, de 4 de abril, de la 
Generalitat de Cataluña, por la que se establecían la Entidad Metropolitana del 
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Transporte y la Entidad Metropolitana de Servicios Hidráulicos y Tratamiento de 
residuos, en las Disposiciones Adicionales Primera y Segunda se crean, 
respectivamente, la Entidad Metropolitana de Servicios Hidráulicos, y la Entidad 
Metropolitana para el Tratamiento de Residuos. 
A la Entidad Metropolitana de Servicios Hidráulicos (EMSHI), integrada por 
actualmente por cincuenta y un municipios, le corresponde la competencia del servicio 
del agua en alta, la producción y suministro hasta el punto de distribución municipal. 
Asimismo, podrá ejercer las facultades reconocidas en esta materia a las Corporaciones 
Locales en la Ley 2/1992, de 26 de marzo, de la Generalitat Valenciana, de 
Saneamiento de las Aguas Residuales de la Comunidad Valenciana. 
Por su parte, la Entidad Metropolitana para el Tratamiento de Residuos (EMTRE) 
está integrada por cuarenta y cinco municipios, y se encarga de la prestación de los 
servicios de valoración y eliminación de residuos urbanos, de acuerdo con los objetivos 
marcados por la Generalitat, a través de la normativa sectorial y de conformidad con los 
instrumentos de planificación en ella previstos. 
La creación de estas dos Entidades Metropolitanas no supuso la desaparición de las 




En opinión de MARTÍN CUBAS y MONTIEL MÁRQUEZ, “La única virtualidad 
de la Ley 2/2001 se ha limitado al establecimiento de las dos entidades metropolitanas 
monofuncionales referidas, cuya única finalidad es de mera gestión de servicios básicos 
de ineludible vocación metropolitana. En definitiva, estas nuevas entidades podrían ser 
definidas como una especie de “consorcio metropolitano de geometría variable”, donde 
“lo sustantivo deja de ser aquí el ámbito territorial para pasar a ser el de los servicios y 
obras necesitados de una planificación conjunta.”1086 
                                                  
1085 Así, establece el apartado tres de la Disposición Adicional Primera que “para la prestación de los 
mencionados servicios hidraúlicos, de acuerdo con el artículo 10 de la presente ley, se mantiene la 
empresa EMARSA como sociedad instrumental”. De igual modo, el apartado tres de la Disposición 
Adicional Segunda dispone que “para la prestación de los mencionados servicios de valoración y 
eliminación de residuos, de acuerdo con el artículo 10 de la presente ley, se mantiene la empresa 
FERVASA como sociedad instrumental.” 
1086 MARTÍN CUBAS, J. y MONTIEL MÁRQUEZ, A., “El no gobierno de las áreas metropolitanas…”, 
op. cit., p. 10. 
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La Ley 8/2010, de 23 de junio, de la Generalitat, de Régimen Local de la Comunitat 
Valenciana
1087
, en una completa regulación, dedica  su Título V, comprendido por los 
artículos 74 a 86, a establecer el régimen jurídico de las Áreas Metropolitanas.  
En el apartado d), de su Disposición Derogatoria Única, redactada conforme al 
artículo 77 de la Ley 5/2013, de 23 de diciembre, de Medidas Fiscales, de Gestión 
Administrativa y Financiera, y de Organización de la Generalitat
1088
, procede a derogar 
la La Ley 2/2001, de 11 de mayo, de Creación y Gestión de Áreas Metropolitanas de la 
Comunitat Valenciana. Sin embargo, a través de su Disposición Adicional Única, deja 
en vigor las Disposiciones Adicionales Primera y Segunda de la Ley 2/2001, por las que 
se creaban la EMSHI y la EMTRE, respectivamente. 
Por la forma cómo la Ley 8/2010 se refiere a las áreas metropolitanas en su artículo 
75, al regular su procedimiento de creación, evitando utilizar la palabra “áreas”, nos 
lleva a pensar que el criterio del legislador sigue en la línea manifestada por las Leyes 
8/1999 y 2/2001, de orden a potenciar la creación de áreas metropolitanas funcionales 
frente a las áreas metropolitanas territoriales en sentido estricto. Así, como dispone el 
precepto, 
“1. La Generalitat podrá crear, modificar o suprimir entidades metropolitanas, que 
podrán tener carácter sectorial cuando así lo requiera la prestación de un determinado 
servicio público, ajustándose para ello a lo dispuesto en el artículo 43 de la Ley 
7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local. 
2. La ley de creación de cada entidad metropolitana será aprobada por mayoría 
cualificada de Les Corts, ….” 
 Todo esto no nos llamaría la atención sin no tuviésemos en cuenta que, por el 
contrario, sí reconoce en el artículo 74 la existencia fáctica de las áreas metropolitanas a 
las que define con el unánime calificativo de “entidades locales integradas por los 
municipios de grandes aglomeraciones urbanas entre cuyos núcleos de población 
existan vínculos urbanísticos, económicos y sociales que hagan necesaria la 
planificación conjunta y la gestión coordinada de determinadas obras y servicios.” 
Desde que se aprobó la Ley 2/2001, observa LARROSA ROCAMORA, el gobierno 
valenciano no ha vuelto a proponer la creación de ninguna otra entidad metropolitana, a 
pesar de que en esta última década las aglomeraciones urbanas valencianas han 
                                                  
1087  BOE N.º 178, de 23 de Julio de 2010. 
1088 DOCV de 27 de diciembre de 2013. 
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experimentado una expansión extraordinaria, que se podía haber regulado mucho mejor 
con una entidad metropolitana con capacidad para planificar el crecimiento de una 
ciudad real, aunque fuera de carácter sectorial.
1089
 
Actualmente, siguen en funcionamiento la Entidad Metropolitana de Servicios 
Hidráulicos y la Entidad Metropolitana para el Tratamiento de Residuos, ya que la 
Disposición Adicional Única de la Ley 8/2010 las ha mantenido vigentes. 
ii) Alicante-Elche 
LARROSA ROCAMORA nos recuerda que cuando apareció el primer borrador de la 
Ley 2/2001, en la ciudad de Elche se vio como un instrumento político que daba la 
oportunidad a la Generalitat Valenciana de crear un Área Metropolitana Alicante-Elche, 
en contra de la voluntad de la administración ilicitana. Dicha creencia estaba fundada en 
que la Ley hacía referencia a la existencia de varias áreas metropolitanas en la región, 
dándose por hecho la regulación de la de Valencia, como finalmente sucedió. 
El rechazo de Elche a la Ley de Áreas Metropolitanas y a la creación del Área 
Alicante-Elche se debió básicamente a dos factores. Principalmente, a la pérdida de 
autonomía local que suponía pertenecer a un Área Metropolitana en la que el papel más 
relevante lo iba a desempeñar Alicante, junto a las localidades de su influencia. En 
segundo lugar, a una cuestión política, ya que Elche era por aquel entonces el bastión 
más importante del socialismo valenciano, en una Comunidad Autónoma gobernada por 
el Partido Popular, que también gobernaba la Diputación Provincial y la ciudad de 
Alicante. En este contexto, la posibilidad de formalizar un Área Metropolitana Alicante-
Elche era vista por los socialistas ilicitanos como una estrategia de sus rivales políticos 
para “arrebatarles” el control de la única gran ciudad valenciana que todavía no regían. 
Sin embargo, la postura ante la Ley fue hábilmente planteada desde Elche, que centró la 
polémica en la integración forzosa en el Área Metropolitana de Alicante en términos de 
agresión a la autonomía e identidad local; con tanto éxito que la oposición del Partido 
Popular en el Ayuntamiento ilicitano no pudo o no supo oponerse a la iniciativa del 




                                                  
1089 LARROSA ROCAMORA, J. A., el Área urbana-metropolitana de Alicante-Elche…, op. cit., p. 430. 
1090 LARROSA ROCAMORA, J. A., el Área urbana-metropolitana de Alicante-Elche…, op. cit., p. 432. 
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SEVILLA JIMÉNEZ se pregunta si tiene sentido el estudiar siquiera una perspectiva 
metropolitana para el área Alicante-Elche. A pesar de la existencia tanto de factores a 
favor como en contra de su articulación, afirma que, 
“posiblemente no sea ésta la única vía para resolver todos los problemas que 
afectan a este territorio, pero no me cabe ninguna duda de que la reflexión conjunta 
de los responsables políticos y sociales de esta aglomeración siempre será más 
conveniente y efectiva que la visión reducida de sus problemas.”  
Pues, a la vista de una realidad que no se puede obviar, el autor opina que, 
“sería ilusorio no tener en cuenta la propia historia y recelos de dos municipios que 
han vivido de espaldas emocionalmente a pesar de su cercanía y que cualquier fórmula 
de aproximación es inmediatamente puesta en entredicho por las fuerzas vivas de uno u 
otro extremo. Sin embargo, considero que en este caso no son necesarias en un primer 
momento fórmulas institucionales precisas y complejas que únicamente comenzarían la 
casa metropolitana por el tejado institucional. La primera fase debe ser de 
reconocimiento de la existencia mutua y de valoración de los problemas inmediatos que 
preocupan a uno y otro municipio central.”1091 
La constancia del hecho de la existencia de las dos aglomeraciones (pues se trata de 
dos grandes municipios tanto en territorio, población y capacidad económica que han 
resuelto tradicionalmente sus problemas independientemente), ha estado presente en la 
reflexión de cada uno de los dos planes generales (el PGOU de Elche fue aprobado 
definitivamente el 30 de julio de 1086 y el de Alicante el 27 de marzo de 1987). 
Lo que no ha habido a pesar de varios intentos, ha sido un mecanismo de puesta en 
común de ambas reflexiones. Tanto a nivel de comunicaciones (aeropuertos, red 
ferroviaria, red de carreteras, transporte público) como de servicios, se podría actuar de 




En el año 2011, los alcaldes de Torrevieja y Orihuela anunciaban a la prensa que 
tomarían la iniciativa “de reunir a los municipios de la comarca de la Vega Baja bajo el 
paraguas de Área Metropolitana”, pues dicha planificación la consideraban necesaria ya 
que “se trata de una comarca de las más pobladas y de las que más ha crecido en los 
últimos veinte años.”. Sería, pues “la única forma de poder competir en el contexto de 
                                                  
1091 SEVILLA JIMÉNEZ, M., “El fenómeno metropolitano. Realidad y respuestas: el caso de Alicante-
Elche”. Estudios Regionales, N.º 24, 1989, pp. 110-111. 
1092 SEVILLA JIMÉNEZ, M., “El fenómeno metropolitano. Realidad y respuestas…”, op. cit., p. 117. 
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dos estructuras muy potentes de nuestro contexto, como los ejes Elche-Alicante y 
Murcia-Cartagena.” A su criterio, “esa Área Metropolitana nos daría espacio para 
situarnos y pedir inversiones”.1093 
6. GALICIA. EL ÁREA METROPOLITANA DE VIGO 
- Consideraciones generales 
A lo largo del siglo XX, las ciudades de Galicia explican su crecimiento por los 
flujos migratorios internos, en una proporción que se sitúa entre el setenta y el noventa 
por ciento sobre el fortalecimiento de su base económica industrial y de servicios. 
1094
 
Durante la primera mitad del siglo XX, como señala ALDREY VÁZQUEZ, Galicia 
podía calificarse como un espacio eminentemente rural, en el que las ciudades eran 
excepción, con un funcionamiento independiente y prácticamente desconectado del 
resto del territorio. La estructura productiva presentaba una abrumadora mayoría de 
población activa trabajando en el sector agrario. En este sentido, las ciudades aparecía 
como meros enclaves aislados. La poca importancia del proceso de industrialización en 
Galicia con anterioridad a 1960 parece ser la base de las escasas transformaciones de las 
estructuras agrarias y del mínimo dinamismo urbano que conoció hasta esa fecha.
1095
 
A partir de 1960 comienza a notarse un cambio en estas rígidas características 
sociales, económicas y de organización del territorio. Esa transformación tuvo una serie 
de condicionantes que están en la base del proceso de urbanización: 
                                                  
1093Fuente: http://www.diarioinformacion.com/vega-baja/2010/05/11 (Último acceso, 02.09.2015). 
1094 J. L. DALDA ESCUDERO (“Galicia ¿ciudad difusa? Las grandes ciudades gallegas”. En 
RODRÍGUEZ GUTIÉRREZ, F. (ed.) Áreas metropolitanas de España. La nueva forma de la ciudad, 
Universidad de Oviedo, 2009, p. 21) 
1095 Sin embargo, como indica J. A. ALDREY VÁZQUEZ (“Población y sociedad en los espacios 
urbanos gallegos: transformaciones en el último tercio del siglo XX”. En LÓPEZ TRIGAL, L., RELEA 
FERNÁNDEZ, C. E. y SOMOZA MEDINA, J. (coords.) La ciudad. Nuevos procesos, nuevas respuestas. 
Asociación de Geógrafos españoles, Universidad de León, 2013, pp. 362-363),“el fracaso de las 
experiencias industriales gallegas no explica por sí solo el retraso en el proceso de urbanización, porque 
existieron muchos otros factores que lo justifican, como: 
- la pervivencia de estructuras sociales inmovilistas; 
- la inexistencia de una burguesía emprendedora; 
- la poca importancia de los mercados urbanos que no demandaron en ningún momento productos 
agropecuarios en cantidades suficientes como para generar transformaciones significativas en los sistemas 
de producción;  
- la incomunicación de gran parte del territorio gallego, que impedía el intercambio comercial y 
humano entre las diferentes áreas del país; o 
- la práctica inexistencia de explotaciones con propiedades de tamaño suficiente para una 
adecuada rentabilización económica de las mismas.” 
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- la crisis del mundo rural tradicional, que supuso una transformación de la 
agricultura de autoconsumo hacia unas explotaciones de tipo capitalista orientadas al 
mercado; 
- los movimientos migratorios masivos desde mediados de los años 1950 hasta 
1973; 
- la industrialización polarizada en muy pocos núcleos impulsada desde el 
exterior; y 
- la terciarización de la sociedad. 
Todos estos aspectos incidieron en la concentración de la población de Galicia en las 
ciudades y en algunas villas importantes a lo largo de las décadas de 1960 y 1970. Este 
período daría paso durante los años 1980 y 1990 al de periurbanización que se hizo 
palpable en una desaceleración del crecimiento demográfico de las ciudades. Este hecho 
sucede porque las urbes se convierten en espacios que los sectores de población de 
mayor nivel económico ven como poco aptos para vivir. Asimismo, al darse una fuerte 
presión sobre el precio del suelo, también las clases populares se ven en la obligación de 
residir en áreas periféricas de la ciudad.  
Ambas circunstancias favorecen fuertes crecimientos de los municipios periféricos a 
las ciudades, surgiendo fenómenos de descongestión residencial y de las actividades 
económicas, siguiendo una lógica de localización que busca una oferta de suelo barato y 
con buena conectividad. La irrupción de esta fase del proceso de urbanización se aprecia 
en el territorio gallego a partir de comienzos de los años 1980 en las proximidades de A 
Coruña y Vigo, y fue extendiéndose luego a espacios cada vez más amplios, estando en 
plena vigencia en el momento actual. 
El resultado de todos estos cambios fue una mudanza muy grande en la organización 
del espacio, que debe entenderse ahora desde una lógica urbana, pero que establece una 
clara dicotomía entre un pequeño espacio muy dinámico, próximo al litoral, que 
concentra buena parte de la actividad económica y de la población, y el resto del 
territorio, el interior, aún con un marcado acento rural. El área más dinámica se articula 
en torno a la “Autopista del Atlántico” y se extiende desde Ferrol a Tui.1096 
La organización decimonónica de la Comunidad Autónoma gallega en las cuatro 
provincias decimonónicas de A Coruña, Lugo, Orense y Pontevedra se mantiene en 
vigor, aunque la desconfianza política hacia este modelo ha estado presente a lo largo de 
                                                  
1096ALDREY VÁZQUEZ, J. A., “Población y sociedad…”, op. cit., pp. 363-364. 
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Sin embargo, en opinión de DALDA ESCUDERO, “si las provincias y municipios 
resultan circunscripciones parcialmente inadecuadas para explicar y delimitar los 
ámbitos contemporáneos de ordenación y administración del territorio, las comarcas no 
serán probablemente, ámbitos alternativos más eficientes.”1098 
Así pues, el conjunto de normas y de iniciativas políticas y legislativas desarrolladas 
en Galicia durante los últimos veinte años, encaminadas a impulsar planes de distinta 
naturaleza para acometer una progresiva estructuración y dinamización de su territorio, 
han dado escasos resultados. De igual modo, las estrategias innovadoras de ordenación 
y cooperación territorial implantadas a escala regional se han limitado a la creación de 
Mancomunidades voluntarias de municipios, de escaso calado competencial, y la puesta 
en marcha de algunos Consorcios locales.
1099
 
A este respecto, mencionaremos en primer lugar la Ley de Galicia 7/1996, de 10 de 
julio, de Desarrollo Comarcal, como instrumento regional estratégico de desarrollo local 
diseñado para promover el desarrollo territorial y contribuir a la planificación comarcal 
de la Comunidad Autónoma, mediante la coordinación para la organización territorial 
de los servicios administrativos y de las actuaciones de las diversas Administraciones 
Públicas implicadas en el territorio, pues como se dispone en el apartado segundo del 
artículo dos de esta Ley,  
“la comarca es el ámbito más propicio para la coordinación y la integración de la 
planificación socioeconómica y física, y para la protección del medio ambiente en un 
modelo de desarrollo integrado.” 
Mediante el Decreto de aprobación del Mapa Comarcal de Galicia de 1997 quedó 
organizado el territorio gallego en cincuenta y tres comarcas, si bien, finalmente, y 
debido a la falta de compromiso político por parte del mismo Gobierno Autonómico que 
                                                  
1097 Así, J. L. DALDA ESCUDERO (“Galicia ¿ciudad difusa?...”, op. cit., p. 21) nos recuerda que con 
antecedentes en el Plan de Desarrollo Comarcal acordado por el gobierno gallego en 1990, se diseñó un 
modelo experimental de gestión para cuatro comarcas-piloto; en 1996 se aprobó la Ley de Desarrollo 
Comarcal y en 1997 el decreto que estableció el Mapa Comarcal de Galicia. El modelo comarcal no se 
planteaba entidades jurídico-territoriales con competencias locales, sino “servir de marco estratégico para 
la coordinación de las administraciones, introduciendo una escala intermedia de planificación, de 
organización y gestión territorial.” 
1098 DALDA ESCUDERO, J. L., “Galicia ¿ciudad difusa…”, op. cit., p. 22. 
1099 DOVAL ALDÁN, A., “Las estrategias de ordenación, desarrollo y cooperación territorial en Galicia a 
principios del siglo XXI”. Ciudad y territorio: Estudios territoriales, N.º 164, 2010, p. 245. 
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lo ideó, solo llegó a implantarse en treinta y cuatro comarcas de las cincuenta y tres 
existentes en Galicia. Ante esta falta de efectividad, el Plan Comarcal se suprimió con la 
aprobación de la Ley 12/2008, de 3 de diciembre, por la que se modifican, entre otras, la 
Ley 7/1996, de 10 de julio, de desarrollo comarcal.
1100
 
Frente al fracaso de la organización comarcal en Galicia, tenemos que mencionar la 
mejor suerte que ha acompañado a la institucionalización de las asociaciones de 
mancomunidades
1101
 voluntarias de municipios como medida de cooperación 
supramunicipal, aunque para DOVAL ADÁN hubiese sido deseable que se hubieran 
ajustado a las delimitaciones territoriales comarcales con el fin de lograr una correcta 
organización espacial del territorio.
1102
 
Las Mancomunidades asumen en Galicia funciones muy diversas relacionadas, entre 
otras, con la protección y la seguridad, los servicios públicos de protección social, 
tratamiento de residuos, abastecimiento de agua, limpieza y recogida de basuras, medio 
ambiente y ordenación del territorio, infraestructuras y temas relacionados con el 
turismo y la promoción cultural.
1103
 
La otra opción voluntaria que ofrece el legislador como modo de cooperación para la 
prestación de servicios locales como en asuntos de interés común, el Consorcio
1104
, 
también ha sido utilizada con frecuencia por las entidades de la Comunidad gallega. La 
mayoría de estos entes se centran en la prevención y extinción de incendios, la 




                                                  
1100 DOVAL ALDÁN, A., “Las estrategias de ordenación…”, op. cit., pp. 246-250. 
1101 Actualmente, según datos del Registro de Entidades Locales de Galicia (en adelante, RELG), 
gestionado por la Xunta de Galicia, existen un total de cuarenta Mancomunidades 
Fuente: http://datos.gob.es/catalogo/registro-de-entidades-locales-de-galicia-53 (Último acceso, 
19.09.2015). 
1102 DOVAL ALDÁN, A., “Las estrategias de ordenación…”, op. cit., pp. 261-262. 
1103 DOVAL ALDÁN, A., “Las estrategias de ordenación…”, op. cit., pp. 262. 
1104 Artículo 57 LRBRL: “La cooperación económica, técnica y administrativa entre la Administración 
Local y las Administraciones del Estado y de las Comunidades Autónomas, tanto en servicios locales 
como en asuntos de interés común, se desarrollará con carácter voluntario, bajo las formas y en los 
términos previstos en las leyes, pudiendo tener lugar, en todo caso, mediante los consorcios o convenios 
administrativos que suscriban.” 
Según datos del RELG, hay actualmente en Galicia veinticuatro Consorcios.  
http://datos.gob.es/catalogo/registro-de-entidades-locales-de-galicia-53 (Último acceso, 19.09.2015). 
1105 DOVAL ALDÁN, A., “Las estrategias de ordenación…”, op. cit., pp. 262-263. 
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Quince años después de la aprobación de la Ley 10/1995, de 23 de noviembre, de 
Ordenación del Territorio de Galicia, por el Decreto 19/2011, de 10 de febrero, se 
aprueban definitivamente las directrices de ordenación del territorio (en adelante, 
DOT)
1106
, como instrumento técnico de referencia global en el que se establecen las 
pautas especiales de asentamiento de las actividades, de acuerdo con las políticas 
sociales, económicas y culturales emanadas de la comunidad, con el objetivo de 
promover la coordinación de la política territorial y la ordenación del espacio de la 
Comunidad Autónoma de Galicia.  
Así pues, las DOT definen, en lo esencial, el nuevo modelo territorial de Galicia a 
seguir en los próximos años, y entre otros aspectos, con el propósito de potenciar las 
áreas urbanas y establecer espacios metropolitanos de planificación, así como 
consolidar un sistema urbano intermedio y dinamizar ámbitos y entidades de población 
con menor peso demográfico. Para ello, establece un sistema urbano claramente 
policéntrico, distinguiendo: dos grandes espacios metropolitanos –la Metrópoli Ártabra 
y la Metrópoli de las Rías Baixas-; tres áreas urbanas –el Área Urbana de Santiago de 
Compostela, el Área Urbana de Lugo y el Área Urbana de Ourense-; 18 villas 
consideradas cabeceras del sistema urbano intermedio; y 35 núcleos de población que 




En la actualidad, y siguiendo a DALDA ESCUDERO, podemos calificar el proceso 
de configuración urbana en Galicia en los siguientes aspectos: 
“- Por un lado, el modelo de organización del sistema urbano gallego se presenta 
en una fase caracterizada parcialmente por la aglomeración, acompañada, 
selectivamente, de procesos de suburbanización o difusión periférica; 
- Por otro lado, los procesos de suburbanización y emergencia de una ciudad 
difusa, de larga tradición morfológica y significativa dinámica reciente, se producen 
a escala regional urbano-metropolitana en tres ámbitos principales: A Coruña-Ferrol 
y sus rías, Pontevedra-Vigo y sus rías, y Santiago de Compostela. En ausencia de 
planificación regional y estratégica, estos procesos demandan por sí mismos ámbitos 
específicos de ordenación y administración del territorio en escalas 
supramunicipales. 
                                                  
1106 DOG N.º 36, de 22 de febrero de 2011. Las DOT incorporan un Plan Territorial Integrado del Litoral, 
aprobado mediante el Decreto 20/2011, de 10 de febrero, por el que se aprueba definitivamente el Plan de 
Ordenación del Litoral de Galicia (DOG N.º 37, del 23 de febrero de 2011). 
1107 DOVAL ALDÁN, A., “Las estrategias de ordenación…”, op. cit., pp. 258-259. 
 
 537 
- Los procesos de suburbanización son menos importantes en las dos capitales 
interiores, Lugo y Ourense, y se circunscriben al área urbana, con implicación de 
algunos municipios periféricos. 
- El resto del sistema urbano gallego está polarizado por las siete ciudades 
principales y presenta rasgos apreciables de dinamicidad urbana, pero está lastrado 
por su débil masa crítica, entorno poco dinámico o regresivo, y, en muchos casos, 
por la lejanía física de las áreas de influencia de las regiones urbanas. Se constituye 
como un sistema urbano secundario y problemático, que demanda estrategias de 
esfuerzo.”1108 
 
- Evolución normativa del tratamiento metropolitano 
El Estatuto de Autonomía de Galicia, aprobado por Ley Orgánica 1/1981, de 6 de 
abril (BOE n.º 101, de 28 de abril de 1981), dice en su artículo segundo apartado tres 
que “una ley del Parlamento regulará la organización territorial propia de Galicia, de 
acuerdo con el presente Estatuto” y, sin mencionar expresamente las áreas 
metropolitanas, el artículo cuarenta apartado dos dispone que “… por ley de Galicia se 
podrá crear agrupaciones basadas en hechos urbanísticos y otros de carácter funcional 
con fines específicos”. 
En virtud de sus competencias sobre régimen local, la Comunidad Autónoma va a 
aprobar, con respeto a la legislación básica estatal, la Ley 5/1997, de 22 de julio, de 
Administración Local de Galicia (BOE N.º 237 de 3 de octubre), que regula las Áreas 
Metropolitanas en el Capítulo I del Titulo III. Concretamente, en el artículo 121.1 
establece que “… por Ley del Parlamento de Galicia se podrán crear, modificar o 
suprimir áreas metropolitanas.” 
Hasta hace poco tiempo mencionaban los autores en sus análisis de la caracterización 
metropolitana del territorio de Galicia  que la Comunidad Autónoma no había 
producido todavía “ninguna iniciativa político-administrativa de carácter municipal en 
relación al hecho regional urbano.”1109 Ello, en opinión de DALDA ESCUDERO, venía 
motivado, entre otras causas, por el hecho de que la cuestión metropolitana plantea para 
las ciudades gallegas tres tipos de problemas: la definición del carácter metropolitano; el 
tamaño adecuado en relación a las decisiones de ordenación territorial y política 
                                                  
1108 DALDA ESCUDERO, J. L., “Galicia ¿ciudad difusa?..., op. cit. p. 29. 
1109 Así se manifestaba, por ejemplo, J. L. DALDA ESCUDERO (“Galicia ¿ciudad difusa?...”, op. cit., p. 
34). 
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Aún así, como expone DOVAL ALDÁN
1111
, en el año 2005 se presentó en el 
Parlamento de Galicia un Proyecto de Ley por el que se intentaba crear el Área 
Metropolitana de Vigo, con capacidad para el cumplimiento de sus objetivos, que no 
llegó a aprobarse. Sin embargo, como veremos en el apartado siguiente, aquí no iba a 
acabar la historia. 
i) El Área Metropolitana de Vigo 
Vigo, como relata GONZÁLEZ MARTÍN, “vista en el espejo de nuestros abuelos 
era una ciudad abierta, cosmopolita. Un pequeño burgo que cuando tenía una o dos 
docenas de miles de habitantes ya sonaba a lo largo del mundo, con una población que, 
dicen, es resultado del aluvión de gentes e intereses cosmopolitas.”1112 
El ejemplo de Vigo es el de una ciudad que hace poco más de doscientos años no 
llegaba a esta categoría, quedándose en la de villa. Sin embargo, múltiples factores, 
fundamentalmente económicos e industriales, pero también políticos (anexiones de 
Municipios lindantes), acabaron por convertir a la pequeña localidad marinera de 
comienzos del siglo XIX en la urbe que es hoy. 
Debemos mencionar antes de nada dos hechos relevantes para la historia de esta 
ciudad. El primero de ellos, y el más importante para su desarrollo en los años 
siguientes hasta llegar a la actualidad, fue la concesión a Vigo por el Consejo de 
Regencia, el día primero de marzo de 1810, y en virtud del valor demostrado por la 
resistencia popular frente a la ocupación francesa de la Villa un año antes, el 28 de 
marzo de 1809, del privilegio de ser considerada “ciudad”, con las ventajas económicas 
que ello iba a conllevar.
1113
 
 Un segundo hecho vino dado por la revolución constitucionalista de 1820, que 
produjo hondas modificaciones en la organización civil y militar de la nación, siendo 
                                                  
1110 DALDA ESCUDERO, J. L., “Galicia ¿ciudad difusa?..., op. cit. p. 33. 
1111 DOVAL ALDÁN, A., “Las estrategias de ordenación…”, op. cit., p. 263. 
1112 GONZÁLEZ MARTÍN, X., Vigo no espello dos nosos avós. Do ferrocarril aos primeiros tranvías. 
Ed. Xerais de Galicia, Vigo, 1991, p. 11. 
1113 ABAD GALLEGO, J. C., A volta a Vigo en 80 lecturas. Unha aproximación á historia da bisbarra 
viguesa a través dos seus textos. Instituto de Estudios Vigueses, Colección “Documentos”, Vigo, 2013, p. 
187. 
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una de ellas la reducción de las siete antiguas provincias gallegas a solo las cuatro de 
hoy. Entonces, Vigo pasó a ocupar la capitalidad de la provincia de su nombre –con 
igual área que la actual Pontevedra- por acuerdo de Las Cortes en sesión del 14 de 




Unas décadas más tarde, hacia 1854, se produce el primer intento de demolición de 
las murallas que hasta ese momento rodeaban a la ciudad –situación urbanística que 
como ya hemos comentado en capítulos anteriores ocurría en la mayor parte de las 
urbes-. Su presencia, a esas alturas de la historia, había pasado de ser una garantía de 
seguridad para los vecinos, a convertirse en un serio problema urbanístico. El 
crecimiento económico y poblacional de la ciudad hacían necesaria una expansión 
física. Así, por Real Orden de 26 de abril de 1861 se concedió autorización para 
demoler parte de la muralla, despareciendo el último tramo en el año 1896. 
Otro factor muy importante para el crecimiento de la ciudad fue la llegada del 
ferrocarril. La instalación de una línea férrea a Vigo había comenzado a demandarse a 
mediados del siglo XIX, como necesidad imperiosa para el desarrollo de la ciudad y 
para poder comercializar muchos de los productos aquí producidos. Habrá que esperar 
hasta 1886 para celebrar su inauguración oficial.
1115
 
Podemos observar, por lo tanto, como el crecimiento de la ciudad de Vigo no es 
ajeno a las características que ya mencionábamos en el capítulo primero de este texto 
como propias de la evolución de las ciudades y que derivarían en la aparición de áreas 
metropolitanas. 
Vigo comienza el siglo XX, menciona ABAD GALLEGO,  
“como una ciudad en plena expansión; una ciudad que abandona a todo trapo su 
espíritu aldeano –que no solo se sigue encontrando a muy poca distancia del centro 
urbano, sino que también es plenamente visible en los barrios más inmediatos- y 
comienza a mostrar una nueva tipología de gustos que la convierte en una ciudad 
plenamente moderna con un empuje económico creciente.”1116 
                                                  
1114 ÁLVAREZ BLÁZQUEZ, J. M., “Notas sobre la iniciación de la imprenta en Vigo”. En En los días 
del Centenario (Antología del columnismo literario en el “Faro de Vigo”), Faro de Vigo, S.A., 1998, p. 
22. 
1115 ABAD GALLEGO, J. C., A volta a Vigo…, op. cit., pp. 223-231. 
1116 ABAD GALLEGO, J. C., A volta a Vigo…, op. cit., p. 252. 
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Como reconoce ROJO SALGADO, “en el siglo XX tiene lugar la consolidación de 
la ciudad como gran urbe de Galicia, entre otras razones por las sucesivas anexiones de 
municipios del entorno de la ciudad, siendo especialmente significativas las de Bouzas 
(1904) y Lavadores (1941); momentos a partir de los cuales comienza el verdadero 
diseño inacabado de la planificación urbana viguesa.”1117 
Unos años ante de la anexión del municipio lindante de Lavadores, en el año 1932 el 
arquitecto Antonio Palacios hacía entrega a la Corporación Municipal los diecisiete 
documentos que constituían el Plan de extensión y reforma interior de la ciudad de 
Vigo, cuya redacción le había sido encargada dos años antes. El Documento VI, titulado 
“Plan Comarcal”, ya mencionaba  la necesidad de organizar dicho Plan, que abarcase la 
gran área de influencia inmediata, pues como exponía PALACIOS RAMLO,  
“los habitantes de esa comarca forman parte de la propia ciudad al acudir a 
menudo a ella, para el desarrollo de sus varias actividades económicas y culturales. 
De ahí la necesidad … del estudio de los respectivos medios de comunicación y 
enlace. Hoy existe, patente, en la comarca viguesa, esta esfera de influencia 
(hinterland) tan importante que, puede asegurarse, es de hecho esta ciudad a los 
efectos de su vida económica y cultural, con una población de doscientos mil 
habitantes. Se comprenderá por esto, la trascendental importancia de tal estudio.”1118 
Como se desprenden de estas palabras del gran arquitecto, desde hace ya mucho 
tiempo Vigo ha venido reuniendo las características propias de un área metropolitana. 
La industrialización de mediados del siglo XX atrajo a la ciudad a una importante 
mano de obra que o bien se instaló con sus familias o bien generó un importante 
desplazamiento diario desde su lugar de residencia, lo que vino a generar una 
interrelación entre Vigo y su área de influencia que continúa hoy en día. 
Así lo reconoce ROJO SALGADO, admitiendo que Vigo es un ejemplo tipo de 
ciudad industrial-servicios (posfordista), que ejerce de polo de atracción 
socioeconómica para los municipios de su entorno metropolitano. Las migraciones 
constituyen un fenómeno clave en el crecimiento y consolidación de la ciudad, 
vinculada siempre a su poder de atracción como polo urbano de desarrollo industrial en 
torno a los sectores pesqueros, conserveros, construcción naval o la incipiente industria 
                                                  
1117 ROJO SALGADO, A., “Las ciudades. Vigo”, en IGLESIAS COSTA y MARTÍ-COSTA (coords.), 
Políticas urbanas en España: grandes ciudades, actores y gobiernos locales, Ed. Icaria, 2011, p. 233. 
1118 PALACIOS RAMILO, A., Plan de Extensión y reforma interior da cidade de Vigo, Concello de Vigo 
Ediciones AEE, 2002, p. 59. 
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del automóvil y su sector auxiliar. Las grandes oleadas de inmigrantes intra-comunidad 




Este crecimiento de la ciudad supuso también un aumento de la demanda de  
dotaciones y servicios, no solo reclamados por su población, sino también por su 
Hinterland. 
De ahí que desde hace ya más de dos décadas, comenzaran a oírse voces que 
reclamaban un tratamiento metropolitano para esta situación. 
El reconocimiento de esta situación se produjo a nivel nacional en el año 2001, en un 
informe elaborado por el Ministerio de Administraciones Públicas titulado “Las grandes 
ciudades y las áreas de influencia urbana” que pretendía servir como base para la 
redacción de una normativa especial para este tipo de aglomeraciones, que preveía 
otorgarles mayores competencias en materia de seguridad, justicia, sanidad, vivienda o 
educación, se contempla a Vigo como una de las veinte grandes áreas metropolitanas 
del país. 
A partir de ahí y hasta hoy, el proceso no ha parado, sigue en marcha y está 
pendiente de un final feliz, que vendría dado con la creación de la Entidad Local. Por el 
momento, y en virtud del procedimiento legislativo autonómico que se contiene en el 
artículo 13 del Estatuto
1120
 y en los artículos 111 y siguientes del Reglamento del 
Parlamento de Galicia, de 1 de septiembre de 1983 (DOG, núm. 4, de 7 de enero de 
1984), el 12 de abril de 2012 se ha procedido a aprobar la Ley del Área Metropolitana 
de Vigo
1121
 (en adelante, LAMV). 
                                                  
1119 ROJO SALGADO, A., “Las ciudades. Vigo”, en IGLESIAS COSTA y MARTÍ-COSTA (coords.), 
Políticas urbanas en España…”, op. cit., p. 235. 
1120 Artículo 13  
 1. La iniciativa legislativa corresponde a los Diputados, al Parlamento y a la Junta. La iniciativa 
popular para la presentación de proposiciones de ley que hayan de ser tramitadas por el Parlamento de 
Galicia se regulará por éste mediante ley de acuerdo con lo que establezca la ley orgánica prevista en 
el artículo 87,3, de la Constitución. 
 2. Las leyes de Galicia serán promulgadas en nombre del Rey por el Presidente de la Junta y 
publicadas en el «Diario Oficial de Galicia» y en el «Boletín Oficial del Estado». A Efectos de su 
entrada en vigor regirá la fecha de su publicación en el «Diario Oficial de Galicia». 
 3. El control de la constitucionalidad de las leyes del Parlamento de Galicia corresponderá al 
Tribunal Constitucional. 
1121 BOE N.º 111, de 9 de mayo de 2012. 
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 así como sus fines
1123
 son comunes al resto de las Áreas 
Metropolitanas territoriales como se definían en el artículo 43.2 de la LRBRL.  Estará 
integrado por 14 municipios
1124
, situando su capitalidad en el Municipio de Vigo. 
Con la intención de poner de manifiesto las etapas por las que este largo proceso ha 
transcurrido, presentamos a continuación una relación cronológica de dicho itinerario al 
final del cual se llegó a la aprobación de la Ley de creación del Área Metropolitana: 
 El 21 de febrero de 1992, se constituye la Mancomunidad de Área 
Intermunicipal de Vigo como primer paso hacia el Área Metropolitana. 
 El 18 de noviembre de 1999, tiene lugar la aprobación de la “Declaración de 
Soutomaior”, en la que los doce ayuntamientos mancomunados, además de Cangas y 
Moaña, muestran su deseo de poner servicios en común y gestionarlos a través del Área 
Metropolitana. 
 Albert Galofré i Isart, por encargo del Club Financiero de Vigo y para que sirva 
de documentación en el “Foro del Urbanismo y de la Construcción sobre el Área 
Metropolitana de Vigo” elabora un estudio sobre “Perspectivas jurídicas del Área 
Metropolitana”. 
 En Mayo de 2000, los catorce ayuntamientos firmantes de la “Declaración de 
Soutomaior” piden formalmente al entonces conselleiro de Xustiza e Interior, Sr. 
Méndez Romeu, que inicie las consultas para redactar el texto que dé forma al Área 
Metropolitana. 
                                                  
1122 Artículo 1.2. El Área Metropolitana de Vigo es una entidad local supramunicipal, de carácter 
territorial, integrada por los municipios de Vigo y los de su área de influencia, entre los cuales existe una 
vinculación económica y social que hace necesarias la planificación conjunta y la coordinación de 
determinados servicios y obras, para garantizar su prestación integral y adecuada en el ámbito de todo el 
territorio así como alcanzar la eficacia de las inversiones públicas. 
1123 Artículo 1.3. El Área Metropolitana de Vigo posee plena capacidad jurídica y autonomía para el 
cumplimiento de sus fines, dirigidos, en todo caso, a la consecución y mantenimiento de la cohesión 
socioeconómica y al desarrollo del territorio metropolitano. 
1124 Artículo 2.1. El ámbito territorial del Área Metropolitana de Vigo estará delimitado por los términos 
municipales de los ayuntamientos de Baiona, Cangas, Fornelos de Montes, Gondomar, Moaña, Mos, 
Nigrán, Pazos de Borbén, O Porriño, Redondela, Salceda de Caselas, Salvaterra de Miño, Soutomaior y 
Vigo. 
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 El día 23 de junio de 2000, la Mancomunidad de Municipios, reunida en el Pazo 
da Touza, en Nigrán, elabora una propuesta para solicitar a la Xunta de Galicia la 
elaboración del Proyecto de Ley para la creación del Área Metropolitana de Vigo. 
 Tres años después, el 14 de marzo de 2003, se presenta el “Plan Estratégico de 
Vigo y su Área Funcional (Plan Vigo 2010)” basado en que Vigo aspira a convertirse en 
una metrópoli moderna. En 2005 la Fundación Provigo publica el definitivo “Plan 
Estratégico de Vigo y su Área Funcional”. 
 El día 29 de noviembre de 2004, el Pleno del Concello de Vigo debate sobre el 
Anteproyecto de Ley de creación del Área Metropolitana de Vigo. 
 El 13 de enero de 2005, el Consello de la Xunta de Galicia aprueba el Proyecto 
de Ley 
 El día 27 de enero de 2005, el texto del Proyecto de Ley llega al Parlamento de 
Galicia para su tramitación. 
 En Junio de 2005, habiéndose adelantado cuatro meses las elecciones 
autonómicas, vence la candidatura socialista que en septiembre de ese mismo año se 
compromete con la alcaldesa de Vigo a recuperar el proyecto. 
 Ese mismo año 2005, la Diputación de Pontevedra presenta su “Plan Estratégico 
2010” en el que se apuesta por extender el área a todo el eje Vigo-Pontevedra. El 
presidente de la Xunta de Galicia, Emilio Pérez Touriño, adopta este planteamiento. 
 En 2007 vence en Vigo en las elecciones municipales el socialista Abel 
Caballero, que muestra un total rechazo a tales pretensiones de la Diputación y la Xunta. 
 El día 5 de noviembre de 2008, la “Federación de Asociacións Veciñáis de Vigo 
Eduardo Chao” presenta en el Parlamento de Galicia 15.242 firmas para el debate y 
aprobación del Área Metropolitana. 
 En el año 2009, el Partido Popular gana las elecciones autonómicas y el 
Consello de la Xunta aprueba el Decreto 245/2009, de 30 de abril, que regula las 
Delegaciones Territoriales de la Xunta de Galicia y crea por tanto la “Delegación 
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Territorial de Vigo”, la cual incluirá a los 14 municipios firmantes de la “Declaración de 
Soutomaior”. 
 El día 28 de abril de 2011, el Consello de la Xunta aprueba un nuevo 
Anteproyecto de Ley del Área Metropolitana de Vigo. 
 El 27 de marzo de 2012, se publica en el Boletín Oficial del Parlamento de 
Galicia el “Informe da Ponencia sobre o Proxecto de Lei da Área Metropolitana de 
Vigo” 
 El 12 de abril de 2012, el Parlamento de Galicia aprueba la “Lei da Área 
Metropolitana de Vigo”. 
 El día 3 de junio de 2012, el catedrático de Derecho Administrativo de la 
Universidad Carlos III de Madrid, profesor Luciano Parejo Alfonso, en virtud de 
contrato menor adjudicado por el Concello de Vigo y a su requerimiento, elabora un 
documento denominado “Dictamen sobre la constitucionalidad de la Ley 4/2012, de 12 
de abril, del Área Metropolitana de Vigo”. 
 El 13 de julio de 2012, el Pleno del Concello de Vigo rechaza la propuesta 
formulada por el Secretario general del Pleno (que incluye el informe preceptivo del 
10.07.2012 del Interventor general)
1125
, de interposición de conflicto en defensa de la 
                                                  
1125 Entre los fundamentos jurídicos para el planteamiento e interposición del conflicto en defensa de la 
autonomía local, el sr. Secretario cita los siguientes: 
 La ley 4/2012, de 12 de abril, realiza una excesiva reordenación de competencias municipales en 
el artículo 15.2, ya que el Estatuto de Autonomía de Galicia y la Ley de Administración local de Galicia, 
al referirse a las competencias de las agrupaciones de municipios aluden a “fines específicos” y 
“planificación conjunta y coordinación de determinados servicios y obras”. 
 Desequilibrio, desproporcionalidad en el artículo 11.3., “los acuerdos de la Junta de Gobierno 
Metropolitana se adoptan por mayoría simple de votos” que ocasiona trato discriminatorio al Concello de 
Vigo. El voto debería ser ponderado (como se contemplaba inicialmente en el anteproyecto de ley) en 
función del número de representantes que cada Concello tenga en la Asamblea Metropolitana. 
 Errónea determinación de competencias: atribuye la gestión de todos los servicios sociales al 
Área Metropolitana, cuando según la Ley de Servicios Sociales de Galicia, los servicios sociales 
comunitarios son eminentemente municipales y los especializados son exclusivamente autonómicos. Le 
corresponderá la planificación y gestión de los programas y proyectos culturales y turísticos de los 
concellos, marginándolos en competencias que les son necesariamente propias. 
 Vulnera los artículos 137 y 142 de la Constitución pues el art. 33, Hacienda del Área 
Metropolitana de Vigo, no menciona entre sus posibles recursos los derivados de la participación en los 
tributos del Estado y de las Comunidades Autónomas, que junto con los tributos propios se configuran en 
la Constitución como uno de los recursos fundamentales de las Haciendas de las entidades locales (art. 
142 CE). La Ley opta por un sistema de financiamiento nutrido fundamentalmente por las aportaciones 
forzosas de los municipios integrados en el Área. 
 Dispone este artículo:  




 frente a determinados preceptos de la Ley 4/2012, de 12 de abril, del 
Área Metropolitana de Vigo, al no haber conseguido la mayoría de votos necesaria. 
 El 21 de septiembre de 2015, está pendiente de observancia la Disposición final 
cuarta. Habilitación normativa.
1127
 Esto es, se ha conseguido un primer paso, la 
aprobación de la Ley del Área, pero todavía no se ha constituido. En esta situación 
                                                                                                                                                  
 a) Los ingresos procedentes de su patrimonio y demás de derecho privado.  
 b) Los cánones y demás derechos por la utilización de bienes públicos y tributos propios, 
clasificados en tasas y contribuciones especiales, en los términos de la legislación aplicable en materia de 
haciendas locales.  
 c) Las aportaciones económicas de los municipios integrados en el Área Metropolitana, que 
serán fijadas por la asamblea metropolitana, previa propuesta de la junta de gobierno metropolitana, y que 
consistirán: 
 1. En una cantidad fija por habitante igual para cada ayuntamiento, que, necesariamente, 
deberá cubrir el sistema general de financiación del Área Metropolitana de Vigo.  
 2. En una cantidad, que será acordada en las comisiones mixtas paritarias y que dependerá de 
los servicios transferidos, calculada según las premisas de racionalidad y de no incrementar el gasto 
público y determinada por el coste efectivo neto. 
 Para tal fin, los ayuntamientos integrados en el Área Metropolitana consignarán, en sus 
presupuestos, las cantidades precisas. 
 Si las aportaciones económicas no se efectuasen, el Área Metropolitana, a través de la persona 
que ocupe la presidencia, podrá solicitarle a la Comunidad Autónoma que retenga, previa instrucción del 
correspondiente procedimiento y con cargo a las transferencias de carácter incondicionado y no finalista 
que esta pueda tener reconocidas a favor de los ayuntamientos deudores, los fondos del municipio deudor 
hasta la cuantía en que se cifre la deuda en cuestión y que los ingrese en la hacienda del Área 
Metropolitana. 
 d) Las transferencias, subvenciones y aportaciones en general provenientes de otras 
Administraciones públicas, incluidas las aportaciones dirigidas a la financiación de servicios y 
competencias específicos previamente traspasados, delegados o encomendados calculadas según la 
premisa de no incrementar el gasto público y determinadas por el coste efectivo neto. Las aportaciones de 
los servicios traspasados por la Xunta de Galicia serán acordadas en las comisiones mixtas paritarias 
según lo establecido en la presente ley. También, en su caso, las que se pudiesen conceder con carácter no 
finalista. 
 e) El producto de las operaciones de crédito.  
 f) Los percibidos en concepto de precios públicos.  
 g) El producto de las multas y sanciones que el Área Metropolitana pueda imponer en el ámbito 
de sus competencias. 
 h) Las demás prestaciones de derecho público.  
 i) Los recursos procedentes de la UE y de programas comunitarios.  
 j) Los recursos que, con carácter de afectados, pudiesen establecerse en los presupuestos 
generales del Estado en concepto de financiación de determinados servicios específicos.  
 k) Las donaciones de entidades particulares.  
 l) Cualquier otro que le corresponda percibir o, en su caso, se establezca de acuerdo con las 
leyes.  
 2. El Área Metropolitana tendrá capacidad para adquirir, gravar y enajenar bienes, y se obligará 
mediante relaciones de derecho público y privado. Su régimen presupuestario y contable será el que se 
señala en la legislación de aplicación en materia de haciendas locales y en su normativa de 
desenvolvimiento para los entes locales. 
1126 La Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional (BOE N.º 239, de 5 de 
Octubre), establece en sus artículos 75 bis y ss. Artículo 75.ter.2 que “Para iniciar la tramitación de los 
conflictos en defensa de la autonomía local será necesario el acuerdo del órgano plenario de las 
Corporaciones locales con el voto favorable de la mayoría absoluta del número legal de miembros de las 
mismas.” 
1127 Dice la Disposición Final Cuarta de la Ley 4/2012 que “se autoriza al Consejo de la Xunta de Galicia 
para dictar las disposiciones reglamentarias de desarrollo y ejecución de la presente ley.” 
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juega un importante papel el desencuentro entre los redactores de la Ley –la Xunta de 
Galicia- y los integrantes de la Entidad regulada por dicha Ley, siendo el Alcalde de 
Vigo, Sr. Caballero Álvarez, el portavoz de sus demandas. En el momento de redactar 
estas líneas, por iniciativa del Alcalde de Vigo, se ha remitido al Gobierno de la 
Comunidad Autónoma de Galicia una propuesta de reforma de la LAMV. El propósito 
de la ciudad de Vigo y de los demás municipios integrantes del Área es que se pueda 
poner en marcha lo más pronto posible.  
Una de las cuestiones que se están debatiendo en torno a la posible reforma de la Ley 
gira en torno a si podrían incorporarse al área nuevos municipios de la provincia. El 
ámbito territorial del Área se delimita en el artículo 2.1, abarcando a catorce municipios, 
habiendo manifestado recientemente el Director Xeral de Administración Xeral de la 
Xunta de Galicia que el Área “debe nacer con los concellos previstos”. 
Las propuestas remitidas en el mes de julio de 2015 para reactivar el Área hacen 
referencia, por un lado, a que se siga en la organización del Área el modelo del Área de 
Barcelona, dotando a la Ciudad de Vigo de más peso en los órganos de gobierno del 
Área. Así, una de las demandas del alcalde de Vigo tiene que ver con el hecho de que la 
Ley no garantiza que la presidencia del Área vaya a corresponder a la ciudad de Vigo, 
pues el presidente es elegido por la Asamblea, por mayoría absoluta en primera vuelta y 
por mayoría simple en segunda. En Barcelona, el presidente es elegido por el Consejo 
Metropolitano siendo necesario el voto favorable de los alcaldes de los municipios que 
representen dos tercios de la población. 
Además, el alcalde de Vigo se opone a la valoración de los votos de los catorce  
alcaldes integrantes de la Junta de Gobierno, que es el órgano colegiado de gobierno del 
Área y donde todos los votos tienen el mismo valor con independencia de la 
participación de cada municipio, por lo que plantea un modelo de voto ponderado en 
una proporción equivalente a la de la Asamblea. 
Por otro lado, se propone reformar la LAMV en relación a la cuestión de la cesión de 
competencias. Para el Director Xeral de Administración Local, “entre las muchas 
competencias compartidas que podría asumir el Área estarían, como esenciales, y con el 
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objetivo de abaratar costes en la prestación de los servicios, el tratamiento de basuras y 
el transporte metropolitano, ya en marcha pero sin la participación de Vigo.”1128  
Como ya hemos mencionado en líneas anteriores, la cuestión competencial fue uno 
de los aspectos de la LAMV sobre los que el Gobierno municipal del Concello de Vigo 
pretendió interponer un conflicto en defensa de la autonomía local si bien, votada la 
propuesta en el Pleno Municipal, esta no obtuvo la mayoría absoluta del número legal 
de miembros de la Corporación necesaria para interponerlo. 
Así pues, corresponderán al Área Metropolitana las siguientes competencias 
atribuidas por el artículo 15 de la LAMV: promoción económica, empleo y servicios 
sociales; turismo y promoción cultural; movilidad y transporte público de viajeros; 
medio ambiente, aguas y gestión de residuos; prevención y extinción de incendios; 
protección civil y salvamento; ordenación territorial y cooperación urbanística.; 
coordinación en las tecnologías de la información y de la comunicación. Además, dice 
el apartado tercero de este artículo, de las competencias cuya titularidad le pueda ser 
transferida por otras leyes, así como, según el apartado cuarto de la misma norma,  
“le sean delegadas y cuya titularidad corresponda a la Xunta de Galicia, a la 
Diputación Provincial de Pontevedra, a la Administración del Estado, así como a los 
municipios que la integran. El procedimiento para la delegación se ajustará a su 
normativa reguladora.” 
Por razones de eficacia y según el apartado quinto de este artículo, también podrán 
encomendársele por razones de eficacia actividades de carácter material, técnico o de 
servicios de competencia de otras administraciones públicas. 
Constatamos, por lo tanto, que estamos ante una Ley, la del Área Metropolitana de 
Vigo, que se gestó y nació polémica. Basta con fijarnos cómo se ha reclamado contra el 
contenido principal de la Ley, esto es, su régimen jurídico, pues tanto el ámbito 
territorial, como la regulación orgánica y la delimitación competencial han sido objeto 
de críticas por parte de los municipios llamados a guiarse por ella. Si esto no fuera poco, 
también la cuestión financiera fue objetada por parte del Gobierno municipal vigués, 
que incluyó entre las cuestiones propuestas a impugnar por el conflicto en defensa de la 
autonomía local, el hecho de que la LAMV no mencione entre sus posibles recursos los 
derivados de la participación en los tributos del Estado y de las Comunidades 
                                                  
1128 Fuente: Faro de Vigo del viernes 18 de septiembre de 2015, p. 3. 
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Autónomas, que junto con los tributos propios se configuran en la Constitución como 
uno de los recursos fundamentales de las Haciendas de las entidades locales (art. 142 
CE). 
Por lo tanto, todas estas controversias desencuentros nos hacen reflexionar en el 
sentido de que tal vez sea necesario darle un mayor relieve a la participación de los 
municipios interesados en los procedimientos legislativos por los que se configura el 
régimen jurídico de las Áreas Metropolitanas, pues esta experiencia demuestra 
claramente que si el contenido de la Ley no tiene la conformidad de los municipios 
destinados a regularse por ella, va a ser muy difícil llevar a buen término la constitución 
de una Entidad Metropolitana con viabilidad y garantías de futuro. 
7. MADRID 
- Consideraciones generales 
La evolución de Madrid desde los años 60 del siglo XX hasta primera década del 
siglo XXI ha estado marcada por el tránsito de una ciudad nuclear hasta la 
configuración de una región metropolitana. En los años cincuenta del pasado siglo, 
como nos recuerdan GARCÍA PALOMARES y GUTIÉRREZ PUEBLA
1129
, Madrid 
reunía una elevada concentración de población y empleo en un espacio urbano 
compacto, poco extenso, rodeado de un territorio con poca población y características 
todavía rurales. Pero los procesos difusos que se iniciaron en los años sesenta dieron 
lugar a una realidad metropolitana muy distinta a la de la ciudad nuclear de que se 
partió. 
Durante los años del desarrollismo, el crecimiento de Madrid salta hasta los 
municipios próximos, que tenían pocas infraestructuras, pero suelo abundante y escasos 
controles urbanísticos, surgiendo entonces alrededor de Madrid un conjunto de ciudades 
dormitorio a modo de ensanches metropolitanos con elevadas densidades residenciales, 
ocupadas por población llegada tanto de Madrid como de inmigrantes que acudían a la 
capital desde otras provincias españolas.
1130
 
                                                  
1129 GARCÍA PALOMARES, J. C. y GUTIÉRREZ PUEBLA, J., “La ciudad dispersa: cambios recientes 
en los espacios residenciales de la Comunidad de Madrid”. Anales de Geografía, Vol. 27, N.º 1, 2007, p. 
52. 
1130 GARCÍA PALOMARES, J. C. y GUTIÉRREZ PUEBLA, J., “La ciudad dispersa…”, op. cit., p. 62. 
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Las corrientes migratorias campo-ciudad, iniciadas en los años cincuenta, se 
multiplicarían alentados por los Planes de Desarrollo (1964-1967 y 1968-1971) que 
tenían como objetivo principal el crecimiento económico sin tener en cuenta el impacto 
que determinadas medidas podrían tener en la morfología y estructura urbana. De esta 
forma, no hubo una coordinación entre las políticas desarrollistas y las urbanísticas, 
produciéndose un divorcio entre ambas, con un alto coste para la ciudad. En 1970, el 
nuevo término municipal contaba con tres millones de habitantes, triplicando la cifra 
inicial de 1940. 
El colosal crecimiento de Madrid convirtió a su área metropolitana en uno de los ejes 
más dinámicos de la economía española.
1131
 
La evolución durante los años ochenta y noventa fue muy distinta. En los ochenta se 
revisó todo el planeamiento municipal de la Comunidad Autónoma y se aumentaron los 
controles urbanísticos, extendiéndose el área metropolitana cada vez más en superficie. 
El cambio en el modelo territorial afecta al conjunto de espacios residenciales de la 
región, generalizándose un modelo disperso y expandido, creándose los espacios 
residenciales de la ciudad dispersa que caracterizan ya las nuevas periferias 
metropolitanas de Madrid. En los últimos años, la característica principal ha sido un 
desarrollo residencial extensivo, que contrasta con la urbanización periférica de los años 
sesenta y setenta. 
Debido a la mejora de los transportes y a la descentralización del empleo, los 
equipamientos y los servicios, el modelo de desarrollo residencial no es ya solo 
extensivo sino que además se dispersa cada vez más por el territorio de la Comunidad 




                                                  
1131 ALGUACIL GÓMEZ, J., DE LA FUENTE FERNÁNDEZ, R., MARTÍNEZ, M. A., UBRICH, T. Y 
VELASCO GONZÁLEZ, M. “Las ciudades. Madrid”, en IGLESIAS COSTA y MARTÍ-COSTA 




1132 GARCÍA PALOMARES, J. C. y GUTIÉRREZ PUEBLA, J., “La ciudad dispersa…”, op. cit., p. 66. 
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El área metropolitana madrileña se configuró en el decenio de los noventa como uno 
de los principales centros del terciario decisional del sur de la Unión Europea.
1133
 
Sin embargo, ni durante la Dictadura ni en la Democracia, los responsables de la 
planificación territorial de Madrid no han dado con la fórmula adecuada a esta peculiar 
estructura urbano-territorial. 
La Comunidad de Madrid, a pesar de haber sido la segunda tras Cataluña en crear un 
marco legal para la planificación de su territorio (Ley 10/1984, de Ordenación del 
Territorio, justo un año después de constituirse como Comunidad Autónoma 
uniprovincial), ha fracasado en la tarea posterior de dotarse de instrumentos de 
ordenación a nivel regional y subregional, esto es, la metropolitana.  
La planificación subregional, es decir, la planificación metropolitana, se encomendó 
durante dos décadas a un ente autónomo dependiente de la Administración Central, la 
ya mencionada Comisión de Planeamiento y Coordinación del Área Metropolitana de 
Madrid (en adelante, COPLACO), pero el advenimiento del régimen autonómico 
precipitó su liquidación institucional a favor de la Comunidad de Madrid dejando en vía 
muerta cualquier forma de planificación metropolitana en sentido estricto, subsumida en 
la planificación territorial de ámbito regional.  
Una situación peculiar se produjo cuando se constituyeron los primeros 
ayuntamientos democráticos tras las elecciones de 1979, que inmediatamente 
reivindicaron su legitimidad democrática para elaborar y gestionar los documentos de 
urbanismo, a cuyo fin se constituyó una figura no prevista en el ordenamiento jurídico 
vigente entonces: el Consejo de Municipios Metropolitanos. Ello dio como resultado 
una curiosa diarquía Consejo-COPLACO, reducida ésta a un mero papel aprobatorio del 
planeamiento municipal en su calidad de Comisión Provincial de Urbanismo, tras el 
efectivo rescate de las competencias redactoras y de aprobación inicial de sus planes por 
los ayuntamientos a partir de 1980. 
Con ello se aspiraba a demostrar que era posible funcionar “desde abajo” en los 
futuros acuerdos intermunicipales de coordinación y compatibilización de sus 
respectivos planes frente al funcionamiento autoritario y jerárquico “desde arriba” 
                                                  
1133 ALGUACIL GÓMEZ, J., DE LA FUENTE FERNÁNDEZ, R., MARTÍNEZ, M. A., UBRICH, T. Y 
VELASCO GONZÁLEZ, M. “Las ciudades. Madrid”,… op. cit., p. 125. 
 551 
atribuido a COPLACO. El primer paso para demostrarlo sería la redacción de una 
Directrices de Planeamiento Territorial Urbanístico para la Revisión del Plan General 
del Área Metropolitana de Madrid, que se aprobaron por la COPLACO en 1981. Se 
trataba de una figura novedosa, inexistente en la legislación urbanística, redactada por 
técnicos de la Diputación Provincial, que habría de servir de base a la redacción de los 
planes municipales. 
Estas Directrices cubrían en clave antijerárquica el escalón normativo subregional 
que representó durante casi dos décadas el Plan General de Ordenación Urbana del Área 
Metropolitana de Madrid de 1963, si bien vino a demostrar que la sola voluntad 
coordinadora “desde abajo” realizada por los municipios sobre sus propios 
planeamientos era insuficiente para la revisión del planeamiento metropolitano. De 
hecho, tal revisión no llegó a culminar, pues dos años después de la aprobación de las 
directrices todas las competencias territoriales y urbanísticas, antes repartidas entre la 
COPLACO y la Diputación Provincial, quedaron asumidas por la Consejería de Política 
Territorial de la Comunidad de Madrid.
1134
 
Ello se debió a la aprobación del Estatuto de Autonomía de la Comunidad de Madrid, 
por Ley Orgánica 3/1983, de 25 de febrero
1135
, el cual, amparándose en la previsión 
constitucional del artículo 148.1.3º, que autoriza a las Comunidades Autónomas a 
asumir competencias en materia de ordenación del territorio, urbanismo y vivienda, 
establece en su artículo 26.3º la competencia exclusiva de la Comunidad Autónoma en 
dichas materias. 
Consecuentemente, por los Reales Decretos 1992/1983, de 20 de julio; 1115/1984, 
de 6 de junio, y 2251/ 1985, de 23 de octubre, se traspasaron a la Comunidad de 
Madrid, entre otras, las funciones y servicios en materia de ordenación del territorio, 
urbanismo, medio ambiente y patrimonio arquitectónico, control de la edificación y 
vivienda, 
Y mediante Real Decreto 561/1989, de 28 de abril, sobre ampliación de funciones y 
medios patrimoniales adscritos a los servicios traspasados a la Comunidad de Madrid, 
                                                  
1134 VALENZUELA RUBIO, M., “La planificación territorial de la región metropolitana de Madrid. Una 
asignatura pendiente”. Cuadernos geográficos de la Universidad de Granada, Nº 47 (Ejemplar dedicado 
a El estado de la Ordenación del Territorio en España), 2010, pp. 95-96. 
1135 BOE N.º de 1 de marzo. 
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en materia de urbanismo y vivienda, se traspasaron a la Comunidad de Madrid la 
totalidad de funciones residuales que venía desempeñando la Administración del 
Estado, correspondientes a la extinguida COPLACO. 
VALENZUELA RUBIO atribuye el crecimiento de la ciudad de Madrid y su zona de 
influencia del tipo “mancha de aceite” a la regulación de la Ley 9/2001, de 17 de julio, 
del Suelo de la Comunidad de Madrid, que permitía edificar sobre terrenos que no 
estuvieran expresamente protegidos, dejando las manos libres a los ayuntamientos para 
transformar extensas zonas municipales en urbanizables. 
La cuestión del transporte como elemento integrador en el ámbito supramunicipal la 
valora el citado autor de una manera especialmente importante pues, 
“la evolución de Madrid hacia una región urbana digna de tal nombre debe 
apoyarse en una densa red de infraestructuras de transporte que le aseguren una 
intensa conectividad exterior. La perspectiva sectorial sigue prevaleciendo en la 
planificación de las infraestructuras para el transporte público en la Comunidad 
(autobuses, metro, cercanías, aeropuerto), aunque se haya dado un importante paso 
en la gestión mancomunada del servicio gracias a la creación del Consorcio Regional 
de Transportes de Madrid (1985), del que forman parte el Estado, la Comunidad, los 
ayuntamientos y las empresas de transporte privadas. Hay un reparto de titularidad 
pública de las respectivas redes: la mayor red de autobuses en manos del 
ayuntamiento (EMT), el ferrocarril metropolitano, gestionado por la Comunidad, en 
tanto que la red de cercanías y el aeropuerto siguen bajo titularidad del Estado. Sigue 
faltando una planificación global integrada en el territorio. Cercanías, metro o 
Barajas los han tenido y el resultado ha sido una extraordinaria dotación de 
facilidades para el transporte público al servicio de los madrileños.” 
En el territorio de la Comunidad de Madrid confluyen las tres administraciones con 
capacidad de acción territorial y urbana, aunque con un distinto rango competencial 
para su ordenación legal: el Estado, el Gobierno Regional y los 179 municipios que 
comparten su territorio, entre lo que es notorio el protagonismo de Madrid.  
Dada la complejidad y el dinamismo alcanzados por la región metropolitana de 
Madrid, no basta ya con invocar la coordinación entre administraciones, sino ampliarla 
a otras modalidades igualmente necesarias para superar los desafíos que la ordenación 
territorial de las regiones urbanas tienen ante sí ahora y en el futuro: coordinación 
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horizontal entre políticas sectoriales, vertical entre administraciones, colaboración entre 
agentes públicos y privados y participación de toda la clase social afectada.
 1136 
La evolución de las políticas urbanas en la ciudad de Madrid en estos últimos 30 años 
ha venido determinada por la manera cómo, en cada contexto y período, se han ido 
combinando las dimensiones que intervienen en la construcción social de la ciudad (la 
economía, la estructura socio-demográfica, la capacidad estratégica de los actores 
sociales y políticos…). A grandes rasgos hemos podido comprobar cómo la ciudad de 
Madrid se ha ido transformando progresivamente en una ciudad mercantilizada con 
vocación de ciudad global, incrementando las distancias sociales, la movilidad interna, 
la ocupación del territorio, la zonificación urbana y la insostenibilidad ambiental.
1137
 
- Evolución normativa del tratamiento metropolitano 
Debemos partir al analizar el fenómeno metropolitano en la Comunidad de Madrid 
recordando que esta fue la última en constituirse, mediante la Ley Orgánica 3/1983, de 
25 de febrero, por la que se aprueba el Estatuto de Autonomía de la Comunidad de 
Madrid
1138
, y que contempla en su artículo tercero apartado segundo que, 
“los municipios podrán agruparse con carácter voluntario para la gestión de 
servicios comunes o para la coordinación de actuaciones de carácter funcional o 
territorial, de acuerdo con la legislación que dicte la Comunidad, en el marco de la 
legislación básica del Estado”.  
Completando este apartado, el apartado tercero dispone que, 
 “por ley de la Asamblea de Madrid se podrán establecer, mediante la agrupación 
de municipios limítrofes, circunscripciones territoriales propias que gozarán de plena 
personalidad jurídica”. 
Mediante la Ley 9/1995, de 28 de marzo
1139
, se regulan las medidas de política 
territorial, suelo y urbanismo de la Comunidad de Madrid. En el artículo 14 de dicha 
Ley se contemplan, entre los Instrumentos o Planes de la Ordenación del Territorio de la 
Comunidad de Madrid, El Plan Regional de Estrategia Territorial (en adelante PRET), 
entre cuyos objetivos se encuentra la determinación de los objetivos y de la estrategia 
                                                  
1136 VALENZUELA RUBIO, M., “La planificación territorial de la región metropolitana de Madrid…”, 
op. cit, p. 129. 
1137 ALGUACIL GÓMEZ, J., DE LA FUENTE FERNÁNDEZ, R., MARTÍNEZ, M. A., UBRICH, T. Y 
VELASCO GONZÁLEZ, M. “Las ciudades. Madrid”,… op. cit., p. 127. 
1138  BOE Nº. 51, de 1 de marzo de 1983. 
1139 BOE N.º 186, de 5 de agosto. 
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relativos a la organización y estructura del territorio de la Comunidad de Madrid. Entre 
los contenidos del PRET se encuentran los de diagnosticar los problemas y las 
oportunidades territoriales; y la ordenación de los sistemas de ámbito o función regional 
o supramunicipales y, en general, de los estructurantes del territorio, contemplando, al 
menos, los siguientes aspectos: 
1. Esquema de articulación territorial, integrado por el sistema de asentamientos e 
infraestructuras y por la estructura espacial de las actividades económicas. 
2. Delimitación de los espacios naturales y rurales que deban ser preservados del 
proceso de urbanización. 
3. Esquema de movilidad. 
4. Política regional de vivienda. 
5. Infraestructuras regionales básicas, incluidas las correspondientes al sistema de 
telecomunicaciones, los pasillos para líneas de alta tensión, oleoductos y 
gaseoductos. 
6. Dotaciones, equipamientos y servicios. 
7. Conjuntos de interés arquitectónico y cultural sujetos a protección. 
Así pues, observamos que la normativa autonómica prevé la posibilidad de atender, a 
través de los llamados PRET, aquellas necesidades que se extiendan más allá del ámbito 
municipal. 
La Ley 2/2003, de 11 de marzo, de Administración Local de la Comunidad de 
Madrid
1140
, dedica el artículo 76 a las Áreas Metropolitanas, disponiendo que,  
“mediante Ley de la Asamblea de Madrid podrán crearse Áreas o Entidades 
Metropolitanas para la gestión de concretas obras y servicios que requieran una 
planificación, coordinación o gestión conjunta en Municipios de concentraciones 
urbanas según lo dispuesto en el artículo de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora 
de las Bases del Régimen Local”. 
En el BOE N.º 256 del miércoles 22 de octubre de 2014 se publica la Ley 1/2014, de 
25 de julio, de Adaptación del Régimen Local de la Comunidad de Madrid a la Ley 
27/2013, de 27 de diciembre, de Racionalización y Sostenibilidad de la Administración 
Local. En dicha Ley de Adaptación no se hace mención expresa a la cuestión 
metropolitana, bien que tampoco le dedica esta última una atención especial. 
No se ha procedido a dotar de contenido el artículo 76 de la Ley 2/2003. En una 
Comunidad Autónoma uniprovincial como es Madrid, donde radican las sedes de las 
instituciones del gobierno autonómico y provincial en la capital, que cuenta a su vez con 
                                                  
1140 BOE N.º 128 de 29 de mayo. 
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una Ley de Capitalidad, la Ley 22/2006, de Capitalidad y de Régimen Especial de 
Madrid, que se aprobó el 4 de julio de 2006 con el objeto de, como establece su 
Preámbulo, regular las singularidades de Madrid que reclaman un tratamiento legal 
especial que haga posible un gobierno municipal eficaz, conteniendo las normas 
especiales a aplicar preferentemente respecto de las previstas en la legislación general, 
se entiende que por parte del Municipio que sería el principal interesado no se haya 
llevado a cabo ninguna iniciativa en este sentido.  
8. MURCIA 
- Consideraciones generales 
Su evolución desde mediados del siglo pasado es muy similar a la de otras 
agrociudades del mediterráneo español, enfrentando una pérdida de importancia de la 
agricultura tradicional en la vida de la ciudad, una terciarización de su economía, un 
importante crecimiento demográfico y un fuerte proceso de urbanización que ha 
acabado por destruir e integrar en la ciudad los espacios circundantes de huerta. 
Así pues, Murcia se vertebra en dos espacios bien diferenciados, el Campo y la 
Huerta. En este último se asientan la ciudad y las pedanías, un conjunto de núcleos de 
población dispersos  en el territorio y que dependen administrativamente de ella. Estas 
pedanías, 54 en total, presentan una gran variedad en cuanto a dimensión, peso 
poblacional, orientación productiva y relación con la ciudad.
 1141
 
La ciudad de Murcia, su conjunto municipal y otros seis municipios vecinos, desde 
hace años funcionan  y se organizan en un todo integrado, cuyos rasgos cabe asimilar a 
los propios de un área metropolitana. Durante los últimos años su ritmo de crecimiento 
demográfico, significación económica y equipamiento funcional se han incrementado 
con fuerza. 
Tradicionalmente, la organización del territorio regional se articulaba en torno a tres 
centros básicos, Lorca, Cartagena y Murcia, que han sido durante los últimos siglos las 
principales entidades urbanas de la Región. Pero en el transcurso del siglo XX se 
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producen cambios intensos que rompen ese esquema básico y se camina hacia una 
situación mucho más compleja. Frente a un tímido avance de Lorca, sustentado en un 
camino de renovación productiva, Cartagena consigue un auge económico mayor, a 
través de varios ciclos temporales y con apoyos muy dispares, donde la actividad 
industrial fue determinante. Por su parte, la capital provincial, Murcia y su entorno, 
también experimentaron con fuerza una importante ganancia en su población, 
diversificación y capacidad productiva, gracias, en especial, al apoyo directo del 
terciario, de naturaleza pública y privada.  
En el último cuarto del pasado siglo, la red de asentamientos urbanos y el 
funcionamiento del subsistema de ciudades se hace mucho más complejo. Se percibe así 
la presencia de una jerarquía urbana acusada y contrastada, si bien con escasos 
municipios pasivos, y, complementariamente, con otra media docena de ellos que 
intentaban desempeñar un rol de centros comarcales. 
El aumento de la centralidad se debe al paso de Murcia de ser capital provincial a 
convertirse también en centro regional de la Comunidad Autónoma de Murcia, 
obligando a los ciudadanos de la región a una interacción más intensa.  
El Área Metropolitana de Murcia, donde el municipio capitalino ocupa una 
significación destacada, ha ido acumulando un notable protagonismo en la red urbana 
regional. Sin embargo, también manifiesta problemas ya que, debido al crecimiento y 
reparto poblacional, así como al hecho de que las bases económicas directas que 
sustentan el Área Metropolitana no parecen suficientemente sólidas para garantizar en 
adelante su propio crecimiento económico, hay que señalar que el Área Metropolitana 
se enfrenta al reto de cómo organizar su territorio y estructurar su funcionamiento 
metropolitano, a fin de continuar ascendiendo e intentando lograr un nivel de vida cada 
vez más alto para su creciente población.
1142
  
- Evolución normativa del tratamiento metropolitano 
El Estatuto de Autonomía de la Región de Murcia, aprobado por Ley Orgánica 
4/1982, de 9 de junio
1143, establece en su artículo tercero apartado tercero que “los 
                                                  
1142 SERRANO MARTÍNEZ, J. M., Organización y funcionamiento del Área Metropolitana de Murcia. 
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1143 BOE N.º 146, de 19 de junio. 
 557 
municipios podrán agruparse, con carácter voluntario, para la ejecución de obras y la 
gestión de servicios comunes, de acuerdo con la legislación que dicte la Comunidad 
Autónoma”. Así también, y como dispone el apartado cuarto del mismo artículo tercero, 
“por ley de la Asamblea Regional se podrán crear áreas metropolitanas”. 
La Ley 6/1988, de 25 de agosto, de Régimen Local de la Región de Murcia
1144
, 
dedica el artículo 62 a las áreas metropolitanas, estableciendo en su apartado primero 
que, 
“por Ley de la Asamblea Regional, previa audiencia de la Administración del 
Estado y de los Ayuntamientos afectados, se podrán crear, modificar o suprimir áreas 
metropolitanas, como Entidades Locales integradas por los municipios de grandes 
aglomeraciones urbanas, entre cuyos núcleos de población existan vinculaciones 
económicas y sociales que hagan necesaria la planificación conjunta y la 
coordinación de determinados servicios y obras” 
En todo lo relacionado con los asuntos de ordenación del territorio y el urbanismo, 
las competencias radican de manera fundamental en las Comunidades Autónomas, de 
ahí la especial significación de la legislación regional pertinente. En el caso de la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia se atraviesa ahora una situación muy 
peculiar, pues la Ley del Suelo regional de 24 de abril de 2001 se ha modificado por la 
Ley 2/2002, de 10 de mayo, y por la Ley 1/2004, de 14 de mayo. Todo lo cual supone 
una cierta complejidad a la que deben adaptarse y acomodarse las respectivas 
actuaciones municipales y, por ende, las de ámbito supramunicipal. 
En la Ley 13/2015, de 30 de marzo, de ordenación territorial y urbanística de la 
Región de Murcia
1145
, no se contempla ninguna referencia a la posibilidad de que se 
creen entidades locales metropolitanas. Así pues, el Área Metropolitana de Murcia, 




9. PAÍS VASCO 
- Consideraciones generales  
El Área Metropolitana de Bilbao es un ejemplo de lo que algunos autores llaman 
                                                  
1144 BOE N.º 109, de 8 de mayo. 
1145 BOE N.º 104, de 1 de mayo. 
1146 SERRANO MARTÍNEZ, J. M., Organización y funcionamiento del Área Metropolitana de 
Murcia…, op. cit., p. 26.  
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“transición postfordista”, concepto que describe un desplazamiento desde una estructura 
económica basada en industrias fabriles, con abundancia de grandes empresas y 
unidades productivas que se benefician de economías de escala interna, hacia otra 
estructura en la que predominan los servicios, aunque también las fábricas en unidades 
productivas más pequeñas, con una mayor flexibilidad de operaciones (mano de obra, 
subcontratación, mercados, etc.) 
En cuanto a su población, el área viven aproximadamente un millón de habitantes, el 
80% de la población de Bizkaia y el 44% de la Comunidad Autónoma Vasca. La 
integran 35 municipios que recorren 12 km. de la ría del Nervión. El núcleo central lo 
constituye el municipio de Bilbao con una población cercana a los 353.340 habitantes. 
Allí se ubican los servicios básicos de carácter supramunicipal, lo que significa, en 
términos de movilidad, que más de dos tercios de los viajes que se realizan en la zona 
tienen su origen o destino en Bilbao.  
Durante décadas, Bilbao se había pensado siempre como ciudad (con el modelo de 
ensanche como elemento fundamental del planeamiento urbano). Sin embargo, esto va a 
cambiar cuando en 1943 se apruebe el Plan de Ordenación de la Provincia de Guipúzcoa 
en 1943, que define las preocupaciones territoriales que trascienden el carácter local y la 
necesidad de ser abordadas desde una escala supramunicipal. Asimismo, la aprobación 
del Decreto de 1 de marzo de 1946, por el que se creó la Corporación Administrativa 
del “Gran Bilbao” va a llevar a la elaboración de un Plan Comarcal para Bilbao, 
aprobado por las Cortes Españolas el 14 de julio de 1945, para cuya ejecución se creó 
en 1946 la Corporación Administrativa del Gran Bilbao. 
Se considera que este fue un plan típico del desarrollismo tecnocrático, impreciso y 
genérico, con una zonificación del suelo basada más en la yuxtaposición de usos que en 
una auténtica articulación del territorio cuya consecuencia fue un crecimiento 
desordenado de la periferia de Bilbao. Una zonificación del espacio centrada 
básicamente en la ubicación de áreas industriales y en el trazado de redes de 
comunicación va a empujar, sin duda, el despegue económico de Bilbao y su área 
metropolitana. 
En la década de los cincuenta, la economía española empieza a mejorar de forma 
creciente. Esta mejora repercute en el País Vasco y fundamentalmente en Vizcaya y 
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Guipúzcoa. Este fuerte crecimiento socio-económico exigirá una respuesta urbanística 
que encuentra su vía fundamentalmente en los Planes Nacionales de Vivienda y 
significará una fuerte construcción de viviendas y como consecuencia de ello una no 
menor acción urbanizadora. 
Es sobre esta base que en la década de los sesenta empieza a pensarse 
definitivamente en términos de “área metropolitana” o, cuando menos, de espacio 
supramunicipal.. Sin embargo, la perspectiva metropolitana estaba muy lejos de orientar 
un planeamiento general, dado que la Corporación Administrativa del Gran Bilbao se 
había convertido en un instrumento de control social y político, y en ningún caso 
cumplía sus funciones de gestionar la planificación comarcal y urbana. 
Durante los años 80 toda la Comunidad Autónoma de Euskadi será declarada región 
industrial en declive y dentro de ella, la comarca del Gran Bilbao es la muestra más 
evidente. A partir de 1980 comienza un proceso de pérdida de población. La metrópoli 
bilbaína presenta una tendencia regresiva que continuará hasta el cambio de milenio. 
El Plan Comarcal entra en crisis a partir de los inicios de la década de los ochenta, 
por lo que en 1981 el Parlamento Vasco va a acordar la disolución de la Corporación 
Administrativa del Gran Bilbao, quedando la escala metropolitana disuelta. A partir de 
1983, se va a proceder adaptar el Plan de Ordenación de la Provincia de Guipúzcoa, 
redactado en 1943, a la nueva Ley del Suelo del año 1975. Dicha revisión se realiza 
municipio a municipio, derogándose, por tanto, el concepto de Plan Comarcal aunque 
sin que se redacte un documento urbanístico que contemple, como objeto de ordenación, 
una hipotética Área Metropolitana. Así pues, según el parecer de ÁLVAREZ MORA, 
“del Plan Comarcal hemos pasado a la diversidad de Planes Municipales pero, en 
ningún caso, a la concepción del territorio como Área Metropolitana. Y es esta última 
concepción la que se va a ver, a su vez, reinterpretada para desembocar, en función de 
ese “futuro imaginado” en planeamientos que imaginan el escenario a contemplar, en un 
futuro, como un ámbito metropolitano decididamente supramunicipal.”1147 
A pesar de todo, la coincidencia de dos hechos catastróficos – la crisis y posterior 
reconversión industrial de los ochenta, y las devastadoras inundaciones de 1983 – van a 
                                                  
1147 ÁLVAREZ MORA, A., "Bilbao, la definición de una “imagen de marca” como reclamo competitivo. 
Crónica de un proceso iniciado”. Ciudades: Revista del Instituto Universitario de Urbanística de la 
Universidad de Valladolid, N.º 5, 1999, p. 151. 
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urgir la intervención coordinada de las autoridades municipales, provinciales, 
autonómicas y hasta estatales, abriendo una nueva posibilidad a la escala metropolitana. 
En particular, la imperiosa necesidad de afrontar la crisis se impondrá a la virtuosa 
afirmación de la autonomía local. El Plan Comarcal, utilizado hasta entonces como 
planeamiento urbanístico, pasa a ser utilizado como documento de ordenación territorial 
a partir del cual ejercer una política supramunicipal, como por ejemplo la ejecución de 
infraestructuras de rango metropolitano. 
La definición a partir de 1983 de las denominadas Zonas de Urgente 
Reindustrialización (ZUR) y, por lo que afecta a Bilbao, la creación mediante Real 
Decreto de la ZUR del Nervión en abril de 1985 supondrán un embrión de colaboración 
interinstitucional e incluso de gobernanza. 
Pero no será hasta mediados de los ochenta cuando se pongan pondrán las bases para 
orientar definitivamente las políticas urbanas y territoriales en clave verdaderamente 
metropolitana. 
Así, la redacción de un Plan estratégico para la revitalización del Bilbao 
Metropolitano de 1989, configura una de las primeras reflexiones a escala metropolitana 
y la constitución de la Asociación Bilbao Metrópoli 30, creada en 1991, serán dos hitos 
fundamentales en esta nueva orientación. En 1992 se constituye la Sociedad Pública 
Bilbao Ría 2000, sociedad gestora del plan, dependiente de Bilbao Metrópoli 30, para 
potenciar el desarrollo urbanístico de Bilbao tras la Exposición Universal de Sevilla y 
las Olimpiadas de Barcelona.  
Bilbao tardará en desarrollar su Plan General, que no será aprobado hasta 1994. Nos 
encontramos ante un plan sin una visión metropolitana, que no tiene en cuenta el resto 
de municipios, limitando las posibilidades de crecimiento de Bilbao. Así, la conexión 
entre los municipios del Gran Bilbao ha venido de la mano de las infraestructuras de 
comunicación, de los transportes y las carreteras, verdaderos ejes de la vertebración 
metropolitana. 
Entre 1993 y 1999, superada ya la crisis industrial estructural y realizados gran parte 
de los ajustes de la reconversión, Bilbao va a experimentar un intenso proceso de 
regeneración urbana que aún no está del todo acompañado por la revitalización 
económica. 
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Las políticas urbanísticas más destacadas (en 1994 se propone un Plan Territorial 
Parcial para el Bilbao metropolitano que debido a las críticas queda en suspenso) 
corresponden al Plan interinstitucional de infraestructuras y revitalización de áreas 
desfavorecidas (Plan Euskadi XXI, 1996-2000), cuyo ámbito de actuación es la 
Comunidad Autónoma.  
En 1997 se aprueba el Plan de revitalización de la margen izquierda en el que 
participan el Gobierno central, el Gobierno vasco, la Diputación Foral de Bizkaia y los 
municipios de la margen izquierda, Valles Mineros, Nervión-Ibaizabal y Erandio, 
agrupados en la Agencia de Desarrollo IBAE.  
En 1998 Bilbao Agenda 21 se pone en marcha. 
 
Entre 2000 y 2007 se produce el verdadero despegue económico de Bilbao que tiene 
que ver con el clima general de prosperidad económica pero también es fruto de la 
intensa transformación productiva, urbanística y medioambiental experimentada por la 
ciudad. La asociación Bilbao Metrópoli-30 continúa liderando la nueva narrativa sobre 
la ciudad. Proyecta Bilbao como uno de los núcleos centrales del Sistema Europeo de 
Ciudades, liderando el espacio conformado por el Arco Atlántico, corazón de un País 
Vasco definido como “ciudad-región”. 
Las políticas urbanísticas a partir de 2000 se centran en consolidar el modelo de 
ciudad planteado en la etapa anterior. Es de destacar el Plan de acción local de Bilbao 
(Agenda 21) que se desarrolla de 2004 al 2008, comenzando también en el 2004 la 
Agenda 21 escolar.  En 2006 se aprueba el Plan territorial parcial del área funcional del 
Bilbao Metropolitano y en 2007 el Plan territorial sectorial de protección y ordenación 




En la actualidad está vigente bajo el título “Bilbao Metropolitano 2030” el plan 
estratégico conducido por Bilbao Metrópoli 30. 
                                                  
1148 Nos hemos guiado en esta introducción por el trabajo realizado por P. CAMPELO MARTÍNEZ, M. 
L. DE LA CAL BARREDO, A. IZAOLA ARGÜESO, P. M. MARTÍNEZ MONJE, V. M. URRUTIA 
ABAIGAR, e I. ZUBERO BEASKOETXEA, “Las ciudades. Bilbao”, en IGLESIAS COSTA y MARTÍ-
COSTA (coords.), Políticas urbanas en España: grandes ciudades, actores y gobiernos locales, Ed. 
Icaria, 2011, pp. 75-95. 
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- Evolución normativa del tratamiento metropolitano 
La referencia urbanística de Bilbao ha sido hasta tiempos muy recientes, el llamado 
Plan Comarcal, cuya primera redacción data del año 1943. Cuatro años más tarde, en 
1947, se crea la Entidad Administrativa del Gran Bilbao, entidad que tenía como 
objetivo gestionar el citado Plan Comarcal.  
La Ley Orgánica 3/1979, de 18 de diciembre, de Estatuto de Autonomía para el País 
Vasco
1149
 establece en el artículo 2.2. que “el territorio de la Comunidad Autónoma del 
País Vasco quedará integrado por los Territorios Históricos que coinciden con las 
provincias, en sus actuales límites, de Álava, Guizpúzcoa y Vizcaya (…)”. Y en el 
artículo 3 se autoriza a cada uno de estos Territorios Históricos a “conservar o, en su 
caso, restablecer y actualizar su organización e instituciones privativas de autogobierno” 
La Ley Municipal del País Vasco está pendiente de aprobación por el Gobierno 
autonómico. Hasta la fecha solo existe el Proyecto de Ley, en cuyo texto no se incluye, 
entre las Entidades locales, a las áreas metropolitanas de un modo explícito, aunque sí 
se refiere a “cualesquiera otras Entidades que agrupen a varias entidades locales, bajo la 
denominación específica que corresponda”. Y refuerza esta posibilidad a la hora de 
determinar que la prestación de los servicios públicos locales será llevada a cabo 
“preferentemente por los municipios y, cuando ello no fuera viable o converjan razones 
de eficiencia o eficacia, por entidades locales constituidas por los propios municipios, 
de acuerdo con las potestades de organización inherentes a la autonomía municipal, de 
conformidad con lo previsto en la Carta Europea de Autonomía Local”. Y a 
continuación añade “en el supuesto de que la prestación de servicios se llevara a cabo 
por entidades locales supramunicipales se tendrá en cuenta, en todo caso, la voluntad y 
solicitud de los diferentes municipios que vayan a formar parte de aquellas”. 
En la actualidad, por las características geográficas del territorio del País Vasco y por 
el fuerte proceso de crecimiento y expansión urbana dados, nos encontramos en un 
momento en el que la escala municipal no es suficiente para abordar las problemáticas 
fundamentales a las que debe de hacer frente la sociedad, siendo preciso abordar la 
ordenación de la actividad humana u ordenación física del territorio desde otras escalas 
supramunicipales. 
                                                  
1149 BOE N.º 306, de 22 de diciembre. 
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En la búsqueda de una gestión armónica y eficaz del territorio metropolitano que 
comprende a Bilbao y su entorno, y como afirma ÁLVAREZ MORA,  
“El “escenario futuro” del territorio de Bilbao se está planteando a través de la 
intervención de tres marcos institucionales, tanto públicos como privados, de los que 
se han ido derivando estudios, propuestas y ordenaciones urbanísticas concretas, 
dirigidas a redactar los principios de un Plan Estratégico, lo que denominan como 
Revitalización del Bilbao Metropolitano.”1150 
Estos marcos institucionales son, siguiendo la reflexión de ÁLVAREZ MORA y a 
los efectos de articular la exposición, en primer lugar, la llamada Bilbao Metrópoli-30; 
en segundo lugar, los Gobiernos Regionales, Provinciales y Municipales; y, en tercer 
lugar, Bilbao Ría 2000 que está actuando como Sociedad Gestora de los proyectos que 
se están emprendiendo, por ahora, en el municipio de Bilbao. Cada una de estas 
instancias, o conjunto de ellas, tienen un cometido específico en ese proyecto 
encaminado a revitalizar el territorio que se vertebra en torno a la Ría. 
Estas tres Instituciones se reparten papeles específicos a la hora de acometer la 
revitalización del Bilbao Metropolitano. Dichos papeles, o responsabilidades concretas, 
se refieren, en primer lugar, a las “ideas” que están directamente relacionadas con lo que 
se piensa que sea el Bilbao Metropolitano. La formulación de estas “ideas” va a ser 
responsabilidad de la Asociación denominada Bilbao Metrópoli-30.  
Esta Asociación se constituye legalmente en 1991 con el objetivo de impulsar un 
Plan Estratégico para la Revitalización del Bilbao Metropolitano, que había sido 
propuesto por el Gobierno Regional y Provincial dos años antes, en 1989, para llevar a 
cabo la planificación, estudio y promoción dirigidos a la recuperación y revitalización 
del Bilbao Metropolitano, lo define como una realidad social y económica, integrada 
por 30 municipios, sin unos límites geográficos precisos y cuya existencia se ha 
proyectado por todo su entorno regional e internacional. 
La Asociación Bilbao Metrópoli-30 se constituye como una Asociación de 
promoción e investigación, marcándose como objetivos el establecimiento de las líneas 
generales que deben conducir e impulsar el citado Plan Estratégico, definiendo sus 
contenidos, temas críticos, y acciones a emprender.  
                                                  
1150 ÁLVAREZ MORA, A., “Bilbao, la definición de una “imagen de marca” como reclamo competitivo. 
Crónica de un proceso iniciado”. Ciudades: Revista del Instituto Universitario de Urbanística de la 
Universidad de Valladolid, N.º 5, 1999, p. 153. 
 564 
Para llevar a cabo el Plan se adoptaron más de 180 acciones que fueron reunidas en 
ocho temas críticos: recursos humanos, servicios avanzados propios de una región 
industrial moderna, la movilidad y la accesibilidad, la regeneración urbana, el medio 




Es una Asociación, además, que tiene un carácter público-privado, ya que en ella 
intervienen, en su calidad de Socios Fundadores, Socios Colaboradores y Socios de 
Número, entidades públicas y privadas, entre las que destacan todas las Instancias 
Gubernamentales del País Vasco, Empresas Públicas y Privadas, Ayuntamientos, 
Colegios Profesionales, Cámaras de Comercio e Industria…, etc.  
Como segundo marco que da impulso a Bilbao como entidad metropolitana, se 
encuentran los Gobiernos, Regional, Provinciales y Municipales. Su aportación se 
centra en la legalización de todos y cada uno de los documentos de Urbanismo y 
Ordenación del Territorio que se van a ir elaborando. Entre ellos, naturalmente, los 
Planes Generales Municipales, aquellos otros que tienen que ver con la definición de un 
marco Territorial de carácter Metropolitano, Directrices de Ordenación Territorial y, 
básicamente, la Ley de Ordenación del Territorio del País Vasco. 
Por último, las llamadas Sociedades de Gestión, entre las que cabe destacar la labor 
de la llamada Bilbao Ría 2000. Esta Sociedad se constituyó en 1992, para la 
regeneración urbanística de Bilbao y su entorno, y actúa como Sociedad Gestora de los 
proyectos que se están emprendiendo, por ahora, en el municipio de Bilbao. 
Participaron inicialmente en la misma, la Administración Central (Ministerio de Obras 
Públicas y Transportes, SEPES, Autoridad Portuaria, RENFE, FEVE y el Instituto 
Nacional de Industria), la Administración Autonómica (Gobierno Vasco), la Diputación 
Foral y el Ayuntamiento de Bilbao. En realidad, se trata de una Asociación Anónima, de 
capital público, en la que participan, al cincuenta por ciento, la Administración Central 




                                                  
1151 CAMPELO MARTÍNEZ, P., DE LA CAL BARREDO, M. L., IZAOLA ARGÜESO, A., 
MARTÍNEZ MONJE, P. M., URRUTIA ABAIGAR, V. M. y ZUBERO BEASKOETXEA, I., “Las 
ciudades. Bilbao”. Op. cit., p. 88. 
1152 ÁLVAREZ MORA, A., “Bilbao, la definición de una “imagen de marca”…”, op. cit., p. 153. 
 565 
Tras la asunción de la competencia exclusiva en la materia y con la aprobación de la 
Ley de Ordenación del Territorio del País Vasco, el día 31 de mayo de 1990 el 
Parlamento Vasco aprueba por unanimidad la Ley 4/1990 de Ordenación del Territorio. 
El propósito da Ley era integrar el conjunto de actuaciones diseñables y realizables en 
orden a conseguir la más racional utilización del suelo y de sus recursos, incluida la 
definición de las relaciones que han de establecerse entre las distintas instancias cuya 
actividad ha de incidir sobre los espacios territoriales. Todo ello se llevaría a cabo con el 
objetivo de lograr el desarrollo socioeconómico equilibrado de las regiones y la mejora 
de la calidad de vida, con eliminación de las grandes diferencias existentes entre los 
diferentes sectores de población. 
Para lograr estos propósitos, se valdría de los siguientes instrumentos de 
planeamiento territorial, esto es, las Directrices de Ordenación Territorial (en adelante, 
DOT), los Planes Territoriales Parciales (en adelante, PTP), que de acuerdo con los 
artículos 2 y 11 de la Ley, son instrumentos de ordenación territorial de necesaria 
elaboración
1153
, y los Planes Territoriales Sectoriales, definiéndose pues, tres nuevas 
                                                  
1153 Además del Plan Parcial Territorial del Bilbao Metropolitano, que vamos a mencionar a continuación, 
los otros Planes Territoriales Parciales que han sido aprobados son los siguientes: 
Decreto 226/2011, de 26 de octubre, por el que se aprueba definitavamente el Plan Territorial Parcial del 
Área Funcional de Balmaseda-Zalla (Encartaciones) 
Decreto 182/2011, de 26 de julio, por el que se aprueba definitivamente el Plan Territorial Parcial del 
Área Funcional de Durango. 
Decreto 239/2010, de 14 de septiembre, por el que se aprueba definitivamente el Plan Territorial Parcial 
del Área Funcional de Igorre. 
Decreto 534/2009 de 29 de septiembre de aprobación definitiva del Plan Territorial Parcial del Área 
Funcional de Beasain-Zumarraga (Goierri) 
Decreto 179/2006, de 26 de septiembre, por el que se aprueba definitivamente el Plan Territorial Parcial 
del Área Funcional del Bilbao Metropolitano. 
Decreto 36/2010, de 2 de febrero, por el que se aprueba definitivamente la 1ª modificación del Plan 
Territorial Parcial del Bilbao Metropolitano para la creación del área industrial Montealegre en 
Alonsotegi. 
Decreto 32/2006, de 21 de febrero, por el que se aprueba definitivamente el Plan Territorial Parcial del 
Área Funcional de Zarautz-Azpeitia (Urola Costa). 
Decreto 14/2009, de 27 de enero, por el que se aprueba definitivamente la 1ª modificación del Plan 
Territorial Parcial del Área Funcional de Zarautz-Azpeitia (Urola Costa) referida a los ámbitos de 
Trukutxo y Amue. 
Decreto 87/2005, de 12 de abril, por el que se aprueba definitivamente el Plan Territorial Parcial del Área 
Funcional de Mondragón-Bergara (Alto Deba). 
Decreto 86/2005, de 12 de abril, por el que se aprueba definitivamente el Plan Territorial Parcial del Área 
Funcional de Eibar (Bajo Deba). 
Decreto 19/2005, de 25 de enero, por el que se aprueba definitivamente el Plan Territorial Parcial del 
Área Funcional de Llodio. 
Decreto 277/2004, de 28 de diciembre, por el que se aprueba definitivamente el Plan Territorial Parcial 
del Área Funcional de Álava Central. 
Decreto 271/2004, de 28 de diciembre, por el que se aprueba definitivamente el Plan Territorial Parcial 
del Área Funcional de Laguardia (Rioja Alavesa). 
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escalas por encima del planeamiento municipal: la escala regional, la intermedia o de 
Área Funcional, y la sectorial. 
Entre otras funciones, corresponderá a  las DOT, la definición de las áreas o zonas 
que deban ser objeto de una ordenación pormenorizada a través de Planes Territoriales 
Parciales en razón de su situación y estado actuales y de sus características peculiares, 
así como de los criterios específicos a los que habrá de ajustarse dicha ordenación. En 
opinión de RODRÍGUEZ ÁLVAREZ, 
 “la directiva metropolitana puede ser por ello considerada una clase de plan 
urbano metropolitano que designa usos del suelo particulares desde una perspectiva 




Los Planes Territoriales Parciales desarrollarán las DOT en las áreas o zonas 
supramunicipales que éstas delimiten, concretando para cada una de ellas los criterios 
específicos de ordenación que las Directrices establezcan.  
Los Planes Territoriales Parciales se formulan para aquellos ámbitos concretos que, 
por razones de sus características y situación, requieran una ordenación detallada.  
Estos Planes Territoriales Parciales tienen la facultad de determinar objetivos de 
ordenación a partir del análisis de situaciones territoriales, económicas y de sus 
posibilidades de evolución. Están muy relacionados, por tanto, con territorios de los que 
se prevé un cambio radical en sus estructuras económicas y sociales. Establecen, en este 
sentido, los espacios aptos para servir de soporte a las grandes infraestructuras. 
Esta escala territorial “intermedia” correspondiente a las “Áreas Funcionales”1155 
identificadas en las Directrices (15 en el conjunto de la Comunidad Autónoma) resulta 
                                                                                                                                                  
Decreto 251/2010, de 28 de septiembre, por el que se aprueba definitivamente la 1ª Modificación del Plan 
Territorial Parcial del Área Funcional de Laguardia (Rioja Alavesa) relativa a la regulación de las 
construcciones agrícolas y bodegas. 
1154 RODRÍGUEZ ÁLVAREZ, A., “Continuidad y cambios en la revitalización del Bilbao 
metropolitano”. Ekonomiaz: Revista Vasca de Economía, N.º 41, 1998, p. 148-167. 
1155 Como nos recuerda A. VERGARA GÓMEZ (“Las Áreas Funcionales y las Estrategias de Ordenación 
Territorial. El caso del País Vasco”. Revista Vasca de Economía, N.º 15, 1989, pp. 92-101), “las Áreas 
Funcionales son delimitaciones supramunicipales de escala comarcal, en cuanto que se trata de territorios 
organizados funcionalmente por núcleos urbanos de rango equivalente al de cabecera comarcal, se han 
identificado con criterios objetivos de carácter teórico y empírico. Al ser áreas integradas funcionalmente, 
constituyen un soporte territorial adecuado para la comprensión de los problemas, la articulación de las 
directrices y, finalmente, para la propia redacción del planeamiento supramunicipal de escala comarcal. 
 567 
de un tamaño físico y funcional adecuado para el análisis de problemas y para la 
implantación de programas de ordenación territorial. Ante la dificultad que supone en la 
delimitación de las Áreas Funcionales el no respetar las delimitaciones de los 
Territorios Históricos cabe singularizar el consenso interinstitucional generado. 
Las cuestiones que para el País Vasco se estima que deben ser abordadas desde el 
planeamiento territorial, - entendido éste como el derivado de diversos planes que 
tenderán a una definición de criterios o directrices a concretar por los planes 
municipales a través de la calificación urbanística del suelo, o por los planes o 
programas de las administraciones sectoriales - son, entre otras, el planeamiento de los 
espacios metropolitanos o la confección de un esquema de ordenación metropolitano 
como tarea a abordar dentro del proceso de dura competencia surgida competencia entre 
las ciudades. 
La tarea del planeamiento a escala metropolitana será la de la integración de los 
diferentes sectores que intervienen en la complejidad metropolitana en torno a un 
modelo territorial diseñado: el enfoque integrado del sistema de transporte, la 
ordenación de los grandes parques periurbanos, la definición y emplazamiento 
equilibrado de los grandes equipamientos de rango metropolitano, el equilibrio 
residencia-trabajo, y la ordenación del espacio rural y natural. 
En la Comunidad Autónoma, partiendo de un cierto comportamiento conjunto de 
ciudad-región, es posible distinguir sub-ámbitos en los cuales se dan comportamientos 
metropolitanos sobre los cuales es preciso desarrollar instrumentos de planeamiento 
territorial al objeto de analizar, entre otras, la cuestión del número de municipios que 
han colmatado urbanísticamente todo el terreno de orografía llana, que empieza a ser 
importante, por lo que exige de la presencia de pautas territoriales supramunicipales.
 1156
 
                                                                                                                                                  
Las Áreas Funcionales del Territorio de la Comunidad Autónoma del País Vasco no pretenden constituir 
una alternativa a las delimitaciones comarcales que actualmente están en vigor para diversos fines de tipo 
administrativo, judicial, estadístico, sanitario, educativo, etc. 
El auténtico sentido de las Áreas Funcionales del Territorio es que constituyen una delimitación coherente 
para la implantación de programas, sobre todo dotacionales e infraestructurales, y para el tratamiento de 
problemáticas de carácter socioeconómico y territorial.” 
1156 ERQUICIA OLACIREGUI, J.M., “Del planeamiento urbanístico a la ordenación del territorio y la 
necesidad de un cambio de escala: el caso de la Comunidad Autónoma del País Vasco”. Ciudad y 
Territorio. Estudios Territoriales, N.º 36, 2004, p. 17-47. 
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Finalmente, los Planes Territoriales Sectoriales serán aquellos planes con incidencia 
territorial que elaboren los Departamentos del Gobierno Vasco y que se formularán 
cuando el Gobierno Vasco lo determine. 
Mediante el Decreto 28/1997, de 11 de febrero, por el que se aprueban 
definitivamente las Directrices de Ordenación Territorial de la Comunidad Autónoma 
del País Vasco
1157
, se delimitan en su artículo 4, de acuerdo con el artículo 6.5 de la Ley 
4/1990, 15 ámbitos para la redacción de Planes Territoriales Parciales, basándose en las 
Áreas Funcionales existentes, las cuales, como dice su Preámbulo, se considera que 
“constituyen piezas cuya escala es adecuada para la aplicación de posibles estrategias de 
equilibrio territorial en el contexto global de la Comunidad Autónoma”. Dichos Planes 
Territoriales Parciales deberían compatibilizar el planeamiento de los municipios 
incluidos en el ámbito del Área Funcional correspondiente. En concreto, para el caso de 
Bilbao Metropolitano, establecieron un área funcional integrada por 35 municipios. 
El Decreto 179/2006, de 26 de septiembre, por el que se aprueba definitivamente el 
Plan Territorial Parcial del Bilbao Metropolitano
1158
, con un horizonte de dieciséis años 
y que, como nos recuerda JUARISTI LINACERO, “se señala como meta un 
reequilibrio espacial estratégico de las actividades económicas respecto a la residencia 
para favorecer la movilidad sostenible y, en ese sentido, plantea dedicar un 15% del 
nuevo suelo de viviendas para “actividades económicas complementarias”1159, surge 
dada la obligatoriedad de la constitución de los Planes Territoriales Parciales que 
dispone la Ley 4/1990. A su vez el apartado 7 del capítulo 22 de las DOT establece que, 
“se considera muy importante proceder a la formulación, lo antes posible, de los 
Planes Territoriales Parciales con objeto de aportar criterios urbanísticos y 
territoriales complementarios a dichas Directrices que permitan un más ajustado 
desarrollo de planes de ámbito municipal y que garanticen una mayor coherencia en 
la formulación de los Planes Territoriales Sectoriales.” 
El contenido del Plan da respuesta al artículo 12 de la Ley de Ordenación del 
Territorio que recoge las determinaciones que deben contener los Planes Territoriales 
Parciales. El Plan establece, además, una serie de medidas y realiza una serie de 
propuestas de actuación que buscan, como objetivo primordial, el de conseguir una 
                                                  
1157 BOPV N.º 29, de 12 de febrero de 1997. 
1158 BOPV Nº 212, del martes 7 de noviembre de 2006. 
1159 JUARISTI LINACERO, J., “Movimientos residencia-trabajo y estructura metropolitana. Cambios en 
el Área Metropolitana de Bilbao: 1980-2001”. Anales de Geografía, Vol. 31, N.º 1, 2011, pp. 31-56. 
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ordenación integral del Bilbao Metropolitano, propiciando la comarcalización de todo 
aquello que adquiere sentido en este marco y posibilitando, a su vez, la actuación 
municipal, desde su propia autonomía. El Plan incorpora las Normas de Ordenación, en 
el que se recogen el conjunto de las disposiciones y propuestas a las que el Plan les 
confiere carácter normativo. 
El Plan tiene como objetivos principales coordinar las acciones con incidencia 
territorial que se deben producir en un horizonte temporal de 16 años para garantizar el 
desarrollo sostenible del Área Funcional. 
Por otro lado, dentro del marco territorial definido por las Directrices de Ordenación 
Territorial, este Plan realiza, además, un ejercicio de integración de los diferentes Planes 
Territoriales Sectoriales promovidos tanto por los diferentes Departamentos de la 
Administración General de la Comunidad Autónoma como por los Departamentos de la 
Diputación Foral de Bizkaia. 
El ámbito del Plan se extiende a la llamada Área Funcional del Gran Bilbao, área que 
incluye un total de 34 municipios. Se parte de dos premisas; la primera de ellas se 
refiere al tratamiento diferenciado que se otorga al ámbito de la Ría, considerada una 
gran “área de oportunidad” para la reestructuración y revitalización de la metrópoli 
bilbaína. La segunda premisa es que el soporte de los 34 municipios puede ofrecer a una 
nueva actividad económica, resulta imposible de encontrar en ningún otro espacio del 
Área Funcional. 
El Plan establece un Modelo Territorial conformado por diversos elementos que se 
hallan estructurados según los siguientes capítulos: 
- Ordenación del medio físico 
- Criterios y políticas de ordenación del suelo 
- Necesidades de vivienda y cuantificación de la oferta de suelo residencial 
- Actividades económicas. Reequilibrio estratégico 
- Equipamientos supramunicipales 
- Malla verde 
- Infraestructuras de transporte 
- Infraestructuras de servicios 
- Compatibilizacion de planeamientos municipales 
El Plan Estratégico se configura, por tanto, como el mecanismo básico a través del 
cual se establece y define el “escenario futuro” del Bilbao Metropolitano, con el objeto  
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de proceder a su revitalización.  
Una vez definidos los principios elementales que deben conducir a la revitalización 
del Bilbao Metropolitano, desde el llamado Plan Estratégico, y establecidos sus 
presupuestos formales a partir de la redacción del Plan Territorial parcial, solo resta 
poner en marcha la materialización real de las acciones propuestas. 
Estas acciones van a ser gestionadas por la llamada Sociedad Bilbao Ría 2000. 
Constituida el 19 de noviembre de 1992, se trataba de una Sociedad Anónima de capital 
público en la que la Administración Central y las Instituciones Vascas participaban en 
igualdad de condiciones y que iba a servir para coordinar y ejecutar los primeros 
proyectos, previstos entonces en Abandoibarra, Ametzola y Variante Sur Ferroviaria. El 
objetivo de la nueva Sociedad era financiar sus inversiones gracias a los 
aprovechamientos urbanísticos que las autoridades determinaran para los suelos 
liberados y gestionar las ayudas de la Comunidad Europea a las que pudiera acceder.
1160
 
Se trata de un proceso de gestión que se plantea para dar salida a los terrenos 
públicos que han sido liberados de sus antiguos usos industriales, ferroviarios o 
portuarios. Se comienza, por tanto, a definir el nuevo Bilbao Metropolitano a partir de 
las transformaciones a que se ven sometidos los suelos de titularidad pública. 
Las actuaciones que le han sido encomendadas a la Sociedad Bilbao Ría 2000 se 
enmarcan en un ámbito ideológico que deambula por caminos que conducen hacia la 
definición de las nuevas condiciones de centralidad que deben caracterizar al Bilbao 
Metropolitano. 
Estos presupuestos ya estaban esbozados en el Plan Estratégico, sobre todo cuando se 
planteaba que una gran metrópoli debe contar con un doble sistema de “movilidad 
interna y externa”. La transformación del Bilbao Metropolitano está planteada y 
concebida a nivel estatal en el marco del llamado “Plan Director de Infraestructuras. 
1993-2007”. En dicho Plan se plantea que el instrumento para la concertación que haga 
posible la transformación prevista, es la Sociedad Bilbao Ría 2000. La Sociedad Bilbao 
Ría 2000, en efecto, es la encargada de plantear el nuevo centro de la entidad 
                                                  
1160 MÁS SERRA, E., “La revitalización del Área Metropolitana de Bilbao: la gestión de Bilbao Ría 
2000, aspectos territoriales”. Boletín de la Asociación de Geógrafos Españoles, N.º 55, 2011, p. 35. 
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metropolitana que se intenta revitalizar.
1161
 
La eficacia demostrada en la gestión urbanística y constructiva de los proyectos 
desarrollados por la Sociedad Bilbao Ría 2000 ha sido muy notable. 
Sin embargo, como señala MÁS SERRA “hay que poner en evidencia el hecho de 
que subsiste un conflicto inicial entre las propuestas de Bilbao Ría 2000 y las directrices 
de una ordenación planteada desde la contemplación global del territorio y las posibles 
estrategias de orden geográfico y medioambiental, social, económico y urbano que 
afectan al mismo, es decir, a la totalidad del Área Metropolitana.
”1162
 
Pues para el autor, es un hecho que la voluntad que guía las actuaciones de la 
Sociedad no viene dada solo por un propósito desinteresado de mejorar el entorno del 
Bilbao Metropolitano y de implementar su desarrollo económico, - aunque no se puede 
negar el cambio sustancial que ha tenido lugar en dicho entorno -, sino que, al financiar 
la Sociedad sus inversiones gracias a los aprovechamientos urbanísticos que las 




A la vista, pues, de esta revisión realizada en torno al desarrollo del contenido del 
artículo 43 de la LRBRL por parte de diferentes Comunidades Autónomas de este país, 
constatamos que el Área Metropolitana como entidad jurídica no tiene todavía una gran 
presencia en la práctica en nuestro país. Sin embargo, no ha dejado de estar presente, 
siquiera someramente, en todas las legislaciones, estatal y autonómica de la nación. Y 
ello es así porque el legislador no ignora el hecho metropolitano, como no lo ha venido 
haciendo desde sus primeras manifestaciones en España, si bien dar el paso de constituir 
una Entidad local supramunicipal territorial, dotada de plena capacidad jurídica y 
atonomía en el ejercicio de sus competencias todavía no ha contado con los apoyos 
suficientes. Aún así, el debate sigue existiendo y las propuestas están ahí. Véase el 
ejemplo de Granada, Torrevieja-Orihuela o Sevilla. 
Efectivamente, como hemos podido comprobar, a día de hoy solo están vigentes y 
funcionando, y a la espera de los que suceda con la de Vigo, tres Áreas Metropolitanas, 
                                                  
1161 ÁLVAREZ MORA, ALFONSO, Bilbao, la definición de una “imagen de marca…”, op. cit. p. 170. 
1162 MÁS SERRA, E., “La revitalización del Área Metropolitana de Bilbao…”, op. cit., p. 38. 
1163 MÁS SERRA, E., “La revitalización del Área Metropolitana de Bilbao…”, op. cit., pp.  45-46. 
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una de carácter territorial en Barcelona, y dos Entidades Metropolitanas sectoriales o 
funcionales en Valencia, como así los certifican los datos del Registro de Entidades 




                                                  




Cuando  nos  propusimos  realizar  este  trabajo  sobre  las  Áreas  Metropolitanas
partíamos de una base muy limitada.  Habíamos realizado una primera aproximación
mediante un breve estudio previo cuyo objetivo era adquirir unos conocimientos sobre
la  naturaleza  jurídica  de esta  figura que fueran  más  allá  del  limitado  contenido del
artículo 43 de la LRBRL. Ese acercamiento tenía como finalidad última poder entender
mejor el debate que allá por el año 2008 estaba en todo su apogeo en torno a la posible
creación futura del Área Metropolitana de Vigo.
Como  todo  lo  que  afecta  a  la  mencionada  ciudad,  parecía  que  el  debate  y  las
propuestas iban a continuar durante mucho tiempo sin llegar a concretarse en algún
momento.  Así  pues,  estando  este  tema  tan  presente  en  nuestro  día  a  día,  resultó
inevitable  que  surgiera  la  curiosidad  por  profundizar  más  en  el  significado  de  este
concepto.
Lo  que  llama  la  atención  en  una  primera  aproximación,  es  la  riqueza  de  este
concepto. En un inicial acercamiento desde el punto de vista histórico, constatamos que
el Área Metropolitana lleva conviviendo con la humanidad desde hace ya mucho tiempo
y su significado se explica de una forma muy sencilla, pues se trata del mismo concepto
de ciudad que ha experimentado una expansión derivada de factores fundamentalmente
económicos pero también sociales. La generalidad de la doctrina sitúa la aparición del
fenómeno  metropolitano  como  una  consecuencia  de  la  Revolución  Industrial  a
mediados del siglo XIX cuyos efectos,  debido al flujo de capitales y mano de obra,
provocaron el crecimiento y expansión de las ciudades.
Desde  el  punto  de  vista  urbanístico,  también  observamos  cómo  el  Área
Metropolitana tuvo su oportunidad al procederse en las ciudades, a partir también de
mediados  del siglo XIX, a eliminar  aquello que hasta  entonces  había constituido  su
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seguridad y su defensa; nos estamos refiriendo a la muralla que había estado presente en
la configuración de la ciudad desde tiempos muy remotos. Las ciudades progresan y es
necesario  ocupar  nuevos terrenos,  desaparecen las  murallas  y  surgen los  ensanches.
Desde  ese  momento,  el  devenir  hacia  la  aparición  de  las  Áreas  Metropolitanas  es
inevitable.
Ante  la  constatación  por  los  países,  y  especialmente  por  los  Estados  Unidos,  a
principios del siglo XX, de la realidad del fenómeno metropolitano, se intentó buscar
una delimitación de sus rasgos definidores.  Fue la Oficina Federal del Censo de los
Estados Unidos la que, en el año 1910, dio por primera vez una definición de “Zona
Metropolitana”  como  aquella  zona  que  abarcaba  una  ciudad  central  de  al  menos
200.000 habitantes  y un espacio de ese territorio situado a una distancia  y con una
densidad de población determinadas.
Esta definición serviría de base en el futuro para, a la vista de estas características,
reconocer  en otros países sus propias Áreas  Metropolitanas.  Este  propósito contó,  a
partir  de  1950,  con  un  dato  proveniente  también  de  la  Oficina  norteamericana  del
Censo. Se trataba de la variable residencia-trabajo, conocida como commuting, según la
cual,  si  se  constata  la  existencia  de  desplazamientos  diarios  de  personas  desde  la
localidad su residencia hacia otro lugar de su entorno urbano por razones de trabajo o de
ocio, podemos estar hablando de la existencia de un área metropolitana.
La facilidad de las comunicaciones terrestres, derivadas también del progreso técnico
acontecido desde mediados del siglo XIX hasta nuestros días, provocaron asimismo que
esta expansión urbana tuviera lugar. La aparición, primero, del ferrocarril,  y décadas
después  de  los  vehículos  a  motor,  derivaron  en  la  construcción  de  vías  férreas  y
carreteras que ponían en contacto espacios cada vez más alejados, y consecuentemente,
a sus poblaciones, haciendo que los desplazamientos fuesen más fáciles y rápidos, y
permitiendo por lo tanto la fijación de la mencionada variable commuting.
Resulta significativo la gran cantidad de definiciones que ofrece la doctrina sobre el
Área Metropolitana, y desde varias disciplinas. Existen delimitaciones desde el punto de
vista de la Geografía, la Sociología, el Urbanismo o el Derecho que vienen a coincidir
en el mismo punto de partida, el de una ciudad que, por su propia evolución, se ha ido
expandiendo y generando un área de influencia. Ello nos da idea de la intensidad del
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estudio de esta figura y por lo tanto de su importancia.  Llegados a este  punto,  nos
propusimos  hacer  un  recorrido  por  la  legislación  de  varios  países  del  mundo  para
conocer si en la práctica la aglomeración urbana se ha visto reconocida jurídicamente.
Procedimos a seleccionar de salida una serie de países de los distintos continentes,
cuya  metropolización  nos  era  manifiesta.  A  continuación,  y  como  producto  de  la
investigación,  fuimos  descubriendo  otros  países  donde,  para  nuestra  sorpresa,  la
realidad jurídica del hecho metropolitano está bastante presente.
Así, por lo que respecta al Continente de Oceanía, en Australia, si bien no se han
creado  Áreas  Metropolitanas,  sí  se  busca  la  colaboración  intermunicipal  mediante
asociaciones voluntarias para materias de interés común.
En América del Norte,  Canadá cuenta con dos comunidades metropolitanas en la
provincia  de  Quebec;  sorprendentemente,  no  encontramos  en  los  Estados  Unidos
ninguna  entidad  metropolitana  en  sentido  estricto,  si  bien  el  Área  Estadística
Metropolitana de Minneapolis-St. Paul-Bloomington se aproxima a la idea de crear un
gobierno que gestione la realidad metropolitana. En México, se ha constituido la Zona
Metropolitana  de  Monterrey,  y  se  espera  que  se  constituyan  nuevas  Zonas
Metropolitanas,  como  la  Zona  Metropolitana  de  Ciudad  de  México,  pues  la
Constitución y legislación estatales reconoce que cuando se reúnan por los municipios
del  área  urbana  contigua  los  requisitos  propios  de  un  área  metropolitana,  estos
convengan con el Ejecutivo del Estado en la creación de una Zona Metropolitana.
Por lo que respecta a América del Sur, el crecimiento urbano de las grandes ciudades
incorporando  a  comunidades  vecinas  ha  llevado  a  la  constitución  de  gobiernos
metropolitanos en varios de sus países. Es el caso del Distrito Metropolitano de Quito,
en Ecuador, el Área Metropolitana de Lima, en Perú, o de Colombia, país en el que se
han constituido las siguientes Áreas Metropolitanas: la de Bucaramanga, del Valle del
Cacique  Upar,  y  la  del  Valle  de  Aburrá.  En  Brasil,  podemos  citar  la  Región
Metropolitana de São Paulo, en la que persiste la problemática de la superposición de
competencias entre varios órganos de la Administración Pública.
En  la  India,  a  escala  metropolitana  se  han  creado  organismos  para  administrar
grandes  áreas  regionales,  como  por  ejemplo,  la  Autoridad  para  el  Desarrollo  de  la
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Región Metropolitana  de Mumbay.  Y en  Japón existe  desde 1943 la  Metrópolis  de
Tokio.
Este  “viaje  alrededor  del  mundo”  nos  sirvió  para  confirmar  cómo  el  fenómeno
metropolitano tiene un alcance universal. No es una circunstancia propia de la historia
concreta de un territorio determinado, sino que es un efecto consustancial a la propia
naturaleza de la ciudad como estructura viva y en permanente evolución.
Como se trataba de tomar conocimiento práctico de la expansión no solo fáctica sino
también jurídica del hecho metropolitano, el siguiente paso nos llevó a adentrarnos en el
territorio de los países que integran la UE, realizando primeramente una parada en la
propia Institución en sí, con el fin de comprobar el alcance del tratamiento dado por este
Organismo a la cuestión objeto de nuestro estudio.
En  nuestra  mente  estaba  el  convencimiento  previo  de  que  efectivamente,  la  UE
mantiene abierto de manera permanente un espacio dedicado al desarrollo urbano, lo
cual vinimos a confirmar de la mano de la regulación contenida en el Tratado de la
Unión Europea y en el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, modificados
por el Tratado de Lisboa para introducir, entre las metas de la UE, la de la cohesión
territorial  que,  como  se  define  por  Dictamen  del  CESE,  supone  la  capacidad  de
adaptarse a las necesidades y características específicas de los desafíos y oportunidades
geográficas, con el fin de lograr un desarrollo territorial equilibrado y sostenible.
Junto al objetivo de la cohesión, también el de la gobernanza se ha convertido en un
tema de primer orden para la UE, dada la necesidad cada vez mayor de interrelacionar
las  políticas  de la  UE de manera  más directa  con su cumplimiento  por los Estados
miembros  y  su  aplicación  en  dichos  Estados.  Este  objetivo,  aplicado  a  la  política
regional,  llevó al  CESE a emitir  un Dictamen exponiendo que la  buena gobernanza
requiere de ajustes en las formas rígidas de gobierno a varios niveles, lográndose así una
positiva descentralización que fomentará la responsabilidad y la capacidad de rendir
cuentas  de  los  entes  locales  y  regionales  como condiciones  esenciales  de  cualquier
evolución regional.
Una nueva meta a alcanzar se trazó en el año 2014 con la aprobación de la Carta de
la  Gobernanza  Multinivel  en  Europa,  como  manifiesto  político  de  las  ciudades  y
regiones europeas con el fin de trabajar en asociación entre los diferentes niveles de
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gobierno  (local,  regional,  nacional  y  europeo)  siguiendo  una  serie  de  principios
garantistas del éxito de las políticas públicas en interés de los ciudadanos.
Todos  estos  pasos  se  han  ido  dando  en  el  seno  de  la  UE  por  parte  de  sus
Instituciones, fundamentalmente el Parlamento a través de sus Resoluciones,  y de la
Comisión,  a  la  que  el  CESE  atribuye  un  importante  papel  para  contribuir  a  la
sensibilización sobre el papel futuro de las ciudades y de las áreas metropolitanas. Junto
a las mencionadas Instituciones, juegan un papel muy importante en el análisis de la
cuestión metropolitana órganos consultivos de la UE como son el CESE y el CDR, que
contribuyen a través de sus Dictámenes a dinamizar los debates en torno a la figura del
área metropolitana.
En el caso concreto del CESE, en el año 2004 emitió un interesente Dictamen, que
tuvo  su  continuación  en  el  año  2007,  señalando  la  importancia  de  las  Áreas
Metropolitanas  en Europa y donde reclamaba que el  desarrollo  económico,  social  y
medioambiental  de  las  metrópolis  europeas  figurase  permanentemente  en  la  agenda
comunitaria, pues para este Organismo las áreas metropolitanas son los territorios clave
para  la  realización  de  los  objetivos  económicos,  sociales  y  medioambientales  de  la
Estrategia de Lisboa. 
Una muestra del interés que las áreas metropolitas despierta en los distintos Estados
miembros, así como de su compromiso por reconocerlas y potenciarlas, viene dada por
la  firma  en  Oporto  en  el  año  1999  por  los  representantes  de  las  regiones  y  áreas
metropolitanas reunidos en dicha ciudad convocados por METREX, de la Magna Carta
Metropolitana sobre la planificación y desarrollo del espacio eficaz metropolitano por
las regiones y áreas metropolitanas de Europa.
Así pues, entre los actuales propósitos de la Unión Europea está el de participar más
abiertamente junto con los Estados miembros y los entes  regionales  y locales  en la
aplicación  coordinada  de  las  políticas  de  la  UE,  respetando  siempre,  eso  sí,  los
principios de subsidiariedad y proporcionalidad, así como el de prestar atención a las
Áreas Metropolitanas, desde el convencimiento de que su prosperidad es una condición
necesaria para lograr los objetivos de la Estrategia Europa 2020.
Mientras la UE trabaja en estos objetivos, los Estados europeos se han ido adaptando
a esta nueva realidad territorial utilizando diferentes fórmulas, constituyendo estructuras
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de gobiernos metropolitanos en países como Alemania, Dinamarca, Finlandia, Francia,
Polonia o Portugal. Otros países se han limitado a crear asociaciones de cooperación,
como ha ocurrido en Bélgica,  Chipre,  Eslovenia,  Eslovaquia,  Países Bajos,  o Reino
Unido.  En otros  países,  se  opta por otras  soluciones,  como por  ejemplo  en Irlanda,
Rumanía o Suecia, donde en los últimos años se prepara una reforma para llevar a cabo
un reforzamiento del nivel regional. En Polonia y los Países Bajos se están presentando
propuestas de metropolización.
Sin embargo, en los últimos años la crisis económica que ha afectado a todos los
países,  ha  producido  un  efecto  paralizante  en  estos  intentos  de  crear  gobiernos
metropolitanos, pues entre las medidas adoptadas para hacer frente a esta situación se
encuentra la recentralización de competencias, lo que juega en contra de la constitución
de nuevas entidades locales.
En España, en el momento de redactar estas líneas,  existe un Área Metropolitana
Territorial en funcionamiento, el Área Metropolitana de Barcelona, integrado por treinta
y seis municipios y entre cuyas competencias se encuentran las de urbanismo, transporte
y movilidad, abastecimiento de agua y recogida de residuos, medioambiente, desarrollo
económico y social, así como las relacionadas con la cohesión social y territorial.
En  el  Área  Metropolitana  de  Valencia  encontramos  la  Entidad  Metropolitana  de
Servicios  Hidráulicos  y  la  Entidad  Metropolitana  para  el  Tratamiento  de  Residuos.
Como vemos en este caso, se ha optado por la institución de Entidades Metropolitanas
Sectoriales  o Funcionales,  que constituyen la  otra alternativa que puede presentar la
naturaleza de las Áreas Metropolitanas.
Está pendiente de entrar en funcionamiento el Área Metropolitana de Vigo, cuya Ley
reguladora, aprobada el 12 de abril de 2014, ha sido objeto de reclamaciones por parte
de los municipios que la Ley integra en su ámbito territorial. Esos desencuentros con la
Administración autonómica redactora de la norma inciden en todos los aspectos de su
régimen jurídico, ya sea la organización, pues se exige una representación proporcional,
más  justa  con  el  distinto  peso  de  los  distintos  municipios  integrantes  del  Área,  la
cuestión competencial o financiera. También se pretende que puedan entrar a formar
parte del Área nuevos municipios interesados junto con los que ya están relacionados en
la  Ley.  El  debate  en  estos  momentos  está  abierto,  pendiente  de  que  el  Gobierno
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Autonómico  acepte  proceder  a  modificar  la  Ley  4/2012  conforme  a  las  demandas
formuladas. De ser así, existe el firme propósito por parte de los municipios del Área de
comenzar su andadura lo más pronto posible.
Estas Entidades Metropolitanas, territoriales y sectoriales, que hemos mencionado,
existen  en  España  porque,  lógicamente,  hay  una  habilitación  legal  para  crearlas.
Además, su presencia en nuestro país no es algo novedoso pues ya en el siglo XIX,
concretamente  en  la  Ley  Orgánica  Municipal  de  1877,  se  mencionaba  que  los
Ayuntamientos, para el cumplimiento de sus obligaciones, podrían asociarse con otros
Ayuntamientos,  pues  consideraba  esta  Ley  Orgánica  que  era  obligación  de  los
Ayuntamientos,  por si  o asociados,  el  exacto  cumplimiento  de sus  fines  y servicios
correspondientes. 
El germen del Derecho español sobre la cuestión metropolitana se halla en cuatro
Leyes,  aprobadas  entre  los años  1944 y 1953,  relativas  a  los  Planes  de Ordenación
Urbana  y  comarcal  de  Madrid,  Bilbao,  Valencia  y  Barcelona.  Y  la  primera  Carta
Metropolitana será la derivada del Decreto 1166/1960, de 15 de junio, por el que se
establece un régimen especial para el Municipio de Barcelona pues, como establece su
Preámbulo, “un régimen especial para el gobierno de las grandes metrópolis es hoy una
necesidad generalmente apreciada por todos los países”. La realidad metropolitana de la
ciudad de Madrid fue abordada, en el orden urbanístico, mediante la Ley 121/1963, de 2
de diciembre, sobre el Área Metropolitana de Madrid, que abarcaba a la capital y a 22
municipios limítrofes. 
Debido al desarrollo de la ciudad de Barcelona que había dado lugar a la formación
de  una  zona  de  influencia  más  allá  del  término  municipal,  se  decidió  abordar  la
ordenación  de  esa  realidad  metropolitana  mediante  la  aprobación  del  Decreto-ley
5/1974, de 24 de agosto, por el  que se creó la Entidad Municipal  Metropolitana de
Barcelona, destinada sobre todo a la ejecución del Plan Director Metropolitano, pero
también a la prestación de servicios de interés metropolitano.
Por lo que respecta a la mención del término “área metropolitana” por parte de la
legislación de régimen local,  en la Ley 41/1975, de 19 de noviembre,  de Bases del
Régimen Local aparecen las expresiones “Entidad Municipal Metropolitana” y “Área
Metropolitana”, si bien, como se puede comprender, el inmediato cambio de Régimen
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político  haría  que  este  texto  tuviese  poca  vida  legal,  siendo  derogado  por  la  Ley
47/1978, de 7 de octubre.
La llegada de la Democracia a nuestro país trajo consigo la aprobación de una nueva
Constitución el 27 de diciembre de 1978, la cual, si bien no cita expresamente a las
áreas metropolitanas, sí permite, a través de su artículo 141.3, que se creen agrupaciones
de municipios distintos de la provincia. En esta disposición, el legislador quiso ver que
entre estas agrupaciones se incluirían las áreas metropolitanas, y de esta manera, esta
figura conseguía continuar presente como una de las opciones de entre  las entidades
que integran la Administración Local.
Fruto de la concepción democrática de Estado descentralizado que caracterizó a los
constituyentes y que se reflejó en el artículo 2 y el Título VIII CE, fueron aprobados
mediante Ley Orgánica, a partir de 1979, los Estatutos de Autonomía por los que se
crearon  las  Comunidades  Autónomas.  Dado  que  por  el  artículo  148.1.  CE  se  les
reconocía competencia exclusiva en materia de alteración de términos municipales y de
organización del territorio y urbanismo, muchos de esos Estatutos,  denominados “de
Primera Generación”, procedieron a reconocer la existencia de aglomeraciones urbanas
y,  en  consecuencia,  la  posibilidad  de  crear  instituciones  de  gobierno  metropolitano
respetando, en todo caso la legislación básica que en materia de régimen jurídico de las
Administraciones  Públicas  y  que,  como  se  dispone  en  el  artículo  149.1.18  CE,  es
competencia exclusiva del Estado. 
Entre esos Estatutos de Autonomía que hacían referencia explícita a la posibilidad de
crear áreas metropolitanas encontramos los de Asturias, La Rioja, Murcia y Comunidad
Valenciana. Los demás Estatutos, o bien no hacían ninguna mención, o bien reconocían
la posibilidad de crear agrupaciones basadas en hechos urbanísticos o metropolitanos.
Estos últimos son los casos de Cataluña, Galicia, Castilla-La Mancha y Comunidad de
Madrid. El Estatuto del País Vasco, por su parte, hacía referencia a la posibilidad de
crear demarcaciones supramunicipales, y el de Extremadura, comarcales.
Cuando ya se habían aprobado varios Estatutos de Autonomía, el día 2 de abril de
1985 se aprobó la Ley 7/1985, reguladora de las Bases del Régimen Local, concepto
este de “Bases” que obligaba a las Comunidades Autónomas a tenerlas en cuenta a la
hora de proceder a aprobar sus propias leyes de Administración local.
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Por  fin,  en  esta  norma,  encontramos  claramente  la  mención  a  las  Áreas
Metropolitanas.  Será  en  sus  artículos  3.2,  donde  la  reconoce  como  Entidad  local,
artículo  4.2,  que  hace  extensivas  a  ellas  las  potestades  reconocidas  en  el  apartado
anterior a las Entidades locales territoriales, y el artículo 43, incluido dentro del Título
IV, referente a “Otras Entidades Locales”. En este artículo 43 se contiene el régimen
jurídico  de  las  Áreas  Metropolitanas,  su  denominación,  su  organización,  sus
competencias y su financiación, estableciendo que corresponde al legislador autonómico
la decisión en torno a su creación, modificación o supresión.
La  doctrina,  en  ocasiones,  ha  criticado  esta  redacción,  que  califican  de  poco
ordenadora  y  poco  clarificadora  en  cuanto  a  sus  competencias,  y  esta  falta  de
delimitación hace que no se prefigure un modelo concreto de Entidad Metropolitana,
por lo que su naturaleza dependerá de la opción que en cada caso adopte el legislador
autonómico.  Por  lo  tanto  en  nuestro  país,  como  ya  hemos  mencionado,  podemos
encontrar el ejemplo de Entidad Metropolitana de carácter territorial, representado por
el  Área  Metropolitana  de  Barcelona,  como  Administración  dotada  del  conjunto  de
competencias generales para satisfacer los intereses generales de su población,  y los
ejemplos  de  las  Entidades  Metropolitanas  Sectoriales  o  Funcionales  valencianas,
adscritas a la gestión de una competencia determinada.
Debido al inmovilismo estatal en relación a las reformas necesarias en materia del
nivel territorial local, serán las Comunidades Autónomas, comenzando por Cataluña en
el  año  2006,  las  que  lleven  a  cabo  una  reforma  de  sus  Estatutos  de  Autonomía
interiorizando la cuestión del régimen local. A estos Estatutos reformados se los conoce
con el  apelativo  de  “Estatutos  de  Segunda Generación”.  Por  lo  que  se  refiere  a  la
mención  expresa  de  las  Áreas  Metropolitanas,  se  observa  una  tendencia  en  estas
reformas  estatutarias  a  incluir  el  Área  Metropolitana  en  aquellos  Estatutos  de
Autonomía en los que antes no estaba, como es el caso de Castilla y León, y de Aragón.
Este  inmovilismo  contra  el  que  reclamaban  los  gobiernos  autonómicos,  pues
provocaba una uniformidad en el tratamiento del régimen local a pesar de las grandes
diferencias  de facto  existentes en los distintos municipios de la Península, se intenta
eliminar mediante la aprobación de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre, de medidas
para la modernización del Gobierno Local, que establecía una regulación especial, en su
Título X, para la organización de los Municipios de Gran Población, con el fin de que
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pudieran  hacer  frente  a  su  enorme  complejidad  como  estructuras  jurídico-
administrativas.
Esta  Ley  fue  objeto  de  un  recurso  de  inconstitucionalidad  interpuesto  por  el
Parlamento de Cataluña que, entre otros aspectos, versaba sobre la capacidad de los
Estatutos de condicionar las competencias estatales. La STC 103/2013, de 25 de abril,
rechazó esta pretensión por el fundamento de la indisponibilidad de las competencias
que al Estado atribuye la Constitución.
Una nueva reforma de la Ley 7/1985 tuvo lugar mediante el artículo primero de la
Ley  27/2013,  de  27  de  diciembre,  de  racionalización  y  sostenibilidad  de  la
Administración Local,  cuya  redacción se vio motivada por de la crisis  económica y
financiera que acabó afectando a las Administraciones Locales. Mediante esta Ley se
pretende simplificar  las competencias municipales  para evitar  duplicidades con otras
Administraciones, racionalizar la estructura organizativa de la Administración Local y
garantizar un control financiero y presupuestario más riguroso de los entes locales.
Para ello, se ha procedido a recortar las competencias de los municipios que por Ley
estatal o autonómica podrían asignárseles, y a establecer la posibilidad de que sean las
Diputaciones Provinciales las que presten los servicios mínimos correspondientes a las
Entidades Locales menores de 20.000 habitantes.
No se contempla ninguna novedad en relación a la Entidad local metropolitana, cuya
regulación  se  mantiene,  pero  consideramos  que  esta  modificación  del  régimen
competencial, atribuyendo a las Diputaciones Provinciales el protagonismo derivado de
la legitimación por Ley para que sean ellas a partir de ahora las que procedan a hacerse
cargo de los servicios y obras de interés general de la Entidad municipal,  coarta en
cierta  forma  la  libertad  de los  municipios  a  la  hora de  decidir  por  ellos  mismos  la
manera como hacer  frente a esas prestaciones,  ya  sea recurriendo a la figura de las
asociaciones de cooperación, como las Mancomunidades, ya a la posibilidad de que se
integren dentro  de su área  de influencia  para crear,  junto con el  Municipio central,
Entidades Metropolitanas.
Los  parlamentos  autonómicos,  a  la  vista  del  articulado  de  la  Ley  27/2013,  han
procedido a adaptar su normativa de régimen local a la nueva Ley estatal, si bien ello no
ha sido óbice para la formulación de numerosos recursos de inconstitucionalidad contra
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esta Ley por parte de estos mismos parlamentos, así como también por varios Gobiernos
autonómicos, un grupo de más de cincuenta diputados de la oposición en el Parlamento
estatal, así como un recurso por conflicto en defensa de la autonomía local presentado
por parte de cerca de 3.000 ayuntamientos.
Estos recursos, fundamentados en la posible vulneración de la garantía institucional
de la autonomía local, y que han sido admitidos a trámite, en el momento de redactar
estas páginas están pendientes del Fallo del Tribunal Constitucional.
Como reflexión final,  nos gustaría añadir  que, -y a la vista de todo lo expuesto-,
comenzamos  en  su  momento  este  trabajo  creyendo  en  la  viabilidad  de  la  Entidad
Metropolitana  como  organización  supramunicipal  de  régimen  local,  si  bien  guiados
solamente por unas pocas nociones pero con mucha curiosidad, y a lo largo de este
recorrido  no  hemos  hecho  más  que  corroborar  la  impresión  inicial.  Y  es  que  no
podemos obviar la institución metropolitana, es algo que está vivo y exige atención.
Podría  ser  la  solución  más  natural  para  enfrentar  la  evolución urbana sin  alterar  el
principio de proximidad de la gestión pública al ciudadano. No hay mejor entidad, a mi
entender, que el municipio como ente gestor de los servicios básicos y cotidianos para
sus habitantes, si bien hay que reconocer que, por muchos motivos, en ocasiones este
propósito adquiere gran dificultad. Es entonces cuando la entidad local básica podría
ampararse en la planificación y gestión conjunta con los municipios integrados en su
área de influencia.
Pero ya hemos visto que esta opción no deja de presentar dificultades derivadas, por
un lado, de la propia desconfianza municipal, y por otra, de que está en manos de otra
Administración  la  elaboración  de  su  Ley  de  creación,  vulnerando  por  lo  tanto  el
principio de participación ciudadana en los asuntos públicos de su interés. A mayor
abundamiento, a estas complicaciones ha venido a sumárseles la difícil situación actual
de  la  Economía,  que  provoca  rechazo  a  cualquier  propósito  de  creación  de  nuevas
Entidades que conllevarían una mayor burocracia. Por el contrario, y como ya hemos
comprobado  que  sucede en  otros  países  miembros  de  la  UE,  la  tendencia  en  estos
momentos  es  la  de  reducir  competencias  para  recortar  gastos,  con  la  consecuente
asunción  de  esas  competencias  por  las  Administraciones  estatal  y  autonómica,
produciéndose lo que se ha dado en llamar “recentralización”.
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A  pesar  de  todo  ello,  no  queríamos  finalizar  estas  conclusiones  sin  afirmar  que
compartimos la opinión de Jean Bernard Auby, para el cual la evolución de los entes
locales vendrá condicionada por la adaptación de las Instituciones; así, las regiones se
harán más  fuertes,  con regiones  probablemente  más  grandes  y más  poderosas,  y  se
suprimirán municipios y provincias que darán paso a áreas metropolitanas más fuertes.
Los dos principios  que,  en la búsqueda de la eficacia,  regirán estos cambios  son el
principio  de  subsidiariedad,  aplicado  a  la  descentralización,  y  el  de  sostenibilidad
económica, ante la centralización.1
1 Jean-Bernard AUBY, conferencia “A distribución das competencias entre os distintos niveis de goberno
na  Unión  Europea  dende  a  óptica  dos  poderes  locais:  a  necesaria  ponderación  entre  o  principio  de
subsidiariedade e o principio de sostibilidade”, en el ámbito de los cursos semipresenciales sobre “Poder
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 STS 3531/1998, de 29 de mayo de 1998.
ALEMANIA. SENTENCIAS DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL





- Tratado  Constitutivo  de  la  Comunidad  Europea  (Roma,  25  de  marzo  de
1957).
- Tratado  Constitutivo  de  la  Comunidad  Europea  de  la  Energía  Atómica
(Roma, 25 de marzo de 1957).
- Tratado de la Unión Europea (Maastricht, 7 de febrero de 1987; DOCE N.º
C 191, de 29 de junio de 1992; BOE de 10 de junio de 1994).
- Carta  de  los  Derechos  Fundamentales  de  la  Unión  Europea  (Niza,  7  de
diciembre de 2000, DOUE N.º 83, de 30 de marzo de 2010).
- Tratado de Niza, firmado en Niza el 26 de febrero de 2001 (DOCE (2001 C
80/01, de 10 de marzo de 2001), por el que se modifican el Tratado de la Unión
Europea, los Tratatos constitutivos de las Comunidades Europeas y determinados
actos conexos.
- Tratado  de  Funcionamiento  de  la  Unión  Europea  (Versión  consolidada
DOUE N.° C 326 de 26 de octubre de 2012)
Derecho derivado
- Reglamento (CE) Nº 1059/2003, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26
de mayo de 2003, por el que se establece una nomenclatura común de unidades
territoriales estadísticas (NUTS) (DOUE N.º L154, de 21 de junio de 2003).
- Reglamento (CE) Nº 1082/2006, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de
julio  de 2006,  sobre la  Agrupación europea  de cooperación territorial  (AECT)
(DOUE N.º L210, de 31 de julio de 2006).
- Reglamento (CE) Nº 1083/2006, del Consejo, de 11 de julio de 2006, por el que
se establecen las disposiciones generales relativas al Fondo Europeo de Desarrollo
Regional,  al  Fondo  Social  Europeo  y  al  Fondo  de  Cohesión  y  se  deroga  el
Reglamento (CE) Nº 1260/1999 (DOUE N.º L210, de 31 de julio de 2006).
- 6 de octubre de 2006 (DOUE I. 291 de 21.10.2006) adopta la Decisión relativa a
las directrices estratégicas comunitarias en materia de cohesión
93
ESPAÑA
 Ley Orgánica Municipal de 2 de octubre de 1877
 Ley de 16 de diciembre de 1976
 Ley especial de 26 de julio de 1892, de Ensanche de Madrid y Barcelona
 Ley  de  18  de  marzo  de  1895 sobre  reforma  interior  y  saneamiento  de  grandes
poblaciones
 Estatuto Municipal de 8 de marzo de 1924.
 Decreto  de  16  de  junio  de  1931,  sobre  la  revisión  y  clasificación  de  las
Disposiciones emanadas durante la Dictadura entre 1923 y 1931
 Constitución Republicana de 1931
 Estatuto de autonomía de Cataluña 1932
 Plan General de extensión de Madrid 1933
 Ley Municipal de Bases de 1935
 Decreto de 31 de octubre,  por el  que se aprueba el  Texto Articulado de la  Ley
Municipal (Gaceta de Madrid N.º 305)
 Ley de 25 de noviembre de 1944, de Bases para la Ordenación Urbana de Madrid y
sus alrededores (BOE N.º 331, de 26 de noviembre de 1944) articulada por Decreto
de 1 de marzo de 1946 (BOE N.º 74, de 15 de marzo de 1946) 
 Ley de 17 de julio de 1945, sobre Bases para la Ordenación urbanística y comarcal
de Bilbao y su zona de influencia, desarrollada por Decreto de 1 de marzo de 1946
(BOE N.º 315, de 11 de noviembre de 1946)
 Ley de Bases de 18 de diciembre de 1946, desarrollada por el Decreto de 14 de
octubre de 1949 (BOE N.º 354, de 20 de diciembre de 1946), por la que se crea la
Corporación Administrativa del “Gran Valencia” (BOE N.º 330, de 26 de noviembre
de 1949) 
 Ley de Bases de Sanidad Nacional, de 25 de noviembre de 1944
 Ley  de  3  de  diciembre  de  1953,  sobre  Ordenación  Urbana  de  Barcelona  y  su
Comarca (BOE N.º 339, de 5 de diciembre de 1953)
 Ley el 17 de julio de 1945, de Bases del Régimen Local
 Ley de Bases de Régimen Local de 3 de diciembre de 1953
 Texto articulado y refundido aprobado por Decreto de 24 de junio de 1955 de la Ley
de Bases del Régimen Local.
 Ley de 7 de noviembre de 1957, sobre modificación de determinadas disposiciones
de la de Régimen Local (BOE N.º 281, de 8 de noviembre de 1957)
 Ley del Suelo de 1956
 Decreto 1674/1963, de 11 de julio, por el que se aprueba el texto articulado de la
Ley que establece un régimen especial para el Municipio de Madrid (BOE N.º 171,
de 18 de julio de 1963)
 Decreto 1166/1960, de 15 de junio, por el que se establece un régimen especial para
el Municipio de Barcelona, conforme a lo autorizado por el artículo 94 de la vigente
Ley de Régimen Local (BOE N.º 151, de 24 de junio)
 Decreto  de  3  de  diciembre  de  1964,  por  el  que  se  aprueba  el  Reglamento  de
Organización y Administración municipal de Barcelona
 Ley 121/1963, de 2 de diciembre, sobre el Área Metropolitana de Madrid (BOE N.º
291, de 5 de diciembre
 Decreto 3655/1963, de 26 de diciembre, se aprueba el Plan General de Ordenación
Urbana del Área Metropolitana de Madrid (BOE N.º 10, de 11 de enero de 1964).
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 Decreto 3088/1964, de 28 de septiembre, por el que se aprueba el Reglamento del
Área Metropolitana de Madrid (BOE N.º 245, de 12 de octubre).
 La Ley 48/1966,  de  23 de  julio,  sobre  modificación  parcial  del  Régimen Local
(BOE N.º 176, de 25 de julio
 III Plan de Desarrollo Económico y Social (1972-1975), aprobado por Ley 22/1972,
de 10 de mayo (BOE N.º 113, de 11 de mayo
 Decreto 902/1969, de 9 de mayo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la
Ley del II Plan de Desarrollo Económico y Social (BOE N.º 124, de 24 de mayo)
 Decreto-ley 5/1974, de 24 de agosto, se crea la Entidad Municipal Metropolitana de
Barcelona
 Decreto 2863/1974, de 27 de septiembre, vino a desarrollar el Decreto-Ley 5/1974
en  lo  relativo  a  las  normas  para  la  elección  de  los  componentes  del  Consejo
Metropolitano, (BOE N.º 243, de 10 de octubre)
 Decreto 3276/1974, de 28 de noviembre, delimita las competencias y modalidades
de  actuación  de  los  distintos  órganos  de  la  EMMB  BOE N.º  286,  de  29  de
noviembre.
 Ley 19/1975,  de 2 de mayo,  de Reforma de la  Ley sobre Régimen del  Suelo y
Ordenación Urbana (BOE N.º 107, de 5 de mayo)
 Ley 41/1975, de 19 de noviembre, de Bases del Estatuto de Régimen Local (BOE
N.º 280, de 21 de noviembre
 Ley  47/1978,  de  7  de  octubre,  de  derogación  de  la  Ley  41/1975,  de  19  de
noviembre, de Bases del Estatuto de Régimen Local (BOE N.º 243, de 11 de octubre
 Real Decreto 1346/1976, de 9 de abril, por el que se aprueba el texto refundido de la
Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana (BOE N.º 144, de 16 de junio)
ANDALUCÍA
 Andalucía: Ley Orgánica 6/1981, de 30 de diciembre, de Estatuto de Autonomía de
Andalucía. Fue derogada por la Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo, de reforma
del Estatuto de Autonomía para Andalucía.
 Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo, de reforma del Estatuto de Autonomía para Andalucía.
 Ley de Ordenación Urbanística de Andalucía, Ley 7/2002, de 17 de diciembre (BOE
N.º 154, de 31 de diciembre de 2002), 
 Ley  1/1994,  de  11  de  enero,  de  Ordenación  del  Territorio  de  la  Comunidad
Autónoma de Andalucía
 Ley 5/2010, de Autonomía Local de Andalucía (BOE N.º 174, de 19 de julio de
2010),
 Decreto 103/1999, de 4 de mayo, por el que se aprueban las Bases y Estrategias del
Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía(BOJA N.º 96, de 19 de agosto de
1999)
 Decreto 195/2006, de 7 de noviembre, por el que se acuerda la formulación del Plan
de Ordenación del Territorio de la aglomeración urbana de Sevilla,
 DECRETO  206/2006,  de  28  de  noviembre,  por  el  que  se  adapta  el  Plan  de
Ordenación del Territorio de Andalucía (Decreto 129/2006, de 27 de junio) BOJA
N.º 250, de 29 de diciembre de 2006.
 DECRETO 267/2009, de 9 de junio, por el que se aprueba el Plan de Ordenación del
Territorio  de  la  aglomeración  urbana  de  Sevilla  y  se  crea  su  Comisión  de
Seguimiento (en adelante, POTAUS), (BOJA N.º 132, de 9 de julio de 2009)
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 DECRETO 308/2009, de 21 de julio, por el que se aprueba el Plan de Ordenación
del  Territorio  de  la  aglomeración  urbana  de  Málaga  y  se  crea  su  comisión  de
seguimiento (en adelante, POTAUM) (BOJA N.º 142, de 23 de julio de 2009),
ARAGÓN
 Ley  Orgánica  8/1982,  de  10  de  agosto,  de  Estatuto  de  Autonomía  de  Aragón.
Disposición derogada por la Ley Orgánica 5/2007, de 20 de abril, de reforma del
Estatuto de Autonomía de Aragón.
 Ley Orgánica 5/2007, de 20 de abril,  de reforma del  Estatuto de Autonomía  de
Aragón.
 Ley 10/1993, de 4 de noviembre, de comarcalización de Aragón (BOE Nº. 291, de 6
de diciembre de 1993)
 Ley 8/1996, de 2 de diciembre, de delimitación comarcal de Aragón (BOE N.º  6, de
7 de enero de 1997), (asimismo vigente hasta el 31 de diciembre de 2006),
 Ley 7/1998, de Directrices Generales de Ordenación Territorial de Aragón
 Ley 7/1999, de 9 de abril, de Administración Local de Aragón (BOE N.º 108, de 6
de mayo) 
 Ley 23/2001, de Medidas de Comarcalización
 Decreto Legislativo 1/2006, de 27 de diciembre, del Gobierno de Aragón, por el que
se aprueba el texto refundido de la Ley de Comarcalización de Aragón
 Comunicación  de  la  Diputación  General  de  Aragón,  debatida  en  las  Cortes  de
Aragón el 22 de noviembre de 1991 (B.O. de las Cortes de Aragón n.º 6, de 31 de
octubre de 1991)
ASTURIAS
 Asturias: Ley Orgánica 7/1981, de 30 de diciembre, de Estatuto de Autonomía de
Asturias
 Directrices Regionales de Ordenación del Territorio de Asturias, reguladas por el
Decreto Legislativo 1/2004, de 22 de abril, por el que se aprueba el texto refundido
de  las  disposiciones  legales  vigentes  en  materia  de  ordenación  del  territorio  y
urbanismo (BOE N.º 131, de 31 de mayo)
CANTABRIA
 Ley Orgánica 8/1981, de 30 de diciembre, de Estatuto de Autonomía de Cantabria.
CASTILLA-LAMANCHA
 Ley Orgánica 9/1982, de 10 de agosto, de Estatuto de Autonomía de Castilla-La
Mancha
CASTILLA Y LEÓN
Ley Orgánica 4/1983, de 25 de febrero, de Estatuto de Autonomía de Castilla y León.
Texto  revisado por  Ley Orgánica  14/2007,  de 30 de noviembre,  de reforma del
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Estatuto de Autonomía de Castilla-León.
 Ley Orgánica 14/2007, de 30 de noviembre, de reforma del Estatuto de Autonomía
de Castilla y León.
Ley 2/2010, de 11 de marzo, de Derechos de los Ciudadanos en sus relaciones con la
Administración de la Comunidad de Castilla y León y de Gestión Pública BOE N.º
100, de 26 de abril de 2010.
CATALUÑA
 Decreto  1495/1979,  de  16  de  junio,  por  el  que  se  adaptan  las  normas  sobre
elecciones de los órganos de gobierno de la Entidad Municipal Metropolitana de
Barcelona a la Ley de Elecciones Locales
 Cataluña: Ley Orgánica 4/1979, de 18 de diciembre, de Estatuto de Autonomía de
Cataluña. Fue derogada por la Ley Orgánica 6/2006, de 19 de julio, de reforma del
Estatuto de Autonomía de Cataluña.
 Ley Orgánica 6/2006, de 19 de julio,  de reforma del Estatuto de Autonomía de
Cataluña.
 Ley de Organización Territorial de Cataluña 1987
 Ley 7/1987, de 4 de abril, por la que se establecen y regulan actuaciones públicas
especiales en la “conurbación” de Barcelona y en las comarcas comprendidas dentro
de su zona de influencia directa (BOE N.º 100, de 27 de abril.
 Ley 8/1987, de 15 de abril, Municipal y de Régimen Local de Cataluña (BOE N.º
122, de 22 de mayo de 1987)
 Ley 22/1998, de 30 de diciembre, de la Carta Municipal de Barcelona (BOE N.º 28,
de 2 de febrero),
 Ley 31/2010, de 3 de agosto, del Área Metropolitana de Barcelona BOE N.º 231, de
23 de septiembre de 2010.
 Decreto Legislativo 2/2003, de 28 de abril, por el que se aprueba el Texto refundido
de la Ley municipal y de régimen local de Cataluña (DOGC N.º 3887, de 20 de
mayo),
 DECRETO  5/1988,  13  de  enero,  de  Transferencias  de  Servicios  de  la  Entidad
Municipal Metropolitana de Barcelona.
CEUTA
 Ley Orgánica 1/1995, de 13 de marzo, de Estatuto de Autonomía de Ceuta.
COMUNIDAD VALENCIANA
 Ley Orgánica 5/1982, de 1 de julio, de Estatuto de Autonomía de la Comunidad
Valenciana
 Ley 5/1986, de 19 de noviembre (BOE N.º 300, de 16 de diciembre de 1986). 
 Ley 12/1986,  de 3  de  diciembre,  de  la  Generalitat  Valenciana,  de  Creación  del
“Consell  Metropolitá  de  L’Horta”  (DOCV  N.º  505,  de  14  de  enero  de  1987)
desarrollada por el Decreto 65/1988, de 9 de mayo, del Consell de la Generalitat
Valenciana
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 Ley 7/1987, de 4 de abril, de la Generalitat de Cataluña, por la que se establecían la
Entidad  Metropolitana  del  Transporte  y  la  Entidad  Metropolitana  de  Servicios
Hidráulicos y Tratamiento de residuos
 Ley Reguladora de la Actividad Urbanística (LRAU), de 1994
 Ley 4/1995, de 16 de marzo, de la Generalitat Valenciana, del Área Metropolitana
de L’Horta (DOCV N.º 2477, de 27 de marzo de 1995),
 Ley 8/1999, de 3 de diciembre, de la Generalitat Valenciana por la que se suprime el
Área Metropolitana de L’Horta (DOCV N.º 3640, de 7 de diciembre de 1999).
 Ley 2/2001, de 11 de mayo, de Creación y Gestión de Áreas Metropolitanas de la
Comunidad  Valenciana  modificada  por  la  Ley  5/2004,  de  13  de  julio,  de
modificación de la Ley 2/2001, de 11 de mayo,  de creación y gestión de Áreas
Metropolitanas en la Comunidad Valenciana (BOE N.º 188, de 5 de agosto de 2004)
 Ley 8/2010, de 23 de junio, de la Generalitat, de Régimen Local de la Comunitat
Valenciana (BOE N.º 178, de 23 de Julio de 2010), en una completa regulación,
dedica  su Título V, comprendido por los artículos 74 a 86, a establecer el régimen
jurídico de las Áreas Metropolitanas.
 Ley 5/2013, de 23 de diciembre, de Medidas Fiscales, de Gestión Administrativa y
Financiera,  y  de  Organización  de  la  Generalitat  (DOCV de 27 de  diciembre  de
2013).
 Decreto 103/1988, de 18 de julio de 1988, del Consell de la Generalitat Valenciana,
fueron aprobadas definitivamente las Normas de Coordinación Metropolitana
COMUNIDAD DE MADRID
 Ley Orgánica 3/1983, de 25 de febrero, de Estatuto de Autonomía de la Comunidad
de Madrid
 Ley 10/1984, de Ordenación del Territorio
 Ley 9/1995, de 28 de marzo se regulan las medidas de política territorial, suelo y
urbanismo de la Comunidad de Madrid
 Ley 9/2001, de 17 de julio, del Suelo de la Comunidad de Madrid
 Ley 2/2003, de 11 de marzo, de Administración Local de la Comunidad de Madrid
(BOE N.º 128 de 29 de mayo
 Ley  de  Capitalidad,  la  Ley  22/2006,  de  Capitalidad  y  de  Régimen  Especial  de
Madrid, que se aprobó el 4 de julio de 2006
 Ley 1/2014, de 25 de julio, de Adaptación del Régimen Local de la Comunidad de
Madrid a la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de Racionalización y Sostenibilidad
de la Administración Local.
 Reales Decretos 1992/1983, de 20 de julio; 1115/1984, de 6 de junio, y 2251/ 1985,
de  23  de  octubre,  se  traspasaron  a  la  Comunidad  de  Madrid,  entre  otras,  las
funciones  y  servicios  en  materia  de  ordenación  del  territorio,  urbanismo,  medio
ambiente y patrimonio arquitectónico, control de la edificación y vivienda,
 Real Decreto 561/1989, de 28 de abril,  sobre ampliación de funciones y medios
patrimoniales adscritos a los servicios traspasados a la Comunidad de Madrid, en
materia  de  urbanismo  y  vivienda,  se  traspasaron  a  la  Comunidad  de  Madrid  la
totalidad  de funciones residuales  que venía desempeñando la  Administración del
Estado, correspondientes a la extinguida COPLACO.
EXTREMADURA
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 Ley Orgánica 1/1983, de 25 de febrero, de Estatuto de Autonomía de Extremadura
Texto revisado por Ley Orgánica 1/2011, de 28 de enero, de reforma del Estatuto de
Autonomía de la Comunidad Autónoma de Extremadura.
 Ley Orgánica 1/2011, de 28 de enero, de reforma del Estatuto de Autonomía de la
Comunidad Autónoma de Extremadura.
GALICIA
 Ley Orgánica 1/1981, de 6 de abril, de Estatuto de Autonomía de Galicia
ISLAS BALEARES
 Ley  Orgánica  2/1983,  de  25  de  febrero,  de  Estatuto  de  Autonomía  de  las  Illes
Balears. Texto revisado por Ley Orgánica 1/2007, de 28 de febrero, de reforma del
Estatuto de Autonomía de las Islas Baleares.
 Ley Orgánica 1/2007, de 28 de febrero, de reforma del Estatuto de Autonomía de las
Illes Balears.
ISLAS CANARIAS
Ley Orgánica 10/1982, de 10 de agosto, de Estatuto de Autonomía de Canarias.
LA RIOJA
 Ley Orgánica 3/1982, de 9 de junio, de Estatuto de Autonomía de La Rioja
MELILLA
Ley Orgánica 2/1995, de 13 de marzo, de Estatuto de Autonomía de Melilla.
MURCIA
Ley Orgánica 4/1982, de 9 de junio, de Estatuto de Autonomía de Murcia.
NAVARRA
Ley  Orgánica  13/1982,  de  10  de  agosto,  de  Reintegración  y  Amejoramiento  del
Régimen Foral de Navarra. Derogada parcialmente y modificada por Ley Orgánica
7/2010, de 27 de octubre.
PAÍS VASCO
Estatuto de Autonomía del País Vasco aprobado por Ley Orgánica 3/1979, de 18 de
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diciembre.
PAÍSES MIEMBROS DE LA UE
ALEMANIA
- Ley Fundamental para la República Federal Alemana de 23 de mayo de 1949
- Ley bávara de planificación territorial de 5 de febrero de 1970
- Ley de régimen municipal de Baviera (GOBay), de 22 de agosto de 1998).
- Ley de régimen municipal de Baden-Württemberg (GOBW), de 24 de julio de
2000).
- 1 de Abril de 2001 por la Ley de Aglomeraciones del Parlamento de Hesse
AUSTRIA
- Constitución de 1 de octubre de 1920
BÉLGICA
- Constitución de 7 de febrero de 1831.
- Ley de 23 de julio de 1971 sobre fusión de municipios
- Ley de 26 de julio de 1971 instituyó las aglomeraciones y las federaciones de
municipios
BULGARIA
- La Constitución de la República de Bulgaria fue promulgada el día 13 de julio
de 1999,
- Ley  de  la  división  territorial  y  administrativa  de  la  República  de  Bulgaria
(promulgada el 14 de Julio de 1995
- Ley de la estructura administrativa y territorial de Bulgaria; 
- Ley de desarrollo regional; 
- Ley de desarrollo territorial (para la planificación física)
CHIPRE
- Ley  N.º  111/85,  de  establecimiento,  funcionamiento  y  organización  de  los
municipios  No:  2082  of  18th  October  1985  OFFICIAL  GAZETTE  OF  THE
REPUBLIC THE MUNICIPALITIES LAW NO: 111 OF 1985
- Ley  86/1999,  de  establecimiento,  organización  y  funcionamiento  de  las
Comunidades
CROACIA
- Constitución de la República de Croacia, de 22 de diciembre de 1990
DINAMARCA
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- La Constitución danesa, que se firmó el 5 de junio de 1953
- ley de reestructuración de los límites municipales fue adoptada en 1967
- Ley del Consejo Metropolitano del Gran Copenhaguen 1973
- Ley de reforma municipal de 1 de enero de 2007
ESLOVAQUIA
- Constitución de 1 de octubre de 1992
- 1 de  enero  de 2002 (Ley Nº 302/2001,  sobre la  autonomía  de las  Unidades
Territoriales Superiores
ESLOVENIA
- Constitución de Eslovenia (Gaceta Oficial RS, Nº 33/91-I), aprobada el 23 de
diciembre de 1991
- Ley de autonomía local de 1993 (Official Gazette of the Republic of Slovenia,
Nº. 72/93)
ESTONIA
- Constitución de 28 de junio de 1992
- Ley de Organización del Gobierno Local, aprobada el 2 de junio de 1993
- Ley de la División Administrativa del Territorio de Estonia, aprobada el 22 de
febrero de 1995
- Ley de Asociaciones sin Ánimo de Lucro, aprobada el 6 de junio de 1996
- Ley de Asociaciones de Gobiernos Locales de 6 de noviembre de 2002
- Ley de Cooperación Administrativa, de 29 de enero de 2003
- Ley para la promoción de la fusión de Gobiernos locales, de 28 de junio de 2004
FINLANDIA
- Constitución de Finlandia fue aprobada el 11 de julio de 1999
- Local Government Act, Nº 365, 1995.
- Ley de 1 de enero de 1997, del Ára Metropolitana de Helsinki
- Ley  829/2009,  de  acción  cooperativa  entre  los  municipios  del  Área
Metropolitana de Helsinki en gestión de residuos y transporte público
- Ley 1651/2009, de desarrollo regional
FRANCIA
- Constitución de la quinta República, promulgada el 4 de octubre de 1958
- Ley  de  2  de  marzo  de  1982  relativa  a  los  Derechos  y  Libertades  de  los
municipios, departamentos y regiones
- Ley de 6 de febrero de 1992, relativa a la Administración territorial
- Ley N.º 99-586, de 12 de julio de 1999, llamada "Ley Chevènement”, sobre el
reforzamiento y la simplificación de la cooperación intermunicipal 
- La Ley de reforma constitucional 2003-276, del 28 de marzo
- Loi n° 2010-1563 du 16 décembre 2010 de réforme des collectivités territoriales
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- Loi  n°  2014-58  du  27  janvier  2014  de  modernisation  de  l'action  publique
territoriale et d'affirmation des métropoles
GRECIA
- La Constitución de Grecia, aprobada el 11 de junio de 1975
- Ley 4071/2012, sobre “Disposiciones para el desarrollo local, el gobierno local y
la administración descentralizada
HUNGRÍA
- Ley Nº. LXV del Gobierno Local de 1990,
- Ley de Asociaciones Subregionales Multifuncionales de Gobiernos locales (Act
CVII of 2004 on the Multi-Functional Subregional Associations)
- La nueva Constitución de Hungría, de 18 de abril de 2011,
- Ley sobre Gobiernos locales (Ley Nº. CLXXXIX), de diciembre de 2011
IRLANDA
- Constitución fue promulgada por el pueblo el 1 de julio de 1937
- Ley del Gobierno Local de 1991
- Ley  30/2000,  de  Planificación  y  Desarrollo  del  Territorio  (Planning  and
Development Act 2000).
ITALIA
- La Constitución de Italia, aprobada el 22 de diciembre de 1947.
- La Ley 142/1990, de 8 de junio,  relativa al  ordenamiento  de las autonomías
locales
- Ley  de  5  de  abril  de  2014,  N.º  56,  titulada  “Disposiciones  sobre  ciudades
metropolitanas, provincias, uniones y fusiones de municipios
LETONIA
- El 8 de junio de 1995 se aprobó la Ley de Gobiernos Locales
- La Constitución de Letonia, de 15 de octubre de 1998
- Ley de desarrollo regional de 21 de marzo de 2002 
LITUANIA
- Constitución de la República de Lituania, de 25 de octubre de 1992
- Ley de Gobierno Local de 7 de julio de 1994
LUXEMBURGO
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- Constitución del Gran Ducado de Luxemburgo vio la luz el 17 de octubre de
1868,
MALTA
- El 21 de septiembre de 1964 se aprobó la Constitución de Malta
PAÍSES BAJOS
- Constitución fue firmada el 17 de febrero de 1983
- Ley de Cooperación” (Regelingen Gemeenschappelijke Wet) de 1984.
POLONIA
- Constitución de Polonia entró en vigor el 2 de abril de 1997
PORTUGAL
- Constitución de Portugal de 1976
- Ley n.º 10/2003, de 13 de mayo, que integra el régimen orgánico de las áreas
metropolitanas (Diário da República – 1 Série-A, N.º 110).
- La Ley n.º 45/2008, de 27 de agosto, revocó las leyes del 2003 y se establecieron
para todo el territorio, excepto para Lisboa y Oporto, comunidades intermunicipales
- Ley n.º 46/2008, que establece el régimen jurídico de las áreas metropolitanas de
Lisboa y de Oporto (Diário da República – 1ª  Série, N.º 165.)
- Ley n.º 55-A/2010, de 31 de diciembre, de modificación de la Ley n.º 46/2008
(Diário da República – 1ª Série, N.º 176).
- Ley n.º 75/2013, de 12 de septiembre de 2013, que derogó la Ley 46/2008 y que
estableció el actual régimen jurídico de las autarquías locales
- Decreto-Ley nº 44/91 de 2004, que instituye las Áreas Metropolitanas de Lisboa
y Oporto
REINO UNIDO
- Local government act 1972 
- Rates Act 1984
- Local Government Act 1985
REPÚBLICA CHECA
- Constitución de la República Checa, de 1992, entró en vigor el 1 de enero de
1993
- Ley  N.º  367/1990,  de  Municipios  (Law  on  Municipalities N.º  367/1990,
reformada por la Ley N.º 128/2000
- La Ley sobre las unidades supramunicipales N.º 347/1997 (constitutional Act on
the Higher Self-Governing Territorial Units No. 347/1997
- Ley N.º 129/2000, de las Regiones (Act on Regions No. 129/2000)




- La Constitución de Rumanía, aprobada el 8 de diciembre de 1991
- Ley N.º L215/2001, de Gobierno Local de Rumanía
SUECIA
- La Constitución de 1 de enero de 1975
- Ley del Gobierno local 2004.
AMÉRICA DEL NORTE
CANADÁ
Municipal Corporations Act promulgada en 1835
Constitución de Canadá de 1982 (Constitution Act), que reforma la Constitución de
1867,
Ley de los poderes municipales (The Municipal Powers Act)
Ley  del  municipio  metropolitano  de  Toronto  (The  Municipality  of  Metropolitan
Toronto Act),
Ley de la Ciudad de Toronto en 1997 (City of Toronto Act)
ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA
 Constitución de 17 de septiembre de 1787
MÉXICO
 Constitución  Política  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos,  publicada  en  el  Diario
Oficial de la Federación del 5 de febrero de 1917
 Texto Constitucional de 1993
 Ley de Planeación de 1983
 Ley General de Asentamientos Humanos (LGAH) (Diario Oficial de la Federación
de 21 de julio de 1993
 Diario Oficial de la Federación se publicó el 21 de diciembre de 2001 la “Ley de
Planeación del Estado de México y Municipios
Zona Metropolitana de Monterrey
 Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nuevo León (publicada en el
Periódico  Oficial  del  Estado de fecha  16 de diciembre  de 1917,  ultima  reforma
publicada en el P.O. el 17 de septiembre de 2012
 Ley Orgánica de la Administración Pública Municipal del estado de Nuevo León,
publicada el 28 de enero de 1991
Zona Metropolitana de Ciudad de México
 Estatuto de Gobierno del Distrito Federal,




 Constitución Política de la República de Ecuador, de 28 de septiembre de 2008
 Ley Orgánica de Régimen Municipal
Distrito Metropolitano de Quito
 Ley Orgánica de Régimen para el Distrito Metropolitano de Quito
ARGENTINA
 Constitución de la Nación Argentina, sancionada el 1 de mayo de 1853, y reformada
por última vez hasta la fecha en 1994
Buenos Aires
 Ley Nº 4013, del Ministerio del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires,
de fecha 17 de noviembre de 2011.
 Decreto Ley 70/1948, de 8 de enero, define por primera vez el Área Metropolitana
de  Buenos  Aires.  La  Ley  Nº  4013,  del  Ministerio  del  Gobierno  de  la  Ciudad
Autónoma de Buenos Aires, de fecha 17 de noviembre de 2011.
 Decreto 660/2011, por el que se aprobó la estructura orgánico-funcional dependiente
del Poder Ejecutivo del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires
 Decreto Nº 149 del 21 de marzo de 2012 crea la “Unidad de Proyectos Especiales
-Área Metropolitana de Buenos Aires”
PERÚ
 Constitución Política del Perú, promulgada el 29 de diciembre de 1993
 Ley Nº 27783, de Bases de la Descentralización, de 20 de julio de 2002
 Ley Nº 27972, Orgánica de Municipalidades
Área Metropolitana de Lima
 Ordenanza Nº 812, se aprueba el Reglamento de Organización y Funciones de la
Municipalidad Metropolitana
CHILE
 Constitución Política de la República de Chile, promulgada por el Decreto Supremo
Nº 1.150 de 1980
 Ley  Orgánica  Constitucional  Nº  19.175,  sobre  Gobiernos  y  Administración
Regional, de 8 de agosto de 2005
 Ley 20.390, de 28 de octubre de 2009 reformó la Constitución
COLOMBIA
 Constitución Nacional de 1886
105
 Acto legislativo n.º 1, de 11 de diciembre de 1968 de reforma constitucional
 Constitución de 1991
 Ley 99 de 1993, de 22 de diciembre, “por la cual se crea el Ministerio del Medio
Ambiente, se reordena el Sector Público encargado de la gestión y conservación del
medio ambiente y los recursos naturales renovables, se organiza el Sistema Nacional
Ambiental, SINA, y se dictan otras disposiciones”.
 Ley Orgánica 128 de 1994, de 23 de febrero, "por la cual se expide la ley orgánica
de las áreas metropolitanas"
 28 de junio de 2011 se aprobó la Ley N.º 1454, el 28 de junio de 2011 se aprobó la
Ley N.º 1454, “por la cual se dictan normas orgánicas sobre ordenamiento territorial
y se modifican otras disposiciones”
 Ley Orgánica 1625, de 29 de abril de 2013, de Áreas Metropolitanas "Por la cual se
deroga la  Ley Orgánica de 128 de 1994 y se expide el  régimen para las Áreas
Metropolitanas"
Área Metropolitana de Bucaramanga
 Ordenanza  N.º  020,  de  15  de  diciembre  de  1981,  por  la  que  se  crea  el  Área
Metropolitana de Bucaramanga
 Decreto 0332, de 2 de mayo de 1985, por el que se integra un nuevo municipio al
Área Metropolitana de Bucaramanga
Área Metropolitana del Valle de Aburrá
 Ordenanza  N.º  34  de,  27  de  noviembre  de  1980,  por  la  que  se  crea  el  Área
Metropolitana del Valle de Aburrá
BRASIL
 Lei Complementar N.º 14, de 8 de junio de 1973
 Lei Complementar estadual N.º 94, de 29 de mayo de 1974
 Constitución Federativa de Brasil del 1988
São Paulo
 Constitución del Estado de São Paulo, promulgada el 5 de octubre de 1989
 Lei Complementar N.º 760, de 1 de agosto de 1994, establece las directrices para la
organización regional del Estado de São Paulo
 Lei Complementar N.º 1.139 de 16 de junio de 2011
ÁFRICA
SUDÁFRICA
 Local Government Transition Act, N.º 209, de 1993
 Constitución de la República de Sudáfrica, de 8 de mayo de 1996
 Local Government Transition Second Amendment Act, N.º 97, de 22 de noviembre
de 1996
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 Organized Local Government Act, N.º 52, de 12 de noviembre de 1997
 Municipal Demarcation Act, N.º 27, de 24 de junio de 1998
 Municipal Structures Act, N.º 117, de 18 de diciembre de 1998
ASIA Y EL PACÍFICO
INDIA
 Constitución de la India está vigente desde el 26 de enero de 1950
 The Constitution (Seventy-fourth Amendment) Act de 1992.
Estado de Maharashtra
 Mumbai Metropolitan Development Act, de 26 de enero de 1975
Estado de Tamil Nadu
 Tamil Nadu Town and Country Planning Act de 1971
JAPÓN
Constitución de Japón de 3 de mayo de 1947
Local Autonomy Law, N.º 67, de 17 de abril de 1947
Ley N.º 79, de 2009, de modificación de la Local Autonomy Law
EUROPA
SUIZA
 Constitución federal de 1999
OCEANÍA
AUSTRALIA
 Constitución australiana de 9 de julio de 1900 (Commonwealth of Australian Act)
NUEVA ZELANDA
 Decreto del Gobierno Local de 1974.
 Local Government Act de 2002




 “Estrategia  Territorial  Europea.  Hacia  un  desarrollo  equilibrado  y  sostenible  del
territorio de la UE”. Acordada en la reunión informal de Ministros responsables de
ordenación del territorio de la Unión Europea, celebrada en Potsdam los días 10 y 11
de mayo de 1999
 “Magna  Carta  Metropolitana:  La  Declaración  de  Oporto,  compromiso  sobre  la
planificación y el desarrollo del espacio por las regiones y áreas metropolitanas de
Europa”, junio 1999.
Dictamen del Comité de las Regiones, de 14 de diciembre de 2000, sobre “las nuevas
formas de gobernanza – Europa: un marco para la iniciativa de los ciudadanos”.
 Comunicación de la Comisión Europea titulada “La Gobernanza Europea. Un Libro
Blanco”, de fecha 25 de julio de 2001 (DOUE 2001/C 287/01)
 Comunicación  de  la  Comisión  Europea  titulada  “Diálogo  con las  asociaciones  de
colectividades territoriales sobre la elaboración de las políticas de la Unión Europea”,
diciembre de 2002 (COM (2002)
 Comunicación de la Comisión, de 19 de diciembre de 2003, en la que propugnaba un
“Diálogo con las asociaciones de colectividades territoriales sobre la elaboración de
las políticas de la Unión Europea” (COM (2003) 811 final – no publicada en el Diario
Oficial),
Dictamen  del  CESE  sobre  “Las  áreas  metropolitanas  europeas:  repercusiones
socioeconómicas para el futuro de Europa”, firmado el día 1 de julio de 2004  DOUE
2004/C 302/20, de 7 de diciembre de 2004.
Directrices  Estratégicas  Comunitarias  sobre  Desarrollo  Rural  (DOUE  L  55  de
25.02.2006)
Directrices  Estratégicas  Comunitarias  sobre Cohesión adoptadas por el  Consejo en
2006 (DOUE L 291 de 21.10.2006)
Dictamen del Comité Económico y Social Europeo, de 25 de abril de 2007, sobre la
"Agenda Territorial"
Dictamen del Comité Económico y Social Europeo sobre “Las áreas metropolitanas
europeas: repercusiones socioeconómicas para el futuro de Europa”, (Bruselas, 25 de
abril de 2007; DOUE N.º 2007/C 168/02, de 20 de julio de 2007).
 “Agenda Territorial de la UE”, firmada en Leipzig, el 25 de mayo de 2007.
Dictamen del Comité Económico y Social Europeo de 25 de abril de 2007, sobre la
“Agenda Territorial”,
 Resolución del Parlamento Europeo, de 21 de febrero de 2008 (DOUE N.º 2009/C
184 E/15, de 6 de agosto de 2009), sobre “el seguimiento de la Agenda Territorial de
la  UE y  de  la  Carta  de  Leipzig:  Hacia  un  programa  de  acción  europea  para  el
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desarrollo espacial y la cohesión territorial” 
Dictamen  del  CESE sobre  el  tema  “Gobernanza  y  asociación  a  nivel  nacional  y
regional, y base para los proyectos en el ámbito de la política regional”firmado el 18
de septiembre de 2008 (DOUE N.º (2009/C 77/30, de 31 de marzo de 2009),
 Comunicación de la Comisión al Consejo, al Parlamento Europeo, al Comité de las
Regiones y al Comité Económico y Social Europeo. Bruselas, 6 de octubre de 2008.
Libro  Verde  sobre  la  cohesión  territorial:  Convertir  la  diversidad territorial  en un
punto fuerte
 Resolución del Parlamento Europeo, de 21 de octubre de 2008 (DOUE N.º 2010/C 15
E/02, de 21 de enero de 2010) sobre “gobernanza y asociación a nivel nacional y
regional, y una base para proyectos en el ámbito de la política regional”,
 Libro Verde sobre cohesión territorial (2008)
 Protocolo N.º 28, “Sobre la cohesión económica, social y territorial”
 Comunicación de la Comisión al Consejo, al Parlamento Europeo, al Comité de las
Regiones y al Comité Económico y Social Europeo. Bruselas, 6 de octubre de 2008.
“Libro Verde sobre la cohesión territorial:  Convertir  la diversidad territorial  en un
punto fuerte”
 Resolución del Parlamento Europeo Resolución de 24 de marzo de 2009 sobre “la
dimensión urbana de la política de cohesión en el nuevo periodo de programación”
(DOUE N.º 2010/C 117 E/12, de 6 de mayo de 2010)
Dictamen de Iniciativa del Comité de las Regiones, de 17 de junio de 2009, “Libro
Blanco del Comité de las Regiones sobre la Gobernanza Multinivel”
 Comunicación de la Comisión,  “Europa 2020, “Una estrategia para un crecimiento
inteligente, sostenible e integrador, hecha en Bruselas, el 3 de marzo de 2010,
Dictamen del Comité de las Regiones, de 9 de junio de 2010 (DOUE 2010/C 267/07,
de 1 de octubre de 2010), sobre “el papel de la regeneración urbana en el futuro del
desarrollo urbano en Europa.
 Resolución  del  Parlamento  Europeo  de  7  de  octubre  de  2010,  “sobre  la  política
regional y de cohesión de la UE después de 2013
 Resolución,  de  14  de  diciembre  de  2010,  del  Parlamento  Europeo  sobre  “buena
gobernanza en el ámbito de la política regional de la UE: procedimientos de ayuda y
control por parte de la Comisión Europea”.
 “Agenda  Territorial  Europea  2020.  Hacia  una  sociedad  integradora,  inteligente  y
sostenible  para  una  Europa  de  Regiones  diversas”.  Firmada  por  los  Ministros
responsables  de  Ordenación  del  Territorio  y  Desarrollo  Territorial  en  la  reunión
ministerial informal celebrada en Gödöllö, Hungría, el 19 de mayo de 2011 
 Resolución del Parlamento Europeo, de 23 de junio de 2011, sobre “la Agenda urbana
europea y su futuro en la política de cohesión.”
Dictamen  del  Comité  Económico  y  Social  Europeo  sobre  el  tema  “Las  áreas
metropolitanas y las ciudades-región en el marco de la Estrategia Europa 2020”, de 21
de septiembre de 2011 (DOUE N.º 2011/C 376/02, de 22 de diciembre de 2011).
 Recomendación de la Comisión Europea, de 21 de octubre de 2011 (DOUE 2011/C
312/01, de 25 de octubre de 2011), sobre la iniciativa de programación conjunta de
investigación  “Europa  urbana  –  Retos  urbanos  mundiales,  soluciones  conjuntas
europeas”.
 Tercer  Informe  sobre  Cohesión  Económica  y  Social  elaborado  por  la  Dirección
General de Política Territorial de la Unión Europea, de 18 de febrero de 2004,
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 Resolución del Comité de las Regiones, de 3 de abril de 2014, sobre la Carta de la
Gobernanza Multinivel en Europa (DOUE N.º 2014/C 174/01, de 7 de junio de 2014).
Dictamen del Comité de las Regiones, de 25 de junio de 2014, “Hacia una política
urbana integrada para la Unión Europea” (DOUE N.º 2014/C 271/03, de 19 de agosto
de 2014).
Dictamen del Comité Económico y Social Europeo, de 19 de febrero de 2015, sobre
los “Avances en la  aplicación  de la  Estrategia  Europa 2020 y consecución de sus
objetivos de aquí a 2020” (DOUE N.º 2015/C 251/04, de 31 de julio de 2015)
Dictamen de 17 de abril de 2015, del Comité de las Regiones, sobre “la mejora de la
aplicación de la Agenda Territorial de la Unión Europea 2020” (DOUE, N.º 2015/C
195/05, de 12 de junio de 2015).
Declaración de Viena, de 21 de abril de 2015, titulada “Una voz fuerte en Europa”.
 Carta de la Gobernanza Multinivel en Europa, de 3 de abril de 2014. 
Dictamen del Comité Económico y Social Europeo, de 23 de abril de 2015, sobre la
“Comunicación  de  la  Comisión  al  Parlamento  Europeo,  al  Consejo,  al  Comité
Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones – La dimensión urbana de
las políticas de la UE: elementos clave de una agenda urbana para la UE” (DOUE N.º
2015/C 291/08, de 4 de septiembre de 2015)
 “Declaración de Ministros hacia la Agenda Urbana Europea”, Riga, 10 de junio de
2015.
ESPAÑA
 III Plan de Desarrollo Económico y Social, 1972-1975
 Estudio  realizado  por  la  Dirección  General  de  Urbanismo  del  Ministerio  de
Vivienda sobre “Áreas Metropolitanas de España en 1960”
 Libro Blanco para la Reforma del Gobierno Local. Ministerio de Administraciones
públicas, Secretaría de Estado de Cooperación Territorial, Madrid, 2005
Andalucía
 Plan de Ordenación Territorial de Andalucía
 Acuerdo de 31 de mayo de 1994 se formuló el Plan de Ordenación del Territorio de
la aglomeración urbana de Sevilla
Aragón
 Comunicación a las Cortes de Aragón (B.O. de las Cortes de Aragón n.º 161, de 27
de enero de 1995),
 Anteproyecto de Ley de Capitalidad de Zaragoza 2014
Cataluña
 “Informe sobre la revisión del modelo de organización territorial de Cataluña”, de
22 de diciembre de 2000
País Vasco
 Plan estratégico para la revitalización del Bilbao Metropolitano de 1989
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 En  2006  se  aprueba  el  Plan  territorial  parcial  del  área  funcional  del  Bilbao
Metropolitano de 2006
 Plan territorial  sectorial  de protección y ordenación del  litoral  de la  Comunidad
Autónoma del País Vasco de 2007
PAÍSES UE
ESLOVENIA
 Estrategia  para  el  Desarrollo  Espacial  de  Slovenia,  documento  adoptado  por  la
Asamblea Nacional de la República de Eslovenia en sesión del 18 de junio de 2004,
publicado en la Gazeta Oficial de la República, Nº 76/2004, en vigor desde el 20 de
julio de 2004
IRLANDA
 Local Government Bill 2013
PAÍSES DE TERCEROS ESTADOS
NUEVA ZELANDA
 Submission to the Local  Government  and Environment  Select  Committee,  Local
Government Act 2002 Amendment Bill 2012.
CANADÁ
 Proyecto de Ley de reforma de la Ley de Gobierno Local de 2002 (Local 
Government Act 2002 Amendment Bill 2012
MÉXICO
 Programa Nacional de Desarrollo Urbano y Ordenación del Territorio 2001-2006
 Carta Abierta por la Reforma Urbana de 2012
 “Programa Nacional de Desarrollo Urbano y Ordenación del Territorio 2014-2018”
PERÚ
 Acta de Fundación de Lima (firmado por Francisco Pizarro el 18 de enero de 1535)
CHILE
 Documento Propuesta de Política Nacional de Desarrollo Urbano, mayo 2013
SUDÁFRICA




Tratado de Lisboa http://www.boe.es/legislacion/enlaces/documentos/ue/Trat_lisboa.pdf
(Último acceso, 30.06.2015).
Dictamen del CESE sobre la “Agenda Territorial”, firmado en Bruselas el 25 de abril de
2007,
http://eurored.ccoo.es/comunes/recursos/99999/doc1755_Dictamen_del_CESE_601-
2007.pdf Último acceso, 01.07.2015.
Versión consolidada del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea:  http://eur-
lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:12012E/TXT&from=es (Último
acceso, 30.06.2015)
Versión consolidada del Tratado de la Unión Europea 
http://www.boe.es/doue/2010/083/Z00013-00046.pdf (Último acceso, 30.06.2015).
Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea 
http://www.europarl.europa.eu/charter/pdf/text_es.pdf  (Último acceso, 30.06.2015).
Cohesión territorial: http://ec.europa.eu/regional_policy/es/policy/what/territorial-cohesion/
Comunicación de la Comisión al  Consejo,  al  Parlamento Europeo, al  Comité de las
Regiones y al Comité Económico y Social Europeo. Bruselas, 6 de octubre de 2008.




Estrategia Territorial Europea  
http://ec.europa.eu/regional_policy/sources/docoffic/.../sum_es.pdf 
Último acceso, 01.07.2015
Agenda  Territorial  Europea:  http://www.bmvbs.de/territorial-agenda (Último  acceso,
01.07.2015).





ESPON Fuente: http://www.espon.eu/main/ (Último acceso, 02.07.2015).
Un ejemplo de estudio realizado por ESPON lo encontramos en el artículo titulado “Las
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